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I.- La tecnología reproductiva es un fenómeno científico de extraordinario 
interés jurídico por su constante evolución, la provisionalidad de las normas 
que lo regulan, y su estrecha relación con instituciones jurídicas y morales 
básicas de la sociedad. 
 
Su despegue se produjo de forma definitiva en la última década del 
Siglo XX, al concurrir dos descubrimientos que cambiaron para siempre el 
concepto originario de procreación: la fecundación extracorpórea, y la 
crioconservación de células germinales. La pujanza social de los programas de 
asistencia médica a la procreación está relacionada con el incremento de las 
tasas de infertilidad en el mundo desarrollado, y con la modificación de las 
estructuras familiares tradicionales. Según las estadísticas más recientes dos de 
cada diez parejas en edad fértil tienen problemas para procrear en los países 
occidentales; y uno de cada cinco hogares se declara monoparental. En este 
contexto social las técnicas de reproducción artificial han permitido tener 
descendencia a muchas parejas infértiles; han facilitado la maternidad a 
mujeres sin pareja y a parejas homosexuales; han posibilitado a progenitores 
enfermos almacenar sus gametos con la expectativa de una procreación futura; 
han evitado la transmisión de enfermedades congénitas; y, entre otras muchas 
opciones, han abierto la puerta a la selección de embriones por su idoneidad 
genética en beneficio de terceros. 
 
Actualmente, sus recientes aplicaciones en los ámbitos de la medicina 
regenerativa y la terapia celular confirman, además, una potencialidad sin 
precedentes que puesta al servicio de las investigaciones biomédicas 
vislumbra resultados que hace sólo un par de años parecían inimaginables. 
Así, el descubrimiento de las células troncales, que poseen la capacidad no 
sólo de cultivarse y reproducirse a sí mismas, sino también de generar células 
de diferente progenie; el descubrimiento de las células iPS, que son células 
troncales de tipo embrionario obtenidas por reprogramación de células adultas 
(pluripotencialidad inducida); y la modificación genética celular, que permite 
a determinadas células segregar sustancias o ejercer funciones que antes le 
eran ajenas (transdiferenciación), son algunos de los procedimientos 
considerados como  un “diamante en bruto” con los que trabajan numerosos 
equipos científicos de todo el mundo, generando expectativas para la curación 
de enfermedades que, a día de hoy, se diagnostican como irreversibles. 
 
II.- El anacronismo que siempre se produce entre ciencia y derecho, se 
agudiza, todavía más, ante la vertiginosa evolución de estas técnicas y, en 
especial, ante sus novedosas aplicaciones en ámbitos científicos ajenos a la 
medicina reproductiva. Frente al vacío jurídico que se produce ante estas 
circunstancias, el derecho suele responder mediante normas que dependen más 
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de planteamientos ideológicos o económicos, que de planteamientos 
dialécticos, construidos sobre la base de una ética civil aplicada a la 
biomedicina. Esta coyuntura implica que, en ocasiones, el contenido de la 
normativa promulgada en el ámbito de la investigación biomédica, plantee 
problemas éticos de difícil solución y presente numerosas lagunas jurídicas; 
especialmente, cuando se entienden admitidos aquellos procedimientos que no 
constan expresamente prohibidos. La interpretación del alcance normativo, y 
la imposición de límites infranqueables, corresponde entonces a los Tribunales 
de Justicia. Dos ejemplos recientes serían el fallo del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, que excluye expresamente la patentabilidad de las invenciones 
biotecnológica logradas a partir de la destrucción de embriones, o con su 
utilización a título de materia prima; y la reciente Sentencia del Tribunal 
Supremo de Justicia de Estados Unidos que de forma unánime se pronunción 
en contra de la patentabilidad de genes humanos. 
 
III.- España, con mayor o menor acierto, fue pionera en la materia al adoptar 
la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida, que ocupó el tercer lugar en el mundo, en cuanto a la fecha de 
promulgación, tras las regulaciones de Victoria (Australia) y Suecia. Esta 
norma, acompañada de la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos, conformó una doble apuesta 
legislativa, de marcado carácter progresista, que persiguió como objetivo 
principal el fomento de la investigación, y el desarrollo de las ciencias 
biomédicas en el País. No obstante, fue acogida con gran indiferencia por la 
mayor parte de la sociedad española de la época. La aplicación generalizada 
de las prácticas acabó, no obstante, incidiendo en una valoración social 
positiva de la asistencia médica a la procreación que ha ido evolucionado de la 
indiferencia inicial, a la aceptación progresiva de la mayor parte de sus 
propuestas.  
 
La investigación y la práctica médica superaron rápidamente las 
previsiones legales, y el paso del tiempo puso de manifiesto la existencia de 
numerosas lagunas en la regulación de 1988 que generaban inseguridad 
jurídica. Sin duda alguna, la faceta más relevante fue la acumulación 
incontrolada de un elevado número de embriones humanos sobrantes 
procedentes de la aplicación generalizada de la fecundación in vitro. Su 
publicidad generó un intenso debate social que culminó en el año 2003 con 
una reforma legislativa que persiguió una triple finalidad: embridar la 
utilización abusiva de los procedimientos de fecundación in vitro; concienciar 
a los progenitores de su grado de responsabilidad sobre los embriones 
generados; y autorizar las investigaciones con células troncales procedentes de 
embriones crioconservados. La Comisión Nacional de Reproducción Humana 
Asistida se mostró muy crítica con las modificaciones introducidas e insistió 
en la necesidad de acometer una reforma global de la ordenación de la 
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tecnología reproductiva, al objeto de adecuarla a la problemática real de la 
medicina de fertilidad del Siglo XXI y, en especial, al impulso de las 
investigaciones con células troncales de origen embrionario.  
 
IV.- Con este propósito se promovieron sendas iniciativas que se 
concretaron en la vigente Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida y en la Ley de Investigación Biomédica.  
 
En rasgos generales la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida consolidó el nivel de protección otorgado a las mujeres y 
parejas usuarias en los procedimientos reproductivos desde 1988; y reiteró el 
grado de conexión entre la procreación y el libre desarrollo de la personalidad, 
recogido en el artículo 10.1 de la Constitución Española. El derecho de las 
madres a tener hijos, y el derecho de los donantes de gametos a preservar su 
identidad, continúan prevaleciendo sobre el derecho de los hijos concebidos 
artificialmente a tener acceso a su origen biológico y, en los supuestos de 
maternidad en solitario, a beneficiarse incluso de una figura paterna de 
referencia. A diferencia de la legislación anterior, centrada principalmente en 
eliminar cualquier límite que socave la voluntad de procrear de la mujer, el 
legislador español se rinde en 2006 al potencial de la tecnología reproductiva, 
no sólo en el ámbito de la medicina de fertilidad sino también, y 
especialmente, en sus múltiples aplicaciones en el campo de la investigación 
biomédica; y, en consecuencia, amplía notablemente el contenido de la 
libertad de investigación con embriones humanos, que sólo queda limitada ya 
por cuestiones de índole administrativo. 
 
Siguiendo la senda iniciada, la Ley de Investigación Biomédica no sólo 
otorga carta blanca a la investigación y experimentación con embriones 
humanos, sino que la promueve de forma explícita. En este sentido refrenda la 
descongelación y el uso de los embriones sobrantes de las técnicas de 
fecundación in vitro en investigaciones relacionadas con la obtención, 
desarrollo, y utilización de líneas celulares troncales embrionarias. Y, al objeto 
de promover y facilitar estas investigaciones, autoriza expresamente la 
creación de embriones recurriendo a la técnica de activación de ovocitos por 
transferencia nuclear (clonación terapéutica); y garantiza el suministro de 
ovocitos, imprescindibles para las investigaciones orientadas a la clonación 
terapéutica, promocionando la donación de óvulos con fines experimentales. 
 
La revisión crítica de la regulación actual se hace necesaria en la medida 
en que algunos de los aspectos regulados son cuestionados desde múltiples 
instancias: el anonimato de los donantes de gametos, la eficacia de los 
convenios de gestación por sustitución suscritos en el extranjero, el acceso a la 
maternidad en solitario, la determinación de doble maternidad por 
manifestación,  la selección de embriones por histocompatibilidad en beneficio 
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de terceros, las investigaciones con embriones, la clonación terapéutica, la 
ineficacia de los mecanismos de control de los centros autorizados, etc. 
 
V.- El objetivo principal de este trabajo es realizar un estudio 
pormenorizado de la ordenación actual que presenta la medicina reproductiva 
en su conjunto, incluyendo las aplicaciones de las técnicas de reproducción 
asistida en las investigaciones biomédicas con material humano de origen 
embrionario, con el fin de efectuar una valoración crítica de la misma y 
proponer una adaptación de la normativa vigente para adaptarla a la realidad 
científica, social y jurídica. 
 
Como punto de partida para abordar el estudio se ha tomado la 
protección debida a los sujetos implicados: receptoras y usuarios de las 
técnicas en los programas de asistencia médica a la procreación; nacidos por 
vía artificial; nasciturus; y personal sanitario e investigador interviniente, bien 
en programas de reproducción asistida, bien en proyectos de investigación 
biomédica con material humano de origen embrionario. 
 
El estudio se ha estructurado en dos partes. En la primera se realiza una 
aproximación crítica al estudio de las fuentes sobre la materia y, en la segunda 
parte, se afrontan las cuatro cuestiones conflictivas que presenta la regulación 
española. 
 
El primer capítulo ofrece un estudio sumario del tratamiento jurídico 
que se ha otorgado a la biotecnología reproductiva en la Comunidad 
Internacional. En un mundo tan globalizado los resultados científicos devienen 
en patrimonio de la humanidad con independencia del país en el que se hayan 
generado. Este hecho, grandioso e inquietante a la vez, plantea no sólo la 
relatividad de las políticas legislativas, sino también la necesidad de aunar 
todas las dimensiones del hombre. Las distintas posibilidades que ofrece esta 
tecnología constituyen una fuente inagotable de conflictos entre los derechos y 
las libertades fundamentales del hombre, que requieren una respuesta jurídica 
internacional generalizada y uniforme, en aras de la coherencia y la seguridad 
jurídica. El análisis de los Instrumentos adoptados en el marco de Naciones 
Unidas, y de los Textos aprobados en el ámbito regional europeo, nos permite 
efectuar una valoración crítica sobre su alcance y eficacia jurídica; y una 
síntesis conclusiva destacando los puntos que presentan en común y sus 
principales diferencias. 
 
En el capítulo segundo se realiza una breve aproximación al tratamiento 
de la materia desde la perspectiva confesional, para conocer la valoración que 
otorgan las Confesiones Religiosas escogidas a las técnicas de reproducción 
asistida y a la manipulación de embriones. La importancia de acceder a las 
fuentes confesionales radica en la influencia que, desde la perspectiva de la 
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libertad religiosa, ideológica y de conciencia de la persona, ejercen las 
Confesiones Religiosas sobre un importante número de personas en las que 
coincide la doble condición de ciudadano y fiel; influencia que va a 
determinar, bien en su condición de usuarios, o bien en su condición de  
personal sanitario e investigador, la aceptación o rechazo de determinadas 
prácticas, por motivos de conciencia. Al objeto se expondrá el Magisterio que 
mantiene la Iglesia Católica, y la posición de las comunidades Evangélica, 
Judía e Islámica en su condición de Confesiones No Católicas con Acuerdo de 
Cooperación suscrito con el Estado español; y se realizará una síntesis 
conclusiva resaltando los puntos que las distintas Confesiones mantienen en 
común, y las principales diferencias que se aprecian entre ellas. 
 
A lo largo del capítulo tercero se presenta una síntesis del proceso de 
juridificación seguido en España y su evolución legislativa desde los primeros 
Informes elaborados hasta la situación jurídica actual; incluyendo una 
referencia a la legislación específica adoptada por las distintas Comunidades 
Autónomas. La ordenación de la tecnología reproductiva y la investigación 
biomédica aplicada al material humano de origen embrionario afecta 
principalmente a tres sectores del Derecho español: el penal, en la medida en 
que se tipifiquen determinadas conductas; el administrativo, en los ordenes 
sanitario y científico; y el civil, en las cuestiones atinentes al derecho de la 
persona y la filiación. Con excepción del ámbito penal, que es competencia 
exclusiva del Estado, los restantes ámbitos implicados presentan competencias 
repartidas entre el Estado y las diferentes Comunidades Autónomas. En sus 
inicios el Parlamento Español acordó regular la tecnología biomédica aplicada 
a las células germinales humanas por medio de dos leyes de carácter mixto, 
civil y administrativo. La práctica demostró que ambas normas se solaparon, 
generando confusión, y llegando incluso a contradecirse en algunos puntos. 
Esta situación de inseguridad jurídica favoreció el florecimiento de normativas 
autonómicas que no siempre respetaron ni el espíritu ni los principios de la 
normativa estatal. 
 
Una vez fijado el marco jurídico se afrontan en la segunda parte del 
estudio las cuatro cuestiones de la regulación española actual sobre la materia 
que presentan mayores implicaciones. Desde la perspectiva del derecho de la 
persona se realiza un análisis crítico de los derechos y libertades que se ven 
afectados, y que en ocasiones resultan contrapuestos, por el recurso a las 
técnicas de reproducción asistida, bien en programas de asistencia médica a la 
procreación, bien en investigaciones biomédicas con material embrionario. 
 
Así, en el primer punto del capítulo cuarto, se efectúa un análisis de 
legalidad de las distintas técnicas de reproducción asistida; se valoran los 
procedimientos de autorización y de control de los nuevos métodos; y de los 
centros y equipos biomédicos. Desde la perspectiva de los sujetos 
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intervinientes se examina el grado de protección que les otorga el 
ordenamiento con especial referencia al consentimiento informado y al 
tratamiento confidencial de los datos genéticos. 
 
En el punto segundo se desgranan las implicaciones jurídicas más 
relevantes de la participación de terceros donantes de células germinales; y de 
las gestantes por sustitución. Los intereses en liza son el derecho a la 
maternidad, el derecho a la intimidad de los donantes, el derecho a conocer el 
propio origen biológico, la disposición del propio cuerpo, y la eventual 
instrumentalización del hijo. 
 
En el punto tercero se estudian los límites a la aplicación de esta 
tecnología fuera del ámbito de la medicina de fertilidad; exponiéndose los 
usos extraterapéuticos admitidos (por no prohibidos) de las técnicas, con 
especial referencia a la selección de embriones, la fecundación póstuma, y la 
fecundación de mujer sola o con pareja homosexual. 
 
En el último punto del capítulo cuarto se describen los requisitos 
legales exigidos para la autorización de proyectos de investigación con 
gametos, preembriones, embriones, fetos y células de origen embrionario; y se 
realiza una valoración crítica de la clonación terapéutica. En estos supuestos el 
conflicto se plantea entre la libertad de investigación, la protección de la vida 
humana en desarrollo, y el derecho a objetar en conciencia. 
 
V.- En último término procede señalar que la complejidad de conjugar 
cuestiones tan diversas como la libertad de investigación, la protección de la 
vida humana en desarrollo, y la libertad de conciencia; o el derecho a la 
maternidad, el derecho a la intimidad, y el derecho a conocer el propio origen 
biológico, pone de manifiesto el amplio espectro multidisciplinar que presenta 
la materia objeto de estudio. Asimismo, el análisis crítico de su regulación 
exige el concurso de las distintas ramas del derecho, y la valoración de 
aspectos de política legislativa y oportunidad social. El mayor obstáculo lo 
constituye la adopción de planteamientos apriorísticos fácilmente sostenibles 
desde puntos de vista ideológicos definidos; recurso que, en la medida de lo 
posible, debe intentar evitarse para no desvirtuar la finalidad estrictamente 
jurídica del estudio. 
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APROXIMACIÓN AL TRATAMIENTO DE LA MATERIA EN 
EL ÁMBITO DEL DERECHO INTERNACIONAL  
 
En el presente capítulo realizaremos una aproximación crítica al 
contenido de los principales Textos que sobre la materia objeto de estudio han 
sido adoptados en el ámbito internacional. Al efecto, acometeremos, en primer 
lugar, la revisión de los Instrumentos adoptados en el marco de Naciones 
Unidas y, en segundo lugar, la de los Textos aprobados en el ámbito regional 
europeo. Para finalizar efectuaremos una valoración sobre su alcance y 
eficacia jurídica, y una síntesis conclusiva destacando los puntos que los 
diferentes Instrumentos presentan en común, y las principales diferencias. 
 
Al abordar la regulación jurídica de los nuevos avances científicos en el 
ámbito de la reproducción humana asistida y la investigación biomédica, 
conviene tener presente que la línea básica de los razonamientos actuales parte 
siempre de la protección debida a los derechos de la persona1. El estudio 
jurídico de las diferentes normas internacionales que pretenden dar cobertura a 
estos nuevos retos de la ciencia, debe ser realizado, por tanto, desde la 
perspectiva de la protección de los Derechos Fundamentales en juego, tanto de 
los usuarios que recurren a las mismas, como del personal médico e 
investigador que participa en ellas; y ello, sin olvidar, la especial protección 




Con carácter previo, y a tenor de lo expuesto, se debe tener en cuenta 
que la “Declaración Universal de Derechos Humanos de 19482” en sus 
                                              
1
 CASADO GONZÁLEZ, M. en “Nuevo derecho para la nueva genética”, 
Bioética, Derecho y Sociedad, Ed. Trotta, Madrid, 1998, p. 57; PERIS RIERA, J.M. 
en Orden biológico versus orden jurídico: el derecho en el tercer milenio, Ed. Centro 
de Estudios para el Fomento de la Investigación, Madrid, 1997, pp. 14-16; 
GRISOLÍA S., “La Biotecnología en el tercer milenio”, Biotecnología y Derecho. 
Perspectivas en Derecho Comparado, Ed. Comares, Granada, 1998, pp. 10-12; y 
SERRANO RUIZ-CALDERÓN, J.M. en Retos jurídicos de la bioética, Ed. 
Ediciones Internacionales Universitarias, Madrid, 2005, pp. 15-39. 
2
 La Declaración Universal de Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 
1948, fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la 
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artículos 193 y 274; y el “Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales de 19665”, en su artículo 156, recogen como derechos 
dignos de especial protección, por ser Derechos Fundamentales del hombre, el 
derecho a beneficiarse de los progresos que ofrece la ciencia y, en 
consecuencia, la libertad para la investigación científica. 
 
Los avances en materia de reproducción humana asistida e 
investigación biomédica se encuentran, por tanto, amparados en el contenido 
de estos derechos. No obstante, en el ámbito específico de la investigación 
                                                                                                                                
Resolución 217/A. El Texto completo de la misma puede consultarse en 
[www.unhchr.ch/spanish/html]. 
3
 El artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece 
que “todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, y el de investigar y 
recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitaciones de fronteras, 
por cualquier medio de expresión”. (Vid. HERVADA XIBERTA, J. y 
ZUMAQUERO, J.M. en Textos Internacionales de Derechos Humanos I, Ed. Eunsa, 
Pamplona, 1992, p. 149). 
4
 El artículo 27 de la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone 
que “toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten. Toda persona tiene derecho a la protección de los 
intereses mortales materiales que le correspondan por razón de las producciones 
científicas literarias o artísticas de que sea autora”. (Vid. HERVADA XIBERTA, J. y 
ZUMAQUERO, J.M. en Textos Internacionales de Derechos Humanos I, op.cit., pp. 
155 y 156). 
5
 La Asamblea General de Naciones Unidas adoptó mediante la Resolución 
2200 (XXI) el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de 
diciembre de 1966, para desarrollar y concretar el contenido de derechos clásicos 
como la vida, la integridad, la tutela judicial efectiva  y la vida familiar. El Texto 
completo puede consultarse en [www.unhchr.ch/spanish/html]. 
6
 El artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales señala que: “1. Los Estados parte en el presente Pacto reconocen el 
derecho a toda persona a: a) participar en la vida cultural; b) gozar de los beneficios 
del progreso científico y de sus aplicaciones; c) beneficiarse de la protección de los 
intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 2. Entre las medidas que los 
Estados parte en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de 
este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión 
de la ciencia y de la cultura. 3. Los Estados parte en el presente Pacto se 
comprometen a respetar la indispensable libertad para investigación científica y para 
la actividad creadora. 4. Los Estados parte en el presente Pacto reconocen los 
beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones 
internacionales en cuestiones científicas y culturales”. (HERVADA XIBERTA, J. y 
ZUMAQUERO, J.M. en Textos Internacionales de Derechos Humanos I, op.cit., pp. 
155 y 156). 
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sobre genética reproductiva se ven implicados, también, otros derechos dignos 
de especial protección. Así la “Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948”, en sus artículos 37 y 188; y el “Pacto Internacional de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales de 1966”, en sus artículos 6.19 y 18.110, 
reconocen, respectivamente, como Derechos Fundamentales del hombre, el 
derecho a la vida y a la libertad de conciencia. 
 
El análisis de la regulación internacional que realizaremos a 
continuación tiene por objeto rescatar todos los Derechos Fundamentales 
subyacentes que, gozando de especial protección en la mayor parte de los 
Instrumentos Internacionales, puedan entrar en conflicto en el ámbito de la 
medicina reproductiva y la investigación biomédica. 
 
Los Organismos Internacionales se han pronunciado de forma 
específica en numerosas ocasiones acerca de los posibles usos de la 
biomedicina y la biotecnología, no obstante, con carácter previo al examen de 
los Textos que integran la citada regulación, resulta preciso realizar tres 
observaciones. En primer lugar, cabe señalar la continua contradicción que 
caracteriza y condiciona una regulación en estos ámbitos, puesto que todos los 
Estados son plenamente conscientes de las limitaciones que conlleva 
promulgar una normativa de aplicación interna que sería burlada con un 
simple desplazamiento al país vecino; como así ocurre, a título de ejemplo, 
con las parejas europeas que viajan a Estados Unidos para tener un hijo vía 
subrogación uterina (en lo que se ha denominado como “turismo 
reproductivo”). En segundo lugar, debe resaltarse que la creación 
extracorpórea de embriones y su manipulación, plantea problemas de índole 
semejante al conjunto de los países, que merecen una respuesta común. Al 
                                              
7
 El artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone que 
“todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. 
(HERVADA XIBERTA, J. y ZUMAQUERO, J.M. en Textos Internacionales de 
Derechos Humanos I, op.cit., p. 47). 
8
 El artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece 
que “toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión (…)”. (HERVADA XIBERTA, J. y ZUMAQUERO, J.M. en Textos 
Internacionales de Derechos Humanos I, op.cit., p. 149). 
9
 El artículo 6.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales afirma que “el derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este 
derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida 
arbitrariamente”. (HERVADA XIBERTA, J. y ZUMAQUERO, J.M. en Textos 
Internacionales de Derechos Humanos I,op.cit., p. 142). 
10
 El artículo 18.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales declara que “toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religión (…).”(HERVADA XIBERTA, J. y ZUMAQUERO, J.M. en 
Textos Internacionales de Derechos Humanos I, op.cit., p. 141). 
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respecto, todos los Estados son plenamente conscientes de la necesidad de fijar 
un marco o estatuto jurídico mínimo de protección del embrión humano, sin 
embargo, ningún Estado quiere regular en materia bioética, con criterios o 
imposiciones provenientes de los Organismos Internacionales11.  Ya, en último 
término, ha de señalarse que un nutrido sector de juristas europeos, que 
aceptan la conveniencia de la armonización internacional solicitada, 
desconfían del proceso al entender que podría conducir a una minoración del 
alcance protector de su ordenamiento interno12. 
 
Sentadas estas premisas procederemos seguidamente a efectuar un 
análisis crítico de los distintos Instrumentos que, hasta la fecha, han sido 
adoptados en el seno del Derecho Internacional. 
 
2. EL MARCO UNIVERSAL DE NACIONES UNIDAS 
 
El marco en el que se desarrolla la actividad de la Organización de 
Naciones Unidas (ONU) en el ámbito de la tecnología reproductiva y la 
investigación biomédica aparece condicionado, como ya se ha señalado en el 
punto precedente, por los principios y derechos consagrados en la 
“Declaración Universal de Derechos Humanos de las Naciones Unidas de 
1948”; y los “Pactos Internacionales sobre Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y sobre Derechos Civiles y Políticos de 1966”.  
 
Como consecuencia de ello, el concepto de dignidad del ser humano y 
la libertad de investigación se alzan como pilares básicos de toda la 
                                              
11
 Como señala ALKORTA IDIAKEZ las reticencias de los Estados ante la 
armonización de las regulaciones nacionales sobre determinados aspectos de la 
procreación asistida podrían ser infundadas, ya que la armonización no implica 
necesariamente uniformizar las normas reguladoras. Es más, los Textos del Consejo 
de Europa sobre reproducción asistida no recomiendan la uniformidad de las 
regulaciones sino su armonización. El objetivo del movimiento armonizador no es 
tanto igualar los ordenamientos nacionales en materia de asistencia médica a la 
procreación, como asegurar que los derechos y libertades básicos de las personas 
sean entendidos de la misma forma en todos los países y sean aplicados igualmente. 
(ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, Ed. 
Thomson Aranzadi, Navarra, 2003, p. 82). 
12
 Los juristas franceses, por ejemplo, están preocupados por lo que ellos 
denominan una probable “armonización a la baja”; es decir, que algunos Estados 
europeos de legislación más permisiva, como Gran Bretaña, podrían rebajar las 
exigencias de los Estados más proteccionistas (como son Francia, Alemania, Suiza y 
Austria), en el curso de una negociación en el seno del Consejo de Europa o de la 
Unión Europea. (Cfr. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la 
medicina reproductiva, op. cit., p. 82, nota 151). 
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construcción jurídica al respecto, puesto que, como señala GARCÍA RUIZ13, 
“los científicos y los médicos no sólo son responsables de asegurar la calidad 
de su investigación, sino que también están obligados a preservar la libertad y 
dignidad del ser humano”. 
 
2.1. Declaraciones aprobadas por la Conferencia General de la 
UNESCO 
 
En un contexto caracterizado por la preocupación creciente sobre las 
consecuencias de las aplicaciones biotecnológicas, y la progresiva 
judicialización de la práctica médica, la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (UNESCO) ha aprobado los tres Instrumentos que seguidamente se 
detallan. 
 
La “Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos 
del Hombre14” de 11 de noviembre de 1997, fue respaldada por la Asamblea 
General de Naciones Unidas en su Resolución 53/152, de 9 de diciembre de 
199815, y supuso la culminación de varias Resoluciones en las que la 
Organización se había comprometido a promover y desarrollar una profunda 
reflexión sobre las cuestione éticas relacionadas con los progresos científicos 
en el campo de la tecnología reproductiva y las investigaciones genéticas. 
 
La Declaración pretende fijar unos principios básicos16 que limiten y 
orienten las investigaciones sobre el genoma humano al objeto de controlar, 
especialmente, las repercusiones que las citadas investigaciones puedan tener 
sobre los individuos. Repercusiones que, evidentemente, conllevan 
importantes logros que favorecen el bienestar pero que, al mismo tiempo, 
despiertan gran recelo como consecuencia de los peligros potenciales que sus 
efectos pueden comportar para la humanidad17. El Texto responde a esta 
                                              
13
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, Ed. Comares, Granada, 2004, p. 55. 
14
 Aprobada por unanimidad y aclamación por la 29ª sesión de la Conferencia 
General de la UNESCO. El Texto completo puede consultarse en [www.unesco.org]. 
15
 Vid. Resolución 53/152 adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas el 9 de diciembre de 1998 [www.un.org]. 
16
 Sobre el contenido de la declaración vid. BERGEL, S. en “La Declaración 
Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos”, Cuadernos de 
Bioética, Vol. 9, núm. 34, 1988, pp. 387-405. 
17
 ROMEO CASABONA, C.M. en “Límites penales de las manipulaciones 
genéticas”, El Derecho ante el Proyecto Genoma Humano, Vol. III, Ed. Fundación 
BBVA, Bilbao, 1994, p. 173; y PERIS RIERA, J.M. en “El control penal de las 
manipulaciones genéticas y la función simbólica del derecho penal”, Estudios 
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preocupación desde el reconocimiento de los beneficios de la investigación, 
pero sin perder de vista la necesaria protección de la dignidad del ser 
humano18 y, en este sentido, defiende con firmeza el derecho a la igualdad, 
independientemente de las características genéticas19, así como el 
establecimiento de una serie de garantías basadas, p.e., en la necesidad de 
evaluar los riesgos a los que se exponen las personas que se someten a este 
tipo de investigaciones20. 
 
Otro principio recogido en la Declaración, que también se refiere al 
respeto de los derechos de las personas implicadas en estos nuevos retos de la 
ciencia, es el relativo a la intimidad. Así, como señala el artículo 721 de la 
Declaración, los datos genéticos deberán ser confidenciales respetándose 
incluso el derecho de los interesados a decidir si desean recibir o no, 
información de los resultados obtenidos tras la realización de un examen 
genético22. 
 
La Declaración se preocupa expresamente por la incidencia que los 
avances en el ámbito de la tecnología reproductiva puedan tener sobre el 
                                                                                                                                
jurídico-penales sobre genética y biomedicina: Libro-homenaje al Prf. Dr. D. 
Fernando Mantovani, VVAA, 2005, pp. 93-105. 
18
 La Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos del 
Hombre establece una serie de principios tras reconocer que “(…) las investigaciones 
sobre el genoma y sus aplicaciones abren inmensas perspectivas de mejoramiento de 
la salud de los individuos y de toda la humanidad, pero destacando que deben al 
mismo tiempo respetar plenamente la dignidad, la libertad, y los derechos de la 
persona humana, así como la prohibición de toda forma de discriminación fundada 
en las características genéticas.” 
19
 El artículo 6 de la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los 
Derechos del Hombre dispone que “nadie podrá ser objeto de discriminaciones 
fundadas en sus características genéticas, cuyo objeto o efecto sería atentar contra sus 
derechos y libertades fundamentales y el reconocimiento de su dignidad”. 
20
 El artículo 5 a) de la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los 
Derechos del Hombre contempla expresamente que “una investigación, un 
tratamiento, o un diagnóstico en relación con el genoma de un individuo, sólo podrá 
efectuarse previa evaluación rigurosa de los riesgos y ventajas que entraña (…)”. 
21
 El artículo 7 de la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los 
Derechos del Hombre señala que “se deberá proteger en las condiciones estipuladas 
por ley la confidencialidad de los datos genéticos asociados con una persona 
identificable, conservados o tratados con fines de investigación o cualquier otra 
finalidad”. 
22
 En este sentido el artículo 5 b) de la Declaración Universal sobre el 
Genoma Humano y los Derechos del Hombre señala que “en todos los casos, se 
recabará el consentimiento previo, libre, informado de la persona interesada. Si ésta 
no está en condiciones de manifestarlo, el consentimiento o autorización habrá de 
obtenerse de conformidad con lo que estipule la Ley, teniendo en cuenta el interés 
superior del interesado”. 
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genoma humano y, en especial, sobre las intervenciones que puedan realizarse 
en las células germinales23 (que son las que intervienen en el proceso 
reproductivo y, por tanto, repercuten en la herencia genética). A través de 
estas intervenciones se puede detectar p.e. la presencia de enfermedades 
genéticas y, en la medida de lo posible, evitar su transmisión a la 
descendencia. Cuestión ésta que debe valorarse positivamente, sin perjuicio de 
considerar los peligros que conlleva; puesto que el recurso a este tipo de 
diagnóstico podría desembocar en la adopción de medidas legislativas que 
obligaran a las personas a conocer su condición genética, y a utilizarla en sus 
decisiones reproductivas24, o en la adopción de prácticas sociales tendentes a 
condicionar la elección de pareja en función de su mejor o peor carga genética. 
En todo caso ha de considerarse que el problema principal de la manipulación 
de las células germinales radica, justamente, en la imposibilidad de prever sus 
consecuencias. Esta incertidumbre en torno a las posibles consecuencias y 
efectos de la terapia génica en la línea germinal, es la que ha provocado que en 
la redacción del artículo 2425 de la Declaración se califique a las citadas 
intervenciones como atentatorias contra la dignidad humana26; y se introduzca 
un límite concreto en el ámbito de esta investigación al condenarse 
                                              
23
 Sobre los riesgos de las intervenciones sobre células germinales cfr. 
ROMEO CASABONA, C.M. en “Protección de bienes jurídicos e intervención del 
genoma humano”, Genes en el estrado. Límites jurídicos e implicaciones sociales del 
desarrollo de la genética humana, VVAA, Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas. Instituto de Estudios Sociales Avanzados, Madrid, 1996, pp. 146-148; y 
PERIS RIERA J.M. en “El control penal de las manipulaciones genéticas”, Genes en 
el estrado. Límites jurídicos e implicaciones sociales del desarrollo de la genética 
humana, VVAA, Consejo Superior de Investigaciones Científicas. Instituto de 
Estudios Sociales Avanzados, Madrid, 1996, pp. 115-129. 
24
 Un estudio detallado sobre esta cuestión realiza ROBERSTON, J.A. en “La 
utilización de la información genética en decisiones sobre reproducción humana”, El 
Derecho ante el Proyecto Genoma Humano, Vol. III, Ed. Fundación BBVA, Bilbao, 
1994, p. 273 y ss. 
25
 El artículo 24 de la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los 
Derechos del Hombre, refiriéndose a las funciones que deberá asumir el Comité 
Internacional de Bioética de la UNESCO, señala: “(…) presentará, de conformidad 
con los procedimientos reglamentarios de la UNESCO, recomendaciones a la 
Conferencia General y prestará asesoramiento en lo referente al seguimiento de la 
presente Declaración, en particular por lo que se refiere a la identificación de 
prácticas que pueden ir en contra de la dignidad humana, como las intervenciones en 
la línea germinal”.  
26
 Sobre la relación entre bioética y dignidad cfr. SERRANO RUIZ-
CALDERÓN, J.M. en Retos jurídicos de la bioética,op.cit., pp. 175-198; y 
ANDORNO, R. en “La dignidad humana como noción clave en la Declaración de la 
UNESCO sobre el Genoma Humano”, Revista de Derecho y Genoma Humano, núm. 
14, 2001, pp. 41 a 54; y en Bioética y dignidad de la persona, Ed. Tecnos, Madrid, 
1998, p. 25 y ss. 
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específicamente cualquier tipo de intervención sobre las células germinales 
que pueda poner en peligro la dignidad27 del ser humano. 
 
Con base en los expuesto podemos concluir que la dignidad, la 
intimidad, y la igualdad son algunos de los Derechos y Principios que la 
Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos del Hombre 
consagra ante los revolucionarios avances científicos en el ámbito de la 
genética reproductiva, con el fin de proteger a los usuarios que recurran a los 
mismos. 
 
La “Declaración Universal sobre los Datos Genéticos Humanos28” de 
16 de octubre de 2003, profundiza de forma monográfica sobre la importancia 
de preservar la privacidad de las personas y el carácter confidencial de los 
datos genéticos29. Así, en su artículo 1, establece que su objetivo primordial es 
velar por el respeto de la dignidad humana y la protección de los Derechos 
Humanos y las libertades fundamentales en la recolección, el tratamiento, la 
utilización y la conservación de los datos genéticos. 
 
La Declaración pretende sentar las bases para que los Estados puedan 
elaborar políticas y legislaciones armonizadas en torno a los procedimientos30 
para la recolección, el tratamiento, la utilización y la conservación de los datos 
genéticos garantizando estrictamente su confidencialidad. Especifica asimismo 
que el citado principio de confidencialidad podrá quebrarse en circunstancias 
que tengan por objeto la investigación, el descubrimiento y el enjuiciamiento 
de delitos penales; o la realización de pruebas para la de determinación de 
parentesco. A este respecto, la Declaración efectúa una remisión expresa a la 
legislación interna de los Estados concretando que, en todo caso, deberá ser 
compatible con el Derecho Internacional relativo a los Derechos Humanos.  
                                              
27
 El artículo 10 de la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los 
Derechos del Hombre establece que “ninguna investigación relativa al genoma 
humano ni ninguna de sus aplicaciones, en particular en las esferas de la biología, la 
genética y la medicina, podrá prevalecer sobre el respeto de los Derechos Humanos, 
de las libertades fundamentales y de la dignidad humana de los individuos o, si 
procede, de grupos de individuos”. 
28
 Aprobada por aclamación por la 32ª sesión de la Conferencia General de la 
UNESCO. El Texto completo puede consultarse en [www.unesco.org]. 
29
 Realiza un estudio detallado de este principio de confidencialidad de los 
datos genéticos ROMEO CASABONA, C.M. en “El tratamiento y la protección de 
los datos genéticos” Gen-Ética, Ed. Ariel, Barcelona, 2003, pp. 235 a 260; y 
GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en “Protección de datos genéticos: nuevos derechos para 
nuevas biotecnologías”, Revista Española de Protección de Datos, núm. 1, 2006, pp. 
61-91. 
30
 Conforme al artículo 6 de la Declaración Universal sobre los Datos 
Genéticos Humanos. 
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Otros principios destacados, que directa o indirectamente ya habían 
sido proclamados en la Declaración anterior, son el de no discriminación (o no 
estigmatización) por el contenido de los datos genéticos (artículo 731);  el del 
consentimiento informado, como base del procedimiento de recolección de los 
datos, según lo establecido en el artículo 832; y el del derecho a no ser 
informado de los resultados (artículo 1033). Entre las novedades destacadas 
cabe citar el reconocimiento de la singularidad de los datos genéticos (artículo 
434); el concepto de identidad personal en un sentido amplio, excluyendo su 
reducción a los rasgos meramente genéticos (artículo 335); la puesta a 
                                              
31
 El artículo 7 a) de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos establece que “Debería hacerse todo lo posible por garantizar que los datos 
genéticos humanos y los datos proteómicos humanos no se utilicen con fines que 
discriminen, al tener por objeto o consecuencia la violación de los Derechos 
Humanos, las libertades fundamentales o la dignidad humana de una persona, o que 
provoquen la estigmatización de una persona, una familia, un grupo o comunidades”.  
32
 El artículo 8 a) de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos establece que “para recolectar datos genéticos humanos, datos proteómicos 
humanos o muestras biológicas, sea o no invasivo el procedimiento utilizado, y para 
su ulterior tratamiento, utilización y conservación, ya sean públicas o privadas las 
instituciones que se ocupen de ello, debería obtenerse el consentimiento previo, libre, 
informado y expreso de la persona interesada, sin tratar de influir en su decisión 
mediante incentivos económicos u otros beneficios personales. Sólo debería imponer 
límites a este principio del consentimiento por razones poderosas el derecho interno 
compatible con el derecho internacional relativo a los Derechos Humanos”.  
33
 El artículo 10 de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos dispone que “cuando se recolecten datos genéticos humanos, datos 
proteómicos humanos o muestras biológicas con fines de investigación médica y 
científica, en la información suministrada en el momento del consentimiento debería 
indicarse que la persona en cuestión tiene derecho a decidir ser o no informada de los 
resultados de la investigación. Esta disposición no se aplicará a investigaciones sobre 
datos irreversiblemente disociados de personas identificables ni a datos que no 
permitan sacar conclusiones particulares sobre las personas que hayan participado en 
tales investigaciones. En su caso, los familiares identificados que pudieran verse 
afectados por los resultados deberían gozar también del derecho a no ser 
informados”.  
34
 El artículo 4 a) de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos dispone que “Los datos genéticos humanos son singulares porque: i) 
pueden indicar predisposiciones genéticas de los individuos; ii) pueden tener para la 
familia, comprendida la descendencia, y a veces para todo el grupo al que pertenezca 
la persona en cuestión, consecuencias importantes que se perpetúen durante 
generaciones; iii) pueden contener información cuya relevancia no se conozca 
necesariamente en el momento de extraer las muestras biológicas; iv) pueden ser 
importantes desde el punto de vista cultural para las personas o los grupos”.  
35
 El artículo 3 de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos destaca que “Cada individuo posee una configuración genética 
característica. Sin embargo, la identidad de una persona no debería reducirse a sus 
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disposición de los usuarios del asesoramiento genético (artículo 1136); y la 
introducción del concepto de aprovechamiento compartido de los beneficios 
dimanantes de la utilización de los datos genéticos humanos (artículo 1937). 
 
Valorando el contenido de la Declaración en su conjunto, señala 
CAMBRÓN INFANTE38 que puede interpretarse como una apuesta por 
normalizar la “medicina predictiva”, que no tiene por objeto sanar a los sujetos 
enfermos, sino potenciar la investigación médica y farmacogénica mediante la 
divulgación interesada de la conveniencia de someterse a pruebas capaces de 
informar sobre nuestra dotación genética.  
 
La “Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos39” de 
19 octubre de 2005, pretende configurarse como un Instrumento de alcance 
general, por su enfoque específico en cuanto a la materia: la bioética en su 
globalidad40; y proyección universal, por su proclamación de principios41 
                                                                                                                                
rasgos genéticos, pues en ella influyen complejos factores educativos, ambientales y 
personales, así como los lazos afectivos, sociales, espirituales y culturales de esa 
persona con otros seres humanos, y conlleva además una dimensión de libertad”.  
36
 El artículo 11 de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos establece que “por imperativo ético, cuando se contemple la realización de 
pruebas genéticas que puedan tener consecuencias importantes para la salud de una 
persona, debería ponerse a disposición de ésta, de forma adecuada, asesoramiento 
genético. El asesoramiento genético debería ser no directivo, estar adaptado a la 
cultura de que se trate y atender al interés superior de la persona interesada”.  
37
 El artículo 19 a) de la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos 
Humanos destaca que “los beneficios resultantes de la utilización de datos genéticos 
humanos, datos proteómicos humanos o muestras biológicas obtenidos con fines de 
investigación médica y científica deberían ser compartidos con la sociedad en su 
conjunto y con la comunidad internacional, de conformidad con la legislación o la 
política internas y con los acuerdos internacionales”. 
38
 CAMBRÓN INFANTE, A. en “Los principios de protección de datos 
genéticos y la Declaración de la UNESCO”, Anuario da Facultade de Dereito da 
Universidade da Coruña núm. 8, 2004, p. 222; y PERIS RIERA, J.M. en “La 
identificación genética y los derechos fundamentales”, Ciencia, pensamiento y 
cultura, núm. 564, 1992, p. 57-59. 
39
 Aprobada por aclamación por la 33ª sesión de la Conferencia General de la 
UNESCO. El Texto completo puede consultarse en [www.unesco.org]. 
40
 El artículo 1.1 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos establece que “La Declaración trata de las cuestiones éticas relacionadas 
con la medicina, las ciencias de la vida y las tecnologías conexas aplicadas a los 
seres humanos, teniendo en cuenta sus dimensiones sociales, jurídicas y 
ambientales”.  
41
 El artículo 2 a) de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos dispone que ésta tiene por objeto, entre otros “proporcionar un marco 
universal de principios y procedimientos que sirvan de guía a los Estados en la 
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expresamente dirigidos a la Comunidad Internacional42. A diferencia de las 
Declaraciones precedentes que, aunque también con vocación universal, 
trataban sólo aspectos específicos y concretos del ámbito bioético, como son 
las intervenciones sobre el genoma humano y la confidencialidad de los datos 
genéticos. 
 
Entre los objetivos de la Declaración se reconoce expresamente, en el 
artículo 2 d), la importancia de la libertad de investigación científica y la 
necesidad de su realización en el marco de los principios bioéticos y el respeto 
a la dignidad humana, los Derechos Humanos y las libertades fundamentales43. 
La segunda parte de la Declaración está dirigida a enumerar, dotar de 
contenido, y promover lo que califica como principios fundamentales44 de la 
bioética: respeto a la dignidad y los Derechos Humanos45, concepto y alcance 
de los beneficios y efectos nocivos de los avances científicos 46, concepto y 
alcance del aprovechamiento compartido de los beneficios derivados de las 
                                                                                                                                
formulación de legislaciones, políticas u otros Instrumentos en el ámbito de la 
bioética. 
42
 El artículo 1.2 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos dispone que “va dirigida a los Estados. Imparte también orientación, 
cuando procede, para las decisiones o prácticas de individuos, grupos, comunidades, 
instituciones y empresas, públicas y privadas”.  
43
 Sobre la protección de la dignidad humana y los Derechos Humanos en 
bioética cfr. LEÓN CORREA, F.J. en “Dignidad humana y Derechos Humanos en 
bioética”, Biomedicina, Vol. 3, núm. 1, 2007, pp. 71-81; y ANDORNO, R. en “La 
dignidad humana como noción clave en la Declaración de la UNESCO sobre el 
Genoma Humano”, Revista de Derecho y Genoma Humano, núm. 14, 2001, pp. 41 a 
54; y en Bioética y dignidad de la persona, Ed. Tecnos, Madrid, 1998, p. 25 y ss. 
44
 Una análisis exhaustivo de los principios de la bioética lo realiza ROJAS 
MOLINA, E. en “Principios fundamentales de la Declaración Universal sobre 
Bioética y Derechos Humanos de la UNESCO”, Ciencia y hombre, 2008, pp.469-
480. 
45
 El artículo 3 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos establece expresamente: “1. Se habrán de respetar plenamente la dignidad 
humana, los Derechos Humanos y las libertades fundamentales. 2. Los intereses y el 
bienestar de la persona deberían tener prioridad con respecto al interés exclusivo de 
la ciencia o la sociedad”.  
46
 El artículo 4 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humano dispone que “al aplicar y fomentar el conocimiento científico, la práctica 
médica y las tecnologías conexas, se deberían potenciar al máximo los beneficios 
directos e indirectos para los pacientes, los participantes en las actividades de 
investigación y otras personas concernidas, y se deberían reducir al máximo los 
posibles efectos nocivos para dichas personas”.  
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investigaciones científicas47, autonomía y responsabilidad de los individuos48, 
protección de las generaciones futuras49, protección de la diversidad cultural50; 
así como protección del medio ambiente, la biosfera y la biodiversidad 
(artículo 17); y los ya comentados principios de consentimiento informado 
(artículo 6), privacidad personal y confidencialidad de los datos (artículo 9) y 
no estigmatización por motivos genéticos (artículo 11). 
En los artículos 18 y 19 de la Declaración, se articulan tres niveles de 
actuación para la aplicación práctica de los principios proclamados: la difusión 
del conocimiento de los problemas y las soluciones que la bioética propone 
para las relaciones entre salud, medio ambiente y ser humano; la constitución 
de comités de expertos para la orientación y resolución de conflictos éticos; y 
la convocatoria a toda la sociedad a participar en los debates con 
implicaciones bioéticas. 
En último término se otorga a los Estados la facultad de limitar la 
aplicación de los principios fijados estableciéndose, en el artículo 27, un 
criterio restrictivo asentado en el concepto de “primacía” del Derecho 
Internacional, que establece que las citadas limitaciones deberán incluirse en 
las leyes relativas a la seguridad pública para investigar, descubrir y enjuiciar 
delitos, proteger la salud pública y salvaguardar los derechos y libertades de 
los demás. Siendo, en todo caso, compatibles con el Derecho Internacional 
relativo a los Derechos Humanos. 
                                              
47
 El artículo 15 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos contempla que “los beneficios resultantes de toda investigación científica y 
sus aplicaciones deberían compartirse con la sociedad en su conjunto y en el seno de 
la comunidad internacional, en particular con los países en desarrollo”. 
48
 El artículo 5 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos establece que “se habrá de respetar la autonomía de la persona en lo que se 
refiere a la facultad de adoptar decisiones, asumiendo la responsabilidad de éstas y 
respetando la autonomía de los demás. Para las personas que carecen de la capacidad 
de ejercer su autonomía, se habrán de tomar medidas especiales para proteger sus 
derechos e intereses”.  
49
 El artículo 16 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos advierte que “se deberían tener debidamente en cuenta las repercusiones de 
las ciencias de la vida en las generaciones futuras, en particular en su constitución 
genética.  
50
 El artículo 12 de la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos propone que “se debería tener debidamente en cuenta la importancia de la 
diversidad cultural y del pluralismo. No obstante, estas consideraciones no habrán de 
invocarse para atentar contra la dignidad humana, los Derechos Humanos y las 
libertades fundamentales o los principios enunciados en la presente Declaración, ni 
tampoco para limitar su alcance”.  
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Por su carácter novedoso procede destacar el enfoque de 
responsabilidad social que se introduce en el artículo 14 conformando una 
nueva concepción de la bioética dirigida a la promoción de la salud, el acceso 
a los servicios médicos y a los medicamentos, la mejora de las condiciones de 
vida, la supresión de la marginación, la reducción de la pobreza, y la lucha 
contra la marginación. Cabiendo interpretar, al respecto, que el progreso y el 
desarrollo de la ciencia y las tecnologías tienen por objeto promover el 
bienestar de los individuos y de la especie humana. 
 
Una lectura conjunta de las tres Declaraciones comentadas nos permite 
concluir que se basan en la afirmación del principio de indisolubilidad entre la 
bioética y el respeto a los Derechos Humanos51, lo que implica ubicar la 
primacía de la dignidad humana sobre cualquier otra consideración de 
naturaleza científica o política; y confirman, asimismo, la expansión del 
proceso constante de juridificación de la bioética como disciplina autónoma e 
independiente52. 
 
Las Declaraciones protegen principalmente los derechos de los usuarios 
que participan en los avances científicos olvidando, no obstante, que junto a 
ellos concurre siempre la libertad de los investigadores y del personal sanitario 
que, en ocasiones, también pueden ver menoscabados sus derechos por el 
contenido de las investigaciones o de las prácticas médicas, si éste es contrario 
a su opción de conciencia. En este sentido GARCÍA RUIZ53 señala que la 
libertad del investigador tiene su origen en la libertad de pensamiento54 
                                              
51
 En sentido similar vid. LEÓN CORREA, F.J. en “Dignidad humana y 
Derechos Humanos en bioética”, op. cit., p. 74; y ANDORNO, R. en “La dignidad 
humana como noción clave en la Declaración de la UNESCO sobre el Genoma 
Humano”, op. cit., p. 49 y en Bioética y dignidad de la persona, Ed. Tecnos, Madrid, 
1998, p.14. 
52
 En todo caso, como señala VILA-CORO BARRACHINA, ha de tenerse en 
cuenta que “el discurso bioético resulta insuficiente para proteger los Derechos 
Fundamentales al aplicar los avances científicos a los seres humanos. La biojurídica, 
nueva rama del Derecho, ha surgido para establecer un cauce jurídico que impida 
sobrepasar unos límites y garantizar el respeto a la dignidad y a los derechos del 
hombre. Esta nueva disciplina interpela al hombre, que es el único sujeto de la ley 
moral y solamente su vida constituye un principio ordenador del Derecho, cuyas 
leyes se promulgan para obtener la protección efectiva de la vida y de los Derechos 
Humanos. (VILA-CORO BARRACHINA, M.D. en “El marco jurídico en la 
bioética”, Cuadernos de Bioética, Vol. 16, núm. 58, 2005, p. 319). 
53
 Vid. GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 62. 
54
 El artículo 12 b) de la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y 
los Derechos del Hombre, establece que “La libertad de investigación, que es 
necesaria para el progreso del saber, procede de la libertad de pensamiento. ROMEO 
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encontrándose, por tanto, condicionada por la opción en conciencia. En este 
sentido, si una ideología o religión55 cuestionase alguna de las técnicas de 
reproducción asistida, o alguno de los procedimientos de investigación, por 
considerar que atentan contra sus principios rectores, los trabajadores 
implicados podrían encontrarse ante un supuesto de conflicto, que sólo podría 
resolverse a través del reconocimiento de la objeción a la realización de ese 
tipo de prácticas o investigaciones por parte del personal sanitario o 
investigador. No obstante, en el marco de estas Declaraciones, tal posibilidad 
no aparece expresamente contemplada. 
 
2.2. Resoluciones adoptadas por la Asamblea General de Naciones 
Unidas 
 
La Asamblea General de Naciones Unidas, junto a la ya citada 
Resolución 53/152, de 9 de diciembre de 1998, por la que hizo suya la 
“Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos del 
Hombre56”, ha adoptado otros dos Instrumentos de carácter monográfico sobre 
la práctica de la clonación. 
 
La Resolución 56/93, de 12 de diciembre de 2001, por la que se 
aprueba la “Convención Internacional contra la Clonación de Seres Humanos 
con fines de reproducción57”, tuvo por objeto establecer un Comité Especial, 
abierto a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de 
sus organismos especializados, a fin de examinar la posibilidad de elaborar 
una convención internacional contra la clonación de seres humanos con fines 
de reproducción, “ante un contexto generalizado de investigaciones contrarias 
a la dignidad humana que se realizan con miras a la clonación de seres 
humanos con fines de reproducción”. Finalizados los trabajos de la Comisión 
Especial la Asamblea General aprobó, el 8 de marzo de 2005, la Resolución 
59/280 bajo el título “Declaración de las Naciones Unidas sobre Clonación de 
                                                                                                                                
CASABONA ha criticado esta manifestación explícita de la Declaración 
identificando las libertades de investigación y pensamiento al considerar que se trata 
de presupuestos de los aspectos normativos que ha de aportar el intérprete y no el 
legislador. (ROMEO CASBONA, C.M. en “El genoma humano, objeto del Derecho 
Internacional”, Revista de la Sociedad Internacional de Bioética, núm. 3, enero-junio 
2000, pp. 29-30). 
55
 Sobre la perspectiva confesional de las técnicas de reproducción asistida y 
manipulación de embriones cfr. GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana 
Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., pp. 189-239; y DOMINGO 
GUTIÉRREZ, M., Las técnicas procreativas y el derecho de familia: incidencia de 
la reproducción asistida en el matrimonio canónico, Ed. Civitas, Madrid, 2002. 
56
 Vid. Resolución 53/152 adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas el 9 de diciembre de 1998 [www.un.org]. 
57
 Vid. Resolución 56/93 adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas de 12 de diciembre de 2001 [www.un.org]. 
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Seres Humanos58” que en su artículo 11 insta a los Estados Miembros a 
adoptar las medidas necesarias para prohibir “todas las formas de clonación 
humana en la medida en que sean incompatibles con la dignidad humana y la 
protección de la vida humana”. El Texto fue aprobado con ochenta y cuatro 
votos a favor, treinta y cuatro votos en contra59, y treinta y siete abstenciones. 
 
2.3. Informes de las Conferencias Mundiales 
 
Impulsado también desde el foro mundial de Naciones Unidas, pero con 
otro ángulo completamente diferente, cabe destacar las conclusiones 
plasmadas en los Informes de las “Conferencias Mundiales” celebradas en El 
Cairo y en Beijing, en 1994 y 1995, respectivamente, que, invocando el “libre 
desarrollo de la personalidad”, pretenden incluir como categoría de los 
Derechos Humanos los que se han denominado “derechos reproductivos” en 
los términos que seguidamente se reproducen. 
 
El “Informe de la Conferencia Internacional sobre la Población y el 
Desarrollo60” (El Cairo, septiembre 1994), explica, con carácter previo, que su 
celebración no fue un acontecimiento aislado puesto que el proyecto del 
Programa de Acción tuvo su base en el Plan de Acción Mundial sobre 
Población, aprobado en la Conferencia Mundial de Población, celebrada en 
Bucarest en 1974, y las ochenta y ocho recomendaciones para su aplicación 
posterior aprobadas en la Conferencia Internacional de Población, celebrada 
en Ciudad de México en 1984. También se basó en los resultados de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
(1992), el Programa 21 y la Declaración de Río, así como en el acuerdo 
logrado en la Cumbre Mundial en favor de la Infancia (1990), y la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos (1993). Asimismo señala que el debate 
principal se centró en torno a los numerosos vínculos que existen entre la 
población y el desarrollo económico sostenido de los Estados. 
 
Los principios rectores que sirvieron de base para elaborar el Informe 
del Programa de Acción61 pretendieron articular un cuidadoso equilibrio entre 
                                              
58
 Vid. Resolución 59/280 adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas el 8 de marzo de 2005 [www.un.org]. 
59
 El voto contrario de la representación española se justificó alegando que el 
término “vida humana” era confuso y que debía haberse sustituido por “ser humano”; 
y que la Declaración no cubría las diferencias fundamentales entre los dos tipos de 
clonación especificando que España se oponía a la clonación reproductiva pero 
favorecía la terapéutica. (Cfr. Nota de prensa de las Naciones Unidas GA/10333). 
60
 ICPD [www.un.dp.org/popin/icpd2.htm] A/CONF.171/13.  
61
 El Informe del Programa de Acción se sistematizó en dieciséis capítulos: I. 
Preámbulo, II. Principios, III. Relaciones entre la población, el crecimiento 
económico sostenido y el desarrollo sostenible, VI. Igualdad y equidad entre los 
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el reconocimiento de los Derechos Humanos individuales y el derecho que 
todas las naciones tienen al desarrollo. En el ámbito de los Derechos Humanos 
individuales se reclamó el reconocimiento de los derechos reproductivos como 
Derechos Humanos de la mujer y se pretendió su inclusión en el elenco de 
Derechos Humanos universales como un aspecto integrante del derecho a la 
salud (reproductiva). En este Informe se incluye la primera formulación 
expresa acerca de los “derechos reproductivos” afirmando que “teniendo en 
cuenta la definición que antecede (vid. salud reproductiva62), los derechos 
reproductivos abarcan ciertos derechos que ya están reconocidos en las leyes 
nacionales, en los documentos internacionales sobre Derechos Humanos y en 
otros documentos pertinentes de las Naciones Unidas aprobados por consenso. 
Esos derechos se basan en el reconocimiento del derecho básico de todas las 
parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, el 
espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre éstos y a disponer de la 
información y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel más 
elevado de salud sexual y reproductiva. También incluye su derecho a adoptar 
decisiones relativas a la reproducción sin sufrir discriminación, coacciones ni 
                                                                                                                                
sexos y habilitación de la mujer, V. La familia, sus funciones, derechos, composición 
y estructura, VI. Crecimiento y estructura de la población, VII. Derechos 
reproductivos y salud reproductiva, VIII. Salud, morbilidad y mortalidad, IX. 
Distribución de la población, urbanización y migración interna, X. Migración 
Internacional, XI. Población, desarrollo y educación, XII. Tecnología, investigación 
y desarrollo, XIII. Actividades nacionales, XIV. Cooperación internacional, XV. 
Colaboración con el sector no gubernamental y XVI. Actividades complementarias. 
62
 Párrafo 7.2, Capítulo VII, ICPD [www.un.dp.org/popin/icpd2.htm] 
A/CONF.171/13, pp. 34-35: “Toda persona tiene derecho al disfrute del más alto 
nivel posible de salud física y mental. La salud reproductiva es un estado general de 
bienestar físico, mental y social, y no de mera ausencia de enfermedades o dolencias, 
en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus funciones y 
procesos. En consecuencia, la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de 
una vida sexual satisfactoria y sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir 
hacerlo o no hacerlo, cuando y con que frecuencia. Esta última condición lleva 
implícito el derecho del hombre y la mujer a obtener información y el de 
planificación de la familia de su elección, así como a otros métodos para la 
regulación de la fecundidad que no estén legalmente prohibidos, y acceso a métodos 
seguros, eficaces, asequibles y aceptables, el derecho a recibir servicios adecuados de 
atención de la salud que permitan los embarazos y los partos sin riesgos y den a las 
parejas las máximas posibilidades de tener hijos sanos. En consonancia con esta 
definición de salud reproductiva, la atención de la salud reproductiva se define como 
el conjunto de métodos, técnicas y servicios que contribuyen a la salud y al bienestar 
reproductivos al evitar y resolver los problemas relacionados con la salud 
reproductiva. Incluye también la salud sexual, cuyo objetivo es el desarrollo de la 
vida y de las relaciones personales y no meramente el asesoramiento y la atención en 
materia de reproducción y de enfermedades de transmisión sexual”. Cfr. VEGA 
GUTIÉRREZ, A.M. en Políticas familiares en un mundo globalizado, Ed. Navarra 
Gráfica, Pamplona, 2002, pp. 44-62. 
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violencia, de conformidad con lo establecido en los documentos de Derechos 
Humanos. En ejercicio de este derecho, las parejas y los individuos deben 
tener en cuenta las necesidades de sus hijos nacidos y futuros y sus 
obligaciones con la comunidad. La promoción del ejercicio responsable de 
esos derechos de todos deben ser la base primordial de las políticas y 
programas estatales y comunitarios en la esfera de la salud reproductiva, 
incluida la planificación de la familia63”. 
 
Encontramos en esta definición dos notas esenciales que nos interesa 
destacar porque sirven de pauta para configurar el contenido de los 
demandados como derechos reproductivos: en primer lugar, se reivindica el 
reconocimiento del derecho que todo individuo tiene a controlar su fertilidad, 
regulando el número de hijos que desea tener y el momento de tenerlos; 
implícitamente se exige que el hombre y la mujer puedan tener libre acceso a 
aquellos métodos de su elección, que no estando legalmente prohibidos, 
permitan superar la esterilidad y  regular la fecundidad; y, en segundo lugar,  
se solicita la intervención del Estado con el fin de garantizar las medidas 
necesarias para ayudar a las parejas y a las personas a alcanzar sus objetivos 
de procreación, en un marco que favorezca la responsabilidad y bienestar de la 
familia y que respete la dignidad de todas las personas; en este sentido se 
requiere a los Gobiernos para que pongan al alcance de las parejas y de los 
individuos todos los medios que sean necesarios para satisfacer sus 
expectativas de procreación, garantizándoles la oportunidad de ejercer su 
derecho a tener hijos por elección.  
 
Resultó extremadamente difícil lograr consenso en la redacción de este 
capítulo relativo a los derechos reproductivos y a la salud reproductiva hasta el 
punto de que en el momento de la aprobación del programa definitivo 
numerosos países presentaron observaciones o expresaron reservas, con 
respecto a su totalidad, a determinados párrafos o a términos concretos. En 
esta línea formularon reservas los representantes de numerosos países árabes64 
                                              
63
 Párrafo 7.3, Capítulo VII, ICPD - A/CONF.171/13, p. 35 y Párrafo 95, 
Capítulo IV, Sección C, ICW [www.un.dp.org/fwcw/fwcw2.htm] A/CONF.177/20, p. 
39. 
64
 Formularon oralmente reservas los representantes de los siguientes Estados: 
Egipto, Indonesia, Argelia, Afganistán, la República Árabe Siria, Malta, la República 
Islámica de Irán, Malasia, Maldivas, Brunei Darussalam, El Salvador, Honduras 
Jordania, Kuwait, Jamahiriya Árabe Libia, Nicaragua, Paraguay, Emiratos Árabes 
Unidos y Yemen. Por escrito y solicitando su incorporación íntegra en el Informe 
final, también presentaron sus reservas las siguientes delegaciones: Nicaragua, 
Argentina, República Dominicana, Dijibouti, Ecuador, Guatemala, Malta y Perú. 
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y, especialmente, la Santa Sede, que expresó una reserva general sobre todo el 
capítulo65. 
 
En virtud de lo expuesto puede concluirse que integrarían la categoría 
de derechos reproductivos66: el derecho al aborto libre y gratuito, el derecho a 
tener un hijo mediante el libre recurso a las técnicas de reproducción asistida 
sin cortapisa legal alguna, el derecho a la esterilización, el derecho a los 
anticonceptivos, el derecho a la libertad sexual y a la libre orientación sexual, 
(...). En todo caso, el ejercicio de todos estos derechos partiría de una base 
común: el derecho de la mujer a controlar su propia fertilidad sin más límites 
que los establecidos por la tecnología biomédica67. El control sobre la 
                                              
65
 Párrafo 27, Capítulo V, ICPD A/CONF.171/13, p. 129: “La Santa Sede, de 
conformidad con su naturaleza y sumisión particular, al sumarse al consenso sobre 
algunas partes del documento final de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo (El Cairo, 5 a 13 de septiembre de 1994), desea expresar su 
interpretación del Programa de Acción de la Conferencia: “1. La Santa Sede 
considera que las expresiones “salud sexual”, “derechos sexuales”, “salud 
reproductiva” y “derechos reproductivos” se aplican a un concepto holístico de la 
salud, que se aplican cada una a su manera, a la persona en la totalidad de su 
personalidad, mente y cuerpo, y que promueven el logro de la madurez personal en la 
sexualidad, el amor recíproco y la adopción de decisiones que caracterizan a la 
relación conyugal conforme a las normas morales. La Santa Sede no considera que el 
aborto o el acceso al aborto constituya una dimensión de esas expresiones. 2. Con 
respecto a las expresiones “contracepción”,”planificación de la familia”, “salud 
sexual y reproductiva”,”capacidad de la mujer de controlar su propia 
fecundidad”,”variedad más amplia de servicios de planificación de la familia”y a 
cualquier otra expresión contenida en el documento relativa a los conceptos de 
servicios de planificación de la familia y control de la fecundidad, el hecho de que la 
Santa Sede se sume al consenso no ha de interpretarse como una modificación de su 
conocida posición respecto de esos métodos de planificación de la familia, que la 
Iglesia Católica considera moralmente inaceptables, o respecto de servicios de 
planificación de la familia que no respetan la libertad de los cónyuges, la dignidad 
humana ni los Derechos Humanos de los participantes. 3. Respecto de todos los 
acuerdos internacionales, la Santa Sede se reserva su posición, en particular sobre 
cualquier acuerdo existente mencionado en el Programa de Acción, en función de su 
aceptación o no aceptación previa de esos acuerdos. 4. (...) 5. (...) 6. La Santa Sede 
tiene reservas de índole general sobre los capítulos VII, VIII, XI, XII, XIII, XIV, 
XV, XVI”. Sobre el concepto de familia en los Documentos Internacionales vid. 
VEGA GUTIÉRREZ, A.M. en Políticas familiares en un mundo globalizado, 
op.cit.,pp. 19-30. 
66
 VEGA GUTIÉRREZ, A.M., en “El hijo en la procreación artificial. 
Implicaciones éticas y médico-legales”, Cuadernos de Bioética 1/1995, p. 19. 
67
 En torno a este último aspecto “tecnología biomédica” también se 
pronunció la Plataforma de Acción en el apartado b) del capítulo XII 
“Investigaciones sobre la salud reproductiva”. En el Informe final, se subraya la 
contribución que la  investigación biomédica ha proporcionado en la regulación de la 
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fertilidad se convertiría, de este modo, en la mejor garantía para ejercer con 
plena libertad los derechos sexuales, sin tener que asumir las posibles 
consecuencias del mismo, especialmente, la del “hijo no querido”68. 
 
El “Informe de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer: Acciones 
para la Igualdad, el Desarrollo y la Paz69” (Beijing, septiembre 1995), y la 
                                                                                                                                
fecundidad y se establece que esas investigaciones deberían inspirarse en las 
perspectivas de ambos sexos y en las necesidades de los usuarios, y deberían 
realizarse respetando estrictamente las normas jurídicas, éticas, médicas y científicas 
de investigación biomédica internacionalmente aceptadas.  
Se presentó como objetivo principal potenciar el desarrollo de nuevos 
métodos de regulación de la fecundidad para varones, así como las investigaciones 
sobre la infertilidad y promover que todas las investigaciones sobre productos de 
regulación de la fecundidad y de salud sexual y reproductiva se realicen teniendo 
plenamente en cuenta las normas éticas y técnicas aceptadas y las condiciones 
culturales de la investigación biomédica. 
En este sentido se recomienda incrementar el apoyo a la investigación, básica 
y aplicada, biomédica, tecnológica, clínica, epidemiológica y social para reforzar los 
servicios de salud reproductiva, garantizando que en todas las fases del proceso de 
desarrollo se respeten las normas jurídicas y éticas. 
68
 Cfr. VEGA GUTIÉRREZ, A.M. en “El hijo en la procreación artificial. 
Implicaciones éticas y médico-legales”, op.cit., p. 19. Sobre el tema puede verse 
también ROCA FERNÁNDEZ, M.J. en “¿Resarcimiento de daños por el hijo nacido 
tras una esterilización fallida?”, Cuadernos de Bioética, núm. 2, 1998, pp. 25-43 y 
“Del Bonum Prolis al hijo como daño (Retos de la jurisprudencia canónica ante las 
nuevas orientaciones de la jurisprudencia civil en materia de esterilizaciones)”, Ius 
Canonicum “Especial Hervada”, 1999, p.703-725. 
69
 ICW [www.un.dp.org/fwcw/fwcw2.htm] A/CONF.177/20 la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer tuvo lugar en Beijing (China), del 4 al 15 de 
septiembre de 1995. La Conferencia celebró, durante dieciséis sesiones plenarias, un 
debate general sobre: el segundo examen y evaluación de la aplicación de las 
Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer; las 
principales conclusiones y recomendaciones de las conferencias preparatorias 
regionales y las prioridades y compromisos nacionales. 
La Excma. Sra. Chen Muhua, Vicepresidenta del Comité Permanente del 
Congreso Popular Nacional de la República Popular de China, fue elegida, por 
aclamación, Presidenta de la Conferencia y el Sr. Li Zhaoxing, Viceministro de 
Relaciones Exteriores de la República Popular China, fue el Vicepresidente ex 
officio. La Sra. Netumbo Nandi – Ndaiwah, de Namibia, fue la Relatora General y la 
Sra. Patricia B. Licuanan, de Filipinas, fue la Presidenta de la Comisión Principal.  
Estuvieron representadas delegaciones de ciento noventa Estados, cinco 
comisiones regionales, dieciocho organismos y programas de las Naciones Unidas, 
catorce organismos especializados y organizaciones conexas, veintiséis 
organizaciones intergubernamentales y un gran número de organizaciones no 
gubernamentales; colaborando todas ellas en las negociaciones y debates para dar 
forma definitiva a la Declaración y Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia 
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Plataforma de Acción finalmente aprobados, se adhieren a la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y se 
apoyan en las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto 
de la mujer, así como en las resoluciones pertinentes aprobadas por el Consejo 
Económico y Social y la Asamblea General. Asimismo, se reconoce la 
importancia de los acuerdos alcanzados en la Cumbre Mundial en favor de la 
Infancia (1990), la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo (1992), la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos (1993), la Conferencia Internacional sobre la Población y el 
Desarrollo (1994) y la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social (1994), donde 
se establecieron enfoques y compromisos concretos para fomentar, el 
desarrollo sostenible y la cooperación internacional y fortalecer la función de 
las Naciones Unidas en ese sentido. Además, en el conTexto del Año 
Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo (1990), el Año 
Internacional de la Familia (1994), el Año Internacional para la Tolerancia 
(1995), la Declaración de Ginebra en pro de la Mujer Rural (1993), y la 
Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer (1994) donde 
se subrayaron también las cuestiones relacionadas con la potenciación y la 
igualdad de la mujer. 
 
Tomando como punto de partida la necesidad de potenciar el papel de 
la mujer en la sociedad, en el contenido de la Declaración y en el Informe de 
la Plataforma de Acción se reivindican los Derechos Humanos de la mujer 
como parte inalienable, integral e indivisible de los Derechos Humanos 
universales. En este sentido se resalta la necesidad de fomentar y promover la 
participación de las mujeres, considerando como básico, para reforzar su papel 
dentro de la sociedad, el reconocimiento explícito y la reafirmación del 
derecho de la mujer a controlar todos los aspectos de su salud y 
particularmente el derecho a controlar y regular su fecundidad. Tras siete días 
de debates e intensas negociaciones, la Conferencia alcanzó un acuerdo 
general con respecto a la interpretación de la Declaración y la Plataforma de 
Acción. En el Informe aprobado al término de la Conferencia es necesario 
distinguir la Declaración de Beijing y la Plataforma de Acción70. 
 
El contenido de la Declaración de Beijing supone una férrea defensa de 
los Derechos Humanos en general, una clara reivindicación de los Derechos 
Humanos de la mujer, y un nuevo pronunciamiento sobre los pretendidos 
                                                                                                                                
Mundial sobre la Mujer que se plasmó en un documento de 176 páginas (en la 
versión española) que fue aprobado por aclamación el 15 de septiembre. 
70
 La Declaración consta de treinta y ocho párrafos que recogen los objetivos 
y compromisos que sirvieron de base para elaborar la Plataforma de Acción que se 
sistematizó en seis capítulos: I. Declaración de objetivos, II. ConTexto Mundial, III. 
Esferas de especial preocupación, IV. Objetivos estratégicos y medidas, V. 
Disposiciones institucionales, VI. Disposiciones financieras. 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano 






derechos reproductivos. El párrafo más destacado a este respecto es el 
decimoséptimo, que identifica el fortalecimiento del papel de la mujer en la 
sociedad con el ejercicio individual de sus derechos reproductivos, y presenta 
los derechos reproductivos como un aspecto indisolublemente unido al 
contenido del derecho a la salud. En esta línea establece “el reconocimiento 
explícito y la reafirmación del derecho de todas las mujeres a controlar todos 
los aspectos de su salud, en particular su propia fecundidad, es básico para la 
potenciación de su papel”. 
 
El capítulo IV del Informe constituye el eje central de la Plataforma de 
Acción, puesto que resume los objetivos estratégicos que se pretenden y las 
medidas que han de adoptarse para su consecución71. El núcleo fundamental 
de este apartado consiste en reivindicar “el derecho que toda mujer tiene a 
disfrutar del más alto nivel posible de salud física y mental”, incluyéndose, 
como aspecto esencial para su bienestar y para su capacidad de participación 
en todas las esferas de la sociedad, “el disfrute de su salud reproductiva”72. Se 
establece como prioritario un doble objetivo: primeramente, garantizar que las 
mujeres puedan ejercer sus derechos con respecto a la procreación, poniendo a 
su disposición servicios médicos de atención de la salud reproductiva y sexual 
que respeten los Derechos Humanos y sigan normas éticas, profesionales y no 
sexistas; y, en segundo lugar, fomentar que las mujeres y los hombres asuman 
la responsabilidad derivada de su comportamiento sexual con respecto a la 
procreación. 
 
Al igual que sucedió en la Conferencia de El Cairo, la aprobación de 
este capítulo estuvo precedida de un amplio debate en el que numerosos 
países73 expusieron declaraciones de carácter general y/o sobre la 
                                              
71
 El Capítulo IV titulado “Objetivos estratégicos y medidas”, está integrado 
por las siguientes Secciones: A. La mujer y la pobreza; B. Educación y capacitación 
de la mujer; C. La mujer y la salud; D. La violencia contra la mujer; E. La mujer y 
los conflictos armados; F. La mujer y la economía; G. La mujer en el ejercicio del 
poder y la adopción de decisiones; H. Mecanismos institucionales para el adelanto de 
la mujer; I. Los Derechos Humanos de la mujer; J. La mujer y los medios de 
difusión; K. La mujer y el medio ambiente; L. La niña. 
72
 En los párrafos 94 y 95, Capítulo IV, ICW A/CONF.177/20 CW, pp. 38 –
39  se recogen, respectivamente, la definición de “salud reproductiva” y de “derechos 
reproductivos”, en términos semejantes a los expuestos en el Informe de la 
Conferencia sobre Población y Desarrollo anteriormente citada. 
73
 Perú, Kuwait, Filipinas, Malasia, República Islámica del Irán, Jamahiriya 
Árabe Libia, Ecuador, Indonesia, Mauritania, Omán, Malta, Brunei Darussalam, 
Francia, Yemen, Sudán, Emiratos Árabes Unidos, Venezuela, Bahrein, Líbano, 
Túnez, Malí, Benin, India, Argelia, Iraq, Vanuatu, Etiopía, Marruecos, Djibouti, 
Qatar, Nicaragua, Togo, Liberia, República Árabe Siria, Pakistán, Nigeria, Comoras, 
Bolivia, Colombia, Bangladesh, Honduras, Jordania, Ghana, República 
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interpretación de la Plataforma de Acción o formularon reservas para que se 
incluyeran en el Informe final74. La Santa Sede formuló, por escrito, una 
reserva general sobre esta sección75 poniendo de manifiesto que se observa en 
el Texto un “individualismo exagerado”, en el que se debilitan algunas 
disposiciones pertinentes de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
considerando que tal selectividad “constituye un paso más en la colonización 
del amplio y rico discurso sobre los derechos universales por un lenguaje 
libertario y empobrecido”. De igual modo quiso resaltar su representante que 
el “ambiguo lenguaje utilizado” (sobre la sexualidad y la fertilidad) podría 
implicar un respaldo social al aborto y a la homosexualidad.  
 
Tras una lectura del Informe puede concluirse que la IV Conferencia 
Mundial de la Mujer reafirma los siguientes aspectos: primero, los Derechos 
Humanos de la mujer incluyen su derecho a tener el control sobre todas las 
cuestiones relativas a su sexualidad, incluida su salud sexual y su capacidad 
reproductiva; segundo, el derecho a la procreación consiste en decidir libre y 
responsablemente el número de hijos que se desea tener y el espaciamiento de 
los nacimientos; en disponer de la información y de los medios necesarios para 
lograrlo; y en el reconocimiento del derecho a alcanzar el nivel más elevado 
de salud sexual y reproductiva; y tercero, el derecho a disfrutar de una buena 
salud sexual y reproductiva incluye el libre acceso a métodos seguros, 
                                                                                                                                
Centroafricana, Camboya, Maldivas, Sudáfrica, República Unida de Tanzania, 
Brasil, Panamá, El Salvador, Madagascar, Chad, Camerún, Níger, Gabón, Estados 
Unidos de América y Canadá. El observador de Palestina formuló también una 
declaración. 
74
 Argentina, Costa Rica, República Dominicana, Egipto, Estonia, Letonia, 
Lituania, Guatemala y la Santa Sede. 
75
 El Párrafo 11, Capítulo V, ICW A/CONF.177/20 CW, p. 102 recoge una 
reserva general a la Sección C, Capítulo IV: “(...) La Santa Sede, de conformidad con 
su naturaleza y con la misión que le es propia, al unirse parcialmente al consenso 
sobre los documentos de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, desea 
expresar su postura por lo que se refiere a esos documentos y formular reservas con 
respecto a algunos de los conceptos utilizados en ellos. (...) La Santa Sede sólo puede 
interpretar expresiones tales como el “derecho de la mujer a controlar su propia 
sexualidad”, el “derecho de la mujer a controlar su propia fecundidad” o “las parejas 
y los individuos”, como referentes al ejercicio responsable de la sexualidad dentro 
del matrimonio. Al mismo tiempo, la Santa Sede condena firmemente todas las 
formas de violencia y explotación ejercidas contra la mujer y la niña. La Santa Sede 
reafirma las reservas expresadas a la conclusión de la Conferencia Internacional 
sobre la Población y el Desarrollo, celebrada en El Cairo”. Sobre la posición jurídica 
de la Santa Sede en la ONU vid. GUTIÉRREZ VEGA, A.M. en “El status jurídico de 
la Santa Sede en la ONU”, Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, núm. 14, 
1998, pp. 363-432, y en “La Santa Sede y la Organización de las Naciones Unidas”, 
Iglesia Católica y relaciones internacionales: actas del III Simposio Internacional de 
Derecho Concordatario, VVAA, Almería, 2008. 
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eficaces, asequibles y aceptables para el control de la fecundidad; la 
promoción de investigaciones que ayuden a superar los problemas de 
esterilidad. Investigaciones que habrán de realizarse en estricta conformidad 
con las normas de investigación, médicas, jurídicas y éticas 
internacionalmente aceptadas. Se incluye además la necesidad de efectuar un 
seguimiento de las investigaciones sobre el genoma humano y otras 
investigaciones genéticas conexas. 
 
Un análisis conjunto de ambos Instrumentos permite concluir que el 
aseguramiento de los denominados “derechos reproductivos” de las mujeres, 
en cuanto a la capacidad de decidir libremente el número y el espaciamiento 
de los hijos, se considera “condición previa para que las mujeres puedan 
alcanzar una igualdad efectiva con respecto de los hombres”. Y, que en el 
concepto de “salud reproductiva”, se amplía la denominada “libertad 
reproductiva” hasta abarcar los medios no sólo legales sino también materiales 
o económicos para poder decidir a título individual en cuestiones relativas a la 
procreación. 
 
3. EL MARCO REGIONAL EUROPEO 
 
En materia de reproducción artificial e investigación biomédica, el 
marco jurídico europeo se caracteriza por recoger una serie de 
pronunciamientos en sentido amplio al objeto de permitir la adecuación a los 
mismos de los diferentes órdenes nacionales76. En esta línea, el propósito de la 
regulación europea se centra en el establecimiento de unos principios mínimos 
que puedan ser desarrollados por cada uno de los Estados mediante normas 
nacionales. Estas ordenaciones internas, desde el respeto al núcleo básico de 
protección establecido y acordado, podrán delimitar los márgenes de lo 
permitido y lo prohibido en relación con las nuevas posibilidades de la ciencia 
biomédica y la tecnología reproductiva77. 
 
La justificación de esta voluntad unificadora de mínimos, vislumbrada 
también en el ámbito de Naciones Unidas, al menos en relación con los 
principios básicos, se sustenta por la entidad del bien jurídico que se pretende 
proteger, el respeto a la dignidad y a los Derechos Humanos. Por ello, el 
ámbito jurídico europeo, en respuesta a los nuevos retos de la ciencia en 
materia de investigación biomédica y genética reproductiva, ofrece, desde una 
                                              
76
 En este sentido vid. BORRILLO, D. en Derecho y Genética: la perspectiva 
europea, Ed. Instituto de Estudios Sociales Avanzados, Madrid, 1994, p. 53. 
77
 Sobre la divergencia de criterios legislativos entre los distintos Estados 
europeos puede consultarse VEGA GUTIÉRREZ, A.M. y VVAA en “Regulación de 
la reproducción asistida en el ámbito europeo. Estudio de derecho comparado”. 
Cuadernos de Bioética 1/1995. 
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determinada concepción política y social, una serie de postulados básicos que 
permiten avanzar en el propósito regulador y armonizador de las cuestiones 
señaladas78. 
 
3.1. Instrumentos específicos adoptados por el Consejo de Europa 
 
Desde su constitución en Londres en el año 1949, el Consejo de Europa 
ha demostrado gran interés por los temas relacionados con la salud, con la 
medicina y, en especial, con los avances científicos vinculados a las técnicas 
de reproducción asistida y la manipulación genética. En este sentido ha 
elaborado varios documentos de distinta relevancia abordando las cuestiones 
jurídico-éticas que se derivan de los citados avances.  
 
El primer intento de lograr un acuerdo internacional en la ordenación de 
la biomedicina europea se produce en 1979, con la promoción del “Proyecto 
de Recomendación sobre los problemas derivados de las técnicas de 
procreación artificial”, que no prosperó por falta de consenso. 
 
Transcurridos tres años la Asamblea Parlamentaria acordó la 
aprobación, el 26 de enero de 1982, de la “Recomendación 934 (1982) sobre 
ingeniería genética79”; un Texto pionero que expresaba preocupación por las 
futuras aplicaciones de la manipulación del ADN recombinante en los 
organismos vivos; vinculaba el derecho a la vida y a la dignidad, al derecho a 
heredar un patrimonio genético inalterado y sin manipulaciones80; y solicitaba 
al Comité de Ministros que elaborase un convenio sobre las aplicaciones de la 
ingeniería genética en el ser humano, que sirviese para consensuar las 
legislaciones nacionales al respecto81. 
                                              
78
 Vid. GARCÍA RUÍZ, Y. en Reproducción Humana Asistida. Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 65. 
79
 Texto Recomendación 934 (1982) sobre ingeniería genética, de 26 de enero 
de 1982, Diario Oficial de las Comunidades Europeas número 2.475/1982, de 3 de 
marzo. Vid. Código de Leyes sobre Genética, Ed. Universidad de Deusto, Fundación 
BBVA, Bilbao, 1997. 
 
80
 El apartado cuatro de la Recomendación 934 (1982) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa señala “los derechos a la vida y a la dignidad 
humana garantizados en los artículos 2 y 3 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos llevan aparejado el derecho a heredar características genéticas que no 
hayan sufrido ninguna manipulación”. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
81
 El apartado siete de la Recomendación 934 (1982) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa propone “redactar un convenio europeo sobre 
lo que constituye una aplicación legítima de las técnicas de ingeniería genética a los 
seres humanos (generaciones futuras inclusive); adaptar en consecuencia las 
legislaciones nacionales; y promover la conclusión de convenios análogos a nivel 
mundial”. Vid. (Código de Leyes sobre Genética, op.cit.). 
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En respuesta a la Recomendación 934 (1982), el Consejo de Europa 
creó un Comité de Expertos en problemas éticos y legales relativos a la 
genética humana (CAHGE)82, y le encargo la elaboración de varios borradores 
para regular la ingeniería genética y los procedimientos biomédicos 
reproductivos. El Comité, un año más tarde, presentó su propuesta al Comite 
de Ministros que adopto la “Recomendación 84 (1984) sobre notificación a las 
autoridades públicas de los trabajos relacionados con ADN recombinante83”. 
 
Tras la aprobación de esta primera Recomendación, el CAHGE fue 
sustituido por el Comité Ad Hoc de Expertos en el Progreso de las Ciencias 
Biomédicas84 (CAHBI) que recibió instrucciones para trabajar sobre la 
manipulación de embriones y la regulación de la tecnología reproductiva 
humana, incluyendo la maternidad subrogada. Como resultado de esta labor, y 
tras un acalorado debate, la Asamblea Parlamentaria aprobó, el 24 de 
septiembre de 1986, la “Recomendación 1.046 (1986) sobre el empleo de 
embriones humanos y fetos para fines diagnósticos, científicos, terapéuticos, 
individuales y comerciales85”. Esta Recomendación refuerza la protección del 
derecho a un patrimonio genético inalterado, salvo que la manipulación se 
realice con fines terapéuticos; revela necesaria establecer una definición 
biológica del embrión86; alerta sobre la precariedad jurídica87 del embrión y 
                                              
82
 Formaron parte de este Comité los expertos designados por veintiún países 
además de observadores australianos, norteamericanos, canadienses, japoneses, 
finlandeses y otros designados por organismos como la UNESCO. 
83
 Texto Recomendación 84 (1984) sobre notificación a las autoridades 
públicas de los trabajos relacionados con ADN recombinante, de 10 de marzo de 
1984, Diario Oficial de las Comunidades Europeas número 4.685/1982, de 12 de 
abril. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, op.cit.). 
84
 Con la misma composición que la anterior, a la que se unieron un miembro 
del Observatorio de Derechos Humanos y algunos representantes provenientes de los 
campos de la medicina, la biología, la ética y el derecho. 
85
 Texto Recomendación 1.046 relativa a la utilización de embriones y fetos 
humanos con fines diagnósticos, terapéuticos, científicos, industriales o comerciales, 
de 24 de septiembre de 1986, Diario Oficial de las Comunidades Europeas número 
5.635/1986, de 19 de octubre. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, op.cit.) 
86
 El apartado quinto de la Recomendación 1046 (1986) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa señala “ (…) desde la fecundación del óvulo la 
vida humana se desarrolla de manera continua y no puede hacerse una distinción 
clara durante las primeras fases embrionarias de su desarrollo por lo que se revela 
necesaria una definición de condición biológica del embrión”. (Vid. Código de Leyes 
sobre Genética, op.cit.). 
87
 El apartado sexto de la Recomendación 1046 (1986) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa indica que “(…) dicho progreso ha dejado en 
una situación especialmente precaria la condición jurídica del embrión y del feto 
puesto que su estatuto jurídico en la actualidad no se encuentra definido en la ley”. 
(Vid. Código de Leyes sobre Genética, op.cit.). 
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del feto ante los progresos científicos en el ámbito de la genética reproductiva; 
y encarga al Comité de Ministros la preparación de un informe sobre la 
manipulación de embriones en el que se deberá intentar establecer un 
adecuado equilibrio entre la libertad de investigación y el respeto a la dignidad 
inherente a toda vida88. La Recomendación presenta una doble perspectiva 
puesto que, al mismo tiempo que intenta proteger las primeras fases del 
desarrollo embrionario, afirmando que la vida es humana y digna, reconoce la 
utilidad de las nuevas investigaciones genético-reproductivas, como un bien, 
incluso, para los propios concebidos89. Circunstancia ésta que ha sido objeto 
de crítica por VILA-CORO BARRACHINA90 que ha calificado el Texto de 
“contradictorio” y ha considerado que, en mayor o menor medida, prioriza la 
investigación sobre la vida humana. 
 
Cumplido su primer encargo, el Comité continuó trabajando en la 
regulación de las técnicas reproductivas aplicadas al ser humano. Para la 
preparación del Texto, se recabaron numerosas opiniones y se formularon 
innumerables consultas a los representantes de los agentes sociales implicados. 
En 1986 se convocó una reunión en Trieste (Italia), para escuchar la opinión 
de las ONG más representativas en los campos de los Derechos Humanos, la 
salud, la investigación, la familia y la infancia; y en diciembre del mismo año, 
el Comité se reunió con la Comisión Consultiva Nacional de Ética francesa. 
En cuanto al tipo de Instrumento legal que debería regular la materia, los 
expertos barajaron varias posibilidades: la Recomendación o el Convenio. El 
Comité se decantó finalmente por la Recomendación, al considerarla más 
adecuada para una situación de vacío legal91. La Recomendación fijaría las 
                                              
88
 El apartado quince de la Recomendación 1046 (1986) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa propone al Comité de ministros “encargar a las 
comisiones competentes la preparación de un informe sobre la utilización de 
embriones y fetos humanos con fines de investigación científica teniendo en cuenta 
la necesidad de establecer un equilibrio entre el principio de la libertad investigación 
y el respeto a la dignidad humana inherente a toda vida, así como los restantes 
aspectos de la protección de los Derechos Humanos”. (Vid. Código de Leyes sobre 
Genética, op.cit.). 
89
 El Anexo de Recomendación 1046 (1986) de la Asamblea Parlamentaria 
del Consejo de Europa, así lo prevé en sus Apartados Aii y Bi al considerar legítima 
la utilización de embriones y fetos muertos con fines diagnósticos e incluso la 
intervención sobre los embriones vivos y útero o inditos y la misma tiene como 
finalizar el bienestar del que está por nacer. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
90
 VILA-CORO BARRACHINA, M.D., en “Falacia legislativa”, El Derecho 
ante el Genoma Humano, Vol. I, Fundación BBVA, Bilbao, 1994, p. 296. 
91
 La figura del Convenio se descartó principalmente porque su entrada en 
vigor podía prolongarse en el tiempo (hasta que el número suficiente de Estados lo 
hubiesen ratificado), y con ello se perdería la oportunidad de regular de forma 
homogénea un ámbito aún inexplorado. 
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reglas generales a partir de las cuales los Estados desarrollarían ya sus propias 
leyes. Así, el 3 de abril de 1987, el Comité presentó un “Proyecto de 
Recomendación, relativo a la Procreación Humana”, no obstante, el Comité de 
Ministros no fue capaz, por un solo voto, de llegar a un acuerdo sobre los 
contenidos del mismo92. En vista del fracaso, el Comité de Ministros decidió 
suspender los trabajos y dar a conocer el Informe preparatorio elaborado93. 
Finalmente, ante la aprobación de iniciativas legislativas nacionales que 
fueron marcando límites muy diferentes en el empleo de las vías de asistencia 
médica a la procreación, el Comité de Ministros desistió de regular 
directamente las técnicas de reproducción asistida en su conjunto dirigiendo 
sus esfuerzos a la ordenación de aspectos concretos inherentes a las 
investigaciones genético-reproductivas. 
 
Así, el 2 de febrero de 1989, la Asamblea Parlamentaria aprobó la 
“Recomendación 1.100 (1989), sobre la utilización de embriones y fetos 
humanos en la investigación científica94” que invita a los Gobiernos de los 
Estados Miembros a perfeccionar las técnicas de reproducción asistida en los 
casos autorizados; a profundizar en el conocimiento de las estructuras y 
funciones de la célula humana, en especial de las reproductivas; a ahondar en 
el conocimiento de las fases del desarrollo embrionario, de la herencia 
genética, y de los diagnósticos y tratamientos prenatales, en especial de los 
que permiten la detección de enfermedades ligadas a los cromosomas o los 
genes95. En esta Recomendación se regulan detenidamente las distintas 
                                              
92
 Como señala ALKORTA IDIAKEZ el Proyecto de Recomendación tenía 
por objeto principal aprovechar el momento previo a la elaboración de normas por 
parte de los Estados miembros, para proceder a lo que el mismo denominó “ una 
armonización prelegislativa” sobre algunos temas clave de la medicina reproductiva 
como la filiación de los nacidos de semen u óvulos donados, la maternidad 
subrogada, la fecundación post mortem, etc. El paso del tiempo demostró que fue 
una iniciativa prematura puesto que la falta de legislación de los Estados miembros 
que, además, carecían de posiciones claras sobre la política que deseaban adoptar con 
respecto a la biotecnología reproductiva, provocó el fracaso. (Cfr. ALKORTA 
IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op. cit., p. 86). 
93Informe sobre la reproducción artificial humana, COMITÉ AD HOC DE 
EXPERTOS SOBRE EL PROGRESO DE LAS CIENCIAS BIOMÉDICAS, 
Estrasburgo, 1989. Gracias a la decisión de hacer público este Informe la propuesta 
de Recomendación, pese a malograrse, llegó a influir decisivamente en la legislación 
europea continental posterior.  
94
 Texto Recomendación 1.100 (1989) sobre la utilización de embriones y 
fetos humanos en la investigación científica, de 2 de febrero de 1989, Diario Oficial 
de las Comunidades Europeas  número C/171 de 17 de abril de 1989. (Vid. Código 
de Leyes sobre Genética, op.cit.). 
95
 Cfr. apartado nueve de la Recomendación 1.100 (1989) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, op.cit.). 
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posibilidades de intervención sobre gametos, embriones y fetos humanos96 
reiterándose que, en todo caso, deberán ser tratados con el respeto propio de la 
dignidad humana. El contenido de esta Recomendación también resultó muy 
cuestionado, especialmente, por la permisividad con la que aborda la 
investigación en el ámbito reproductivo, y por la dificultad de conciliar un 
equilibrio97 entre la libertad de investigación que promueve y propugna en el 
ámbito reproductivo, y el respeto propio de la dignidad humana que defiende 
en la manipulación de embriones y fetos. El Texto aprobado confirma, por 
tanto, la evidente falta de consenso y la existencia de dos bloques de opinión 
muy diferenciados: los articulados en torno a la defensa del derecho a la vida y 
la dignidad desde el momento de la fecundación; y los conformados en torno a 
la promoción de la investigación, desde una perspectiva diagnóstica y 
terapéutica, como medio para progresar en el conocimiento y tratamiento de 
determinadas patologías. Se reprocha, finalmente, que, teniendo en cuenta que 
los avances en esta materia se producen de forma vertiginosa, y que la 
Recomendación analizada pretende un equilibrio entre la libertad de 
investigación y los Derechos Humanos98, no se haya prestado atención a los 
posibles conflictos de conciencia que puedan surgir en el personal sanitario e 
investigador vinculado a esta prácticas99. 
 
Por su parte, a propuesta del Comité Ad Hoc  de Expertos en el 
Progreso de las Ciencias Biomédicas, el Comité de Ministros del Consejo de 
Europa, siguiendo la línea marcada por las Recomendaciones adoptadas por la 
Asamblea Parlamentaria, aprobó, el 21 de junio de 1990, la “Recomendación 
13 (1990) sobre cribado genético prenatal, diagnóstico genético prenatal, y 
sobre consejo genético conexo100” y, el 10 de febrero de 1992, la 
“Recomendación 3 (1992) sobre pruebas genéticas y de cribado con fines 
                                              
96
 El Apéndice de la Recomendación 1.100 (1989) de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa hace especial referencia a la investigación 
científica y/o experimentación sobre gametos, embriones y fetos humanos y a lo 
donación de elementos de dicho material. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
97
 Realizan un profundo estudio sobre la problemática de esta cuestión 
ALONSO BEDATE, C. en “El estatuto ético del embrión humano: un reflexión entre 
propuestas alternativas”, Gen-Ética, op. cit., pp. 19-66; y MAYOR ZARAGOZA, F. 
en “Gen-Ética”, Gen-Ética, op.cit., 307-344. 
98
 Cfr. los apartados tres y cuatro de la Recomendación 1.100 (1989) de la 
Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa. (Vid. Código de Leyes sobre 
Genética, op.cit.). 
99
 En este sentido GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: 
Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 69. 
100
 Texto Recomendación 13 (1990) sobre cribado genético prenatal, 
diagnóstico genético prenatal, y sobre consejo genético conexo, de 21 de junio de 
1990, Diario Oficial de las Comunidades Europeas núm. C/167 de 10 de julio de 
1990. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, op.cit.). 
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sanitarios101”, que establecen una serie de principios sobre diagnóstico 
prenatal, pruebas genéticas, y cribado genético102, con fines sanitarios. Ambas 
intentan abordar una armonización entre las cuestiones señaladas y los 
Derechos Humanos; y, en este sentido, otorgan amplia protección a la 
intimidad103 y a la igualdad104, con independencia de las características 
genéticas, desde la especial consideración que en el ámbito del Consejo de 
Europa se dispensa a la dignidad105 del ser humano. 
 
 El CAHBI fue sustituido en 1991 por el Comité Directivo para la 
Bioética (CDBI) que, tras varios años de trabajo106, elaboró una propuesta de 
acuerdo en materia biomédica (cuyo contenido incide sólo de forma tangencial 
                                              
101
 Texto Recomendación 3 (1992) sobre pruebas genéticas y de cribado con 
fines sanitarios, de 10 de febrero de 1992, Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas núm. C/060 de 10 de marzo de 1992. (Vid. Código de Leyes sobre 
Genética, op.cit.). 
102
 El término cribado genético hace referencia a las pruebas genéticas 
realizadas en el conjunto de una población o un su conjunto de la misma sin previa 
sospecha de que las personas sometidas a la prueba puedan ser portadoras de un 
rasgo concreto, gen o alteración cromosómica. 
103
 El principio 12 de la Recomendación 13 (1990) del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa dispone que “deberá mantenerse confidencialmente cualquier 
información de carácter personal obtenida durante la realización de cribado genéticos 
prenatales y pruebas de diagnóstico genético prenatal”. En este mismo sentido se 
pronuncian los principios 8, 9 y 13 de la Recomendación 3 (1992) del Comité de 
Ministros del Consejo de Europa respecto de la protección de datos, el secreto 
profesional y el manejo de los mismos. (Vid. Código de Leyes sobre Genétic, op.cit.). 
104
 El principio 10 de la Recomendación 13 (1990) del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa establece que “no deberán aplicarse condiciones 
discriminatorias a las personas que soliciten someterse a cribados o, en su caso, a 
pruebas de diagnóstico prenatal, ni a las que no lo soliciten”. En sentido idéntico el 
contenido de los principios 4 y 6 de la Recomendación 3 (1992) del Comité de 
Ministros del Consejo de Europa que hacen referencia a la igualdad en el acceso a 
determinadas pruebas genéticas y a la no discriminación en virtud de las 
características genéticas a la hora de prestar atención sanitaria, contraer matrimonio u 
otras formalidades similares. (Vid. Código de Leyes sobre Genétic, op.cit.). 
105
 La propia Recomendación 13 (1992), del Comité de Ministros, de forma 
previa a la regulación de las cuestiones comentadas, se declara “consciente de la 
vocación del Consejo de Europa de salvaguardar los valores morales que son acervo 
de los Estados miembros basados esencialmente en el respeto y la dignidad 
humanas”. (Vid. Código de Leyes sobre Genétic, op.cit.). 
106
 Sobre el proceso de gestación del Convenio y su contenido vid. ROMEO 
CASABONA, C.M. en “Protección jurídica del genoma humano en el Derecho 
Internacional: el Convenio europeo sobre Derechos Humanos y Biomedicina”, 
Genética y Derecho, Estudios de Derecho Judicial, Consejo General del Poder 
Judicial núm. 36, 2002, pp. 295-326. 
 48
en la medicina reproductiva), al objeto unificar criterios que permitan 
controlar los avances de la biotecnología y la biomedicina. Así, el 4 de abril de 
1997, se abrió a la firma en Oviedo el “Convenio para la Protección de los 
Derechos Humanos y la Dignidad del Ser Humano con respecto a las 
aplicaciones de la Biología y la Medicina: Convención sobre los Derechos 
Humanos y la Biomedicina107”, que entró en vigor el 1 de diciembre de 1999, 
convirtiéndose en el Instrumento internacional de armonización más completo, 
y el más importante por el carácter vinculante108 para sus signatarios que, hasta 
la fecha, se ha desarrollado en el seno del Consejo de Europa . 
 
El objetivo que pretende este Texto es doble: en primer lugar, fomentar 
la protección de la dignidad e identidad del ser humano, garantizando el 
respeto de los Derechos Humanos y libertades fundamentales en las 
aplicaciones biomédicas; proclamando al efecto  la primacía del bienestar del 
ser humano sobre cualquier interés social y/o científico109; y, en segundo 
lugar, codificar los principios del derecho médico moderno estableciendo los 
principios rectores de actuación en la investigación y el empleo de nuevas 
técnicas en el ámbito de la biomedicina, con especial énfasis en las 
aplicaciones genético-reproductivas y el trasplante de células, tejidos u 
órganos110. 
 
                                              
107
 El “Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y la Dignidad 
del Ser Humano con respecto a las aplicaciones de la Biología y la Medicina: 
Convención sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina, de 4 de abril de 1997, 
fue publicado en el Boletín Oficial del Estado número 20639 de 20 de octubre de 
1999. 
108
 El Convenio sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina forma parte 
del derecho interno español desde el 1 de enero de 2000. Consta también rubricado 
por otros Estados, todos europeos, Chipre, Croacia, Dinamarca, Eslovaquia, 
Eslovenia, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Islandia, Italia, Lituania, 
Luxemburgo, Países Bajos, Macedonia, Letonia, Noruega, Polonia, Portugal, 
Rumania, San Marino, R. Moldovia, Suecia, Suiza y Turquía; siendo previsible que 
alguno de los firmantes se atenga a la cláusula de reserva prevista en el artículo 36 
del Convenio. Procede destacar que ni Alemania ni Reino Unido lo han firmado por 
considerarlo, respectivamente, demasiado permisivo o demasiado restrictivo. 
109
 Considera CASADO GONZÁLEZ que el Convenio sobre Derechos 
Humanos y Biomedicina “refleja de manera paradigmática la tendencia actual 
existente en torno a la protección de los derechos de la persona”, y “propicia la 
existencia de formas de protección armonizadas a nivel nacional e internacional”. 
(CASADO GONZÁLEZ, M. en “Los Derechos Humanos como marco para el 
Bioderecho y la Bioética”, Derecho Biomédico y Bioética, VVAA, Ed. Comares, 
Granada, 1998, p. 135). 
110
 Cfr. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 89. 
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El respeto a la dignidad humana se alza, desde el Preámbulo, como 
presupuesto básico de todo el Convenio111 y, en este sentido se establece, 
como regla general, que no podrá llevarse a cabo una intervención en materia 
de salud sin el consentimiento libre e informado de la persona afectada112. El 
derecho a la información preside la relación de derechos que se proclaman en 
el Convenio: así, el derecho a la intimidad113, consagra la necesidad de 
garantizar el tratamiento confidencial de los datos relativos a la salud, 
incluidos los datos genéticos; el derecho a la igualdad114, prohíbe toda 
discriminación de una persona a causa de su patrimonio genético; y la libertad 
de investigación115  se concibe en los siguientes términos: se autorizan las 
intervenciones en el genoma116 por razones preventivas, diagnósticas o 
terapéuticas y sólo cuando no tengan por finalidad la introducción de 
                                              
111
 Para CASADO GONZÁLEZ, la adopción de medidas concretas dirigidas 
a proteger y garantizar la dignidad del ser humano, de la humanidad en su conjunto, 
y de las generaciones futuras, constituye la materialización de la protección y el 
desarrollo de una tercera generación de derechos del hombre que afectan al hombre 
como individuo y como grupo y que en definitiva, en su protección, engloban a toda 
la humanidad. (CASADO GONZÁLEZ, M. en “Los Derechos Humanos como 
marco para el Bioderecho y la Bioética”, Derecho Biomédico y Bioética, op.cit., pp. 
119-121). 
112
 Vid. artículo 5 del Convenio sobre los Derechos Humanos y la 
Biomedicina que dispone que “una intervención en el ámbito de la sanidad sólo 
podrá efectuarse después de que la persona afectada haya dado su libre e informado 
consentimiento. Dicha persona deberá recibir previamente una información adecuada 
acerca de la finalidad y la naturaleza de la intervención, así como sobre sus riesgos y 
consecuencias. En cualquier momento la persona afectada podrá retirar libremente su 
consentimiento”. 
113
 El artículo 10 del Convenio sobre los Derechos Humanos y la 
Biomedicina establece: “1. todos tienen derecho al respeto de su vida privada en el 
ámbito de la salud. 2. Toda persona tiene derecho a conocer cualquier información 
recogida sobre su salud, no obstante, si prefiere no ser informada habrá de respetarse 
su voluntad. 3. Excepcionalmente la ley nacional podrá prever, en interés del 
paciente, restricciones al ejercicio de los derechos enunciados en el apartado dos”. 
114
 Vid. artículo 11 del Convenio sobre los Derechos Humanos y la 
Biomedicina que prohíbe expresamente “toda forma de discriminación de una 
persona a causa de su patrimonio genético”. 
115
 El artículo 15 del Convenio sobre los Derechos Humanos y la 
Biomedicina, señala que “la investigación científica en el ámbito de la biología y de 
la medicina se desarrollarán libremente, con arreglo a lo establecido en este convenio 
y en las demás disposiciones jurídicas que aseguran la protección del ser humano.” 
116
 Vid. artículo 13 del Convenio sobre los Derechos Humanos y la 
Biomedicina que contempla como única excepción para la modificación del genoma 
humano que la intervención se produzca por “razones preventivas, diagnósticas o 
terapéuticas y que no tenga por finalidad la introducción de una modificación en el 
genoma de la descendencia”. 
 50
modificaciones en la descendencia; se reitera que la selección de sexo 
mediante el recurso a las técnicas de reproducción asistida sólo será admitida 
en los casos en que sea preciso para evitar una enfermedad hereditaria grave 
vinculada al sexo; se prohíbe expresamente la constitución de embriones 
humanos con un fin meramente experimental; y se delega en los Estados la 
potestad de autorizar, prohibir o restringir las investigaciones con embriones 
in vitro siempre que se garantice una adecuada protección del embrión117. 
 
La libertad de investigación queda, por tanto, garantizada dentro de los 
límites establecidos en el Convenio118, sin embargo, se elude cualquier 
referencia a la libertad de conciencia del personal sanitario e investigador y, en 
consonancia, a una posible objeción de conciencia del mismo. Esta 
circunstancia resulta acorde con lo regulado y ya comentado en el ámbito de 
las Naciones Unidas, constituyendo, no obstante, una laguna jurídica evidente, 
especialmente, si se considera que la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa propuso la inclusión de un apartado específico sobre objeción de 
conciencia en el Texto definitivo del Convenio en los siguientes términos: 
“toda persona que trabaje en el campo de la salud y de la investigación 
biomédica puede hacer valer su derecho a la objeción de conciencia119”. Al 
respecto de esta cuestión MARTÍNEZ TORRÓN120 ha señalado que “el 
Derecho Internacional acaba de perder una excelente ocasión para afirmar los 
principios de la libertad de conciencia en un ámbito donde resultan 
indudablemente necesarios”. 
 
El Convenio es un Instrumento marco que en su artículo 31 prevé su 
desarrollo futuro a través de cinco protocolos adicionales de los cuales, hasta 
                                              
117
 El primer apartado del artículo 18 del Convenio sobre los Derechos 
Humanos y la Biomedicina, dispone “cuando la ley nacional admitiera en la 
investigación sobre embriones in vitro, deberá asegurar una protección adecuada al 
embrión”. Sobre este punto ROMEO CASABONA destaca que es la primera vez que 
aparece una referencia específica a la protección del embrión en un Instrumento 
jurídico internacional. (ROMEO CASABONA, C.M. “El Convenio Europeo sobre 
Derechos Humanos y Biomedicina: sus previsiones sobre el Genoma Humano”, 
Bioética y Genética, Ed. Ciudad Argentina, Buenos Aires, 2000, p. 317). 
118
 Al igual que en la Declaración Universal sobre el Genoma y los Derechos 
Humanos de la Conferencia General de la UNESCO [www.unesco.org]. 
119
 Cfr. MARTÍNEZ TORRÓN, J. en “El derecho internacional y las 
objeciones de conciencia”, Estudios en homenaje al pofesor Martínez Valls, Vol. I, 
Ed. Universidad de Alicante, Murcia, 2000, p. 463; y GONZÁLEZ-VARAS 
IBÁÑEZ, A. en “El ejercicio de las objeciones de conciencia en una sociedad 
postmoderna”, Revista de Derecho Universidad Católica del Norte, año 16, núm. 2, 
2009, p. 23. 
120
  MARTÍNEZ TORRÓN, J. en “El derecho internacional y las objeciones 
de conciencia”, Estudios en homenaje al pofesor Martínez Valls, op. cit., p. 463. 
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la fecha, se han adoptado tres121: el “Protocolo Adicional sobre prohibición de 
clonación de seres humanos”, aprobado y abierto a la firma el 12 de enero de 
1998; el “Protocolo Adicional sobre trasplante de órganos o tejidos de origen 
humano”, aprobado y abierto a la firma el de 24 de enero de 2002; y el 
“Protocolo Adicional sobre la investigación biomédica”, aprobado y abierto a 
la firma el 25 de enero de 2005. 
 
De los Protocolos relacionados, España, hasta el momento, sólo ha 
ratificado e incorporado a su Derecho Interno122  el “Protocolo Adicional 
sobre prohibición de clonación en seres humanos”. La rápida confección de 
este Instrumento123 pone de manifiesto la preocupación común existente en 
torno a los eventuales resultados que puedan derivarse de unos usos indebidos 
en el campo de la tecnología reproductiva. El Protocolo es tajante a este 
respecto al considerar que la clonación deliberada124 de seres humanos supone 
la instrumentalización del ser humano, amenaza su identidad, y atenta contra 
la dignidad humana. Su aprobación ha supuesto un gran avance en el proceso 
de consolidación de un mínimo marco ético y normativo uniforme en el campo 
de la tecnología reproductiva125. 
Conforme a lo expuesto cabe concluir que, pese a los esfuerzos 
realizados por el Consejo de Europa, la medicina reproductiva y la utilización 
                                              
121
 El Texto completo de los tres Protocolos aprobados puede consultarse en 
la web del Comité Español de Bioética [www.comitedebioetica.es]. 
122
 El “Protocolo Adicional sobre prohibición de clonación de seres 
humanos”, fue ratificado por España el 22 de enero de 2000 y publicado en el 
Boletín Oficial del Estado el 1 de marzo de 2001; fecha desde la que se encuentra 
incorporado al derecho interno. 
123
 El Texto se elabora partiendo de las siguientes disposiciones del Convenio 
sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina: el artículo 1, que obliga a los Estados 
Partes a garantizar una efectiva protección de la dignidad e identidad de todos los 
seres humanos, sin discriminación; el artículo 13, que dispone que toda intervención 
que trate de modificar el genoma humano sólo podrá realizarse con fines preventivos, 
diagnósticos o terapéuticos y sin intención de introducir modificaciones en los 
descendientes; el artículo 18.1, que exige asegurar la protección del embrión in vitro 
en el marco de la investigación; y el artículo 18.2, que prohíbe expresamente la 
creación de embriones con fines de investigación. 
124
 El artículo 1 del Protocolo prohíbe expresamente “cualquier intervención 
que tenga por objeto crear un ser humano genéticamente idéntico a otro, ya sea vivo 
o muerto”.  
125
 En esta misma línea se encuentran la Resolución del Parlamento de 
Europa sobre la clonación del embrión humano de 28 de octubre de 1993 (Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas número C 315/225, de 22 de noviembre de 
1993), la Resolución sobre la clonación de 12 de marzo de 1997 (Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas número C 115/92, de 14 de abril de 1997) y la 
Resolución sobre la clonación de seres humanos de 15 de enero de 1998 (Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas número C 34/165, de 2 de febrero de 1998). 
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de material biológico humano de origen embrionario, continúan careciendo de 
una regulación armonizada en los Estados europeos que, a título interno, han 
adoptado legislaciones muy divergentes126. Esta circunstancia ha favorecido la 
emergencia de una incipiente jurisprudencia europea127 que, siendo 
insuficiente para armonizar las normativas internas, ha sustituido en algunos 
aspectos a la frustrada Recomendación sobre la materia. Los casos más 
relevantes han sido los siguientes. El affaire  Lavisse y Les Ciggones versus 
Francia128, en el que la Comisión Europea de Derechos del Hombre, sin 
pronunciarse sobre el fondo, declara infundada la petición, por infracción de la 
ley penal francesa, de una asociación de madres de alquiler que pretendía 
registrarse para llevar a cabo, con libertad, su actividad comercial de 
arrendamiento de úteros. El affaire CJK, AMH y SH versus Países Bajos129, en 
el que la Comisión Europea de Derechos del Hombre, informa sobre la 
petición de una pareja de mujeres homosexuales y del hijo nacido de una de 
ellas, mediante inseminación artificial, que se declaran objeto de injerencia 
injustificada en su vida privada por parte del Estado holandés que denegó a la 
pareja de la madre la patria potestad sobre el niño. La Comisión decidió en 
este caso que una pareja homosexual no entra en el campo de aplicación del 
derecho al respeto de la vida familiar. Y, en último lugar, el affaire JRV versus 
Países Bajos130 en el que la Comisión Europea de Derechos del Hombre, 
considera mal fundada la petición de un donante de semen que no obtuvo 
derecho de visita sobre su hijo biológico al entender que los contactos entre el 
peticionario y el niño no habían sido suficientes para crear los vínculos 
personales protegidos por él articulo 8 de la Convención.    
  
3.2. Pronunciamientos realizados en la esfera de la Unión Europea 
 
Hasta el momento, la Unión Europea no se ha pronunciado de forma 
vinculante sobre la tecnología reproductiva en su conjunto ocupándose de 
atender, sólo, aspectos éticos y jurídicos de cuestiones puntuales directamente 
relacionadas con sus aplicaciones, como la fecundación in vitro, la 
                                              
126
 Las posturas más polarizadas estarían representadas por Alemania y 
Francia, en sentido restrictivo, y el Reino Unido y España, en sentido permisivo. 
127
 Decisiones adoptadas por la Comisión Europea de Derechos del Hombre, 
Tribunal Especial del Consejo de Europa que estuvo en vigor desde 1954 y hasta 
1999. 
128
 Decisión de la Comisión Europea de Derechos del Hombre, Lavisse y Les 
Cigones  v. France, de 23 de octubre de 1987, application number 000125399/85, 
Hudoc ref. 0001735. 
129
 Decisión de la Comisión Europea de Derechos del Hombre, Kerkoven and 
Hinke v. Netherlands, de 19 de mayo de 1992, application number 00015666/89, 
Hudoc ref. 0001563. 
130
 Decisión de la Comisión Europea de Derechos del Hombre, JRV v. 
Netherlands, de 8 de febrero de 1993, application number 00016944/90, Hudoc ref. 
0001312. 
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manipulación genética, la clonación, y la investigación con material humano 
de origen embrionario. En sentido contrario, ha de destacarse que la 
patentabilidad de los genes, y los requisitos para la donación y utilización de 
material biológico humano han merecido su especial atención y, como 
analizaremos seguidamente, han sido regulados de forma detallada por medio 
de las correspondientes Directivas. 
 
La “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e in vitro131”, 
adoptada el 16 de marzo de 1989 por el Parlamento Europeo, pretendía sentar 
las bases de la aplicación de la medicina reproductiva en Europa. Es un 
documento que advierte de los riesgos potenciales derivados del mal uso de la 
reproducción asistida: la eventual comercialización del cuerpo de la mujer y 
de los gametos humanos, la precariedad jurídica del concebido por aplicación 
de estas técnicas, los conflictos dimanantes de la experimentación sobre 
embriones humanos, etc. Para atajar estos peligros potenciales propone una 
serie de principios que se presentan como imprescindibles. En esta línea, para 
articular un cierto equilibrio entre el ejercicio de los derechos de los 
progenitores y el respeto por los derechos e intereses del concebido exige, en 
primer lugar, que la fecundación artificial intracorporal e in vitro persiga un 
fin exclusivamente terapéutico: vencer la esterilidad132; señala, en segundo 
lugar, que la coincidencia entre paternidad y maternidad biológica, afectiva y 
legal suponen una gran ventaja para el hijo, proponiendo al respecto un uso 
restringido de la fecundación artificial heteróloga, que sólo sería admitida en 
estrictas condiciones y tras la existencia comprobada de “esterilidad 
insuperable o “diagnóstico de grave riesgo de malformaciones en el hijo 
naturalmente concebido”; y, manifiesta, en tercer lugar, que la estrecha 
relación que se genera entre madre e hijo durante el proceso de gestación 
obliga inexcusablemente a rechazar toda forma de maternidad por cuenta de 
terceros. A modo de control, la Resolución propone restringir el acceso a las 
técnicas condicionándolo a la existencia de prescripción médica133. Procede 
destacar que el Parlamento Europeo en este Texto se declara consciente de la 
necesidad de proteger la vida humana desde el momento de la fecundación134. 
                                              
131
 La “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e in vitro”, de 16 de 
marzo de 1989, adoptada por el Parlamento Europeo fue publicado en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas núm. C96/171 de 17 de abril de 1989. También 
vid. Código de Leyes sobre Genética, op.cit. 
132
 Vid. Artículo 1 de la “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e 
in vitro” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
133
 Vid. Artículo 9 de la “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e 
in vitro”adoptada por el Parlamento Europeo.  (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
134
 Todo el sentido de la “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e 
in vitro” adoptada por el Parlamento Europeo pivota en torno al apartado C de la 
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Y, en este sentido, el artículo 4 de la Resolución, manifiesta expresamente la 
preocupación por el derroche de embriones que conlleva la fecundación in 
vitro, y propone como alternativa la fecundación, tan sólo, de aquellos 
embriones que puedan ser implantados135; en esta misma línea, prohíbe la 
investigación genética fuera del cuerpo de la madre136, y defiende la sanción 
legal del tráfico comercial de gametos y la experimentación con embriones 
humanos137. La férrea defensa del derecho a la vida desde las primeras fases 
del desarrollo embrionario inspira todo el contenido de la Resolución y 
constituye una importante limitación al ejercicio de la libertad de 
investigación. Sin embargo, pese a limitar la actividad investigadora y médica 
a través del respeto debido a los derechos mencionados, cabe reprochar que el 
Texto omite toda referencia expresa a una posible objeción de conciencia del 
personal sanitario e investigador ante determinadas técnicas de reproducción 
artificial138. Olvido que contrasta con los intereses de los propios implicados 
que, a través de la Asociación Médica Mundial, habían interesado ya en 1987 
el reconocimiento de la objeción de conciencia a las prácticas reproductivas 
que pudieran resultar contrarias a su propia norma de conciencia, como 
seguidamente expondremos en otro punto de este mismo capítulo. La 
Resolución finaliza reiterando que es necesario que los Estados miembros se 
inspiren en los principios expuestos y unifiquen sus criterios en la regulación 
de la materia. 
De forma paralela, en cuanto a la manipulación genética, el Parlamento 
Europeo abogó por una prohibición categórica de los intentos de recomponer 
arbitrariamente el programa genético de los seres humanos, y por la 
penalización de toda transferencia de genes a células germinales humanas139, 
adoptando al efecto su “Resolución sobre los problemas éticos y jurídicos de 
la manipulación genética140”, de 16 de marzo de 1987. En este Texto el 
                                                                                                                                
misma encabezado por esta declaración. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
135
 Vid. Artículo 5 de la “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e 
in vitro” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
136
 Vid. Artículo 7 de la “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e 
in vitro” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
137
 Vid. Artículo 8 de la “Resolución sobre la fecundación artificial in vivo e 
in vitro” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes sobre Genética, 
op.cit.). 
138
 En este sentido vid.  GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana 
Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 79. 
139
 Vid. Artículo 28 de la “Resolución los problemas éticos y jurídicos de la 
manipulación genética” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes 
sobre Genética, op.cit.). 
140
 La “Resolución los problemas éticos y jurídicos de la manipulación 
genética”, de 16 de marzo de 1989, adoptada por el Parlamento Europeo también fue 
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Parlamento Europeo formuló su deseo de definir un estatuto del embrión, con 
el objeto de garantizar una protección clara de la identidad genética. Esta 
reflexión tiene como punto de partida que modificación parcial del acervo 
hereditario constituye una falsificación irresponsable e injustificable de la 
identidad de la persona que es un bien jurídico personalísimo141. El Texto 
protege también el derecho a la igualdad de los individuos, condenando la 
discriminación por motivos genéticos especialmente en el ámbito laboral142; y 
a la intimidad, desde una doble perspectiva que comprende, por una parte, la 
confidencialidad de los datos genéticos de quienes se someten a pruebas 
genéticas; y, por otro parte, el derecho a ser informado, o no143, de los 
resultados de las citadas pruebas. La Resolución condena abiertamente la 
terapia genética en la línea germinal por resultar contraria a la propia identidad 
y, en definitiva a la dignidad, que se configura en el Texto como principio 
básico a respetar siempre en materia de genética humana. La dignidad y los 
derechos señalados se conciben también en este Texto como límites al 
ejercicio de la libertad de investigación. En último término señalar que esta 
Resolución merece la misma crítica, ya formulada, al respecto de la omisión 
de referencia alguna a la objeción de conciencia del personal investigador. 
 
El avance incontrolado en el ámbito de las aplicaciones biotecnológicas 
y la concepción de la identidad de la persona como bien jurídico 
personalísimo, fueron factores determinantes para que el Parlamento Europeo, 
el 28 de octubre de 1993, acordase la aprobación de la “Resolución sobre la 
clonación del embrión humano144”, condenando de forma abierta y expresa las 
práctica de la clonación humana con fines reproductivos. En esta misma línea 
argumental el Parlamento Europeo aprobó, el 12 de marzo de 1997, la 
                                                                                                                                
publicado en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas núm. C96/171 de 17 de 
abril de 1989. Esta Resolución estuvo precedida de un denso Informe elaborado por 
ROTHLEY en el seno de la Comisión del Parlamento para Asuntos Jurídicos (doc. 
AZ-0327/88 Parte B). 
141
 Vid. Artículo 30 de la “Resolución los problemas éticos y jurídicos de la 
manipulación genética” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes 
sobre Genética, op.cit.). 
142
 Vid. Artículos 14 y 16 de la “Resolución los problemas éticos y jurídicos 
de la manipulación genética” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de 
Leyes sobre Genética, op.cit.). 
143
 Vid. Artículo 12 de la “Resolución los problemas éticos y jurídicos de la 
manipulación genética” adoptada por el Parlamento Europeo. (Vid. Código de Leyes 
sobre Genética, op.cit.). 
144
 El Texto de la “Resolución sobre la clonación del embrión humano”, de 28 
de octubre de 1993, aprobado por el Parlamento Europeo, fue publicado en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas núm. B3/1427 de 11 de noviembre de 1993. 
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“Resolución sobre el derecho a la identidad genética145” que refuerza el Texto 
anterior. Ambos Instrumentos amplían la protección del ser humano frente a 
los intereses de la ciencia. El 7 de septiembre de 2000 el Parlamento Europeo 
se pronunció, de nuevo sobre la práctica de la clonación, aprobando la 
“Resolución sobre la clonación humana146” que, en su apartado segundo, 
declara contraria a la política pública aprobada por la Unión Europea la 
clonación terapéutica, que conlleva la creación de embriones humanos con 
fines exclusivos de investigación. 
 
En sentido similar, la “Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea147”, adoptada sin fuerza vinculante por la Conferencia de 
Representantes de los Gobiernos de los Estados Miembros en Niza, el 9 de 
diciembre de 2000, reitera en su artículo 1, que la dignidad humana es 
inviolable; y, en referencia expresa a los ámbitos de la medicina y de la 
biología garantiza en su artículo 3, que se respetarán el consentimiento libre e 
informado; la prohibición de las prácticas eugenésicas; la prohibición de la 
selección de las personas; la prohibición de la clonación reproductiva; y la 
prohibición convertir cualquier parte del cuerpo humano en objeto de lucro. 
 
Como se ha señalado con anterioridad los Instrumentos jurídicos 
vinculantes adoptados hasta la fecha, se limitan a regular aspectos puntuales 
derivados de la aplicación de la tecnología reproductiva, en los términos que 
seguidamente se detallan. 
 
La “Directiva 1998/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 
de julio de 1998, relativa a la Protección Jurídica de las Invenciones 
Biotecnológicas148”, fue el primer Texto de carácter vinculante149  para los 
                                              
145
 El Texto de la “Resolución sobre el derecho a la identidad genética”, de 14 
de abril de 1997, aprobado por el Parlamento Europeo, fue publicado en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas núm. C/115 de 6 de mayo de 1997. 
146
 El Texto de la “Resolución sobre la clonación humana”, de 7 de 
septiembre de 2000 aprobado por el Parlamento Europeo, fue publicado en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas núm. C/175 de 26 de septiembre de 2000. 
147
 El Texto de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
de 9 de diciembre de 2000 fue publicado en el Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas número C 364/1, de 18 de diciembre de 2000. 
148
 La Directiva 1998/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a 
la Protección Jurídica de las Invenciones Biotecnológicas fue aprobada el 6 de julio 
de 1998 y publicada en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas L/237 de 30 
de julio de 1998. 
149
 El propio Texto fijaba en su artículo 15, el 30 de julio de 2000 como fecha 
límite para que los Estados miembros adoptasen las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas necesarias para garantizar su efectivo cumplimiento. 
No obstante, España no la incorporó a su Derecho Interno hasta el año 2002, en 
virtud de la Ley 10/2002, de 29 de abril, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
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Estados miembros que se adoptó en el ámbito de la biotecnología, y puso de 
manifiesto la existencia de un hilo conductor en el tratamiento de la materia, al 
establecer que el desarrollo de la biotecnología, en cualquier ámbito, se ha de 
ejercer respetando los principios fundamentales que garantizan la dignidad y la 
integridad física de las personas150. Ante la intención que empezaba a 
vislumbrarse de conceder patentes a las invenciones realizadas en el ámbito de 
la genética humana, y de comercializar indirectamente con material biológico 
humano151, se planteó la necesidad de elaborar un régimen jurídico que 
garantizase una efectiva protección de la dignidad e integridad de la persona 
humana ante los avances de la ingeniería genética. La Directiva, al objeto de 
establecer un marco de actuación unitario, fija los requisitos para la 
patentabilidad de la materia biológica y establece una lista de “invenciones no 
patentables152”. A este respecto, excluye explícitamente de la patentabilidad 
                                                                                                                                
de 29 de abril de 2002, por la que se modificó la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de 
Patentes, publicada en el Boletín Oficial del Estado de 26 de marzo de 1986. 
150
 Una valoración sobre la Directiva la realizan ORTEGA GÓMEZ, M. en 
“La protección de las invenciones biotecnológicas, balance de una década: 
comentario a la Directiva 98/44 sobre Protección Jurídica de las Invenciones 
Biotecnológicas”, Revista General de Derecho Europeo núm. 18, 2009; y PÉREZ 
CARRILLO, E.F. en “Patente biotecnológica y derecho comunitario”, Revista de 
Derecho Privado, núm. 11, 2005. 
151
 Posibilidades que se barajaban al amparo de los ordenamientos nacionales 
y el Derecho Europeo que no se pronunciaban al respecto y que, por tanto, no 
prohibían ni excluían la patentabilidad de la materia biológica de procedencia 
humana. Sobre el tema vid. IGLESIAS PRADA, J.L. en La protección jurídica de 
los descubrimientos genéticos y el proyecto Genoma Humano, Ed. Civitas, Madrid, 
1995. 
152
 El artículo 5 de la Directiva 98/44 del Parlamento Europeo y del Consejo 
establece: “1. El cuerpo humano en los diferentes estadios de su constitución y de su 
desarrollo, así como el simple descubrimiento de uno de sus elementos, incluida la 
secuencia o la secuencia parcial de un gen, no podrán constituir invenciones 
patentables. 2. Un elemento aislado del cuerpo humano u obtenido de otro modo 
mediante un procedimiento técnico, incluida la secuencia o la secuencia parcial de un 
gen, podrá considerarse como una invención patentable, aun en el caso de que la 
estructura de dicho elemento sea idéntica a la de un elemento natural. 3. La 
aplicación industrial de una secuencia o de una secuencia parcial de un gen deberá 
figurar explícitamente en la solicitud de patente”. Y el artículo 6 de la Directiva 
98/44 del Parlamento Europeo y del Consejo dispone: “1. Quedarán excluidas de la 
patentabilidad las invenciones cuya explotación comercial sea contraria al orden 
público o a la moralidad, no pudiéndose considerar como tal la explotación de una 
invención por el mero hecho de que esté prohibida por una disposición legal o 
reglamentaria. 2. En virtud de lo dispuesto en el apartado 1, se considerarán no 
patentables, en particular: a) Los procedimientos de clonación de seres humanos. b) 
Los procedimientos de modificación de la identidad genética germinal del ser 
humano. c) Las utilizaciones de embriones humanos con fines industriales o 
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los siguientes procedimientos: aquellos cuya aplicación suponga una violación 
de la dignidad humana; el cuerpo humano, en todos los estadios de su 
constitución y de su desarrollo; los procedimientos de modificación de la 
identidad genética germinal humana y los procedimientos de clonación de 
seres humanos153; los procedimientos de creación y utilización de embriones 
humanos con fines meramente industriales o comerciales; y aquellas 
invenciones cuya explotación comercial sea contraria al orden público y a la 
moralidad, exclusión que se corresponde con los principios éticos y morales 
reconocidos en cada Estado miembro, cuyo respeto es particularmente 
necesario en el terreno de la biotecnología, a causa del considerable alcance de 
las consecuencias potenciales de la invención en este ámbito y de sus vínculos 
naturales con la materia viva. En conclusión cabría afirmar que la Directiva 
impone el respeto por los principios éticos y morales, la denominada “cláusula 
de moralidad154”, que ha incorporarse al control jurídico habitual que 
caracteriza al Derecho de Patentes. 
 
Sobre la aplicación práctica de esta Directiva ha tenido ocasión de 
pronunciarse el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, el 18 octubre de 
2011, en el asunto Oliver Brüstle/GreenPeace ev.155 para resolver una cuestión 
prejudicial planteada por el Tribunal Supremo Alemán sobre el artículo 6.2 c) 
de la Directiva 1998/44156, en concreto, “sobre el alcance de la exclusión de 
patentabilidad del cuerpo humano, en todos los estadios de su constitución y 
de su desarrollo incluidas las células germinales157”. Ante la cuestión 
                                                                                                                                
comerciales. d) Los procedimientos de modificación de la identidad genética de los 
animales que supongan para éstos sufrimientos sin utilidad médica sustancial para el 
hombre o el animal, y los animales resultantes de tales procedimientos”. 
153
 A este respecto, la Directiva 98/44 del Parlamento Europeo y del Consejo 
manifiesta expresamente en el párrafo núm. 40 de su Preámbulo que “en el seno de la 
Unión Europea existe consenso respecto de que la intervención génica germinal en 
seres humanos y la clonación de seres humanos son contrarios al orden público y a la 
moralidad”. 
154
 Cfr. artículo 6.1 de la Directiva 98/44 del Parlamento Europeo y del 
Consejo. 
155
 Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Grand Chamber, 
de 18 de octubre de 2011,C-34/10 Oliver Brüstle/GreenPeace ev. Realiza un 
exhaustivo comentario a esta Sentencia SERRANO RUIZ-CALDERÓN, J.M. en 
“Dignidad versus patentabilidad (Comentario de la STJ 18 de octubre de 2011 en el 
asunto Brüstle/ Greenpeace), La Ley núm. 7766, de 30 de diciembre de 2011. 
156
 El artículo 6.2 c) de la Directiva 1998/44 del Parlamento Europeo y del 
Consejo establece que: “se consideran no patentables las utilizaciones de embriones 
humanos con fines industriales o comerciales”. 
157
 Se plantea la cuestión prejudicial en el conTexto de un procedimiento de 
anulación de una patente concedida al Sr. Brüstle, neurólogo, por la Oficina de 
patentes alemana relativa a células progenitoras neuronales humanas. El Tribunal 
Federal de Patentes había declarado nula en diciembre de 2006 una patente 
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planteada el Tribunal tenía que pronunciarse sobre tres aspectos diferenciados: 
en primer lugar, “qué debe entenderse por embriones humanos al respecto de 
la exclusión prevista en el artículo 6.2 c) de la Directiva 98/44158”; en segundo 
lugar, “qué debe entenderse por utilización de embriones humanos con fines 
industriales o comerciales y, especialmente, sobre si la utilización con fines de  
investigación científica entra en la exclusión del artículo 6.2 c) de la Directiva 
1998/44 al ser susceptible de una explotación comercial”; y, en tercer lugar, 
“si es procedente o no excluir la patentabilidad con arreglo al artículo 6.2 c) de 
la Directiva 1998/44, cuando la utilización de embriones humanos no 
constituye en sí la información técnica protegida por la patente, sino un mero 
requisito necesario para la aplicación de la información159”. En su respuesta a 
la primera cuestión, el Tribunal establece un “concepto común de embrión” en 
sentido amplio, a efectos de excluir su patentabilidad, indicando que “embrión 
humano” es todo óvulo humano desde la fecundación, todo óvulo humano no 
fecundado en el que se haya implantado el núcleo de una célula humana 
madura, y todo óvulo humano estimulado para dividirse y desarrollarse 
mediante partenogénesis160; y deja al arbitrio del Juez Nacional la calificación 
de si una célula obtenida a partir de un embrión humano en el estadio de 
blastocisto es embrión, o no, a los efectos de la Directiva161. En respuesta a la 
segunda cuestión, el Tribunal entiende que la exclusión de patentabilidad 
incluye también la utilización con fines de investigación científica, y no sólo 
industrial o comercial, salvo que el carácter científico de la investigación tenga 
por objeto una finalidad terapéutica o de carácter diagnóstico aplicable en 
                                                                                                                                
concedida a Oliver Brüstle, registrada en 1997, con referencia a células progenitoras 
neuronales aisladas y depuradas. El procedimiento tenía por objeto la producción de 
células progenitoras neuronales a partir de células madre embrionarias, y su 
utilización en la terapia de afecciones neurológicas.  
158
 Específicamente la cuestión prejudicial pretendía que se resolvieran 
algunas de las dudas fundamentales que han surgido en la legislación europea como 
son: si en la denominación están incluidos todos los estadios de la vida humana 
desde la fecundación del óvulo o si deben cumplirse otros requisitos adicionales 
como p.e. que el ser en cuestión alcance un determinado estadio de desarrollo. 
Igualmente se pregunta si son considerados embriones: organismos como los óvulos 
humanos no fecundados a los que ha sido trasplantado el núcleo de una célula 
humana madura; o los óvulos humanos no fecundados que han sido estimulados 
mediante partenogénesis para que se dividan y sigan desarrollándose; o las células 
estaminales obtenidas a partir de embriones humanos en el estadio de blastocito.  
159
 Bien porque la patente se refiere a un producto cuya elaboración exige la 
previa destrucción de embriones o bien porque la patente se refiere a un 
procedimiento para el que es necesario dicho producto como materia prima.  
160
 Entiende, por tanto, que lo protegido es todo aquello que puede entenderse 
por embrión, incluyendo los denominados preembriones.  
161
 Por tanto, sólo en éste punto concreto podrá haber divergencias entre los 
Estados miembros respecto de la patentabilidad.  
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beneficio del propio embrión. Se rechaza por tanto la utilización de embriones 
en beneficio de terceros. En respuesta a la tercera cuestión, el Tribunal 
interpreta que el artículo 6 de la Directiva excluye la patentabilidad de una 
invención cuando la información técnica objeto de la solicitud requiera la 
destrucción previa de embriones, o su utilización como materia prima, y ello 
aunque la información técnica no se refiera a esa destrucción162. 
 
La importancia de este pronunciamiento radica en la exclusión, 
expresamente recogida en el fallo, de la patentabilidad de las invenciones 
biotecnológica logradas a partir de la destrucción de embriones, o con su 
utilización a título de materia prima; y ello con independencia del estadio de 
su desarrollo. Esta exclusión explícita refuerza, en el ámbito de toda la Unión 
Europea, la consideración del embrión humano como “res extra 
comercium163”. 
 
En último término procede hacer mención a la “Directiva 2004/23/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, relativa al 
establecimiento de normas de calidad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, el almacenamiento y la distribución de células y 
tejidos humanos164”; que tiene por objeto garantizar el máximo nivel de 
                                              
162
 Señala SERRANO RUIZ-CALDERÓN que “lo más decisivo de esta 
respuesta radica en que aun cuando no se prohíbe la investigación destructiva de 
embriones se impide la patente sobre el procedimiento. O dicho de otra forma, que 
los resultados y procedimientos de las investigaciones destructoras aprobadas por la 
legislación española, por ejemplo, no podrán patentarse en la Unión Europea”. (Vid. 
SERRANO RUIZ-CALDERÓN, en “Dignidad versus patentabilidad (Comentario de 
la STJ 18 de octubre de 2011 en el asunto Brüstle/ Greenpeace), La Ley núm. 7766, 
de 30 de diciembre de 2011, p. 3).2011, p. 3). 
163
 Argumento idéntico defiende la Sentencia del Tribunal Supremo de 
Justicia de Estados Unidos, hecha pública el 15 de junio de 2013, que dictaminó de 
forma unánime que la empresa Myriad Genetics no tiene derecho a la patente 
exclusiva de los genes BRCA1 y BRCA2 (cuyo análisis sirve para detectar el cáncer 
de mama y de ovario). 
164
 La Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa 
al establecimiento de normas de calidad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, el almacenamiento y la distribución de células y 
tejidos humanos, fue aprobada el 31 de marzo de 2004 y publicada en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas L/102 de 7 de abril de 2004. España la 
incorporó a su Derecho Interno en virtud del Real Decreto 1301/2006, de 10 de 
noviembre, por el que se establecen las normas de calidad y seguridad para la 
donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos y se aprueban las 
normas de coordinación y funcionamiento para su uso en humanos, publicado en el 
Boletín Oficial del Estado de 11 de noviembre de 2006. 
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protección de la salud humana165 en las intervenciones que utilicen células, 
tejidos u órganos de origen humano166. En cumplimiento de su objetivo 
impone a los Estados Miembros toda una serie de exigencias destinadas: a la 
supervisión de los procedimientos de obtención de las células y tejidos 
humanos (artículo 5); al control de los establecimientos autorizados para la 
realización de actividades de evaluación, procesamiento, preservación, 
almacenamiento o distribución de células y tejidos humanos destinados a 
aplicaciones en seres humanos (artículo 6), incluyendo expresamente la 
creación y puesta en funcionamiento de un Registro a efectos informativos 
(artículo 10); a garantizar la trazabilidad del donante al receptor (artículo 8); y 
a garantizar la existencia de un sistema que permita notificar, investigar, 
registrar y transmitir información sobre efectos y reacciones adversos graves 
que puedan influir en la calidad y seguridad de las células y tejidos (artículo 
11). Asimismo establece los principios esenciales que deben regir la donación 
de células y tejidos haciendo hincapié en su carácter voluntario y no 
remunerado, y en la necesidad de controlar y regular las actividades 
publicitarias y promocionales en apoyo a las donaciones de células y tejidos 
(artículo 12); en la prestación del consentimiento informado previo y expreso 
de los donantes (artículo 13); y en el tratamiento confidencial de los datos que 
deberá garantizar el anonimato tanto del donante como del receptor (artículo 
14).  
 
El contenido de la Directiva 2004/ 23, fue desarrollado por la 
“Directiva 2006/17/CE de la Comisión de 8 de febrero de 2006  por la que se 
aplica la directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo 
relativo a determinados requisitos técnicos para la donación, la obtención y la 
evaluación de células y tejidos humanos167”, que establece los requisitos para 
                                              
165
 Vid. Artículo 1 de la Directiva 2004/23 Parlamento Europeo y del Consejo 
que, como objetivo señala el establecimiento de “normas de calidad y seguridad para 
las células y tejidos humanos destinados a su aplicación en el ser humano, con el 
objetivo de garantizar un elevado nivel de protección de la salud humana”. 
166
 En el artículo 2 se establece el ámbito de aplicación circunscribiéndolo  “a 
la donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos destinados a su 
aplicación en el ser humano, así como de productos elaborados derivados de células 
y tejidos humanos destinados a su aplicación en el ser humano” y excluyendo 
expresamente su aplicación a las células y tejidos utilizados como injertos autólogos 
dentro del mismo procedimiento quirúrgico; a la sangre y los componentes 
sanguíneos; y a los órganos, o partes de órganos, si su función es la de ser utilizados 
en el cuerpo humano con la misma finalidad que el órgano completo. 
167
 La Directiva 2006/17/CE de la Comisión por la que se aplica la Directiva 
2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, en lo relativo a determinados 
requisitos técnicos para la donación, la obtención y la evaluación de células y tejidos 
humano, fue aprobada el 8 de febrero de 2006 y publicada en el Diario Oficial de las 
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la obtención de células y tejidos humanos (artículo 2); fija los criterios para la 
selección de los donantes (artículo 3), distinguiendo en el Anexo III los 
aspectos específicos a tener en cuenta para la donación de células 
reproductoras168; diseña la relación de pruebas obligatorias para garantizar la 
idoneidad de los donantes (artículo 4); y, en último lugar define los 
procedimientos de donación y obtención (artículo 5) y los requisitos para la 
autorización de una distribución directa (artículo 6). 
 
Y por la “Directiva 2006/86/CE de la Comisión, de 24 de octubre de 
2006, por la que se aplica la Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo en lo que se refiere a los requisitos de trazabilidad, la 
notificación de las reacciones y los efectos adversos graves y determinados 
requisitos técnicos para la codificación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos169”. Que tiene 
un doble objetivo170: por una parte, imponer un sistema europeo de 
codificación (artículo 10); y garantizar la calidad en el procesamiento, la 
preservación, el almacenamiento y la distribución de células y tejidos 
humanos, y con carácter subsidiario, la de productos elaborados derivados de 
células y tejidos humanos destinados a aplicaciones en el ser humano, 
                                                                                                                                
Comunidades Europeas L/38 de 9 de febrero de 2006. España la incorporó a su 
Derecho Interno en virtud del Real Decreto Real Decreto 1301/2006, de 10 de 
noviembre, por el que se establecen las normas de calidad y seguridad para la 
donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos y se aprueban las 
normas de coordinación y funcionamiento para su uso en humanos, publicado en el 
Boletín Oficial del Estado de 11 de noviembre de 2006. 
168
 El Anexo III de la Directiva 2006/17 de la Comisión distingue, respecto de 
los donantes de células reproductoras, en función del destino del material donado: 
uso directo, diferido o ajeno (por cuenta de terceros). 
169
 La “Directiva 2006/86/CE de la Comisión, por la que se aplica la Directiva 
2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que se refiere a los 
requisitos de trazabilidad, la notificación de las reacciones y los efectos adversos 
graves y determinados requisitos técnicos para la codificación, el procesamiento, la 
preservación, el almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos fue 
aprobada el 24 de octubre de 2006 y publicada en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas L/294 de 25 de octubre de 2006.  
170
 El artículo 1 de la Directiva 2006/86 de la Comisión establece que se 
aplicará: “1. (…) a la codificación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de: a) células y tejidos humanos destinados a 
aplicaciones en el ser humano, y b) productos elaborados derivados de células y 
tejidos humanos destinados a su aplicación en el ser humano, cuando estos productos 
no estén contemplados por otras directivas. 2. Las disposiciones de los artículos 5 a 9 
de la presente Directiva en materia de trazabilidad y de notificación de las reacciones 
y los efectos adversos graves se aplican asimismo a la donación, la obtención y la 
evaluación de células y tejidos humanos”. 
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destinados a su aplicación en el ser humano (artículos 3 y 4); y, por otra parte, 
garantizar la trazabilidad del donante al receptor (artículo 9); y establecer las 
bases del sistema para garantizar la notificación e información de las 
reacciones y los efectos adversos graves (artículos 5, 6 y 8). 
 
Estos Instrumentos han configurado una nueva regulación en materia de 
donación y utilización de material biológico humano, incluyendo el de 
procedencia germinal y embrionaria, y su aplicación sobre otros seres 
humanos171, cuyo contenido se desarrolla en detalle en otro capítulo de este 
estudio. 
 
4. EFICACIA JURÍDICA DE LOS TEXTOS 
 
Finalizado el análisis crítico de los Textos es necesario determinar si 
tienen o no carácter jurídico vinculante para los Estados. 
 
Para poder distinguir aquellos Instrumentos que constituyen derecho 
imperativo de las meras recomendaciones o propuestas no vinculantes para los 
Estados, han de considerarse dos aspectos: en primer lugar, que los actos que 
emanan de las Organizaciones Internacionales son actos jurídicos 
institucionales de carácter derivado y uniforme172; y, en segundo lugar, que el 
alcance de su contenido viene predeterminado, siempre, en virtud del Tratado 
Constitutivo de la Organización que lo emite. Sobre la base de estas dos 
premisas analizaremos seguidamente los Textos ya comentados, para efectuar 
una valoración sobre el grado de vinculación que detentan al respecto de los 
Estados nacionales. 
 
4.1. Textos adoptados en el Marco Universal de Naciones Unidas 
 
                                              
171
 Sobre las dificultades en la aplicación de esta nueva normativa, cfr. 
SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, C. en “Problemas jurídicos derivados de la nueva 
regulación en materia de donación y aplicación humana de tejidos”, Actualidad Civil,  
núm. 7, Vol. 1, Ed. La Ley, 2005, p. 773 y ss. 
172
 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, J.D.; SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L.I.; . 
SÁENZ DE SANTA MARÍA, P.A. en Tratado de Derecho Internacional Público, 
Ed. Civitas, Madrid, 1998, p. 249; REMIRO BROTÓNS, A.; RIQUELME 
CORTADO, R.;  DÍEZ HOCHLEITNER, J.; ORIHUELA CALATAYUD, E.; ÉREZ 
PRAT. L. en Compendio de Derecho Internacional, Ed. McGraw-Hill Ciencias 
Jurídicas, Madrid, 1997, p. 1026: “Los actos emanados de las Organizaciones 
Internacionales presentan tres elementos comunes: son actos institucionales, 
manifiestan la voluntad de la Organización; constituyen Instrumentos jurídicos 
derivados, por el hecho de ser adoptados en aplicación de las normas contenidas en el 
Tratado Constitutivo de la Organización; y presentan una estructura formal uniforme, 
normalmente un preámbulo y una parte dispositiva (...)”. 
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La “Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948”, adoptada 
en por la Asamblea General de Naciones Unidas en virtud de la Resolución 
217/A, de 10 de diciembre de 1948, carece per se de fuerza jurídica 
obligatoria173, sin embargo ha experimentado una evolución tendente a 
permitir una cierta oponibilidad de la misma a los Estados hasta el punto que, 
en la actualidad, puede afirmarse que los principios que consagra han logrado 
un reconocimiento unánime como “principios integrantes del Derecho 
Internacional general”, actuando como límites tanto para el legislador como 
para el Juez nacional174. Así se constató en la I Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Derechos Humanos celebrada en Teherán en 1968, donde más de 
cien Estados proclamaron la obligatoriedad jurídica de la Declaración “para 
todos los miembros de la Comunidad Internacional”. 
Los factores que confirman el valor jurídico que se atribuye a la 
Declaración son: su intención de enunciar principios jurídicos, su vocación 
normativa, el apoyo que le proporcionaron los Estados al tiempo de su 
adopción, la aceptación tácita de su convicción jurídica (referencias 
preambulares que a ella se realizan en otras resoluciones y tratados), su 
incidencia en las Constituciones estatales175 y, especialmente, la universalidad 
inherente a los derechos que proclama porque se trata de derechos que son 
expresión de la dignidad intrínseca de todo individuo, debiendo, en este 
sentido, ser aceptados y respetados por todos los Estados, con independencia 
de su sistema político, ideológico, económico y socio – cultural. Sin embargo, 
                                              
173
 Las Resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas 
desempeñan un papel indiscutible en la elaboración de las normas jurídicas 
internacionales, por estar a medio camino entre los dos procedimientos tradicionales 
de positivación del Derecho Internacional: los acuerdo entre Estados soberanos 
(Tratados) y las prácticas generalmente aceptadas como Derecho por los Estados 
(Costumbre); no obstante, “su valor jurídico va a depender siempre de la aceptación 
que reciban de los Estados en la práctica Internacional”. (Vid. CARRILLO 
SALCEDO, J.A. en Curso de Derecho Internacional Público, Ed. Tecnos, Madrid, 
1991, p.133). 
174
 REMIRO BROTÓNS, A.; RIQUELME CORTADO, R.; DÍEZ 
HOCHLEITNER, J.; ORIHUELA CALATAYUD, E.; ÉREZ PRAT. L. en 
Compendio de Derecho Internacional, op.cit., p. 1026. En este mismo sentido DÍEZ 
DE VELASCO, M. en Las Organizaciones Internacionales, Ed. Tecnos, Madrid, 
1997, p. 254: “(...) a pesar de su formal falta de fuerza jurídica obligatoria la 
Declaración Universal ha experimentado una evolución tendente a permitir una cierta 
oponibilidad de la misma a los Estados, especialmente por vía consuetudinaria y en 
el plano de los principios que subyacen a la misma, esencialmente el del respeto y 
protección de los atributos esenciales del ser humano en el marco del estado de 
Derecho”. 
175
 Prueba de ello lo constituye el artículo 10.2 de la Constitución Española, 
en virtud del cual las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades 
que la Constitución reconoce, “se interpretarán de conformidad con la Declaración 
Universal (...)”. 
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esta oponibilidad erga omnes debe ser matizada, ya que se refiere más a los 
derechos proclamados que a la Declaración en sí misma. 
 
El “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966” 
constituye un instrumento convencional176 que impone obligaciones jurídicas 
directamente vinculantes para los Estados parte177. El Pacto define 
obligaciones automáticas que deben ser asumidas por los citados Estados a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 2.2 que dispone que “cada Estado parte se 
compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a 
las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar 
disposiciones legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto (...)”. En todo caso, 
una cláusula general recogida en el artículo 4 permite a los Estados parte 
suspender las obligaciones contraídas en este Pacto en situaciones que pongan 
en peligro la existencia de la nación siempre que las medidas adoptadas no 
contradigan el Derecho Internacional, la declaración de excepción se proclame 
oficialmente y se comunique a los Estados partes y con expresa reserva de que 
determinados derechos y libertades no pueden ser restringidos o limitados en 
ningún caso.  
 
Las “Declaraciones aprobadas por la Conferencia General de la 
UNESCO” al igual que las “Resoluciones adoptadas por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas”, forman parte del denominado soft law178. No son 
Instrumentos concebidos para obligar a los Estados a incorporar las normas 
que proponen, pretendiendo sólo inspirar su acción legislativa. Para 
determinar el alcance de su valor jurídico debe tenerse en cuenta si enuncian o 
no principios jurídicos, el respaldo que ha precedido su aprobación, y la 
aplicación práctica que de su contenido realizan los distintos Estados. 
 
La “Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos 
del Hombre de 1997”, fue adoptada por unanimidad por la Conferencia 
                                              
176
 Junto al pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales “constituye el eje central de los instrumentos convencionales sobre 
Derechos Humanos de vocación universal auspiciados en el ámbito de Naciones 
Unidas”. (Cfr. REMIRO BROTÓNS, A.; RIQUELME CORTADO, R.; DÍEZ 
HOCHLEITNER, J.; ORIHUELA CALATAYUD, E.; PÉREZ PRAT. L. en 
Compendio de Derecho Internacional, op.cit., pág. 1027). 
177
 DÍEZ DE VELASCO, M. en Las Organizaciones Internacionales, op. cit., 
p. 255. 
178
 Se denomina soft law a todos aquellos textos que recogen principios o 
reglas generales que, gozando de aceptación en la Comunidad Internacional, carecen 
de fuerza vinculante. Sobre el tema vid. DEL TORO HUERTA, M.I. en “El 
fenómeno del soft law y las nuevas perspectivas del derecho Internacional”, Anuario 
Mexicano de derecho Internacional, núm. 6, 2006, pp. 513-549. 
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General de la UNESCO; fue ratificada y hecha suya, también por unanimidad, 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas en virtud de la Resolución 
53/152, de 9 de diciembre de 1998; y es aceptada sin discrepancias por la 
Comunidad Internacional. La “Declaración Universal sobre los Datos 
Genéticos Humanos de 2003” y la Declaración Universal sobre Bioética y 
Derechos Humanos de 2005”, fueron aprobadas ambas por unanimidad por la 
Conferencia General de la UNESCO pero, hasta la fecha, no han sido 
ratificadas por la Asamblea General de Naciones Unidas. Son aceptadas sin 
controversia por la Comunidad Internacional. Los principios recogidos en las 
tres Declaraciones han sido incorporados al Derecho Interno de una gran parte 
de los Estados que las han suscrito, y se consideran irrenunciables en el 
panorama biomédico actual. 
 
Con base en lo expuesto, puede concluirse que las tres Declaraciones 
constituyen Instrumentos carentes de fuerza vinculante para los Estados que 
las han suscrito siendo, no obstante, Textos de indudable trascendencia por su 
valor simbólico y la fuerza moral179 que les concede su aceptación unánime 
por la mayor parte de los países del planeta. 
 
Con respecto a los Informes de conclusiones de la “Conferencia 
Internacional sobre la Población y el Desarrollo de 1994” y de la “IV 
Conferencia Mundial sobre la Mujer: Acciones para la Igualdad, el 
Desarrollo y la Paz de 1995” procede destacar que el valor jurídico y el grado 
de vinculación de las Declaraciones y Principios contenidos en el Informe de 
una Conferencia Mundial son muy débiles180. El contenido de los Programas 
de Acción de ambas Conferencias no puede considerarse, por tanto, un 
documento jurídicamente vinculante para los Estados, constituyendo un mero 
Instrumento de presión, de carácter social y político, que pretende reforzar la 
defensa de determinados derechos en la Comunidad Internacional. 
 
Así se pone de manifiesto en el propio Informe de la Conferencia 
Mundial sobre Población y Desarrollo de El Cairo181 que expresamente 
establece que “cada país tiene el derecho soberano de aplicar las 
recomendaciones contenidas en el Programa de Acción de conformidad con 
sus leyes nacionales y con sus prioridades de desarrollo, respetando 
plenamente los diversos valores religiosos, éticos y culturales de su pueblo, y 
de forma compatible con los Derechos Humanos universalmente 
                                              
179
 Cfr. ROMEO CASABONA, C.M., VVAA, en Hacia una bioética 
universal, Cátedra Interuniversitaria de Derecho y Genoma Humano, Bilbao, 2006, 
p. 21. 
180
 VEGA GUTIÉRREZ, A.M., VVAA, en “El hijo en la procreación 
artificial. Implicaciones éticas y médico-legales”, op.cit., p.6. 
181
 Párrafo 2.1, Capítulo II, ICPD A /CONF 171/13, p.27. 
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reconocidos”. Y en la Declaración de Beijing182que, en idéntico sentido, se 
pronuncia en los siguientes términos: “por la presente nos comprometemos en 
calidad de Gobiernos a aplicar la siguiente Plataforma de Acción y a 
garantizar que todas nuestras políticas y programas reflejen una perspectiva de 
género. Instamos al sistema de las Naciones Unidas, a las instituciones 
financieras regionales e internacionales y a las demás instituciones regionales 
e internacionales pertinentes, a todas las mujeres y todos los hombres, así 
como a las organizaciones no gubernamentales, con pleno respeto de su 
autonomía, y a todos los sectores de la sociedad civil a que, en cooperación 
con los Gobiernos, se comprometan plenamente y contribuyan a la aplicación 
de esta Plataforma de Acción”. 
 
4.2. Textos adoptados en el Marco Regional Europeo 
 
Las “Recomendaciones de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa” tienen como objetivo promover determinados comportamientos 
respecto de los Estados miembros pero no son jurídicamente vinculantes para 
sus destinatarios183, como así constata expresamente el párrafo quinto del 
artículo 249 (ex artículo 189 del Tratado de las Comunidades Europeas). 
 
El “Convenio sobre Biomedicina y Protección de los Derechos 
Humanos y la Dignidad del ser Humano de 1997”, y sus “Protocolos 
Adicionales”, son Instrumentos de carácter convencional del que se derivan, 
por tanto, obligaciones vinculantes sólo para los Estados parte. Conforme al 
artículo 293 (ex artículo 220) del Tratado de la Comunidad Europea, los 
Estados miembros celebrarán, si fuese necesario, “negociaciones para 
garantizar a sus nacionales las mismas condiciones de protección de las 
personas y de disfrute y protección de derechos”. Derivándose, de estas 
Convenciones y de sus Protocolos, si los hubiera, obligaciones jurídicas 
directas y vinculantes para todos los Estados partes conforme al principio 
pacta sunt servanda184. 
 
El objetivo que persiguen estos acuerdos es, principalmente, la creación 
de un Derecho Internacional Privado común a todos los Estados miembros, 
                                              
182
 Párrafo 38 Declaración de Beijing, ICW A/CONF. 177/20, p. 36. 
183
 DÍEZ DE VELASCO, M. en Las Organizaciones Internacionales, op.cit., 
p. 545. Y ANDRÉS SÁENZ DE SANTA Mª, P.; GONZÁLEZ VEGA, J.A.; 
FERNÁNDEZ PÉREZ, B. en Introducción al Derecho de la Unión Europea, Ed. 
Eurolex, Madrid, 1999, p. 431. 
184
 DÍEZ DE VELASCO, M. en Las Organizaciones Internacionales, op.cit., 
p. 547. 
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aplicable en el tráfico intracomunitario185. Sin embargo, que estos Convenios 
presenten vínculos con la Comunidad y con el funcionamiento de sus 
Instituciones, no parece suficiente para considerarlos parte integrante del 
Derecho Comunitario, por lo que tradicionalmente se les ha atribuido la 
denominación de Derecho Complementario, que se caracteriza porque, salvo 
casos explícitos, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas carece 
de competencia para interpretarlos. Al respecto procede destacar que el 
Convenio relativo a los Derechos Humanos y la Biomedicina atribuye la 
competencia para su interpretación al Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, en su artículo 29, señalando que podrá emitir “dictámenes de 
carácter consultivo”. 
 
El Convenio relativo a los Derechos Humanos y la Biomedicina sienta 
las normas mínimas comunes que los Estados deben cumplir respecto de las 
aplicaciones biomédicas. Los Estados parte quedan obligados, en virtud del 
artículo 23, a prever la posibilidad de acciones judiciales para impedir o poner 
fin a cualquier infracción de los principios instaurados en el Convenio; 
cubriéndose por tanto no sólo las infracciones que ya han comenzado y siguen 
su curso, sino las meras amenazas de infracción. La protección judicial debe 
ser apropiada y proporcionada y se aplica sólo a las infracciones o amenazas 
ilegales puesto que el propio Convenio permite, en su artículo 26.1, 
restricciones al libre ejercicio de los derechos que reconoce, y establece con 
expresa reserva (artículo 26.2) que determinados derechos y libertades no 
pueden ser restringidos o limitados  en ningún caso. 
 
Las “Resoluciones del Parlamento Europeo”, al igual que las 
Recomendaciones de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, 
carecen de eficacia jurídica186 limitándose a pedir a los Gobiernos de los 
Estados miembros, que revisen, reformen o adecuen sus ordenamientos 
jurídicos internos conforme a los principios expuestos en sus Resoluciones. La 
diferencia principal entre ambos Instrumentos radica en que las Resoluciones 
expresan el sentir general de la Comunidad en torno a un tema o aspecto 
concreto, fijan determinados objetivos, y dejan a los destinatarios la elección 
de los medios adecuados para lograrlos187. 
 
                                              
185
 ABELLÁN HONRUBIA, V.; VILA COSTA, B.; OLESTI RAYO, A.; 
CAMPINS ERITJA, M.; PI LLORENS, M.; DEL RÍO PASCUAL, A. en Lecciones 
de Derecho Comunitario, Ed. Ariel, Barcelona, 1998, p. 140. 
186
 DÍEZ DE VELASCO, M. en Las Organizaciones Internacionales op.cit., 
p. 545. 
187
 ANDRÉS SÁENZ DE SANTA Mª, P.; GONZÁLEZ VEGA, J.A.; 
FERNÁNDEZ PÉREZ, B. en Introducción al Derecho de la Unión Europea, op.cit., 
p. 430. 
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La elaboración de la “Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea de 2000”, se decidió en la Cumbre de Colonia de 4 de junio de 
1999. Allí, reunido el Consejo Europeo justificó esta decisión afirmando que 
“en el estado actual de desarrollo de la Unión, es necesario el establecimiento 
de una Carta de los Derechos Fundamentales con el fin de que su relevancia 
sea más visible para los ciudadanos de la Unión”188. Por su parte, el 
Parlamento Europeo, que durante muchos años había solicitado su 
elaboración, acogió de forma favorable esta decisión y, en su Resolución de 16 
de septiembre de 1999 sobre el Consejo Europeo de Colonia189, constató que 
la Carta “representa una de sus prioridades constitucionales” y subrayó la 
necesidad de “un enfoque abierto e innovador del carácter de la Carta sobre la 
naturaleza de los derechos que deberán figurar en ella, así como sobre su papel 
y su estatuto en el desarrollo constitucional de la Unión”. La Carta, pensada 
para la protección de los Derechos Fundamentales de los ciudadanos contra la 
incorrecta aplicación de los Tratados por parte de las instituciones de la Unión 
o de los Estados miembros, fue aprobada durante el Consejo Europeo reunido 
en Niza, el 7 de diciembre de 2000. 
 
Se recoge en un único Texto, por primera vez en la historia de la Unión 
Europea, el conjunto de los derechos civiles, políticos, económicos y sociales 
de los ciudadanos europeos y de todas las personas que viven en el territorio 
de la Unión190. Desde que se inició su elaboración siempre hubo un cierto 
consenso en torno a su contenido, por el contrario, todavía no está resuelto 
cual ha de ser su estatuto jurídico. Por el momento, reviste un carácter 
estrictamente político, careciendo de valor jurídico vinculante. En las 
Conclusiones de la Cumbre de Colonia quedó perfectamente claro que una vez 
proclamada la Carta sería necesario estudiar “si debe incorporarse la Carta a 
los Tratados191” y, en caso afirmativo, el modo en que debería hacerse. El 
Consejo Europeo reunido en Niza tras proclamar la Carta, estableció que la 
cuestión de su alcance “sería examinada con posterioridad, en el contexto del 
debate sobre el futuro de la Unión Europea (que se inició el 1 de enero de 
                                              
188
 Conclusiones de Colonia, anexo IV “Decisión del Consejo Europeo 
relativa a la elaboración de una Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea”, p. 21, párrafo 3º. [www.europarl.eu.int/kol]. 
189
 Texto Resolución de 16 de septiembre de 1999 sobre el Consejo Europeo 
de Colonia, publicado en el Diario Oficial Comunidades Europeas número C 
442/1999 de 29 de octubre de 1999. 
190
 ANDRÉS SÁENZ DE SANTA Mª, P.; GONZÁLEZ VEGA, J.A.; 
FERNÁNDEZ PÉREZ, B. en Introducción al Derecho de la Unión Europea, op.cit., 
p. 496. 
191
 Conclusiones de Colonia, anexo IV “Decisión del Consejo Europeo 
relativa a la elaboración de una Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea”, p. 22, párrafo 5º. [www.europarl.eu.int/kol]. 
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2001)”192, no obstante, optó por redactarla de forma que, si así se decidiese, 
fuese posible su incorporación al tratado de la Unión Europea; por su parte, el 
Parlamento Europeo, está a favor de otorgarle pleno efecto jurídico, y la 
mayoría de los miembros comparten este punto de vista.  
 
Ya en último término, las “Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo”, conforme al contenido del artículo 249.3 (ex artículo 189) del 
Tratado de la Comunidad Europea, obligarán al Estado miembro destinatario 
“en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las 
autoridades nacionales la elección de la forma y los medios”. El objetivo de la 
Directiva es armonizar las legislaciones nacionales en el ámbito comunitario. 
Se dirigen exclusivamente a los Estados miembros y, por tanto, sólo respecto a 
éstos tienen un efecto imperativo193. El carácter imperativo de las Directivas 
exige una actuación positiva por parte de las autoridades competentes de los 
Estados miembros, a la vez que impide un desarrollo parcial de su contenido o 
la inobservancia de sus exigencias. 
 
Las Directivas despliegan sus efectos a través de un acto de 
transposición efectuado por las autoridades competentes de los Estados 
miembros194, que libremente decidirán la forma y el medio para su 
cumplimiento. Esta discrecionalidad queda limitada al exigirse la 
transposición de las disposiciones de la directiva en un plazo de ejecución 
determinado.  
 
5. OTRAS APORTACIONES CARENTES DE VALOR 
NORMATIVO 
 
Varias instancias mundiales, europeas y americanas han adoptado 
códigos internacionales de buena conducta profesional que, aun careciendo de 
valor normativo, han contribuido, en mayor o menor medida, a controlar y 
uniformar la tecnología reproductiva, especialmente en aquellos lugares 
carentes de legislación interna o dotados de normativas incompletas. 
 
                                              
192
 Conclusiones de Niza, anexo I “Carta de los Derechos Fundamentales”, p. 
2 párrafo 6º. [www.europarl.eu.int/nice]. 
193
 ABELLÁN HONRUBIA, V.; VILA COSTA, B.; OLESTI RAYO, A.; 
CAMPINS ERITJA, M.; PI LLORENS, M.; DEL RÍO PASCUAL, A. en Lecciones 
de Derecho Comunitario, op.cit.  p. 131. 
194
 Las directivas se presentan como las normas características de la acción 
legislativa indirecta porque entrañan un proceso normativo en dos etapas sucesivas: 
intervención comunitaria e intervención de los Estados miembros. (Cfr. ANDRÉS 
SÁENZ DE SANTA Mª, P.; GONZÁLEZ VEGA, J.A.; FERNÁNDEZ PÉREZ, B. 
en Introducción al Derecho de la Unión Europea, op.cit., p. 434). 
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A este respecto procede resaltar la “Declaración de la Asociación 
Médica Mundial sobre la fecundación in vitro y transferencia de 
embriones195” adoptada en 1987, que insta a los médicos e investigados a 
actuar, en el ámbito de la genética-reproductiva, conforme a la ética y con el 
debido respeto por la salud de la futura madre y por el embrión desde el 
comienzo de la vida. La declaración justifica el recurso a las técnicas de 
reproducción asistida, desde un punto de vista ético y científico, en los casos 
de esterilidad que no responden al tratamiento farmacológico o quirúrgico; 
condiciona la actuación médica al pleno consentimiento informado de los 
donantes y los receptores y, especialmente, a la defensa del interés superior del 
concebido artificialmente; vincula la utilización y destino de gametos y 
embriones al consentimiento de los donantes; responsabiliza a los médicos de 
la aceptación por parte de los receptores de la criatura que nacerá, de la 
renuncia de los donantes a todos los derechos sobre ella; contempla el recurso 
a la maternidad substituta siempre que no esté prohibido por las leyes vigentes 
o las normas éticas de la asociación médica nacional, o de otros organismos 
médicos apropiados; condena expresamente toda comercialización de gametos 
y/o embriones; y señala que, en el curso de estos procedimientos,  el médico 
no puede violar sus propios principios morales, debe ser sensible a los 
principios éticos y morales de sus pacientes, y debe respetarlos. La 
Declaración parte del reconocimiento del respeto a los principios morales y 
éticos de los pacientes y de los propios profesionales, como límite a la 
actividad médica; y aboga por un reconocimiento de la objeción por motivos 
de conciencia a la realización de prácticas que puedan entrar en conflicto con 
normas legales, éticas o morales. 
 
También deben tenerse en cuenta las propuestas de la Federación 
Internacional de Ginecología y Obstetricia196, formuladas a través de su 
Comité para el estudio de los aspectos éticos de la reproducción humana, cuyo 
“Informe final197” fue publicado en 1994. 
 
Asimismo destaca, en el ámbito europeo, la European Society for 
Human Reproduction and Embriology198 que adoptó su “Código de buenas 
                                              
195
 Adoptada por unanimidad en la XXXIX Asamblea Médica Mundial 
celebrada en Madrid, en octubre de 1987. El Texto completo puede consultarse en 
[www.wma.net]. 
196
 La FIGO es una organización con sede en Londres, que agrupa obstetras y 
ginecólogos de más de cien países y sociedades nacionales de otros cincuenta 
estados. 
197
 Cfr. FIGO, Aspects éthiques de la reproduction humaine, UNESCO, París, 
1994. Texto que también pueden consultarse en [www.figo.org]. 
198
 La ESHRE fue concebida en Helsinki por los Profesores R.G. Edwards y 
J. Cohen, con la idea de profundizar en el estudio de la medicina reproductiva, y 
celebró su I Reunión Anual en Bonn (Alemania), en 1985. Organizada en grupos de 
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prácticas199” en 1991, y realizó un análisis comparativo sobre la regulación de 
las técnicas de reproducción artificial en los distintos Estados miembros de la 
Unión Europea, plasmando sus conclusiones en un “Informe final200” que se 
hizo público en 2011. 
 
Por su parte, en Estados Unidos, son relevantes las recomendaciones de 
la American Society for Reproductive Medicine201, canalizadas a través de sus 
dos comités internos: el Practice Committee,  que ha publicado una serie de 
Códigos de ética profesional en el ámbito reproductivo que han sido adoptados 
de buen grado por la mayoría de las  clínicas estadounidenses; y el Ethics 
Committee, que en varios Informes de gran calidad ha analizado la 
problemática legal y moral que presentan algunas modalidades de la  medicina 
reproductiva, como p.e. la donación de óvulos, la congelación de embriones 




Tras una atenta lectura de este capítulo se puede concluir que en los 
ámbitos de la genética-reproductiva y la investigación biomédica existe un 
amplio consenso en el Derecho Internacional en torno a los siguientes 
aspectos: reconocimiento de la libertad de investigación científica en sentido 
amplio, y limitación de su ejercicio por el respeto debido a la dignidad 
humana, y la salvaguarda de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales. En esta línea de actuación, la práctica totalidad de los 
Instrumentos comentados propugnan la necesidad de alcanzar un equilibrio 
entre la libertad de investigación científica y el respeto a la dignidad inherente 
a toda vida humana. 
 
Al respecto de los procedimientos biomédicos en general, y de las 
investigaciones genético-reproductivas en particular, se proclama, con 
unanimidad, el derecho a poder disfrutar de las ventajas y beneficios que 
puedan derivarse de los avances científicos; se impone el consentimiento 
informado del sujeto que se somete a las intervenciones; se exige la 
preservación de su intimidad y el tratamiento confidencial de sus datos 
genéticos; se reconoce la autonomía de su voluntad incluyendo expresamente 
                                                                                                                                
trabajo específicos cabe destacar los dedicados al estudio de la genética reproductiva, 
las células troncales y la embriología. 
199
 El Texto puede consultarse en [www.eshre.eu]. 
200
 El Texto del Informe puede consultarse en [www.eshre.eu]. 
201
 La ASRM es una organización profesional fundada en 1944, que cuenta 
con unos 10.000 miembros procedentes de los Estados Unidos y del extranjero, cuyo 
cometido principal consiste en representar y defender los intereses de los médicos 
especialistas en medicina reproductiva. Las publicaciones de los comités pueden 
consultarse en [www.asrm.org]. 
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su derecho a decidir si desea recibir o no información de los resultados; se 
defiende el derecho a la igualdad y a la no discriminación por motivos 
genéticos; se reconoce expresamente la singularidad de los datos genéticos, y 
el derecho a heredar un patrimonio genético inalterado y sin manipulaciones.  
 
En línea con lo expuesto, se valora positivamente el recurso a las 
técnicas de reproducción asistida cuando se persigue una finalidad terapéutica; 
se reprueban las intervenciones sobre las células germinales salvo que la 
manipulación se realice por razones preventivas, diagnósticas o terapéuticas; 
se valora positivamente la selección del sexo del embrión, mediante el recurso 
a las técnicas de reproducción asistida, sólo en los casos en que sea preciso 
para evitar una enfermedad hereditaria grave vinculada al sexo; se reprueban 
la constitución de embriones humanos con un fin meramente experimental, la 
clonación deliberada de seres humanos, y las prácticas eugenésicas; y se 
condena expresamente la utilización de cualquier parte del cuerpo humano con 
ánimo de lucro. 
 
En el ámbito europeo, se aprecia además una intensa preocupación 
sobre la situación de precariedad jurídica que presenta el embrión ante el 
progreso científico, al carecer de un estatuto jurídico definido; y la divergencia 
de criterios que concurre en torno a la utilización de las técnicas de 
reproducción asistida. 
  
El Convenio sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina delega en 
los Estados parte la potestad de autorizar las investigaciones con embriones in 
vitro exigiendo, no obstante, que se garantice una adecuada protección del 
embrión. Por su parte la Unión Europea prohíbe expresamente la 
patentabilidad de todos los procedimientos que supongan una violación de la 
dignidad humana; del cuerpo humano, en todos los estadios de su constitución 
y de su desarrollo; de modificación de la identidad genética germinal humana; 
de clonación de seres humanos; de creación y utilización de embriones 
humanos con fines meramente industriales o comerciales; y aquellas 
invenciones cuya explotación comercial sea contraria al orden público y a la 
moralidad. A estos efectos el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha 
fijado un concepto común de embrión en sentido amplio, que incluye al óvulo 
humano desde el momento de su fecundación; ha rechazado la utilización de 
embriones en beneficio de terceros; y ha excluido expresamente la 
patentabilidad de una invención cuando comporte la destrucción previa de 
embriones o su utilización como materia prima. 
 
Sobre las técnicas de reproducción asistida en concreto, el Parlamento 
Europeo ha propuesto que su utilización persiga un fin terapéutico; que se 
restrinja el recurso a los donantes de gametos y embriones a supuestos de 
esterilidad insuperable o diagnóstico de grave riesgo de malformaciones en el 
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hijo naturalmente concebido; que se reduzca la constitución de embriones que 
no van a ser transferidos al útero; y que se rechace toda forma de maternidad 
por cuenta de terceros. Recomendaciones que, por su propia naturaleza, no han 
sido suficientes para lograr la unificación de los distintos criterios, ni la 
armonización de las legislaciones nacionales. 
 
La divergencia de criterios nacionales en el marco europeo, que 
confluye en torno a dos bloques de opinión muy diferenciados: los articulados 
en torno a la defensa del derecho a la vida y la dignidad desde el momento de 
la fecundación y los conformados en torno a la promoción de la investigación 
como medio para progresar en el conocimiento; reclama la adopción de una 
política comunitaria uniforme en materia de reproducción artificial y 
protección del embrión humano que, al igual que en otros aspectos, concilie 
los intereses en conflicto, exponga unos principios comunes que permitan dar 
respuesta a las necesidades suscitadas por los avances científicos y la mejora 
de la sociedad, e imponga un marco legal adecuado que respete la dignidad y 
la vida humana desde su inicio. 
 
En último término procede destacar que ninguno de los Instrumentos 
comentados contempla la posibilidad de objetar en conciencia ante 
determinadas investigaciones o prácticas que puedan atentar o ser contrarias 
contra la libre conciencia del personal investigador o sanitario. La objeción de 
conciencia en materia científica, que impondría un elemento añadido de 
racionalidad, y contribuiría a la construcción de una ciencia responsable, se 
mantiene como una asignatura pendiente del Derecho Internacional. 
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APROXIMACIÓN AL TRATAMIENTO DE LA MATERIA 
DESDE LA PERSPECTIVA CONFESIONAL 
 
El objetivo de este capítulo es efectuar una aproximación a la postura 
que sobre la medicina reproductiva y la investigación biomédica mantienen las 
Confesiones Religiosas con mayor relevancia en el territorio español. Para ello 
procede efectuar, en primer lugar, una breve exposición para explicar el 
criterio que se ha utilizado para la selección de las cuatro Confesiones 
Religiosas cuyas posturas van a ser objeto de análisis. A continuación, se 
expondrá el Magisterio que al respecto mantiene la Iglesia Católica, y la 
posición de las tres Confesiones No Católicas escogidas. En último término, se 
realizará una síntesis conclusiva resaltando los puntos que las distintas 
Confesiones Religiosas mantienen en común y las principales diferencias que 




Con carácter previo, procede recordar que en España las Confesiones 
Religiosas están amparadas por la Constitución, que reconoce la libertad 
religiosa como Derecho Fundamental en su artículo 16.1; y garantiza el 
principio de igualdad entre todas las Confesiones al prohibir la discriminación 
por motivos religiosos en su artículo 14. Asimismo, el artículo 16.3 de la 
Constitución, declara expresamente la aconfesionalidad del Estado, e impone a 
los poderes públicos la obligación de tener en cuenta las creencias religiosas 
de la sociedad española, y de mantener las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las restantes Confesiones Religiosas1. 
 
En línea con lo expuesto, aunque el 73% de la población española se 
declara Católica2 , España se conforma como un Estado plural en materia 
religiosa3 y, al respecto, debe tenerse en cuenta que el Registro de Entidades 
                                              
1
 Sobre las opciones y respuestas del ordenamiento jurídico ante la libertad 
religiosa vid. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, L.M. en Estudios sobre libertad 
religiosa, Ed. Reus, Madrid, 2011, p. 13-16. 
2
 Fuente: Conferencia Episcopal Española. [www.conferenciaespiscopal.es]. 
3
 Sobre el pluralismo religioso en España vid. Observatorio del Pluralismo 
Religioso en España [www.observatorioreligion.es]. En profundidad sobre el tema 
vid. CONTRERAS MAZARÍO, J.M. en “El pluralismo religioso en España: una 
aproximación a la Ley Orgánica de Libertad religiosa”, Derechos Humanos y 
diversidad religiosa, VVAA, Ed. Alberdania, San Sebastián, 2010, pp. 277-326; y 
COMAS ARNAU, D. en “La evolución del pluralismo religioso en España”, Letra 
Internacional núm. 90, 2006, pp. 39-54. 
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Religiosas4confiere personalidad jurídica5 a más de 2.300 Grupos Religiosos 
vinculados a Confesiones Religiosas No Católicas6; y que, en la actualidad, 
constan registrados un total de 5.871 Lugares de Culto pertenecientes a 
Confesiones Religiosas Minoritarias7. 
 
Por su parte, la Comisión Asesora de Libertad Religiosa, que depende 
de la Secretaría de Estado de Justicia, ha otorgado el reconocimiento de 
“Notorio Arraigo8” a siete Confesiones Religiosas No Católicas inscritas, en 
atención a su representatividad social, su presencia histórica, y su grado de 
difusión en el territorio español. Son, la Comunidad Judía9, la Comunidad 
Islámica10, la Religión Evangélica11, la Iglesia de Jesucristo de los Santos de 
los Últimos Días12 , los Testigos Cristianos de Jehová13 , la Federación de 
Entidades Budistas de España14, y la Iglesia Ortodoxa de España15. 
                                              
4
 El Registro de Entidades Religiosas se ubica en la Dirección General de 
Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con las Confesiones (dependiente 
del Ministerio de Justicia). En este Registro se inscriben las entidades religiosas que 
quieren adquirir personalidad jurídica; su gestión corresponde a la Subdirección 
General de Relaciones con las Confesiones. Con la inscripción en el Registro la 
Entidad Religiosa correspondiente adquiere personalidad jurídica, lo que le permite 
actuar en el tráfico pudiendo realizar actos y negocios jurídicos. 
[www.mjusticia.gob.es]. 
5
 Sobre la personalidad jurídica religiosa vid. OLMOS ORTEGA, M.E. en 
“Personalidad jurídica civil de las entidades religiosas y Registro de Entidades 
Religiosas”, Revista General de Derecho Canónico y de Derecho Eclesiástico del 
Estado, núm. 19, 2009, pp.  
6
 Datos a 15 de diciembre de 2011. Fuente: Registro de Entidades Religiosas. 
[www.mjusticia.gob.es]. Sobre las minorías religiosas vid. PRIETO SANCHÍS, L. en 
“Las minorías religiosas”, Derechos de las minorías y de los grupos diferenciados, 
VVAA, Ed. Escuela Libre, Madrid, 1994, pp. 1-16. 
7
 Datos a 20 de diciembre de 2012. Fuente: Observatorio del Pluralismo 
Religioso en España [www.observatorioreligion.es]. 
8
 Para conseguir la aprobación de la solicitud de reconocimiento de Notorio 
Arraigo por parte de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa, la Confesión 
Religiosa debe acreditar la concurrencia de los siguientes requisitos: un número 
relevante de practicantes de su confesión presentes en España (representatividad 
social); un tiempo considerable de presencia en el país (presencia histórica, legal o 
clandestina); y su grado de difusión (el ámbito de presencia territorial de sus 
creyentes, lugares de culto y personal religioso).[www.mjusticia.gob.es]. 
9
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 1989. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
10
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 1989. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
11
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 1989. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
12
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 2003. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
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De conformidad con lo previsto en el artículo 7 de la Ley Orgánica de 
Libertad Religiosa de 198016, estas siete Confesiones Religiosas cumplirían 
los dos requisitos necesarios para suscribir Acuerdo de Cooperación con el 
Estado Español: inscripción registral y declaración de Notorio Arraigo; no 
obstante, hasta la fecha, el Estado, al amparo del artículo 16.3 de la 
Constitución, sólo ha suscrito Acuerdos de Cooperación con la Federación de 
Entidades Religiosas Evangélicas de España17, la Federación de Comunidades 
Israelitas de España18, y la Comisión Islámica de España19. Tras la firma del 
Acuerdo correspondiente, estas tres Confesiones Religiosas han obtenido un 
                                                                                                                                
13
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 2006. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
14
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 2007. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
15
 Obtuvieron la declaración de Notorio Arraigo en el año 2010. Fuente: 
Registro de Entidades Religiosas. [www.mjusticia.gob.es]. 
16
 El artículo 7 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad 
Religiosa, (publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 177 de 24 de julio de 
1980) establece: “el Estado, teniendo en cuenta las creencias religiosas existentes en 
la sociedad española, establecerá, en su caso, acuerdos o convenios de cooperación 
con las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas inscritas en el Registro que 
por su ámbito y número de creyentes hayan alcanzado notorio arraigo en España. En 
todo caso, estos acuerdos se aprobarán por Ley de las Cortes Generales.” 
17
 El Acuerdo fue promulgado en virtud de la Ley 24/1992, de 10 de 
noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo suscrito entre el Estado Español y la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España. (Publicada en el Boletín 
Oficial del Estado núm. 272 de 12 de noviembre de 1992). La Federación de 
Entidades Religiosas Evangélicas está integrada por más de 400 Iglesias o 
Comunidades protestantes, por la Iglesia Ortodoxa de España, y por la Iglesia 
Ortodoxa Griega de España. 
18
 El Acuerdo fue promulgado en virtud de la Ley 25/1992, de 10 de 
noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo suscrito entre el Estado Español y la 
Federación de Comunidades Israelitas de España. (Publicada en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 272 de 12 de noviembre de 1992). 
19
 El Acuerdo fue promulgado en virtud de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por 
la que se aprueba el Acuerdo suscrito entre el Estado Español y la Comisión Islámica 
de España. (Publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 272 de 12 de noviembre 
de 1992). La Comisión Islámica está integrada por la Federación Española de 
Entidades Religiosas Islámicas (que abarca chiitas y sunnitas) y por la Unión de 
Comunidades Islámicas de España (compuesta sólo por sunnitas). 
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estatuto jurídico especial20 con rango de Ley que, en cierta medida, las acerca 
a la posición jurídica que por su propia naturaleza ostenta la Iglesia Católica21. 
 
En consonancia con esta relevancia jurídica que el Estado Español les 
reconoce, efectuaremos una aproximación a la posición que, sobre la materia 
objeto de estudio, mantienen la Iglesia Católica y las tres Confesiones no 
Católicas que han suscrito Acuerdo de Cooperación con el Estado22. 
 
La importancia de conocer los contenidos de las fuentes confesionales 
en materia de reproducción humana asistida e investigación biomédica, radica 
en la influencia23 que, desde la perspectiva de la libertad religiosa, ideológica 
y de conciencia de la persona24, las Confesiones Religiosas ejercen sobre un 
                                              
20
 Sobre la posición jurídica de las Confesiones Religiosas No Católicas que 
tienen Acuerdo suscrito con el Estado cfr. MARTÍNEZ DE CARVAJAL, J.G. en 
“Las minorías religiosas en España: acuerdos de cooperación como marco jurídico”, 
Las minorías en una sociedad democrática y pluricultural, VVAA, Ed. Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Alcalá, Madrid, 2001, pp. 257-280. 
21
 La Iglesia Católica goza de personalidad jurídica Internacional, sus 
relaciones con los Estados en general, y con España en particular, se articulan por vía 
diplomática al amparo del Derecho Internacional, y los acuerdos que suscribe tienen 
rango de Tratado Internacional. Sobre la posición jurídica de la Iglesia Católica cfr. 
TIRAPU MARTÍNEZ, D. en “Notas sobre la posición jurídica de la Iglesia Católica 
y las confesiones en el Derecho Español”, Las relaciones entre la Iglesia y el Estado: 
estudios en memoria del Profesor Pedro Lombardía, VVAA, EDERSA, Navarra, 
1989, pp. 391-402; VIEJO XIMÉNEZ, J.M., en “Posición jurídica de la Iglesia 
Católica en el orden Internacional”, Revista Española de Derecho Canónico, Vol. 
LXII, núm. 158, 2005, pp. 145-182; y BONET NAVARRO, J. en “Presencia y 
actuación de la Iglesia en la sociedad internacional”, Religión Matrimonio y Derecho 
en el Siglo XXI. Estudios en homenaje al Profesor Rafael Navarro Valls,Vol. I 
VVAA, Ed. Iustel, Madrid, 2013, pp. 101-127. 
22
 Sobre la posición jurídica del Islam en España vid. JIMÉNEZ AYBAR, I. 
en El Islam En España. Aspectos institucionales de su estatuto jurídico, Ed. Navarra 
Gráfica Ediciones, Pamplona, 2004, pp. 58-76. 
23
 La importancia de contar en el ámbito de la Bioética con interlocutores de 
las diferentes confesiones religiosas que tienen relevancia en nuestro país se puso de 
manifiesto por parte del Instituto de Bioética dirigido por el profesor Diego Gracia al 
invitar a la Comisión Islámica de España sobre los avances científicos en el ámbito 
de la reproducción asistida. Vid. “El Instituto de Bioética invita a la Comisión 
Islámica de España a pronunciarse sobre los avances en técnicas de reproducción 
asistida”, en Revista Verde Islam, Publicación del Centro de Documentación y 
Publicaciones de la Junta Islámica. [www.webislam.com]. 
24
 En este sentido podemos afirmar que las Confesiones Religiosas han 
recibido con recelo los avances biotecnológicos en materia de procreación humana. 
Como indica FÁBREGA RUÍZ, “los múltiples problemas de índole moral que 
plantean las técnicas de procreación asistida han determinado la existencia de una 
agria polémica en torno a su aplicación y posterior regulación que ha obligado a las 
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importante número de personas en las que coincide la doble condición de 
ciudadano y fiel; influencia que va a determinar, bien en su condición de 
usuarios, o bien en su condición de  personal sanitario e investigador, la 
aceptación o rechazo de determinadas prácticas, por motivos de conciencia25. 
A este respecto debe tenerse en cuenta que, si bien es cierto, que la objeción 
de conciencia surgida en un conflicto planteado desde un punto de vista 
estrictamente religioso, es una opción de carácter individual que afecta a la 
persona al margen de su pertenencia a una determinada Comunidad Religiosa 
e, incluso, al margen de la postura defendida por la propia Comunidad 
Religiosa; no es menos cierto que, cuando el individuo se encuentra ante una 
situación de conflicto de este tipo, su norma de conciencia está conformada 
por presupuestos de índole ideológico y/o religioso que son los que 
constituyen el soporte de su objeción 26 . Por ello una aproximación a la 
valoración realizada desde una perspectiva estrictamente confesional de la 
tecnología reproductiva y sus implicaciones, nos permitirá conocer cuales son 
las situaciones de conflicto en que determinadas personas pueden llegar a 
encontrarse por motivos de conciencia27. 
 
Sentadas estas premisas procederemos a acercarnos a las distintas 
posturas que, al respecto, mantienen las cuatro Confesiones Religiosas que 
hemos señalado. 
 
2. DOCTRINA  DE LA IGLESIA CATÓLICA 
 
La Iglesia Católica, al igual que las restantes Confesiones Religiosas, ha 
analizado las diferentes técnicas reproductivas y su incidencia en el embrión 
humano, recogiendo sus valoraciones en una serie de documentos del 
Magisterio Eclesiástico que fijan las directrices oficiales de la moral Católica. 
                                                                                                                                
distintas religiones a pronunciarse sobre la materia”, (Vid. FÁBREGA RUIZ, C.F.: 
Biología y filiación: aproximación al estudio jurídico de las pruebas biológicas de 
paternidad y de las técnicas de reproducción asistida, Ed. Comares, Granada, 1999, 
p. 81).  
25
 Un análisis exhaustivo de de los aspectos de la regulación legal que pueden 
ser contrarios a la norma ética personal generando distintos supuestos de objeción de 
conciencia (en autoridades sanitarias, personal sanitario e investigador, y usuarios), 
lo realizan GONZÁLEZ MORENO, B. en “El personal sanitario ante las Nuevas 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida y la Investigación biomédica”, opciones 
de conciencias: propuestas para una ley, VVAA, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 
2008, pp. 223-283; y GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, A. en Derecho y conciencia 
en las profesiones sanitarias, Ed. Dykinson, Madrid, 2009. 
26
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, Ed. Comares, Granada, 2004, p. 190. 
27
 Sobre las dificultades del debate moral vid. SERRANO RUIZ-CALDERÓN, 
J.M. en Retos jurídicos de la bioética, Ed. Ediciones Internacionales Universitarias, 
Madrid, 2005, pp. 103-126 
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Este Magisterio, a diferencia de las otras Confesiones Religiosas, permite 
conocer la respuesta concreta y uniforme que ofrece la Iglesia Católica ante 
los interrogantes y retos que plantean las nuevas posibilidades reproductivas y 
las investigaciones biomédicas. 
 
2.1. Iglesia Católica y ciencia 
 
Es sobradamente conocido que la relación que la Iglesia Católica ha 
mantenido con la ciencia en general no ha sido siempre pacífica. Sin embargo, 
en la actualidad, se mantiene un clima recíproco de reconocimiento y respeto. 
Este status se recoge expresamente en la Encíclica Fides et Ratio del Pontífice 
Juan Pablo II, que en alusión a los científicos señala “que con sus 
investigaciones nos ofrecen un progresivo conocimiento del universo en su 
conjunto y de la variedad increíblemente rica de sus elementos, animados e 
inanimados, con sus complejas estructuras atómicas y moleculares. El camino 
realizado por ellos ha alcanzado, especialmente en este siglo, metas que siguen 
asombrándonos. Al expresar mi admiración y mi aliento hacia estos valiosos 
pioneros de la investigación científica, a los cuales la humanidad debe tanto de 
su desarrollo actual, siendo el deber de exhortarlos a continuar en sus 
esfuerzos permaneciendo siempre en el horizonte sapiencial en el cual los 
logros científicos y tecnológicos están acompañados por los valores filosóficos 
y éticos, que son una manifestación característica imprescindible de la persona 
humana28”. 
 
Este respeto y reconocimiento públicos no ha impedido, no obstante, 
que la Iglesia Católica cuestione con severidad la utilización de algunos 
avances científicos en el ámbito de la medicina (p.e. los métodos 
contraceptivos, las técnicas de reproducción asistida, y las investigaciones con 
embriones humanos) al entender, como se expondrá seguidamente, que 
suponen un atentado contra la vida del embrión y contra la dignidad de la 
relación conyugal debida entre los esposos. 
 
2.2. Magisterio de la Iglesia Católica sobre tecnología reproductiva y 
vida humana en desarrollo 
 
En la actualidad, es un hecho indiscutible que las técnicas de 
reproducción artificial han constituido uno de los avances científicos más 
revolucionarios de los últimos tiempos, al paliar las consecuencias de la 
esterilidad o infertilidad, y ofertar un amplio abanico de posibilidades 
terapéuticas y de investigación. Asimismo han transformado el deseo natural 
de tener hijos en un derecho a tenerlos, impactando con fuerza en instituciones 
fundamentales y tradicionales como el matrimonio y la familia. Sin embargo, 
                                              
28
 JUAN PABLO II, Encíclica Fides et Ratio, sobre las relaciones entre la Fe 
y la Razón, 14.IX.1998, AAS, 91 (1999). 
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la incidencia de su aplicación en las primeras fases del desarrollo embrionario, 
la alteración de la configuración tradicional de las relaciones paterno- filiales, 
y la disociación del aspecto unitivo-procreativo de la relación conyugal, 
plantea interrogantes de profundo calado que no pueden quedar reducidos a 
meras cuestiones de técnica jurídica, siendo necesario afrontar sus 
implicaciones éticas y morales para intentar promover que su utilización sea 
correcta y siempre beneficiosa para el ser humano29. 
 
La respuesta de la Iglesia Católica a los múltiples interrogantes que 
plantea la tecnología reproductiva es clara, manteniendo desde siempre una 
actitud reacia en lo que a su aceptación se refiere; y ello, con base en un 
principio fundamental de su Magisterio: la inseparable conexión entre el 
significado unitivo y procreativo del acto conyugal30. 
 
En este sentido concreto ya se pronunció reiteradamente el Pontífice 
Pío XII, en su intervención en el “IV Congreso Internacional de Médicos 
                                              
29
 Sobre los problemas éticos que plantea la tecnología reproductiva desde la 
perspectiva de la moral Católica vid. FLECHA ANDRÉS, J.R. en “Problemas éticos 
de la reproducción humana asistida”, Conclusiones de las XXI Jornadas de la 
Asociación Española de Canonistas, Ed. Publicaciones de la Universidad Pontificia, 
Salamanca, 2002, pp. 113-130; RAMÍREZ NAVALON, R. M. en Problemas 
morales y jurídicos de las nuevas formas de reproducción humana, Ed. Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Valencia, Valencia, 1986; y MORENO 
BOTELLA, G. en “Algunos aspectos en torno a las nuevas técnicas de reproducción 
asistida”, Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, vol VII, 1991, p. 79 y ss. 
30
 El Pontífice PABLO VI en su Encíclica Humanae Vitae, sobre la 
transmisión de la Vida Humana, 25.VII.1968, AAS, 60 (1969) asienta la doctrina de 
la conexión inescindible del aspecto procreativo y unitivo en el acto conyugal. Y en 
relación con la manipulación o intervención del proceso generativo apunta ya las 
posibles repercusiones que podrían derivar del sometimiento de este proceso al 
dominio de los avances científicos y a la voluntad del hombre; y concluye que la 
aplicación de los métodos de regulación artificial de la natalidad podría generar 
graves consecuencias para el matrimonio y para la familia, señalando, entre otras, el 
fomento de la infidelidad conyugal, la degradación progresiva de la moralidad, y la 
posible intervención de las Autoridades Públicas en el sector más personal y 
reservado de la intimidad conyugal. En este mismo sentido, la Exhortación 
Apostólica Familiaris Consortio, suma de las enseñanzas de la Iglesia sobre el 
matrimonio y la familia, contempla la fecundidad como obra del amor conyugal que 
se traduce necesariamente en procreación. (JUAN PABLO II, “Ex. Ap. Familiaris 
Consortio”, 20.XI.1981, AAS, 74 (1982)). Por su parte, la Instrucción Donum Vitae 
reitera la enseñanza de la Encíclica Humane Vitae, que se funda en el significado 
unitivo y procreador del acto conyugal y proporciona la base antropológica de esa 
conexión: la unidad corpóreo-espiritual del ser humano. (CONGREGATIO PRO 
DOCTRINA FIDEI, “Instructio pro observantia erga vitam humanam nascente 
deque procreationis dignitate tuenda”, 22.II.1987, AAS, 80 (1988)). 
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Católicos31”, en su alocución a los componentes de la “Unión Católica Italiana 
de Obstetricia32”, y en su Discurso durante el “II Congreso Mundial de la 
Fertilidad y la Esterilidad33”; defendiendo siempre que la fecundación artificial  
fuera del matrimonio ha de considerarse inmoral, al igual que la fecundación 
artificial producida en el matrimonio con intervención de un tercero. 
 
En términos semejantes también se ha manifestado el Magisterio 
Episcopal en distintas intervenciones, destacando entre las principales: la Nota 
Pastoral de la Conferencia Episcopal Portuguesa sobre la regulación de la 
natalidad, de 29 de enero de 198334; el Informe del Cardenal G.B. Home 
sobre el Informe Warnock35, de 19 de julio de 198436; y la respuesta emitida 
por los Obispos de Gran Bretaña al Informe Warnock, de 11 de diciembre de 
198437. 
 
Sin embargo, dos son los documentos que por su valor jurídico y 
contenido específico fijan el juicio moral que desde la perspectiva Católica se 
realiza sobre las técnicas de procreación artificial y la manipulación de 
embriones: la Instrucción Donum Vitae, de la Sagrada Congregación para la 
Doctrina de la Fe, de 22 de febrero de 198738, y la Encíclica Evangelium 
Vitae, del Pontífice Juan Pablo II, de 25 de marzo de 199539; Textos que 
                                              
31
 PÍO XII, 29.IX.1949, AAS, 41 (1949). 
32
 PÍO XII, 29.X.1951, AAS, 43 (1951). 
33
 PÍO XII, 19.V.1956, AAS, 48 (1956). 
34
 Documentation Catholique, 81 (1984), p. 272-277. 
35
 El Informe Warnock fue elaborado en Gran Bretaña por encargo del 
Gobierno al Departamento de Sanidad y Seguridad Social y constituyó el primer 
estudio europeo que abordó de forma amplia la asistencia médica a la procreación 
humana convirtiéndose en punto de referencia obligada de todos los comités de 
expertos que se pronunciaron con posterioridad . Sesenta recomendaciones fueron 
recogidas en el Informe resultando dos de ellas especialmente polémicas: permitir la 
experimentación con embriones hasta los catorce días y prohibir la intermediación en 
los acuerdos de gestación por sustitución. 
36
 Documentation Catholique, 81 (1984), p. 1026-1031. 
37
 Documentation Catholique, 82 (1985), p. 1162-1164. 
38
 CONGREGATIO PRO DOCTRINA FIDEI, “Instructio pro observantia 
erga vitam humanam nascente deque procreationis dignitate tuenda”, 22.II.1987, 
AAS, 80 (1988). Sobre su desarrollo y contenido cfr. RAMÍREZ NAVALON, R.M. 
en “Reflexión sobre la Instrucción Donum Vitae en relación con algunos informes 
civiles”, Revista Española de Derecho Canónico, vol. XXXXIV, núm. 123, 1987, 
pp. 577-590. 
39
 JUAN PABLO II, Encíclica Evangelium Vitae, sobre el valor y el carácter 
inviolable de la Vida Humana, 25.III.1995, AAS, 88 (1996). 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano 





configuran el Magisterio Eclesiástico en materia de respeto a la dignidad 
humana, procreación, y derecho a la vida humana desde su inicio40 . 
 
En la Instrucción Donum Vitae, sobre el respeto de la vida humana 
naciente y la dignidad de la procreación41, la Sagrada Congregación para la 
Doctrina de la Fe aborda los principios que desde el punto de vista Católico 
deben regir en el campo de la investigación biomédica 42 ; y analiza las 
intervenciones médicas y técnicas del proceso generativo para valorar si se 
adecuan o no a los principios rectores de la moral Católica. 
 
Al respecto de la utilización de las técnicas de reproducción asistida, la 
Instrucción resalta que el matrimonio no confiere a los cónyuges el “derecho a 
tener un hijo43”, sino solamente “el derecho a realizar los actos naturales que 
intrínsecamente se encuentran ordenados a la procreación 44 ”, siendo la 
procreación, ante todo, una responsabilidad que padre y madre contraen con el 
ser que va a nacer45. En este sentido dispone que la fecundación artificial 
                                              
40
 Doctrina que se recoge, asimismo, en el Catecismo de la Iglesia Católica 
en relación con el quinto mandamiento, respeto a la vida humana (2258, 2270 y 2292 
a 2295) y con el sexto mandamiento en cuanto a la procreación y fecundidad (2366 y 
2376 a 2379). 
41
 CONGREGATIO PRO DOCTRINA FIDEI, “Instructio pro observantia 
erga vitam humanam nascente deque procreationis dignitate tuenda”, 22.II.1987, 
AAS, 80 (1988). 
42
 La Instrucción Donum Vitae afirma que “la investigación científica, 
fundamental y aplicada, constituye una expresión significativa del señorío del 
hombre sobre la creación. Preciosos recursos del hombre cuando se ponen a su 
servicio y promueven su desarrollo integral en beneficio de todos, la ciencia y la 
técnica no pueden indicar por sí solas el sentido de la existencia y progreso humano. 
Por estar ordenadas al hombre, en el que tienen su origen y su incremento, reciben de 
la persona y de sus valores morales la dirección de su finalidad y la conciencia de sus 
límites”. 
43
 La Instrucción Donum Vitae, defiende que “el reconocimiento de un 
verdadero y propio derecho al hijo sería contrario a su dignidad y a su naturaleza”, 
puesto que el hijo no es algo debido y no puede ser considerado como objeto de 
propiedad.  
44
 El vínculo existente entre los cónyuges atribuye a los esposos, de manera 
objetiva e inalienable, “el derecho exclusivo de ser padre y madre solamente el uno a 
través del otro”. En esta línea VEGA GUTIÉRREZ apunta que “el Magisterio de la 
Iglesia defiende el derecho a la reproducción como un derecho humano básico e 
inalienable que corresponde a los esposos que tienen derecho a fundar una familia, a 
decidir sobre el número de hijos a procrear y a determinar el intervalo entre los 
nacimientos”. (VEGA GUTIÉRREZ, A.M. en “Ética, legalidad y familia en las 
técnicas de reproducción humana asistida”, Ius Canonicum, vol. XXXV, número 70, 
1995, p. 700, nota 81). 
45
 A este respecto SERRANO RUÍZ-CALDERÓN, señala: “la interpretación 
contraria (derecho a un hijo) haría abstracción de los intereses del nuevo ser, que son 
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“sustitutiva del acto conyugal”, no puede ser admitida en virtud de la 
disociación que voluntariamente causa entre el doble significado (unitivo y 
procreador) del acto conyugal. Las conclusiones plasmadas en este 
Documento ponen de manifiesto que la Iglesia Católica rechaza de plano la 
inseminación artificial heteróloga, la fertilización in vitro, y la maternidad 
subrogada; y presenta numerosas reservas a la inseminación artificial con 
semen del marido cuando comporta la sustitución del acto conyugal. 
  
El Magisterio de la Iglesia establece como criterios morales que deben 
regular la intervención médica en la procreación, el respeto de la dignidad de 
la persona humana desde su concepción46, la originalidad de la transmisión de 
la vida47, y la defensa del carácter unitivo y procreador del acto conyugal. En 
esta línea, considera que el acto médico es respetuoso con la dignidad de las 
personas cuando se limita a orientar el acto conyugal, bien para facilitar su 
completa ejecución, o bien para potenciar que la cópula naturalmente realizada 
alcance su fin. Desde este punto de vista, la Instrucción Donum Vitae 
recomienda prohibir la donación de gametos, los bancos de embriones, la 
fecundación de mujer sola, la inseminación post mortem, y la maternidad de 
sustitución; e invita a practicar la “objeción de conciencia” frente a la 
legislación civil de aquellos Estados que atribuyen “una legitimidad indebida” 
a ciertas prácticas biomédicas, contrarias a la vida y a la dignidad del hombre. 
 
El criterio adoptado por la Congregación para la Doctrina de la Fe en 
torno a la “procreación artificial homóloga en el seno matrimonial” fue 
severamente contestado por la doctrina. SERRANO RUÍZ-CALDERÓN 
entiende que el doble sentido de la relación conyugal no debe negar el recurso 
a la reproducción asistida en el ámbito del matrimonio sino favorecerla, en 
este sentido establece que “es por esta concepción de la unión conyugal por lo 
que no se puede considerar más altruista la acción de unos esposos que desean 
                                                                                                                                
intereses de una trascendencia social indudable, para ocuparse de las apetencias de 
los posibles padres. Como se ha generalizado una permisividad moral notable y, en 
consecuencia, la aceptación de todo tipo de opciones sexuales, de aquí se deduce el 
derecho a tener hijos por métodos artificiales por parte de individuos, de parejas más 
o menos estables (matrimonio de facto) y, finalmente, también de parejas 
homosexuales”. (SERRANO RUÍZ-CALDERÓN, J.M. en “Aspectos jurídicos de 
dos documentos sobre bioética. -Postura católica e Informe Palacios: estudio de una 
antítesis-”, Revista General de Legislación y Jurisprudencia, 6/1987, p. 945). 
46
 La Instrucción Donum Vitae establece claramente que “el ser humano debe 
ser respetado y tratado como persona desde el instante de su concepción y, por eso, a 
partir de ese mismo momento se le deben reconocer los derechos de la persona, 
principalmente el derecho inviolable de todo ser humano inocente a la vida”. 
47
 La Instrucción Donum Vitae afirma que “la procreación de una nueva 
persona, en la que el varón y la mujer colaboran con el poder del creador, deberá ser 
el fruto y signo de la mutua donación personal de los esposos, de su amor, y 
fidelidad”. 
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tener hijos sin unión (o porque la unión sea siempre infecunda), que la de unos 
esposos que abren el acto de amor, digno en sí mismo, a la transmisión de la 
vida 48 ”. MARTÍNEZ CALCERRADA por su parte, considera que la 
Instrucción Donum Vitae, en su argumentación sobre la “inseminación 
artificial homóloga”, “no deja de ser inconsistente, al margen del grado de 
oponibilidad que se pueda proyectar sobre la fecundación in vitro en 
situaciones extremas que sin detrimento de ningún valor de la especie humana, 
pudiera, tal vez, explicarla, con las necesarias cautelas o garantías 
postembrionarias49”. 
 
El eje central de la Encíclica Evangelium Vitae50gira en torno a la 
discutida existencia de un derecho de disposición sobre la propia vida; y en 
ella el Pontífice JUAN PABLO II realiza una férrea defensa del valor de la 
vida humana en todos sus aspectos, concluyendo que todo ser humano “tiene 
un derecho intrínseco e inviolable a la vida pero no sobre la vida”.  
 
Con respecto a las distintas técnicas de reproducción artificial expone 
que aunque puestas inicialmente al servicio de la vida, pueden atentar también 
contra ella, puesto que registran altos porcentajes de fracaso; reprobando 
además la producción de embriones en número superior al necesario para su 
implantación en el útero, que son posteriormente suprimidos o utilizados para 
investigaciones, puesto que reducen la vida humana a simple material 
biológico del que se puede disponer libremente51. En este sentido afirma que 
el uso de embriones o fetos humanos como objeto de experimentación, 
constituye un delito en consideración a su dignidad de seres humanos52. Desde 
otra perspectiva, reitera la doctrina del doble significado del acto conyugal al 
                                              
48
 SERRANO RUÍZ-CALDERÓN, J.M. en “Aspectos jurídicos de dos 
documentos sobre bioética. Postura católica e Informe Palacios: estudio de una 
antítesis-”, Revista General de Legislación y Jurisprudencia, op. cit., p. 952. 
49
 MARTÍNEZ CALCERRADA, L. en La nueva Inseminación Artificial, Ed. 
Cersip, Madrid, 1989, p. 213. 
50
 JUAN PABLO II, Encíclica Evangelium Vitae, sobre el valor y el carácter 
inviolable de la Vida Humana, 25.III.1995, AAS, 88 (1996). 
51
 La Encíclica Evangelium Vitae señala que “estas técnicas registran altos 
porcentajes de fracaso. Esto afecta no tanto a la fecundación como al desarrollo 
posterior del embrión, expuesto al riesgo de muerte por lo general en brevísimo 
tiempo. Además se producen con frecuencia embriones en número superior al 
necesario para su implantación en el seno de la mujer, y estos así llamados embriones 
supernumerarios son posteriormente suprimidos o utilizados para investigaciones 
que, bajo el pretexto del progreso científico o médico, reducen en realidad a vida 
humana a simple material biológico del que se puede disponer libremente”. 
52
 Sobre el reconocimiento de la inalienabilidad absoluta del derecho a la vida 
humana vid. VEGA GUTIÉRREZ, A.M. en “El derecho a la vida o el retroceso en la 
civilización. Crónica del Simposio Evangelium Vitae e Diritto”, Ius Canonicum, op. 
cit., p. 722 y ss. 
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condenar estas técnicas afirmando que son moralmente inaceptables desde el 
momento en que separan la procreación del contexto integralmente humano 
del acto conyugal53. 
 
La Encíclica Evangelium Vitae considera que la sociedad reivindica 
una nueva categoría de derechos encuadrados en el ámbito de la personalidad 
y de la libertad (derechos sobre el origen de la vida: procreación y aborto; 
derechos sobre el final de la vida: eutanasia y suicidio), que contrasta con la 
ardua tarea que a nivel internacional se está llevando a cabo en la promoción y 
defensa de los Derechos Humanos en general y del Derecho a la Vida en 
particular; divergencia que pone de manifiesto la presencia de una crisis que se 
está gestando en la sociedad actual y que afecta a la dignidad humana y a sus 
derechos fundamentales. En esta línea afirma la Encíclica que “el siglo XX 
será considerado una época de ataques masivos contra la vida en nombre de la 
individualidad y de la libertad”. Parece encontrar fundamento esta afirmación 
en las campañas de difusión de la anticoncepción, la esterilización y el aborto, 
llevadas a cabo por determinadas Instituciones Internacionales; y, 
especialmente, en las legislaciones que amparan la pena de muerte, promueven 
el ejercicio de los derechos reproductivos, y despenalizan el aborto, la 
eutanasia y el suicidio. En este contexto, concluye su exposición el Pontífice 
JUAN PABLO II solicitando la articulación de un sistema común legal de 
defensa de la vida, con independencia de las diversas orientaciones culturales. 
 
Según VEGA GUTIÉRREZ 54  la Encíclica califica acertadamente la 
sociedad de finales del siglo XX al señalarla como una “sociedad secularizada 
que niega la sacralidad de la vida”, cifrando como secuelas más importantes 
de este materialismo práctico, “un exacerbado individualismo hedonista, 
acompañado por una mentalidad utilitarista regida sólo por criterios de 
eficiencia, que acaba sustituyendo los valores del ser por los del tener y 
engendra un absoluto relativismo ético y moral”. Considerando asimismo que 
                                              
53
 Acerca de la escisión entre sexualidad, procreación y matrimonio se 
pronuncia NAVARRO – VALLS en los siguientes términos: “el modelo matrimonial 
redescubierto por el cristianismo (...) presupone ideas muy definidas sobre la 
sexualidad humana y sus relaciones con la unión conyugal. En primer lugar, las 
potencias sexuales están ordenadas a su uso dentro del marco de una unión legítima. 
Es decir: por un lado, la delicada función de perpetuar la raza humana y, por otro, 
que tal función esté confiada al sexo, que en sí mismo implica una potencia 
aparentemente caótica. En el matrimonio se produce esa conciliación: el sexo no 
pierde fuerza y al tiempo se pone al servicio de la vida. La segunda proposición parte 
del aserto que la potencia sexual en sí misma está orientada a la generación, por más 
que de la realización del acto conyugal no siempre se siga ésta”. (NAVARRO – 
VALLS, R. en Matrimonio y Derecho, Ed. Tecnos, Madrid, 1995, pp. 113-114). 
54
 VEGA GUTIÉRREZ, A.M. en “El derecho a la vida o el retroceso de la 
civilización. Crónica del Simposio Evangelium Vitae e Diritto”, Ius Canonicum, vol. 
XXXV, núm. 72, 1996, p. 725. 
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el Pontífice Juan Pablo II “no se limita sólo a defender el derecho a la vida, 
sino que pone de manifiesto la presencia de recientes amenazas instauradas 
por el progreso científico y tecnológico que, en nombre de los derechos de la 
libertad individual, podrían atentar contra la dignidad y la vida del ser 
humano55”. 
 
2.2.1. Técnicas de reproducción humana asistida 
 
La lectura del Magisterio Eclesiástico expuesto nos permite concluir 
que la posición defendida por la Iglesia Católica, en relación con las técnicas 
de reproducción asistida, se fundamenta en cinco principios de carácter moral 
y antropológico especialmente significativos56: la compresión del progreso 
científico como un bien al servicio del hombre57; la protección de la vida 
humana desde la fecundación y, por tanto, la consideración del embrión como 
persona58;  el indisoluble carácter unitivo-procreativo del acto conyugal59; la 
concepción de la fecundidad como un don divino60; y el derecho del hijo a ser 
concebido en el seno de un matrimonio61. En el sentido descrito, desde la 
                                              
55
 En esta línea la Encíclica Evangelium Vitae reitera que el aborto, la 
eutanasia y el suicido son actos inmorales e inaceptables; y con respecto a los 
diagnósticos prenatales rechaza aquellos que tengan por objeto proponer o practicar 
el aborto eugenésico.  
56
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 224. 
57
 La Instrucción Donum Vitae afirma que “la investigación científica, 
fundamental y aplicada, constituye una expresión significativa del señorío del 
hombre sobre la creación. Preciosos recursos del hombre cuando se ponen a su 
servicio y promueven su desarrollo integral en beneficio de todos, la ciencia y la 
técnica no pueden indicar por sí solas el sentido de la existencia y progreso humano. 
Por estar ordenadas al hombre, en el que tienen su origen y su incremento, reciben de 
la persona y de sus valores morales la dirección de su finalidad y la conciencia de sus 
límites”. 
58
 La Instrucción Donum Vitae establece claramente que “el ser humano debe 
ser respetado y tratado como persona desde el instante de su concepción y, por eso, a 
partir de ese mismo momento se le deben reconocer los derechos de la persona, 
principalmente el derecho inviolable de todo ser humano inocente a la vida”. 
59
 La Instrucción Donum Vitae afirma que “la procreación de una nueva 
persona, en la que el varón y la mujer colaboran con el poder del creador, deberá ser 
el fruto y signo de la mutua donación personal de los esposos, de su amor, y 
fidelidad”. PUERTO GONZÁLEZ, J.J. en “La doctrina de “humano modo” y las 
técnicas biomédicas de reproducción asistida”, Revista Española de Derecho 
Canónico, año 2000, Vol. 57, pp. 519-558. 
60
 La Instrucción Donum Vitae señala expresamente que “todo ser humano 
debe ser acogido siempre como un don y bendición de Dios”. 
61
 La Instrucción Donum Vitae establece que “el hijo tiene derecho a ser 
concebido, llevado en las entrañas, traído al mundo y educado en el matrimonio (…) 
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perspectiva Católica, la “fecundación artificial” sólo puede ser admitida si la 
práctica utilizada respeta la dignidad humana y no es sustitutiva del acto 
conyugal62. 
 
A diferencia de otras Confesiones Religiosas, la Iglesia Católica 
expresa numerosas reservas a la “inseminación artificial homóloga”, incluso 
en el seno matrimonial, cuando la intervención médica sustituye el acto 
conyugal y va más allá de la mera ayuda para lograr que éste alcance su 
finalidad natural. El Magisterio de la Iglesia considera que la inseminación in 
vivo homóloga entre esposos, “no posee toda la negatividad ética de la 
procreación extraconyugal” ya que el matrimonio y la familia siguen 
constituyendo el ámbito del nacimiento y de la educación de los hijos. Sin 
embargo, es contraria a la aplicación de estas prácticas en virtud de la relación 
directa que debe existir entre el acto conyugal y la procreación. La doctrina de 
la Iglesia sobre el matrimonio y sobre la procreación es unánime al afirmar la 
“inseparable conexión, entre el significado unitivo y el significado procreador 
del acto conyugal”. Por tanto, desde la perspectiva Católica, la fecundación 
artificial dentro del matrimonio sólo será admisible cuando el medio técnico 
no sustituya al acto conyugal, limitándose a facilitar que la cópula alcance su 
finalidad natural63.  
 
El Magisterio Eclesiástico, teniendo en cuenta las circunstancias en las 
que habitualmente se realiza, reprueba la “fecundación in vitro”, al implicar 
una clara disociación entre el acto conyugal y la fecundación humana, puesto 
que la concepción in vitro es el resultado de la acción técnica que antecede a la 
fecundación y se realiza fuera del cuerpo de los cónyuges por medio de 
terceras personas. Es esta relación de dominio de la técnica sobre el proceso 
generativo la que la hace contraria a la dignidad de padres e hijos y, por tanto, 
inaceptable64.  
                                                                                                                                
la vitalidad y el equilibrio de la sociedad exigen que los hijos vengan al mundo en el 
seno de una familia y que esta esté establemente fundada en el matrimonio”. 
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 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 234. 
63 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op. cit., p. 77. 
64
 ALKORTA IDIAKEZ, I. señala también que, desde la perspectiva 
Católica, la fecundación extracorpórea es ilícita porque provoca la pérdida de vidas 
humanas en estado embrionario y eso la aproxima al aborto. (ALKORTA IDIAKEZ, 
I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, Ed. Thomson Aranzadi, 
Navarra, 2003, p. 77). En esta línea, procede resaltar que, con carácter previo a la 
valoración moral de las técnicas de fecundación in vitro, la Instrucción Donum Vitae 
recoge una reflexión sobre la consideración de las circunstancias y de las 
consecuencias que rodean su práctica en relación con el respeto debido al embrión 
humano, dedicando una especial referencia a los denominados “embriones 
sobrantes”, que se destruyen o se congelan; y a los embriones que, una vez 
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La Iglesia Católica rechaza con rotundidad la “fecundación artificial 
heteróloga”, puesto que el recurso a los gametos de una tercera persona, para 
disponer del esperma o del óvulo, constituye una violación del compromiso 
recíproco de fidelidad de los esposos y una falta grave contra la unidad, 
propiedad esencial del matrimonio; no es respetuoso con los derechos del hijo, 
que queda privado de la relación filial con sus orígenes genéticos; despoja 
objetivamente a la procreación conyugal de su unidad y de su integridad; y 
manifiesta una ruptura entre la paternidad genética y la responsabilidad 
educativa65. 
 
Las mismas razones esgrimidas para rechazar la procreación artificial 
heteróloga se utilizan para valorar negativamente, desde la perspectiva 
Católica, la fecundación artificial de mujer sola, la fecundación post mortem, y 
la subrogación uterina. 
 
A mayores, al respecto de la fecundación artificial de “mujer sola” y de 
la “fecundación post mortem”, la Instrucción defiende que no sólo contradice 
la dignidad del proceso generativo, que sólo cabe en el seno del matrimonio, 
sino que, además, atenta contra la dignidad y los derechos del hijo, que se 
concretan en la necesaria unión entre progenitura genética, gestacional y 
corresponsabilidad educativa, condenándolo a una orfandad paterna 
deliberada66. 
 
Con relación a la “subrogación uterina” la Instrucción también 
considera que instaura, en detrimento de la familia, una división entre los 
elementos físicos, psíquicos y morales que la constituyen; se considera 
contraria a la unidad del matrimonio; atenta contra la maternidad responsable; 
y ofende la dignidad y el derecho del hijo a ser concebido, gestado y educado 
por sus propios padres en el seno de una familia de origen matrimonial67. 
 
2.2.2. Manipulación de embriones humanos 
 
El Magisterio de la Iglesia Católica comparte la presunción científica 
según la cual el embrión, desde los primeros estadios, es un individuo de la 
especie humana, una persona: “desde el momento en que el óvulo es 
                                                                                                                                
implantados, se sacrifican por diversas razones: eugenésicas, económicas o 
psicológicas. 
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 VEGA GUTIÉRREZ, A. M. en “Ética legalidad y familia en las técnicas de 
reproducción humana asistida”, Ius Canonicum, vol. XXXV, núm. 2, 1995, p. 698. 
66
 CAMARERO SUÁREZ, M. en “La manipulación genética y su incidencia 
en el Derecho Matrimonial Canónico”, Ius Canonicum, “Especial Hervada”, 1999, p. 
720. 
67
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 232. 
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fecundado, se inaugura una nueva vida que no es la del padre ni la de la 
madre, sino la de un nuevo ser humano que se desarrolla por su propia cuenta. 
Nunca llegaría ser humano si no lo fuera ya ahora68”. La protección de la vida 
desde el momento de la concepción y en todas las fases de desarrollo 
embrionario69 es, en consecuencia, una constante en el Magisterio de la Iglesia 
Católica siendo el documento de referencia la Encíclica Humanae y Vitae70 del 
Pontífice Pablo VI, que marca la posición de la Iglesia Católica en aspectos de 
tanta relevancia como la regulación de la natalidad, las formas de 
contracepción, y el aborto procurado. Por su parte, la Instrucción Donum Vitae 
reproduce la práctica totalidad de las disposiciones de la Encíclica Humanae 
Vitae analizando, con carácter previo a la presentación de su reflexión sobre la 
problemática específica de la reproducción artificial, el respeto debido a los 
embriones humanos desde la perspectiva del derecho a la vida y la dignidad 
humana. Y, en último término, la Encíclica Evangelium Vitae reproduce la 
doctrina de los textos anteriores rechazando expresamente la utilización de los 
embriones como mero material biológico, en referencia directa a los 
supernumerarios de las fecundaciones in vitro que no llegan a ser implantados, 
permaneciendo congelados o siendo cedidos para su utilización en 
investigaciones científicas. 
 
Desde este punto de vista, la Iglesia Católica considera prácticas 
moralmente ilícitas, y por tanto reprobables, la manipulación biológica y 
genética de los embriones humanos y la investigación o experimentación sobre 
ellos, salvo que exista certeza moral de su inocuidad71; rechaza la selección de 
embriones; y equipara las prácticas de reducción embrionaria al aborto. 
 
La Iglesia Católica acepta el diagnóstico prenatal sólo cuando está 
orientado a la curación del embrión; y valora positivamente las intervenciones 
terapéuticas cuando persiguen la mejora de la salud del embrión o su propia 
supervivencia72. 
                                              
68
 CONGREGATIO PRO DOCTRINA FIDEI, “Instructio pro observantia 
erga vitam humanam nascente deque procreationis dignitate tuenda”, op. cit., I, p. 3.  
69
 En relación con la protección jurídica de los embriones desde la concepción 
vid. VEGA GUTIÉRREZ, A.M. en “El derecho a la vida o el retroceso en la 
civilización. Crónica del Simposio Evangelium Vitae e Diritto”, Ius Canonicum, op. 
cit., p. 722 y ss. 
70
 PABLO VI, Encíclica Humanae Vitae, sobre la transmisión de la Vida 
Humana, 25.VII.1968, AAS, 60 (1969) . 
71
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 226. 
72
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op. cit., p. 77. 
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2.3. Tecnología reproductiva y Derecho Canónico 
 
Tras exponer el Magisterio Eclesiástico y la correspondiente postura 
Católica ante los avances científicos en el ámbito de la reproducción humana 
asistida, procede tratar su relación con el Ordenamiento Jurídico Canónico. 
Con carácter previo, debe destacarse que el Derecho Canónico no ha 
permanecido ajeno a las inquietudes surgidas en torno a estas aplicaciones 
tecnológicas, especialmente “en aquellos ámbitos en los que sosteniendo el 
principio de libertad de investigación científica aparece implicado el respeto a 
la dignidad de la vida humana73”, no obstante, ni el Código Canónico de 1983 
(CIC), ni el Código de Cánones de las Iglesias Orientales de 1990, contienen 
referencia alguna a su uso, si bien no todas las Leyes de la Iglesia están 
codificadas.  
 
La tecnología reproductiva repercute en dos áreas fundamentales del 
Ordenamiento Canónico: las consecuencias canónico-penales que conlleva 
para los fieles el incumplimiento de la doctrina moral Católica, expresada en 
el Magisterio Eclesiástico, al respecto de determinadas prácticas de 
reproducción asistida; y la incidencia que el recurso a las técnicas de 
reproducción asistida tiene en el matrimonio celebrado conforme a las normas 
del Derecho Canónico. 
 
2.3.1. Incidencia en el Derecho Penal Canónico  
 
La concepción Católica del matrimonio, en cuanto a la indisolubilidad 
de los aspectos unitivo-procreador del acto conyugal, y la protección que el 
Magisterio Eclesiástico confiere al embrión desde la fecundación y en todas 
las fases de su desarrollo, no siempre encuentra reflejo en los textos 
legislativos de los distintos Estados. Estas diferencias conceptuales inciden en 
la valoración moral de las distintas técnicas de reproducción asistida y puede 
generar conflictos de conciencia en aquellos fieles Católicos que, por motivos 
                                              
73
 CAMARERO SUÁREZ, M. en “La manipulación genética y su incidencia 
en el Derecho Matrimonial Canónico”, Ius Canonicum, op.cit., p. 721. Como ya 
hemos comentado, la mayor parte de los ordenamientos jurídicos de Europa respetan 
la libertad de investigación científica, y la consideran imprescindible para el progreso 
humano, si bien, establecen ciertas limitaciones de orden ético, moral, y siempre de 
estricto respeto a los derechos fundamentales del ser humano. En este sentido el 
Convenio Europeo sobre Biomedicina y Protección de los Derechos Humanos y la 
Dignidad del ser Humano (vid. nota 71), expone en su artículo 15 que la 
investigación científica en el ámbito de la biología y la medicina se efectuará 
libremente, con reserva de las disposiciones jurídicas que garanticen la protección 




laborales, tengan que llevar a cabo prácticas contrarias a los principios morales 
de su Confesión Religiosa (p.e. fecundaciones in vitro, reducciones 
embrionarias, selección o manipulación de embriones, etc.). 
 
Ante estas eventuales circunstancias, la Iglesia Católica, siendo 
conocedora que en los Estados aconfesionales las normas jurídicas surgen al 
margen de los principios morales de las Confesiones Religiosas, como 
manifestación de los principios de libertad religiosa, laicidad y pluralismo, es 
plenamente consciente que la única opción que tienen sus fieles, para resolver 
el conflicto entre el imperativo religioso de conciencia y el imperativo laboral, 
es el recurso a la objeción por motivos de conciencia como manifestación de 
su propia libertad74. 
 
En este sentido, la Instrucción Donum Vitae reclama una reflexión 
moral a los Estados y una actitud de objeción de conciencia a los fieles en los 
siguientes términos: “la legislación civil de muchos Estados atribuye una 
legitimidad indebida a ciertas prácticas. Se muestra incapaz de garantizar la 
moralidad congruente con las exigencias naturales de la persona humana y con 
las leyes no escritas grabadas por el Creador en el corazón humano. Todos los 
hombres de buena voluntad deben esforzarse particularmente a través de su 
actividad profesional y del ejercicio sus derechos civiles para reformar las 
leyes positivas moralmente inaceptables y corregir las prácticas ilícitas. 
Además, ante esas leyes se debe presentar y reconocer la objeción de 
conciencia”. Y, en la misma línea, la Encíclica Veritatis Splendor 75  del 
Pontífice Juan Pablo II , pone de manifiesto el carácter imperativo del juicio 
de la conciencia como juicio práctico que indica al hombre lo que debe o no 
debe hacer, y señala “que la conciencia es la aplicación de la ley a cada caso 
particular, la cual se convierte así para el hombre en un dictamen interior, una 
llamada a realizar el bien ante una situación concreta”. 
 
El Magisterio de la Iglesia Católica pretende, por tanto, ayudar a sus 
fieles en la formación de su conciencia sin menoscabar su libertad76. Esta 
estrecha relación existente entre la doctrina moral de la Iglesia Católica, 
expresada a través de su Magisterio, y la conciencia del fiel, refuerza la 
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 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 227. 
75
 JUAN PABLO II, Encíclica Veritatis Splendor, sobre algunas cuestiones 
fundamentales de la Enseñanza Moral de la Iglesia, 6.VIII.1993, AAS, 85 (1993). 
76
 Libertad que, en palabras del Pontífice JUAN PABLO II, no es nunca 
libertad con respecto a la verdad, sino siempre y sólo en la verdad (…) porque el 
Magisterio no presenta verdades ajenas a la conciencia cristiana, sino que manifiesta 
las verdades que ya debería poseer desarrollando las a partir del acto originario de la 
fe”. (Vid. JUAN PABLO II, Encíclica Veritatis Splendor, sobre algunas cuestiones 
fundamentales de la Enseñanza Moral de la Iglesia, 6.VIII.1993, AAS, 85 (1993)). 
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llamada a la objeción de conciencia que se recoge en la Instrucción Donum 
Vitae, frente a determinadas actividades científicas y médicas cuestionadas 
expresamente por el Magisterio Eclesiástico; y ello como alternativa principal 
al incumplimiento de la doctrina Católica. 
 
La función del Magisterio de la Iglesia Católica, como señala 
HERVADA, “comprende unas actividades de proclamación pública de la 
palabra de Dios (lectura de la Sagrada Escritura), predicación, enseñanza 
oficial escrita (encíclicas, cartas pastorales, etc.) u oral (alocuciones, discursos, 
etc.), y unos actos de definición de la verdad cristiana mediante decisiones que 
dirimen una controversia, condena un error o definen una verdad77”. Los 
distintos grados de autoridad de los actos del Magisterio dependen de la 
persona o del órgano del cual dimanan78, y en virtud del citado grado de 
autoridad exigen una determinada respuesta de los fieles79. 
Las consecuencias penales del incumplimiento o de la oposición al 
Magisterio Eclesiástico se concretan en sanciones canónicas establecidas en 
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 HERVADA, J. en Elementos de Derecho Constitucional Canónico, Ed. 
Eunsa, Pamplona, 2001, p. 235. 
78
 Sobre la eficacia del Magisterio Eclesiástico vid. FUENTES ALONSO, 
J.A. en “La fuerza vinculante del Magisterio y su diversa manifestación (M. Pr. Ad 
tuendam fidem)”, Estudios en homenaje al Profesor Martínez Valls, Ed. Universidad 
de Alicante, Alicante, Murcia, 2000, pp. 1095-1120; y GAHONA FRAGA, L. en 
“Magisterio de la Iglesia”, Diccionario General de Derecho Canónico, Vol. V, Ed. 
Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 234-242. Para el régimen jurídico vigente 
con el Código anterior vid. GARCÍA BARBERÁ, T. en “Magisterio Eclesiástico y 
Libertad Religiosa”, Revista Española de Derecho Canónico, 1967, Vol. 23, pp. 533-
554. 
79
 Vigente Código de Derecho Canónico (CIC), canon 750§1: “Se ha de creer 
con fe divina y católica todo aquello que se contiene en la palabra de Dios escrita o 
transmitida por tradición, es decir, en el único depósito de la fe encomendado a la 
Iglesia, y que además es propuesto como revelado por Dios, ya sea por el magisterio 
solemne de la Iglesia, ya por su magisterio ordinario y universal, que se manifiesta 
en la común adhesión de los fieles bajo la guía del sagrado magisterio; por tanto, 
todos están obligados a evitar cualquier doctrina contraria”; canon 750§2: 
“Asimismo se han de aceptar y retener firmemente todas y cada una de las cosas 
sobre la doctrina de la fe y las costumbres propuestas de modo definitivo por el 
magisterio de la Iglesia, a saber, aquellas que son necesarias para custodiar 
santamente y exponer fielmente el mismo depósito de la fe; se opone por tanto a la 
doctrina de la Iglesia Católica quien rechaza dichas proposiciones que deben 
retenerse de modo definitivo”; y canon 752: “Se ha de prestar asentimiento religioso 
del entendimiento y de la voluntad, sin que llegue a ser de fe, a la doctrina que el 
Sumo Pontífice o el Colegio de los Obispos, en el ejercicio de su magisterio 
auténtico, enseñan acerca de la fe y de las costumbres, aunque no sea su intención 
proclamarla como un acto decisorio; por tanto, los fieles cuiden de evitar todo lo que 
no sea congruente con la misma”. 
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función del asentimiento debido (ex canon 750§1 CIC)80. A este respecto el 
Canon 1364 CIC establece que incurren en excomunión latae sententiae 
aquellos que rechazan totalmente la fe cristiana (apóstatas), aquellos que 
niegan una verdad que ha de creerse con fe divina y católica o dudan 
pertinazmente de la misma (herejes), y aquellos que rechazan la sujeción al 
Sumo Pontífice o la comunión con los miembros de la Iglesia a él sometidos 
(cismáticos)81.  
 
Las sanciones por el incumplimiento u oposición al Magisterio “que se 
ha de aceptar y retener firmemente” (ex canon 750§2 CIC)82, y ante el “que se 
ha de prestar un asentimiento religioso del entendimiento y de la voluntad” (ex 
canon 752 CIC)83 se encuentran previstas en el canon 1371 CIC que establece 
“Que debe ser castigado con una pena justa: 1º quien, fuera del caso que trata 
el canon 1364, enseña una doctrina condenada por Romano Pontífice o por un 
Concilio Ecuménico o rechaza pertinazmente la doctrina descrita en el canon 
750§2 o en el canon 752, y, amonestado por la Sede Apostólica o por el 
Ordinario, no se retracta. 2º quien, de otro modo, desobedece a la Sede 
Apostólica al Ordinario o al Superior cuando mandan o prohíben algo 
legítimamente, y persisten su desobediencia después de haber sido 
amonestado”. 
 
La posibilidad de imposición de las sanciones canónicas descritas, 
incrementa el conflicto moral que en el fiel Católico plantea la realización de 
determinadas prácticas de reproducción asistida84, e incide en la formación de 
su conciencia y, por tanto, del supuesto de objeción.  
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 BERNAL, J. en “Protección penal de las verdades propuestas por el 
Magisterio”, Anuario Fidelium Iura de Derechos y Deberes Fundamentales del Fiel, 
vol. 9, 1999, pp. 77-135. 
81
 La herejía, la apostasía y el cisma se definen en el canon 751 CIC. Cfr. 
TEJERO, E. en Comentario Exegético al Código de Derecho Canónico, Vol. III, 
VV. AA., Ed. Eunsa, Pamplona, 1996, pp. 57-59; y ROCA FERNÁNDEZ, M.J. en 
“Abandono de la Iglesia por acto formal”, Diccionario General de Derecho 
Canónico, Vol. I, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 59-66. 
82
 BERNAL, J. en “Protección penal de las verdades propuestas por el 
Magisterio”, Anuario Fidelium Iura de Derechos y Deberes Fundamentales del 
Fiel,op. cit., pp. 77-135. 
83
 BERNAL, J. en “Protección penal de las verdades propuestas por el 
Magisterio”, Anuario Fidelium Iura de Derechos y Deberes Fundamentales del Fiel, 
op.cit., pp. 77-135. 
84
 El aspecto más controvertido es el relativo a las intervenciones sobre 
embriones humanos cuando existe el riesgo de provocar su muerte, puesto que estas 
prácticas se podrían incardinar, como señala AZNAR GIL, en el delito canónico de 
aborto, que conlleva la pena de excomunión latae sententiae. (Vid. AZNAR GIL, 
F.R. en “El delito canónico de aborto. Comentario a una respuesta de la CPI”, 
Revista Española de Derecho Canónico, núm. 47, 1990, p. 239; MARZOA 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano 





2.3.2. Incidencia en el Derecho Matrimonial Canónico 
 
La Iglesia Católica ha mostrado siempre un gran respeto por la familia 
y el matrimonio realizando un análisis constante, desde sus orígenes, sobre los 
distintos temas relacionados con ambas instituciones, entre ellos, los avances 
científicos en materia de reproducción humana, que inciden de forma directa 
en ambas instituciones al afrontar la problemática de la esterilidad, que afecta 
a un número importante de parejas y a sus posibilidades de formar una 
familia85. Sin embargo, como ya se ha señalado, la concepción Católica del 
matrimonio y de la familia parte de unos presupuestos muy concretos que, en 
ocasiones, resultan incompatibles con las prácticas de reproducción asistida. 
 
El vigente Código de Derecho Canónico define el matrimonio, en el 
canon 1055§1, como “la alianza por la que varón y mujer constituyen entre sí 
un consorcio de toda la vida, ordenado por su misma índole natural al bien de 
los cónyuges y a la generación y educación de la prole86”. 
 
A este respecto debe tenerse en cuenta que, aunque el matrimonio 
canónico está ordenado esencialmente a la procreación, la esterilidad de los 
cónyuges ni supone un incumplimiento de este fin, ni impide el matrimonio87, 
                                                                                                                                
RODRÍGUEZ, A. en “El delito de aborto. Concepto penal de aborto, autoría y 
complicidad”, Telmus. Anuario del Instituto Teológico San José, núm. 4, 2012, pp. 
259-276 y en “Extensión del concepto penal de aborto”, Ius Canonicum IXXX, núm. 
58, 1989, pp. 577-585; y PÉREZ MADRID, F. en “La tutela penal del bien jurídico 
“vida” a los 20 años del CIC”, Processo penale e tutela dei diritti nell`ordinamento 
canonico, Ed. Giuffre, Milano, 2005, pp. 607-630). Sobre la definición de “aborto” 
en el Derecho Canónico vid. MARTÍN GARCÍA, M. M., en Diccionario General de 
Derecho Canónico, Vol. I, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 73-79.  
85
 Sobre la incidencia de las formas de procreación artificial en el matrimonio 
canónico vid. DOMINGO GUTIÉRREZ, M. en Las técnicas procreativas y el 
derecho de familia: incidencia de la reproducción asistida en el matrimonio 
canónico, Ed. Civitas, Madrid, 2002. 
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 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, 
Vol. III, VV. AA., Ed. Eunsa, Pamplona, 1996, p. 1038 y ss.; BERNÁRDEZ 
CANTÓN, A. en Compendio de Derecho Matrimonial Canónico, Ed. Tecnos, 
Madrid, 1991; BAÑARES, J.I. en “El matrimonio: en torno a la esencia, propiedades 
bienes y fines”, Ius Canonicum, vol. XXXIV, núm. 68, 1994, p. 441 y ss.; y ROJO, 
C. en “Unidad y relevancia jurídica de los fines del matrimonio”, Ius Canonicum, 
vol. XXXI, número 62, 1991, p. 707 y ss. 
87
 Desde el punto de vista de la moral Católica y, en consecuencia, del 
ordenamiento jurídico Canónico un matrimonio estéril es un auténtico matrimonio, 
en primer lugar, porque independientemente de la esterilidad, la relación sexual que 
posibilita la procreación puede realizarse humano modo, no corrompiéndose, por 
tanto, la razón de ser del matrimonio; y, en segundo lugar, porque los cónyuges no 
han excluido la prole ab initio y, por tanto, no incurren en causa de nulidad por el 
96 
como así señala el canon 1084§3 CIC. En este sentido son muy significativas 
las palabras de HERVADA que, al hacer referencia al matrimonio en su 
concepción canónica, señala: “el matrimonio es una unión en la que el fin, la 
obra común, (los hijos, el hogar, la mutua ayuda) pueden faltar de hecho (no 
como ordenación), en la que los fines pueden no obtenerse efectivamente, sin 
que la unión deje de existir ni pierda su razón de ser. Es una unión que por sí y 
para los sonidos puede tener razón de ser y de bondad sin que sea posible, por 
determinadas circunstancias, la obtención efectiva de los fines y sin que él 
mismo tiempo se reduzca a un simple medio o a una realidad sólo latente”. 
 
Asimismo, el canon 1056 CIC establece como propiedades esenciales 
del mismo “la unidad de los cónyuges y la indisolubilidad del vínculo 
matrimonial88”. La inseparabilidad de las dimensiones unitiva y procreativa 
del acto conyugal constituye una exigencia de los cónyuges, que se vinculan y 
procrean en el matrimonio, entendiéndose prohibida la separación de alguno 
de ellos, bien por exclusión de la relación sexual entre los cónyuges, o bien 
por exclusión del aspecto procreativo. Sin embargo, los avances científicos en 
torno a la regulación de la fertilidad han producido una relativización de la 
relación sexualidad-procreación89  en un doble sentido: en primer lugar, los 
métodos anticonceptivos han conducido al denominado “sexo sin niño”; y, en 
segundo lugar, las técnicas de reproducción artificial han facilitado el “niño 
sin sexo”. Esta escisión entre sexualidad-procreación incide directamente en 
aspectos concretos del Derecho Matrimonial Canónico90. 
 
Así, respecto a la consumación, la procreación sin previa unión sexual, 
factible gracias a la aplicación de las técnicas de reproducción asistida, 
permitiría que, de conformidad con el Derecho Canónico, el matrimonio 
permaneciese inconsumado, por incumplimiento del canon 1061 CIC91, y, sin 
embargo, existiese descendencia por el recurso a estas técnicas. 
Lo mismo sucedería a propósito del impedimento de impotencia del 
canon 1084 CIC92. La causa de nulidad prevista en el parágrafo primero no 
                                                                                                                                
capítulo de simulación parcial. A este respecto vid. OLMOS ORTEGA, M.E. en “La 
definición del matrimonio y su objeto esencial: 1917-1960”, Curso de Derecho 
Matrimonial y Procesal Canónico para Profesionales del Foro, Ed. Servicio de 
Publicaciones Universidad Pontificia, Salamanca, 1986, pp. 11-13. 
88
 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, 
op.cit., p. 1045 y ss. 
89
 NAVARRO – VALLS, R. en Matrimonio y Derecho op.cit. pág. 116. 
90
 Sobre el tema, DE VECIANA, R.M. en La eutelegenesia ante el Derecho 
Canónico, Ed. Bosch, Barcelona, 1957, p. 165 y ss. 
91
 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, 
op.cit., p. 1090 y ss. 
92
 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, 
op.cit., p. 1166 y ss. 
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resultaría modificada a pesar de poder existir generación por fecundación 
artificial; ya que las técnicas de reproducción asistida permiten engendrar hijos 
sin realizar una cópula perfecta, y sin perjuicio de ser verdaderos impotentes 
en sentido canónico pudiendo, por ello, resultar nulo su matrimonio. 
 
Con relación a los vicios del consentimiento, se sostiene la tesis que 
considera nulo el matrimonio93 cuando uno de los contrayentes se reserva por 
un acto positivo de voluntad, el derecho a recurrir a los medios artificiales de 
procreación, excluyendo alguna de las obligaciones esenciales del matrimonio, 
planteándose, por tanto, un posible supuesto de simulación parcial de acuerdo 
con lo previsto en el canon 1101§2 CIC94. 
 
Los supuestos de fecundación artificial heteróloga y de maternidad 
subrogada excluyen el derecho-deber a la fidelidad y a la exclusividad de los 
cónyuges, tal como pone de manifiesto la Instrucción Donum Vitae. En este 
sentido NAVARRO –VALLS 95  anota que la exclusión del bonum fidei 
abarcaría no sólo a quién se reserva el propósito de engendrar hijos 
recurriendo a la fecundación artificial heteróloga, y añade que la existencia de 
un previo acuerdo entre los cónyuges no subsanaría la invalidez del vínculo, 
ya que dicha intención supone privar al matrimonio de uno de sus aspectos 
esenciales. 
 
En los supuestos de inseminación homóloga, la validez del vínculo no 
se vería afectada si se prevé el recurso a la fecundación artificial en caso de 
una posible esterilidad de la pareja. Con relación a este supuesto concreto 
NAVARRO-VALLS matiza que se apreciaría exclusión del bonum prolis por 
quien desease tener hijos de su cónyuge sólo a través de fecundación artificial, 
excluyendo la generación natural96 ; supuesto que implicaría privar al otro 
                                              
93
 CAMARERO SUÁREZ, “La manipulación genética y su incidencia en el 
Derecho Matrimonial Canónico”, op.cit., pág. 723. 
94
 VILADRICH, P.J. en Comentario exegético al Código de Derecho 
Canónico, op.cit., p. 1323 y ss.; Simulación matrimonial en el Derecho Canónico, 
VV.AA., Ed. Eunsa, Pamplona, 1994; y BAÑARES, J.I. en “La relación intelecto 
voluntad en el consentimiento matrimonial. Notas sobre los cánones 1096-1102 del 
CIC´83”, Ius Canonicum, vol. XXXIII, núm. 66, 1993, pp. 553 y ss. 
95
 NAVARRO – VALLS, R. en Matrimonio y Derecho op.cit. pp. 126-127. 
96
 NAVARRO – VALLS, Matrimonio y Derecho op.cit. p. 127. En este 
mismo sentido se pronuncia ROCA FERNÁNDEZ, al manifestar que “(...) la 
intención de decidir rechazando el Derecho de la naturaleza (tanto si frustra cualquier 
expectativa de prole, como si se reserva el derecho a recurrir a las técnicas de 
reproducción asistida) es incompatible con el concepto mismo del bonum prolis”. 
(ROCA FERNÁNDEZ, M.J. en “Del Bonum Prolis al hijo como daño (Retos de la 
jurisprudencia canónica ante las nuevas orientaciones de la jurisprudencia civil en 
materia de esterilizaciones)”, Ius Canonicum “Especial Hervada”, 1999.”, p. 711); y 
GARCÍA RUIZ, que considera que “si alguno de los contrayentes tuviera la 
98 
cónyuge de su derecho a la paternidad/maternidad natural, entrando así en 
contraste con el bonum coniugum97, que es uno de los elementos esenciales del 
matrimonio a la luz del canon 1055 CIC.  
 
La aplicación de las técnicas de reproducción artificial podría tener 
incidencia también respecto de los impedimentos de consanguinidad (canon 
1091 CIC98), afinidad (canon 1092 CIC99) y pública honestidad (canon 1093 
CIC100) en la medida en que la separación entre procreación y acto sexual está 
modificando la noción tradicional de consanguinidad. A este respecto 
GARCÍA RUIZ señala que el anonimato del donante de gametos adquiere 
especial relevancia al dificultar el conocimiento de la existencia del 
impedimento de parentesco entre los nacidos por el recurso a estas técnicas101 
(p.e. entre los nacidos de un mismo donante o entre el propio donante y sus 
hijos). 
 
En último término cabría considerar la influencia que la aplicación de 
estas técnicas podría llegar a tener en las causas de separación y disolución, en 
los supuestos de adulterio, en los casos de inconsumación o de exclusión del 
bonum fidei, cuando uno o ambos cónyuges se reservase el derecho a que un 
tercero ajeno a la pareja interviniese en el proceso102. 
La problemática expuesta ahonda en la conflictividad que desde la 
perspectiva Católica plantean las técnicas de reproducción asistida e 
indirectamente refuerza, con argumentos jurídico canónicos, el mandato de 
objeción de conciencia que la propia Instrucción Donum Vitae  dirige, 
                                                                                                                                
intención de tener hijos únicamente a través de la reproducción artificial, no existiría 
un verdadero consentimiento matrimonial y el matrimonio sería nulo por exclusión 
del bien de la prole”. (GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: 
Derecho, conciencia y libertad, op.cit., pp. 238-239). 
97
 Sobre el bien de los cónyuges vid. R. BERTOLINO, Matrimonio canónico 
e bonum coniugum, Ed. Giapicheli, Torino, 1995; y M.M. MARTÍN, “Breves notas a 
propósito del bonum coniugun”, XXXVII, número 73, 1997, pág. 271-292. 
98
 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, 
op.cit., pág. 1196 y ss. 
99
 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, 
op.cit. pág. 1200 y ss.; y MANTECÓN SANCHO, J. en El impedimento matrimonial 
canónico de parentesco legal, Ed. Eunsa, Pamplona, 1993. 
100
 BAÑARES, J.I. en Comentario exegético al Código de Derecho 
Canónico, op.cit., pág. 1203 y ss. 
101
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op.cit., p. 239. 
102
 Al respecto de la intervención de donantes de semen cobraría especial 
relevancia la prueba de filiación para la determinación o no de la paternidad vid. 
BENEDICTO MORÁN, V. en “La prueba de filiación”, Ius Canonicum, Vol. 67, 
núm. 168, 2010, pp. 151-220. 
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principalmente, al personal sanitario e investigador vinculado a estas 
prácticas103. 
 
3. PERSPECTIVA DE LAS CONFESIONES NO CATÓLICAS QUE 
TIENEN SUSCRITO ACUERDO DE COOPERACIÓN CON EL 
ESTADO ESPAÑOL 
 
Tras la exposición de la Doctrina de la Iglesia Católica realizaremos a 
continuación una aproximación a la posición que, sobre la materia que nos 
ocupa, mantienen la Religión Evangélica y las Comunidades Judía e Islámica. 
 
3.1. La perspectiva de la Religión Evangélica 
 
La Federación de Entidades Religiosas Evangélicas agrupa en España, 
aproximadamente, a unas quinientas Iglesias distintas 104 . Esa pluralidad 
interna dota a la Religión Evangélica o Protestante de una cierta relatividad en 
sus planteamientos, a diferencia de la Iglesia Católica que, como se ha 
expuesto en el punto anterior, tiene una doctrina uniforme y consolidada y una 
Autoridad Única para su interpretación105.  
 
Al respecto de la bioética 106  en general, la Alianza Evangélica de 
España107 ha promovido la celebración de tres encuentros108 comprimiendo 
                                              
103
 Como señala GONZÁLEZ MORENO la objeción de conciencia en 
materia científica viene a imponer un elemento añadido de racionalidad para 
contribuir a una ciencia responsable que no deje de reflexionar sobre la ética de los 
fines, la ética de los medios y la ética de las consecuencias del trabajo científico. 
(Vid. GONZÁLEZ MORENO, B. en “Límites éticos y derechos de participación 
democrática en la regulación de las biotecnologías”, Revista General de Derecho 
Canónico y Eclesiástico del Estado, núm. 19, 2009, p. 41). 
104
 Datos de la Dirección General de Asuntos Religiosos (en la actualidad 
Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con las 
Confesiones) cifraban en 1988 un total de 488 Iglesias o Comunidades federadas. 
Cfr. Guía de Entidades Religiosas de España, Ed. Ministerio de Justicia, Madrid, 
1998, p. 22. 
105
 La European Ecumenical Comission for Church and Society, que integra 
Iglesias Protestantes, Anglicanas y Ortodoxas, señaló en 1997 que entre sus 
miembros existen discrepancias en torno al recurso a las técnicas de reproducción 
asistida; poniendo el acento en la conciencia individual y la responsabilidad personal 
para decidir al respecto. Cfr. La esterilidad: tratamientos disponibles y cuestiones 
implicadas. Fuente: [www.ceceurope.org]. Sobre la relación entre conciencia y Ley 
en la concepción protestante del Derecho vid. ROCA FERNÁNDEZ, M.J. en “La 
influencia de la Reforma Protestante en el Derecho”, E-Legal History Review, núm. 
14, 2012, pp. 4-7. [www.iustel.com] 
106
 Sobre aspectos generales de la Religión Evangélica ante la bioética vid. 
MARTÍN SÁNCHEZ, I. en “La posición de los evangélicos respecto de cuestiones 
100 
temas tan diversos como la eutanasia, el aborto, la planificación familiar, las 
técnicas de reproducción asistida o la ingeniería genética. En los Comunicados 
finales 109  que precedieron a las citadas Jornadas se puede vislumbrar una 
posición común de las Iglesias Evangélicas españolas, ante la ciencia en 
general, y ante la reproducción artificial y la manipulación de embriones, en 
particular. Por su actualidad nos centraremos principalmente en el análisis de 
las conclusiones del Comunicado final correspondiente a las III Jornadas en 
los términos que se exponen seguidamente. 
 
3.1.1. Religión Evangélica y ciencia 
 
A título introductorio, ha de tenerse en cuenta que en el ámbito de la 
Religión Evangélica existe amplio consenso respecto de la aceptación de la 
ciencia y de su progreso, como un medio valioso que permite paliar el 
sufrimiento de los hombres, y preservar y mejorar la vida humana en su 
conjunto 110 . La ciencia es interpretada, por tanto, desde una perspectiva 
positiva, y se acepta en la misma medida en que constituye un bien para la 
                                                                                                                                
de bioética”, Aplicación y desarrollo del Acuerdo entre el Estado español y la 
FEREDE, VVAA, Ed. Fundación Universitaria Española, Madrid, 2008, p. 191 y ss. 
107
 La “Alianza Evangélica” es la corporación interdenominacional más 
antigua del actual protestantismo. Tuvo su origen en Londres en 1846 con objeto de 
promover la unidad cristiana y la defensa del cristianismo bíblico, sobre la base de 
una declaración de fe netamente evangélica. La Alianza Evangélica de España se 
fundó en septiembre de 1877 y empezó a desarrollar actividades a partir de 1878 
aunque no llegó a constituirse legalmente hasta 1914. Sus principales actividades son 
la celebración de cultos unidos de oración, la organización de congresos y la defensa 
de los evangélicos perseguidos o vejados a causa de su fe. Actualmente está 
integrada en la Alianza Evangélica Europea y en la Alianza Evangélica Mundial que 
representan a millones de evangélicos y llevan su voz a instituciones como el 
Parlamento Europeo y las Naciones Unidas. Fuente: Alianza Evangélica de España 
[www.aeesp.net]. 
108
 I Jornadas de Bioética, celebradas en Madrid en diciembre de 1989, II 
Jornadas de Bioética, celebradas en Madrid en diciembre de 2000, y III Jornadas de 
Bioética, celebradas en Madrid en mayo de 2011. 
109
 El texto íntegro de los Comunicados Finales que plasman las conclusiones 
de de las tres jornadas puede consultarse en la web de la Alianza Evangélica de 
España [www.aeesp.net]. 
110
 En los párrafos 2 y 3 del Apartado Introductorio de los Comunicados 
finales que recogen las Conclusiones de la tres Jornadas sobre Bioética se establece 
expresamente: “(…) valoramos muy positivamente los avances de la ciencia 
encaminados a preservar y mejorar la vida humana cuantitativa y cualitativamente, 
subsanando en lo posible los sufrimientos y trastornos que nos afectan” y “(…) 
apoyamos como creyentes y ciudadanos a quienes han de tomar las trascendentales 
decisiones relacionadas con la vida humana, considerando la enorme responsabilidad 
de decidir a favor de todo lo que preserva y protege al ser humano en su entera 
dignidad”. Vid. [www.aeesp.net]. 
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vida del hombre advirtiéndose, no obstante, que no debe quedar al servicio de 
intereses políticos y económicos cuestionables111. 
 
3.1.2. Técnicas de reproducción humana asistida 
 
Expuesta la aceptación general que la Religión Evangélica otorga a la 
ciencia y a su progreso, las conclusiones sucesivas de las tres Jornadas sobre 
Bioética nos acercan a la posición Evangélica sobre las nuevas formas de 
reproducción humana y nos permiten valorar su evolución.  
 
Así, en el Apartado III del Comunicado final de las I Jornadas sobre 
Bioética se señala “consideramos contrario a la ética y nocivo para la sociedad 
del individuo cualquier método de fecundación que prescinda de la necesaria 
relación entre la paternidad biológica y la causalidad de la pareja. Aceptamos 
métodos artificiales de fecundación siempre que las células germinales sean de 
los propios miembros de la pareja y que no haya pérdida o almacenamiento de 
embriones112”. 
 
En el Apartado III del Comunicado final de las II Jornadas sobre 
Bioética se dispone “aceptamos plenamente métodos artificiales de 
fecundación siempre que no haya pérdida de embriones y siempre que las 
células germinales sean de los propios miembros de la pareja (métodos 
homólogos)113”, y se añade “habría que considerar seriamente la necesidad de 
adecuación de cualquier método de fecundación que prescinda de la necesaria 
relación entre la paternidad biológica y la causalidad de la pareja, como son 
los métodos heterólogos (uso de células germinales procedentes de terceros) 
así como la gestación en “úteros de alquiler”, o “adopción” de embriones114”. 
 
Por su parte, en el Apartado III de las Comunicado final 
correspondientes a las III Jornadas sobre Bioética se constata “entendemos que 
la relación y el placer sexual son un hecho que no tiene que ir vinculado a la 
procreación y que, junto a los lazos afectivos y de compromiso mutuo, forman 
parte indisoluble del vínculo de unión del hombre y la mujer en el 
matrimonio115”; “aceptamos plenamente métodos artificiales de fecundación 
                                              
111
 Párrafo 2 del Apartado V de los dos Comunicados finales de las II y III 
Jornadas de Bioética.[www.aeesp.net]. 
112
 Párrafo 5 del apartado III del Comunicado Final que recoge las 
conclusiones de las I Jornadas sobre Bioética. Vid. [www.aeesp.net]. 
113
 Párrafo 5 del apartado III del Comunicado Final que recoge las 
conclusiones de las II Jornadas sobre Bioética. Vid. [www.aeesp.net]. 
114
 Párrafo 6 del apartado III del Comunicado Final que recoge las 
conclusiones de las II Jornadas sobre Bioética. Vid. [www.aeesp.net]. 
115
 Párrafo 3 del apartado III del Comunicado Final que recoge las 
conclusiones de las III Jornadas sobre Bioética. Vid. [www.aeesp.net]. 
102 
siempre que no haya pérdida de embriones. Habida cuenta de la existencia en 
la actualidad de numerosos embriones sobrantes, sin perjuicio de lo anterior, 
valoramos positivamente la adopción de los mismos, de modo que se evite su 
destrucción. Al mismo tiempo abogamos por políticas reproductivas que 
eviten su producción supernumeraria116”; y “consideramos que la utilización 
de “úteros de alquiler” es una instrumentalización tanto de la mujer como del 
fruto de la concepción117”. 
 
Una lectura conjunta de los Comunicados finales de las tres Jornadas, 
permite establecer las siguientes conclusiones respecto de la evolución de la 
postura Evangélica ante las técnicas de reproducción asistida. 
 
Se acepta plenamente el recurso a la “fecundación artificial homóloga 
por parte de las parejas118”, siempre que el método utilizado no comporte la 
destrucción de embriones. 
 
Se aprecia una ligera evolución desde una posición inicial de rechazo 
tajante a la “fecundación heteróloga”, reflejada en los Informes de las I y II 
Jornadas, a lo que podría interpretarse como una progresiva aceptación tácita 
de la misma119, conforme a la redacción dada al Comunicado final de las III 
Jornadas, que ya no hace referencia a la “necesaria relación entre paternidad 
biológica y causalidad de la pareja”, no exige “que las células germinales sean 
de los propios miembros de la pareja”, y contempla la “donación de embriones 
sobrantes como alternativa preferente a su destrucción”. 
 
Asimismo, en las conclusiones de los Comunicados finales 
correspondientes a las I y II Jornadas de Bioética, el recurso a las técnicas de 
reproducción asistida se defiende férreamente “en el seno de la pareja”; 
referencia que desaparece en el Informe correspondiente a las III Jornadas, y 
                                              
116
 Párrafo 5 del apartado III del Comunicado Final que recoge las 
conclusiones de las III Jornadas sobre Bioética. Vid. [www.aeesp.net]. 
117
 Párrafo 6 del apartado III del Comunicado Final que recoge las 
conclusiones de las III Jornadas sobre Bioética. Vid. [www.aeesp.net]. 
118
 La razón que parece justificar, en las conclusiones de las I y II Jornadas, el 
empleo del término “pareja” en el marco de las iglesias reformadas es la 
desacramentalización del matrimonio propia de la Reforma Protestante. No obstante, 
en un marco confesional como el evangélico, y en relación con la reproducción 
humana artificial, parece lógico entender que el término pareja se está utilizando en 
realidad como sinónimo de matrimonio. Así lo considera GARCÍA RUIZ, Y. en 
Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 220. 
119
 En este sentido GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El comienzo y el final de 
la vida fundamentos religiosos para la objeción de conciencia”, Libertad de 
conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, VVAA, Ed. Comares, 
Granada, 2010, p. 5. 
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que unida a la aceptación tácita de la fecundación heteróloga, podría consentir 
excepcionalmente el acceso a las técnicas a la “mujer sola”. 
 
En todo caso se rechaza expresamente el recurso a cualquier método de 
fecundación artificial que comporte la destrucción o la generación 
supernumeraria de embriones120. 
 
En último término señalar que se mantiene el rechazo a la “subrogación 
uterina” como práctica reproductiva modificándose, no obstante, el argumento 
esgrimido para su reprobación. Así, en las conclusiones de las I y II Jornadas 
sobre Bioética, el razonamiento utilizado para rechazar la maternidad 
subrogada fue el mismo invocado para proscribir la fecundación heteróloga: 
“la inevitable separación entre la paternidad biológica y la relación de pareja”. 
En el reciente Informe de las III Jornadas sobre Bioética, el alquiler uterino se 
rechazó al considerarlo “una instrumentalización tanto de la mujer como del 
fruto de la concepción”. 
 
3.1.3. Manipulación de embriones humanos 
 
La Religión Evangélica realiza una férrea defensa de la vida en su 
consideración de “(vida) perteneciente a Dios” y, por tanto, dotada de un valor 
y una dignidad intrínsecos121. Esta concepción condiciona, necesariamente, las 
posibilidades de actuación que esta Confesión Religiosa admite sobre los 
embriones humanos122. 
 
Con relación a la manipulación de embriones, la posición Evangélica es 
clara al respecto, y así se pone de manifiesto en el Apartado V de los dos 
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 En este sentido GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El comienzo y el final de 
la vida fundamentos religiosos para la objeción de conciencia”, Libertad de 
conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, op. cit. p. 5. 
121
 Así, en el Apartado II de los dos Comunicados finales de las I y II 
Jornadas sobre Bioética se señala “creemos que la vida humana le pertenece a Dios, 
creador y sustentador de la misma. Ello confiera a esta vida un valor y una dignidad 
intrínsecos, independientes de cualquier parámetro humano. Por consiguiente toda 
vida humana debe ser respetada, protegida, ayudada y potenciada en todo momento. 
Creemos que la vida humana tiene un valor y una dignidad intrínsecos, 
independientes de cualquier parámetro humano, que provienen de Dios como creador 
y sustentador de la misma”. Y en el Apartado II del Comunicado final de las III 
Jornadas sobre Bioética se manifiesta que “la vida humana debe ser respetada, 
protegida, ayudada y potenciada en todo momento. Creemos que la vida humana 
tiene un valor y una dignidad intrínsecos, independientes de cualquier parámetro 
humano, que provienen de Dios como creador y sustentador de la misma”. Vid. 
[www.aeesp.net]. 
122
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 217. 
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Comunicados finales de las II y III Jornadas sobre Bioética al establecer: 
“apoyamos la actuación sobre embriones humanos que tengan como finalidad 
clara mejorar el estado o futuro del propio embrión. Rechazamos la 
investigación o el uso de embriones humanos que no tengan que ver con este 
fin, salvo con aquellos originados por aborto espontáneo (con la autorización 
de los padres)123”. Las intervenciones de carácter terapéutico realizadas en 
beneficio del propio embrión se aceptan, por tanto, como medidas positivas, 
rechazándose todas las actuaciones ajenas a esta finalidad. La manipulación no 
terapéutica de embriones se restringe expresamente a los originados por aborto 
espontáneo (muertos o no viables) condicionando su utilización, en todo caso, 
a la prestación de consentimiento informado previo y expreso de los 
progenitores. 
 
La Religión Evangélica es favorable a la utilización de material 
biológico humano en el ámbito de la investigación biomédica siempre que 
persiga una finalidad terapéutica, y así lo refleja en el Apartado V del 
Comunicado final de las III Jornadas sobre Bioética al manifestar: “valoramos 
como positivo el uso de “células madre adultas” y embrionarias procedentes 
de cordón umbilical u otros orígenes, que no sean embriones, para tratar 
diversas enfermedades124”. 
 
Ya en último término, con relación a los avances científicos en el 
ámbito de la genética, la Religión Evangélica defiende también una postura 
favorable y positiva pero cautelosa. En este sentido en el Apartado V de los 
dos Comunicados finales de las II y III Jornadas sobre Bioética se afirma: 
“valoramos como positiva la contribución que la genética pueda realizar con 
fines terapéuticos. Sin embargo es preciso regularla adecuadamente para evitar 
el riesgo de que atente contra la dignidad y los derechos de los seres 
humanos125”; y en el Apartado II de los dos Comunicados finales de las II y III 
Jornadas sobre Bioética se manifiesta expresamente: “creemos en la identidad 
y, por ello, en el carácter único e irrepetible, de cada ser humano desde el 
momento de la concepción hasta la muerte”. Lo que supone una manifiesta 
oposición a la práctica de la clonación. 
 
3.2. La perspectiva Judía 
 
El estudio de la materia desde el punto de vista de la Religión Judía 
exige, con carácter previo, el conocimiento de sus fuentes. Sobre todas ellas 
                                              
123
 Párrafo 1 del Apartado V de los dos Comunicados finales de las II y III 
Jornadas de Bioética. [www.aeesp.net]. 
124
 Párrafo 3 del Apartado V del Comunicado final de las III Jornadas de 
Bioética. [www.aeesp.net]. 
125
 Párrafo 2 del Apartado V de los dos Comunicados finales de las II y III 
Jornadas de Bioética. [www.aeesp.net]. 
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destacan la “Torá escrita”, que comprende los cinco primeros libros de la 
Biblia o Pentateuco, y la “Torá oral” o interpretación rabínica de la Ley 
escrita126; los textos que reúnen la tradición oral o interpretaciones rabínicas de 
la Ley escrita, conforman el sistema legal del judaísmo rabínico, y se 
denominan Halajá127.  
 
Las fuentes citadas constituyen la base para conformar la respuesta de 
la Doctrina Judía ante los nuevos avances científicos en materia de 
reproducción humana asistida y utilización de embriones. No obstante, debe 
considerarse, que la carencia de una Autoridad que determine e interprete de 
forma unitaria toda la Ley Judía implica, necesariamente, la coexistencia de 
diferentes perspectivas y, por tanto, una cierta relativización de las posiciones 
que seguidamente se van a exponer128. 
 
3.2.1. Judaísmo y ciencia 
 
La ciencia y los progresos científicos se conciben desde la perspectiva 
Judía no sólo como una posibilidad que permite progresar en diferentes 
campos y mejorar la calidad de vida de los hombres, sino como una auténtica 
                                              
126
 En un primer momento, la Torá oral, por respeto a la tradición escrita, no 
se encontraba recogida en ningún tipo de documento o texto, no obstante, tras la 
Diáspora, el riesgo de pérdida animó a los rabinos a llevar a cabo una recopilación 
que garantizase la continuidad de la tradición oral. Con esta finalidad se efectuó la 
importante labor de compilación que culminó con Códigos como el Mishnà (primero 
de los códigos que recoge la tradición oral) o el Talmud. (ALBA CECILIA, 
AMPARO, en “Derecho Judío”, Revista de Ciencias de las Religiones, núm. 11, 
2004, pp. 11 y 12). 
127
 Las técnicas utilizadas por la Halajá, o sistema legal rabínico de 
interpretación de la Ley escrita, consisten fundamentalmente en la aplicación 
analógica de la Ley escrita a los problemas que, en un momento concreto, puedan 
surgir. El procedimiento puede ser inductivo, si parte de un supuesto concreto y se 
responde al mismo haciendo referencia a principios generales; o deductivo, si los 
principios son utilizados para dar respuestas a nuevas situaciones respecto de las que 
no existen referencias explícitas pero que pueden ser subsumidas en los principios 
generales. (ALBA CECILIA, A. en “Derecho Judío”, Revista de Ciencias de las 
Religiones, op. cit. pp. 19 y 20). 
128
 Las diferencias entre los distintos movimientos judíos se pone de 
manifiesto, p.e., en la distinta valoración que hacen de la Halajá como sistema de la 
Ley Judía. Así, los conservadores consideran que es un sistema que obliga y, por 
tanto, todo debe ser razonado o aprobado conforme a los parámetros de la Halajá; los 
reformistas consideran que la Halajá sólo es un punto de referencia que no comporta 
obligaciones en sentido estricto. (YITZCHOK, A. BREITOWITZ en “How a rabbi 
decides medical halacha isue. Synopsis of Presentation Conference on Jewish 
Medical Ethics, San Francisco, Febrero, 1996”, Jewsih Law articles, 1996. 
[www.jlaw.com]). 
106 
obligación de éstos para paliar los diferentes problemas que afectan a la 
humanidad 129 . Esta concepción de apertura y aceptación de la ciencia en 
general, resulta aplicable a todos los avances médicos que contribuyen a 
eliminar el sufrimiento humano puesto que, como señala la doctrina rabínica, 
potencian la consecución del denominado tikún olám o “reparación del 
mundo”, a la que todos los hombres están llamados130. 
 
En consideración a esta postura de apertura a los nuevos avances 
científicos, parece lógico deducir, a priori, la aceptación por parte de la 
Doctrina Judía del recurso a las técnicas de reproducción humana asistida, en 
la medida en que proporcionan un beneficio a las parejas que padecen algún 
tipo de esterilidad o son infértiles. No obstante, la aceptación o rechazo de las 
diferentes prácticas dependerá de la incidencia que éstas tengan sobre las 
estructuras básicas de la Religión, en especial sobre la concepción del 
matrimonio y de las relaciones de filiación. Al amparo del mismo criterio debe 
considerarse la aceptación por parte de la Doctrina Judía de las investigaciones 
biomédicas que persigan una finalidad terapéutica. 
 
3.2.2. Técnicas de reproducción humana asistida 
 
La postura Judía acerca de la concepción artificial tiene su origen en un 
pasaje del Talmud que constituye una de las primeras referencias literarias a la 
viabilidad de la fecundación sin contacto entre la pareja. En este pasaje 
talmúdico, al respecto de la Ley Bíblica “tomarás una virgen por esposa131”, 
un sabio trae a colación el caso de las vírgenes que habían quedado 
embarazadas, supuestamente, por una “fecundación accidental” al bañarse en 
aguas previamente fertilizadas por un hombre, explicando que estas mujeres, 
conforme a la Ley Bíblica citada, seguían siendo consideradas vírgenes a pesar 
de su embarazo, ya que la concepción sin contacto sexual no comprometía su 
posición legal132. 
                                              
129
 BARUJ A. GARZÓN SERFATY, en “Judaísmo y bioética”, Bioética y 
Religiones: el final de la vida, VVAA, Ed. Universidad Pontificia de Comillas, 
Madrid, 2000, p. 111. 
130
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 205 citando a MORDEJAI LEVIN en nota 43. 
 
131
 Levítico 21:13. 
132
 Cfr. VVAA en “Inseminación Artificial”, Tribuna Israelita, Publicación 
del Comité Central de la Comunidad Judía, México, 2009 [www.tribunamex.org]. 
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En la actualidad, las Autoridades Judías suelen aceptar el recurso a la 
fecundación artificial en el seno del matrimonio cuando no es necesario 
recurrir a la intervención de donantes de gametos o embriones133. 
 
La razón fundamental que justifica la aceptación de la “fecundación 
artificial homóloga” por parte de la Religión Judía, es la posibilidad que estas 
técnicas conceden a los matrimonios aquejados de esterilidad o infertilidad, de 
superar sus padecimientos y cumplir así el “mandato divino de 
reproducción134”; mandato que se deduce de la tradición escrita y que ha sido 
recogido por la propia Ley Rabínica “como una auténtica obligación de 
reproducción” que, según señala GARCÍA RUIZ, “se cumple a través de la 
concepción de un hijo y de una hija135”.  
 
El rechazo de la Religión Hebrea a la “fecundación asistida heteróloga” 
encuentra amparo en dos argumentos dimanantes de su concepción sobre el 
matrimonio y la familia. 
 
El primer argumento136 viene determinado por la concepción Judía del 
matrimonio y de las relaciones de filiación, que establecen la adquisición de 
un status jurídico específico del hijo en relación con sus progenitores (jochas). 
En este sentido, se otorga especial relevancia al instituto de la primogenitura, 
que conforme al Derecho Hereditario Judío señala al primogénito como 
heredero principal; y al status social de los hijos, que viene determinado, por 
una parte, en virtud de su condición o no de hebreos, que depende del origen 
judío o no judío de su madre y, por otra parte, del propio status social que 
ostenten los progenitores. 
                                              
133
 GARCÍA RUIZ señala la existencia de otras líneas de interpretación de la 
Ley Judía, que rechazan incluso la práctica de la reproducción asistida homóloga. 
(GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y 
libertad, op. cit., p. 206 citando a DI SEGNI, R. en nota 44). 
134
 La doctrina rabínica deduce este “mandato de reproducción” de las 
palabras recogidas en el Génesis 1:28: “y bendíjolos Dios, y díjoles Dios: sed 
fecundos y multiplicaos y henchid la tierra y sometedla”. (Vid. VVAA en 
“Inseminación Artificial”, Tribuna Israelita, op. cit. [www.tribunamex.org]). 
135
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 207 citando a DI SEGNI, R. en nota 57. 
136
 Sobre este mismo argumento cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El 
comienzo y el final de la vida fundamentos religiosos para la objeción de 
conciencia”, Libertad de conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, 
op. cit. p. 6; GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 208; y VVAA en “Inseminación Artificial”, Tribuna 
Israelita, op. cit. [www.tribunamex.org]. 
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El segundo argumento137 viene determinado por la prohibición que la 
Religión Judía impone a las uniones ilícitas de progenitores por incesto o 
adulterio de la mujer, que comportan consecuencias importantes en materia de 
filiación. Según la Halajá los hijos fruto del incesto, o del adulterio, adquieren 
la condición halájica de manzer (bastardo), lo que implica que sólo podrán 
contraer matrimonio con un converso, o con personas de su misma condición 
(manzer): nacidas bien de relaciones incestuosas; o bien de la relación adúltera 
que hubiera mantenido una mujer soltera, viuda, o casada a la que no se 
hubiese concedido el divorcio judío (guet), con un hombre distinto de su 
esposo. La unión ilícita de los progenitores constituye, por tanto, una clara 
limitación de las posibilidades futuras de los hijos para contraer matrimonio138. 
 
Estas reglas del Derecho de Familia Hebreo ponen de manifiesto la 
importancia de conocer el propio origen, puesto que sólo conociéndolo se 
podrá determinar la condición de hebreo, la primogenitora y el satus que 
corresponde a los hijos. En este sentido, desde la perspectiva Judía, la 
intervención de donantes en el proceso generativo origina los siguientes 
interrogantes: ¿debe ser considerado primogénito el hijo nacido de donante si 
con posterioridad el matrimonio tiene otro hijo nacido de sus propios 
gametos? En los supuestos de ovodonación, si la madre genética no es judía 
pero la biológica (legal) si lo es, ¿debe considerarse que el hijo tiene condición 
hebrea? ¿Corresponde la progenitura al padre legal o al donante de semen? El 
hijo nacido con recurso a donante de semen ¿debe considerarse fruto de 
adulterio? En el hijo nacido mediante donación de gametos ¿qué determina la 
prohibición legal de incesto: el vínculo con la familia legal o el vínculo 
genético con el donante? 
 
La complejidad de estas respuestas determina que la Doctrina Rabínica 
niegue la posibilidad de aceptar la intervención de terceros139 en los procesos 
                                              
137
 En esta misma línea vid. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El comienzo y 
el final de la vida fundamentos religiosos para la objeción de conciencia”, Libertad 
de conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, op. cit. p. 6; 
GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y 
libertad, op. cit., p. 208; y VVAA en “Inseminación Artificial”, Tribuna Israelita, 
op. cit. [www.tribunamex.org]. 
138
 Sobre el adulterio y las consecuencias del mismo para la filiación vid. 
PERALES AGUSTÍ, M. en “La mujer en el Derecho y el Matrimonio Judío”, 
Revista General de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, núm. 20, 
2009, pp. 1696 y ss; y VILLA, D. en “La condición de la mujer en la Halajá”, 
Departamento de Hagshamá [www.wzo.org]. 
139
 GARCÍA RUÍZ señala que desde el punto de vista halájico existe un 
cierto consenso entre la doctrina rabínica para atribuir la paternidad al donante a 
todos los efectos de filiación. (Vid. GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana 
Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 208 citando a WAHRMAN, 
M.Z. y a BROYDE, M.J. en nota 50). 
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procreativos al considerar que rompe la unidad del matrimonio Judío y genera 
problemas irresolubles de filiación e identidad halajica140. 
 
La restricción del uso de las técnicas al matrimonio Judío, y la 
prohibición del recurso a la fecundación heteróloga comporta, necesariamente, 
el rechazo del Judaísmo al empleo de las técnicas en uniones no 
matrimoniales, o por mujeres sin pareja, “pues de otro modo la transmisión de 
la vida se despoja de su carácter de santidad para convertirse en una proeza 
científica pura y simple141”. 
 
Otra práctica reproductiva rechazada tajantemente por el Judaísmo es la 
“subrogación uterina”, que tampoco tiene cabida en el Derecho de Familia 
Hebreo. Al respecto de esta práctica el problema fundamental radica en la 
atribución de la maternidad y sus consecuencias: ¿a la madre gestante que 
aporta su propio óvulo siendo también madre genética, o a la comitente? ¿a la 
madre gestante o a la comitente que también es madre genética al prestar su 
óvulo? ¿a la madre gestante, a la madre genética donante del óvulo, o la madre 
comitente?  
 
La respuesta no es sencilla y comporta, a mayores, otra serie de 
interrogantes a los efectos de determinar la condición de hebreo del hijo: ¿se 
transmite respecto de la madre comitente no genética, respecto de la madre 
genética no gestante, o respecto de la madre gestante con independencia que 
sea o no también madre genética? Y también a los efectos de determinar la 
condición de hermanos y excluir la posibilidad de un incesto futuro: ¿qué se 
tiene en cuenta: la relación respecto de los otros hijos de la madre comitente 
no genética, respecto de los otros hijos de la madre genética no gestante, o 
respecto de los otros hijos de la madre gestante con independencia que sea o 
no también madre genética?  
 
La problemática de estas cuestiones no ha sido abordado de forma clara 
por la Doctrina Rabínica, existiendo posiciones encontradas que no encuentran 
una línea de consenso y justifican la exclusión de esta práctica como técnica 
reproductiva142. 
                                              
140
 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El comienzo y el final de la vida 
fundamentos religiosos para la objeción de conciencia”, Libertad de conciencia y 
Derecho sanitario en España y Latinoamérica, op. cit. p. 6. 
141 Cfr. VVAA en “Inseminación Artificial”, Tribuna Israelita, op. cit. 
[www.tribunamex.org]. 
142
 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El comienzo y el final de la vida 
fundamentos religiosos para la objeción de conciencia”, Libertad de conciencia y 
Derecho sanitario en España y Latinoamérica, op. cit. p. 6. 
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3.2.3. Manipulación de embriones humanos 
 
El Judaísmo parte del origen sagrado de la vida humana, y del mandato 
expreso de protegerla143. No obstante, para comprender la perspectiva Judía 
actual sobre esta cuestión ha de señalarse, con carácter previo, que el sistema 
jurídico Rabínico no otorga al embrión la condición de ser humano a todos los 
efectos, confiriéndole una mera protección general que podrá excepcionarse 
para salvaguardar intereses dignos de mayor protección144. Posición coherente 
con la que se defiende acerca del aborto145. 
 
Al amparo de esta concepción se rechaza expresamente la 
experimentación con embriones sobrantes de las prácticas de fecundación in 
vitro o su utilización en investigaciones científicas, si comporta una 
destrucción injustificada de los mismos. La calificación “injustificada” es la 
que otorga licitud a la aceptación, por la mayor parte de la Doctrina Rabínica, 
de prácticas como la reducción embrionaria puesto que el sacrificio del 
embrión, en estos supuestos, se encuentra justificado al considerarse necesario 
para garantizar el éxito de la procreación, o preservar la salud de la madre146. 
 
La Religión Judía acepta la crioconservación de embriones 
supernumerarios de las técnicas de fecundación in vitro, para su utilización en 
ciclos reproductivos posteriores del propio matrimonio. Y proscribe la 
donación de embriones a favor de terceros con fines reproductivos, por los 
argumentos expuestos en el punto anterior147. 
                                              
143
 Así, en su interpretación de la tercera Ley de Moisés (Génesis 9:6), 
Maimónides escribe en su Mishneh Torah que el aborto es un crimen capital para los 
judíos: “el descendiente de Noé que mate a cualquier ser humano, incluso a un feto 
en el vientre de su madre, será condenado a muerte”. 
144
 BARUJ A. GARZÓN SERFATY, en “Judaísmo y bioética”, Bioética y 
Religiones: el final de la vida, op. cit. p. 112. 
145
 No existe en el Judaísmo actual una postura unánime respecto al aborto, 
aunque las enseñanzas tradicionales judías lo condenan. Las ramas que representan 
las enseñanzas originarias del Judaísmo so, invariablemente, provida. Las más 
destacadas son: la Alianza Rabínica de América, el Consejo Rabínico de América, 
los Rabinos Ortodoxos Unidos de Norteamérica y Canadá, y la Unión de 
Congregaciones de Judíos Ortodoxos de América. Sin embargo también existen otras 
organizaciones que representan a judíos pro-abortistas como son: las Mujeres de 
B´nai B´rith, el Comité Judío Americano, el Consejo Nacional de Mujeres Judías, y 
la Unión de Congregaciones Hebreas Americanas. 
146
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 212. 
147
  En el mismo sentido se pronuncia GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El 
comienzo y el final de la vida fundamentos religiosos para la objeción de 
conciencia”, Libertad de conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, 
op. cit. p. 6. 
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En conclusión cabría afirmar que, desde la perspectiva Judía, la 
posibilidad de actuación sobre los embriones quedaría limitada a 
intervenciones de carácter terapéutico en beneficio del propio embrión, o en 
beneficio de otros intereses dignos de mayor protección148.  
 
3.3. La perspectiva Islámica 
 
El Islam, junto al Judaísmo y el Cristianismo, se ha conformado 
históricamente como una de las tres grandes religiones monoteístas149 , no 
obstante, en la actualidad, constituye, además, un fenómeno multirracial, 
intercontinental, y pluricultural de dimensiones universales 150 . A título 
ilustrativo cabe destacar que la población musulmana en el mundo151 supera 
los 1.600 millones de personas, constituyendo más de un 26% del total; y en 
España152 roza las 400.000 personas, lo que supone un porcentaje próximo al 
1% del total de sus habitantes. 
 
Al igual que en el caso de la Religión Judía se hace necesaria una 
aproximación previa al conocimiento de las fuentes Islámicas. La base 
fundamental de la Religión y del Derecho Islámico es El Corán153 o “Libro 
                                              
148
 GARCÍA RUIZ señala que los sectores más ortodoxos manifiestan una 
abierta oposición a este tipo de prácticas. (GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción 
Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 213). 
149
 Sobre las principales religiones monoteístas vid. VIDAL 
MANZANARES, C. en Diccionario de las tres religiones monoteístas (Judaísmo, 
cristianismo e Islam), Ed. Alianza Editorial, Madrid,1993. 
150
 MARTÍNEZ MONTÁVEZ, P. en El Islam, Ed. Salvat, Barcelona, 1991, 
pp. 9 y 10. 
151
 Los países con mayor porcentaje de población musulmana son: Turquía, 
99%; Pakistán 87%, Albania, 70%, Nigeria, 60%, Bosnia-Herzegovina, 40%, 
Tanzania, 40%,  Macedonia, 30%, Ghana, 30% , Uganda 20% , Chipre, 18%, Israel, 
14,5%, India, 14%, Rusia, 14%, Bulgaria, 13%, Francia 5%, China 3%, EEUU 2%, 
Gran Bretaña 2%, Alemania 1,7%. Datos año 1998. Fuente: Organización Naciones 
Unidas. [www.un.org]. 
152
 Las Comunidades Autónomas españolas con mayor presencia de 
población musulmana son las Ciudades Autónomas de Ceuta y melilla, Andalucía, 
Madrid, Cataluña e Islas Baleares. Datos año 2000. Fuente: Organización Naciones 
Unidas. [www.un.org]. 
153
 Durante la vida de Mahoma, las “revelaciones” fueron transmitidas 
oralmente o a través de escritos en hojas de palmeras, trozos de cuero, huesos, etc. A 
la muerte del Profeta, en el año 632, sus seguidores comenzaron a reunirlas para su 
codificación que se produjo durante el Califato de Utman ibn Affan tomando la forma 
que se conoce en la actualidad: 114 capítulos, ázoras o suras, divididas cada una de 
ellas, a su vez, en versículos o aleyas. Sobre la estructura del Corán y la clasificación 
de sus versículos vid. ELSHAED, E. en “El reto del fundamentalismo islámico”, 
Concilium, Revista Internacional de Teología, 1992, pp. 477 a 481. 
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Sagrado del Islam” que, según los musulmanes, contiene la palabra de Allah 
(Dios) revelada a Mahoma, su profeta. Esta circunstancia ha determinado que 
en numerosos países de población mayoritariamente musulmana la normativa 
civil y la religiosa154 se confunda, hasta el punto de asentar el Derecho del 
Estado sobre las enseñanzas del Corán y la Charia 155 . En otros Estados, 
también de población musulmana mayoritaria, se mantiene, no obstante, una 
perfecta distinción entre el Derecho del Estado y la Ley Religiosa156. 
 
Conviene puntualizar, por tanto, que será desde un punto de vista 
estrictamente religioso desde el que realizaremos seguidamente la exposición 
acerca de la postura que presenta el Islam ante las nuevas formas de 
reproducción humana y los avances científicos en el ámbito biomédico; 
efectuando, con carácter previo, una breve referencia a la relación entre la 
Religión Musulmana y la ciencia; y teniendo en consideración que, al igual 
que el Judaísmo, el Islam carece de un Magisterio común y de una Autoridad 
                                              
154
 La Charia o Ley Islámica integra el cuerpo del Sistema Legal Islámico, 
constituye un código detallado de conducta y normas morales y se nutre de las demás 
fuentes: Corán, palabra de Dios revelada al Profeta por el arcángel Gabriel; Sunna, 
conjunto de normas que se basan en los actos, palabras y tácito consenso del Profeta; 
Ichmá, consentimiento de la comunidad de los creyentes sobre cuestiones de 
naturaleza jurídica, religiosa o ritual; y Qiyás, procedimiento de lógica en la 
resolución de problemáticas nuevas o no solucionables recurriendo a las anteriores 
fuentes del derecho. Sobre el tema en profundidad, vid. MARTÍNEZ VAL, J.M. en 
El Derecho en las grandes Religiones, Ed. Comares, Granada, 1995; LAMAND, F. 
en “La “charia” o Ley Islámica”, Islam: civilización y sociedades, VVAA, Ed, Siglo 
XXI de España, México, 1994, pp. 27-40; y CIAURRIZ LABIANO, M.J. en “Islam 
y Derecho musulmán”, Religión Matrimonio y Derecho en el Siglo XXI. Estudios en 
homenaje al Profesor Rafael Navarro Valls,Vol. I VVAA, Ed. Iustel, Madrid, 2013, 
pp. 129-152. 
155
 Un ejemplo ilustrativo de hierocracia lo constituye en la actualidad la 
República Islámica de Irán. En menor sentido, cabe citar otros Estados de población 
también mayoritariamente musulmana, como Pakistán, Egipto, Túnez o Argelia, en 
los que las normas del Corán y la Sharia gozan de un nivel jerárquico similar al de 
las leyes civiles, pero su aplicación queda frecuentemente restringida a las cuestiones 
no reguladas por las leyes estatales. Al respecto MARTÍNEZ VAL destaca que “la 
administración de justicia en los países islámicos es fundamentalmente coránica; y en 
lo que no puede serlo de manera directa se expansiona por analogía”. (MARTÍNEZ 
VAL, J.M. en El Derecho en las grandes Religiones, op. cit., pp. 128 y 129). Sobre 
la existencia de diferentes estados islámicos en la actualidad cfr. COMBALÍA 
SOLÍS, Z. en El Derecho de Libertad Religiosa en el Mundo Islámico, Ed. Instituto 
Martín Alpizcueta, Facultad de Derecho Canónico, Universidad de Navarra, 
Pamplona, 2001. 
156
 El ejemplo más relevante lo constituye Turquía que con una población 
musulmana superior al 90% se proclama como Estado laico defendiendo la 
separación absoluta entre el Estado y la Religión. 
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Jurídico-Religiosa Suprema para la interpretación de su doctrina lo que, en 
ocasiones, origina opiniones y posiciones divergentes157. 
 
3.3.1. Islam y ciencia 
 
El análisis de la relación que el Islam ha mantenido con la ciencia y el 
progreso científico exige, necesariamente, hacer referencia al elevado nivel 
cultural que llegó a alcanzar el Islam Clásico, que se tradujo, a su vez, en un 
profundo desarrollo de la actividad científica158. En esa época la actividad 
científica islámica se nutre principalmente de los conocimientos propios de los 
distintos territorios por los que se expansiona. Con la recepción de esas 
influencias, el Islam Clásico enriquece su cultura e incrementa sus estudios en 
diferentes campos científicos, alcanzando éxitos notables, y realizando 
importantes aportaciones de futuro en ámbitos como la práctica quirúrgica y la 
oftalmología159. 
 
Esta aproximación favorable a la ciencia ha perdurado hasta nuestros 
días y, como señala algún autor160, responde a la particular interpretación que 
el Islam realiza de la doctrina teológica de las leyes naturales, sosteniendo que 
tanto el universo como la naturaleza han sido creados por Dios, para el 
cumplimiento de una serie de objetivos específicos. Según esta interpretación 
el Islam acepta la mediación del hombre en favor de la curación y el progreso 
                                              
157El Islam está lejos de constituir un conjunto monolítico de interpretaciones 
de la Ley Divina debido a la multiplicidad de corrientes internas [la Sunna (Sunismo) 
y la Shi'a (Chiismo)], así como las diversas escuelas jurídicas (la Hanafí, la Maliki, la 
Hambali, etc.). AZZEDINE GUESSOUS señala las posturas mantenidas por 
distintos teólogos en el ámbito de la reproducción artificial poniendo de manifiesto 
sus diferencias (vid. AZEDDINE G., en “La procreación artificial: un punto de vista 
islámico”, Proyecto Genoma: Ética, Ed. Fundación BBVA, Bilbao, 1993, p. 143); y 
ATIGHETCHI DARIUSCH resalta que la ausencia de una Autoridad y una doctrina 
común son los factores que justifican la existencia de una gran cantidad de 
interpretaciones y opiniones diferentes sobre la bioética en el mundo musulmán (vid. 
ATIGHETCHI D. en “La reproducción asistida en las sociedades islámicas: bioética, 
derecho, costumbre y religión”, Revista Internacional de Bioética, deontología y 
ética médica, vol. 16, núm. 2, 2005, p. 180). 
158
 Sobre la posición relevante de la ciencia en el Islam Clásico vid. 
MARTOS QUESADA, J. en “Islam y Ciencia en Al-Andalus”, Revista de Ciencias 
de las Religiones, núm. 16, 2006, pp. 75-92; SALAM, A. en “Islam, civilización y 
ciencia”, Islam: civilización y sociedades, VVAA, Ed, Siglo XXI de España, 
México, 1994, pp. 93-104; y MARTÍNEZ MONTÁVEZ, P. en El Islam, op.cit., p. 
86-88. 
159
 MARTOS QUESADA, J. en “Islam y Ciencia en Al-Andalus”, Revista de 
Ciencias de las Religiones op.cit., p. 86. 
160
 AZEDDINE G., en “La procreación artificial: un punto de vista islámico”, 
Proyecto Genoma: Ética, op. cit., 1993, p. 141. 
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científico, sitúa a los eruditos en un lugar de especial consideración divina, y 
se aparta de otras consideraciones doctrinales que rechazan cualquier 
intervención humana sobre la naturaleza161.  
 
Esta valoración positiva de la ciencia en su conjunto resultaría aplicable 
a las técnicas de reproducción asistida, en la medida en que constituyen 
avances científicos susceptibles de paliar las consecuencias de la esterilidad o 
infertilidad que pueden sufrir los cónyuges. No obstante, al igual que en el 
caso del Judaísmo, la aceptación o rechazo de las diferentes prácticas 
dependerá de la incidencia que éstas tengan sobre las estructuras básicas del 
Islam, en especial, sobre la concepción islámica de la familia. Al amparo del 
mismo criterio deberá valorarse la posición que defiende el Islam ante las 
investigaciones biomédicas que persigan una finalidad terapéutica, teniendo en 
cuenta en este supuesto, las diferentes posiciones existentes al respecto del 
origen de la vida humana. 
 
3.3.2. Técnicas de reproducción humana asistida 
 
La respuesta del Islam a las técnicas de reproducción artificial se 
encuentra condicionada por la incidencia que las distintas prácticas puedan 
tener en la estructura familiar; la prevalencia que se atribuye al hombre en el 
proceso generativo; y la aplicación del principio básico que dispone que las 
actuaciones no proscritas expresamente por el Corán, deben entenderse 
permitidas o no condenadas162. 
 
Como la mayor parte de las religiones, el Islam muestra un gran respeto 
y consideración por la integridad de la familia163, en cuyo origen y núcleo 
básico se encuentra la institución del matrimonio 164 . El rasgo más 
                                              
161 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 193 a 195 y 200. 
162
 Para que una actuación sea considerada lícita por el Islam es fundamental 
que con ella no se viole ningún mandamiento divino recogido en el Corán que 
recoge la Ley de Dios revelada a Mahoma. (MARTÍNEZ MONTÁVEZ, P. en El 
Islam, op.cit., p. 75). 
163
 La familia es la célula de la sociedad musulmana. Vid. KHURSID 
AHMAD, F.S. en La familia islámica, Ed. Asociación Musulmana en España, 
Madrid, 1981. 
164
 El matrimonio en la concepción islámica constituye una obligación moral: 
evita relaciones ilícitas y supone la ampliación de la comunidad mediante la 
procreación. Cfr. ROMO ALONSO, R. en “El matrimonio islámico”, Derecho y 
opinión, núm. 9, 2001, pp. 117-128; BONET NAVARRO, J. en “El matrimonio en el 
derecho islámico”, Curso de derecho matrimonial y procesal canónico para 
profesionales del foro (XI): estudios matrimoniales en homenaje al Rvdo. Sr. 
Malaquías Zayas Cuerpo, Ed. Servicio de publicaciones de la Universidad Pontificia, 
Salamanca, 1994, pp. 467-484; y PERALES AGUSTÍ, M. en El matrimonio 
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representativo del matrimonio islámico lo constituye la admisión de la 
poligamia165, que permite al varón contraer matrimonio con un máximo de 
cuatro mujeres que formarán parte del mismo núcleo familiar 166 . Esta 
concepción islámica de la familia responde a un esquema patriarcal 167 
considerando incluso, algunos sectores doctrinales, la procreación de los 
cónyuges como un “mandato de Dios dirigido expresamente al varón, como 
deber espiritual y sagrado168”. 
 
La relación sexual entre hombre y mujer se concibe sólo como uno de 
los “beneficios del matrimonio islámico169”, puesto que permite perpetuarse a 
                                                                                                                                
protestante, islámico y judío. Manual que puede consultarse en 
[www.iustel.com/Base de conocimiento jurídico/Derecho Canónico y Derecho 
Eclesiástico del Estado, RI&910220]. 
165
 Sobre el tratamiento de la poligamia vid. MOTILLA DE LA CALLE, A. 
en “Multiculturalidad, Derecho Islámico y ordenamiento secular; los supuestos de 
poligamia y el repudio”, Perspectivas actuales de las fuentes del derecho, VVAA, 
Ed. Dykinson, Madrid, 2011 pp. 187-216; ALENDA SALINAS, M. en “Poligamia 
musulmana y ordenamiento español”, Anales de la Universidad de Alicante. 
Facultad de Derecho, núm. 7, 1992, pp. 15-42; y LABACA ZABALA, L. en “El 
matrimonio polígamo islámico y su repercusión en el derecho español”, Revista 
jurídica de castilla y León, núm. 18, 2009, pp. 261-331. 
166
 Para los musulmanes la Ley de Dios revelada a Mahoma y recogida en el 
Corán permite a los hombres la posibilidad de contraer matrimonio con varias 
mujeres. [Dice Allah: “Casaos con las mujeres que os gusten, dos, tres o cuatro” 
(Sura IV Las Mujeres 4:3)]. Vid. El Corán, Ed. Plaza&Janés, Barcelona 1997. 
167
 La concepción “patriarcal de la familia queda claramente reflejada en dos 
aspectos significativos: la imposición del consentimiento matrimonial a la mujer por 
su padre o tutor y el reconocimiento al varón del repudio. Un análisis detallado de 
esta cuestión puede consultarse en Compendio de Derecho Islámico, VVAA, Ed. 
Trotta, Madrid, 1993, pp. 109 y ss. 
168
 AZEDDINE G., en “La procreación artificial: un punto de vista islámico”, 
Proyecto Genoma: Ética, op. cit., p. 142. 
169
 Conforme a los mandatos del Corán recogidos en distintas Suras, los 
“beneficios del matrimonio islámico” serían: la continuación legitima de la especie 
humana [Dice Allah: “¡Oh, humanos! Temed a vuestro Señor Quien os ha creado a 
partir de un solo ser, del que creó a su esposa e hizo descender de ambos muchos 
hombres y mujeres. Temed a Allah, en Cuyo nombre os reclamáis vuestros derechos, 
y respetad los lazos de parentesco. Por cierto que Allah os observa.” (Sura IV Las 
Mujeres 4:1); y “Allah ha creado esposas de vuestra misma especie, de las cuales 
creo hijos y nietos. Os ha proveído de todo lo bueno y beneficioso. ¿Es que creen en 
lo falso y niegan la gracia de Allah?” (Sura XVI Las Abejas 16:72)]; la tranquilidad y 
la serenidad [Dice Allah: “Y entre Sus signos esta haberos creado esposas de entre 
vosotros para que encontréis en ellas sosiego, y puso entre vosotros amor y 
misericordia. Por cierto que en esto hay signos para quienes reflexionan” (Sura XXX 
Los Bizantinos 30:21)]; y la ausencia de promiscuidad y de transmisión de 
enfermedades venéreas [Dice Allah: “Guarden continencia quienes no pudieron 
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través de la descendencia. El Islam prohíbe y condena las relaciones sexuales 
previas al matrimonio o las mantenidas fuera del mismo (adulterio170), al 
objeto de otorgar certeza a la “exigencia de identidad paterna171” respecto de 
los hijos. 
 
La importancia del hombre en el ámbito familiar, y la supremacía que 
se le atribuye en el marco reproductivo, condicionan necesariamente la 
posición de la mujer en el Islam172 que, desde una perspectiva occidental, 
tiende a identificarse como “de subordinación al varón173”.  
                                                                                                                                
casarse, hasta que los enriquezca Allah con Su gracia” (Sura XXIV La Luz 24:33)]. 
Vid. El Corán, op.cit.; BONET NAVARRO, J. en “El matrimonio en el derecho 
islámico”, Curso de derecho matrimonial y procesal canónico para profesionales del 
foro (XI): estudios matrimoniales en homenaje al Rvdo. Sr. Malaquías Zayas 
Cuerpo, op.cit, p. 470-475; y ACUÑA GUIROLA, S. y DOMÍNGUEZ 
BARTOLOMÉ, R. en El matrimonio religioso comparado en España y los sistemas 
matrimoniales en la Unión Europea, Ed. Ocreeditorial, 2008, pp. 277 y 22. 
170
 El Corán condena el adulterio, entre otros, en el versículo 34 de la Sura 
XVII (El Viaje Nocturno), en los versículos 2 a 10 de la Sura XXIV (La Luz) y en 
los versículos 19 a 30 de la Sura IV (Las Mujeres). Vid. El Corán, op. cit. 
171
 La necesaria certeza en la identidad del padre se encuentra en la defensa 
que el Corán hace de la raíz familiar al distinguir entre hijos naturales y adoptivos en 
los versículos 4 y 5 de la Sura XXX (Los Bizantinos)  y en la actuación que se 
impone a las mujeres tras el repudio versículo 228 de la Sura II (El Repudio): Dice 
Allah: “Las repudiadas deberán esperar tres menstruaciones. No les es lícito ocultar 
lo que Allah ha creado en su seno si es que creen en Allah y en el último Día. 
Durante esta espera, sus esposos tienen pleno derecho a tomarlas de nuevo si desean 
la reconciliación. Ellas tienen derechos equivalentes a sus obligaciones, conforme al 
uso, pero los hombres están un grado por encima de ellas. Allah es poderoso, sabio”. 
Vid. El Corán, op. cit. Sobre el repudio y sus consecuencias para la mujer vid. 
MOTILLA DE LA CALLE, A. en “Multiculturalidad, Derecho Islámico y 
ordenamiento secular; los supuestos de poligamia y el repudio”, Perspectivas 
actuales de las fuentes del derecho, op. cit., pp. 200-207. 
172
 Sobre la posición de la mujer en el Islam vid. COMBALÍA SOLÍS, Z. en 
“Estatuto de la mujer en el Derecho matrimonial islámico”, Aequalitas, Revista 
jurídica de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, núm. 6, 2001, pp. 
14-20; y OLMOS ORTEGA, M.E., “Mujer matrimonio e Islam”, Anuario de 
Derecho Eclesiástico del Estado, Vol. 24, 2008, pp. 493-526. 
173
 La preeminencia del hombre sobre la mujer viene establecida en el mismo 
Corán: [Dice Allah: “Los hombres tienen autoridad sobre las mujeres en virtud de la 
preferencia que Allah ha dado a unos más que a otros y de los bienes que gastan” 
(Sura IV Las Mujeres 4:34)]. No obstante desde algunos sectores se niega esta 
concepción defendiendo que “(en su modelo de familia) el Islam introduce, como 
novedad, la superación de la lucha entre dos sistemas ancestrales de dominación de 
un sexo sobre otro, Matriarcado versus Patriarcado, para sustituirlo por un sistema 
revolucionario donde ningún individuo domina sobre otro sino que considera a todos 
los individuos iguales. El hombre y la mujer son el paradigma de la colaboración 
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Con base en las premisas expuestas cabe afirmar que, en la actualidad, 
el Islam acepta el recurso a la “fecundación artificial” en el seno del 
matrimonio cuando persigue una finalidad terapéutica y no precisa recurrir a la 
intervención de donantes de gametos o embriones. La admisión de la 
“fecundación artificial homóloga” en el marco del sagrado matrimonio 
islámico, se justifica por la posibilidad que otorga al varón de cumplir con el 
“deber espiritual y sagrado de la procreación174”.  
 
La prohibición del acceso a las técnicas de reproducción asistida por 
parte de las “uniones no matrimoniales” se argumenta desde la consideración 
del matrimonio islámico como “único medio lícito para alcanzar el beneficio 
de los hijos175”. 
 
La negativa del Islam a aceptar la práctica de la “fecundación artificial 
heteróloga” encuentra su fundamento en la prohibición islámica de comerciar 
con cualquier parte del cuerpo humano176, por pequeña que sea; prohibición 
que, según interpreta la doctrina177, ha de entenderse extendida a los gametos y 
que impediría, por tanto, la donación de semen, óvulos y embriones. En todo 
caso, la fecundación artificial con intervención de donante de semen resultaría 
también inaceptable como técnica reproductiva, desde la perspectiva islámica, 
al impedir el anonimato del donante, determinar con certeza la identidad 
paterna, y negar al futuro hijo la posibilidad de conocer su origen biológico 
paterno. El rechazo a esta práctica se fundamenta en el mandato del Corán que 
prohíbe el adulterio 178 , no en su consideración de transgresión de las 
                                                                                                                                
entre lo diverso para lograr la unión”. Vid. JADICHA, C. en “La revolución 
igualitaria del Islam”, Revista Verde Islam, Centro de Documentaciones y 
Publicaciones de la Junta Islámica. [www.verdeislam.com]. 
174
 BEN HAMIDA, F., en “Islam y Bioética”, La salud y los derechos 
humanos. Aspectos éticos y morales, Washington, 1999, p. 196. 
175
 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El comienzo y el final de la vida 
fundamentos religiosos para la objeción de conciencia”, Libertad de conciencia y 
Derecho sanitario en España y Latinoamérica, op. cit., p. 5; y GARCÍA RUIZ, Y. en 
Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 201. 
176
 Sobre el carácter extra comercium del cuerpo humano desde el punto de 
vista islámico vid. BEN HAMIDA, F., en “Islam y Bioética”, La salud y los derechos 
humanos. Aspectos éticos y morales, op. cit., p. 45; AZEDDINE G., en “La 
procreación artificial: un punto de vista islámico”, Proyecto Genoma: Ética, op. cit. 
p. 142. 
177
 BEN HAMIDA, F., en “Islam y Bioética”, La salud y los derechos 
humanos. Aspectos éticos y morales, op. cit., p. 49; y GARCÍA RUIZ, Y. en 
Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 197-198. 
178
 En este mismo sentido vid. AZEDDINE G., en “La procreación artificial: 
un punto de vista islámico”, Proyecto Genoma: Ética, op. cit. p. 144; y GARCÍA 
RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. 
cit., pp. 196-197. 
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obligaciones maritales por mantenimiento de relaciones sexuales prohibidas, 
sino en la exigencia islámica de certeza respecto de la identidad paterna de los 
hijos. DARIUSCH ATIGHETCHI  179 apunta, no obstante, que entre algunos 
jurisconsultos shiítas empiezan a surgir opiniones favorables sobre algunos 
aspectos de las prácticas heterólogas.  
 
La restricción del uso de las técnicas al ámbito matrimonial, como 
único medio lícito para alcanzar el beneficio de los hijos; y el rechazo a la 
intervención de donantes de semen, porque dificulta la exigencia islámica de 
certeza respecto de la identidad paterna, e impide al hijo la posibilidad de 
conocer su origen biológico paterno, son los argumentos que, desde la 
perspectiva Islámica, se invocan para impedir a la “mujer sola180” el acceso a 
las técnicas de reproducción asistida. 
 
El rechazo a la “subrogación uterina” encuentra también su fundamento 
en la prohibición islámica de comerciar con cualquier parte del cuerpo 
humano181. No obstante, ELISABETTA NECCO182 considera que es práctica 
admitida por la Religión Islámica, la subrogación uterina dentro del 
matrimonio poligámico, haciendo referencia al supuesto en que una de las 
esposas del varón admita gestar en su seno un embrión constituido con 
material genético del esposo común y de otra de sus esposas; lo que 
indirectamente supondría también la admisión de la donación de ovocitos en 
ese supuesto concreto. 
                                              
179
 En su estudio hace referencia a la sociedad egipcia y concluye que es la 
mentalidad de la población la que incide en su disposición a usar o no las técnicas 
(cfr. ATIGHETCHI D. en “La reproducción asistida en las sociedades islámicas: 
bioética, derecho, costumbre y religión”, Revista Internacional de Bioética, 
deontología y ética médica, op. cit. p. 165-170). Al respecto también de la sociedad 
egipcia se pronuncia en sentido similar NECCO, manifestando que Egipto es el país 
musulmán de Oriente Medio más abierto a la utilización de las técnicas reproductivas 
(vid. NECCO, E. en Argumentos de Bioética en el Islam: aborto, planificación 
familiar e inseminación artificial. Ed. CantArabi, Colección Cuadernos de Almenara, 
Madrid, 2010, p. 51). 
180
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 201; y GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El 
comienzo y el final de la vida fundamentos religiosos para la objeción de 
conciencia”, Libertad de conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, 
op. cit., p. 5. 
181
 En este mismo sentido vid. GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana 
Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 202; y GONZÁLEZ SÁNCHEZ, 
M. en “El comienzo y el final de la vida fundamentos religiosos para la objeción de 
conciencia”, Libertad de conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, 
op. cit., p. 5. 
182
 NECCO, E. en Argumentos de Bioética en el Islam: aborto, planificación 
familiar e inseminación artificial, op. cit., p. 44. 
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3.3.3. Manipulación de embriones humanos 
 
Una aproximación a la perspectiva Islámica sobre la manipulación de 
embriones exige, con carácter previo, poner de manifiesto que los teólogos del 
Islam mantienen opiniones encontradas en torno al origen de la vida 
humana183. Así, un sector doctrinal afirma que el hombre lleva dentro de sí su 
progenie y, por tanto, defiende que la vida del nuevo ser está contenida en los 
propios gametos masculino y femenino incluso antes de la fecundación. En 
sentido contrario, otras opiniones consideran que el embrión no se convierte 
en organismo humano hasta que nace, es decir, hasta que se hace visible al ojo 
humano. Como punto intermedio cabe citar otras interpretaciones que 
entienden que el alma se insufla al embrión no en el momento de la 
concepción, sino a los ciento veinte días de gestación184. 
 
El respeto de la vida como criaturas de Dios, la posición favorable 
hacia la ciencia y el progreso científico, y las diferentes concepciones sobre el 
origen de la vida humana se enfrentan directamente en el momento de 
autorizar o reprobar la manipulación de embriones humanos, poniendo de 
manifiesto la variedad de interpretaciones que, al respecto, se sostienen desde 
la Doctrina Islámica. En todo caso, la fecundación in vitro es una práctica 
comúnmente aceptada, siempre que los gametos utilizados pertenezcan a los 
miembros del matrimonio. La única discusión que, desde la perspectiva 
Islámica, se deriva de esta práctica es el destino admisible para los embriones 
sobrantes. 
Considerando que para la Doctrina Islámica no es aceptable la donación 
de embriones para su utilización en ciclos procreativos de otros matrimonios, 
conforme a los argumentos expuestos para reprobar la fecundación heteróloga, 
sólo caben dos destinos posibles para los embriones sobrantes de las técnicas 
de fecundación in vitro: su crioconservación para una posterior utilización en 
ciclos reproductivos del propio matrimonio titular de los gametos, o su cesión 
con fines de investigación o experimentación. La crioconservación de 
embriones para su utilización en ciclos procreativos sucesivos, no es una 
práctica rechazada desde la generalidad de la Doctrina Islámica reprobándose, 
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 La existencia de posturas encontradas es descrita por GARCÍA RUIZ, Y. 
en Reproducción Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 199; y 
por AZEDDINE G., en “La procreación artificial: un punto de vista islámico”, 
Proyecto Genoma: Ética, op. cit. p. 143. 
184
 La existencia de una postura intermedia es defendida por NECCO al 
señalar que el Islam, dentro de este plazo de los 120 días, aceptaría la práctica del 
aborto con la finalidad de salvar la vida de la madre, o preservar su salud, así como 
con ocasión de observarse malformaciones en el feto, o en el supuesto de violación 
(dependiendo de cada país una u otra formulación legal específica).(Vid. NECCO, E. 
en Argumentos de Bioética en el Islam: aborto, planificación familiar e inseminación 
artificial, op. cit. p. 19). 
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no obstante, la producción indiscriminada de embriones; y aconsejándose sólo 
la fecundación de aquellos óvulos estrictamente indispensables para implantar 
en el útero materno 185 . La aceptación o reprobación de la cesión de los 
embriones, para su utilización con fines experimentales o de investigación 
dependerá de las distintas interpretaciones Islámicas que concurren sobre el 




El acercamiento a la valoración moral que las cuatro Confesiones 
Religiosas escogidas efectúan sobre la ciencia en general, y los avances 
científicos específicos en materia de reproducción humana asistida y 
manipulación de embriones, nos permite extraer las siguientes conclusiones. 
 
Las cuatro Confesiones Religiosas que hemos analizado efectúan una 
valoración positiva de la ciencia en su conjunto, respetando los avances 
científicos en la medida en que comportan una mejora para la vida del hombre 
y alivian sus padecimientos. Desde esta perspectiva las técnicas de 
reproducción artificial merecen un acogimiento favorable al haber permitido 
procrear a muchas parejas infértiles para todas las Confesiones Religiosas con 
excepción de la Iglesia Católica. 
 
Todas las Confesiones Religiosas mantienen, por tanto, una posición 
favorable a la “fecundación artificial en el seno del matrimonio”, cuando 
persigue una finalidad terapéutica, y no precisa la intervención de donantes de 
gametos o embriones (homóloga). El argumento que sustenta esta tesis es 
común a las cuatro Confesiones abordadas: el matrimonio se considera el 
marco más adecuado para concebir y educar a los hijos. La Iglesia Católica, 
considerando inmoral la disociación de sexualidad y procreación, restringe 
además su aceptación a aquellas técnicas “que se limitan a facilitar que la 
cópula alcance su finalidad natural”, es decir, exige que no sean sustitutivas 
del acto conyugal. Esta limitación excluye, por su propia naturaleza, el recurso 
a la fecundación in vitro. Por su parte, la Religión Evangélica proscribe 
expresamente el recurso a todos los métodos “que puedan comportar la 
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 En sentido contrario GONZÁLEZ SÁNCHEZ considera que para los 
musulmanes, según las conclusiones de la VI Conferencia Internacional de Juristas 
de la Organización de la Conferencia Islámica celebrada en 1990, “no se admite la 
crioconservación, se aconseja fecundar sólo el número de óvulos estrictamente 
indispensables para implantar en el útero materno y, en cualquier caso, dejar morir 
espontáneamente a los embriones sobrantes”. (GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “El 
comienzo y el final de la vida fundamentos religiosos para la objeción de 
conciencia”, Libertad de conciencia y Derecho sanitario en España y Latinoamérica, 
op. cit., p. 6). 
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destrucción de embriones” lo que supone una aceptación condicionada a las 
prácticas de fecundación in vitro. 
 
La Iglesia Católica, el Judaísmo y el Islam rechazan sin fisuras la 
fecundación artificial heteróloga, al amparo de sus respectivas concepciones 
sobre la unidad del matrimonio y la familia, el establecimiento de las 
relaciones paternofiliales, y la importancia de conocer el propio origen 
biológico. Asimismo, el Islam refuerza sus argumentos invocando la 
prohibición coránica de comerciar con cualquier parte del cuerpo humano. La 
Religión Evangélica, por su parte, es la única que parece dirigirse hacia una 
progresiva aceptación tácita de las prácticas heterólogas, como así se percibe 
al analizar las conclusiones recogidas en el Comunicado final de las III 
Jornadas celebradas en 2011 que, a diferencia de las conclusiones de las 
Jornadas anteriores, ya no hace referencia a la “necesaria relación entre 
paternidad biológica y causalidad de la pareja”, no exige “que las células 
germinales sean de los propios miembros de la pareja”, y contempla la 
“donación de embriones sobrantes como alternativa preferente a su 
destrucción”. 
 
La Iglesia Católica, el Judaísmo y el Islam coinciden al reprobar el 
empleo de las técnicas de reproducción asistida por “uniones no 
matrimoniales” o “mujeres solas”, al considerar que el entorno matrimonial es 
el único medio lícito para engendrar y educar a los hijos. Al amparo de este 
mismo argumento la Iglesia Católica condena también la fecundación post 
mortem. Por su parte, la Religión Evangélica podría aceptar excepcionalmente 
el acceso a las técnicas de la “mujer sola”, como así parece desprenderse de 
las conclusiones recogidas en el Comunicado final de las III Jornadas 
celebradas en 2011, en las que se vislumbra la aceptación tácita de la donación 
de embriones y desaparece la referencia a “la fecundación en el seno de la 
pareja”. 
 
Todas las Confesiones Religiosas estudiadas son unánimes al rechazar 
la “subrogación uterina” como práctica reproductiva, variando, no obstante, 
los argumentos esgrimidos para sustentar la reprobación. Así, la Iglesia 
Católica y el Judaísmo coinciden al considerarla una práctica inmoral, por ser 
contraria a la unidad del matrimonio y de la familia; la Religión Evangélica la 
valora negativamente al considerar que supone “una instrumentalización tanto 
de la mujer como del fruto de la concepción”; y la Doctrina Islámica 
mayoritaria, fundamenta su oposición en la prohibición coránica de comerciar 
con cualquier parte del cuerpo; coexistiendo, no obstante, alguna opinión 
favorable a su práctica “dentro del matrimonio poligámico”, en exclusiva 
referencia al supuesto en que una de las esposas del varón admita gestar en su 
seno un embrión constituido con material genético del esposo común y de otra 
de sus esposas. 
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La Iglesia Católica y la Religión Evangélica consideran digna de 
protección la vida humana desde el instante de la concepción y en todas las 
fases del desarrollo embrionario. En línea con esta postura proscriben todas las 
experimentaciones o investigaciones efectuadas con embriones humanos que 
no tengan una finalidad terapéutica en beneficio del propio embrión o puedan 
comportar su destrucción; rechazan la selección de embriones que implique la 
destrucción de los descartados por motivos eugenésicos; equiparan las 
reducciones embrionarias al aborto; aceptan el diagnóstico prenatal orientado 
exclusivamente a la curación del embrión; y valoran positivamente todas las 
intervenciones de carácter terapéutico realizadas en beneficio del propio 
embrión. La Religión Evangélica, por su parte, es favorable a la manipulación 
no terapéutica de embriones originados por aborto espontáneo (muertos o no 
viables), previo consentimiento informado de los progenitores; y a la 
utilización de material biológico humano en el ámbito de la investigación 
biomédica que persiga una finalidad terapéutica. 
 
El sistema jurídico Rabínico no otorga al embrión la condición de ser 
humano a todos los efectos reprobando, no obstante, su destrucción por causas 
arbitrarias. Desde esta posición el sacrificio del embrión sólo se admite para 
salvaguardar intereses considerados dignos de mayor protección. Al amparo 
de esta concepción se rechaza expresamente la experimentación con 
embriones sobrantes de las prácticas de fecundación in vitro o su utilización en 
investigaciones científicas que no persigan una finalidad terapéutica en 
beneficio del propio embrión, o en beneficio de terceros; se consienten las 
reducciones embrionarias; se acepta la crioconservación de embriones 
supernumerarios de las técnicas de fecundación in vitro, para su utilización en 
ciclos reproductivos posteriores del propio matrimonio; y se valoran 
positivamente el diagnóstico prenatal y la selección de embriones. 
 
Desde la perspectiva Islámica se valoran positivamente todas las 
intervenciones de carácter terapéutico realizadas en beneficio del propio 
embrión; y se acepta la crioconservación de embriones supernumerarios de las 
técnicas de fecundación in vitro, para su utilización en ciclos reproductivos 
posteriores del propio matrimonio. La aceptación o reprobación de la cesión 
de embriones, para su utilización con fines experimentales, de investigación o 
terapéuticos en beneficio de terceros; de las reducciones embrionarias; de la 
selección de embriones; y del diagnóstico prenatal dependerá de las distintas 
interpretaciones Islámicas que concurren sobre el origen de la vida humana. 
 
Con excepción de la Iglesia Católica, que ancla su posición en la 
inmoralidad que supone la disociación  de los aspectos sexual y procreativo, 
los juicios de valor vertidos por las restantes Confesiones Religiosas versan, 
principalmente, sobre los límites que deben imponerse a las nuevas técnicas, 
tanto desde el punto de vista de su impacto en las instituciones familiares y 
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sociales, como desde la perspectiva de los riesgos que pueda generar la 
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PROCESO DE JURIDIFICACIÓN EN ESPAÑA DE LA 
MEDICINA REPRODUCTIVA Y LA INVESTIGACIÓN 
BIOMÉDICA 
 
Realizada una aproximación al tratamiento de la materia en el ámbito 
del Derecho Internacional, y un acercamiento a las distintas valoraciones que 
merece desde la perspectiva confesional, procede en el presente capítulo, 
abordar los inicios, la evolución y el estado actual que presenta la ordenación 
jurídica española en los ámbitos de la medicina reproductiva y la investigación 
biomédica. 
 
Al efecto, en los puntos siguientes haremos referencia a la existencia de 
títulos competenciales concurrentes, que han generado regulaciones regionales 
divergentes dentro del Estado Español; describiremos los antecedentes y la 
evolución legislativa que sobre la materia se ha producido en el ámbito estatal; 
analizaremos los primeros pronunciamientos jurisprudenciales que se han 
generado al respecto; efectuaremos una valoración crítica del contenido y 
alcance de las modificaciones que se han sucedido; expondremos la situación 
jurídica actual y efectuaremos una valoración comparativa con el Derecho 
Internacional; y, en último término, nos referiremos a la legislación que sobre 
aspectos específicos de la materia ha sido adoptada por las Comunidades 
Autónomas de Cataluña y Andalucía, al objeto de resaltar sus principales 
diferencias con la regulación estatal. 
 
1. CONSIDERACIONES GENERALES 
 
A diferencia de otras ordenaciones nacionales, en el Estado Español 
coexisten distintas normas en la regulación de las aplicaciones de la tecnología 
reproductiva y la investigación biomédica. Esta diversidad normativa es 
producto del sistema constitucional de distribución de competencias entre el 
Estado y las distintas entidades territoriales que lo integran1; y obedece a un 
                                              
1
 Hay acuerdo en considerar que los elementos reguladores del reparto 
competencial son el Título VIII de la Constitución, los Estatutos de Autonomía, las 
Leyes estatales relativas a la delegación y transferencia de competencias y a la 
fijación de bases, las Sentencias del Tribunal Constitucional en la resolución de los 
conflictos competenciales y, en último término, los Reales Decretos de transferencias 
de funciones y servicios. (LÓPEZ GUERRA, L., en Derecho Constitucional. Vol. II, 
Los poderes del Estado. La organización territorial del Estado, Ed. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1997, p. 314). Sin embargo, el sistema de fuentes citado ha generado en su 
proceso de fijación y consolidación numerosas dudas interpretativas en distintas 
áreas y materias procediendo señalar, en los aspectos que nos ocupan, las cuestione 
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criterio exclusivamente material, que se corresponde con los distintos ámbitos 
jurídicos en los que inciden la tecnología reproductiva y la investigación 
biomédica. 
 
Los sectores del Derecho que se ven implicados en la materia son: el 
penal, que ha tipificado determinadas conductas, así como la utilización o 
aplicación de alguna de las técnicas; el administrativo, que ha organizado y 
regulado la actividad médica e investigadora que su aplicación implica; y el 
civil, que ha tenido que adaptarse para dar cobertura a todas las cuestiones 
relacionadas con los derechos de la persona, el concepto de familia y, en 
especial, la regulación de la filiación de los nacidos por vía artificial. Procede 
asimismo recordar que de forma explícita se cuestionó “si ciertos aspectos 
relacionados con la aplicación de las técnicas de reproducción asistida, p.e. la 
investigación con los embriones no transferidos al útero, podrían afectar al 
núcleo de los Derechos Fundamentales regulados en el Título I de la 
Constitución”; puesto que, de haberse entendido así, hubiera supuesto su 
inclusión entre las materias reservadas a Ley Orgánica. El planteamiento, 
formulado en vía de recurso, fue resuelto en sentido negativo por el Tribunal 
Constitucional2; y, desde el punto de vista competencial, implicó que todos los 
legislativos autonómicos, con título material suficiente para ello, quedaron 
legitimados para regular tanto sobre las técnicas de reproducción asistida, 
como sobre las investigaciones biomédicas. 
                                                                                                                                
más relevantes que se pusieron de manifiesto, por vez primera, con la aprobación de 
la Ley catalana 7/1991, de 27 de abril, sobre Derecho de Filiación (Diario Oficial de 
Cataluña número 82 de 12 de mayo de 1991) y, posteriormente, con la aprobación de 
la Ley andaluza 7/2003, de 20 de octubre, reguladora de la investigación con 
preembriones humanos no viables para la fecundación in vitro (Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía número 85 de 31 de octubre de 2003). 
2
 El Alto Tribunal ha estimado que, conforme al artículo 81.1 de la 
Constitución, la reserva de Ley Orgánica ha de entenderse referida a los derechos y 
libertades públicas regulados en la Sección Primera del Capítulo Segundo del Título 
I, es decir, exclusivamente a los derechos contenidos en los artículos 15 a 28 de la 
Constitución, y no a otros derechos que la propia Constitución protege, como son la 
dignidad de la persona (artículo 10.1) o la protección de la familia (artículo 39.1). 
Asimismo y amparándose en el carácter estricto y excepcional propio de la reserva 
de Ley Orgánica ha declarado la improcedencia de extender tal reserva “a todo 
aquello que va más allá del derecho fundamental en sí mismo”. En este sentido ha 
afirmado, en el fundamento jurídico cuarto, que la ley impugnada “no desarrolla el 
derecho fundamental a la vida reconocido en el artículo 15 de la Constitución y por 
consiguiente no vulnera la reserva de Ley Orgánica exigida en el artículo 81.1 de la 
Constitución”. (Vid. Sentencia del Tribunal Constitucional 116/1999, de 17 de junio 
de 1999, Fundamento Jurídico Cuarto, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
número 162, de 8 de julio de 1999). 
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1.1. Ámbito jurídico penal 
 
La materia penal no plantea conflictos puesto que es competencia 
exclusiva del Estado, tal y como dispone el artículo 149.1.6º de la 
Constitución Española. En este sentido el legislador anticipándose a la 
posibilidad de usos o desviaciones indeseables en la aplicación y utilización de 
las técnicas de reproducción asistida introdujo, con la promulgación del 
Código Penal de 1995, una serie de delitos sobre la materia agrupándolos bajo 
el título rubricado “delitos relativos a la manipulación genética”, a los que 
haremos referencia más adelante, en otro punto de este mismo capítulo. 
 
1.2. Ámbito jurídico administrativo 
 
La ordenación administrativa de las técnicas de reproducción humana 
asistida y de la investigación biomédica, en la medida en que regula la 
organización de las actividades médicas y de investigación que su aplicación 
implica, afecta claramente a dos títulos competenciales: sanidad; e 
investigación científica. 
 
En el título competencial de sanidad se englobarían, entre otras, las 
condiciones de funcionamiento de los centros, y el establecimiento de los 
requisitos de autorización de las técnicas empleadas. La regulación de este 
ámbito compete tanto al legislador estatal como al autonómico. El Estado, al 
amparo del artículo 149.1.16º de la Constitución, se reserva la normativización 
de las bases de la sanidad interior3 y la coordinación general de la sanidad; la 
legislación sobre productos farmacéuticos; la sanidad exterior; y la alta 
inspección. Por su parte el conjunto de las Comunidades Autónomas4 tiene 
                                              
3
 En materia de sanidad interior la norma básica es la Ley 14/1986, de 25 de 
abril, General de Sanidad, publicada en el Boletín Oficial del Estado de 26 de abril 
de 1986. 
4
 En el año 2001 concluyó el traspaso de las competencias del Instituto 
Nacional de Salud a las Comunidades Autónomas que restaban por asumir la cartera 
en esta materia. (Real Real Decreto 1471/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso al 
Principado de Asturias de las funciones y servicios del Instituto Nacional de Salud. 
Publicado en el Boletín Oficial del Estado de 31 de diciembre de 2001; Real Decreto 
1472/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de 
Cantabria de las funciones y servicios del Instituto Nacional de Salud. Publicado en 
el Boletín Oficial del Estado de 28 de diciembre de 2001; Real Decreto 1473/2001, 
de 27 de diciembre, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de La Rioja de las 
funciones y servicios del Instituto Nacional de Salud. Publicado en el Boletín Oficial 
del Estado de 28 de diciembre de 2001; Real Decreto 1474/2001, de 27 de diciembre, 
sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de las funciones y 
servicios del Instituto Nacional de Salud. Publicado en el Boletín Oficial del Estado 
de 29 de diciembre de 2001; Real Decreto 1475/2001, de 27 de diciembre, sobre 
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competencia sanitaria5 respecto de la organización, planificación, ordenación 
territorial, gestión y control del Servicio de Salud, respetando en todo caso los 
principios básicos de la Ley General de Sanidad. 
 
En el ámbito de la investigación científica y técnica se encuadrarían, 
entre otras, el establecimiento de los requisitos de autorización para investigar 
o experimentar con preembriones humanos, la realización de los protocolos de 
investigación con células troncales embrionarias y los distintos usos admitidos 
para el material biológico humano. La titularidad de esta competencia también 
es compartida entre el Estado y las Comunidades Autónomas. En este sentido, 
el artículo 149.1.15ª de la Constitución atribuye al Estado competencia para 
“el fomento y coordinación general de la investigación científica”6, y el 
artículo 148.1.17ª faculta a las Comunidades Autónomas para “fomentar la 
investigación científica”7. 
                                                                                                                                
traspaso a la Comunidad Autónoma de Aragón de las funciones y servicios del 
Instituto Nacional de Salud. Publicado en el Boletín Oficial del Estado de 28 de 
diciembre de 2001; Real Decreto 1476/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso a la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha de las funciones y servicios del 
Instituto Nacional de Salud. Publicado en el Boletín Oficial del Estado de 28 de 
diciembre de 2001; Real Decreto 1477/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso a la 
Comunidad Autónoma de Extremadura de las funciones y servicios del Instituto 
Nacional de Salud. Publicado en el Boletín Oficial del Estado de 29 de diciembre de 
2001; Real Decreto 1478/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso a la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears de las funciones y servicios del Instituto Nacional de 
Salud. Publicado en el Boletín Oficial del Estado de 28 de diciembre de 2001; Real 
Decreto 1479/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso a la Comunidad de Madrid de 
las funciones y servicios del Instituto Nacional de Salud. Publicado en el Boletín 
Oficial del Estado de 31 de diciembre de 2001; y Real Decreto 1480/2001, de 27 de 
diciembre, sobre traspaso a la Comunidad de Castilla y León de las funciones y 
servicios del Instituto Nacional de Salud. Publicado en el Boletín Oficial del Estado 
de 28 de diciembre de 2001. 
5
 Vid. Artículo 148.1.21º de la Constitución Española. 
6
 A nivel estatal resulta de aplicación la Ley 13/1986, de 14 de abril, de 
Fomento y Coordinación General de la Investigación Científica y Técnica (Boletín 
Oficial del Estado de 18 de abril de 1986); la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida (Boletín Oficial del Estado de 27 de 
mayo de 2006); y la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación Biomédica (Boletín 
Oficial del Estado de 4 de julio de 2007). 
7
 Haciendo uso de la competencia atribuida algunas Comunidades Autónomas 
han legislado en la materia: Ley 7/2003, de 20 de octubre, por la que se regula la 
investigación en Andalucía con preembriones humanos no viables para la 
fecundación in vitro, publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 31 
de octubre de 2003; Ley 1/2007, de 16 de marzo por la que se regula la investigación 
en reprogramación celular con finalidad exclusivamente terapéutica, publicada en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 29 de marzo de 2007; Ley 9/2003, de 12 
de marzo, de fomento y coordinación de la investigación, el desarrollo y la 
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En consonancia con el marco jurídico descrito, la Disposición 
Transitoria de la primera Ley sobre Técnicas de Reproducción Asistida 
ordenaba al Gobierno que, en el plazo de seis meses, y de conformidad con los 
criterios informadores de la Ley General de Sanidad, regulase y armonizase 
los términos de esta Ley con respecto a las Comunidades Autónomas8. Sin 
embargo la regulación no se produjo nunca y, a tenor del Tribunal 
Constitucional, la referida habilitación del Legislativo al Gobierno habría 
caducado ya en 19999. En consecuencia, la coordinación de los servicios 
                                                                                                                                
transferencia de conocimientos en Aragón, publicada en el Boletín Oficial de Aragón 
de 19 de marzo de 2003; Ley 17/2002, de 19 de diciembre, de fomento y 
coordinación general de la Investigación Científica, Desarrollo e Innovación 
Tecnológica en Castilla y León, publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León de 
24 de diciembre de 2002; Ley 5/2001, de 9 de julio, de promoción y desarrollo de la 
investigación científica y la innovación en Canarias, publicada en el Boletín Oficial 
de las Islas Canarias de 16 de julio de 2001; Ley 23/1984, de 28 de noviembre, del 
Laboratorio General de Ensayos e Investigaciones de Cataluña, publicada en el 
Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 14 de diciembre de 1984, modificada 
parcialmente por la Ley 7/2000, de 19 de junio, publicada en el Diario Oficial de la 
Generalitat de Cataluña de 4 de julio de 2000;  Ley 7/1997, 20 noviembre, de la 
investigación y del desarrollo tecnológico, publicada en el Boletín Oficial de la 
Comunidad Autónoma de Illes Balears de 29 de noviembre de 1997, modificada 
parcialmente por Ley 10/1999 de 23 de diciembre publicada en el Boletín Oficial de 
la Comunidad Autónoma de Illes Balears de 30 de diciembre de 1999; Ley 3/1998, 
de 16 de marzo, de investigación y desarrollo tecnológico de La Rioja, publicada en 
el Boletín Oficial de La Rioja de 19 de marzo de 1998; Ley 5/1998, de 7 de mayo, de 
Fomento de la Investigación Científica y la Innovación Tecnológica en Murcia, 
publicada en el Boletín Oficial de la Comunidad de Murcia de 19 de mayo de 1998;  
Ley 7/1997, de 9 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, de Fomento y 
Coordinación de la Investigación Científica y del Desarrollo Tecnológico de la 
Comunidad Valenciana, publicada en el Diario Oficial de la Generalitat Valenciana 
de 12 de diciembre de 1997; y Ley 12/1993, de 6 de agosto, de Fomento de la 
Investigación y del desarrollo Tecnológico de Galicia, publicada en el Diario Oficial 
de Galicia de 23 de agosto de 1993. 
8
 En la Disposición Final Primera de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, el 
legislador habilitaba al Gobierno para que, en el plazo de seis meses, regulase 
mediante Real Decreto “los requisitos técnicos y funcionales precisos para la 
autorización y homologación de los centros y servicios sanitarios, así como de los 
equipos biomédicos relacionados con las técnicas de reproducción asistida, de los 
bancos de gametos y preembriones o de las células, tejidos y órganos de embriones y 
fetos; y los requisitos para autorizar con carácter excepcional la experimentación con 
gametos, embriones, o fetos humanos, así como aquellas autorizaciones al respecto 
que puedan delegarse en la Comisión Nacional de Reproducción Asistida”. 
9
 Argumentó el Alto Tribunal que el mandato al Gobierno para el desarrollo 
de concretos extremos de la regulación legal, mandato singularizado por el preciso 
lapso temporal de seis meses a partir de la fecha de promulgación de la Ley, “no se 
agotaba en ordenar dicha actuación por parte del Gobierno, sino en el que esta 
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estatales y autonómicos de prestación de asistencia médica a la procreación se 
ha llevado a cabo “por vía de hecho”, observándose grandes diferencias entre 
unas Comunidades Autónomas y otras respecto de las prestaciones de 
reproducción asistida con cargo a la Seguridad Social10 y las investigaciones 
biomédicas autorizadas. 
 
A título ilustrativo cabe resaltar que, al amparo del reparto 
competencial expuesto y de la ausencia de regulación y armonización al 
respecto, el Parlamento Andaluz acordó autorizar y regular la investigación 
con preembriones humanos mediante la Ley 7/2003, de 20 de octubre, 
reguladora de la investigación en Andalucía con preembriones humanos no 
viables para la fecundación in vitro11. El Gobierno Central promovió un 
Recurso de Inconstitucionalidad contra la referida norma por entender que 
extralimitaba la competencia estatutaria atribuida a la cámara Andaluza12. El 
Tribunal Constitucional admitió el recurso a trámite y acordó suspender la 
vigencia y aplicación de la norma impugnada13, no obstante, tras el cambio de 
                                                                                                                                
tuviera lugar, y además, tuviera lugar en el indicado plazo”. Reiterando así el criterio 
ya manifestado en la Sentencia 212/1996, según el cual “(...) una vez que ha 
transcurrido, como con exceso lo ha hecho, el señalado plazo, cualquier disposición 
reglamentario que en el futuro pudiera dictar el Gobierno sobre la materia en 
cuestión no podrá tener más apoyatura que la eventualmente derivada de su propia 
potestad reglamentaria, con los límites constitucionales y legales a ella inherentes, 
nunca la de una prescripción como la que nos ocupa, absolutamente decaída en el 
tiempo”. (Sentencia del Tribunal Constitucional 116/1999, de 17 de junio de 1999, 
Fundamento Jurídico Decimoséptimo, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
número 162, de 8 de julio de 1999). 
10
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina 
Reproductiva, Ed. Thomson-Aranzadi, País Vasco, 2003, pp. 217 y ss. 
11
 Publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 210 de 31 de 
octubre de 2003. 
12
 Recurso de Inconstitucionalidad número 7552/2003, interpuesto el 1 de 
diciembre de 2003 con base en el Acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros el 
28 de noviembre de 2003, siendo Ministro de Justicia Jose Mª Michavila. El 
Abogado del Estado impugnó la norma en su totalidad argumentando que su 
contenido “menoscaba las competencias del Estado en materia de investigación”; en 
concreto, el fundamento del recurso se centró en poner de manifiesto que la Ley 
andaluza va en contra de las competencias que ostenta el Estado en materia de 
fomento y coordinación general de la investigación científica, técnica y de sanidad, 
de acuerdo con el articulado de la Constitución, al pretender “determinar el concepto 
de preembrión no viable y regular el régimen de su destino a fines de investigación; 
determinación que sólo correspondería realizar al Estado”. 
13
 Providencia del Tribunal Constitucional de 15 de enero de 2004, publicada 
en el Boletín Oficial del Estado de 24 de enero de 2004. 
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Gobierno que se produjo en marzo de 2004 el nuevo ejecutivo acordó retirar el 
conflicto de competencias planteado14. 
 
1.3. Ámbito jurídico civil 
 
La cuestión más relevante que suscita la aplicación de las técnicas de 
reproducción asistida en el ordenamiento jurídico civil se plantea en torno al 
establecimiento legal de la filiación de los concebidos artificialmente15. 
 
En esta materia el reparto competencial está regido por el artículo 
149.1.8º de la Constitución Española, que otorga competencia exclusiva al 
Estado sobre “la legislación civil, sin perjuicio de la conservación, 
modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los Derechos 
Civiles, Forales o Especiales, allí donde existan”; y por el artículo 149.3.1º del 
mismo Cuerpo Legal, que aclara que “las materias no atribuidas expresamente 
al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades 
Autónomas”. Con base en el reparto competencial descrito el legislador 
aprobó una parca regulación aplicable a los nacidos a través de las técnicas de 
reproducción asistida que integró en la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida16. 
 
Hasta la fecha sólo la Comunidad Autónoma de Cataluña ha regulado 
específicamente la filiación derivada de la fecundación asistida. Lo hizo en la 
década de los noventa por medio de la Ley 7/1991, de 27 de abril de 
filiaciones17, que fue derogada en 1998 por las disposiciones del Código de 
                                              
14
 En virtud de Auto de 7 de junio de 2004, publicado en el Boletín Oficial del 
Estado de 29 de junio de 2004, el Tribunal Constitucional tuvo por desistido al 
Abogado del Estado, declaró la terminación del proceso entablado, y dejó sin efecto 
la suspensión acordada respecto de la vigencia y aplicación de la norma impugnada. 
15
 Sobre el tema, entre otros, vid. FERRANDIS VILELLA, J. en “Reflexiones 
sobre la reforma del régimen de la filiación”, La Ley, 2/1988; OCAÑA 
RODRÍGUEZ, A. en La filiación en España. Ed. Comares, Granada, 1993; PÉREZ 
MONGE, M. en “El anonimato del dador en las técnicas de reproducción asistida”. 
Cuadernos de Bioética 1/1995; DE MARINO Y GÓMEZ – SANDOVAL, B. en “La 
filiación en la fecundación asistida”, La Ley, 2/1997; y FÁBREGA RUIZ, C.F. en 
Biología y filiación: aproximación al estudio jurídico de las pruebas biológicas de 
paternidad y de las técnicas de reproducción asistida. Ed. Comares, Granada, 1999. 
16
 La regulación de la filiación de los nacidos artificialmente se concreta 
actualmente en los artículos 7 a 10 de la Ley 14/2006, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida (Publicada en el Boletín Oficial del Estado de 27 de 
mayo de 2006). 
17
 Ley 7/1991, de 27 de abril de filiaciones (Publicada en el Diario Oficial de 
la Generalitat de Cataluña de 10 de mayo de 1991). 
132 
Familia de Cataluña18, y cuya regulación ha sido sustituida actualmente por los 
preceptos correspondientes de la Ley 25/2010, de 29 julio, del Libro Segundo 
del Código Civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia19. El Gobierno 
Central también promovió un Recurso de Inconstitucionalidad contra 
determinados artículo de la norma de 1991 por entender que extralimitaban la 
competencia estatutaria atribuida a la Cámara Catalana20. El Tribunal 
Constitucional admitió el recurso a trámite y acordó la suspensión de los 
preceptos impugnados21. No obstante, transcurrido un corto período de tiempo, 
el Gobierno Español cambió de opinión y retiró el conflicto de competencias 
entablado22. 
 
1.4. Síntesis conclusiva 
 
La ordenación de la tecnología reproductiva y la investigación 
biomédica aplicada al material humano de origen embrionario afecta 
principalmente a tres sectores del Derecho: el penal, en la medida en que se 
tipifiquen determinadas conductas; el administrativo, en los ordenes sanitario 
y científico; y el civil, en las cuestiones atinentes al derecho de la persona y la 
filiación. Con excepción del ámbito penal, que es competencia exclusiva del 
Estado, los restantes ámbitos implicados presentan competencias repartidas 
entre el Estado y las diferentes Comunidades Autónomas. 
 
Ante este panorama de distribución competencial el legislador español, 
al abordar la regulación de la medicina reproductiva y la investigación 
biomédica, tenía tres opciones desde el punto de vista de su planteamiento 
                                              
18
 La Ley 7/1991, de 27 de abril de filiaciones fue derogada por la Ley 
9/1998, del Código de Familia de Cataluña (Publicada en el Diario Oficial de la 
Generalitat de Cataluña de 23 de julio de1998). 
19
 La Ley 9/1998, del Código de Familia de Cataluña fue derogada por la Ley 
25/2010, de 29 julio, del Libro Segundo del Código Civil de Cataluña, relativo a la 
persona y la familia (Publicada en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 
5 de agosto de 2010). 
20
 Recurso de Inconstitucionalidad número 1805/1991, interpuesto el 9 de 
agosto de 1991, con base en el Acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros de 26 
de julio de 1991, siendo Ministro de Justicia Tomás de la Quadra-Salcedo. El 
Abogado del Estado impugnó todos los artículos de la Ley catalana que no hacían 
referencia directa a la impugnación y a la reclamación de la paternidad reguladas por 
la antigua Compilación de Derecho Civil de 1984. (Texto Refundido aprobada por 
Decreto Legislativo 1/1984, de 19 de julio publicado en el Diario Oficial de la 
Generalitat de Cataluña de 27 de julio de 1984). 
21
 Providencia del Tribunal Constitucional de 13 de agosto de 1991, publicada 
en el Boletín Oficial del Estado número 199, de 20 de agosto de 1991. 
22
 A medio de Auto de fecha 12 de mayo de 1992 (publicado en el Boletín 
Oficial del Estado número 123, de 22 de mayo de 1992), el Tribunal Constitucional 
acordó tener por desistido al Gobierno y poner fin al procedimiento. 
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metodológico: regular toda la materia por vía de Ley Orgánica, entendiendo 
que la biotecnología reproductiva y las investigaciones con material humano 
de origen embrionario afectaban a Derechos Fundamentales de la persona 
(como así hicieron Alemania y Suiza); insertar la ordenación en varios puntos 
de la estructura ordinamental por medio de normas específicas en función de 
la materia regulada (como así hizo Francia): una de carácter penal 
(modificando el Código Penal al objeto de introducir las nuevas conductas 
tipificadas), una de carácter civil (modificando el Código Civil para fijar las 
nuevas reglas de establecimiento de la filiación derivada de la reproducción 
artificial) y una de carácter administrativo (disponiendo las especialidades 
propias de la asistencia a la reproducción con respecto a la ordenación general 
de la actividad médica y las relativas a la regulación de las investigaciones 
científicas); u optar por una vía diferente. 
 
Como detallaremos a continuación, el Parlamento Español acordó 
regular la tecnología biomédica aplicada a las células germinales humanas por 
medio de dos leyes de carácter mixto, civil y administrativo. La estrategia 
legislativa tenía por objeto que la norma ordenadora de la reproducción 
artificial estableciese también el régimen aplicable a los gametos y al embrión 
preimplantacional, y que la norma reguladora sobre embriones se ocupase sólo 
del estadio ulterior (embrión in utero). La práctica demostró que ambas 
normas se solaparon, generando confusión, y llegando incluso a contradecirse 
en algunos puntos. Esta situación de inseguridad jurídica favoreció el 
florecimiento de normativas autonómicas que no siempre respetaron ni el 
espíritu ni los principios de la normativa estatal. 
 
2. REGULACIÓN ESTATAL 
 
A largo de este punto describiremos la evolución que ha sufrido la 
ordenación estatal sobre la materia desde su inicio, y ofreceremos el repertorio 
de normas vigentes en materia de medicina reproductiva e investigación 
biomédica. 
 
2.1. Ordenación previa 
 
La normativización de los avances científicos en el ámbito de la 
biomedicina se inicia en España con la promulgación en 1979 de la Ley sobre 
Extracción y Trasplante de Órganos23. Esta Ley, considerada una de las más 
                                              
23
 Ley 30/1979, de 27 de octubre, sobre Extracción y Trasplante de Órganos 
(publicada en el Boletín Oficial del Estado de 6 de noviembre de 1979), desarrollada 
reglamentariamente por el Real Decreto 426/1980, de 22 de febrero (Boletín Oficial 
del Estado de 13 de marzo de 1980); por el Real Decreto 411/1996, de 1 de marzo 
(Boletín Oficial del Estado de 23 de marzo); y por el Real Decreto 2070/1999, de 30 
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progresistas del mundo24, continúa definiendo en la actualidad el marco legal 
del trasplante en España. Destacan como puntos esenciales de la misma: 
la regulación de la cesión, extracción, conservación, intercambio y trasplante 
de órganos; la prohibición de cualquier tipo de compensación económica por 
la donación de órganos; la necesidad de autorización expresa de las unidades 
extractoras; la definición de los requisitos de la donación inter vivos25; la 
obligación de comprobar la muerte del donante antes de proceder a la 
extracción de los órganos; y la descripción de las obligaciones del responsable 
de la unidad de trasplante respecto al receptor del órgano26. 
 
A título complementario, procede destacar la profunda revisión del 
sistema público de salud que se lleva a cabo en nuestro país a mediados de los 
ochenta y que culmina con la aprobación en 1986 de la Ley General de 
Sanidad27. La citada Ley, que también continúa actualmente en vigor, 
                                                                                                                                
de diciembre (Boletín Oficial del Estado de 4 de enero de 2000). Sobre el contenido 
y alcance de esta norma se han pronunciado ROMEO CASABONA, C.M. en “La 
Ley de Trasplantes y sus Repercusiones Sociales”, La Ley, 1982/784, p. 1 y ss,; 
MORENO LUQUE CASARIEGO, C. en “Consideraciones sobre la Ley de 
trasplantes de órganos de 27 de octubre de 1979 y el Reglamento que la desarrolla de 
22 de febrero de 1980”, La Ley, 1984/1, pp. 1162-1168; y MARCO MOLINA, J. en 
“El Régimen Jurídico de la Extracción y del Trasplante de Órganos”, La Ley, 
2001/159, p. 1 y ss. 
24
 En esta línea MARCO MOLINA ha destacado que “el principal carácter de 
esta legislación es su directa incidencia sobre el más elemental de los derechos 
fundamentales o de la personalidad del individuo, el derecho a la vida, así como en el 
derecho a la integridad física, que constituye su principal complemento y derivación. 
El aspecto más llamativo de dicha incidencia es que tal legislación procede de una 
socialización de esos valores individuales”. (MARCO MOLINA, J. en “El Régimen 
Jurídico de la Extracción y del Trasplante de Órganos”, La Ley, op. cit.,  p.1). 
25
 El artículo 4 de la Ley sobre Extracción y Trasplante de Órganos establece 
como requisitos para realizar una donación inter vivos: la mayoría de edad del 
donante; plenas facultades mentales del donante; información sobre las 
consecuencias de la donación; consentimiento expreso, libre y consciente; firma del 
consentimiento; y destino determinado del órgano. 
26
 El artículo 6 de la Ley sobre Extracción y Trasplante de Órganos describe 
las obligaciones del responsable de la unidad de trasplantes exigiendo que el receptor 
sea plenamente consciente del tipo de intervención que va a efectuarse; que reciba 
plena información de todos los estudios inmunológicos entre D.ante y receptor; y que 
exprese por escrito su consentimiento para la realización del trasplante. 
27
 Ley 14/1986, de 25 de abril General de Sanidad, publicada en el Boletín 
Oficial del Estado de 26 de abril de 1986. Sobre la relación entre la biomedicina y la 
Ley General de Sanidad vid. NAVARRO MUNUERA, A.E. en “Bioética y Ley 
General de Sanidad”, Materiales de Bioética y Derecho, VVAA, Ed. Cedecs, 
Madrid, 1996, pp. 83-106. 
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desarrolla una amplia regulación del derecho a la protección de la salud28 e 
incluye la denominada “carta de derechos del paciente”29 que supuso la 
consagración del “principio de autonomía del usuario30” en el ámbito 
sanitario. 
 
2.2. Promulgación de las Leyes sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, y sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos 
 
En el presente punto abordaremos el proceso de normativización de la 
aplicación de la tecnología reproductiva y la utilización de embriones 
humanos con la finalidad de ofrecer el repertorio normativo que reguló la 
ordenación española en esta materia desde noviembre de 1988 y hasta mayo 
de 2006. 
 
2.2.1. Contexto y antecedentes legislativos 
 
La legislación española que estableció las pautas para la aplicación de 
las técnicas de reproducción asistida y la utilización de embriones humanos en 
la década de los ochenta, no fue fruto de la improvisación sino que encuentra 
su origen en numerosos estudios nacionales e internacionales que sobre la 
                                              
28
 Sobre la extensión del derecho a la protección de la salud promovido por la 
Ley vid. BEATO ESPEJO, M. en “El sistema sanitario español: su configuración en 
la Ley General de Sanidad (2ª parte)”, Revista de Administración Pública, núm. 120, 
1989, pp. 379-418, y BEATO ESPEJO, M. en “El sistema sanitario español: su 
configuración en la Ley General de Sanidad”, Revista de Administración Pública, 
núm. 119, 1989, pp. 381-400.  
29
 Carta recogida en el artículo 10 de la Ley, que ha sido parcialmente 
derogada por la Disposición Derogatoria de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, 
básica reguladora de la Autonomía del Paciente y de derechos y obligaciones en 
materia de información y documentación clínica (Boletín Oficial del Estado de 15 
noviembre de 2002), y que introdujo como derechos básicos del paciente: el respeto 
a su personalidad, dignidad humana e intimidad; el derecho a la información sobre 
los servicios sanitarios y sobre los requisitos necesarios para su uso; la 
confidencialidad clínica; la información sobre las repercusiones de los 
procedimientos de pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apliquen; la 
prestación de consentimiento; la libre elección de médico; la participación en las 
actividades sanitarias; la facultada para interponer reclamaciones y formular 
sugerencias; y la obtención de los medicamentos y productos sanitarios necesarios 
para promover, conservar o restablecer su salud. 
30
 Término empleado profusamente por la Ley al objeto de evitar el de 
paciente y que ha sido trasladado a la Ley sobre Técnicas de Reproducción Asistida 
que en todo momento se refiere a “usuarias de las técnicas”. (Vid. ALKORTA 
IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op.cit. p. 137). 
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materia llevaron a cabo expertos de reconocido prestigio en distintas 
especialidades. 
 
En el campo de los estudios realizados en el ámbito de los países del 
entorno más próximo destaca, en primer lugar, el Informe Warnock31, 
elaborado en Gran Bretaña en 1984, por encargo del Gobierno al 
Departamento de Sanidad y Seguridad Social. A este objeto se constituyó la 
“Comisión de Estudio sobre la Fertilización Humana” integrada por quince 
personas entre las que se encontraban médicos, juristas y moralistas de 
diversidad ideológica, y cuya presidencia fue encomendada a la filósofa M. 
Warnock. Fue éste el primer estudio europeo que abordó de forma amplia la 
asistencia médica a la procreación humana convirtiéndose en punto de 
referencia obligada de todos los comités de expertos que se pronunciaron con 
posterioridad32. 
 
Sesenta recomendaciones fueron recogidas en un extenso Informe que 
intentó conciliar posturas religiosas, laicas, argumentaciones jurídicas y 
concepciones científica, destacando entre todas ellas las siguientes propuestas: 
la restricción del recurso a las técnicas de reproducción asistida a los 
matrimonios y a las uniones no matrimoniales estables, al considerar que 
ambas opciones son las más favorables para el hijo; la valoración positiva de 
la intervención de donantes de gametos y de embriones, proponiéndose el 
anonimato de los donantes y el carácter gratuito de las donaciones; la 
aceptación de la subrogación uterina como práctica reproductiva 
prohibiéndose, no obstante, la intermediación en los acuerdos de gestación por 
sustitución; la admisión de la investigación o experimentación con gametos 
humanos y con embriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro 
hasta los catorce días, previo consentimiento informado de los titulares de los 
gametos, y previa autorización otorgada por la Autoridad correspondiente. 
 
                                              
31
 COMMITTE OF INQUIRY INTO HUMAN FERTILISATION AND 
EMBRIOLOGY, “Report on Human Fertilisation and Embriology”, 1984. Informe 
que fue publicado posteriormente como libro: WARNOCK, M. en A question of life. 
The Warnock Report on Human Fertilisation and Embriology, Basil Blackwell, 
Oxford, 1985. 
32
 El contenido del Informe Warnock dio lugar a la aprobación de la Ley de 
16 de julio de 1985 sobre Préstamos Uterinos, que prohíbe la gestación de sustitución 
e inspiró un Bill de 1986 relativo a la Producción de Embriones por Fecundación in 
vitro. Con carácter posterior se aprobó la Ley de Fertilización Humana y 
Embriología de 1 de noviembre de 1991. (MARTÍNEZ - CALCERRADA, L., en La 
nueva Inseminación Artificial, Ed. Cersip, Madrid, 1989, p. 169; y ROMEO 
CASABONA, C.M., en El Derecho y la Bioética ante los límites de la vida humana, 
Ed. Centro de estudios Ramón Areces, Madrid, 1994, p. 223). 
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A tenor de lo expuesto cabe concluir que el Informe reconoce con 
amplitud la libertad de investigación en el ámbito genético reproductivo 
imponiendo, no obstante, los siguientes límites para otorgar las autorizaciones 
pertinentes: se prohíbe la alteración de las estructuras genéticas; y se exige que 
las investigaciones promuevan la realización de estudios para avanzar en 
materia de fertilidad, en el conocimiento de las causas de nacimientos 
malogrados, en el descubrimiento de nuevos métodos de contracepción, y en 
el perfeccionamiento de nuevas técnicas que permitan detectar anomalías 
cromosómicas en los embriones. 
 
Procede señalar que en sus recomendaciones se incluye expresamente 
una previsión relativa a la objeción de conciencia del personal médico e 
investigador que no quiera participar en los procedimientos reproductivos o de 
investigación33. 
 
Merece especial mención el Informe Benda34, aprobado el 25 de 
noviembre de 1985 y elaborado, a petición del Ministerio de Justicia del 
Gobierno Federal de Alemania, por un grupo de médicos, investigadores, 
filósofos, juristas y representantes de las Iglesias Católica y Protestante. El 
equipo de trabajo fue presidido por el profesor E. Benda. Este Informe, cuya 
finalidad era orientar los trabajos legislativos sobre biomedicina y 
reproducción asistida35, comienza reconociendo las posibilidades científicas 
relacionadas con la reproducción artificial como recurso ante la problemática 
de la esterilidad, y respecto de la terapia de enfermedades genéticas y 
hereditarias; y finaliza poniendo de manifiesto los riesgos que dichas técnicas 
genético reproductivas pueden implicar para la humanidad, y defendiendo que, 
en el orden jurídico, la vida comienza con la concepción, ya sea a través de 
medios naturales o artificiales señalando que, desde ese mismo momento, la 
vida y la salud del embrión son bienes jurídicos acreedores de protección por 
parte del ordenamiento. 
                                              
33
 Esta previsión fue expresamente recogida en el artículo 38 de la Ley de 
Fertilización Humana y Embriología del Reino Unido de 1 de noviembre de 1990 
que reconoce la posibilidad de que cualquier persona por motivos de conciencia 
decida no intervenir en este tipo de prácticas reproductivas o de investigación. 
34
 BERICHT DER ARBEITSGRUPPE, “In Vitro Fertilisation, 
Genomanalyse und Gentherapie”, 1985. 
35
 Los planteamientos plasmados en el Informe Benda inspiraron la Propuesta 
del Ministerio de Trabajo, Sanidad y Familia, de 6 de diciembre de 1985, sobre 
Fertilización in vitro; y determinaron la elaboración de la Resolución Federal número 
210 de 14 de octubre de 1986, sobre Reproducción Extracorpórea. Para evitar 
desviaciones indeseadas en el uso de estas técnicas se aprobó, el 13 de diciembre de 
1990, la Ley de Protección de Embriones. (MARTÍNEZ – CALCERRADA, L., en 
La nueva Inseminación Artificial, op. cit., p. 169 y ROMEO CASABONA, C.M., en 
El Derecho y la Bioética ante los límites de la vida humana, op.cit., p. 225). 
138 
En el sentido expuesto, pese a reconocer que la intervención del médico 
es necesaria en el proceso reproductivo artificial, el Informe marca una serie 
de límites a su actividad prohibiendo disponer impunemente de los embriones 
que resulten de las técnicas de reproducción asistida, y advirtiendo sobre las 
eventuales consecuencias que la intervención en las células germinales puede 
conllevar. 
 
Uno de los objetivos principales del Informe fue la armonización de los 
derechos de los padres que recurren a estas nuevas formas de reproducción 
asistida, con los derechos e intereses de los hijos que nacen como 
consecuencia de las mismas. Junto a ello, reconoce también la importancia de 
la libertad de investigación científica, y los beneficios que de la misma se 
pueden derivar estableciendo, no obstante, los límites para su ejercicio: respeto 
a la integridad, a la vida, a los intereses y derechos del niño, a los derechos de 
terceros afectados, y a la dignidad humana, que impide la creación de híbridos 
o quimeras, la clonación, y la modificación genética del patrimonio hereditario 
con el fin de crear seres supuestamente mejores. 
 
Por lo que respecta al tratamiento concreto de las diferentes técnicas 
reproductivas, y partiendo de los presupuestos señalados, el Informe 
contempla como únicos usuarios de las técnicas a los matrimonios y a las 
parejas no matrimoniales estables, y proscribe la subrogación uterina. Acepta 
la fecundación in vitro, recomendando que no se fecunden más óvulos de los 
que puedan ser implantados en el útero de la madre. Valora negativamente la 
intervención de donantes de gametos, considerando que la imposibilidad de 
conocer el propio origen impide el desarrollo de la libre personalidad del hijo 
y constituye una clara lesión de la dignidad humana. El equipo de trabajo 
justifica, no obstante, el recurso a los donantes con carácter excepcional y 
siempre que se lleve a cabo con las debidas garantías. Con base en los mismos 
argumentos la donación de embriones sólo se consideró admisible como 
alternativa a su destrucción. En todo caso el Informe propone que, en los 
supuestos en los que se recurra a la donación de gametos o embriones, se 
permita el acceso a los hijos a la información sobre los progenitores genéticos. 
En línea con el argumento expuesto, la crioconservación de embriones sólo se 
consideró legítima para su utilización en ciclos procretivos posteriores.   
 
En último término cabe destacar que el Informe también recoge una 
mención expresa a la libertad de conciencia del personal médico al establecer 
que no estará obligado a colaborar en un procedimiento de reproducción 
artificial y que por consiguiente podrá decidir en conciencia su participación36. 
                                              
36
 Esta protección de la libertad de conciencia se recogió expresamente en el 
texto de la Ley alemana sobre Protección de Embriones de 13 de diciembre de 1990 
en el parágrafo 10. 
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Dada la proximidad geográfica y cultural de Francia es obligada la 
referencia al Informe del Comité Consultivo Nacional de Ética para las 
Ciencias de la Vida37 relativo a la “investigación sobre los embriones 
humanos y a su utilización con fines médicos y científicos38”, que fue 
presentado en Francia el 15 de diciembre de 1986, siendo Presidente del citado 
Comité J. Braibant. El Informe proponía la regulación de los aspectos más 
relevantes de la asistencia médica a la procreación sobre la base de la primacía 
de la persona y el respeto del ser humano desde el inicio de la vida. 
 
Entre sus conclusiones destacan las siguientes propuestas: recabar el 
consentimiento del interesado para cualquier intervención, el respeto de la 
integridad, la prohibición de introducir modificaciones en el patrimonio 
genético, la prohibición de prácticas eugenésicas dirigidas a la selección de 
personas, la prohibición de la gestación por cuenta de terceros, la aceptación 
excepcional de la intervención de donantes de gametos en los procesos 
procreativos, la gratuidad de las donaciones de material humano, la 
crioconservación y donación de embriones para su posterior utilización en 
ciclos procreativos, la confidencialidad de los datos de los donantes, la 
prohibición de creación de embriones con fines de investigación, y la 
restricción del acceso a las técnicas a las parejas aquejadas de esterilidad. 
 
Desde la perspectiva confesional la aportación más relevante es la de la 
Iglesia Católica que, como ya se ha expuesto en el capítulo precedente, 
mantiene en la Instrucción Donum Vitae39 una actitud reacia en lo que a las 
técnicas de reproducción asistida se refiere, proscribe severamente la 
manipulación de los embriones, y reclama una actitud de objeción de 
conciencia a sus fieles; y ello con base en dos principios fundamentales de su 
Magisterio: la inseparable conexión entre el significado unitivo y procreativo 
del acto conyugal40 y la consideración del embrión como persona desde la 
concepción41. 
                                              
37
 El Comité Consultivo Nacional de Ética para las Ciencias de la Vida y de la 
Salud elaboró, con carácter previo, un “Dictamen sobre los problemas éticos nacidos 
de las técnicas de reproducción asistida” que fue presentado en París el 23 de octubre 
de 1984. (ROMEO CASABONA, C.M, en El Derecho y la Bioética ante los límites 
de la vida humana, op.cit. p. 220). 
38 COMITÉ CONSULTATIF NATIONAL D’ETHIQUE POUR LES 
SCIENCES DE LA VIE ET DE LA SANTÉ, Les procréations artificielles, 1986. 
39
 CONGREGATIO PRO DOCTRINA FIDEI, Instructio pro observantia 
erga vitam humanam nascente deque procreationis dignitate tuenda, 22.II.1987, 
AAS, 80 (1988).  
40
 La Instrucción Donum Vitae afirma que “la procreación de una nueva 
persona, en la que el varón y la mujer colaboran con el poder del creador, deberá ser 
el fruto y signo de la mutua D.ación personal de los esposos, de su amor, y 
fidelidad”. El Pontífice PABLO VI en la Encíclica Humanae Vitae, sobre la 
140 
En España, como analizaremos a continuación, se constituyeron dos 
grupos de trabajo: uno promovido por el Congreso de los Diputados; y el otro 
impulsado por la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
2.2.1.1. La Comisión Especial “de Estudio de la Fecundación In Vitro y 
la Inseminación Artificial Humanas” 
 
La Mesa del Congreso de los Diputados acordó el 2 de noviembre de 
1984 la creación de una Comisión Especial de Estudio sobre Fertilización 
Extracorpórea que con posterioridad pasó a denominarse “Comisión Especial 
de Estudio de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial 
Humanas42”. La actividad del Grupo de Trabajo se prolongó durante un 
                                                                                                                                
transmisión de la Vida Humana, (25.VII.1968, AAS, 60, 1969) asienta la doctrina de 
la conexión inescindible del aspecto procreativo y unitivo en el acto conyugal. Y en 
relación con la manipulación o intervención del proceso generativo apunta ya las 
posibles repercusiones que podrían derivar del sometimiento de este proceso al 
dominio de los avances científicos y a la voluntad del hombre; y concluye que la 
aplicación de los métodos de regulación artificial de la natalidad podría generar 
graves consecuencias para el matrimonio y para la familia, señalando, entre otras, el 
fomento de la infidelidad conyugal, la degradación progresiva de la moralidad, y la 
posible intervención de las Autoridades Públicas en el sector más personal y 
reservado de la intimidad conyugal. En este mismo sentido, la Exhortación 
Apostólica Familiaris Consortio, suma de las enseñanzas de la Iglesia sobre el 
matrimonio y la familia, contempla la fecundidad como obra del amor conyugal que 
se traduce necesariamente en procreación. (JUAN PABLO II, “Ex. Ap. Familiaris 
Consortio”, 20.XI.1981, AAS, 74, 1982). Por su parte, la Instrucción D.um Vitae 
reitera la enseñanza de la Humane Vitae, que se funda en el significado unitivo y 
procreador del acto conyugal y proporciona la base antropológica de esa conexión: la 
unidad corpóreo-espiritual del ser humano. (CONGREGATIO PRO DOCTRINA 
FIDEI, “Instructio pro observantia erga vitam humanam nascente deque 
procreationis dignitate tuenda”, 22.II.1987, AAS, 80, 1988). 
41
 La Instrucción Donum Vitae establece claramente que “el ser humano debe 
ser respetado y tratado como persona desde el instante de su concepción y, por eso, a 
partir de ese mismo momento se le deben reconocer los derechos de la persona, 
principalmente el derecho inviolable de todo ser humano inocente a la vida”. 
42
 A esta Comisión especial fueron convocados una serie de expertos que 
cubrían los cuatro campos de conocimiento concernidos por el tema: Biología, 
Ginecología, Derecho, Filosofía y Moral; los biólogos convocados fueron: Esteban 
Domingo Solans, Josep Egozúe Cuíxart, Juan Ramón Lacadena Calero, Julián Rubio 
Cardiel; los ginecólogos: Pedro Barrí Ragere, Jan Antier Bilbao Beotegui, José 
Botella Llusiá, Pedro Caballero Peregrín, Joaquín Calaf Alsina, Santiago Dexeus 
Trías de Bes, José María Guerra Flecha, Xavier Iglesias Guiv, Carmen Ochoa 
Marieta, Sixto Paredes González, Antonio Pina Rivero, José A. Usandi-zaga 
Beguiristain, Juan A. Vempel Díaz. Destacada fue la presencia de juristas: Manuel 
Albadalejo García, Rodrigo Bercovitz Rodríguez-Cano, Fernando Castedo Alvarez, 
Enrique Gimbernat Ordeig, José Luis Lacruz Berdejo, Francisco Liado Yagüe, 
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período de seis meses transcurrido el cual el Presidente de la Comisión, Dr. 
Marcelo Palacios, redactó un Informe final que contenía ciento cincuenta y 
cinco recomendaciones y varios votos particulares respecto de aquellos puntos 
en los que se apreciaron mayores discrepancias43. El texto, comunmente 
conocido como “Informe Palacios”, fue aprobado por la Sesión Plenaria del 
Congreso de los Diputados el 10 de abril de 198644. 
 
La presentación del Informe al Congreso para su posterior aprobación 
corrió a cargo del presidente de la Comisión. En su intervención el Dr. 
Marcelo Palacios señaló como finalidad principal del texto presentado “el 
orientar la futura legislación desde una perspectiva realista que resultará 
aplicable a cuestiones sociales que se encontraban ya implantadas de hecho en 
España45”. Los argumentos expuestos fueron cuestionados por algunos 
Diputados que, en su calidad de portavoces de los diferentes Grupos 
Parlamentarios, manifestaron sus objeciones y reservas propiciando la apertura 
de un debate sobre los temas más conflictivos: los posibles beneficiarios de las 
técnicas46; la investigación de la paternidad en los supuestos de intervención 
                                                                                                                                
Vicente Montes Penades, Andrés de la Oliva Santos, María Dolores Pelayo Angure, 
Gonzalo Quintero Olivares, Francisco Sancho Rebullida. En su condición de 
filósofos o moralistas se consultó a Francisco Abel Fabre, Javier Gafo Fernández, 
Javier Hervada Xiberta, Gonzalo Higuera, Augusto Hortal Alonso, Xavier Rubert de 
Ventos, José Antonio Souto y Marciano Vidal García. 
43
 Destaca el Voto particular formulado por el Grupo Popular, que hizo 
hincapié en la necesidad de defender la vida, desde los estadios iniciales, el valor de 
la familia matrimonial, y la prevalencia de la veracidad biológica. 
44
 Informe de la “Comisión Especial de Estudio de la Fecundación In Vitro y 
la Inseminación Artificial Humanas”, publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales, Congreso de los Diputados, número 166 de 21 de abril de 1986 y 
posteriormente publicado como libro titulado Informe de la Comisión Especial de 
Estudio de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete 
de Publicaciones del Congreso de los Diputados, Madrid, 1987. 
45
 Vid. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados. Pleno y Diputación 
Permanente, año 1986. II Legislatura, número 280, de 10 de abril de 1986. 
46
 La Sra. Gorroño Arrizabalaga, del Grupo Parlamentario Vasco, criticó que 
el Informe incluyese entre los posibles beneficiarios de las técnicas de reproducción 
artificial, a las parejas heterosexuales sin vínculo matrimonial y a la mujer sin pareja. 
La crítica se centró en la falta de un vínculo jurídico que garantizase su estabilidad de 
forma previa a la existencia de una relación paterno-filial. Esta misma línea 
argumental fue la defendida por el Sr. Núñez Pérez, del Grupo Parlamentario 
Centrista, que concentró su crítica en denunciar lo que su Grupo consideraba una 
incongruencia del Informe puesto que por una parte establecía la necesidad de 
padecer esterilidad irreversible para la mujer que solicitara las técnicas; y por otra 
parte, dispensaba de ese requisito a la mujer sola. (Vid. Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados. Pleno y Diputación Permanente, año 1986. II 
Legislatura, número 280, de 10 de abril de 1986). 
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de donante; la protección jurídica de los embriones; y la incidencia que la 
práctica de estas técnicas podía tener en algunas instituciones jurídicas como 
la sucesión inter vivos y mortis causa en los supuestos de fecundación post 
mortem. Pese a las críticas, el Informe fue aprobado por el Pleno del Congreso 
recogiendo toda una relación de recomendaciones dirigidas a establecer las 
bases de la futura legislación española sobre reproducción humana asistida. 
 
El Informe se estructuró en tres partes: la primera, referida a los 
aspectos científicos de la esterilidad humana y del funcionamiento de las 
técnicas; la segunda, que recoge una reflexión sobre los problemas éticos y 
jurídicos que plantea la aplicación de las técnicas; y una última parte que 
plasma las recomendaciones acordadas incluyendo algunas propuestas de 
sanción de carácter penal y administrativo47. 
 
En sus recomendaciones generales el Informe incluyó como posibles 
destinatarios de las técnicas de reproducción asistida a las parejas 
heterosexuales estables que mantenga una relación similar al matrimonio48, y 
excluyó expresamente a las parejas homosexuales49. En las recomendaciones 
específicas se refirió detalladamente a la gestación de la mujer sola como 
posible usuaria de las técnicas, tanto si padece esterilidad irreversible como si 
no50, estableciendo como única diferencia que en el segundo de los supuestos 
los gastos de su tratamiento no se realizarían con cargo a fondos públicos. 
 
Destaca la referencia constante que se hace en el Informe a la 
prestación del consentimiento señalándose, además, que deberá ir precedido 
de la suficiente información y asesoramiento sobre los riesgos que comportan 
las técnicas51. Así, respecto de las técnicas de reproducción asistida, se 
especifica la necesidad de recabar el consentimiento previo de las posibles 
                                              
47
 Las recomendaciones formuladas por la Comisión carecían de fuerza 
obligatoria pero su influencia fue notable en la medida en que se convertirían en el 
punto de referencia fundamental de la doble proposición de ley, sobre reproducción 
humana asistida y uso de tejidos embrionarios y fetos, que se presentaría a las Cortes 
un año más tarde. 
48
 Recomendación núm. 6 del Informe de la Comisión Especial de Estudio de 
la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
49
 Recomendación núm. 10 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
50
 Recomendaciones 118 a 121 del Informe de la Comisión Especial de 
Estudio de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete 
de Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
51
 Recomendación núm. 23 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
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receptoras52 y de sus parejas53, especialmente cuando resulte necesario el 
recurso a un donante; en los supuestos de donación de gametos y de 
embriones, se hace constar que el consentimiento del donante libre y 
voluntario se entiende esencial a la propia donación54; y se impone como 
requisito necesario para poder investigar o experimentar con embriones 
sobrantes de la fecundación in vitro, la obtención del consentimiento previo y 
expreso de la pareja a la que pertenecen los gametos55. 
 
Otro aspecto importante al que alude el Informe es el referente a los 
derechos de los hijos concebidos artificialmente56. En los supuestos de 
intervención necesaria de donante de gametos la solución propuesta señaló que 
la paternidad legal correspondería a la madre que lo hubiese gestado y al varón 
de la pareja que constituyen, garantizándose en todo caso el anonimato de los 
donantes57. Asimismo el Informe promueve la adopción de las siguientes 
medidas: reconocimiento del derecho de los hijos a conocer las características 
biofísicas de los donantes al alcanzar la mayoría de edad, pero no su 
identidad58; revelación de la identidad de los donantes con carácter 
excepcional en los supuestos en que existan circunstancias que conlleven un 
peligro grave para la vida del hijo59; y regulación legal dirimiendo si los hijos 
nacidos mediante reproducción asistida tienen, o no, reconocida la posibilidad 
                                              
52
 Recomendación núm. 26 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
53
 Recomendaciones núm. 27 y 28 del Informe de la Comisión Especial de 
Estudio de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete 
de Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
54
 Recomendación núm. 44 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
55
 Recomendación núm. 80 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
56
 Recomendación núm. 3 del Informe de la Comisión Especial de Estudio de 
la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
57
 Recomendación núm. 47 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
58
 Recomendación núm. 111 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
59
 Recomendación núm. 53 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
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prevista constitucionalmente60 de investigar la paternidad61, proponiendo al 
efecto que, en caso de respuesta positiva, nunca debería tener consecuencias 
legales para los donantes62. El Informe intentaba salvar así el conflicto de 
intereses entre el derecho de los hijos a conocer su origen biológico y el 
derecho a la intimidad de los donantes, confiando la resolución de la 
problemática a la legislación posterior63. 
 
Resulta destacable que el Informe no sólo prohíbe de forma expresa la 
práctica de la gestación de sustitución o subrogación uterina64 sino que 
considera necesario sancionar a todos aquellos que pudieran participar en un 
contrato con estas características65 incluyendo expresamente a los centros que 
realizasen las técnicas para facilitar la gestación de sustitución66. 
 
El conjunto de la reflexión llevada acabo a lo largo de las páginas del 
Informe parte, en todo caso, de la necesidad de admitir y promover las 
prácticas de reproducción asistida, y la investigación y experimentación con 
embriones humanos en determinados casos67; y ofrece una serie de pautas 
                                              
60
 Ex. artículo 39 de la Constitución Española de 1978 que, en su apartado 
segundo, dispone: “Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral 
de los hijos, iguales éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las 
madres, cualquiera que sea su estado civil”. 
61
 Recomendación núm. 112 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
62
 Recomendación núm. 113 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
63
 Vid. GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, Ed. Comares, Granada, 2004, p. 155; y Vid. ROMEO 
CASABONA, C.M, en El Derecho y la Bioética ante los límites de la vida humana, 
op.cit. p. 238. 
64
 Recomendación núm. 115 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
65
 Recomendación núm. 116 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
66
 Recomendación núm. 117 del Informe de la Comisión Especial de Estudio 
de la Fecundación In Vitro y la Inseminación Artificial Humanas, Gabinete de 
Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. cit. 
67
 En esta línea ALKORTA IDIAKEZ, considera que “el talante del Informe 
es posibilista y está inspirado en un entendimiento abierto de la institución familiar y 
de la libertad de investigación médica”. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación 
Jurídica de la medicina Reproductiva, op. cit. p.140). En opinión de SERRANO 
RUÍZ-CALDERÓN “(…) la opción que toma el documento parlamentario es buscar 
un talante ético actualizado, es decir se basa en lo que denomina una ética común a la 
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tendentes a facilitar la elaboración de una legislación sobre reproducción 
asistida que determine los límites de la actuación médica. En torno a su 
contenido sobresalen tres circunstancias: plenitud, rigor científico y limpia 
exposición jurídica68. El Informe fue completo debido al gran abanico de 
supuestos contemplados, que abarcaron la práctica totalidad de las cuestiones 
implicadas. El rigor científico y la claridad jurídica se deben al alto grado de 
diligencia desplegado por la Comisión que hizo acopio de datos y de 
planteamientos más o menos decantados en otros países del área comunitaria.  
 
El Informe merece también una valoración negativa puesto que, pese a 
intentar armonizar con mayor o menor acierto los derechos de todos los 
sujetos implicados, obvia en sus recomendaciones toda alusión a la libertad de 
conciencia del personal sanitario e investigador69. La única referencia al 
respecto que recoge el Informe se encuentra su “recomendación tercera”, en la 
que señala que la legislación deberá tener en cuenta los intereses en conflicto 
de las mujeres receptoras, de los padres legales, de los hijos, de los centros 
donde se realicen las técnicas, y de los colectivos profesionales que 
intervengan en las mismas.  
 
El “Informe Palacios” sirvió de inspiración a la legislación española 
sobre reproducción artificial y utilización de embriones de 1988 influyendo 
notablemente en los sucesivos trabajos parlamentarios, no obstante, sus 
principios no fueron íntegramente recogidos. Así, en la redacción final de la 
                                                                                                                                
sociedad. Esta ética civil es así denominada en cuanto supone buscar un mínimo 
consenso social, que signifique la no imposición de ninguna opción moral y 
religiosa. Esta búsqueda de la neutralidad religiosa se convierte en obsesiva y lleva, a 
mi entender, a una preterición de las aportaciones de las confesiones religiosas en 
favor de los expertos supuestamente más neutrales”. (SERRANO RUÍZ-
CALDERÓN, J.M. en “Aspectos jurídicos de dos documentos sobre bioética. -
Postura católica e Informe Palacios: estudio de una antítesis-”. Revista General de 
Legislación y Jurisprudencia, 6/1987, p. 35). 
68
 MARTÍNEZ - CALCERRADA, L., en La nueva Inseminación Artificial, 
op. cit., p. 214. Por su parte ROMEO CASABONA, C.M.  también emite un juicio 
favorable del Informe “(...) por su documentación, rigor e innegable utilidad”; sin 
embargo es más crítico en su examen y considera “que son muy débiles todos los 
aspectos con implicaciones jurídicas directas (o de futura técnica legislativa)”, (vid. 
ROMEO CASABONA, C.M. en El derecho y la Bioética ante los límites de la vida 
humana, op.cit. p. 225); destacando, no obstante, sus deficiencias de técnica jurídica, 
en concreto, sus inexactas remisiones, imprecisiones jurídicas, prolijidad y 
repeticiones sobre requisitos, condiciones o limitaciones, ausencia de descripción de 
ilícitos penales o administrativos, etc. (ROMEO CASABONA, C.M. en El derecho y 
la Bioética ante los límites de la vida humana, op.cit. pp. 232 y ss.). 
69
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 155. 
146 
Ley sobre Técnicas de Reproducción Asistida de 1988 se pueden observar 
algunas modificaciones70; circunstancia ésta que fue criticada de forma 
unánime por los operadores jurídicos que constataron grandes deficiencias 
técnicas en la citada Ley71. 
 
2.2.1.2. La Comisión de Trabajo de la Dirección General de los 
Registros y el Notariado 
 
El 14 de febrero de 1985 comenzaron las sesiones de un Grupo de 
Trabajo constituido en el seno de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, al objeto de analizar las cuestiones civiles más relevantes que 
planteaban la inseminación artificial, la donación y trasplante de embriones y 
la fecundación ectógena. 
 
Presidió el Grupo el Director General del citado organismo, D. G. 
García Ancos72, y, aunque su objetivo principal parecía ceñirse al análisis de 
las cuestiones civiles73, desde un principio pusieron de manifiesto su intención 
de proteger a la persona frente al uso indiscriminado de las técnicas 
biomédicas; en este sentido fueron formuladas recomendaciones, fuera del 
ámbito estrictamente civil, en torno a la regulación del funcionamiento de los 
establecimientos sanitarios, y respecto de la necesidad de proceder a la 
tipificación de nuevos delitos. La Comisión trató también las cuestiones 
controvertidas en torno a la venta o donación de gametos propios, los usuarios 
de la fecundación in vitro, la conservación y el destino de los embriones 
sobrantes, la gestación por encargo y sus implicaciones en materia de filiación 
y las implicaciones de la fecundación post mortem en los ámbitos de la 
sucesión y la nacionalidad. 
 
Las actas de las sesiones de trabajo fueron publicadas en un número 
especial de la Revista del Ministerio de Justicia74, no obstante, las soluciones 
aportadas no fueron tenidas en cuenta por los comisionados del grupo de 
                                              
70
 La más destacada en cuanto al anonimato de los donantes de gametos y 
embriones. 
71
 Entre otros autores, MARTÍNEZ - CALCERRADA, L. en La nueva 
Inseminación Artificial, op. cit., p. 214. 
72
 En calidad de Vocales fueron convocados: L. Diez-Picazo, J. Diez del 
Corral, C. Frías, F. Pérez, M. Peña, A. Piga, A. Rodríguez, y M. Vidal. 
73
 Entre las cuestiones civiles más relevantes se destacó la filiación derivada 
de la aplicación de las técnicas, la donación y venta de gametos, la gestación por 
encargo y la fecundación post mortem. 
74
 Fue un trabajo breve de menos de treinta páginas. Vid. Grupo de Trabajo de 
la Dirección General de Registros y Notariado, “Problemas civiles que plantea la 
inseminación artificial y la fecundación in vitro”, Suplemento al Boletín del 
Ministerio de Justicia, 3/1985, de 15 de enero. 
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trabajo presidido por el Dr. M. Palacios, presuntamente “por carecer de apoyo 
argumental de tipo ético o jurídico75”. 
 
2.2.2. Principios inspiradores e iter parlamentario de las Propuestas de 
Ley sobre Reproducción Humana Asistida, y sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos 
 
El 5 de mayo de 1987, el Grupo Socialista del Congreso presentó 
conjuntamente dos Proposiciones de Ley, una sobre “donación y utilización de 
embriones y fetos humanos o de sus células, tejidos y órganos76”, y otra sobre 
“técnicas de reproducción humana asistida77”. Ambas propuestas, 
estrechamente vinculadas, pretendían alcanzar un doble objetivo: en primer 
lugar, promocionar la práctica de unas novedosas técnicas médicas tendentes a 
superar la esterilidad humana; y, en segundo lugar, establecer un marco 
normativo mínimo para promover en España la realización de investigaciones 
sobre embriología y genética, que empezaban a despertar un gran interés en la 
comunidad científica internacional78. 
Del Preámbulo de la Proposición sobre técnicas de reproducción 
asistida puede deducirse que las prioridades del legislador de 1988 fueron 
                                              
75 Tal y como expone ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la 
Medicina Reproductiva, op. cit. p.141. 
76 La Proposición de Ley 122/000061, sobre donación y utilización de 
embriones y fetos humanos o de sus células, tejidos y órganos fue publicada en el 
Boletín Oficial de las Cortes Generales, número 73-1, III Legislatura, Serie B, de 9 
de mayo de 1987. 
77 La Proposición de Ley 122/000062, sobre técnicas de reproducción asistida 
fue publicada en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, número 74-1, III 
Legislatura, Serie B, de 9 de mayo de 1987. 
78 El Preámbulo de la Proposición de Ley 122/000061, sobre donación y 
utilización de embriones y fetos humanos o de sus células, tejidos y órganos, 
reconoce expresamente esta circunstancia al afirmar sin ambages en su párrafo 
primero que “(...) la Ley 30/1979, no contempla la posibilidad de realizar la donación 
de células, tejidos u órganos de embriones o de fetos humanos. Este vacío se 
evidencia más aún como consecuencia de la aplicación de las modernas técnicas de 
reproducción asistida y sus métodos complementarios, con las que se pone a 
disposición del médico o del investigador tales estructuras biológicas ya desde sus 
primeras fases y se hace posible la donación de gametos o células reproductoras y de 
óvulos fecundados in vitro. (...) la manipulación y el tráfico con embriones o fetos 
humanos incita a reflexiones éticas y sociales y pone de manifiesto la exigencia de 
un marco jurídico que centre los justos términos de las actuaciones biomédicas desde 
el respeto a la vida, a la dignidad y a los derechos humanos y sin cerrar el camino al 
patrimonio de la humanidad que es la ciencia. (...) Es necesario, por otra parte, 
garantizar la libertad científica e investigadora, condicionándola a los valores 
reconocidos en la Constitución (...)”. 
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esencialmente tres79: en primer lugar, potenciar la libertad de investigación 
científica y tecnológica, considerando que sólo debe ser limitada al objeto de 
evitar su colisión con el respeto a los derechos humanos y a la dignidad de los 
individuos; en segundo lugar, realizar una tímida aproximación a la 
definición80 y delimitación del status jurídico del embrión81; y, en último 
término la férrea defensa de un “derecho a la procreación82”. 
 
                                              
79
 MORO ALMARAZ, M.J. en Aspectos civiles de la inseminación artificial, 
Ed. Bosch, Barcelona, 1988, pp. 334-337. 
80
 Definición biológica indispensable para poder abordar con rigor su régimen 
jurídico como así destaca MORO ALMARAZ. (MORO ALMARAZ, M.J. en 
Aspectos civiles de la inseminación artificial, op. cit., p. 245). 
81 Con relación a este aspecto el Preámbulo de la Proposición pone de 
manifiesto que se acepta que las distintas fases del desarrollo embrionario son 
embriológicamente diferenciables con lo que su valoración desde la ética y su 
protección jurídica también deberían serlo. Este planteamiento fue considerado por 
MORO ALMARAZ “una forma solapada de adaptar las mismas realidades 
biológicas (embriones) para alcanzar la respuesta más oportuna al objeto de no 
obstaculizar la investigación”. (MORO ALMARAZ, M.J., en Aspectos civiles de la 
inseminación artificial, op.cit. p. 335). En este mismo sentido MARTÍN MATEO 
describe que “la confrontación contemporánea de ética y ciencia y las inseguridades 
que ello produce, no se debe a la imposible rececpción de los logros científicos en un 
determinado sistema de valores, individuales y sociales, sino a la falta de 
coincidencia sobre un código ético asumido por la mayoría sin vacilaciones”. 
(MARTÍN MATEO, M. en Bioética y Derecho, Ed. Ariel, Barcelona, 1987, p. 28). 
82
 En el apartado tercero del Preámbulo de la Proposición se plantea 
tímidamente si existe un derecho a la procreación y si este derecho es absoluto y 
debe satisfacerse por encima de cualquier conflicto de intereses que pueda 
plantearse. A este respecto se aprecian en la doctrina posiciones encontradas así 
ROMEO CASABONA defiende el derecho a la procreación (tanto natural como 
asistida) como “presupuesto necesario para ejercer el derecho a fundar una familia, 
no obstante, rechaza un ejercicio absoluto e ilimitado del mismo” (CASABONA, 
C.M. en El Derecho y la Bioética ante los límites de la vida humana,, op.cit. pp. 119 
y ss.); GIANDOMENICO MILAN define el derecho a procrear como “un derecho de 
libertad, constitucionalmente reconocido y garantizado, traducible en una pretensión 
de contenido negativo frente al Estado, reivindicativa de la exclusión de su injerencia 
en un ámbito tan particular de la esfera privada como es el de la generación, ámbito 
reservado a la dinámica de la libertad de los interesados, en el ejercicio del cual 
pueden encontrarse límites justificados por la necesidad de exigencias de carácter 
público” (MILAN, G. en Aspetti giuridici della procreazione assistita, Ed. Cedem, 
Padova, 1997, pp. 89-90); y, por su parte, GÓMEZ SÁNCHEZ considera el derecho 
a procrear como un “derecho ligado a la persona y no a la familia y que encuentra su 
justificación en el derecho a la libre personalidad y a la libre regulación de la vida 
privada” (GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en El derecho a la reproducción humana. Ed. 
Marcial Pons, Madrid, 1994, p. 61). 
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La Propuesta de Ley sobre técnicas de reproducción asistida tuvo su 
base en las recomendaciones del Informe de la Comisión Especial aunque en 
su propia Exposición de Motivos reconocía que “no contemplaba la totalidad 
de los aspectos analizados por ésta y que se había limitado a regular aquellos 
aspectos considerados más urgentes”. La mayor divergencia entre el “Informe 
Palacios” y la Propuesta de Ley puede apreciarse respecto del anonimato de 
los donantes de gametos y embriones; anonimato que fue decretado con 
rotundidad en la Propuesta frente a la ambigüedad con la que lo contemplaba 
el Informe de la Comisión83. 
 
Tras el debate del Pleno del Congreso, de 16 de diciembre de 1987, se 
acordó la toma en consideración de la Proposición de Ley sobre técnicas de 
reproducción asistida, por 283 votos a favor, 4 en contra y 3 abstenciones84. 
 
Fueron presentadas enmiendas a la totalidad del texto por parte de los 
Grupos Parlamentarios de Alianza Popular85, y el Partido Nacionalista Vasco. 
Presentaron enmiendas a distintos aspectos del articulado la Agrupación del 
                                              
83
 El Informe de la Comisión establecía en la Recomendación Número 49 
que: “Los donantes de gametos y de embriones deberán ser advertidos de la 
posibilidad de que el o los hijos nacidos de su donación deseen ampararse en la 
Constitución y en las leyes para intentar recabar la investigación de la paternidad”. 
Sin embargo, el artículo 5 de la proposición de Ley disponía en los apartados 10 a 
13: “(10) La donación de semen y a ser posible la de óvulos o preembriones, deberá 
ser anónima, custodiándose los datos de la identidad del donante en el más estricto 
secreto y en clave en los Bancos oportunos y en el Registro Nacional de donantes. 
(11) Se prohibirá sancionará desvelar la identidad de los donantes de semen. Sólo 
cuando se den circunstancias extraordinarias que comporten un comprobado peligro 
para la vida del hijo nacido, deberá ceder el secreto de la donación en aras de aquél 
interés preeminente, sin que ello implique reconocimiento jurídico de la paternidad 
ni publicidad de la identidad del donante. (12) La donación de óvulos deberá 
mantenerse en secreto, pese al ámbito más reducido de tal donación. (13) No será 
divulgada ninguna información respecto de los donantes o de los receptores, o de las 
exploraciones o técnicas de que hayan sido objeto, para ningún fin, salvo que los 
receptores o los hijos nacidos, sus padres, representantes legales o tutores soliciten 
información general de los donantes que no incluya su identidad”.Vid. Informe de la 
Comisión Especial de Estudio de la Fecundación In Vitro y la Inseminación 
Artificial Humanas, Gabinete de Publicaciones del Congreso de los Diputados, op. 
cit. 
84
 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados. Pleno y Diputación 
Permanente, año 1988. III Legislatura, número 78, de 16 de diciembre de 1987. 
85
 La preparación de las enmienda por parte de Alianza Popular desencadenó 
numerosas fricciones y un importante debate interno hasta el punto de que la 
formación concedió libertad de voto a sus parlamentarios con relación al propio texto 
alternativo presentado por la Coalición. Cfr. PALACIOS, M. en Reproducción 
Asistida. Discurso y Recurso. Ed. Stella, Gijón, 1990, p. 271. 
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Partido Liberal, tres diputados de Democracia Cristiana, la Minoría Catalana y 
el propio Grupo Socialista. Las enmiendas a la totalidad fueron desestimadas 
procediéndose a remitir la tramitación del texto a la Comisión de Política 
Social y Empleo86 a la que se confirió competencia legislativa plena. 
Aprobada en Comisión, la Proposición de Ley fue trasladada al Senado. 
 
En la Cámara Alta la Agrupación Democracia Cristiana presentó una 
propuesta de veto a la totalidad, alegando que la Proposición atentaba contra la 
defensa institucional de la familia basada en el matrimonio, y que el texto no 
era aceptable en lo relativo a la protección de la vida del preembrión87. Por su 
parte, el Grupo Parlamentario Socialista propuso una importante modificación 
de la redacción del artículo 6 que regulaba el acceso de las mujeres solas a las 
técnicas de reproducción asistida88. Debatidas las enmiendas y aceptadas 
varias, entre ellas la presentada por el Grupo Socialista89, se modificó la 
Propuesta. La nueva redacción de la Proposición fue objeto de Dictamen 
favorable de la Comisión de Sanidad y Seguridad Social constando, no 
obstante, tres Votos Particulares procedentes de Alianza Popular, Democracia 
Cristiana y el Partido Nacionalista Vasco90. Tras la recepción del Dictamen se 
celebró una sesión plenaria en la que se aprobó el Texto enmendado91 y se 
procedió a su devolución al Congreso. 
 
El 20 de octubre de 1988, el Pleno del Congreso de los Diputados votó 
las enmiendas procedentes del Senado, resultando la Proposición de Ley 
aprobada con los votos a favor del Grupo Socialista, Izquierda Unida - 
Esquerda Republicana y Agrupación Independiente Canaria. Votaron en 
contra Alianza Popular, Centro Democrático y Social, Convergencia i Unió, y 
el Partido Nacionalista Vasco92. 
 
La Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida se publicó en el Boletín Oficial del Estado número 282, de 
                                              
86
 Comisión presidida por el Diputado socialista J. Díaz Sol. 
87
 Boletín Oficial Cortes Generales, Senado. III Legislatura, Serie II. Textos 
Legislativos, número 203, de 22 de junio de 1988. 
88
 Boletín Oficial Cortes Generales, Senado. III Legislatura, Serie II. Textos 
Legislativos, número 203, de 22 de junio de 1988. 
89 Boletín Oficial Cortes Generales, Senado. III Legislatura, Serie II. Textos 
Legislativos, número 203, de 14 de septiembre de 1988. 
90
 El Dictamen y los Votos particulares fueron publicados en el Boletín 
Oficial Cortes Generales, Senado. III Legislatura, Serie II. Textos Legislativos, 
número 203, de 21 de septiembre de 1988. 
91 El Texto aprobado por el Senado se publicó en el Boletín Oficial Cortes 
Generales, Senado. III Legislatura, Serie II. Textos Legislativos, número 203, de 5 de 
octubre de 1988. 
92
 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados. Pleno y Diputación 
Permanente, año 1988. III Legislatura, número 141, de 20 de octubre de 1988. 
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22 de noviembre de 198893. El Grupo Parlamentario Popular interpuso, en 
fecha 27 de febrero de 1989, un Recurso de Inconstitucionalidad contra la Ley 
en su totalidad, al estimar que podría haberse vulnerado la reserva de ley 
orgánica contenida en el artículo 81 de la Constitución; y, subsidiariamente, 
contra una serie de artículos y párrafos94 de la misma, por estimar que podrían 
contradecir los artículos 9, 10, 15 y 39 de la Constitución. El contenido del 
Recurso y la Resolución del mismo serán objeto de análisis en otro punto de 
este mismo capítulo. 
 
Precedida de un debate que se desarrolló en términos semejantes a los 
descritos, transcurrido poco más de un mes, se aprobó, el 28 de diciembre de 
1988, la Ley 42/1988, sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos 
Humanos, o de sus Células, Tejidos u Órganos95. En su Preámbulo96 se 
establecía que su ámbito aplicación quedaba circunscrito a los embriones y 
fetos humanos “desde el momento en que se implantan establemente en el 
útero y establecen una relación directa, dependiente y vital con la mujer 
gestante”; y se aclaraba que “la donación y utilización de los gametos y de los 
óvulos fecundados in vitro o embriones preimplantatorios, con fines 
reproductores u otros, ya se contiene en la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida”. 
 
Se reconocía asimismo que “la manipulación y el tráfico con embriones 
o fetos humanos incita a reflexiones éticas y sociales y pone de manifiesto la 
exigencia de un marco jurídico que centre los justos términos de las 
actuaciones biomédicas desde el respeto a la vida, a la dignidad y a los 
derechos humanos y sin cerrar el camino al patrimonio de la humanidad que es 
la ciencia97”. 
 
Tampoco alcanzó la tramitación de esta Ley el consenso deseado así, en 
fecha 31 de marzo de 1989, tuvo entrada en el Registro del Tribunal 
Constitucional un Recurso de Inconstitucionalidad contra la misma firmado 
por el Diputado F. Trillo-Figueroa y otros setenta y ocho Diputados del Grupo 
                                              
93
 Actualmente consta derogada tras las aprobación de la Ley 14/2006, de 26 
de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida (Boletín Oficial del 
Estado de 27 de mayo de 2006). 
94 Preámbulo, apartado dos; artículos 1.1, 1.4, 2.4, 4, 5.1, 5.5, 6.1, 7 a 10, 
11.3, 11.4, 12.1, 12.2, 13, 14.3, 14.4, 15, 16.1, 16.2, 17, 20 y la disposición final 
primera apartados a) y e). 
95 Publicada en el Boletín Oficial del Estado número 314, de 31 de diciembre 
de 1988. 
96
 Vid. Párrafo cuarto del Preámbulo de la Ley 42/1988, sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos, o de sus Células, Tejidos u Órganos. 
97
 Vid. Párrafo cuarto del Preámbulo de la Ley 42/1988, sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos, o de sus Células, Tejidos u Órganos. 
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Popular. El contenido del Recurso y la Resolución del mismo serán objeto de 
análisis en otro punto de este mismo capítulo. 
 
Procede destacar que ambas Leyes fueron acogidas con bastante 
indiferencia por la sociedad española98. 
 
2.2.3. La Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida 
 
La Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, fue la primera legislación europea que reguló la aplicación 
práctica de estas técnicas en un sentido amplio99. A este respecto cabe destacar 
que en la década de los ochenta y a pesar del conocimiento existente acerca de 
los avances científicos que, en esta materia, se estaban sucediendo a ritmo 
frenético, la legislación internacional, tanto a nivel supranacional como de los 
distintos Estados, se mantenía al margen careciendo de un ordenamiento 
completo y específico capaz de acoger y resolver las principales cuestiones 
derivadas de estas prácticas100. Frente a este sentir general fue una realidad 
indiscutible que el ordenamiento jurídico español, con mayor o menor acierto, 
caminó por delante en esta novedosa materia al establecer, en el año 1988, las 
bases para desarrollar una legislación específica que subsumió “la nueva 
fenomenología derivada de la genética tecnológica”101.  
                                              
98
 BERROCAL LANZAROT interpreta que la causa de esta indiferencia se 
debió “al proceder paternalista del Gobierno que, desconfiando de la madurez de la 
opinión social, se negó a promover un debate social informado sustituyéndolo por la 
opinión de los expertos”. (BERROCAL LANZAROT, A.I. en “De nuevo sobre la 
reproducción humana asistida en España. Análisis jurídico-sanitario de la Ley 
14/2006, de 26 de mayo”, Revista de la Escuela de Medicina legal, núm. 4, enero 
2007, p. 25). 
99
 La Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de reproducción 
Humana Asistida ocupó el tercer lugar en el mundo en cuanto a la fecha de su 
promulgación, tras la Infertility (Medical Procedures) Act 1984 de Victoria 
(Australia) y la Ley Sueca núm. 1140 sobre Inseminación Artificial de 22 de 
diciembre de 1984 (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina 
Reproductiva, op. cit., pp. 102 y 107; y VEGA A.M.; VEGA, J.; y MARTÍNEZ 
BAZA, P. en “Comentarios a la legislación española sobre Reproducción Asistida”. 
Cuadernos de Bioética 1/1995, pp. 58-59. 
100
 Esta realidad fue reconocida por el legislador español que justificó la 
regulación adoptada con base en la necesidad de mitigar el vacío jurídico que el 
asincronismo entre la Ciencia y el Derecho estaba generando respecto de problemas 
concretos que imponían a los individuos y a la sociedad situaciones determinadas de 
indefensión. (Vid. Apartado Segundo del Preámbulo de la Ley 35/1988, de 22 de 
noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida). 
101
 MARTÍNEZ – CALCERRADA, L., La nueva Inseminación Artificial, 
op.cit., p. 211. 
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La Ley española, precedida de un extenso Preámbulo, se estructuró en 
siete capítulos que regularon los temas relativos a las personas implicadas en 
las técnicas reproductivas, a las prácticas reproductivas, y a los centros y 
equipos médicos que las llevan a cabo. Al total de veintiún artículos que 
desarrollaron toda la regulación, se añadieron una Disposición Transitoria y 
cuatro Disposiciones Finales. 
 
En consonancia con lo expuesto en su Preámbulo, la norma extendió su 
ámbito de aplicación a todas las técnicas de reproducción asistida conocidas al 
tiempo de su aprobación: la inseminación artificial, la fecundación in vitro con 
transferencia de embriones, y la transferencia intratubárica de gametos, 
señalando que su utilización sólo procedería cuando estuviese clínicamente 
indicada y restringiendo la realización de las prácticas a los establecimientos 
sanitarios autorizados. Sobre este punto VIDAL MARTÍNEZ102 consideró que 
la formulación del precepto, aparentemente enunciativa, no debía excluir la 
posterior inclusión de nuevas técnicas siempre que estuviesen “científica y 
clínicamente indicadas y se realicen en Centros y Establecimientos sanitarios y 
científicos autorizados y acreditados y por equipos especializados”103. 
 
La finalidad “fundamental” de la norma fue combatir la esterilidad104, 
no obstante, como señala ROMEO CASANOVA105, del propio Preámbulo 
cabe colegir que el fin complementario o secundario fue la prevención y 
tratamiento de enfermedades de origen genético o hereditario; y el fin 
derivado o de oportunidad fue facultar la autorización de actividades de 
investigación y experimentación con gametos y embriones. Por su parte 
MARTÍNEZ – CALCERRADA106 criticó duramente la utilización, en el 
artículo 1.2, del calificativo “fundamental” que acompaña a la palabra 
“finalidad” porque, a su entender, justificaba una “amplitud impropia del 
campo aplicatorio de la Ley”. Argumentó su crítica exponiendo que la 
transcripción de “finalidad fundamental” y no “exclusiva” permite hablar de 
una doble extensión107 del ámbito de aplicación de la Ley: una finalidad strictu 
                                              
102
 VIDAL MARTÍNEZ, J.; BENÍTEZ ORTUZAR, J. I.; VEGA 
GUTIÉRREZ, A. M., en Derechos reproductivos y técnicas de reproducción 
asistida, Ed. Comares, Granada, 1998, p.70. 
103
 Tenor literal del artículo 1.1 in fine de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, 
sobre Técnicas de Reproducción asistida. 
104
 Ex. Artículo 1.2 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
105
 ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética ante los límites 
de la vida Humana, op. cit.,  pp. 233-241. 
106
 MARTÍNEZ - CALCERRADA, L. en La nueva Inseminación Artificial, 
op. cit., p. 243. 
107
 MARTÍNEZ – CALCERRADA, L. distingue realmente no una doble sino 
una triple extensión al considerar como “finalidad impropia” de la Ley la 
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sensu o “fundamental”, que sería la actuación médica para combatir la 
esterilidad y facilitar la procreación, que excluiría la posibilidad generativa 
artificial siempre que la natural fuese viable; y, una finalidad latu sensu, que 
sería la prevista en el artículo 1.3, que proyectaría la admisión de estas 
técnicas, al margen de la esterilidad, y al servicio de la prevención de 
enfermedades genéticas y hereditarias. La amplitud propuesta podría derivar, 
en opinión del Profesor, en prácticas aberrantes como el mejoramiento étnico 
o la selección del sexo. 
 
Como rasgos definidores de la norma podemos señalar los siguientes: 
se aceptaron las técnicas de reproducción asistida en pareja heterosexual 
casada o no, e indirectamente en mujer sola108; se reconoció el derecho a la 
inseminación artificial post mortem109; se aceptó la crioconservación de semen 
y de embriones por un período máximo de cinco años, y se rechazó la de 
óvulos en tanto no existiesen suficientes garantías sobre su viabilidad tras el 
proceso de descongelación110; se autorizó y reguló la donación de gametos111; 
se defendió el derecho a un anonimato relativo de los donantes de gametos, 
                                                                                                                                
experimentación e investigación en gametos y preembriones prevista en el artículo 
1.4. (Vid. MARTÍNEZ – CALCERRADA, L. en La nueva Inseminación Artificial, 
op. cit. p. 244). 
108
 Ex. Artículo 6 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. Procede destacar que la aceptación del recurso a las 
técnicas por parte de mujeres sin pareja fue una decisión criticada por una buena 
parte de la doctrina especializada: JORDÁN VILLACAMPA, M.L. en “Familia 
monoparentales, inseminación artificial y derechos humanos”, XXI Jornadas de la 
Asociación Española de Canonistas, Servicio de Publicaciones Universidad 
Pontificia, Salamanca, 2002; VILA – CORO BARRACHINA, M.D. en “La 
reproducción asistida en la mujer sola”, Revista General de Derecho, mayo 1992; 
CARCABA FERNÁNDEZ, M. en Los problemas jurídicos planteados por las 
técnicas de procreación humana, Ed. Bosch, Barcelona, 1995; DE MARINO Y 
GÓMEZ – SANDOVAL, B. en “La filiación en la fecundación asistida”, La Ley 
2/1997; y SANTAMARÍA SOLÍS, L. en “Técnicas de reproducción asistida. 
Aspectos bioéticos”, Cuadernos de Bioética 41/2000. 
109
 Ex. Artículo 9 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. Sobre el supuesto específico de fecundación post 
mortem y sus implicaciones jurídicas se han pronunciado, entre otros, GÓMEZ DE 
LA TORRE, M.C. en “Fecundación post mortem”, Actualidad Civil, núm. 1, 1992; 
RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación artificial post mortem”, Revista 
Jurídica de Catalunya, vol. 86, núm. 4, 1987; y LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Relaciones 
civiles derivadas de la fecundación post mortem”, Boletín de la Facultad de Derecho 
de la UNED, núm. 6, 1994.  
110
 Ex. artículo 11 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
111
 Ex. artículo 5 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
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garantizándose estricto secreto respecto de su identidad112; no se reconocieron 
derechos ni deberes del donante respecto del hijo nacido; se rechazó la 
maternidad de sustitución113; se impuso el consentimiento informado tanto 
para el acceso a las técnicas114, como para la donación de gametos115, como 
para la utilización de gametos y preembriones en actividades de 
investigación116; se prohibió la fecundación de óvulos humanos con un fin 
distinto a la procreación117; se autorizó el test del hámster118; se autorizó la 
intervención sobre preembriones119 in vitro, y sobre embriones120 y fetos121   in 
                                              
112
 La doctrina en general también efectuó una valoración negativa sobre la 
solución adoptada por el legislador al respecto del anonimato relativo otorgado a los 
donantes de gametos. Al respecto cfr. FERRANDIS VILELLA, J. en “Reflexiones 
sobre la reforma del régimen de la filiación”, La Ley, 2/1988; LLEDÓ YAGÜE, F. 
en “Reflexión jurídica sobre las nuevas formas de reproducción humana”, La Ley, 
2/1989; MORENO BOTELLA, G. en “Algunos aspectos en torno a las nuevas 
técnicas de reproducción asistida”, Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, Vol. 
VII, 1991; PÉREZ MONGE, M. en “El anonimato del dador en las técnicas de 
reproducción asistida”, Cuadernos de Bioética 1/1995; VILA – CORO 
BARRACHINA, M.D. en “Padre referencial e identidad personal”, Cuadernos de 
Bioética, 25/1996; y VEGA GUTIÉRREZ,  A.M. en “El hijo en la procreación 
artificial. Implicaciones éticas y médico-legales”. VVAA, Cuadernos de Bioética 
1/1995. 
113
 Ex. artículo 10 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
114
 Ex. artículo 6.1 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
115
 Ex. artículo 5.4 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
116
 Ex. artículo 15 de la Ley  sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
117
 Ex. artículo 3 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
118
 Ex. artículo 14.4 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
119
 El “preembrión o embrión preimplantatorio” fue definido en el Preámbulo 
de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida como “el grupo de células resultantes de la división progresiva del óvulo 
desde que es fecundado hasta aproximadamente 14 días más tarde, cuando anida 
establemente en el interior del útero y aparece en él la línea primitiva”. 
120
 El “embrión o embrión postimplantatorio” fue definido el Preámbulo de la 
Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida 
como “la fase del desarrollo embrionario que continuando la anterior, si se ha 
completado, señala el origen incremento de la organogénesis o formación de los 
órganos humanos y cuya duración es de unos dos meses y medio conociéndose esta 
fase como embrión postimplantatorio. 
121
 El “feto” fue definido el Preámbulo de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida como “el embrión con apariencia 
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útero con fines diagnósticos, terapéuticos o preventivos122; se aceptó la 
investigación y experimentación con gametos humanos123 y con preembriones 
in vitro no viables o muertos124; y se prohibió mantener el desarrollo  
embrionario in vitro por encima del día catorce tras la fecundación125. 
 
La Ley española estableció una regulación amplia y permisiva en 
materia de investigación y experimentación durante las primeras fases del 
desarrollo embrionario. La libertad de investigación sólo quedó limitada por la 
necesidad de recabar el consentimiento informado de las personas titulares de 
los gametos, el respeto del patrimonio genético no patológico de los 
preembriones, y el carácter diagnóstico o terapéutico de la intervención sobre 
los preembriones, embriones o fetos viables. 
 
En el ámbito específico de la reproducción artificial, la norma adoptada 
promovió el acceso indiscriminado a las técnicas de reproducción asistida al 
objeto de eliminar cualquier límite que pudiese socavar la voluntad de 
procrear de la mujer; y otorgó prevalencia al derecho a la intimidad de los 
donantes respecto del derecho de los hijos a conocer su propio origen 
biológico. 
 
En relación con la protección del derecho a la libertad de conciencia la 
norma opta por no recoger mención alguna126 siguiendo la línea marcada por 
el “Informe Palacios”. 
 
La integración en el ordenamiento jurídico español de la regulación 
adoptada hizo precisa una revisión y valoración de los elementos que 
confluían en su aplicación, al objeto de efectuar una adecuación del Derecho 
allí donde fue necesario. Entre los aspectos más difíciles de encajar destacaron 
la valoración de la protección jurídica otorgada al material embriológico, la 
                                                                                                                                
humana y sus órganos formados que maduran paulatinamente preparándolo para 
asegurar su viabilidad y autonomía”. 
122
 Ex artículos 12 y 13 de la Ley  sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
123
 Ex. artículo 14 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
124
 Ex. artículos 15 y 17 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida. Sobre esta cuestión vid. ARROYO URIETA, G.; 
CORTÉS CASTÁN, J.; DIAZ GONZÁLEZ, A. en “Instrumentación genética y 
manipulación de embriones. Situación jurídica y aspectos bioéticos”, La Ley, 4/1996; 
y PASTOR GARCÍA, L.M. en “El estatuto del embrión humano”, Cuadernos de 
Bioética 11/1992. 
125
 Ex. artículo 20.2.B.c) de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
126
 GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, op. cit., p. 169. 
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intervención de los donantes de gametos, el concepto de usuarias o receptoras 
de las técnicas, la situación de los varones a ellas vinculados, la filiación de los 
hijos nacidos a partir de estas técnicas, y la manipulación incontrolada de las 
células germinales (crioconservación de gametos y preembriones, diagnóstico 
prenatal, terapia génica, investigación básica o experimental, ingeniería 
genética, etc.). 
 
La Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida sufrió varias modificaciones y quedó finalmente derogada 
tras la publicación de la Ley 14/2006, de 26 de mayo sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida en el Boletín Oficial del Estado el 27 de mayo 
de 2006127. 
 
2.2.4. Concordancia de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida con la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos 
 
Sobre el contenido de la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre 
Donación y Utilización de Embriones y Fetos Humanos, o de sus Células, 
Tejidos u Órganos128 procede destacar que, aunque abundan en su Preámbulo 
numerosas analogías con respecto a la Ley de Extracción y Trasplante de 
Órganos129, mantiene una estrecha correlación con la Ley sobre Técnicas de 
                                              
127
 Disposición Derogatoria de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida (Boletín Oficial del Estado de 27 de 
mayo de 2006). 
128 La Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre Donación y Utilización de 
Embriones y Fetos Humanos, o de sus Células, Tejidos u Órganos fue publicada en 
el Boletín Oficial del Estado Número 314 de 31 de diciembre de 1988. 
129
 “La Ley 30/1979, de 27 de octubre, de Extracción y Trasplante de Órganos 
y las disposiciones que la desarrollan regulan la extracción y trasplante de órganos en 
los términos de cesión, extracción, conservación, intercambio y trasplante de órganos 
humanos de personas vivas o muertas, para ser utilizados con fines terapéuticos; 
establece, además, que la Donación sólo es posible si el Donante es mayor de edad y 
si da su consentimiento de forma libre, consciente y responsable con el propósito de 
mejorar las condiciones de vida de una persona enferma determinada; asimismo, 
pueden utilizarse órganos u otras piezas anatómicas de personas fallecidas con fines 
científicos y terapéuticos, si no han manifestado previa y expresamente su oposición 
a tales usos después de su fallecimiento; finalmente, los receptores de órganos o 
piezas anatómicas deberán dejar constancia por escrito de su aceptación, recayendo 
este derecho en sus padres o representantes legales, si son menores de edad o si son 
incapaces para decidir. No obstante, la Ley 30/1979, no contempla la posibilidad de 
realizar la Donación de células, tejidos u órganos de  embriones o de fetos humanos. 
Este vacío se evidencia más aún como consecuencia de la aplicación de las modernas 
técnicas de reproducción asistida y sus métodos complementarios, con las que se 
pone a disposición del médico o del investigador tales estructuras biológicas ya 
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Reproducción Humana Asistida puesto que, como ya se ha expuesto, ambas 
arrancan de una doble propuesta legislativa realizada con base en las 
directrices marcadas por el también comentado “Informe Palacios”. 
 
Como presupuesto ineludible de esa doble propuesta destaca la 
diferencia entre los conceptos de preembrión y embrión humano; definiéndose 
el primero por la circunstancia de su situación preimplantatoria (habiendo sido 
concebido in vitro), y por el establecimiento de un plazo convencional de 
catorce días; y considerándose ya “embrión”, “desde el momento en que se 
implanta establemente en el útero y establece una relación directa, dependiente 
y vital con la mujer gestante”. En virtud de esta distinción, las disposiciones 
de esta Ley contemplaban la donación y utilización de los embriones y fetos 
humanos desde el momento de su implantación estable en el útero, 
correspondiendo la regulación de estos mismos aspectos, referidos a gametos 
humanos y preembriones in vitro hasta el día catorce, a la Ley sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida130. 
 
La Ley se estructuró en cuatro capítulos que regularon unos principios 
generales de actuación con embriones y fetos humanos, y fijaron las 
directrices en el ámbito de la investigación y la tecnología genética. Al total de 
nueve artículos, se añadieron dos Disposiciones Adicionales, y dos 
Disposiciones Finales. 
 
En líneas generales esta Ley contemplaba la intervención sobre 
embriones y fetos “viables”, con carácter diagnóstico y terapéutico131; y 
autorizaba la donación y utilización de embriones o fetos “no viables” o 
“muertos”, con fines diagnósticos, terapéuticos, de investigación y 
experimentación132; y la aplicación y desarrollo de la tecnología genética133 
                                                                                                                                
desde sus primeras fases y se hace posible la Donación de gametos o células 
reproductoras y de óvulos fecundados in vitro (…)”. (Párrafo primero y segundo del 
Preámbulo de la Ley 42/1988, sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos 
Humanos, o de sus Células, Tejidos u Órganos). 
130
 Esta idea se desprende de la redacción dada a la Disposición Final de la 
Ley 42/1988, que establece que “La Donación y utilización de gametos humanos y la 
de los óvulos fecundados y en desarrollo in vitro, hasta el día catorce que sigue al de 
su fecundación, se hará en los términos que establece la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, y las disposiciones que la desarrollen”. 
131
 Ex. Artículo 5 de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. 
132
 Ex. artículo 6 de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. Sobre las posibilidades de investigación con embriones y fetos 
humanos vid. ROMEO CASABONA, C.M. en “La utilización de embriones y fetos 
humanos con fines de investigación genética u otros fines no terapéuticos”, 
Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, núm. 5, 1992; FREIRE DE SÁ, M.F. 
en “Principios y límites jurídicos de la investigación con embriones humanos”, 
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con fines diagnósticos; con fines industriales de carácter preventivo, 
diagnóstico o terapéutico; con fines terapéuticos; y con fines de investigación 
y estudio de las secuencias del ADN del genoma humano, su localización, sus 
funciones y su patología. Asimismo regulaba la obtención y utilización de 
estructuras biológicas procedentes de los embriones o de los fetos muertos con 
fines diagnósticos, terapéuticos, farmacológicos, clínicos o quirúrgicos, de 
investigación o experimentación134. 
 
Como límites al ejercicio de esta amplísima libertad de investigación se 
incluyeron: la exigencia del consentimiento previo, expreso y suficientemente 
informado de los donantes135, y de los receptores del material donado136; se 
excluyó la posibilidad de utilización del material donado con carácter lucrativo 
o comercial137; se excluyó su empleo para la fabricación de productos de uso 
cosmético138; y se reprobaron las investigaciones que tuvieran por objeto la 
modificación del patrimonio genético no patológico139 y la creación de 
embriones con fines distintos a la procreación140. 
 
En consonancia con la Ley de Reproducción Humana Asistida, 
tampoco se incluyó mención alguna respecto de las posibilidades de objeción 
de conciencia del personal sanitario o investigador. 
 
La repercusión jurídico-social de esta Ley fue escasa, recibiendo poca 
atención por parte de la doctrina especializada, y quedando completamente 
eclipsada por la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. Su 
derogación se produjo tras la publicación de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de 
                                                                                                                                
Revista de Derecho y Genoma Humano, núm. 19, 2003; y “LACADENA CALERO, 
J.R. en “Embriones humanos y cultivo de tejidos: reflexiones científicas, éticas y 
jurídicas”, Revista de derecho y Genoma Humano, núm. 6, 1997. 
133
 Ex. Artículo 8 de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. 
134
 Ex. artículo 6 de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. 
135
 Ex. Artículo 2 de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. 
136
 Ex. Artículo 4 de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. 
137
 Ex. Artículo 2d) de la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos. 
138
 Ex. Artículo 9.2.B.c) de la Ley sobre Donación y Utilización de 
Embriones y Fetos Humanos. 
139
 Ex. Artículo 9.2.B.a) de la Ley sobre Donación y Utilización de 
Embriones y Fetos Humanos. 
140
 Ex. Artículo 9.2.B.b) de la Ley sobre Donación y Utilización de 
Embriones y Fetos Humanos. 
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Investigación Biomédica, en el Boletín Oficial del Estado el 4 de julio de 
2007141. 
 
2.2.5. Desarrollo reglamentario de las Leyes sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, y sobre Donación y Utilización de 
Embriones y Fetos Humanos 
 
La Ley de Reproducción Humana Asistida incorporaba cuatro 
Disposiciones Finales en las que ordenaba su propio desarrollo reglamentario 
en dos plazos, de seis meses y un año respectivamente, durante los que el 
Gobierno debía reglamentar una serie de cuestiones fundamentales para su 
efectiva aplicación. En este sentido, los reglamentos previstos debían 
concretar los requisitos de autorización y funcionamiento de los Centros que 
practiquen la fecundación asistida; los protocolos  de información y de estudio 
de los donantes y de los usuarios; la creación y organización de un Registro 
Nacional de Donantes; y la creación y organización de la Comisión Nacional 
de Reproducción Humana Asistida. A lo que se debería añadir, la confección 
de una lista de enfermedades hereditarias detectables mediante el diagnóstico 
prenatal; los requisitos para autorizar la experimentación con gametos; y las 
condiciones que deben regir el transporte de gametos y preembriones. 
 
No obstante, de los seis Decretos inicialmente previstos sólo fueron 
promulgados tres, y fuera de los plazos legalmente establecidos. Los dos 
primeros fueron publicados cuando ya habían transcurrido más de siete años 
desde la entrada en vigor de la Ley, y el tercero ya superados los ocho años. 
Las tres materias enumeradas en último lugar nunca fueron objeto de 
regulación reglamentaria142. Tal y como han reconocido numerosos 
profesionales143 la ausencia de desarrollo reglamentario determinó que 
numerosas disposiciones de la Ley de Reproducción Asistida resultasen 
inoperativas e ineficaces, en materia de control de la práctica y utilización de 
las técnicas y de garantía de calidad en la prestación sanitaria. A este respecto 
cabe destacar la excepción de Cataluña, Comunidad que una vez más caminó 
                                              
141
 Vid. Disposición Derogatoria de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de 
Investigación Biomédica, el 4 de julio de 2007 (Boletín Oficial del Estado de 4 de 
julio de 2007). 
142 
 Se elaboró un borrador de Real Decreto “por el que se establecían las 
normas básicas de actuación preventiva o terapéutica ligada a enfermedades 
genéticas o hereditarias de gametos o preembriones humanos” que finalmente no 
prosperó. Vid. MINISTERIO DE SANIDAD Y CONSUMO, CONSEJO 
INTERTERRITORIAL DE SALUD, Decisiones 1996-2000 
[www.msc.es/consejo/acuerdos.htm]. 
143 
 Así lo pone de manifiesto ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y 
la Bioética ante los límites de la vida humana, op.cit. p. 242. 
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por delante al dictar en 1991 un Decreto de regulación del funcionamiento de 
los centros de asistencia a la procreación144. 
 
El primer Decreto promulgado desarrollaba las letras b) y c) de la 
Disposición Final de la Ley 35/1988, reguladora de las Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, se trata del Real Decreto 412/1996, de 1 de 
marzo, por el que se establecen los protocolos obligatorios de estudio de los 
donantes y usuarios relacionados con las técnicas de reproducción humana 
asistida y regula la creación y organización del Registro Nacional de 
Donantes de Gametos y Preembriones con fines de reproducción humana145. 
 
A tenor de lo dispuesto en el apartado a) de la Disposición Adicional 
Primera de la Ley 35/1988, reguladora de las Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, el Gobierno estableció las pautas básicas que han de regir 
los estudios a los que se someten los donantes y usuarias relacionados con las 
técnicas de reproducción asistida. El objetivo que persigue esta regulación es 
lograr una uniformidad de criterios básicos y mínimos en los estudios que se 
practicarán a donantes y usuarias; garantizar la confidencialidad de la 
información obtenida; y facilitar la labor de los equipos biomédicos a la hora 
de determinar y asegurar la mayor compatibilidad posible entre donantes y  
usuarias. 
 
Por otra parte, y en virtud de lo establecido en la Disposición Final 
Tercera de la citada Ley 35/1988 se reguló la creación y organización de un 
Registro Nacional informatizado de donantes de gametos y preembriones que 
supuso la informatización e integración de las bases de datos de todos los 
donantes de los centros autorizados mediante su agregación a una base central 
administrada directamente por el Ministerio de Sanidad y Consumo146. 
 
                                              
144 
 El Decreto 123/1991, de 21 de mayo, sobre autorización administrativa de 
centros y servicios que realicen técnicas de reproducción asistida, fue publicado en el 
Diario Oficial de Cataluña el 7 de junio de 1991. 
145 El Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, por el que se establecen los 
protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios relacionados con las 
técnicas de reproducción humana asistida y regula la creación y organización del 
Registro Nacional de Donantes de Gametos y Preembriones con fines de 
reproducción humana, fue publicado en el Boletín Oficial del Estado número 72 de 
23 de marzo de 1996. 
146
 La Orden Ministerial de 25 marzo de 1996, desarrollando el artículo 8 del 
Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, procede a establece las normas de 
funcionamiento del Registro Nacional de Donantes de Gametos y  Preembriones, 
para garantizar que su actividad se desarrolle bajo las máximas garantías de 
exactitud, integridad, puntualidad y confidencialidad. (Boletín Oficial del Estado 
número 136 de 2 de mayo de 1996). 
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La entrada en vigor de este Real Decreto permitió regularizar el control 
de los centros y del material genético empleado que, hasta ese momento, se 
había llevado a cabo de manera irregular y con evidentes diferencias entre las 
distintas Comunidades Autónomas. 
 
En segundo lugar fue aprobado el Real Decreto 413/1996, de 1 de 
marzo, por el que se establecen los requisitos técnicos y funcionales precisos 
para la autorización y homologación de los centros y servicios sanitarios 
relacionados con las técnicas de reproducción humana asistida147. 
 
Para evitar la proliferación descontrolada de estos centros y con base en 
lo dispuesto en el apartado a) de la Disposición Final Primera de la Ley 
35/1988, reguladora de las Técnicas de Reproducción Humana Asistida el 
Gobierno reguló los requisitos técnicos y funcionales necesarios para la 
autorización y homologación de los centros, de los equipos biomédicos y de 
los bancos de gametos y preembriones. 
 
Lo que se pretendió con esta regulación fue conseguir un nivel mínimo 
y uniforme de calidad en los centros relacionados con estas técnicas y 
satisfacer las aspiraciones de procreación de las usuarias. En este sentido el 
Real Decreto preveía la creación de un Registro de Actividades de las clínicas 
de fertilidad que nunca llegó a ponerse en funcionamiento. 
 
Los continuos avances en la aplicación de las técnicas de reproducción 
asistida determinaron que el Ministerio de Sanidad y Consumo, previa 
consulta a la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, 
promulgase el Real Decreto 120/2003, de 31 de enero por el que se establecen 
los requisitos para experiencias controladas de fecundación de ovocitos o 
tejido ovárico congelado148. 
 
Explica este Real Decreto en su Preámbulo que lo que pretende es 
regular “las condiciones en las que llevar a cabo “experiencias controladas149” 
                                              
147 El Real Decreto 413/1996, de 1 de marzo, por el que se establecen los 
requisitos técnicos y funcionales precisos para la autorización y homologación de los 
centros y servicios sanitarios relacionados con las técnicas de reproducción humana 
asistida, fue publicado en el Boletín Oficial del Estado número 72 de 23 de marzo de 
1996. 
148
 El Real Decreto 120/2003, de 31 de enero por el que se establecen los 
requisitos para experiencias controladas de fecundación de ovocitos o tejido ovárico 
congelado, fue publicado en el Boletín Oficial del Estado número 40 de 15 de febrero 
de 2003. 
149
 La fórmula empleada para la autorización de los ensayos es la denominada 
“experiencia controlada”, categoría jurídica inédita en el campo de la 
experimentación médica que fue sugerida por la Comisión Nacional de 
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mediante las que se evalúe si existen las garantías suficientes, que, en su caso, 
permitan con carácter general la crioconservación de ovocitos o tejido ovárico 
y su posterior fecundación, contribuyendo así al perfeccionamiento de las 
técnicas de reproducción humana asistida a las que se refiere el artículo 16.1.a) 
de la Ley 35/1988”. 
 
Dispone en su artículo 3 que la autorización de las experiencias 
controladas de fecundación de ovocitos o de tejido ovárico previamente 
congelados se llevará a cabo por las autoridades sanitarias de las Comunidades 
Autónomas competentes en la materia, previo informe favorable de la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
 
La autorización de las experiencias controladas requerirá, tal y como 
dispone el artículo 4, la presentación de un proyecto en el que deberá constar: 
la identidad y cualificaciones profesionales del personal que va a desarrollar la 
experiencia; la información general y el estado actual de los conocimientos 
científicos en relación con la experiencia a desarrollar; la justificación y los 
objetivos del proyecto; el diseño general de la experiencia; la selección de los 
sujetos de la experiencia; la descripción de los procedimientos a desarrollar; el 
desarrollo de la experiencia y la evaluación de resultados; los acontecimientos 
adversos posibles; el informe del comité ético de investigación clínica del 
centro que va a desarrollar la experiencia, o del comité autonómico 
competente en el caso de aquellas Comunidades Autónomas o Ciudades con 
Estatuto de Autonomía donde su legislación así lo prevea; y el análisis 
estadístico. 
Asimismo, el Real Decreto obliga a concretar las condiciones 
económicas del proyecto, entre las que se deberá incluir la referencia a la 
gratuidad de todas las actuaciones relacionadas con el desarrollo de la 
experiencia hasta completar, en su caso, la gestación. Por lo que respecta a la 
selección de los sujetos intervinientes, se deberá acreditar que la gratuidad de 
las actuaciones llevadas a cabo no constituye un “incentivo indebido” a la 
participación en la propia experiencia. 
 
Para asegurar el cobro de la indemnización que pueda corresponder a 
las mujeres que se sometan a las experiencias controladas, se exige a los 
centros la suscripción de un seguro de responsabilidad civil, un aval, u otra 
garantía formalizada con entidades financieras autorizadas, que cubra las 
responsabilidades de los profesionales participantes en la experiencia así como 
las del titular del centro donde se lleve a cabo el proyecto. La cobertura de los 
daños que puedan sufrir los sujetos de la experiencia será la que afecte a 
                                                                                                                                
Reproducción Humana Asistida en su I Informe. (Conclusiones I Informe Anual, 
Comisión Nacional de Reproducción Asistida (diciembre 1998), hecho público el 3 
de marzo de 1999, p. 18 [www.msc.es/reproducción asistida/informe anual]. 
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aquellas eventualidades relacionadas con la fecundación, la gestación, y el 
alumbramiento que no sean atribuibles a causas naturales. La cobertura de los 
riesgos respecto de las criaturas nacidas como consecuencia del desarrollo de 
la experiencia incluirá todos aquellos daños en los que pueda probarse la 
existencia de un nexo causal entre la realización de las prácticas y el daño 
acaecido. 
 
Los centros están obligados a informar a los participantes en el 
proyecto de que se trata de una experiencia controlada. Además, deberán 
proporcionar a la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida 
información sobre el desarrollo de cada experiencia con periodicidad anual, no 
obstante cuando se produzcan “acontecimientos adversos graves” en el 
desarrollo de la experiencia deberán comunicarse de forma inmediata a la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida y a la autoridad que 
hubiese autorizado la experiencia150. 
 
En último término la Disposición Final Primera habilita al Ministerio de 
Sanidad a desarrollar reglamentariamente su contenido a efectos de la 
generalización del uso de las técnicas, si se considera adecuado tras la 
evaluación correspondiente de las experiencias controladas a las que se refiere 
la norma151. 
 
Procede destacar que los tres Real Decretos descritos continúan 
vigentes en la actualidad. 
 
La Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos Humanos 
también contemplaba su propio desarrollo reglamentario en un plazo de seis 
meses, habilitando al Gobierno para regular una serie de cuestiones que se 
entendían fundamentales para su efectiva aplicación. Los reglamentos 
previstos debían concretar: los requisitos de autorización y funcionamiento de 
los centros, servicios, equipos biomédicos y bancos de embriones; la relación 
                                              
150
 A tenor de lo dispuesto en el artículo 6 del Real Decreto 120/2003, de 31 
de enero por el que se establecen los requisitos para experiencias controladas de 
fecundación de ovocitos o tejido ovárico congelado, se entenderá por 
“acontecimiento adverso grave” aquel que, se considere o no inicialmente 
relacionado con la experiencia, consista en anomalías o malformaciones severas que 
se manifiesten tanto en el feto como en la criatura nacida y, en todo caso, aquellos 
supuestos en los que se haya procedido a la interrupción voluntaria del embarazo de 
acuerdo con la normativa vigente. 
151
 ALKORTA IDIAKEZ consideró criticable que se hubiese atribuido al 
Ministerio de Sanidad y Consumo la competencia para autorizar en un futuro el uso 
de este procedimiento en la práctica clínica habitual al estimar que ésa es una 
competencia del Parlamento. (Vid. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica 
de la Medicina Reproductiva, op. cit. p.189). 
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de enfermedades del embrión o del feto susceptibles de terapéutica específica 
o genética, así como el catálogo de utilización de materiales embrionales o 
fetales para tratar enfermedades de otras personas; los protocolos de los 
procedimientos de donación de embriones o de fetos o sus materiales 
biológicos con fines clínicos o científicos; la información general a facilitar en 
los centros o servicios; los criterios de viabilidad o no del feto fuera del útero; 
los requisitos de creación, funcionamiento y delegaciones o competencias de 
la Comisión Nacional de Seguimiento y Control de la donación y utilización 
de embriones y fetos humanos; y las normas de intercambio y circulación de 
material embrionario o fetal a nivel nacional o internacional152. A lo que se 
debía añadir la creación y puesta en funcionamiento del Registro Nacional de 
Centros o Servicios autorizados en los que se utilice o investigue material 
genético153. 
 
Sin embargo el desarrollo reglamentario nunca se llevó a cabo, lo que 
determinó que una gran parte de sus disposiciones resultasen inoperativas y 
completamente ineficaces. 
 
2.2.6. Constitucionalidad de las Leyes sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, y sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos 
 
Las Leyes sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, y sobre 
Donación y Utilización de Embriones y Fetos Humanos, de 1988, fueron 
especialmente polémicas y generaron una importante división de opiniones no 
sólo en el ámbito político, sino también desde una perspectiva ética, religiosa 
y moral por afectar, de forma directa o indirecta, al contenido de Derechos 
Fundamentales como la vida desde su inicio, la libertad de investigación, la 
libertad de conciencia del personal sanitario e investigador, el derecho a la 
intimidad de los donantes de gametos, el derecho a conocer el propio origen 
biológico, y el derecho al libre desarrollo de la personalidad de la mujer154. 
 
Las soluciones adoptadas para incorporar al ordenamiento español la 
aplicación de la tecnología reproductiva y justificar la utilización de embriones 
humanos suscitaron críticas severas y reacciones encontradas que alcanzaron 
                                              
152
 Ex. Disposición Adicional Primera de la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, 
sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos Humanos, o de sus Células, 
Tejidos u Órganos. 
153
 Ex. Disposición Adicional Segunda de la Ley 42/1988, de 28 de 
diciembre, sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos Humanos, o de sus 
Células, Tejidos u Órganos. 
154
 En este mismo sentido se pronuncia GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción 
Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 172. 
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su máxima expresión en los recursos de inconstitucionalidad promovidos 
contra ambas Leyes al considerar que conculcaban la protección constitucional 
otorgada a la vida humana en desarrollo y, en el caso específico de la Ley 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, también a la institución de 
la familia. 
 
El Grupo Parlamentario Popular interpuso, el 27 de febrero de 1989, el 
Recurso de Inconstitucionalidad Núm. 376/1989155 contra la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. Los recurrentes formularon una 
impugnación a en su totalidad, argumentando vulneración de la reserva de Ley 
Orgánica contenida en el artículo 81 de la Constitución, y subsidiariamente, 
recurrieron el contenido del Preámbulo apartado dos, de los artículos 1.1, 1.4, 
2.4, 4, 5.1, 5.5, 6.1, 7 a 10, 11.3, 11.4, 12.1, 12.2, 13, 14.3, 14.4, 15, 16.1, 
16.2, 17, 20, y de la disposición final primera apartados a) y e), argumentando 
que contradecían los artículos 9, 10, 15 y 39 de la Constitución. Los motivos 
que suscitaron el Recurso se sustentaron en tres argumentos156: la necesidad de 
regular mediante Ley Orgánica las cuestiones relativas a la reproducción 
humana asistida, al estar directamente relacionadas con la dignidad humana y 
afectar al desarrollo de los derechos fundamentales; la insuficiente protección 
que otorga la Ley al embrión humano, al dar por supuesta la inexistencia de 
vida humana individualizada hasta el día decimocuarto posterior a la 
fecundación157, omitir una regulación positiva del estatuto del embrión, y 
subordinar la vida y el desarrollo del fruto de la concepción a lo decidido por 
médicos u órganos administrativos; y el ataque que supone a la garantía 
institucional de la familia el hecho de permitir la concepción a mujeres solas, 
manteniendo al padre en el anonimato, y vedando al hijo concebido la 
posibilidad de conocer a su progenitor paterno. 
 
Asimismo, en fecha 31 de marzo de 1989, tuvo entrada en el Registro 
del Tribunal Constitucional el Recurso de Inconstitucionalidad Núm. 
596/1989158, contra la Ley sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos 
Humanos. Los recurrentes también formularon una impugnación a su 
totalidad, argumentando vulneración de la reserva de ley orgánica contenida 
en el artículo 81 de la Constitución, y subsidiariamente, recurrieron el 
                                              
155
 Firmado por el Diputado F. Trillo-Figueroa y otros setenta y tres 
Diputados del Grupo Popular. 
156
 Un profundo análisis del contenido de este Recurso de 
Inconstitucionalidad lo realiza PALACIOS, M. en Reproducción Asistida: Discurso 
y Recurso, op. cit. 
157
 GARCÍA PAREDES, A. en “Líneas esenciales de la Ley de Reproducción 
Humana Asistida” en Bioética y Justicia,  Ed. Ministerio de Sanidad y Consumo y 
Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2000, p. 416. 
158
 Firmado por el Diputado F. Trillo-Figueroa y otros setenta y ocho 
Diputados del Grupo Popular. 
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contenido de los artículos 1 y 2; de los apartados 2 y 3 del artículo 2; los 
apartados 1 y 3 del artículo 5; los artículos 7, 8 y 9; y la Disposición Adicional 
Primera, en sus apartados d) y e), por contradecir los artículos 9, 10, 15 y 25 
de la Constitución. Los motivos invocados para promover el Recurso en este 
caso se sustentaron, principalmente, en torno a tres argumentos: la necesidad 
de regular mediante Ley Orgánica las cuestiones relativas a la utilización de 
embriones y fetos humanos, al estar directamente relacionadas con la dignidad 
humana y afectar al derecho fundamental a la vida recogido en el artículo 15 
de la Constitución; la insuficiente protección que otorga la Ley a la vida del 
embrión humano y del feto así como su ilícita patrimonialización, al 
convertirlo en objeto del contrato de donación; y la inexistencia de una 
necesaria regulación penal que sancione, en mayor o menor grado, los 
atentados contra el derecho a la vida y al desarrollo de embriones y fetos 
humanos. 
 
El Tribunal Constitucional tardó ocho años y nueve meses en resolver 
el Recurso de Inconstitucionalidad promovido contra la Ley sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos, y necesitó once años y cinco 
meses para resolver el Recurso interpuesto contra la Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida. 
 
Con el desfase temporal indicado el Pleno del Tribunal 
Constitucional159 estimaba parcialmente, en su Sentencia 212/1996, de 19 de 
diciembre160, siendo Ponente CRUZ VILLALÓN, el Recurso promovido 
contra la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre Donación y Utilización de 
Embriones y Fetos Humanos. Esta primera Sentencia resolvió algunas 
cuestiones comunes a ambas Leyes y no encontró motivos para declarar la 
inconstitucionalidad de la norma impugnada, salvo algunas remisiones en 
blanco que vulneraban el principio de reserva de ley161. El Magistrado 
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 El Pleno del Tribunal Constitucional, presidido por el Sr. D. Álvaro 
Rodríguez Bereijo, estaba compuesto, además, por los Srs. Magistrados D. José 
Gabaldón López, D. Fernando García-Mon y González-Regueral, D. Vicente 
Gimeno Sendra, D. Rafael de Mendizábal Allende, D. Julio Diego González 
Campos, D. Pedro Cruz Villalón, D. Carles Viver Pi-Sunyer, D. Enrique Ruiz 
Vadillo, D. Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, D. Tomás S. Vives Antón y D. 
Pablo García Manzano. 
160
 La Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional 212/1996, de 19 de 
diciembre fue publicada en el Boletín Oficial del Estado número 49, de 22 de enero 
de 1997. 
161
 GONZÁLEZ MORÁN, L. en “Comentario a la Sentencia al Tribunal 
Constitucional 212/1996, de 19 de diciembre de 1996 (I)”, Revista Derecho y 
Genoma Humano 9/1998, pp. 183-192, y “Comentario a la Sentencia al Tribunal 
Constitucional 212/1996, de 19 de diciembre de 1996 (II)”, Revista Derecho y 
Genoma Humano 10/1999, pp. 157-192. 
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GABALDÓN LÓPEZ, emitió un Voto particular, considerando que se debía 
haber declarado la inconstitucionalidad de los artículos1 y 2; de los apartados 
2 y 3 del artículo 2; los apartados 1 y 3 del artículo 5; los artículos 7, 8 y 9; y 
la Disposición Adicional Primera, en sus apartados d) y e) de la Ley, por ser 
opuestos al contenido del artículo 15 de la Constitución, según la doctrina del 
Tribunal Constitucional formulada en la Sentencia 53/1985; e incluso de la 
Ley en su totalidad en cuanto que, pese a su contenido, no se elaboró en forma 
de Ley Orgánica. 
 
En la línea argumental ya marcada, tres años más tarde el Pleno del 
Tribunal Constitucional162 fallaba, mediante la Sentencia 116/1999 de 17 de 
junio163, de la que fue ponente GARCÍA MANZANO, que la Ley 35/1988, de 
22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida es acorde 
a la Constitución Española, aunque estimaba parcialmente el Recurso 
interpuesto en algunos extremos de importancia menor, como son, por una 
parte, el inciso final del artículo 12.2, que realizaba una remisión a la legalidad 
vigente, en relación con su interpretación acorde al artículo 417 bis del Código 
Penal; y, por otra parte, la frase inicial del artículo 20.1 que suponía una 
remisión en blanco violando las exigencias del principio de legalidad penal. El 
Magistrado JIMÉNEZ DE PARGA, emitió un Voto particular, al que se 
adhirió el Magistrado Garrido Falla, al considerar que se debía haber estimado 
el primer motivo de inconstitucionalidad: la necesidad de un rango normativo 
superior al de ley ordinaria. 
 
Teniendo en cuenta que el grueso de ambas Sentencias alberga 
pronunciamientos sobre cuestiones comunes, que fueron resueltas en términos 
idénticos, centraremos nuestro análisis crítico en la que tuvo por objeto la 
resolución del recurso cuestionando la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida por ser más actual, abordar un número mayor de cuestiones, 
y haber recibido una mayor atención por parte de la doctrina especializada164. 
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 El Pleno del Tribunal Constitucional, presidido por el Sr. D. Pedro Cruz 
Villalón, estaba compuesto, además, por los Srs. Magistrados D. Carles Viver Pi-
Sunyer, D. Rafael De Mendizábal Allende, González Campos, D. Manuel Jiménez 
de Parga y Cabrera, D. Tomás S. Vives Antón, D. Pablo García Manzano, D. Pablo 
Cachón Villar, D. Fernando Garrido Falla, D. Vicente Conde Martín de Hijas, D. 
Guillermo Jiménez Sánchez, y la Sra. Emilia Casas Baamonde. 
163
 La Sentencia 116/1999, de 17 de junio, del Pleno del tribunal 
Constitucional fue publicada en el Boletín Oficial del Estado número 162, de 8 de 
julio de 1999. 
164
 La Sentencia 116/1999, de 17 de junio, del Pleno del Tribunal 
Constitucional fue severamente criticada por las múltiples contradicciones que se 
observaron en sus fundamentos respecto de doctrinas sentadas previamente por el 
propio Tribunal. Cfr. entre otros, DE DIEGO – LORA, C. en “Observaciones críticas 
a la Sentencia del Pleno del TC 116/1999, de 17 de junio, sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida”. Fuente: [www.unav.es/canonico/IMA/FIMA pres.HTML]; 
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La primera de las grandes cuestiones que abordó el Tribunal en la 
resolución de ambos Recursos de Inconstitucionalidad se refiere a una 
cuestión de carácter formal, “la posible infracción del ámbito 
constitucionalmente reservado a Ley Orgánica”. 
 
Los argumentos esgrimidos por los recurrentes para defender que 
ambas Leyes deberían haber sido aprobadas como Leyes Orgánicas fueron 
tres: que afectan a Derechos Fundamentales de la persona, en especial la vida 
y la dignidad humana; que afectan a materias que deberían estar protegidas 
penalmente; y, en el caso específico de la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, que afecta a la garantía constitucional del 
instituto de la familia al regular cuestiones relacionadas con los derechos 
paterno-filiales. 
 
El Alto Tribunal estimó en ambas Resoluciones que conforme al 
artículo 81.1 de la Constitución, la reserva de Ley Orgánica ha de entenderse 
referida a los derechos y libertades públicas regulados en la sección primera 
del Capítulo segundo del Título I, es decir exclusivamente a los derechos 
contenidos en los artículos 15 a 28 de la Constitución, y no a otros derechos 
que la propia Constitución protege como son la dignidad de la persona 
(artículo 10.1) o la protección de la familia (artículo 39.1). Además, teniendo 
en cuenta el carácter estricto y excepcional propio de la reserva de Ley 
Orgánica declaró la improcedencia de extender tal reserva “a todo aquello que 
va más allá del derecho fundamental en sí mismo165”. En este sentido afirmó, 
                                                                                                                                
ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op. 
cit., p. 156-161; GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción Humana Asistida: Derecho, 
conciencia y libertad, Ed. Comares, Granada, 2004, pp. 172-187; BELLVER 
CAPELLA, V. en “El Tribunal Constitucional ante la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida: una valoración crítica”, Revista de Derecho y Genoma 
Humano, núm. 11, julio-diciembre 1999, pp. 122-135; y VIDAL MARTÍNEZ, J. en 
“Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 17 de junio de 1999 
resolviendo el Recurso de inconstitucionalidad 376/89 contra la Ley 35/1988 de 22 
de noviembre sobre Técnicas de reproducción Asistida”, Revista de Derecho y 
Genoma Humano, núm. 12, enero-junio 2000, pp. 135-152. 
165
 Criticó especialmente DE DIEGO-LORA Esta diversidad de planos que en 
la tutela de los derechos fundamentales se pueden advertir en la doctrina del Tribunal 
Constitucional: por una parte, la plena protección que ha de otorgarse a los derechos 
fundamentales y a la dignidad humana en cuanto se deriven de una ley que haga 
imposible o vulnere la posibilidad de ejercicio de tales derechos; por otra parte, que 
se niegue tal protección cuando la ley en sus previsiones de futuro permita o autorice 
situaciones jurídicas de las que puedan derivar previsibles vulneraciones de esos 
mismos derechos fundamentales. (DE DIEGO – LORA, C. en “Observaciones 
críticas a la Sentencia del Pleno del TC 116/1999, de 17 de junio, sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida”, op.cit., p. 4). 
170 
en el fundamento jurídico cuarto, que la ley impugnada “no desarrolla el 
derecho fundamental a la vida reconocido en el artículo 15 de la Constitución 
y por consiguiente no vulnera la reserva de Ley Orgánica exigida en el artículo 
81.1 de la Constitución”.  
 
Al respecto resulta procedente mencionar el Voto discrepante 
formulado por el Magistrado JIMÉNEZ DE PARGA sosteniendo la 
inconstitucionalidad de la ley impugnada, al estimar que debió ser aprobada 
mediante Ley Orgánica puesto que afecta directa y esencialmente a la 
dignidad de la persona, valor jurídico de carácter fundamental166. En este Voto 
Particular se argumentó que  “cuanto sea inherente a un derecho fundamental, 
con protección reforzada, ha de ser regulado por Ley Orgánica”; añade este 
Magistrado, para defender la inconstitucionalidad de la Ley, “que cuando la 
dignidad de la persona se configura, por expresa declaración constitucional, 
con derechos inviolables inherentes a ella, no resulta aceptable que la Ley 
Orgánica sea necesaria para desarrollar los derechos fundamentales y no para 
desarrollar lo que, materialmente, es el tronco del gran árbol167. Dar un 
tratamiento constitucional distinto al tronco y a las ramas no es propio de la 
visión no exclusivamente formal de la reserva que este Tribunal ha 
consagrado168”. 
 
La segunda cuestión relevante que aborda la Sentencia es el alcance de 
la “protección jurídica del embrión” y, en concreto, si el nasciturus tiene o no 
derecho a la vida. 
                                              
166
 A esta misma conclusión llega CÁMARA ÁGUILA empleando vías 
argumentativas similares. (CÁMARA ÁGUILA, M.P. en “Sobre la 
constitucionalidad de la Ley de técnicas de reproducción asistida (comentario a la 
STC 116/1999, de 17 de junio)”, Derecho Privado y Constitución, 13/1999, pp. 117-
148). 
167
 Al respecto CÁMARA ÁGUILA señala que “aunque no llegue a realizarse 
esa objetivación de los derechos fundamentales, y se piense que la dignidad de la 
persona sólo entra en juego cuando se refleja en derechos constitucionales 
subjetivamente atribuidos a una persona, la manipulación y el trato denigrante que 
tanto los gametos como los preembriones pudieran sufrir afectaría a la dignidad de 
las personas”. (CÁMARA ÁGUILA, M.P. en “Sobre la constitucionalidad de la Ley 
de técnicas de reproducción asistida (comentario a la STC 116/1999, de 17 de 
junio)”, op. cit., p. 130). 
168
 Fundamenta su argumento el Magistrado discrepante en la Sentencia 
53/1985, de 11 de abril que caracterizó, en su fundamento jurídico tercero, la 
dignidad de la persona como germen o núcleo de unos derechos que le son 
inherentes. Al respecto ALKORTA IDIAKEZ señala que “el voto particular no 
analiza las disposiciones concretas en la que la Ley impugnada pudiera vulnerar la 
dignidad humana, sino que se limita a solicitar la inconstitucionalidad de la norma en 
su conjunto por faltarle el rango normativo exigido”. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en 
Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op. cit., p. 159). 
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El conflicto entre lo que sostienen los recurrentes y lo que argumenta el 
Abogado del Estado169, se encuentra fundamentalmente en la determinación 
del comienzo de la vida humana. Según los recurrentes la Ley opera una 
distinción indebida entre embrión y preembrión, que conduce, finalmente, a un 
status jurídico que no garantiza suficientemente la protección de la vida del 
embrión. A este respecto los recurrentes consideran vulnerado este derecho en 
los artículos de la Ley impugnada relativos a la investigación y 
experimentación sobre el cigoto humano (ex artículos 14, 15, 16 y 17); a la 
posibilidad de la usuaria de suspender las técnicas en cualquier momento (ex 
artículo 4); a la transferencia y donación de embriones (ex artículos 4, 11.3, 
11.4, 5.1); y a las intervenciones diagnósticas y terapéuticas sobre los 
embriones (ex artículos 12 y 13). 
 
En su contestación desestimando la pretensión de inconstitucionalidad, 
el Tribunal trae a colación sentencias anteriores170 en las que afirma que los 
nascituri “no son titulares del derecho a la vida auque este hecho no les priva 
de toda protección constitucional”. A este respecto, el Alto Tribunal considera 
que el tratamiento dispensado a los embriones por parte de la Ley impugnada 
no vulnera la protección debida al preembrión en su calidad de bien jurídico 
constitucionalmente protegido171. 
 
La tercera y última cuestión resuelta por el Tribunal versó sobre la 
posible colisión de determinados preceptos de la Ley con el contenido del 
artículo 39 de la Constitución. En concreto dos fueron los reproches 
manifestados por los recurrentes a este respecto: que se quebranta la “garantía 
institucional del matrimonio y de la familia” (ex artículo 39.1); y que se 
                                              
169
 Durante la tramitación del Recurso de Inconstitucionalidad Núm. 
376/1989 contra la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, el 
Abogado del Estado negó la vulneración del derecho a la vida reconocido en el 
artículo 15 de la Constitución construyendo su argumentación en torno a lo señalado 
por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 53/1985, que considera los 
denominados preembriones “como células germinales anteriores al proceso 
gestativo”. 
170
 Fundamento Jurídico Séptimo de la Sentencia del Tribunal Constitucional 
53/1985; y Fundamento Jurídico Tercero de la Sentencia del Tribunal Constitucional 
212/1996. 
171
 El argumento esgrimido por el Tribunal Constitucional resulta insuficiente 
en palabras de GARCÍA RUIZ que considera que no resuelve la problemática sobre 
el comienzo de la vida humana y su protección jurídica. Señala asimismo, que las 
posturas doctrinales sobre este aspecto se encuentran muy divididas al estar 
impregnadas de consideraciones éticas, ideológicas y políticas y partir de premisas 
distintas; circunstancia ésta que impide la aceptación unánime de la solución 
adoptada por el Tribunal Constitucional. (GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción 
Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., p. 177). 
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conculca el precepto constitucional de “investigación de la paternidad” (ex 
artículo 39.2 in fine). 
 
En primer término defienden los recurrentes, con un doble argumento, 
que la Ley, al favorecer la maternidad en solitario172 y al permitir la 
intervención de terceros (donantes) en el acto procreativo, vulnera el concepto 
constitucional de familia, atentando especialmente, contra el instituto del 
matrimonio, núcleo generador de las relaciones paterno filiales. Como primer 
argumento, sostienen los recurrentes la identificación del concepto 
constitucional de la familia y la familia matrimonial. Admite el Pleno del 
Tribunal que la Constitución garantiza el instituto de la familia y que existe un 
núcleo esencial del mismo, no obstante, no comparte la identificación 
pretendida y a este respecto establece, en el fundamento jurídico 
decimotercero, que existe reiterada jurisprudencia para respaldar que el 
concepto constitucional de familia “no se reduce a la matrimonial sino que 
posee perfiles notoriamente más amplios”. En esta línea sostiene el Tribunal 
que del contenido del artículo 39.1 de la Constitución no puede desprenderse 
que el Texto Constitucional identifique la familia con la familia matrimonial 
sino que al amparo del concepto constitucional de familia “coexisten distintas 
formas, como corresponde a una sociedad plural, incluyendo las relaciones sin 
descendencia”. El segundo argumento que esgrimen los recurrentes tiene su 
base en la identificación de la familia natural y la familia jurídica. Sostiene por 
contra el Tribunal que esta identificación carece de todo respaldo legal; que 
existe una diferenciación de planos, socialmente aceptada, entre la familia 
natural y la jurídica en el caso de los hijos adoptivos, que se integran y 
constituyen una familia aunque sus padres legales no se correspondan con los 
biológicos.  
 
Interpretado el alcance y contenido del concepto constitucional de 
familia estima el Pleno del Tribunal que las técnicas de reproducción asistida 
reguladas en la Ley no implican un menoscabo de su protección y recuerda 
que la finalidad primera y justificativa de la propia Ley “es posibilitar la 
fecundación y, por ende, la creación o el crecimiento de la familia como 
unidad básica y esencial de convivencia173”. 
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 La aceptación de la maternidad en solitario por parte del Alto Tribunal ha 
sido especialmente criticada por ROMEO CASABONA que continúa afirmando su 
inconstitucionalidad “al imposibilitar el derecho del hijo a tener un padre ya sea legal 
o biológico” (ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética ante los 
límites de la vida humana, op.cit. p. 124). 
173
 Discrepa nuevamente del pronunciamiento constitucional DE DIEGO – 
LORA, considerando que la Sentencia no se ciñe a la cuestión de constitucionalidad 
planteada, en el aspecto concreto del matrimonio y la familia, e intenta adaptarse a 
una eventual configuración de lo que se pueda entender, en el futuro legislativo, 
sobre los conceptos de matrimonio y familia, que, no coincidentes con los actuales, 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano 





Alegan los recurrentes en segundo término, incompatibilidad del 
artículo 5.5 de la Ley, que prescribe el anonimato para los donantes de 
gametos y embriones, con el artículo 39.2 de la Constitución, que ordena: “la 
ley posibilitará la investigación de la paternidad”. Dispone a este respecto la 
Ley, como regla general, no sólo el anonimato de la identidad del donante sino 
que los datos sobre dicha identidad se custodien en el más estricto secreto. 
Entienden los recurrentes que esta ocultación deliberada del origen biológico 
incumple el mandato constitucional no por el mero hecho de impedir la 
determinación de la filiación sino porque niega de forma radical y absoluta la 
investigación de la paternidad. 
 
Para justificar la constitucionalidad del anonimato del dador utiliza el 
Tribunal tres vías174:  un razonamiento meramente utilitario, “favorecer el 
acceso a estas técnicas de reproducción humana”; una interpretación 
restrictiva del precepto constitucional afirmando, en el fundamento jurídico 
decimoquinto,  que la Constitución ordena al legislador que posibilite la 
investigación de la paternidad, “lo que no significa la existencia de un derecho 
incondicionado de los ciudadanos que tenga por objeto la averiguación, en 
todo caso y al margen de la concurrencia de causas justificativas que lo 
desaconsejen, de la identidad de su progenitor”; y en último término, el 
carácter relativo del anonimato ya que “no supone una absoluta imposibilidad 
de determinar su identidad”, puesto que el propio artículo 5.5 de la Ley 
permite, de manera excepcional, “en circunstancias extraordinarias” 
(comprobado peligro para la vida del hijo o cuando proceda con arreglo a las 
leyes procesales penales), el derecho a tener información de los donantes; y 
siempre con reserva de la identidad del donante, los hijos nacidos por estas 
técnicas podrán conocer los factores genéticos de su progenitor. 
 
Opina DE DIEGO – LORA175 que estos argumento defendidos por el 
Tribunal no coinciden, ni en su espíritu ni en su letra, con lo que se autoriza de 
modo absoluto por la norma constitucional y que hay, además, un profundo 
                                                                                                                                
resulten coherentes constitucionalmente. considerando que la sentencia no se ciñe a 
la cuestión de constitucionalidad planteada, en el aspecto concreto del matrimonio y 
la familia, e intenta adaptarse a una eventual configuración de lo que se pueda 
entender, en el futuro legislativo, sobre los conceptos de matrimonio y familia, que, 
no coincidentes con los actuales, resulten coherentes constitucionalmente. (DE 
DIEGO – LORA, C. en  “Observaciones críticas a la Sentencia del Pleno del TC 
116/1999, de 17 de junio, sobre Técnicas de Reproducción Asistida”, op.cit., p. 35). 
174
 La argumentación empleada por el Tribunal Constitucional se consideró 
aquejada de “raquitismo jurídico” por parte de ALKORTA IDIAKEZ (ALKORTA 
IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op. cit., p. 161). 
175
 DE DIEGO – LORA, C. en “Observaciones críticas a la Sentencia del 
Pleno del TC 116/1999, de 17 de junio, sobre Técnicas de Reproducción Asistida”, 
op.cit., p. 29. 
174 
distanciamiento entre ese deber constitucional que recae en el legislador, de 
posibilitar la paternidad del artículo 39.2 in fine, y esas “circunstancias 
extraordinarias” en que la Ley impugnada permite que los padres puedan ser 
identificados. En una línea argumental próxima algunos autores176 han 
abogado por la relatividad del principio del anonimato del donante 
propiciando la posibilidad de permitir a los concebidos artificialmente el 
acceso a su origen biológico sin que ello comporte responsabilidad paterno-
filial para el donante177. 
 
Las esperadas Sentencias del Tribunal Constitucional no resolvieron 
satisfactoriamente la cuestión de fondo principal que se planteaba en ambos 
recursos, relativa a la definición del embrión humano y a la protección jurídica 
del embrión preimplantatorio. En cuanto a las cuestiones relativas a los 
derechos de los usuarios de las técnicas de reproducción asistida, y de los 
concebidos artificialmente, el Tribunal se muestra plenamente complaciente 
con los planteamientos de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida y deja sin resolver los problemas derivados de su aplicación práctica. 
 
Con un gran desfase temporal y en medio de numerosas críticas se 
confirma definitivamente la validez de dos Leyes que se caracterizaron por 
fomentar el progreso científico a través de la experimentación y la 
investigación biomédica estableciendo como frágil límite el respeto a la 
dignidad humana; y, en el caso de la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, por promover un derecho a la procreación y consolidar la 
constitución de nuevas formas de familia en el marco de una sociedad plural. 
 
2.2.7. Pronunciamientos jurisprudenciales destacados derivados de la 
aplicación de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida 
 
La aplicación de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida fue inicialmente pacífica habiéndose planteado en las primeras 
décadas de su andadura muy pocos contenciosos ante los Tribunales de 
Justicia. Los litigios más destacados habrían sido los siguientes. 
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 LEMA AÑÓN, C. en Reproducción, poder y derecho. Ensayo filosófico-
jurídico sobre las técnicas de reproducción asistida, Ed. Trotta, Madrid, 1999, pp. 
131 y 132; ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética ante los límites 
de la vida humana, op.cit. pp. 123 y 124; y GARCÍA RUIZ, Y. en Reproducción 
Humana Asistida: Derecho, conciencia y libertad, op. cit., pp. 181 y 182. 
177
 En palabras de ROMEO CASABONA, no se trata de imponer la 
obligación de conocer sino sencillamente de no impedir tal posibilidad a los hijos. 
(ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética ante los límites de la vida 
humana, op.cit. p. 124). 
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La primera ocasión que tuvieron los Tribunales para pronunciarse sobre 
la aplicación de las técnicas reproductivas fue para evitar una interpretación 
interesada de la Ley. Se trataba de una mujer madre de cinco hijos que 
deseaba tener una hija y que, por vía de Jurisdicción Voluntaria, solicitó al 
Juez autorización para recurrir a las técnicas de selección de sexo. El Juez de 
Primera Instancia declaró procedente su solicitud basándose en la frustración y 
en la ansiedad depresiva que la falta de hijas provocaba en la mujer. No 
obstante, la Audiencia Provincial de Barcelona178 revocó la decisión 
argumentando improcedencia puesto que se pretendía solucionar una 
enfermedad propia y no una dolencia del futuro embrión, único supuesto 
contemplado por la Ley para la selección de embriones. 
 
En otra ocasión, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid179 condenó 
al INSALUD (Hospital Doce de Octubre) a practicar un cuarto ciclo de 
transferencia embrionaria a una usuaria por considerarlo una prestación 
sanitaria debida. 
 
Los pronunciamientos restantes se refieren todos a supuestos sobre 
fecundación post mortem. La Audiencia Provincial de La Coruña180 anuló el 
Auto de 2 de noviembre de 1999, dictado por el Juzgado de Primera Instancia 
Número Tres de El Ferrol, que autorizaba a una mujer a ser inseminada con el 
semen crioconservado de su esposo fallecido. El argumento utilizado por la 
Audiencia fue la ausencia de consentimiento expreso y previo del cónyuge 
fallecido. En el mismo sentido, la Dirección General de los Registros y del 
Notariado181 ha denegado la inscripción de la filiación paterna matrimonial de 
una niña nacida mediante fecundación post mortem sin autorización expresa 
del cónyuge fallecido. El Auto de 29 de octubre de 2004 dictado por el 
Juzgado de Primera Instancia Número Siete de Valencia y el Auto de 12 de 
diciembre de 2007 dictado por el Juzgado de Primera Instancia Número 
Cuatro de Valladolid, ambos denegando las solicitudes de viudas para ser 
inseminadas con el semen de sus esposo fallecidos que no habían efectuado 
manifestación al respecto. En los mismos términos se pronunció el Auto de la 
Audiencia Provincial de Tenerife de 2 de junio de 2010182. 
 
                                              
178
 Vid. Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 14, de 14 de 
noviembre de 1990. 
179
 Vid. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de 23 de marzo de 2000. 
180
 Vid. Auto de la Audiencia Provincial de la Coruña, Sección 1, de 3 de 
noviembre de 2000. 
181
 Vid. Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
de 24 de septiembre de 2002. 
182
  Vid. Auto de la Audiencia Provincial de Tenerife, Sección 3 de 2 de junio 
de 2010. 
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El Juzgado de Primera Instancia Número Trece de Valencia, en virtud 
de Auto de fecha 13 de mayo de 2003, autorizó la inseminación artificial con 
semen de donante de una mujer casada cuyo cónyuge estaba en coma e 
incapacitado, por tanto, para autorizar la fecundación artificial de su esposa; 
estableciéndose que la filiación se determinara exclusivamente respecto de la 
madre. 
 
La casi nula litigiosidad inicial generada en torno a la aplicación de las 
previsiones de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida ha 
sido interpretada como muestra del amplio grado de aceptación del que goza la 
referida norma pese a haber sido duramente criticada por la doctrina 
jurídica183. No obstante esta litigiosidad ha ido aumentando de forma creciente 
a medida que las prácticas se han generalizado y la sociedad tiene una mayor 
información y acceso a ellas. 
 
Por otra parte cabe destacar que la Administración tampoco ha mostrado 
excesivo celo en hacer cumplir la Ley, consintiendo p.e. supuestos de 
incumplimiento flagrante de la obligación de los centros de proporcionar los 
datos relativos a la actividad desarrollada, y a la identidad de los donantes. A 
este respecto no se conoce, hasta la fecha, ningún caso en que la 
Administración haya impuesto sanciones por mala praxis a algún centro de 
fertilidad184.  
 
2.2.8. Creación y puesta en funcionamiento de la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida, y del Comité Asesor de Ética para 
la Investigación Científica y Tecnología  
 
La Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida ha sido 
definida por MARTÍNEZ – CALCERRADA como “el órgano público de 
carácter multidisciplinar al que compete tanto la orientación como la 
colaboración para la ejecución de las técnicas de reproducción humana 
asistida”185. La composición y las funciones de esta Comisión Nacional fueron 
inicialmente reguladas en el Capítulo VII de la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida186; asimismo, la Disposición Final Cuarta de 
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 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina 
Reproductiva, op. cit. p.162. 
184
 Procede señalar que la Generalitat Catalana si ha sancionado a la Clínica 
CEFER de Barcelona con una multa de 9.000 € por haber empleado óvulos 
congelados. El País, 20 de marzo de 2003. 
185
 MARTÍNEZ - CALCERRADA, L., La nueva Inseminación Artificial, op. 
cit., p.336. 
186
 La Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, dispuso en el apartado primero de su artículo 21, la creación de 
una Comisión Nacional, de carácter multidisciplinar, que recoja el criterio 
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la referida Ley estableció un plazo de seis meses para que el Gobierno 
procediese a su creación y al desarrollo de su regulación, de conformidad con 
las previsiones establecidas. Sin embargo, la Comisión Nacional no inició su 
andadura hasta la promulgación del Real Decreto 415/1997, de 21 de marzo, 
por el que se creó y puso en funcionamiento la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida187. 
 
El artículo 21 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida estableció, en su apartado tercero, las bases para su composición 
considerando necesario que la integrasen representantes del Gobierno y de la 
Administración, miembros de distintas sociedades relacionadas con la 
fertilidad humana, y un Consejo de amplio espectro social. La Comisión 
Nacional estuvo inicialmente compuesta por veinticuatro miembros188: 
Presidente y Vicepresidente, cargos desempeñados, respectivamente, por el 
Subsecretario del Ministerio de Sanidad y Consumo, y por el Director General 
de Salud Pública; cinco representantes de las Comunidades Autónomas, 
designados por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud; 
cuatro representantes de la Administración General del Estado, designados por 
el Ministerio de Sanidad y Consumo; un miembro en representación del 
Departamento de Justicia y otro en representación del Departamento de 
Trabajo y Asuntos Sociales; cuatro representantes designados por las 
sociedades relacionadas con la fertilidad, la bioética y la obstetricia; y nueve 
miembros en representación del Consejo General del Poder Judicial, de los 
Consejos Generales de los Colegios de Abogados, de Médicos, de Doctores y 
Licenciados en Filosofía, en Biología y en Farmacia; del Consejo de 
Consumidores y Usuarios, y de la Asociación de Usuarios de las Técnicas de 
Reproducción Asistida189. 
 
                                                                                                                                
mayoritario de la población, la opinión y las distintas aportaciones que los expertos 
en el ámbito de la reproducción artificial puedan ofrecer en torno a la aplicación de 
estas técnicas. 
187
 Real Decreto 415/1997, de 21 de marzo, por el que se crea la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida, publicado en el Boletín Oficial del 
Estado  número 70 de 22 de marzo de 1997 y que quedó derogado tras la publicación 
en el Boletín Oficial del Estado de 4 de febrero de 2010, del Real Decreto 42/2010, 
de 15 de enero, por el que se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana 
Asistida. 
188
 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Real Decreto 
415/1997, de 21 de marzo, por el que se crea la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida. 
189
 Vid. Relación de miembros que integraron inicialmente la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida en Conclusiones I Informe Anual: 
Técnicas de reproducción asistida (diciembre 1998), hecho público el 3 de marzo de 
1999, Ministerio de Sanidad y Consumo, Madrid, 1999. 
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La Comisión Nacional se configuró, por tanto, como un órgano 
colegiado de carácter permanente y consultivo, dependiente del Ministerio de 
Sanidad y Consumo, adscrito a la Dirección General de Salud Pública, cuyo 
cometido estaba dirigido a orientar la utilización de las técnicas de 
reproducción asistida y a colaborar con las Administraciones Públicas 
sanitarias en todo lo referente a dichas técnicas mediante la recopilación y 
actualización de conocimientos científicos y técnicos, y la elaboración de 
criterios de funcionamiento de los centros donde se realizan las técnicas190. 
 
La Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, al margen 
de los cometidos señalados, introdujo, en el apartado segundo del artículo 21, 
la posibilidad de delegar en la Comisión Nacional una función de mayor 
entidad: la autorización de proyectos científicos, diagnósticos, terapéuticos, de 
investigación o de experimentación. Sin embargo el legislador no hizo uso en 
el Reglamento de la citada delegación, limitándose a atribuir a la Comisión 
Nacional la competencia para la “elaboración de un Informe sobre los 
protocolos de investigación y la posterior evaluación de los resultados”191 . 
 
En todo caso, la Comisión Nacional inició su andadura con la finalidad 
global de velar por la protección de la dignidad humana y de los derechos 
fundamentales de las personas, facilitar la definición de los límites éticos en la 
investigación y aplicación de las técnicas de reproducción asistida; y promover 
una utilización controlada de estas técnicas y adecuada a las necesidades de la 
sociedad. 
 
Cumpliendo la tarea encomendada, en diciembre de 1998 presentó su I 
Informe Anual192. A lo largo de sus páginas se describe la situación real de la 
reproducción asistida en España; se plantean propuestas respecto de la 
clonación humana, la retribución de la donación de gametos, y la 
crioconservación de gametos y embriones (proponiéndose, entre otras 
cuestiones, una ampliación de los plazos); se alerta sobre el elevado número 
de preembriones que permanecían crioconservados; se apunta la prioridad de 
concretar el destino de los preembriones crioconservados que hubiesen 
                                              
190
 Cfr. Artículo 21 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida y artículo 4 del Real Decreto 415/1997, de 21 de 
marzo, por el que se crea la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
191 Vid. Artículo 4.8 del Real Decreto 415/1997, de 21 de marzo, por el que se 
crea la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
192
 Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, Conclusiones I 
Informe Anual: “Técnicas de reproducción asistida” (diciembre 1998), hecho 
público el 3 de marzo de 1999, Ministerio de Sanidad y Consumo, Madrid, 1999. 
[www.msc.es/reproducción asistida/informe anual]. 
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agotado los plazos máximos de conservación193; y se denuncia la ausencia de 
control, por parte de la Administración, de las actividades desarrolladas por 
los centros autorizados. 
 
En abril de 2000 la Comisión Nacional presentó al Gobierno su II 
Informe Anual194 que, a tenor de lo comprometido, se dedicaba casi 
monográficamente al estudio de los problemas suscitados por el creciente 
número de preembriones humanos congelados. El debate de la Comisión 
Nacional estuvo específicamente centrado en analizar las implicaciones 
biológicas, éticas y jurídicas que derivarían de una eventual cesión de los 
preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro para 
actividades de investigación, como alternativa preferente a su descongelación 
y posterior destrucción. Al término de su Informe la Comisión se inclinaba por 
elevar una propuesta de modificación de la situación legal vigente,  con el fin 
de autorizar la investigación con los preembriones congelados sobrantes “en 
casos extremos y limitados”. Informe al que nos referiremos con más detalle 
en otro punto de este capítulo. 
 
Dado que las recomendaciones formuladas por la Comisión Nacional 
de Reproducción Humana Asistida carecían de valor vinculante, el Gobierno 
tomó la decisión de crear una segunda instancia competente para emitir 
dictámenes relativos a la experimentación con embriones humanos. Así se 
constituyó en abril de 2002 el Comité Asesor de Ética para la Investigación 
Científica y Tecnología195, cuyo objetivo primordial era asesorar e informar 
sobre cuestiones éticas que se planteen con relación a la investigación en 
                                              
193
 Entre las soluciones contempladas se barajó la posibilidad de su utilización 
para la investigación, como medida preferente sobre su eventual destrucción. No 
obstante, la Comisión no formuló en este Informe una recomendación expresa al 
respecto en aras de efectuar un estudio más amplio y detallado para un 
pronunciamiento posterior. 
194
 Comisión Nacional Reproducción Humana Asistida, Conclusiones II 
Informe Anual: “Investigación con embriones sobrantes” (abril 2000), hecho 
público el 26 de noviembre de 2001, Ministerio de Sanidad y Consumo, Madrid, 
2001.[www.msc.es/reproducción asistida/informe anual]. 
195
 Con fecha 11 de abril de 2002, el Patronato de la Fundación Española para 
la Ciencia y la Tecnología (FECYT) aprobó la constitución de un Comité Asesor de 
Ética para la Investigación Científica y Técnica, como órgano consultivo acerca de 
las implicaciones éticas derivadas de las actividades de la investigación. Este Comité, 
depende directamente del Patronato de la FECYT,  y se encarga de la elaboración de 
informes, dictámenes y recomendaciones que sobre las cuestiones éticas se planteen 
en relación a la investigación en cualquiera de los campos de la actividad científica 
como la biotecnología, la salud, las tecnologías de la información o las 
comunicaciones. Depende del Ministerio de Ciencia y Tecnología, en la actualidad, 
Ministerio de Economía y Competitividad. Fuente: [www.fecyt.es] 
180 
ámbitos como la biotecnología, la salud, las tecnologías de la información y 
las comunicaciones, o cualquier otra área científica. El Comité, a petición del 
Ministerio de Ciencia y Tecnología, presentó el 5 de marzo de 2003 su Primer 
Informe, titulado La investigación sobre células troncales196, en el que se 
mostraba favorable a autorizar, bajo estrictas medidas de control y 
supervisión, la investigación con células troncales embrionarias; considerando 
a este respecto la necesidad de modificar la legislación vigente “a fin de 
establecer un marco jurídico adecuado en lo referente a la investigación con 
células madre embrionarias procedentes de preembriones humanos sobrantes”. 
Informe al que nos referiremos con más detalle en otro punto de este capítulo. 
 
2.2.9. Valoración jurídica de la regulación adoptada 
 
La ordenación española al respecto de las técnicas de reproducción 
asistida y la utilización de embriones y fetos humanos fue acogida con 
indiferencia por la mayor parte de la sociedad de la época. Tampoco 
proliferaron demasiadas opiniones cualificadas acerca de su idoneidad. La 
clase médica, único colectivo que la recibió con agrado, afirmó que la 
regulación adoptada era adecuada y progresista, y resaltó que permitiría al 
Estado colocarse a la cabeza del desarrollo de la reproducción asistida en 
Europa197. Los juristas que se pronunciaron coincidieron en denunciar que se 
trataba de una norma que adolecía de importantes deficiencias técnicas y que 
este rasgo, unido al apresuramiento en su confección y a un escaso debate 
social y parlamentario, apuntaba una cierta delegación de su aplicación en los 
operadores sanitarios198.  
 
En el ámbito técnico-jurídico, la crítica más negativa sobre la norma la 
sostuvo PANTALEÓN PRIETO, que denostó la mayoría de las soluciones 
propuestas por el legislador: anonimato del donante, forma de establecer la 
filiación, acceso a las técnicas por parte de parejas no casadas y mujer sola, 
posibilidad de fecundación post mortem, y tímida referencia a la maternidad 
                                              
196
 Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, 
Informe: “La investigación sobre células troncales”, hecho público el 5 de marzo de 
2003, Ministerio de Ciencia y Tecnología, Madrid, 2003. [www.fecyt.es]. 
197
 El País, 27 de diciembre de 1988. 
198
 ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética ante los límites 
de la vida humana, op.cit. p. 233; ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica 
de la Medicina Reproductiva, op. cit. p.148; CORRAL TALCIANI, H. en “La nueva 
legislación española sobre técnicas de reproducción artificial y procedimientos 
afines”, Revista de Derecho Privado, marzo de 1992, p. 205; y PANTALEÓN 
PRIETO, F. en “Contra la ley sobre Técnicas de Reproducción Asistida”, Jueces 
para la Democracia 5/1988, pp. 19 y ss. 
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subrogada199. Por su parte, ROMEO CASABONA consideró que se trataba de 
una norma prematura, que contemplaba determinadas opciones sobre las que 
no existía consenso social, y que no establecía mecanismos de control 
suficientes sobre las actividades que regulaba. Valoró positivamente que fuese 
la primera norma que abordaba los problemas de la reproducción asistida de 
forma extensa, interpretando que sólo por este motivo se convertiría en 
referencia obligada en el derecho comparado200. La valoración más favorable 
sobre el texto la concedió ZARRALUQUI SÁNCHEZ, al defender que se 
trataba de una regulación progresista, tolerante y liberal que había optado por 
las soluciones más avanzadas de entre todas las contempladas por las 
Recomendaciones del Consejo de Europa201. 
 
Por parte de la doctrina extranjera se puso de manifiesto que la 
regulación española de 1988 estaba guiada por dos principios fundamentales, 
utilidad y libertad202; calificando su contenido de incoherente y 
extremadamente permisivo203; y considerando que el legislador había llevado a 
cabo una revolución jurídica confundiendo progresismo con laxitud, y 
permisividad con ausencia de control204. 
 
Al amparo de lo expuesto cabe concluir que la singularidad de la doble 
apuesta legislativa concuerda con el espíritu marcadamente progresista que 
impregnó las primeras legislaturas democráticas, y que se puso expresamente 
de manifiesto en la regulación adoptada en el ámbito científico-sanitario, que 
pretendió, como objetivo principal, el fomento de la investigación y el 
desarrollo de las ciencias biomédicas en el País, y quizás se realizó sin la 
suficiente ponderación de todos los bienes jurídicos objeto de protección205. 
                                              
199
 PANTALEÓN PRIETO, F. en “Contra la ley sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida”, Jueces para la Democracia, op. cit., pp. 19 y ss. 
200
 ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética ante los límites 
de la vida humana, op.cit. p. 93. 
201
 ZARRALUQUI SÁNCHEZ, L. en Procreación Asistida y Derechos 
Fundamentales, Ed. Tecnos, Madrid, 1990, p. 26. 
202
 BUSNELLI, F.D. en “Opzioni e principi per una disciplina normativa 
delle biotecnollogie”, Rivistta Criticia Diritto Privato, 2/1991, pp. 283-284 
203
 VIGNEAU, D. en “Génétique et procréation assistée en France”, 
Biomedicine, the Family and Human Rights, Ed. Meulders-Klein, Deech y 
Vlaadingerbroek, La Haya, 2002, pp. 140-141. 
204
 POUSSON-PETIT, J. en “Procréation artificielle dans les pays 
romanistes”, Biomedicine, the Family and Human Rights, Ed. Meulders-Klein, 
Deech y Vlaadingerbroek, La Haya, 2002, pp. 515-516. 
205
 OLLERO TASSARA, A. en “Objeción de conciencia y desobediencia 
civil”, Libertad y Conciencia en el ejercicio de las profesiones sanitarias, VVAA, 
2008, p. 99. En términos semejantes vid. ALENDA SALINAS, M. en “Objecion de 
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A día de hoy es indiscutible que la aplicación generalizada de las 
prácticas acabó incidiendo en la valoración social de la asistencia médica a la 
procreación, que ha ido evolucionado de la indiferencia inicial a la aceptación 
progresiva de la mayor parte de sus propuestas. La posibilidad de procrear 
abierta a muchas parejas infértiles; el proceso de modernización y 
democratización de las estructuras familiares, que se impulsa tras la 
aprobación de la Constitución y, en especial, tras la promulgación de las Leyes 
relativas al matrimonio y a la familia de 1981; y la ordenación de la tecnología 
reproductiva en su conjunto, se han considerado factores clave para apuntalar 
su normalización y aceptación social. 
 
2.3. Regulación penal: los delitos relativos a la manipulación genética 
 
La Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida fue 
parcialmente modificada por la Disposición Final Tercera de la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que transformó su régimen 
sancionador al suprimir las infracciones administrativas contempladas en las 
letras a)206, k)207, l)208 y v)209 del apartado 2.B del artículo 20, tras convertir las 
conductas que reprobaban en tipos penales que fueron agrupados en el Título 
V del Libro II del Código Penal bajo la rúbrica “Delitos relativos a la 
manipulación genética210”. 
                                                                                                                                
conciencia e insumisión: análisis de estrategias judiciales”, Anuario de Derecho 
Eclesiástico del Estado, núm. 11, 1995, pp. 61-100. 
206
 Fecundar óvulos humanos con cualquier fin distinto a la procreación 
humana. 
207
 Crear seres humanos idénticos, por clonación u otros procedimientos 
dirigidos a la selección de la raza. 
208
 La creación de seres humanos por clonación en cualquiera de las variantes 
o cualquier otro procedimiento capaz de originar varios seres humanos idénticos. 
209
 La utilización de la ingeniería genética y otros procedimientos, con fines 
militares o de otra índole, para producir armas biológicas o exterminadoras de la 
especie humana, del tipo que fueren. 
210
 Sobre los delitos relativos a la manipulación genética vid. ROMEO 
CASABONA, C.M. en Los delitos contra la vida y la integridad personal y los 
relativos a la manipulación genética, Ed. Comares, Granada, 2004; LUZÓN PEÑA, 
D.M. en “Función simbólica del derecho penal y delitos relativos a la manipulación 
genética”, Genética y Derecho Penal: previsiones en el Código Español de 1995, 
VVAA, Ed. Comares, Granada, 2001, pp. 49-60; JORGE BARREIRO, A. en “Los 
delitos relativos a la manipulación genética en sentido estricto”,Genética y Derecho 
Penal: previsiones en el Código Español de 1995, VVAA, Ed. Comares, Granada, 
2001, pp. 89-136; PERIS RIERA, J. en La regulación penal de la manipulación 
genética en España, Ed. Civitas, Madrid, 1995; y DE LA CUESTA ARZAMENDI, 
J.L. en “Los llamados delitos de manipulación genética”, Revista Derecho y Genoma 
Humano, núm. 5, 1996, pp. 49-76. 
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Las conductas tipificadas como delitos fueron la manipulación de genes 
humanos de manera que se altere el genotipo con finalidad distinta a la 
eliminación o disminución de taras o enfermedades graves; la utilización de la 
ingeniería genética para producir armas biológicas o exterminadoras de la 
especie humana; la creación de seres humanos idénticos por clonación u otros 
procedimientos dirigidos a la selección de la raza; la fecundación de óvulos 
humanos con fin distinto a la procreación humana; y la práctica de 
reproducción asistida en una mujer sin su consentimiento. 
 
Asimismo, la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal modificó también la redacción de la letra r) del apartado 2b) del artículo 
20, que tipificaba como infracción administrativa “la transferencia de gametos 
o preembriones humanos en el útero de otra especie animal, o la operación 
inversa, que no estén autorizadas”. La nueva redacción se estableció en los 
siguientes términos: “la transferencia de gametos o preembriones humanos en 
el útero de otra especie animal, o la operación inversa, así como las 
fecundaciones entre gametos humanos y animales que no estén autorizadas”. 
 
Considera ROMEO CASABONA que, de conformidad con el parecer 
de numerosos especialistas en medicina reproductiva, muchas de las 
prohibiciones establecidas por el legislador español resultan incongruentes e 
incluso acientíficas y son el resultado de un conocimiento científico 
insuficiente de la materia que se regulaba211. 
 
2.4. Análisis de la modificación de la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida 
 
Desde la promulgación de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida, se han sucedido en el ámbito de 
su aplicación avances considerables. Como consecuencia de ello, se han 
reducido los riesgos relacionados con los tratamientos, se han mejorado las 
tasas de embarazos y nacimientos, y se ha contribuido, en numerosas 
ocasiones, a resolver de manera eficaz los problemas de infertilidad de muchas 
parejas; de forma paralela, se han desarrollado con éxito investigaciones y 
terapias de índole genética que han revolucionado aspectos conceptuales 
básicos, como el enfoque de las enfermedades y sus distintas opciones 
terapéuticas. 
 
                                              
211
 ROMEO CASABONA, C.M. en “Los llamados delitos relativos a la 
manipulación genética”, Genética y Derecho, Estudios de Derecho Judicial, Consejo 
del Poder Judicial, 36/2002, p. 398. Véase también ALKORTA IDIAKEZ, I. en 
Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op. cit. pp.150-151. 
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Sin embargo, la investigación y la práctica médica superaron 
rápidamente las previsiones contenidas en la norma. En este sentido, el paso 
del tiempo puso de manifiesto la existencia de numerosas lagunas en la 
regulación que generaron inseguridad jurídica, y evidenciaron problemas de 
indudable calado ético y jurídico. Sin duda alguna, la cuestión más relevante a 
este respecto ha sido la acumulación incontrolada de un elevado número de 
embriones humanos sobrantes procedentes de la aplicación generalizada de la 
fecundación in vitro. 
 
2.4.1. Contexto y antecedentes legislativos 
 
La Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida preveía, en 
su artículo 11, la crioconservación de los preembriones humanos sobrantes de 
las prácticas de fecundación in vitro, por un plazo máximo de cinco años; sin 
especificar el destino de los preembriones una vez superado el período de 
tiempo fijado. 
 
Tras desvelarse que en España existían cerca de cincuenta mil 
embriones que llevaban más de cinco años crioconservados, se inició un 
intenso debate social, protagonizado principalmente por investigadores y 
juristas, en torno a su situación y destino. Ante la disparidad de criterios y 
opiniones las posibilidades barajadas, respecto del destino de los embriones 
que permanecían congelados, fueron múltiples. Así se propuso su utilización 
en ciclos sucesivos de reproducción; su donación a parejas estériles (lo que 
implicaría una adopción prenatal)212; su cesión para ser utilizados en 
actividades de investigación y experimentación; e incluso se llegó a plantear 
su eventual destrucción.  
 
Descartando la opción de la destrucción, de las restantes posibilidades 
expuestas se consideró especialmente polémica, por sus evidentes 
implicaciones, la que planteaba la cesión de los preembriones para su 
manipulación no terapéutica en actividades de investigación o 
experimentación. 
 
Sobre esta cuestión se vertieron opiniones muy variadas, desde las que 
defendieron su prohibición de modo absoluto; y hasta las que reclamaron su 
aprobación sin limitaciones. En el primer sentido se pronunció la Conferencia 
                                              
212 El Institut Marqués de Barcelona ofreció en adopción un total de 1.700 
embriones congelados cuyos padres biológicos habían dejado su destino en manos de 
la clínica. El objetivo del programa es que “estos embriones puedan vivir y encontrar 
una madre, en vez de cederlos a la investigación”, aseguró la ginecológica de esta 
clínica, Marisa López-Teijón. El programa se llevaría a cabo desde el Centro 
Internacional de Medicina Avanzado (CIMA) de Barcelona. (Publicado en El 
Mundo, en fecha 7.X.2004).  
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Episcopal Española defendiendo, en su Nota sobre la utilización de embriones 
humanos en la investigación de células madre213, que “por muy noble que sea 
el fin perseguido es inaceptable moralmente la producción, manipulación y 
destrucción de embriones humanos” y afirmando que “nunca se puede 
instrumentalizar al ser humano”. En el segundo sentido, se pronunciaron 
algunos miembros destacados de la comunidad científica214 que, defendiendo 
el potencial terapéutico de las células troncales humanas embrionarias, y 
considerando que las investigaciones con este tipo de células deben ser 
estimadas prioritarias215, propugnaban una modificación legislativa que 
autorizase la utilización, sin límites, de los preembriones crioconservados para 
actividades de investigación y experimentación. 
 
La relevancia de la cuestión y su repercusión social exigieron el 
pronunciamiento de diversas Instituciones, como el Congreso de los 
Diputados, donde se desarrollaron distintos debates e iniciativas 
parlamentarias al respecto216; la Comisión Nacional de Reproducción Humana 
Asistida, que elaboró varios Informes sobre el tema; y el Comité Asesor de 
Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, que específicamente creado 
al efecto, también presentó sus propuestas en un Informe. 
                                              
213 La Subcomisión Episcopal Familia y Vida de la Conferencia Episcopal 
Española redactó la Nota Episcopal sobre la utilización de embriones humanos en la 
investigación sobre células madre, publicada el 19.XII.2002. Sobre el valor jurídico 
en el ordenamiento canónico de estas declaraciones vid. la Carta Apostólica en forma 
de motu proprio sobre la Naturaleza Teológica y Jurídica de las Conferencias de los 
Obispos de 21 de mayo de 1998 en Acta Apostolicae Sedis 90, 1998, pp. 641-658. 
214 Entre los que destaca el Profesor Dr. Bernat Soria, actual Director del 
Proyecto de la Junta de Andalucía sobre investigaciones con líneas celulares 
procedentes de embriones desechados, que junto con  su colega estadounidense José 
Cibelli, defendió el 13 de abril de 2004, ante la Subcomisión de Derechos Humanos 
de Naciones Unidas, con sede en Ginebra, un manifiesto sobre la libertad de 
investigación y el uso médico de las células madre embrionarias al objeto de iniciar 
una campaña mundial para formar un lobby de países favorables a la investigación 
con embriones humanos. 
215 Informe “La investigación sobre células troncales”, Comité Asesor de 
Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, op. cit., p. 41; y la opinión de un 
experto sobre el tema MARTÍNEZ SERRANO, A., “Investigación y palabras”, ABC, 
en fecha 29.IX.2002, p.14. 
216 El Grupo Parlamentario Socialista presentó el 8 de noviembre de 2001 la 
Proposición de ley 122/000154 de modificación de la Ley 35/1988, sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida, al objeto de autorizar la cesión de preembriones 
humanos sobrantes de las fecundaciones in vitro, crioconservados un mínimo de 
cinco años, para ser utilizados en investigación, previo consentimiento de los 
progenitores e informe de la Administración Pública competente. Iniciativa que 
resultó rechazada. (Vid. Boletín Oficial de las Cortes Generales número 172 de 23 de 
noviembre de 2001). 
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2.4.1.1. El II Informe Anual de la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida: “Investigación con embriones sobrantes” 
 
La Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida alertaba ya en 
su I Informe Anual217, sobre el elevado número de preembriones que 
permanecían crioconservados218, apuntando la necesidad de promover la 
adopción de una serie de medidas, legalmente posibles, tendentes a evitar o 
reducir su incremento219. Asimismo recomendaba la prioridad de concretar, 
desde un punto de vista legal, el destino de los embriones que sin haber sido 
utilizados en ciclos procreativos, alcanzasen, de forma irremediable, los plazos 
máximos de conservación. Entre las soluciones contempladas se barajó la 
posibilidad de su utilización para la investigación como medida de preferencia 
sobre su eventual destrucción. No obstante, la Comisión no formuló en este I 
Informe una recomendación expresa al respecto en aras de efectuar un estudio 
más amplio y detallado para un pronunciamiento posterior. 
 
A principios del año 2001, la Comisión presentaba al Gobierno su II 
Informe Anual220 que, a tenor de lo comprometido, se dedicaba casi 
monográficamente al estudio de los problemas suscitados por el creciente 
número de preembriones humanos congelados. El debate de la Comisión 
estuvo específicamente centrado en analizar las implicaciones biológicas, 
éticas y jurídicas que derivarían de una eventual cesión de los preembriones 
sobrantes para actividades de investigación, como alternativa preferente a su 
descongelación y posterior destrucción. 
 
La Comisión justificó en su Informe que la preferencia por la 
utilización de los prembriones supernumerarios con fines de investigación 
antes que su destrucción directa, provocada por el cese de su conservación, no 
se consideraba incompatible con el respeto y la protección que merece el 
                                              
217 Vid. Conclusiones I Informe Anual: “Técnicas de reproducción asistida”, 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, op. cit., pp. 24 y 25. 
218
 En el apartado 9 de las conclusiones se señalaba que los embriones 
congelados superaban los 25.000 y que por lo menos un 15% excedían ya el plazo 
máximo de conservación. (Cfr. Conclusiones I Informe Anual: “Técnicas de 
reproducción asistida”, Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, op. 
cit., p. 24). 
219 En el apartado 10 de las conclusiones se proponía fomentar el compromiso 
de utilización de los embriones por parte de las parejas progenitoras en ciclos 
sucesivos; estimular la donación de aquéllos que no vayan a ser utilizados por las 
propias parejas;  autorizar el desarrollo controlado de experiencias sobre congelación 
de ovocitos; y promover la ampliación del plazo legal de conservación de los 
preembriones. (Cfr. Conclusiones I Informe Anual: “Técnicas de reproducción 
asistida”, Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, op. cit., p. 25). 
220 Conclusiones II Informe Anual: “Investigación con embriones sobrantes”, 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, op. cit. 
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embrión humano221. No obstante, consideró que la utilización de los 
embriones sobrantes en actividades de investigación debía realizarse en casos 
extremos y bajo las siguientes condiciones y requisitos: las investigaciones 
deben ir dirigidas a aliviar el sufrimiento humano; deben ser imposibles de 
realizar en el modelo animal; debe garantizarse su calidad y seguridad a través 
de la intervención de comités o comisiones de ámbito general y local; debe 
recabarse en todo caso el consentimiento informado de los progenitores; los 
protocolos de investigación deben ser sometidos a la consideración de Comités 
Éticos de los centros en los que vaya a practicarse la investigación; y debe 
garantizarse la autorización de los protocolos de investigación 
correspondientes por la Comisión Nacional de Reproducción Humana 
Asistida.  
 
Al término de su Informe la Comisión se inclinaba por elevar una 
propuesta de modificación de la situación legal existente, con el fin de 
autorizar la investigación con los embriones congelados sobrantes “en casos 
extremos y limitados222”; y de promover la adopción de las medidas oportunas 
para reducir la acumulación de embriones congelados223. 
 
2.4.1.2. El Informe del Comité Asesor de Ética en la Investigación 
Científica y Tecnológica sobre “La investigación sobre células 
troncales” 
 
El Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, 
en su Informe “La investigación sobre células troncales224”, elaborado a 
petición del Ministerio de Ciencia y Tecnología, alcanzó una posición 
mayoritaria, esencialmente coincidente con la recomendaciones realizadas por 
                                              
221
 En las conclusiones del Informe subyacen tres argumentos o motivaciones: 
la coincidencia general de establecer el inicio de la individualidad de la vida a partir 
del día catorce del desarrollo embrionario; la inexistencia de consenso en torno al 
grado de respeto y protección que merece el embrión en las fases anteriores a la 
implantación; y, ante los diferentes puntos de vista e ideologías, la opción de 
alcanzar acuerdos mínimos comunes para definir unos criterios éticos que resulten 
aceptables para una proporción mayoritaria significativa de la sociedad española. 
(PARDO SÁENZ, J.M. en “Ley 45/2003 sobre Técnicas de Reproducción Asistida. 
Algunas reflexiones ético-morales a la luz de la Evangelium Vitae”, Cuadernos de 
Bioética 3/2004, p. 419). 
222 Apartado 3 Conclusiones II Informe Anual: “Investigación con embriones 
sobrantes”, Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, op. cit. 
223
 Apartado 5 Conclusiones II Informe Anual: “Investigación con embriones 
sobrantes”, Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, op. cit. 
 
224 Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, 
Informe: “La investigación sobre células troncales, op. cit.. 
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la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida tres años antes, y 
finalizó sus conclusiones recomendando al Gobierno que, frente a la posible 
destrucción de los preembriones que permanecían criopreservados tras superar 
el límite legalmente establecido, autorizase su utilización, bajo estrictas 
medidas de control y supervisión, para la obtención e investigación con células 
troncales embrionarias225. 
 
En este sentido la recomendación sexta del Informe incluía el 
cumplimiento de las siguientes condiciones: que se disponga del 
consentimiento informado de los progenitores implicados o de la autorización 
del centro de reproducción asistida responsable de su custodia; que la 
investigación esté dirigida a aliviar el sufrimiento humano y no responda a 
meros intereses económicos; que se lleve a cabo exclusivamente en grupos de 
investigación que demuestren experiencia  en dicha temática; y que el 
protocolo de investigación sea previamente evaluado por los comités de ética 
pertinentes y esté sometido a un seguimiento exhaustivo de los mismos. 
 
A mayores, el Comité se mostró contrario a la creación expresa de 
embriones humanos con fines de investigación, incidió en la necesidad de 
reducir al mínimo el número de embriones sobrantes de la fecundación in 
vitro, y contempló la conveniencia de permitir la donación con fines 
reproductivos de los embriones sobrantes cuando las parejas o progenitoras 
hayan otorgado su consentimiento. 
 
                                              
225 Recomendaciones núm. 5 “(…) este Comité recomienda que, frente a la 
alternativa de la destrucción de los embriones sobrantes, éstos puedan ser empleados 
para obtener células troncales embrionarias, ya que las investigaciones con estas 
células pueden generar resultados potencialmente aplicables a la prevención y/o 
tratamiento de enfermedades graves”; núm. 6  “la utilización de embriones sobrantes 
para la derivación de células troncales será aceptable siempre y cuando se atenga a 
las siguientes condiciones: i) que se disponga del consentimiento informado de los 
progenitores implicados o, si esto no es posible, de la autorización del centro de 
reproducción asistida responsable de su custodia de acuerdo con la legislación 
vigente, ii) la investigación debe estar dirigida a aliviar el sufrimiento humano y no 
responder a meros intereses económicos, iii) debe llevarse a cabo exclusivamente en 
grupos de investigación que demuestren su experiencia en dicha temática de 
investigación, y iv) el protocolo de investigación debe ser previamente evaluado por 
los comités de ética pertinentes y estar sometido a un seguimiento exhaustivo por 
parte de los mismos. En este sentido se recomienda que un comité nacional controle 
y supervise estas investigaciones; y núm.7 “(…) habría que reducir al mínimo 
posible, compatible con las técnicas de fecundación in vitro, su generación y poner 
mayor énfasis en su catalogación y control. Además es deseable promover la 
donación de dichos embriones a las parejas que los precisen con fines de 
reproducción”. Vid. Informe: “La investigación sobre células troncales”, Comité 
Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, op.cit., pp. 8 y 9. 
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Las argumentaciones defendidas por el Comité para autorizar la 
utilización de los embriones sobrantes, con excepción del Voto particular 
formulado226, fueron muy similares a las que expuso la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida, “el Comité estima que el embrión 
preimplantatorio tiene un valor y merece especial respeto, pero este valor es 
ponderable con respecto a otros valores y, por tanto, frente a la alternativa de 
su destrucción, los embriones sobrantes pueden ser empleados para obtener 
células troncales embrionarias ya que las investigaciones con estas células 
pueden generar resultados potencialmente aplicables a la prevención y/o 
tratamiento de enfermedades graves227”. 
 
A este respecto, el Comité consideró necesario modificar la legislación 
existente“a fin de establecer un marco jurídico adecuado en lo referente a la 
investigación con células madre embrionarias procedentes de embriones 
humanos sobrantes228 ”. 
 
2.4.2. La Ley 45/2003, de 21 de noviembre por la que se modifica la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida 
 
Las recomendaciones formuladas tanto por la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida como por el Comité Asesor de Ética de 
Ciencia y Tecnología fueron atendidas por el Gobierno, que en la reunión del 
Consejo de Ministros celebrada el 25 de julio de 2003 aprobó el Anteproyecto 
de Ley por el que se modifica la Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida, presentado por el Ministerio de Sanidad y Consumo. Aprobado el 
texto como Proyecto de Ley en la reunión del Consejo de Ministros celebrada 
el 5 de agosto de 2003, fue remitido al Congreso de los Diputados para su 
tramitación parlamentaria. 
 
                                              
226
 Junto a la Recomendación número cinco aprobada por mayoría, 
presentaron votos particulares que manifestaban disentimiento por distintas razones 
ante la magnitud del problema D. Javier Gafo (pp.52-53), D. Gonzalo Herránz (pp. 
54-56), Doña M. Dolores Vila-Coro (pp.57-58), y Doña M. López Barahona (pp. 59-
60). Vid. Informe: “La investigación sobre células troncales”, Comité Asesor de 
Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, op. cit. 
227
 Recomendación número 4 del Informe: “La investigación sobre células 
troncales”, Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, 
op.cit., p. 8. 
228 Recomendación número 8 del Informe: “La investigación sobre células 
troncales”, Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, 
op.cit., p. 9. 
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El Proyecto de Ley 121/000171 por la que se modifica la Ley 35/1988, 
de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida229, 
estuvo precedido de un Informe elaborado por la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida sobre el Anteproyecto de Ley, en el que se 
valoró positivamente la iniciativa en el punto relativo a la autorización de la 
investigación con embriones sobrantes recomendándose, no obstante, su 
extensión a los embriones supernumerarios que se generasen con posterioridad 
a la entrada en vigor de la Reforma planteada. Asimismo la Comisión 
Nacional recomendó una flexibilización de los criterios relativos al número 
máximo de ovocitos fecundables en cada ciclo, al objeto de evitar una 
disminución de la eficacia de las técnicas230. 
 
Tras el correspondiente debate en sede parlamentaria fue promulgada la 
Ley 45/2003, de 21 de noviembre, por la que se modifica la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida231. Como expondremos 
seguidamente esta norma modificó el Preámbulo y dos artículos de la Ley 
sobre Reproducción Humana Asistida. 
 
2.4.2.1. Objetivo de la Reforma adoptada 
 
La Ley 45/2003, de 21 de noviembre puso de manifiesto en su 
Exposición de Motivos que su objetivo prioritario era “resolver el problema 
grave y urgente de la acumulación de embriones humanos sobrantes, cuyo 
destino no está determinado232”. Junto con esta preocupación por evitar la 
proliferación de embriones abandonados sobre los que no existía “proyecto 
procreativo”, la reforma del Gobierno estuvo guiada también por un segundo 
objetivo: autorizar la descongelación de los embriones sobrantes con el fin de 
obtener estructuras biológicas destinadas a la investigación científica. La 
necesidad de este motivo añadido se justificó en los siguientes términos: “en 
paralelo a la aparición de las limitaciones de la legislación española en materia 
de fecundación in vitro, se han producido algunos descubrimientos científicos 
que han elevado el interés por el aprovechamiento de los embriones 
supernumerarios o sobrantes con fines de investigación. Entre ellos cabe 
destacar especialmente los descubrimientos que se están produciendo en el 
ámbito de las células troncales procedentes de diferentes tipos de tejidos. Los 
                                              
229
 Publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los 
Diputados, Serie A, núm. 171-1, de 20 de agosto de 2003. 
230
 Un extracto de la valoración efectuada por la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida fue publicada en El País, el 30 de julio de 2003. 
231
 La Ley 45/2003, de 21 de noviembre, por la que se modifica la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida fue publicada en el Boletín Oficial del 
Estado número 280 de 22 de noviembre de 2003. 
232
 Vid. Apartado IV Exposición de Motivos de la Ley 45/2003, de 21 de 
noviembre. 
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primeros descubrimientos realizados en este campo están abriendo enormes 
expectativas en la investigación biomédica y farmacológica, así como en 
relación a su potencial terapéutico para tratar enfermedades graves que ahora 
son incurables233”. 
 
2.4.2.2. Contenido de la Reforma adoptada 
 
La propia Exposición de Motivos explica que la Reforma se concreta en 
la modificación de los artículos 4 y 11 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida; y que la solución adoptada 
pretende combinar el compromiso y la responsabilidad por parte de los centros 
y usuarias con la flexibilidad necesaria para asegurar la eficacia de las 
técnicas234. 
 
La modificación consistió, básicamente, en limitar a tres el número de 
óvulos que podían ser fecundados y transferidos a la usuaria en cada ciclo 
reproductivo, salvo excepciones clínicas; ampliar el plazo máximo de 
conservación de gametos masculinos y embriones; permitir la descongelación 
de los embriones sobrantes para obtener estructuras biológicas destinadas a la 
investigación científica; y regular el destino de los embriones sobrantes 
generados tras la fecha de entrada en vigor de la reforma. 
 
Así, tras su modificación, el artículo 4.3 disponía que “se fecundarán un 
máximo de tres ovocitos que puedan ser transferidos a la mujer, salvo en los 
casos en los que lo impida la patología de base de los progenitores, supuestos 
en los que se permitirá fecundar un mayor número de ovocitos235”. La nueva 
                                              
233
 Vid. Apartado IV Exposición de Motivos de la Ley 45/2003, de 21 de 
noviembre. 
234
 Vid. Apartado IV Exposición de Motivos de la Ley 45/2003, de 21 de 
noviembre. 
235
 Esta limitación quedó desnaturalizada con la aprobación del Real Decreto 
1720/2004, de 23 de julio, por el que se establecen las tipologías fisiopatológicas que 
permiten la superación de los límites generales establecidos para la fecundación de 
ovocitos en procesos de reproducción asistida. Este reglamento estableció que, en 
todo caso, el número de ovocitos a fecundar vendría determinado por “los criterios 
clínicos de los responsables del proceso”; y en un Anexo especificó las tipologías 
fisiopatológicas: supuestos de esterilidad de causa masculina (azoospermias, 
secretoras y obstructivas, oligoastenoteratozoospermias, severas y moderadas, otras 
patologías seminales, casos con indicación de diagnóstico genético preimplantacional 
y semen difícilmente reemplazable) y supuestos de esterilidad de causa femenina 
(patología ovárica, enumerándose la reserva folicular disminuida, acompañada de 
una edad superior a los 35 años, las altas respuestas y los ovarios poliquísticos, 
patología tubo-peritoneal, enunciándose la endometriosis e hidrosalpinx, esterilidad 
de origen desconocido, obesidad, pobres resultados en ciclos anteriores, casos con 
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redacción del artículo 4.2 estableció que “sólo se autoriza la transferencia de 
un máximo de tres preembriones al útero de una mujer en cada ciclo 
procreativo”. En este punto la solución adoptada fue enjuiciada en sentido 
positivo236, puesto que su aplicación práctica conllevaría una reducción 
progresiva de la generación de embriones sobrantes necesitados de 
crioconservación, contribuiría eficazmente a reducir el número de partos 
múltiples, evitando así los riesgos que este tipo de embarazos supone para la 
madre y para los hijos y reduciría la práctica habitual de recurrir a reducciones 
embrionarias. 
 
Con relación al nuevo contenido del artículo 11 cabe destacar que, en 
su apartado primero, prolongaba el plazo de crioconservación de los gametos 
masculinos “durante toda la vida del donante”. La nueva redacción, que dejaba 
sin efecto la limitación inicial de cinco años, fue criticada por ALKORTA 
IDIAKEZ al entender que el plazo de crioconservación debería haberse 
restringido a la vida fértil de los varones y que, además, incurría en una falta 
semántica al referirse a los donantes y no a los varones depositantes237. 
 
El apartado segundo, autorizaba la crioconservación de óvulos y remitía 
al Real Decreto 120/2003, de 31 de enero por el que se regulan los requisitos 
para la realización de experiencias controladas, con fines reproductivos, de 
fecundación de ovocitos o tejido ovárico previamente congelados238. Tras la 
reforma operada se eliminó la prohibición de congelación de gametos 
femeninos y se elevó a rango de Ley la autorización reglamentaria para la 
realización de experiencias controladas con ovocitos; lo que supuso un notable 
avance desde el punto de vista de la técnica legislativa. 
 
El apartado tercero, regulaba el destino de los embriones 
supernumerarios generados a partir de la entrada en vigor de la Reforma, 
contemplando su crioconservación “por un plazo equivalente a la vida fértil de 
                                                                                                                                
indicación para diagnóstico genético preimplantacional, ovocitos difícilmente 
reemplazables y donación de ovocitos). El Real Decreto 1720/2004, de 23 de julio, 
por el que se establecen las tipologías fisiopatológicas que permiten la superación de 
los límites generales establecidos para la fecundación de ovocitos en procesos de 
reproducción asistida, fue publicado en el Boletín Oficial del Estado número 180 de 
27 de julio de 2004 y actualmente continúa en vigor. 
236
 En palabras de PARDO SÁENZ, son loables los objetivos de limitar la 
producción de embriones para la investigación, reducir el número de partos múltiples 
y evitar la reducción embrionaria. (PARDO SÁENZ, J.M. en “Ley 45/2003 sobre 
Técnicas de Reproducción Asistida. Algunas reflexiones ético-morales a la luz de la 
Evangelium Vitae”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 424) 
237
 Puesto que no cabría entender que la intención del legislador fuese excluir 
de la extensión del plazo a estos últimos. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación 
Jurídica de la Medicina Reproductiva, op. cit., pp. 410 y ss. 
238
 Vid. pp. 143 y ss de este mismo capítulo. 
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la mujer”, y su utilización en ciclos procreativos sucesivos. Al efecto, imponía 
a los progenitores (o a la mujer) la firma de un “compromiso de 
responsabilidad sobre sus preembriones”, en el que se incluía una cláusula por 
la que otorgaban su consentimiento para que los preembriones 
crioconservados, no utilizados en el plazo previsto, “fuesen donados con fines 
reproductivos como única alternativa”. La nueva redacción del precepto 
ampliaba considerablemente el plazo de crioconservación de los 
preembriones, y regulaba como único destino posible su utilización en ciclos 
reproductivos bien de los propios progenitores (o de la mujer), bien de terceros 
previa donación. Este aspecto de la Reforma fue severamente contestado por 
la doctrina al contemplar una diferencia en el trato de los embriones 
congelados atendiendo exclusivamente a la fecha de su constitución239. Lo que 
si se consideró positivo fue el establecimiento de la posibilidad de conservar 
los embriones durante toda la vida fértil de la mujer y la exigencia a las 
parejas (o a la mujer) de responsabilidad sobre sus propios preembriones240. 
 
El apartado cuarto imponía a los centros la obligación de comprobar 
que “la pareja, o la mujer en su caso, no tengan preembriones crioconservados 
en algún centro nacional de reproducción asistida”. Previsión que se entendió 
razonable a todos los efectos entendiéndola, no obstante, condicionada a que 
los embriones crioconservados presentasen las condiciones óptimas para su 
                                              
239
 Como resume ALKORTA IDIAKEZ los embriones crioconservados con 
anterioridad a la Reforma podrían ser eventualmente destruidos, mientras que los que 
se hubieran preservado con posterioridad sólo podrían ser empleados en proyectos 
procreativos. A su entender esta diferencia de regímenes no puede justificarse ni 
siquiera como regulación transitoria puesto que supone una relativización del 
estatuto jurídico del embrión. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de 
la Medicina Reproductiva, op. cit. p. 412). Como señala LACADENA “parece 
sorprendente que por un lado, en la nueva ley se autorice la utilización para 
investigación de los embriones actualmente congelados mientras que, por otro, se 
prohíbe dicha utilización en el futuro (art. 11.3) porque si una cosa es mala, es mala 
siempre”. (LACADENA, J.R., en “La experimentación con embriones sobrantes en 
España: Un comentario a la Ley 45/2003 que modifica la Ley 35/1988 sobre 
Técnicas de Reproducción Asistida». Revista de Derecho y Genoma Humano núm. 
20, 2004, p. 194). 
240
 Cfr. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina 
Reproductiva, op. cit. pp. 413 y 414; PARDO SÁENZ, J.M. en “Ley 45/2003 sobre 
Técnicas de Reproducción Asistida. Algunas reflexiones ético-morales a la luz de la 
Evangelium Vitae”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 424; y GERMÁN 
ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la vida humana 
embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, núm. 20, 2009/2, p. 164. 
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implantación, y a que su transporte pudiera ser realizado sin riesgo para su 
integridad241. 
 
El apartado quinto establecía que “los centros de fecundación in vitro 
que procedan a la crioconservación de preembriones humanos de acuerdo con 
lo establecido en este artículo, deberán disponer de un seguro o instrumento 
equivalente, que garantice su capacidad para compensar económicamente a las 
parejas en el supuesto de que se produjera un accidente que afecte a los 
preembriones crioconservados”. Al respecto de esta novedosa previsión cabe 
manifestar que resultó incompleta al no incluir los parámetros necesarios para 
valorar el daño material y moral que comporta para los usuarios la pérdida de 
sus embriones. 
 
El aspecto de la Reforma que mereció un juicio mayoritariamente 
negativo fue la introducción, por la Disposición Final Primera de la Ley 
45/2003242, de excepciones a la prohibición de investigar y/o experimentar con 
los preembriones “viables” que estrictamente imponía la legislación de 
1988243. Los artículos 3, 15 y 17 de la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida prohibían expresamente las intervenciones sobre embriones 
“viables” que no tuviesen un “estricto carácter diagnóstico o terapéutico”. La 
Disposición Final Primera de la Ley 45/2003, exceptúa esta prohibición 
respecto de todos los preembriones “que hubieran sido criconservados con 
anterioridad a su entrada en vigor”, concediendo a las parejas (o a la mujer 
sola), la facultad de decidir su destino entre cuatro posibles: mantenerlos 
criconservados para su utilización en nuevos ciclos procreativos; donarlos a 
otras parejas con fines reproductivos; autorizar su descongelación y consentir 
que sus estructuras biológicas sean destinadas a la investigación244; y, en 
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 BERROCAL LANZAROT, A.I., en “De nuevo sobre la reproducción 
asistida en España. Análisis jurídico-sanitario de la Ley 14/2006, de 26 de mayo (1ª 
parte)”, Revista de la Escuela de Medicina Legal, octubre, 2008, p. 31. 
242
 Vid. Disposición Final Primera de la Ley 45/2003, de 21 de noviembre. 
243
 Como advierte GERMÁN ZURRIARÁN “los embriones excedentes ya no 
sólo eran el resultado de una mala técnica, sino la posibilidad de investigar con 
embriones vivos y viables. En efecto, que la Ley permitiera la investigación con 
embriones humanos viables podía convertirse en un paso decisivo para la producción 
directa de embriones, ya no en un contexto de fecundación artificial, sino de 
investigación, como mero recurso para la obtención y uso de sus células 
troncales.(GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de 
la vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 
14/2007”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 166). 
244
 Para su aplicación práctica se aprobó el Real Decreto 2132/2004, de 29 de 
octubre, por el que se establecen los requisitos y procedimientos para solicitar el 
desarrollo de proyectos de investigación con células troncales obtenidas de 
preembriones sobrantes, publicado en el Boletín Oficial del Estado de 30 de octubre 
de 2004. Reglamento que en la actualidad continúa vigente. 
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último término, autorizar su descongelación, sin otros fines245. Opción ésta 
que, como la anterior, comportaría la eventual destrucción del embrión. 
 
En consonancia con la Reforma adoptada se creó, en virtud de la 
Disposición Adicional Única de la Ley 45/2003, el “Centro Nacional de 
Trasplantes y Medicina Regenerativa”, como organismo autónomo adscrito al 
Ministerio de Sanidad y Consumo246, del que pasaría a depender la 
Organización Nacional de Trasplantes247; y al que se atribuyeron entre otras 
funciones la de “desarrollar y gestionar, en colaboración con las comunidades 
autónomas, un registro de centros y equipos autorizados para investigar con 
células y tejidos de origen humano, que sustituya al Registro Nacional de 
Centros o Servicios Autorizados previsto en la disposición adicional segunda 
de la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, de donación y utilización de embriones 
y fetos humanos o de sus células, tejidos u órganos248”. 
 
Para su puesta en marcha se otorgó al Gobierno un plazo de seis meses 
para definir su composición y reglas de funcionamiento mediante la 
aprobación del correspondiente Estatuto señalándose, asimismo, que el citado 
Centro Nacional debería contar con un Banco Nacional de Líneas Celulares249; 
y constituir una Comisión de Seguimiento y Control de Donación y 
Utilización de Células y Tejidos Humanos, que sustituiría a la Comisión 
Nacional de Donación y Utilización de Embriones y Fetos prevista en la Ley 
42/1988, de 28 de diciembre, de donación y utilización de embriones y fetos 
humanos250. 
 
La Reforma descrita tampoco estuvo exenta de polémica puesto que el 
5 de febrero 2004 el Parlamento de Andalucía promovió Recurso de 
Inconstitucionalidad al considerar que la norma invadía las competencias de la 
                                              
245
 En opinión de DE VERDA “atribuir a las parejas reproductoras, o en su 
caso a la mujer que haya acudido sola a las técnicas de reproducción asistida, la 
facultad de poder decidir la descongelación de un embrión viable con el fin de 
dejarlo morir o de destinar sus estructuras biológicas a fines de investigación con 
carácter científico no parece compatible con el artículo 15 de la Constitución 
Española”. (DE VERDA Y BEAMONTE, J.R. en “Libertad de procreación y 
libertad de investigación (algunas reflexiones a propósito de las recientes leyes 
francesa e italiana sobre reproducción asistida)”, La Ley, 2005/ 1,  pp. 1510-1511. 
246
 Vid. Apartado 1 de la Disposición Adicional Única de la Ley 45/2003. 
247
 Vid. Apartado 4 de la Disposición Adicional Única de la Ley 45/2003. 
248
 Vid. Apartado 3 de la Disposición Adicional Única de la Ley 45/2003. 
249
 Véase Orden SCO/393/2006, de 8 de febrero, por la que se establece la 
organización y funcionamiento del Banco Nacional de Líneas Celulares, publicado 
en el Boletín Oficial Estado núm. de 18 de febrero de 2006. 
250
 Vid. Apartado 4 de la Disposición Adicional Única de la Ley 45/2003, de 
21 de noviembre. 
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Junta Andaluza en materia de investigación251. Los recurrentes fundamentaron 
su impugnación en torno a en dos argumentos: en primer lugar, la supuesta 
vulneración de las competencias autonómicas por parte del Gobierno del 
Estado al centralizar el depósito y distribución de los preembriones 
congelados; y, en segundo lugar, al respecto de la prohibición de investigar 
con los embriones sobrantes generados tras la entrada en vigor de la norma 
impugnada. Al respecto, la Cámara Andaluza esgrimió presunta vulneración 
por parte del Gobierno de su derecho a la producción científica y técnica al no 
dar la posibilidad a los progenitores de donar sus embriones a la investigación, 
y ofrecerles como única alternativa la donación con fines reproductivos. 
Asimismo, el 1 de marzo de 2004, el Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía promovió un segundo Recurso de Inconstitucionalidad en los 
mismos términos252. Ambos Recursos quedaron automáticamente sin efecto, 
por desaparición sobrevenida del objeto, al quedar derogada la norma 
impugnada tras la publicación de la Ley 14/2006, de 26 de mayo sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida en el Boletín Oficial del Estado el 
27 de mayo de 2006253. 
 
Ya en último término cabe señalar que la Ley 45/2003, de 21 de 
noviembre fue desarrollada reglamentariamente por el Real Decreto 176/2004, 
de 30 de enero, por el que se aprobó el Estatuto del Centro Nacional de 
Trasplantes y Medicina Regenerativa254 y por el Real Decreto 2132/2004, de 
29 de octubre, que estableció los requisitos y procedimientos para solicitar el 
                                              
251
 Mediante Providencia de 24 de febrero de 2004 el Tribunal Constitucional 
admitió a trámite el Recurso de Inconstitucionalidad 632/2004 promovido por el 
Parlamento Andaluz en relación con el artículo único, apartados uno y dos; 
disposición adicional única, apartado 3 c) y f) y apartado 4; disposición final 1.ª, 
apartado 1, párrafo segundo, apartado 2, párrafo primero y párrafo tercero, apartado 
4, apartado 5, párrafo segundo; disposición final 2.ª y disposición final 3ª de la Ley 
45/2003, de 21 de noviembre. Publicada en el Boletín Oficial del Estado número 59, 
de 9 de marzo de 2004. 
252
 Mediante Providencia de 23 de marzo de 2004 el Tribunal Constitucional 
admitió a trámite el Recurso de Inconstitucionalidad 1083/2004 promovido por la 
Junta de Andalucía contra la Ley 45/2003, de 21 de noviembre, artículo único, 
disposición adicional única y disposiciones finales primera y segunda. Publicada en 
el Boletín Oficial del Estado número 83, de 6 de abril de 2004. 
253
 Vid. Disposición Derogatoria de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida, publicada en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 42 de 27 de mayo de 2006. 
254
 El Real Decreto 176/2004, de 30 de enero fue publicado en el Boletín 
Oficial del Estado de 31 de enero de 2004 y quedó derogado por la letra a) de la 
Disposición Derogatoria Única del Real Decreto 1825/2009, de 27 de noviembre, por 
el que se aprueba el Estatuto de la Organización Nacional de Trasplantes (Boletín 
Oficial del Estado de 29 de noviembre de 2009). 
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desarrollo de proyectos de investigación con células troncales obtenidas de 
preembriones sobrantes255. 
 
2.4.2.3. Valoración crítica de la Reforma adoptada 
 
Tras analizar la nueva redacción dada a los preceptos cabe concluir que, 
con la modificación legislativa, se intentó embridar la utilización abusiva de 
los procedimientos de fecundación in vitro, imponiendo a los centros y a los 
equipos biomédicos la adopción de las medidas necesarias para limitar el 
incremento de embriones sobrantes.  
 
Asimismo, se intentó concienciar a los progenitores de su grado de 
responsabilidad sobre los embriones generados, imponiéndoles la prestación 
de un consentimiento informado que les obligaba a pronunciarse 
explícitamente sobre el destino que deseaban para los mismos 
 
Y, con el objetivo de dar salida a los embriones almacenados que 
habían superado los plazos máximos de congelación y definir el destino de los 
embriones sobrantes en general, se intentó satisfacer a la mayor parte de los 
colectivos implicados adoptando, al efecto, una solución salomónica que 
atendió exclusivamente a la fecha de su constitución. Así, para contentar a 
ciertas asociaciones de científicos y de enfermos, que reclamaban una 
regulación flexible en el ámbito de la investigación con embriones256, se 
autorizaron las investigaciones con células troncales procedentes de embriones 
crioconservados con anterioridad a la entrada en vigor de la Reforma. 
Atendiendo las peticiones de otros grupos interdisciplinares que, con las 
confesiones religiosas a la cabeza, se oponían a la destrucción de los cigotos 
congelados, se estableció que los embriones generados con posterioridad a la 
entrada en vigor de la Reforma sólo podrían ser destinados a proyectos 
procreativos, propios o de terceros vía donación. 
 
La solución acordada en este punto resultó, a todas luces, incoherente y 
de difícil justificación desde un punto de vista estrictamente ético y/o jurídico. 
Y, desde un punto de vista científico, pivotó en torno al nuevo significado 
otorgado al término “viabilidad” que, a partir de la Reforma, deja de constituir 
una referencia de índole biológica. La posibilidad de investigar con embriones 
congelados ya no depende de la capacidad que éstos tengan para desarrollarse 
biológicamente o no; su falta de viabilidad se presume desde una perspectiva 
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 El Real Decreto 2132/2004, de 29 de octubre fue publicado en el Boletín 
Oficial del Estado número 262 de 30 de octubre de 2004 y continua vigente en la 
actualidad. 
256
 SERRANO RUIZ-CALDERÓN, J.M. en Retos jurídicos de la bioética, 
Ed. Ediciones Internacionales Universitarias, Madrid, 2005, p. 210. 
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meramente funcional: haber sobrepasado el plazo de congelación, y no haber 
sido acogidos por sus progenitores, ni destinados a ciclos reproductivos de 
terceros. 
 
En último término, aún pareciendo una cuestión de índole menor, 
resulta significativo, y por tanto merece ser reseñado, el empleo que la norma 
hace de la expresión “mujer257”, como alternativa a “pareja”. Esta referencia 
deja patente que ya está plenamente asumido por la ordenación española el 
derecho de la mujer sola a procrear, beneficiándose incluso de la donación de 
embriones. 
 
2.5. Regulación jurídica actual 
 
La Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida se mostró 
muy crítica con la Ley 45/2003 e insistió, desde el mismo día de su 
promulgación, en la necesidad de acometer con prontitud una reforma global 
de la legislación vigente en materia de tecnología reproductiva, al objeto de 
corregir las deficiencias técnicas apreciadas, adecuarla a la problemática real 
de la medicina de fertilidad del Siglo XXI y, en especial, al impulso de las 
investigaciones genéticas con embriones humanos y células troncales de 
origen embrionario. 
Con este propósito se promovieron en los años 2006 y 2007 sendas 
iniciativas que se concretaron, respectivamente, en dos normas: la nueva Ley 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida y la Ley de Investigación 
                                              
257
 Véase a título de ejemplo el artículo 4.1: “Con carácter previo al inicio del 
tratamiento, el equipo médico analizará la situación de cada mujer o de cada 
pareja (…); artículo 11.3: “Cuando en los casos excepcionales previstos en el 
apartado 3 del artículo 4 se hayan generado preembriones supernumerarios serán 
crioconservados por un plazo equivalente a la vida fértil de la mujer con el objeto de 
que se le puedan transferir en intentos posteriores. En estos casos, los progenitores 
deberán firmar un “compromiso de responsabilidad sobre sus preembriones 
crioconservados”. En él se incluirá una cláusula por la que la pareja o la mujer, en 
su caso, otorgarán su consentimiento para que, en el supuesto de que los 
preembriones crioconservados no les fueran transferidos en el plazo previsto, sean 
donados con fines reproductivos como única alternativa”; artículo 11.4: “Antes de 
iniciar un tratamiento de reproducción asistida será necesario comprobar que la 
pareja, o la mujer en su caso, no tengan preembriones crioconservados en algún 
centro nacional de reproducción asistida. Si se comprobara su existencia, y salvo que 
concurra alguno de los impedimentos previstos en esta ley para disponer de ellos, no 
se podrá iniciar un nuevo tratamiento; y Disposición Final Primera: “Las parejas 
progenitoras, o la mujer en su caso, determinarán el destino de los preembriones 
humanos supernumerarios que hayan sido crioconservados con anterioridad a la 
entrada en vigor de esta ley (…)”. Todos de la Ley 45/2003, de 21 de noviembre por 
la que se modifica la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
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Biomédica. Ambos Cuerpos Legales derogan la regulación de 1988 y su 
reforma de 2003, y conforman, junto a la ya referida Ley sobre Extracción y 
Trasplante de Órganos, la ordenación española actual en materia de 
biomedicina y biotecnología. 
 
La ordenación se completa con la Ley básica reguladora de la 
Autonomía del Paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica, y con la Ley Orgánica de salud sexual y 
reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo. 
 
2.5.1. La nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida 
 
Las recomendaciones formuladas por la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida, de efectuar una reforma global en el ámbito 
de la medicina reproductiva, fueron atendidas tan pronto como se produjo el 
cambio de Gobierno en marzo de 2004. Así, en febrero de 2005, la Comisión 
Nacional otorgó su visto bueno al Anteproyecto de Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida elaborado por el Ministerio de Sanidad y 
Consumo. El texto definitivo fue aprobado como Proyecto de Ley en la 
reunión del Consejo de Ministros celebrada el 6 de mayo del mismo año, 
acordándose su remisión al Congreso de los Diputados para su tramitación 
parlamentaria. 
 
El 13 de mayo de 2005 quedó registrado en el Congreso de los 
Diputados el Proyecto de Ley 121/000039 sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida258. Los Grupos Parlamentarios plantearon un total de ciento 
diez enmiendas en el Congreso259, y cincuenta y cinco en el Senado260. El 
Informe de la Ponencia fue presentado el 20 de diciembre de 2005, 
aprobándose por el Congreso el 23 de febrero de 2006 y acordándose, por 
tanto, su remisión a la Cámara Alta. Tras la presentación del Informe de la 
Ponencia en el Senado el 4 de abril de 2006, se procedió a la votación de las 
enmiendas. El texto fue aprobado por el Senado el 10 de mayo de 2006, 
incluyendo la mayor parte de las enmiendas formuladas por el Grupo 
Popular261, y acordándose su devolución al Congreso para proceder a la 
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 El Proyecto de Ley fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales, Congreso de los Diputados, Serie A, núm. 39-1, de 13 de mayo de 2005. 
259
 Las enmiendas presentadas por los distintos Grupos Parlamentarios fueron 
Publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, 
Serie A, núm. 39-8, de 28 de septiembre de 2005. 
260
 Las enmiendas presentadas por los distintos Grupos Parlamentarios fueron 
publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Senado, núm. II-44-c, de 22 
de marzo de 2006. 
261
 El texto aprobado por el Senado fue publicado en el Boletín Oficial de las 
Cortes Generales, Senado, núm. II-44-f, de 10 de mayo de 2006. 
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aprobación definitiva. En la Sesión Plenaria celebrada en el Congreso de los 
Diputados el 11 de mayo de 2006 se rechazó el texto proveniente del Senado y 
se aprobó el que inicialmente había sido remitido desde la Cámara Baja. La 
Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida262, entró en vigor el día 28 de mayo de 2006, derogando la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida y la Ley 45/2003, de 22 de noviembre263. 
 
Precedida de una breve Exposición de Motivos, la nueva Ley se 
estructura en ocho capítulos. El primero, relativo a las disposiciones generales, 
fija como objetivo de la norma regular las aplicaciones de las técnicas de 
reproducción humana asistida; acota su ámbito de aplicación incorporando al 
efecto la definición de preembrión; concreta las autorizaciones y usos de las 
prácticas reproductivas; y establece las condiciones de aplicación de las 
técnicas. El capítulo segundo, ordena las cuestiones relativas a las personas 
participantes en las técnicas: donantes, y usuarios; regula la fecundación post 
mortem y la gestación por sustitución; y establece las reglas específicas para 
determinar la filiación de los nacidos artificialmente. Los capítulos tercero y 
cuarto establecen el régimen para la crioconservación de gametos y 
preembriones; para las intervenciones sobre los preembriones; y para la 
utilización de gametos y preembriones con fines de investigación. El capítulo 
5 concreta los requisitos exigibles a los centros en los que se practican las 
técnicas, y las condiciones de funcionamiento de los centros y equipos 
biomédicos. Los capítulos 6 y 7 regulan, respectivamente, la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida y los Registros Nacionales de 
Reproducción Asistida. Y el capítulo 8 contempla el régimen sancionador. Al 
total de veintiocho artículos que desarrollan toda la regulación, se añaden 
cinco Disposiciones Adicionales264; una Disposición Derogatoria; y tres 
Disposiciones Finales265. 
                                              
262
 La Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida fue publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 126 de 27 de mayo de 
2006. 
263
 Vid. Disposición Derogatoria de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
264
 La Primera, para determinar el destino de los preembriones 
crioconservados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley; la Segunda, relativa 
al mantenimiento de la Comisión de seguimiento y control de donación y utilización 
de células y tejidos humanos; la Tercera, referida al mantenimiento como organismo 
autónomo de la Organización Nacional de Trasplantes y a la modificación del 
organismo autónomo que representa el Centro de Nacional de Trasplantes y 
Medicina Degenerativa creado por la Disposición Adicional Única de la Ley 45/2003 
de 21 noviembre; la Cuarta sobre la adscripción al Ministerio de Sanidad y Consumo 
del Banco Nacional de Líneas Celulares; y la Quinta destinada a garantizar la no 
discriminación de las personas con discapacidad en la aplicación de los términos 
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2.5.1.1. Aspectos novedosos destacables 
 
Conforme a lo señalado en su propia Exposición de Motivos, los 
objetivos prioritarios de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida 
son tres: la adecuación legislativa en materia de reproducción artificial a los 
avances científicos266; la supresión del límite de producir un máximo de tres 
cigotos por ciclo reproductivo267; y la autorización generalizada de la 
investigación con preembriones congelados268. En esta línea argumental, el 
legislador incluye cuatro novedades relevantes. 
 
En primer lugar, autoriza la fecundación de más de tres ovocitos en 
cada ciclo reproductivo, para garantizar el éxito de la procreación; pero 
prohíbe la transferencia al útero de más de tres preembriones, para evitar el 
riesgo de gestación múltiple269. Esta previsión socava de forma explícita la 
voluntad legislativa de no continuar fomentando el incremento del número de 
preembriones sobrantes, que presidió la Reforma de 2003; y contraviene las 
recomendaciones formuladas sobre la cuestión tanto por la Comisión Nacional 
de Reproducción Humana Asistida, como por el Comité Asesor de Ética en la 
Investigación Científica y Tecnológica270. 
                                                                                                                                
previstos en la Ley. Vid. Disposiciones Adicionales de la Ley 14/2006, de 26 de 
mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
265
 La Primera, señalando que la Ley tiene carácter básico y que se dicta al 
amparo del artículo 149.1.16ª de la Constitución, con excepción del capítulo IV, que 
se dicta al amparo del artículo 149.1.15ª de la Constitución (competencia exclusiva); 
y de los artículos 7 a 10, que se dictan al amparo de su artículo 149.1.8ª; la Segunda, 
facultando el Gobierno para su desarrollo por vía reglamentaria; y fijándose en la 
Tercera la fecha de entrada en vigor. Vid. Disposiciones Finales de la Ley 14/2006, 
de 26 de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
266
 Vid. Apartado I Exposición de Motivos de la nueva Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
267
 Vid. Apartado I Exposición de Motivos de la nueva Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
268
 Vid. Apartado II Exposición de Motivos de la nueva Ley sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida. 
269
 Vid. Artículo 3.2 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
270
 Esta previsión legislativa desatiende las recomendaciones formuladas por 
la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, y por el Comité Asesor de 
Ética en la Investigación Científica y Tecnológica que, en sus respectivos Informes 
habían subrayado la necesidad de adoptar las medidas necesarias para limitar el 
número de preembriones sobrantes. Vid. Apartado 5 Conclusiones II Informe Anual: 
“Investigación con embriones sobrantes”, Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida, op. cit.; y Recomendación núm. 7 del Informe: “La investigación 
sobre células troncales”, Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y 
Tecnológica, op.cit., pp. 8 y 9. Y ha sido especialmente criticada por GERMÁN 
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En segundo lugar, generaliza la posibilidad de investigar con los 
preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro, con 
independencia de la fecha de constitución y viabilidad biológica de los 
cigotos271. Al efecto, se contempla incluso la posibilidad de su donación 
automática para investigación,  si los progenitores no otorgan su parecer 
expreso sobre el destino272 de los preembriones en el plazo de cuatro años273; y 
se fijan los requisitos para la realización de investigaciones sobre los 
preembriones sobrantes exigiendo que, dentro de los primeros cuatro años, 
conste fehacientemente el consentimiento informado de los progenitores y, 
trascurrido el plazo citado, el informe emitido por especialistas 
                                                                                                                                
ZURRIARÁN que considera que “esta medida ha supuesto el retorno a la situación 
anterior a la Ley 45/2003, que pretendió solucionar la acumulación de embriones 
congelados sobrantes. La ley 14/2006 permite la producción expresa de embriones in 
vitro destinados a morir y no precisamente con fines reproductivos”. (Vid. GERMÁN 
ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la vida humana 
embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 167). En sentido idéntico se manifiesta CORRAL 
GARCÍA, E. en “La desprotección jurídica del embrión humano tras la nueva Ley de 
reproducción humana asistida y la Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos de 
Bioética, 2009/2, pp. 183-184. 
271
 Vid. Artículo 11.4 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
272
 Los posibles destinos que la Ley contempla para los preembriones son: 
utilización en ciclos procretivos sucesivos propios, donación para ciclos procreativos 
de terceros, donación con fines de investigación, y cese de conservación sin otra 
utilización. Vid. Artículo 11.4 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. Sobre el tema véase GERMÁN ZURRIARÁN, R. 
en Los embriones congelados. Un desafío para la bioética, Ed. Eiunsa, Madrid, 
2007. 
273
 Vid. Artículos 11.3 y 11.6 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. GERMÁN ZURRIARÁN destaca que 
uno de los fines principales de la Ley es promover la donación de embriones con 
fines de investigación; interpretando que, al eliminar la limitación de fecundar 
ovocitos, se busca producir embriones, y al dejar al arbitrio de las clínicas los 
embriones que llevan más de cuatro años crioconservados se garantiza, con un 
supuesto fin reproductor y no directamente productivo, que existan preembriones 
vivos y viables para la investigación. Considerando asimismo sorprendente que la 
nueva Ley y haya eliminado la obligación impuesta por la legislación de 1988 de 
demostrar que la investigación con embriones humanos no puede realizarse 
previamente en modelos animales. (Cfr. GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La 
progresiva desprotección jurídica de la vida humana embrionaria en España de la 
Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 
168). En términos semejantes se pronuncia CORRAL GARCÍA, E. en “La 
desprotección jurídica del embrión humano tras la nueva Ley de reproducción 
humana asistida y la Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos de Bioética, 
2009/2, p. 192. 
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independientes; y requiriéndose en ambos supuestos que el proyecto de 
investigación esté debidamente autorizado, y que el preembrión no se haya 
desarrollado más allá de los catorce días a contar desde la fecundación274. Con 
esta modificación el valor de los preembriones sobrantes vivos queda 
supeditado, en esencia, a un fin investigador. 
 
En tercer lugar, autoriza la selección genética de preembriones con 
fines terapéuticos en beneficio de terceros por medio del diagnóstico genético 
preimplantacional275. Esta es, con amplia diferencia, la previsión más 
polémica que presenta la nueva legislación, y la que protagonizó el debate 
parlamentario más encarnizado276. La controversia viene determinada desde un 
punto de vista ético por dos motivos fundamentales, por una parte, el hecho de 
promover la generación de seres humanos no por su propio valor como 
personas, sino como meros instrumentos para la curación de terceros277; y, por 
                                              
274
 Vid. Artículo 15.1 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
275
 Vid. Artículo 12.2 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
276
 Vid. Diario de Sesiones del Congreso de los diputados, Año 2006, núm. 
151, Sesión Plenaria núm. 140, de 16 de febrero de 2006, pp. 7568-7569. 
277
 La legislación anterior ya contemplaba este método diagnóstico en 
beneficio del propio embrión pero no autorizaba el recurso a este sistema de 
selección en beneficio de terceros. Al respecto GERMÁN ZURRIARÁN ha señalado 
que “es ciertamente sorprendente que la Ley, por un lado, prohíba la modificación de 
los caracteres hereditarios no patológicos y la selección de los individuos por raza 
(ex. artículo 13.2c)) y que, por otro lado, apruebe el diagnóstico preimplantatorio 
para seleccionar individuos humanos por sus características genéticas (Vid. 
GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la vida 
humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 169). Este mismo Autor entiende que, desde un 
punto de vista estrictamente ético, esta práctica es incompatible con el respeto debido 
al embrión humano y sólo puede justificarse desde una concepción utilitarista de la 
vida humana. (GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “El utilitarismo ético en la 
investigación biomédica con embriones humanos”, Persona y Bioética, núm. 65, 
2008, pp. 16-28). En sentido idéntico se manifiestan CORRAL GARCÍA, E. en “La 
desprotección jurídica del embrión humano tras la nueva Ley de reproducción 
humana asistida y la Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos de Bioética, 
2009/2, pp. 197-199; y AZNAR LUCEA J. en “Bebés medicamento: aspectos 
médicos, sociológicos y éticos”, en La desprotección del no nacido en el Siglo XXI, 
VVAA, Ed. Eunsa, Pamplona, 2012, pp. 151-170; y, por su parte, JIMÉNEZ 
MUÑOZ apunta, a mayores, que la selección autorizada permite una depuración 
genética que posibilita la eliminación de todos los aquellos preembriones que 
pudieran portar determinadas enfermedades, lo que se ha calificado como eugenesia. 
(JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, Ed. 
Reus, Madrid, 2012, p. 186). 
204 
otra parte, porque el logro de un embrión inmunologicamente compatible 
exige generar un número muy elevado de preembriones que serán desechados, 
no por ser portadores de un gen de riesgo o un defecto genético, sino por su 
mera incompatibilidad con un tercero278. 
 
En cuarto y último lugar, la norma apunta de forma evidente hacia una 
legalización implícita de la clonación con fines terapéuticos, al señalar 
expresamente en su artículo 1.3 que “se prohíbe la clonación en seres humanos 
con fines reproductivos279”. Redacción que contrasta con el espíritu de la 
legislación de 1988 que, con rotundidad, reprobaba esta práctica en todas sus 
modalidades al afirmar que “se prohíbe la fecundación de óvulos humanos, 
con cualquier fin distinto a la procreación humana280”; y calificar como 
infracciones muy graves susceptibles de sanción “la fecundación de óvulos 
humanos con cualquier fin distinto a la procreación humana, la creación de 
seres humanos idénticos, por clonación u otros procedimientos dirigidos a la 
selección de la raza y la creación de seres humanos por clonación en 
cualquiera de las variantes o cualquier otro procedimiento capaz de originar 
varios seres humanos idénticos281”. 
 
2.5.1.2. Valoración crítica 
 
En rasgos generales la nueva Ley consolida el nivel de protección 
otorgado a las mujeres y parejas usuarias en los procedimientos reproductivos. 
Al respecto resulta muy significativo el grado de conexión que se sigue  
apreciando entre la procreación y el libre desarrollo de la personalidad, 
recogido en el artículo 10.1 de la Constitución Española, e interpretado por el 
legislador de 1988 como el derecho de la mujer a concebir un hijo. En este 
sentido se completa el consentimiento informado que deben prestar tanto 
receptoras de las técnicas como donantes de gametos; se mantiene la gratuidad 
del acceso a las técnicas de reproducción asistida en todos los supuestos; se 
incrementan los mecanismos administrativos para salvaguardar la calidad de 
                                              
278
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de 
la vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 
14/2007”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 169. 
279
 Vid. Artículo 1.3 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. Argumentos en contra de la legalización de la 
clonación los expone SERRANO RUIZ-CALDERÓN, J.M. en Retos jurídicos de la 
bioética, op.cit., p. 210-215. 
280
 Vid. Artículo 3 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
281
 Infracciones administrativas contempladas, respectivamente, en las letras 
a), k), l) y v) del apartado 2.B del artículo 20 de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida que, como ya se ha expuesto en el 
punto 2.3 de este capítulo, fueron suprimidas al ser tipificadas como delitos por la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
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los procedimientos y la salud de todos los participantes en el proceso 
reproductivo; y se reiteran el anonimato de los donantes de gametos y 
preembriones, el derecho a la intimidad de todos los participantes en el 
proceso generativo, y la confidencialidad de los datos genéticos a todos los 
efectos. 
 
El derecho de las madres a tener hijos continúa prevaleciendo sobre el 
derecho de los hijos concebidos artificialmente a tener acceso a su origen 
biológico y, en los supuestos de maternidad en solitario, a beneficiarse de una 
figura paterna de referencia. 
 
A diferencia de la norma de 1988, centrada principalmente en eliminar 
“cualquier límite que socave la voluntad de procrear de la mujer282”, el 
legislador español se rinde en 2006 al potencial de la tecnología reproductiva, 
no sólo en el ámbito de la medicina sino también, y especialmente, en sus 
múltiples aplicaciones en el campo de la investigación biomédica; y, en 
consecuencia, amplía notablemente el contenido de la libertad de investigación 
con embriones humanos, que sólo queda limitada ya por cuestiones de índole 
administrativo. 
 
Pese a propiciar la desaparición progresiva de la tutela jurídica debida 
al embrión humano, la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida, en 
línea con la legislación anterior, continúa optando por eludir una mención 
expresa a la necesaria protección del derecho de libertad de conciencia del 
personal sanitario e investigador que, en el ejercicio de su actividad 
profesional, pueda encontrarse incurso en supuestos de objeción por motivos 
de conciencia. 
 
2.5.1.3. Modificaciones y desarrollo reglamentario 
 
Hasta la fecha el texto de la nueva Ley sobre Reproducción Humana 
Asistida ha sufrido tres modificaciones. La primera de gran calado, por su 
impacto en la regulación de la filiación al modificar los criterios legales para 
la determinación de la maternidad; y las siguientes de índole menor. 
 
En el año 2007, la Disposición Adicional Primera de la Ley reguladora 
de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas283, 
adicionó un nuevo apartado al artículo 7 de la nueva Ley sobre Reproducción 
                                              
282
 Vid. Preámbulo de la Ley 35/1988, de 22 noviembre, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
283
 La Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de 
la mención relativa al sexo de las personas, fue publicada en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 65 de 16 de marzo de 2007. Vid. Disposición Adicional Primera. 
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Humana Asistida, relativo a la filiación de los hijos nacidos mediante técnicas 
de reproducción asistida, especificando que “cuando la mujer estuviere casada, 
y no separada legalmente o de hecho, con otra mujer, esta última podrá 
manifestar ante el Encargado del Registro Civil del domicilio conyugal, que 
consiente en que cuando nazca el hijo de su cónyuge, se determine a su favor 
la filiación respecto del nacido284”.  
 
Hasta este momento el legislador español había descartado, incluso en 
el ámbito de la reproducción artificial, cualquier otro título para la 
determinación materna diferente al parto. El parto se configuraba así como un 
límite infranqueable a la autonomía de la voluntad, complementando la 
nulidad de todo contrato de subrogación uterina285. Este criterio, recogido ya 
en la legislación de 1988, fue reiterado en la nueva Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida al mantener inalterada la regulación de la gestación por 
sustitución (ex. artículo 10). La Reforma operada introduce ahora un nuevo 
criterio contrario al expuesto, y que sólo resulta aplicable a la esposa de la 
madre que va a dar a luz tras someterse a las técnicas de reproducción asistida. 
Así la manifestación de voluntad de ser tenida como madre, efectuada por la 
citada esposa ante el Encargado del Registro Civil y antes del nacimiento del 
hijo, se configura como título suficiente para que se le tenga como madre 
legal. Esta previsión legal, que contempla la constitución de una doble 
maternidad, no ha tenido un acogimiento pacífico y ha sido contestada por un 
amplio sector doctrinal que la considera de difícil encaje en la regulación 
española sobre filiación286.  
                                              
284
 Artículo 7.3 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de 
reproducción humana asistida, modificado por la Disposición Adicional Primera de 
la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención 
relativa al sexo de las personas. 
285
  Artículo 10.2 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida: “la filiación de los hijos nacidos por gestación de 
sustitución será determinada por el parto”. Precepto que reproduce literalmente la 
redacción dada al artículo 10.2 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre 
Técnicas de reproducción Humana asistida. 
286
 En este sentido se ha pronunciado BARBER CÁRCAMO manifestando 
que “esta regla resulta claramente contraria no sólo al ligamen de la maternidad con 
el parto sino también al valor que la propia Ley de Reproducción Humana Asistida 
atribuye al consentimiento, en general, que para producir efectos sobre la filiación 
debe referirse a la práctica de una concreta técnica de reproducción asistida. Por no 
mencionar la contradicción con la verdad biológica, principio rector de la regulación 
del Código. En realidad, la introducción en nuestro Derecho de la doble maternidad 
por naturaleza, contraria a su unidad natural y a toda la regulación del Código sobre 
la filiación (como muestra, un botón: artículo 113.2 Código Civil), es tan artificial y 
difícil de encajar en nuestro sistema, por ajena a cualquiera de sus principios, que no 
resiste el mínimo análisis de técnica jurídica”. (BARBER CÁRCAMO, R. en 
“Reproducción Asistida y determinación de la Filiación: régimen jurídico”, en La 
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En ese mismo año, tras la entrada en vigor de la Ley de Investigación 
Biomédica287 quedó derogada la Disposición Adicional Segunda de la nueva 
Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, relativa al 
mantenimiento de la composición, competencia y reglas de funcionamiento de 
la Comisión de seguimiento y control de donación y utilización de células y 
tejidos humanos. 
 
Asimismo, en el año 2011, en el proceso de adecuación del 
ordenamiento interno para hacer efectivos los compromisos adquiridos por 
España en su calidad de Estado firmante de la Convención Internacional sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad288, se modificaron 
parcialmente los siguientes preceptos de la norma: el artículo 5, relativo a los 
donantes y a los contratos de donación (de gametos)289; el artículo 6, relativo a 
los usuarios de las técnicas290; el artículo 11, relativo a la conservación de 
                                                                                                                                
desprotección del no nacido en el Siglo XXI, VVAA, Ed. Eunsa, Pamplona, 2012, p. 
297). En términos semejantes vid.  NANCLARES VALLE, J. en “Doble maternidad 
por naturaleza”, Aranzadi Civil, núm. 1, 2008, pp. 2243-2270. Desde una perspectiva 
contraria se manifestaron a favor de esta determinación de la filiación comaterna 
interesando incluso la modificación legislativa en los términos que finalmente se 
acordó ZURITA MARTÍN, I. en “Reflexiones en torno a la determinación de la 
filiación derivada de la utilización de las técnicas de reproducción asistida por una 
pareja de mujeres”, La Ley, núm. 1, 2006, pp. 1475-1479; y DÍAZ MARTÍNEZ, A. 
en “La doble maternidad legal derivada de técnicas de reproducción humana 
asistida”, Derecho Privado y Constitución, núm. 21, 2007, pp. 75-129. 
287
 Vid. Disposición Derogatoria de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de 
Investigación Biomédica, publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 159 de 4 
de julio de 2007. 
288
 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad se 
abrió a la firma en Nueva York (EEUU) el 13 de diciembre de 2006 siendo suscrita 
por España el 30 de marzo de 2007. El Instrumento de ratificación fue publicado en 
el Boletín Oficial del Estado núm. 96 de 21 de abril de 2008. 
289
 El apartado 4 del artículo 5 queda modificado en los siguientes términos: 
“4. El contrato se formalizará por escrito entre los donantes y el centro autorizado. 
Antes de la formalización, los donantes habrán de ser informados de los fines y 
consecuencias del acto. La información y el consentimiento deberán efectuarse en 
formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para 
todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con 
discapacidad”. Vid. Artículo 8.1 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación 
normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 184 de 2 de agosto de 
2011. 
290
 Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 6 con la siguiente redacción: “4. 
La información y el consentimiento a que se refieren los apartados anteriores deberán 
realizarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del 
diseño para todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas 
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gametos y preembriones291; y el artículo 15, relativo a la utilización de 
preembriones con fines de investigación292. El objeto de la modificación fue 
garantizar a todos los participantes que el suministro de la información y la 
prestación del consentimiento correspondiente en cada uno de los casos 
concretos, será realizada “en formatos adecuados, siguiendo las reglas 
marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que resulten 
accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad293”. 
 
Hasta la fecha, el desarrollo reglamentario de la nueva Ley sobre 
Reproducción Humana Asistida se ha ceñido a la aprobación del “Estatuto de 
la Organización Nacional de Trasplantes294”, en ejercicio de la habilitación al 
efecto conferida por su Disposición Adicional Tercera; y a la adecuación de la 
                                                                                                                                
con discapacidad (el actual apartado 4 pasa a ser el 5)”. Vid. artículo 8.2 de la Ley 
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
291
 Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 11 con la siguiente redacción: “7. 
La información y el consentimiento a que se refieren los apartados anteriores deberán 
realizarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del 
diseño para todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas 
con discapacidad (el actual apartado 7 pasa a ser el 8)”. Vid. artículo 8.3 de la Ley 
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
292
 La letra a) del apartado 1 del artículo 15, queda modificada en los 
siguientes términos: “a) Que se cuente con el consentimiento escrito de la pareja o, 
en su caso, de la mujer, previa explicación pormenorizada de los fines que se 
persiguen con la investigación y sus implicaciones. Dichos consentimientos 
especificarán en todo caso la renuncia de la pareja o de la mujer, en su caso, a 
cualquier derecho de naturaleza dispositiva, económica o patrimonial sobre los 
resultados que pudieran derivarse de manera directa o indirecta de las investigaciones 
que se lleven a cabo. La información y el consentimiento deberán efectuarse en 
formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para 
todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con 
discapacidad”. Vid. artículo 8.4 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación 
normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. 
293
 Vid. Artículo 8 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa 
a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
294
 Vid. Real Decreto 1825/2009, de 27 de noviembre, por el que se aprueba el 
Estatuto de la Organización Nacional de Trasplantes,  publicado en el Boletín Oficial 
del Estado núm. 287 de 28 de noviembre de 2009. 
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“Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida295” a la nuevas 
funciones que se le atribuyen legalmente296. 
 
 
2.5.2. La Ley de Investigación Biomédica 
 
La investigación biomédica es una actividad de amplia trascendencia 
social, y presenta múltiples implicaciones que exceden de la actividad 
científica y afectan a todos los ciudadanos. El auge y proliferación de los 
avances en el sector biomédico, la elevada inversión económica que requieren 
este tipo de investigaciones, y la gran expectativa que sus resultados generan 
en la población, diseñaron en pocos años un nuevo escenario que superó 
rápidamente el panorama legal establecido, y exigió la configuración de un 
marco nuevo capaz de dar respuesta a los problemas de distinta índole que 
estaban emergiendo. 
 
La ordenación de la investigación en el sector de la biomedicina se 
gesta, por tanto, en un contexto científico de decidida y continua expansión, 
que necesita una herramienta jurídica que facilite la promoción y financiación 
del desarrollo de investigaciones innovadoras y vanguardistas en el sector297. 
 
Con esta pretensión se aprueba en la reunión del Consejo de Ministros 
celebrada el 14 de septiembre de 2006, la remisión al Congreso de los 
Diputados del Proyecto de Ley de Investigación Biomédica para su 
tramitación parlamentaria. 
 
                                              
295
 Vid. Real Decreto 42/2010, de 15 de enero, por el que se regula la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, publicado en el Boletín 
Oficial del Estado núm. 30 de 4 de febrero de 2010  
296
 Procede destacar que la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, en su artículo 20, estableció el objeto, la composición y las 
funciones de la Comisión Nacional en términos diferentes a los previstos en la 
legislación de 1988. Como consecuencia de ello, se aprobó el Real Decreto 
906/2007, de 6 de julio, que modificó el Real Decreto 415/1997 introduciendo las 
nuevas funciones que la Ley 14/2006, había asignado a la Comisión nacional y 
constituyendo una Comisión Técnica para facilitar el trabajo del Pleno. Ambos Real 
Decretos quedaron derogados tras la aprobación del Real Decreto 42/2010, de 15 de 
enero, por el que se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
297
 ROMEO CASABONA, C.M. en “Ley de Investigación Biomédica: un 
nuevo y completo mapa para la investigación científica en biomedicina”, Medicina 
Clínica, vol. 132, núm. 16, 2009, p. 633. 
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El 15 de septiembre de 2006 fue presentado en la Cámara Baja el 
Proyecto de Ley 121/000104 de Investigación Biomédica298. Los Grupos 
Parlamentarios plantearon un total de doscientas veintidós enmiendas en el 
Congreso, incluyendo una a la totalidad formulada por el Grupo Popular299; y 
ciento treinta y nueve enmiendas parciales en el Senado300. El Grupo 
Parlamentario Popular presentó, además, una Propuesta de Veto en la Cámara 
Alta que no prosperó, argumentando, entre otras cuestiones, que con la 
iniciativa planteada por el Gobierno “se entraba a regular con rango de ley la 
clonación terapéutica (técnicas de activación de ovocitos mediante 
transferencia nuclear con fines terapéuticos y de investigación), que no es 
posible en seres humanos, ni está recogida por convenios internacionales 
como los de Helsinki u Oviedo, ni tampoco en la Constitución Europea301”. El 
Informe de la Ponencia fue presentado el 28 de marzo de 2007, aprobándose 
por el Congreso el 9 de abril de 2007, y acordándose su remisión a la Cámara 
Alta. Tras la presentación del Informe de la Ponencia en el Senado el 22 de 
mayo de 2007, se procedió a la votación de las enmiendas. El texto fue 
aprobado por el Senado el 6 de junio de 2007, incluyendo la mayor parte de 
las enmiendas formuladas por el Grupo Popular302, y acordándose su 
devolución al Congreso para proceder a la aprobación definitiva. En la Sesión 
Plenaria celebrada en el Congreso de los Diputados el 14 de junio de 2007 se 
rechazó el texto proveniente del Senado y se aprobó el que inicialmente había 
sido remitido desde la Cámara Baja. 
 
La Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación Biomédica303, entró en 
vigor el día 5 de julio de 2007, derogando entre otras disposiciones la Ley 
42/1988, de 28 de diciembre sobre Donación y Utilización de Embriones y 
Fetos Humanos304. 
                                              
298
  El Proyecto de Ley fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales, Congreso de los Diputados, Serie A, núm. 104-1, de 22 de septiembre de 
2006. 
299
  Las enmiendas presentadas por los distintos Grupos Parlamentarios 
fueron publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los 
Diputados, Serie A, núm. 104-12, de 28 de diciembre de 2006. 
300
 Las enmiendas presentadas por los distintos Grupos Parlamentarios fueron 
publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Senado, núm. II-93-d, de 3 
de mayo de 2007.  
301
 El texto de la Propuesta de Veto formulado en el Senado por el Grupo 
popular fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Senado, núm. II-
93-c, de 3 de mayo de 2007.  
302
 El texto aprobado por el Senado fue publicado en el Boletín Oficial de las 
Cortes Generales, Senado, núm. II-93-h, de 27 de junio de 2007. 
303
 La Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación Biomédica fue publicada 
en el Boletín Oficial del Estado núm. 159 de 4 de julio de 2007. 
304
 Vid. Disposición Derogatoria de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
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Precedida de un denso Preámbulo consta de 90 artículos encuadrados 
en ocho títulos: (I) disposiciones generales, (II) investigaciones que implican 
procedimientos invasivos en seres humanos, (III) donación y uso de embriones 
y fetos humanos, (IV) obtención y uso de células y tejidos de origen 
embrionario, (V) análisis genéticos, muestras biológicas y biobancos, (VI) 
infracciones, sanciones y compensaciones por daños, (VII) Comité de Bioética 
de España, y (VIII) promoción y coordinación de la investigación biomédica 
en el Sistema Nacional de Salud. El texto legal se completa con tres 
Disposiciones Adicionales305, tres Disposiciones Transitorias306, una 
Disposición Derogatoria307, y cinco Disposiciones Finales308. 
                                              
305
 La Primera remite a la Ley sobre Extracción y Trasplante de Órganos y a 
la nueva Ley sobre Reproducción Humana asistida en todo lo referente a la 
utilización de células y tejidos humanos con fines terapéuticos; la Segunda, 
promueve el fomento de la investigación biomédica por el Instituto de Salud Carlos 
III; y la Tercera, autoriza a la Escuela Nacional de Sanidad para la impartición de 
cursos de postgrado en el marco del Espacio Europeo de Educación Superior. Vid. 
Disposiciones Adicionales de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación 
Biomédica. 
306
 La Primera atribuye a la Comisión de Seguimiento y Control de la 
Donación y Utilización de Células y Tejidos Humanos las funciones previstas para la 
Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de Células y Tejidos Humanos 
hasta su creación y puesta en marcha; la Segunda establece el régimen aplicables a 
las muestras biológicas obtenidas con anterioridad a su entrada en vigor; y la 
Tercera, mantiene el funcionamiento de los Comités Éticos de Investigación Clínica 
hasta que se constituyan los Comités de Ética de la Investigación. Vid. Disposiciones 
Transitorias de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación Biomédica. 
307
 Conforme a la Disposición Derogatoria de la Ley 14/2007, de 3 de julio, 
de Investigación Biomédica: “Queda derogada la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, 
de donación y utilización de embriones y fetos humanos o de sus células, tejidos u 
órganos, y cuantas disposiciones que, cualquiera que sea su rango, sean contrarias a 
lo establecido en esta Ley. Asimismo, quedan derogados los apartados 5 y 6 del 
artículo 45, y los artículos 46, 47 y 50 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de 
cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud; el título VII y los capítulos II y III 
del título VI de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad; la disposición 
adicional segunda de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción 
humana asistida; y los artículos 10 y 11 del Estatuto del Centro Nacional de 
Trasplantes y Medicina Regenerativa, aprobado por Real Decreto 176/2004, de 30 de 
enero”. 
308
 La Primera especificando que la se aprueba al amparo del artículo 
149.1.15ª, en materia de fomento y coordinación general de la investigación 
científica y técnica, y del artículo 149.1.16ª en materia de bases y coordinación 
general de la sanidad; la Segunda, estableciendo la aplicación supletoria de las Leyes 
41/2002, básica reguladora de la Autonomía del Paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica, y la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal; y la 
Tercera facultando al Gobierno para dictar cuantas disposiciones resulten necesarias 
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2.5.2.1. Objetivo y principios rectores 
 
La Ley de Investigación Biomédica se configura como el instrumento 
jurídico esencial para la promoción de la investigación científica en algunos 
ámbitos de vanguardia del sector biomédico. Así, en el Apartado I de su 
Preámbulo, se hace referencia a la relevancia que presenta la obtención, 
utilización, almacenaje y cesión de muestras biológicas humanas, con fines 
diagnósticos e investigadores; se señala que las investigaciones que implican 
procedimientos invasivos en seres humanos son cada día más frecuentes y 
necesarias; y se añade que las investigaciones con gametos, embriones y con 
células embrionarias de origen humano, orientadas a la terapia celular y a la 
medicina regenerativa, son imprescindibles309. El legislador también reconoce 
la honda preocupación moral que suscitan, tanto los procedimientos a emplear, 
como los materiales que hay que utilizar, concluyendo en esencia que “a 
nuevos avances científicos, nuevos retos éticos310”. 
 
El texto adoptado introduce un marco normativo innovador en relación 
con los análisis genéticos para la investigación de ciertas enfermedades 
relacionadas con el ADN311; regula la obtención y uso de muestras biológicas 
de origen humano con fines diagnósticos de carácter asistencial, y dota de un 
régimen específico a los biobancos, en su calidad de establecimientos que 
acogen las colecciones de muestras para su utilización por parte de los 
investigadores312; ordena en su conjunto la investigación con gametos, 
embriones, fetos, y células troncales313 de origen embrionario obtenidas por 
                                                                                                                                
para el desarrollo y ejecución de esta Ley, y en particular para regular el intercambio 
y circulación del material biológico de origen humano con fines de investigación; los 
requisitos de acreditación y autorización de los centros, servicios y equipos 
biomédicos relativos a la obtención y utilización de material biológico humano con 
fines de investigación biomédica; y la organización y puesta en marcha de la 
Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de Células y Tejidos Humanos 
y del Registro Nacional de Biobancos para Investigación Biomédica. Vid. 
Disposiciones Transitorias de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación 
Biomédica. 
309
 Vid. Apartado I del preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica. 
310
 CAMBRÓN INFANTE, A. en “Comentarios a la Ley de Investigación 
Biomédica y al Comité de Bioética de España”, Anuario da Facultade de Dereito da 
Universidades da Coruña, núm. 12, 2008, p. 159. 
311
 Vid. Artículo 1.2 de la Ley de Investigación Biomédica. 
312
 Vid. Artículo 1.1 c), d), e) de la Ley de Investigación Biomédica. 
313
 Las células troncales se definen por tener la capacidad de multiplicarse 
indefinidamente y diferenciarse para originar los distintos tipos de células 
especializadas que forman los diferentes tejidos y órganos. Las células troncales 
pueden proceder de órganos y tejidos adultos, fetales o de la sangre del cordón 
umbilical, denominándose células troncales adultas. Asimismo pueden también 
proceder de la masa interna del embrión preimplantatorio en estado de blastocisto, 
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diversos procedimientos de reprogramación celular314, autorizando entre ellos 
la activación de ovocitos mediante la técnica de transferencia nuclear 
(clonación “terapéutica”)315; y establece el régimen aplicable a todas las 
investigaciones relacionadas con la salud humana que impliquen 
procedimientos invasivos para el sujeto de la investigación316. 
 
En paralelo, prevé mecanismos específicos de fomento, promoción, 
planificación, evaluación y coordinación de la investigación biomédica, para 
incrementar su eficiencia y calidad317, flexibilizando el régimen de 
investigadores y promotores, tanto del sistema público como del sector 
privado, y facilita la colaboración entre ambos318. Al efecto, el propio 
Preámbulo indica que “de manera destacada se facilita la implantación de la 
investigación en los centros de salud como una práctica cotidiana, se incentiva 
la colaboración entre los centros de investigación biomédica básica y los 
hospitales y demás centros del Sistema Nacional de Salud y se estimulan los 
vínculos entre el sector público y el privado mediante la investigación en red y 
la movilidad de los investigadores y los facultativo319”. 
  
La Ley garantiza el ejercicio de la libertad de investigación y de 
producción científica320 proclamando, en contrapartida, que la investigación 
biomédica discurrirá en el más estricto respeto a los derechos fundamentales y 
libertades públicas de las personas y los bienes jurídicos que puedan verse 
implicados321; en línea con estos principios se afirma en el Apartado II del 
                                                                                                                                
que se alcanza entre el quinto y el catorce día tras la fecundación del óvulo, 
denominándose, en este caso, células madre embrionarias. 
314
 Vid. Artículo 1.1 b) de la Ley de Investigación Biomédica. 
315
 Vid. Artículo 33.2 de la Ley de Investigación Biomédica. 
316
 Vid. Artículo 1.1 a) de la Ley de Investigación Biomédica. 
317
 ROMEO CASABONA, C.M. en “Ley de Investigación Biomédica: un 
nuevo y completo mapa para la investigación científica en biomedicina”, Medicina 
Clínica, op.cit., p. 634. 
318
 Vid. Artículo 1.1 g) de la Ley de Investigación Biomédica. 
319
 En el Apartado II del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica se 
establece que “desde el punto de vista de la acción investigadora, la Ley garantiza la 
libertad de investigación y de producción científica en los términos del artículo 20 de 
nuestra Constitución”. 
320
 Vid. Apartado II del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica. 
321
 En el apartado II del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica se 
especifica que “la Ley se construye sobre los principios de la integridad de las 
personas y la protección de la dignidad e identidad del ser humano en cualquier 
investigación biomédica que implique intervenciones sobre seres humanos, así como 
en la realización de análisis genéticos, el tratamiento de datos genéticos de carácter 
personal y de las muestras biológicas de origen humano que se utilicen en 
investigación. En este sentido, la Ley establece que la libre autonomía de la persona 
es el fundamento del que se derivan los derechos específicos a otorgar el 
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Preámbulo que “la salud y el bienestar de toda persona que tome parte en la 
investigación biomédica prevalecerán por encima del interés de la sociedad y 
de la ciencia322”.  
 
Por último, destacar que, en el plano organizativo, la norma crea 
distintos órganos colegiados a los que reconoce una función especialmente 
cualificada a partir de la imparcialidad, independencia, capacidad técnica y 
competencia profesional de sus miembros323. Así, a los “Comités Éticos de 
Investigación324” se les atribuye la adecuación en cada centro de los aspectos 
metodológicos, éticos y jurídicos de las investigaciones que impliquen 
intervenciones en seres humanos o la utilización de muestras biológicas de 
origen humano; a la “Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de 
Células y Tejidos Humanos325” la evaluación con carácter preceptivo y 
favorable de los proyectos de investigación que requieran la obtención o 
utilización de tejidos, células troncales embrionarias u otras semejantes de 
origen humano; y al “Comité de Bioética de España326” la responsabilidad de 
de fijar las directrices y principios generales para la elaboración de códigos de 
buenas prácticas de investigación científica que desarrollen los Comités Éticos 
de Investigación. 
 
2.5.2.2. Aproximación a los contenidos relevantes 
 
La Ley de Investigación Biomédica es una norma amplia que abarca en 
su conjunto toda la investigación científica desarrollada en el sector biomédico 
ordenando, por tanto, numerosas cuestiones que exceden de la materia objeto 
de este estudio. En consecuencia, nuestra atención quedará circunscrita al 
análisis de los títulos relativos a la donación y uso de embriones y fetos 
humanos, y a la obtención y uso de células y tejidos de origen embrionario (III 
                                                                                                                                
consentimiento y a obtener la información previa. Asimismo, se establece el derecho 
a no ser discriminado, el deber de confidencialidad por parte de cualquier persona 
que en el ejercicio de sus funciones acceda a información de carácter personal, el 
principio de gratuidad de las donaciones de material biológico, y fija los estándares 
de calidad y seguridad, que incluyen la trazabilidad de las células y tejidos humanos 
y la estricta observancia del principio de precaución en las distintas actividades que 
regula”. 
322
 Vid. Apartado II del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica. 
323
 Vid. Apartado II del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica. 
324
 Vid. Artículo 12 de la Ley  de Investigación Biomédica. 
325
 Vid. Artículos 37 y ss. de la Ley de Investigación Biomédica. 
326
 Vid. Artículos 77 y ss. de la Ley de julio, de Investigación Biomédica. En 
palabras de ROMEO CASABONA, el Comité de Bioética de España, “contribuye a 
fomentar la reflexión social sobre los aspectos éticos y jurídicos relacionados con la 
actividad asistencial y la investigación biomédica”. (Vid. ROMEO CASABONA, 
C.M. en “Ley de Investigación Biomédica: un nuevo y completo mapa para la 
investigación científica en biomedicina”, Medicina Clínica, op.cit., p. 634). 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano 





y IV); así como al estudio de aquellos aspectos comprendidos en los títulos 
referentes a las disposiciones generales (I), a las infracciones, sanciones y 
compensaciones por daños (VI), y al Comité de Bioética de España (VII), que 
de forma directa o indirecta incidan en el tratamiento de la materia señalada. 
 
La regulación de “la donación y uso de embriones y fetos humanos” se 
aborda en el título III con el doble objetivo de actualizar la ordenación de 1988 
y unificar en un mismo texto todas las cuestiones relacionadas con la 
investigación biomédica. En consecuencia, se deroga la Ley 42/1988, de 28 de 
diciembre, sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos Humanos. El 
título se estructura en dos capítulos: el primero establece las condiciones para 
la donación de embriones y fetos humanos destacando, entre ellas, que la 
interrupción del embarazo nunca podrá tener como finalidad la donación del 
embrión o del feto; estableciendo que los profesionales integrantes del equipo 
médico que realice la interrupción del embarazo no podrán intervenir en 
investigaciones que tengan por objeto la utilización de los embriones o fetos 
abortados; y condicionando la validez de la donación a la concurrencia de un 
doble requisito: el consentimiento debidamente informado otorgado por el 
donante o donantes, y que los embriones o fetos expulsados no tengan 
posibilidad de mantener su autonomía vital327. El segundo capítulo limita las 
intervenciones sobre los embriones y fetos vivos in utero especificando que 
sólo se permitirán aquellas que tengan carácter diagnóstico o terapéutico y se 
realicen en su propio beneficio328. Asimismo fija los requisitos necesarios para 
la autorización de proyectos de investigación que tengan por objeto la 
utilización de embriones y fetos abortados o de sus estructuras biológicas329. 
 
En el título IV, se establece el régimen para la “donación, uso e 
investigación con células y tejidos de origen embrionario humano”; 
incluyéndose una remisión expresa a la nueva Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, que regula la donación de ovocitos y 
preembriones sobrantes, las aplicaciones de las técnicas de reproducción 
asistida, y los requisitos para la utilización de gametos, preembriones, o de sus 
estructuras biológicas con fines de investigación o experimentación. Integran 
el título cuatro capítulos. El primero, legaliza la donación de ovocitos con 
fines experimentales330; prohíbe la constitución de preembriones humanos con 
fines de experimentación331; y autoriza la obtención de células troncales 
humanas, con fines terapéuticos o de investigación, por cualquier técnica 
incluyendo expresamente la activación de ovocitos mediante transferencia 
                                              
327
 Vid. Artículo 29 de la Ley de Investigación Biomédica. 
328
 Vid. Artículo 30 de la Ley de Investigación Biomédica. 
329
 Vid. Artículo 31 de la Ley de Investigación Biomédica. 
330
 Vid. Artículo 32 de la Ley de Investigación Biomédica. 
331
 Vid. Artículo 33.1 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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nuclear (clonación “terapéutica”)332. En el segundo, se regulan las condiciones 
y garantías en que debe desenvolverse la investigación con material humano 
de naturaleza embrionaria333, especificándose las investigaciones concretas 
que quedan sujetas a la emisión de Informe favorable por parte de la 
“Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de Células y Tejidos 
Humanos334”. En el capítulo tercero, se determina la composición y funciones 
de la mencionada Comisión de Garantías, a la que también corresponde 
informar sobre las investigaciones que tengan por objeto la utilización de 
líneas celulares troncales embrionarias provenientes de terceros países335. Y, 
dentro del capítulo cuarto, se diseña el sistema de promoción y coordinación 
de la investigación con células y tejidos de origen embrionario humano336; y se 
establecen los criterios para la regulación del “Banco Nacional de Líneas 
Celulares337”. 
 
Entre las “disposiciones generales” recogidas en el título I  se incluye el 
sistema de garantías que fija los límites del principio de libertad de 
investigación en la defensa de la dignidad e identidad del ser humano y en la 
protección de su salud338; regulando de manera específica: el consentimiento 
informado y el derecho a la información339; la protección de datos personales y 
el deber de confidencialidad340; la no discriminación por motivos genéticos o 
por renuncia a la práctica de un análisis genético o a la participación en una 
investigación341; la gratuidad en la donación y utilización de muestras 
biológicas342; la garantía de la trazabilidad y la seguridad en el uso de las 
células, tejidos y cualquier material biológico de origen humano343; y los 
límites que deben respetarse en los análisis genéticos. Se regulan los criterios 
de calidad, eficacia e igualdad a los que debe responder la investigación 
biomédica344. Y se crean los “Comités de Investigación Biomédica” como 
instrumentos fundamentales de evaluación y seguimiento de los proyectos de 
investigación345. En último término procede destacar que en el artículo 3 de la 
                                              
332
 Vid. Artículo 33.2 de la Ley de Investigación Biomédica. 
333
 Vid. Artículo 34 de la Ley de Investigación Biomédica. 
334
 Vid. Artículo 35 de la Ley de Investigación Biomédica. 
335
 Vid. Artículos 37 a 39 de la Ley de Investigación Biomédica. 
336
 Vid. Artículo 40 de la Ley de Investigación Biomédica. 
337
 Vid. Artículo 42 de la Ley de Investigación Biomédica. 
338
 Vid. Artículo 2 de la Ley de Investigación Biomédica. 
339
 Vid. Artículo 4 de la Ley de Investigación Biomédica. 
340
 Vid. Artículo 5 de la Ley de Investigación Biomédica. 
341
 Vid. Artículo 6 de la Ley de Investigación Biomédica. 
342
 Vid. Artículo 7 de la Ley de Investigación Biomédica. 
343
 Vid. Artículo 8 de la Ley de Investigación Biomédica. 
344
 Vid. Artículos 10 y 11 de la Ley de Investigación Biomédica. 
345
 Vid. Artículo 12 de la Ley  de Investigación Biomédica. 
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Ley se incluye un profuso “catálogo de definiciones” entre las que se 
encuentran preembrión346, embrión347 y feto348 humanos. 
 
El título VI establece el “régimen de infracciones y sanciones 
administrativas” señalando que se fundamenta en los principios de legalidad, 
mínima intervención, proporcionalidad y subsidiariedad respecto de la 
infracción penal. Las infracciones incluidas en la Ley se complementan con 
las previsiones ya contempladas en la nueva Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, sin perjuicio de las que puedan resultar de 
aplicación conforme a la Ley General de Sanidad, la normativa específica de 
las comunidades autónomas y la Ley Orgánica sobre Protección de Datos de 
carácter Personal349. 
 
En último lugar cabe destacar la ya mencionada creación del “Comité 
de Bioética de España”, que se concibe como un órgano estatal de carácter 
principalmente consultivo sobre materias relacionadas con las implicaciones 
éticas, jurídicas y sociales de la Medicina y la Biología350. Y al que se le 
atribuyen tanto la representación del Estado ante los foros y organismos 
supranacionales e internacionales implicados en la Bioética351, como la 
colaboración con otros comités estatales y autonómicos que tengan asignadas 
funciones asesoras sobre las mismas materias352. Así, en el título VII de la Ley 
se recogen las previsiones sobre su composición y funcionamiento, que 
intentan preservar su independencia al establecer como criterio para la 
                                              
346
 El artículo 3 s) de la Ley de Investigación Biomédica define el 
“preembrión” señalando que “es el embrión constituido in vitro formado por el grupo 
de células resultante de la división progresiva del ovocito desde que es fecundado 
hasta 14 días más tarde”. 
347
 El artículo 3 l) de la Ley de Investigación Biomédica define el “embrión” 
señalando que “es la fase del desarrollo embrionario que abarca desde el momento en 
el que el ovocito fecundado se encuentra en el útero de una mujer hasta que se 
produce el inicio de la organogénesis, y que finaliza a los 56 días a partir del 
momento de la fecundación, exceptuando del cómputo aquellos días en los que el 
desarrollo se hubiera podido detener”. 
348
 El artículo 3 n) de la Ley de Investigación Biomédica define el feto 
señalando que “es el embrión con apariencia humana y con sus órganos formados, 
que va madurando desde los 57 días a partir del momento de la fecundación, 
exceptuando del cómputo aquellos días en los que el desarrollo se hubiera podido 
detener, hasta el momento del parto”. 
349
 Vid. Artículo 74.2 de la Ley  de Investigación Biomédica. 
350
 Vid. Artículo 77 de la Ley de Investigación Biomédica. 
351
 Vid. Artículo 78.1d) de la Ley de Investigación Biomédica. 
352
 Vid. Artículo 78.3 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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designación de sus miembros la existencia de una “acreditada cualificación del 
mundo científico, jurídico y bioético353”. 
 
2.5.2.3. Aspectos polémicos 
 
Algunos contenidos de la Ley de Investigación Biomédica han 
resultado especialmente polémicos ya desde su tramitación parlamentaria, 
confluyendo en torno a ellos opiniones divergentes vertidas desde distintas 
perspectivas354. Con relación a la materia que nos ocupa, tres han sido los 
aspectos más contestados: la inclusión de un catálogo de definiciones legales 
y, en particular, la diferencia que se establece entre preembrión y embrión 
humano; el marcado interés por promover la investigación con células 
troncales de origen embrionario; y el reconocimiento explícito de la clonación 
“terapéutica355” como método autorizado para la obtención de células 
troncales embrionarias. 
 
Tras la promulgación de la Ley de Investigación Biomédica el 
ordenamiento español refrenda la existencia de una doble categoría de 
embriones, los concebidos in vitro con un desarrollo inferior a catorce días, y 
los implantados en el claustro materno356. Los primeros, denominados 
preembriones, carecen de toda protección jurídica y son susceptibles de ser 
producidos y congelados para su utilización en la investigación biomédica357. 
                                              
353
 Vid. Artículo 79.1 de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación 
Biomédica. 
354
 Vid. ROMEO CASABONA, C.M. en “Ley de Investigación Biomédica: 
un nuevo y completo mapa para la investigación científica en biomedicina”, 
Medicina Clínica, op.cit., p. 635. 
355
 Como señala PALAZZANI “la misma denominación “clonación 
terapéutica” es equivocada, se trata más bien de una clonación experimental (que de 
todas maneras es reproductora, puesto que produce un embrión humano si se emplea 
la tecnología reproductora o la clonación por transferencia del núcleo) cuyo fin no es 
la terapia del sujeto sobre el que se interviene, sino la investigación experimental o, a 
lo sumo, la terapia de otros sujetos (presentes o futuros, pero a todas luces distintos 
del embrión). Admitir la posibilidad de la llamada clonación terapéutica significaría 
abrir la puerta a la clonación reproductora: cuando se ha clonado el embrión, sólo 
serían necesarias la implantación y la gestación para obtener un clon. Por otro lado, 
impedir la experimentación en esta dirección no significa bloquear la investigación 
biotecnológica (en el ámbito médico y farmacológico); todavía queda la posibilidad 
de utilizar células troncales humanas adultas”. (PALAZZINI, L. en “El debate sobre 
las células troncales en Italia: problemas biojurídicos y desarrollo normativo”, 
Células Troncales Humanas. Aspectos científicos, éticos y jurídicos, VVAA, Ed. 
Desclée De Brouwer, Madrid, 2003, p. 192). 
356
 Vid. Artículo 3 de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación 
Biomédica. 
357
 Vid. Artículos 32 y 33 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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La utilización del término “preembrión” ha sido muy criticada porque 
identifica al embrión de menos de catorce días con un estadio prehumano que 
no merece el respeto debido a los seres humanos justificándose, por tanto, su 
uso y destrucción como un medio necesario para lograr una finalidad de 
carácter terapéutico. Esta concepción reduccionista se dirige hacia una 
consideración legal y ética que entiende el inicio de la vida humana como un 
bien útil al servicio de terceros358. Paradójicamente, y a diferencia de la 
legislación de 1988, la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida y la 
Ley de Investigación Biomédica no definen al preembrión como “un grupo de 
células” (resultantes de la división progresiva del óvulo desde que es 
fecundado hasta aproximadamente catorce días más tarde359), sino que le 
otorgan la calificación de “embrión constituido in vitro” (por el grupo de 
células resultante de la división progresiva del ovocito desde que es fecundado 
hasta 14 días más tarde360). Asimismo el feto también es definido como un 
“embrión con apariencia humana” (y con sus órganos formados, que va 
madurando desde los 57 días a partir del momento de la fecundación (…)”. 
Por tanto, como señala GERMÁN ZURRIARÁN “el propio legislador en sus 
definiciones estaría reconociendo que el preembrión, el embrión y el feto 
adquieren todos el estadio común de “embrión” en la fecundación y, en 
consecuencia, que el momento de la fecundación es el que marca el inicio del 
proceso de desarrollo del ser humano361”. 
 
                                              
358
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de 
la vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 
14/2007”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 175; y CORRAL GARCÍA, E. en “La 
desprotección jurídica del embrión humano tras la nueva Ley de Reproducción 
Humana Asistida y la Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos de Bioética, vol. 
20, núm. 69, 2009, p.192. 
359
 Vid. Apartado II del Preámbulo de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
360
 Vid. Artículo 1.2 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida y artículo 3 s) de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación 
Biomédica. 
361
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de 
la vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 
14/2007”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 175. En este mismo sentido LÓPEZ 
MORATALLA señala “que el desarrollo embrionario es el período de construcción 
del organismo jerárquicamente ordenado en el tiempo y en el espacio gracias a la 
distribución de las células según los ejes corporales. El proceso, desde el instante de 
la fecundación, avanza sin solución de continuidad por etapas diversas enlazadas en 
la trayectoria vital unitaria y única del individuo”. (LÓPEZ MORATALLA 
NATALIA en “De la totipotencia del cigoto a las células troncales maduras y de 
reserva”, Cuadernos de Bioética, vol. 20, núm. 70, 2009, p. 320). 
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A título introductorio, ya profundizando en la segunda cuestión 
planteada, debe ponerse de manifiesto que es un hecho indiscutible que la 
investigación biomédica con células troncales humanas362, ha abierto en los 
últimos años un campo en medicina regenerativa y terapia celular sin 
precedentes en la ciencia actual. La investigación con estas células, que 
poseen la capacidad no sólo de cultivarse y reproducirse a sí mismas, sino 
también de generar células de diferente progenie, se ha considerado un 
diamante en bruto con el que trabajan numerosos equipos científicos de todo el 
mundo, abriendo nuevos horizontes para la curación de enfermedades que a 
día de hoy se diagnostican como irreversibles363. En este sentido la Ley de 
Investigación Biomédica afirma, en su Preámbulo, que “la investigación 
biomédica y en ciencias de la salud es un instrumento clave para mejorar la 
calidad y la expectativa de vida de los ciudadanos y para aumentar su 
bienestar364”, sorprendiendo, no obstante, que vincule el logro de los objetivos 
citados a la investigación con gametos, embriones o células embrionarias, 
calificándola como “hecho imprescindible en el ámbito de la terapia celular y 
la medicina regenerativa365”. Esto es, el legislador español liga los avances en 
medicina regenerativa y terapia celular a la investigación con células troncales 
embrionarias obtenidas de gametos y embriones humanos, otorgando prioridad 
a este tipo de investigaciones. 
 
Este planteamiento de la Ley ha sido muy contestado al entender que ya 
no se ajustaba al estado de conocimiento que, a la fecha de su promulgación, 
presentaban las investigaciones en el ámbito de la terapia celular y la medicina 
regenerativa; puesto que los resultados arrojados tras los primeros ensayos 
desaconsejaban su aplicación clínica por distintos motivos, y el mundo 
científico apuntaba ya su interés hacia las células troncales adultas366, 
                                              
362
 Cabe distinguir entre células troncales adultas y células troncales 
embrionarias que, en función de su origen, se denominan hES (si proceden de 
embriones humanos) o iPS (si han sido obtenidas en un procedimiento de 
reprogramación de células adultas). En España el Banco Nacional de Líneas 
Celulares, adscrito al Instituto de Salud Carlos III, registra seis líneas de células 
adultas disponibles, veintiocho líneas de células hES, y treinta y cinco líneas de 
células iPS. Fuente a abril de 2013: Banco Líneas Celulares [www.isciii.es]. 
363
 LÓPEZ MORATALLA, N. en “Uso terapéutico e investigación con 
células troncales humanas: racionalidad científica”, Cuadernos de Bioética, vol. 15, 
núm. 53, 2004, pp. 77-100. 
364
 Vid. Apartado I del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica. 
365
 “(…) la investigación con gametos embriones o células embrionarias se ha 
hecho imprescindible en el ámbito de la terapia celular y la medicina re generativa”. 
Vid. Apartado I del Preámbulo de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación 
Biomédica. 
366
 Los resultados de los distintos Proyectos de Investigación constataron que 
la investigación biomédica de células troncales de origen embrionario comportaba 
una serie de dificultades de carácter tecno-médico (falta de bioseguridad asociada a 
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especialmente tras el descubrimiento de las “células troncales iPS”, que son 
células troncales de tipo embrionario obtenidas por reprogramación de células 
adultas (pluripotencialidad inducida)367; procedimiento que no comporta la 
destrucción de embriones. En todo caso, como señala BELLVER CAPELLA 
“la razón principal, por sí sola suficiente para descartar el uso de embriones 
humanos en los procedimientos enfocados a la obtención de células troncales 
de tipo embrionario, no debería depender de la existencia, o no, de alternativas 
                                                                                                                                
alto riesgo de formación de tumores, teratomas y teratocarcinomas y rechazo 
inmunológico. A estas barreras, derivadas de las propias características de las células 
troncales, se habían unido las deficiencias emanadas de las fuentes de obtención: los 
embriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro. Al respecto procede 
recordar que los embriones congelados proceden muchas veces de gametos con 
dificultades para la fecundación y que, en todo caso, se conservan los que han sido 
rechazados para la implantación uterina al presentar menores garantías de éxito) que, 
unidas a la exigencia ética, intrínseca a la misma investigación biomédica (que gira 
en torno a su obtención puesto que la fuente de las células troncales embrionarias son 
los embriones humanos, ya sean sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro o 
producidos específicamente al efecto por transferencia nuclear, y, en ambos casos, el 
proceso implica la destrucción del embrión) ya habían desaconsejado su aplicación 
clínica a la fecha de promulgación de la norma española. Cfr. SERRANO RUIZ-
CALDERON, J.M. en “Sobre la regulación de la investigación con células troncales, 
clonación de embriones humanos, y utilización de embriones congelados sobrantes 
de la FIVET en España”, Células troncales humanas: aspectos científicos, éticos y 
jurídico, Ed. Servicio de Publicaciones de la Universidad Pontificia de Comillas, 
Madrid, 2003, pp. 221-250; LÓPEZ MORATALLA, N. en “El lobby de las células 
embrionarias, telón de fondo del fraude de la clonación”, Cuadernos de Bioética, vol. 
16, núm. 58, 2005, pp. 419-440; y URRUELA MORA, A. en “La investigación con 
células troncales embrionarias desde la perspectiva jurídica. Reflexiones en torno al 
modelo español”, Células madre: ciencia, ética y derecho, VVAA, Ed. Eiunsa, 
Madrid, 2009, pp. 91-138. 
367
 Las células iPS (células troncales con pluripotencialidad inducida) son de 
gran valor en la investigación biomédica, no comportan la destrucción de embriones 
y plantean ya una posible aplicación de las mismas en terapia celular. TAKAHASHI, 
K., TANABE, K., OHNUKI, M. NARITA, M., ICHISAKA, T., TOMODA, K., 
YAMANAKA, S. en “Induction of Pluripotent Stem Cells from Adult Human 
Fibroblast by Defined Factors”, Cell núm. 131, 2007, pp. 861-872. No obstante, 
desde marzo de 2009 confluyen dos corrientes de opinión diferentes: por una parte 
los que consideran necesario recurrir a la creación de líneas celulares derivadas de 
embriones para validar las iPS y, por otra parte, los que defienden alternativas que no 
implican la realización de esta evaluación con células procedentes de embriones. 
(LÓPEZ MORATALLA, N. en “¿Resucitan al inicio de 2009 las células troncales 
procedentes de embriones?”, Cuadernos de Bioética, vol. 20, núm. 70, 2009, pp. 
475-477) 
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científico-técnicas para su obtención, sino que debe entenderse como una 
exigencia ética intrínseca a la propia investigación biomédica368”. 
 
Abordaremos en último lugar la denominada clonación “terapéutica”, 
procedimiento expresamente admitido por el legislador español que comporta 
la creación de embriones para la obtención de sus células troncales369. La 
clonación “terapéutica” es uno de los grandes retos de la medicina 
regenerativa, y tiene por objetivo la consecución, por transferencia nuclear a 
ovocitos, de un linaje de células troncales embrionarias, para obtener tejidos 
compatibles genéticamente (con el donante), que se emplearían en el 
tratamiento de enfermedades degenerativas evitando, así, el rechazo 
inmunológico que presenta el paciente ante tejidos derivados de células 
troncales procedentes de un blastocito ajeno370. Los embriones humanos 
obtenidos por clonación serían, por tanto, una fuente de células troncales 
genéticamente idénticas e inmunologicamente compatibles con el paciente que 
hubiese donado sus células somáticas para la transferencia nuclear al ovocito 
que determinó su constitución. Al respecto procede destacar que, a día de hoy, 
no se ha conseguido el desarrollo de líneas celulares con dotación genética 
escogida371. La clonación por transferencia nuclear y reprogramación en el 
interior del ovocito no es todavía una técnica consolidada372.  
                                              
368
 BELLVER CAPELLA, V. en “Células madre, genes y clones: el sendero 
del posthumanismo”, Células madre: ciencia, ética y derecho, VVAA, Ed. Eiunsa, 
Madrid, 2009, p. 144. En este mismo sentido se pronuncia LÓPEZ MORATALLA, 
N. en “Ética de la investigación en terapia regenerativa”, Cuadernos de Bioética, vol. 
18, núm. 66, 2008, pp. 195-210. 
369
 La Ley de Investigación Biomédica en su artículo 33 prohíbe la creación 
de embriones con fines de investigación pero permite la activación de ovocitos 
mediante transferencia nuclear para obtener células troncales embrionarias. Es decir 
el legislador español prohíbe la creación de embriones humanos para investigar salvo 
que se haga por clonación con una finalidad experimental o terapéutica. Como 
sostiene BELLVER CAPELLA el legislador debería haber utilizado una formulación 
más clara: se prohíbe la creación de embriones humanos con fines experimentación, 
salvo que se obtengan mediante la técnica de transferencia nuclear y activación de 
ovocitos”. (BELLVER CAPELLA, V. en “Células madre, genes y clones: el sendero 
del posthumanismo”, Células madre: ciencia, ética y derecho, op.cit., p. 142). 
370
 Sobre clonación terapéutica véase LÓPEZ MORATALLA, N. en 
“Clonación terapéutica”, Persona y Bioética, vol. 8, núm. 22-23, 2004, pp. 6-15; 
LÓPEZ BARAHONA, M. en “Clonación reproductiva y terapéutica”, Cuadernos de 
Bioética, vol. 11, núm. 43, 2000, pp. 339-344; y SOTO NIETO, F. en “Clonación 
terapéutica: sus características y porvenir legal”, La Ley, núm. 4, 2006, pp. 1.669-
1.671. 
371
 A finales de 2005 se puso de manifiesto que el intento de dirigir las células 
madre embrionarias hacia el tipo celular deseado para transferirlas a un enfermo 
(terapia regenerativa) había resultado imposible. El único que parecía haberlo 
conseguido era el grupo de investigación surcoreano dirigido por el Dr. Woo Suk 
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No obstante, ajenos a las dificultades de índole técnico, el argumento 
principal que se invoca para justificar la clonación terapéutica, se basa en la 
distinción entre embrión gamético y embrión clónico o somático373. La 
legislación española define embrión y preembrión como seres que proceden de 
la fecundación de dos gametos (femenino y masculino) entendiendo, por tanto, 
que el resultado de la activación de ovocitos mediante transferencia nuclear no 
genera un embrión en sentido propio, sino un conjunto de células troncales 
susceptible, por tanto, de utilización con una finalidad terapéutica374. En 
                                                                                                                                
Hwang, como así se publicó en Science (vid. Science núm. 303/2004, p. 1669 y núm. 
308/2005, p. 1777), no obstante, con posterioridad a la publicación del resultado de 
sus investigaciones se demostró el carácter fraudulento de los mismos.  (Vid. LÓPEZ 
MORATALLA, N. en “El lobby de las células embrionarias: telón de fondo del 
fraude de la clonación”, Cuadernos de Bioética, vol. XVI, núm. 3, 2005, p. 431). El 
15 de mayo de 2013 la revista científica Cell publicaba los resultados obtenidos por 
un equipo de investigación de la Oregon Health&Science University, comandado por 
el Dr. Mitalipov. El artículo explica que en el transcurso de la investigación se ha 
logrado la división del óvulo hasta la fase de blastocito (quinto-sexto día de 
desarrollo embrionario) mediante la técnica de transferencia nuclear utilizada para la 
creación de la oveja Dolly.Y que el objetivo principal del estudio era demostrar que 
se pueden alcanzar estadios de diferenciación de las células troncales que con 
posterioridad podrían convertirse en células de tejidos concretos del cuerpo humano. 
El artículo finaliza afirmando que el resultado del estudio “sugiere que hay una 
eficiente reprogramación de las células somáticas a un estadio pluripotencial”. (Vid. 
Cell vol. 319, pp. 1359-1236). No obstante, la comunidad científica ha acogido con 
cautela el resultado del estudio. 
372
 Señala LÓPEZ MORATALLA que, desde el punto de vista científico-
técnico “la tecnología de transferencia nuclear a ovocitos y posterior activación para 
obtener células troncales embrionarias o fetales con dotación genética elegida carece 
de interés terapéutico y menos aún es algo indispensable para la medicina 
regenerativa”. (LÓPEZ MORATALLA, N. en “¿Qué hay de nuevo sobre las células 
troncales? La utopía de la clonación terapéutica”, Cuadernos de Bioética, vol. 15, 
núm. 64, 2007, p. 383). 
373
 AULESTIARTI JIMÉNEZ, S. en “El estatuto jurídico del embrióon 
clónico”, Cuadernos de Bioética, vol. 13, núm. 2, 2004, pp. 331-355. 
374
 Entre las posturas más representativas cabe destacar la opinión del 
investigador australiano SAVULESCU, que argumenta que en el supuesto de la 
clonación el embrión somático o clónico no es propiamente un embrión pues la 
transferencia del material genético nuclear de una célula embrionaria, fetal o adulta 
al citoplasma de un óvulo enucleado no generaría una entidad nueva sino un conjunto 
de células troncales. (SAVULESCU, J. en “Should we clone human beings? Cloning 
as a source of tissue for transplantation”, Journal of Medical Ethics, 25/2, 1999, p. 
90). Argumentos similares se encuentran en declaraciones efectuadas por el 
Presidente de la Sociedad Internacional de Bioética (SIBI), el español PALACIOS. 
Este autor especifica que si bien en la creación del cigoto participa el 
espermatozoide, en la del nuclóvulo (término que otorga al organismo obtenido a raíz 
de la tranferencia de núcleos) éste se encuentra ausente. Además, en el nuclóvulo la 
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sentido contrario se ha manifestado LACADENA CALERO que considera 
“que los embriones somáticos presentan la misma naturaleza que los 
gaméticos, de acuerdo con las investigaciones y experimentos realizados de 
clonación por transferencia nuclear en otros mamíferos (ovejas, vacas, etc.), 
compartiendo, por tanto, el mismo estatuto375”. En todo caso, lo 
verdaderamente relevante para descartar todo tipo de clonación no sería el 
proceso por el que se obtiene el embrión, sino si el resultado del mismo 
genera, o no, un individuo humano capaz de poner en marcha su proceso vital 
de modo unitario376. 
 
Ya en último término procede destacar que existiendo unanimidad en el 
seno del Consejo de Europa, en cuanto al rechazo de la clonación 
reproductiva377, y habiendo sido expresamente declarada la clonación 
terapéutica contraria a la política pública aprobada por la Unión Europea378, 
resulta llamativo que varios Estados379 permitan  la clonación terapéutica, 
                                                                                                                                
activación ha de ser inducida, puesto que no se da de manera espontánea, como sí 
sucede en el caso de la fecundación de un gameto femenino por uno masculino (Vid. 
PALACIOS, M. en “Células troncales, stem cells, células madre”, Congreso 
Nacional de la Asociación Canaria de Bioética Estado actual de la investigación 
científica y ética en células madre, Canarias, 2002. El texto puede consultarse en 
[www.bioeticaweb.com]. 
375
 LACADENA CALERO, J.R. en “Experimentación con embriones: el 
dilema ético de los embriones sobrantes, los embriones somáticos y los embriones 
partenogenéticos”, Células Troncales Humanas. Aspectos científicos, éticos y 
jurídicos, VVAA, Ed. Desclée De Brouwer, Madrid, 2003, p. 175-176. 
376
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de 
la vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 
14/2007”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 178. 
377
 El “Protocolo Adicional (del Convenio de Oviedo sobre los Derechos 
Humanos y la Biomedicina, sobre prohibición de clonación de seres humanos”, 
aprobado y abierto a la firma el 12 de enero de 1998 es tajante al considerar que “la 
clonación deliberada de seres humanos supone la instrumentalización del ser 
humano, amenaza su identidad, y atenta contra la dignidad humana. En esta misma 
línea se encuentran la Resolución del Parlamento de Europa “sobre la clonación del 
embrión humano” de 28 de octubre de 1993 (Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas número C 315/225, de 22 de noviembre de 1993), la Resolución “sobre la 
clonación” de 12 de marzo de 1997 (Diario Oficial de las Comunidades Europeas 
número C 115/92, de 14 de abril de 1997) y la Resolución “sobre la clonación de 
seres humanos” de 15 de enero de 1998 (Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas número C 34/165, de 2 de febrero de 1998). 
378
 La Resolución del Parlamento Europeo “sobre la clonación humana”, de 7 
de septiembre de 2000, en su apartado segundo, declara contraria a la política pública 
aprobada por la Unión Europea la clonación terapéutica, “que conlleva la creación de 
embriones humanos con fines exclusivos de investigación”. (Publicada en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas núm. C/175 de 26 de septiembre de 2000). 
379
 Hasta la fecha actual Gran Bretaña, Bélgica, Suecia y España. 
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especialmente si se tiene en cuenta que ambas opciones comportan el mismo 
procedimiento técnico, radicando la única diferencia en que la clonación 
terapéutica interrumpiría el proceso generativo tras la obtención de las células 
troncales, y la clonación reproductora lo completaría tras la transferencia al 
útero del clon. 
 
2.5.2.4. Valoración crítica 
 
Siguiendo la senda iniciada por la nueva Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida, la Ley de Investigación Biomédica no sólo otorga carta 
blanca a la investigación y experimentación con embriones humanos, sino que 
la promueve de forma explícita. En este sentido refrenda la descongelación y 
el uso de los embriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro, en 
investigaciones relacionadas con la obtención, desarrollo, y utilización de 
líneas celulares troncales embrionarias. Y, al objeto de facilitar las 
investigaciones con células troncales embrionarias, autoriza expresamente la 
creación de embriones recurriendo a la técnica de activación de ovocitos por 
transferencia nuclear (clonación terapéutica). Para eludir la prohibición de 
crear embriones con una finalidad experimental, el legislador español recurre a 
la semántica y establece que el ser clonado no reciba el nombre de embrión. El 
suministro de ovocitos, imprescindibles para las investigaciones orientadas a 
la clonación terapéutica, se garantiza promocionando la donación de óvulos 
con fines experimentales que incluye la posibilidad de conceder una 
compensación económica por los riesgos y perjuicios que sufren las donantes. 
 
Invocando los futuros beneficios potenciales que se atribuyen a las 
investigaciones con células troncales de origen embrionario, el legislador 
español otorga prevalencia al ejercicio de la libertad de investigación en el 
ámbito biomédico, y completa la desprotección progresiva que viene sufriendo 
la vida humana en desarrollo desde 1988; puesto que de autorizar la 
experimentación con los embriones no viables constituidos in vitro se ha 
pasado a legalizar la clonación de embriones humanos con fines 
experimentales. 
 
2.5.2.5. Modificaciones y desarrollo reglamentario 
 
La Ley de Investigación Biomédica ha sufrido, hasta la fecha, una única 
modificación en su articulado que afecta exclusivamente al ámbito 
organizativo, y que se produce como consecuencia de la creación en junio de 
2011 del “Comité Español de Ética de la Investigación380”. En este sentido 
                                              
380
 El “Comité Español de Ética de la Investigación” fue creado por el artículo 
10 de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación 
(publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 131 de 2 de junio de 2011). En el 
226 
será a este Comité Nacional al que corresponda la elaboración de los criterios 
y principios que regirán el posterior desarrollo de los códigos de buenas 
prácticas en la investigación, así como la gestión de los conflictos y 
expedientes que genere su incumplimiento381. Competencias que, hasta esta 
fecha, en el ámbito específico de la investigación biomédica habían sido 
atribuidas al Comité de Bioética de España. 
 
La Ley de Investigación Biomédica contempla su propio desarrollo 
reglamentario en la Disposición Final Tercera, que habilita al Gobierno para 
concretar las normas de intercambio y circulación del material biológico de 
origen humano con fines de investigación; los requisitos de autorización y 
funcionamiento de los centros y equipos biomédicos dedicados a la obtención 
y utilización de material biológico de origen humano con fines de 
investigación; las reglas de funcionamiento y desarrollo de la Comisión de 
Garantías para la Donación y Utilización de Células y Tejidos Humanos; y las 
normas de funcionamiento y organización del Registro Nacional de Biobancos 
para Investigación Biomédica382. 
 
En Ejercicio de la habilitación conferida en la letra c) de la Disposición 
Final Tercera de la Ley de Investigación Biomédica, el Gobierno aprobó el 
Real Decreto 1527/2010, de 15 de noviembre, por el que se regulan la 
Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de Células y Tejidos 
Humanos, y el Registro de Proyectos de Investigación383. En virtud de este 
Reglamento se fija la composición de la “Comisión de Garantías”, se 
especifican sus funciones, y se establecen las normas de su organización y las 
reglas de su funcionamiento. Con relación al “Registro de Proyectos de 
Investigación” se dispone su adscripción a la Subdirección General de 
Investigación en Terapia Celular y Medicina Regenerativa del Instituto de 
                                                                                                                                
artículo 10.2.b) del texto citado se le atribuye la competencia para “establecer los 
principios generales para la elaboración de códigos de buenas prácticas de la 
investigación científica y técnica, que incluirán la resolución de conflictos de 
intereses entre las actividades públicas y privadas. Estos códigos serán desarrollados 
por los Comités de Ética de la Investigación y por el Comité de Bioética de España”. 
381
 La Letra f) del número 2 del artículo 12 de la Ley de Investigación 
Biomédica queda modificada por el apartado uno de la Disposición Final Octava de 
la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en los 
siguientes términos: “Desarrollar códigos de buenas prácticas de acuerdo con los 
principios establecidos por el Comité Español de Ética de la Investigación y 
gestionar los conflictos y expedientes que su incumplimiento genere”. 
382
 Vid. Disposición Final Tercera de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de 
Investigación Biomédica. 
383
 El Real Decreto 1527/2010, de 15 de noviembre, por el que se regulan la 
Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de Células y Tejidos 
Humanos, y el Registro de Proyectos de Investigación, fue publicado en el Boletín 
Oficial del Estado núm. 294 de 4 de diciembre de 2010. 
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Salud Carlos III y se señalan los datos mínimos que de cada proyecto de 
investigación deberán facilitarse al Registro. 
 
Asimismo, conforme a lo previsto en las letras b) y d) de la Disposición 
Final Tercera de la Ley de Investigación Biomédica, se acordó la aprobación 
del Real Decreto 1716/2011, de 18 de noviembre, por el que se establecen los 
requisitos básicos de autorización y funcionamiento de los Biobancos con 
fines de investigación biomédica y del tratamiento de las muestras biológicas 
de origen humano, y se regulan el funcionamiento y organización del Registro 
Nacional de Biobancos para Investigación Biomédica384, que tiene por objeto 
la regulación de los “Biobancos”, estableciendo al efecto los requisitos básicos 
para la autorización, puesta en funcionamiento y organización de los centros; 
las reglas para el tratamiento de las muestras; y los principios para la puesta en 
marcha y organización del “Registro Nacional de Biobancos para 
Investigación Biomédica” que queda adscrito al Instituto de Salud Carlos III. 
 
2.5.3. Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el que se 
establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la 
obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos y se 
aprueban las normas de coordinación y funcionamiento para su 
uso en humanos 
 
Como ya se anticipaba en el punto 3 del capítulo I, en virtud del Real 
Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el que se establecen las normas 
de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, el 
procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos385, España incorpora a su Derecho 
Interno el contenido de la Directiva 2006/17/CE de la Comisión por la que se 
                                              
384
 El Real Decreto 1716/2011, de 18 de noviembre, por el que se establecen 
los requisitos básicos de autorización y funcionamiento de los Biobancos con fines 
de investigación biomédica y del tratamiento de las muestras biológicas de origen 
humano, y se regulan el funcionamiento y organización del Registro Nacional de 
Biobancos para Investigación Biomédica, fue publicado en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 290 de 2 de diciembre de 2011. 
385
 El Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el que se establecen 
las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, el 
procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de células y 
tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y funcionamiento para su 
uso en humanos, fue publicado en el Boletín Oficial del Estado núm. 270 de 11 de 
noviembre de 2011 y derogó al Real Decreto 411/1996, de 1 de marzo, por el que se 
regulan las actividades relativas a la utilización de tejidos humanos (publicado en el 
Boletín Oficial del Estado núm. 72 de 23 de marzo de 1996). 
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aplica la Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, en lo 
relativo a determinados requisitos técnicos para la donación, la obtención y la 
evaluación de células y tejidos humano. 
 
La principal preocupación de la Unión Europea ante la creciente 
utilización clínica de células y tejidos humanos en trasplantes fue lograr la 
armonización de las legislaciones nacionales, imponiendo al respecto la 
adopción de las medidas necesarias para asegurar la calidad y la seguridad de 
las células y tejidos humanos, evitando la transmisión de enfermedades y 
facilitando su utilización terapéutica. El ámbito de aplicación de la norma se 
ciñe, por tanto, a todos los tejidos y células humanas, incluyendo las células 
progenitoras hematopoyéticas de sangre periférica386, cordón umbilical o 
médula ósea; las células reproductoras; las células y tejidos fetales; y las 
células troncales adultas y embrionarias cuando su finalidad sea el uso 
terapéutico o la aplicación clínica.  
 
El objetivo de la misma es fijar los principios fundamentales que deben 
regir todas las actuaciones relacionadas con los procedimientos de donación y 
utilización de células y tejidos humanos. En este sentido se impone la 
gratuidad de las donaciones387; el carácter no lucrativo de las actividades de 
los establecimientos sanitarios, que sólo podrán repercutir los costes efectivos 
de los servicios prestados388; el control administrativo de las campañas de 
promoción y publicidad de las donaciones, que deberán resaltar siempre el 
carácter voluntario, altruista y desinteresado de las mismas389; el 
                                              
386
 La sangre y el resto de productos sanguíneos quedan expresamente 
excluidos. (Vid. Artículo 1.3.b)  del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, 
por el que se establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la 
obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la 
distribución de células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos, fue publicado en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 270 de 11 de noviembre de 2011 y derogó al Real Decreto 411/1996, de 
1 de marzo, por el que se regulan las actividades relativas a la utilización de tejidos 
humanos. 
387
 Vid. Artículo 3.1 del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el 
que se establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos. 
388
 Vid. Artículo 3.5 del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el 
que se establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos. 
389
  El artículo 4 del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el que 
se establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la 
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consentimiento debidamente informado de los donantes390; y el tratamiento 
estrictamente confidencial de todos los datos relacionados con la salud de los 
donantes, incluyendo expresamente el de los resultados y la trazabilidad de sus 
donaciones391. 
 
                                                                                                                                
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos, establece que “la promoción y publicidad 
de la donación u obtención de tejidos y células humanos se realizará siempre de 
forma general, sin buscar un beneficio para personas concretas, y señalándose su 
carácter voluntario, altruista y desinteresado”. Este artículo fue modificado por la 
Disposición Final Sexta del Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la 
calidad y seguridad de sus prestaciones (publicado en el Boletín Oficial del Estado 
núm. 98 de 24 de abril de 2012) que le adicionó un segundo párrafo en los siguientes 
términos: “las entidades que pretendan desarrollar cualquier actividad de promoción 
y publicidad en apoyo de la donación de células y tejidos humanos deberán solicitar 
la autorización previa de las Administraciones sanitarias competentes. A tales 
efectos, se entenderá por administración sanitaria competente la correspondiente a la 
comunidad autónoma donde se pretenda desarrollar la actividad, y la Organización 
Nacional de Trasplantes cuando las actividades pretendidas superen dicho ámbito. 
Modificación que ha sido recurrida ante el Tribunal Constitucional por los Gobiernos 
de las comunidades Autónomas de Cataluña y de Canarias al entender que el 
Gobierno Central invade sus competencias (Vid. Providencia de 12 de febrero de 
2013, del Tribunal Constitucional, acordando la admisión a trámite del Recurso de 
Inconstitucionalidad núm. 414-2013, promovido por el Gobierno de Cataluña contra 
la Disposición Final Sexta del Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la 
calidad y seguridad de sus prestaciones; y Providencia de 12 de febrero de 2013, del 
Tribunal Constitucional, acordando la admisión a trámite del Recurso de 
Inconstitucionalidad núm. 433-2013, promovido por el Gobierno de Canarias contra 
la Disposición Final Sexta del Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la 
calidad y seguridad de sus prestaciones. Ambas publicadas en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 46 de 22 de febrero de 2013). 
390
 Vid. Artículo 7 del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el 
que se establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos. 
391
 Vid. Artículo 6 del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el 
que se establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de 
células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordinación y 
funcionamiento para su uso en humanos. 
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Es una norma específica de carácter esencialmente técnico que no 
introduce ninguna novedad relevante392. No obstante, se ha criticado que la 
transposición de la normativa comunitaria al Derecho Español se haya 
realizado por vía reglamentaria y no en virtud de la nueva Ley de 
Reproducción Humana Asistida, que había sido aprobado apenas seis meses 
antes393 y recién expirado el plazo previsto para la incorporación al 
ordenamiento interno394. 
 
2.5.4. Otras normas complementarias 
 
Para poder realizar una valoración crítica conjunta del panorama legal 
español en el ámbito de la tecnología reproductiva y sus aplicaciones a la 
investigación biomédica con material humano de origen embrionario, es 
imprescindible hacer referencia a la Ley básica reguladora de la Autonomía 
del Paciente y a la reciente Ley Orgánica de la Interrupción Voluntaria del 
Embarazo, para resaltar los aspectos de ambas regulaciones que por su 
relevancia inciden en la materia objeto de estudio. 
 
2.5.4.1. La Ley básica reguladora de la Autonomía del Paciente y de 
derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica 
 
La Ley básica reguladora de la Autonomía del Paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica395 fue 
                                              
392
 Sobre la aplicación de esta nueva normativa, cfr. SÁNCHEZ 
HERNÁNDEZ, C. en “Problemas jurídicos derivados de la nueva regulación en 
materia de donación y aplicación humana de tejidos”, Actualidad Civil,  núm. 7, Vol. 
1, Ed. La Ley, 2005, p. 773 y ss. 
393
 Esta crítica fue formulada durante la tramitación parlamentara de la Ley 
14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, por la 
Diputada del grupo Parlamentario Vasco Dña. Margarita Uría vid. Diario de Sesiones 
del Congreso de los Diputados, Sesión Plenaria núm. 140, año 2006, VIII 
Legislatura, núm. 151, de 16 de febrero de 2006, p. 7572). En el mismo sentido vid. 
JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, Ed. 
Reus, Madrid, 2012, p. 42. 
394
 El 7 de abril de 2006 fue el plazo máximo para efectuar la incorporación a 
los ordenamientos nacionales previsto en el artículo 31.1 de la Directiva 2004/23/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa al establecimiento de normas de 
calidad para la donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos, aprobada el 31 de 
marzo de 2004 y publicada en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas L/102 
de 7 de abril de 2004. 
395
 La Ley básica reguladora de la Autonomía del Paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica fue publicada en el 
Boletín Oficial del estado núm. 274 de 15 de noviembre de 2002. Ha sido 
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aprobada con el respaldo de todos los Grupos Parlamentarios, y regula las 
relaciones entre los usuarios de los servicios sanitarios y los profesionales que 
desarrollan su trabajo en el sector. La norma afronta cuestiones fundamentales 
de la relación clínico-asistencial que no habían sido abordadas por la Ley 
General de Sanidad, y fija como principios básicos que deben orientar la 
actividad asistencial en general y, en particular, aquella que está encaminada a 
la obtención, utilización, archivo, custodia y transmisión de la información y 
documentación clínica: el respeto a la dignidad de la persona humana; el 
respeto a la autonomía de su voluntad; y el respeto a su intimidad.  
 
La aportación más importante que introdujo esta disposición fue la 
regulación del “consentimiento informado”, máximo exponente del derecho a 
la autonomía de la voluntad del paciente396. Desde su entrada en vigor, toda 
actuación en el ámbito sanitario queda sujeta a la obtención previa del 
consentimiento de los usuarios, que deberá ser prestado tras haber recibido la 
información adecuada. La Ley consagra así el derecho del paciente a decidir 
libremente entre las opciones clínicas disponibles, incluyendo la negativa al 
tratamiento; e impone a todo profesional que interviene en la actividad 
asistencial, el cumplimiento del deber de información y documentación 
clínica, y el respeto a la decisión adoptada libre y voluntariamente por el 
paciente. El modelo contemplado por esta norma se ha trasladado 
específicamente a todas las actuaciones que puedan practicarse en los ámbitos 
de reproducción asistida e investigación biomédica; supuestos en los que el 
suministro de información clínica y el consentimiento otorgado por los 
usuarios cobran especial relevancia397. 
 
                                                                                                                                
desarrollada por el Real Decreto 124/2007, de 2 de febrero, por el que se regula el 
Registro Nacional de Instrucciones Previas y el correspondiente fichero 
automatizado de datos de carácter personal (publicado en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 40 de 15 de febrero de 2007).  
396
 Sobre la regulación de la autonomía de la voluntad en el ámbito sanitario 
vid. PLAZA PENADÉS, J. en “La Ley 41/2002, básica sobre Autonomía del 
paciente, Información y Documentación Clínica”, Actualidad Jurídica Aranzadi, 
núm. 562, 2003, pp. 1-10; CERVILLA GARZÓN, M.D. en “Comentario a la Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de 
derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica”, 
Actualidad Civil, núm. 1, 2003, pp. 311-326; y BERROCALT LANZAROT, A.I. en 
“El valor de la autonomía del paciente en la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, 
reguladora de los derechos y deberes de los pacientes”, Estudios en homenaje a 
Marcia Muñoz de Alba Medrano. Bioderecho, tecnología, salud y derecho 
genómico”, VVAA, Ed. Unaum, México, 2006, pp. 69-142.  
397
 Vid. Artículos 3, 5, 6, 9, 11.5, 13.2.a), 15.1.a), y 16.1 de la nueva Ley 
sobre Reproducción Humana Asistida, y artículos 4, 13, 15, 20, 26, 27, 29.1.a),  32.1, 
45.d),  47, 48, 49, 58.1, y 60 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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A título complementario se contemplan y regulan las denominadas 
“Instrucciones Previas”, como manifestaciones anticipadas de voluntad del 
usuario sobre el destino de su cuerpo y de sus órganos tras el fallecimiento398. 
Este aspecto de la Ley fue el que gozó de menor aceptación, reprochándosele 
incluso que no contemplase previsión alguna en torno a la posible objeción de 
conciencia del personal sanitario399. 
 
En último término procede destacar que la norma define y regula la 
“historia clínica” como el conjunto de documentos que contienen los datos, 
valoraciones e informaciones de toda índole sobre la situación y evolución 
clínica del paciente durante todo su proceso asistencial; garantizando el 
derecho a la intimidad del paciente, e imponiendo el tratamiento confidencial 
de todos sus datos400. 
 
2.5.4.2. La Ley Orgánica de Salud Sexual y Reproductiva, y de la 
Interrupción Voluntaria del Embarazo 
 
La Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de Salud Sexual y 
Reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo401 introduce una 
                                              
398
 Sobre las Instrucciones Previas vid. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, A. 
en “Régimen jurídico de los testamentos vitales. La protección de los derechos 
fundamentales a través de estos documentos”, El ejercicio de la libertad religiosa en 
España: cuestiones disputadas, Ed. Ministerio de Justicia-Dirección General de 
Asuntos Religiosos, Madrid, 2004, pp. 271-355; PÉREZ ROLDÁN, M. en “Derecho 
a la autonomía del paciente: Instrucciones previas y su registro”, Revista General de 
derecho Administrativo, núm. 15, 2007, pp. 123-154; y GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. 
en “La última actuación en conciencia: las instrucciones previas”, Libertad religiosas 
y Derecho sanitario, VVAA, Ed. Fundación universitaria Española, Madrid, 2007, 
pp. 193-206 
399
 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. en “La objeción de conciencia del personal 
sanitario a las instrucciones previas por motivos religiosos”, Algunas cuestiones 
controvertidas del ejercicio del derecho fundamental de libertad religiosa en 
España, E. Fundación Universitaria Española, Madrid, 2009, pp. 275-295. 
400
 Sobre la naturaleza jurídica de la historia clínica vid. OROZCO PARDO, 
G. en “Problemática jurídica de la información sanitaria: historia clínica”, Cuadernos 
de Bioética, vol. 17, núm. 59, 2006, pp. 43-56 
401
 La Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de Salud Sexual y Reproductiva, 
y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo, fue publicada en el Boletín Oficial del 
Estado núm. 55 de 4 de marzo de 2010. Ha sido desarrollada por el Real Decreto 
825/2010, de 25 de junio, de desarrollo parcial de la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de 
marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo 
(publicado en el Boletín Oficial del Estado núm. 155 de 26 de junio de 2010) que 
regula la composición y funciones del comité clínico, y el contenido de la 
información a suministrar a la gestante; y por el Real Decreto 831/2010, de 25 de 
junio, de garantía de la calidad asistencial de la prestación a la interrupción 
voluntaria del embarazo (publicado en el Boletín Oficial del Estado núm. 155 de 26 
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nueva regulación del aborto incorporando un modelo de tutela penal mixto que 
combina el sistema de indicaciones con un sistema de plazos y entiende, para 
este último, que el Derecho Penal se queda al margen, en todo caso, hasta que 
no se completan catorce semanas de gestación. 
 
Dos son los aspectos que nos interesa destacar de esta norma: la 
prevalencia que se otorga a la voluntad de la mujer sobre la vida del embrión, 
y el reconocimiento expreso del derecho a la objeción de conciencia del 
personal sanitario implicado. 
 
El legislador español, invocando el “derecho al libre desarrollo de la 
personalidad, a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, a la 
libertad ideológica, y a la no discriminación402”, introduce el aborto dentro de 
las catorce primeras semanas de embarazo403, como un derecho individual 
absoluto de toda mujer mayor de dieciséis años404, cuyo ejercicio queda sujeto 
a su exclusiva voluntad, y al mero cumplimiento de cuatro requisitos de índole 
administrativo: suministro previo de información a la gestante sobre los 
derechos, prestaciones, y ayudas públicas de apoyo a la maternidad405; 
consentimiento a la interrupción otorgado expresamente por la gestante406; 
concurrencia de un plazo mínimo de tres días “de reflexión” para la práctica 
del aborto, a contar desde la fecha en que se suministró a la gestante la 
información407; y que la intervención sea realizada por médico especialista408, 
                                                                                                                                
de junio de 2010) que establece el marco mínimo para la prestación sanitaria del 
aborto. 
402
 Vid. Artículo 12 de la Ley Orgánica  de salud sexual y reproductiva, y de 
la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
403
 Vid. Artículo 14 de la Ley Orgánica de salud sexual y reproductiva, y de la 
Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
404
 El apartado cuarto del artículo 13 de la Ley Orgánica de salud sexual y 
reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo dispone: “en el caso de 
las mujeres de 16 y 17 años, el consentimiento para la interrupción voluntaria del 
embarazo les corresponde exclusivamente a ellas de acuerdo con el régimen general 
aplicable a las mujeres mayores de edad. Al menos uno de los representantes legales, 
padre o madre, personas con patria potestad o tutores de las mujeres comprendidas 
en esas edades deberá ser informado de la decisión de la mujer. Se prescindirá de 
esta información cuando la menor alegue fundadamente que esto le provocará un 
conflicto grave, manifestado en el peligro cierto de violencia intrafamiliar, amenazas, 
coacciones, malos tratos, o se produzca una situación de desarraigo o desamparo”. 
405
 Vid. Artículo 14 a) de la Ley Orgánica de salud sexual y reproductiva, y de 
la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
406
 Vid. Apartado tercero del artículo 13 de la Ley Orgánica de salud sexual y 
reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
407
 Vid. Artículo 14 b) de la Ley Orgánica de salud sexual y reproductiva, y de 
la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
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y en centro sanitario debidamente autorizado409. Asimismo, conforme a 
dictamen médico emitido ante la concurrencia de indicaciones terapéuticas 
(grave riesgo para la vida o la salud de la embarazada) y/o embriopáticas 
(graves anomalías en el feto), el plazo previsto para la interrupción del 
embarazo, a diferencia de la legislación anterior, podrá prorrogarse sólo hasta 
la semana número veintidós410; desapareciendo, también a diferencia de la 
legislación anterior, toda limitación temporal para la práctica de abortos por 
indicación eugenésica (que se detecte en el feto una enfermedad 
extremadamente grave o anomalías fetales incompatibles con la vida), siempre 
que el dictamen médico haya sido confirmado por un comité clínico411. 
 
La norma ha sido muy contestada desde todos los ámbitos jurídicos 
porque atribuye una nueva naturaleza a la figura del aborto, que deja de ser 
una conducta despenalizada, ante supuestos de conflicto de intereses, para 
convertirse en una prestación sanitaria a la que se tiene derecho y que, como 
tal, está incluida en la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de 
Salud412 . El aborto se contempla ahora como un aspecto más de la salud 
sexual y reproductiva de la mujer y, dentro de las primeras catorce semanas, se 
asimila a un método anticonceptivo que despoja al embrión de toda protección 
jurídica. Como señala GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ “a partir de aquí se 
produce una banalización del embarazo y la maternidad que deja la 
continuación de esta situación a expensas de la voluntad exclusiva de la 
madre, que podrá solicitar el fin de la vida del feto sin aducir ningún motivo, y 
sin que haya conflicto de intereses con la vida de su hijo413”. 
                                                                                                                                
408
 Vid. Apartado primero del artículo 13 de la Ley Orgánica de salud sexual y 
reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
409
 Vid. Apartado segundo del artículo 13 de la Ley Orgánica de salud sexual 
y reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
410
 Vid. Artículo 15 a) y b) de la Ley Orgánica de salud sexual y reproductiva, 
y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
411
 Vid. Artículo 15 c) de la Ley Orgánica  de salud sexual y reproductiva, y 
de la Interrupción Voluntaria del Embarazo.  
412
 NAVARRO VALLS, R. en “Análisis jurídico del Proyecto de Ley del 
aborto”, Revista General de Derecho Canónico y de Derecho Eclesiástico del Estado 
núm. 22, 2010, pp. 45-49; SÁNCHEZ CÁMARA, I. en “De delito a derecho: el 
declive de la protección jurídica de la vida”, Cuadernos de Bioética, vol. 23, núm. 
77, 2012, pp. 28-29; GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, A. en “Aspectos ético-
jurídicos de la regulación del aborto en España. Estudio realizado a partir de la Ley 
Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción 
voluntaria del embarazo”, Revista General de Derecho Canónico y Derecho 
Eclesiástico del Estado, núm. 23, 2011, pp. 6-8; ; y QUERALT JIMÉNEZ, J.J. en 
“La regulación del aborto en España tras la Ley orgánica 2/2010”, La Ley penal, 
núm. 81, 2011, pp. 5-6. 
413
 GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, A. en “Aspectos ético-jurídicos de la 
regulación del aborto en España. Estudio realizado a partir de la Ley Orgánica 
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Esta desprotección injustificada del embrión humano, de marcado 
carácter inconstitucional414, se perfila como detonante para que la Ley 
Orgánica 2/2010 constituya el primer texto legal español que, desde la 
despenalización del aborto en 1985, reconozca expresamente el derecho de los 
profesionales sanitarios a objetar en conciencia a la práctica de abortos415. La 
previsión adoptada en el artículo 19.2 de la Ley confirma la existencia y 
posibilidad de ejercicio de un Derecho Fundamental que, hasta ese momento, 
había estado amparado por la Sentencia del Tribunal Constitucional 53/1985, 
de 11 de abril416. El precepto citado, asegura y circunscribe el derecho a 
objetar de los profesionales sanitarios directamente implicados en la 
realización de la interrupción del embarazo; y pone fin al debate suscitado en 
                                                                                                                                
2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria 
del embarazo”, Revista General de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del 
Estado, op. cit., p. 30. 
414
 Sobre el difícil encaje constitucional de la nueva regulación adoptada vid. 
NAVARRO VALLS, R. en “Inconstitucionalidad y otras cuestiones en torno al 
Proyecto de Ley Orgánica del aborto”, El cronista del estado social y democrático de 
derecho, núm. 9, 2010 pp. 62-69; y ALONSO CAGIGAS, A. en “La doctrina 
constitucional sobre el derecho a la vida y la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de 
salud sexual y reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo, 
Actualidad Administrativa, núm. 11, 2010, pp. 2 y ss. 
415
 El artículo 19.2 de la Ley Orgánica de salud sexual y reproductiva, y de la 
Interrupción Voluntaria del Embarazo señala: “los profesionales sanitarios 
directamente implicados en la interrupción voluntaria del embarazo tendrán el 
derecho de ejercer la objeción de conciencia sin que el acceso y la calidad asistencial 
de la prestación puedan resultar menoscabadas por el ejercicio de la objeción de 
conciencia. El rechazo o la negativa a realizar la intervención de interrupción del 
embarazo por razones de conciencia es una decisión siempre individual del personal 
sanitario directamente implicado en la realización de la interrupción voluntaria del 
embarazo, que debe manifestarse anticipadamente y por escrito. En todo caso los 
profesionales sanitarios dispensarán tratamiento y atención médica adecuados a las 
mujeres que lo precisen antes y después de haberse sometido a una intervención de 
interrupción del embarazo (…)”. DOMINGO GUTIÉRREZ, M. en “La objeción de 
conciencia al aborto. Evolución jurisprudencial”, Revista General de Derecho 
Canónico y Eclesiástico del Estado, núm. 23, 2010, pp. 1-29.  
416
 El Tribunal Constitucional declaró que “cabe señalar, por lo que se refiere 
al derecho a la objeción de conciencia, que existe y puede ser ejercido con 
independencia de que se haya dictado o no tal regulación. La objeción de conciencia 
forma parte del derecho fundamental a la libertad ideológica y religiosa reconocido 
en el artículo 16.1 de la Constitución y, como ha indicado este Tribunal en diversas 
ocasiones, la Constitución es directamente aplicable, especialmente en materia de 
derechos fundamentales”. (Vid. Fundamento Jurídico Decimocuarto de la Sentencia 
del Pleno del Tribunal Constitucional núm. 53, de 11 de abril de 1985, que resolvió 
el Recurso Previó de Inconstitucionalidad núm. 800/1983 y fue publicada en el 
Boletín Oficial del Estado núm. 119, de 18 de mayo de 1985). 
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torno a la posibilidad de objeción de otros profesionales que no participan de 
un modo directo en la práctica abortiva, ofreciendo una solución que genera 
cierta indefensión en todos aquellos que prestan servicios indirectos417.  
 
La previsión legal incluida ha sido muy criticada por la doctrina 
especializada que calificó el contenido de insuficiente y la forma desacertada. 
El tenor del precepto se ha considerado insuficiente418, al entender que no da 
respuesta a todas las cuestiones que, a lo largo de los últimos años, se han 
planteado en el ejercicio del derecho, y han tenido que ser resueltas por los 
jueces419. Asimismo, la redacción utilizada se ha considerado deficiente, al 
entender que se debería haber mostrado una actitud más positiva hacia la 
posibilidad de objeción, en lugar de presentarla como una conducta permitida 
que se señala como un escollo para el ejercicio del derecho de la mujer a 
abortar420. La lectura del artículo en su conjunto apunta hacia una concepción 
recelosa de la figura del objetor, que se tolera con resignación pero que no se 
valora bajo un prisma positivo, ni se defiende como bastión representativo de 
una sociedad plural y democrática. 
 
 
2.5.5. Análisis comparativo con el Derecho Internacional 
 
Como se ha señalado en el Capítulo primero, las organizaciones 
internacionales han promovido varios Instrumentos de diversa naturaleza 
estableciendo los principios generales que deben regir la investigación 
biomédica en su conjunto y, en especial, los usos y aplicaciones derivados de 
la tecnología reproductiva. La existencia de tales normas no garantiza, pese a 
su aceptación, que los distintos Estados adopten una normativa homogénea en 
este campo, ni siquiera en el ámbito de la Unión Europea. Así, Alemania y 
Austria, por ejemplo, han acordado la prohibición de las investigaciones con 
embriones humanos, al considerar que atentan contra la dignidad. En sentido 
contrario, Bélgica, Suecia y el Reino Unido han aprobado un amplio abanico 
                                              
417
 NAVARRO VALLS, R y MARTÍNEZ TORRÓN, J., en Conflictos entre 
Conciencia y Ley. Las objeciones de conciencia, Ed. Iustel, Madrid, 2011; y 
ALENDA SALINAS M. en “La píldora del día después: su conflictividad jurídica 
como manifestación de la objeción de conciencia farmacéutica”, Revista General de 
Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico, núm. 16, 2008 
418
 CEBRIÁ GARCÍA, M. en “Objeción de conciencia del personal sanitario 
y reformas legislativas en España”, Revista General de Derecho Canónico y Derecho 
Eclesiástico del Estado, núm.  27, 2011, p. 17. 
419
 ROCA FERNÁNDEZ, M. J. en “Dignidad de la persona, pluralismo y 
objeción de conciencia”, Opciones de conciencia. Propuestas para una ley, VVAA, 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2008, p.63.   
420
 MARTÍNEZ OTERO, J. M. en “La objeción de conciencia del personal 
sanitario en la nueva Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y 
reproductiva, y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo”, Cuadernos de Bioética, 
vol. 21, núm. 73, 2010, p. 305. 
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de medidas para promoverlas e impulsarlas. Por su parte la normativa española 
vigente ha seguido esta última tendencia, situando al Estado dentro del grupo 
de países que presentan una legislación más permisiva al respecto. 
 
La carta de legalidad otorgada por el legislador español a la producción 
de bebés medicamento, a la creación de embriones humanos para generar 
material de investigación, y a la autorización de los procedimiento de 
clonación aunque sea “terapéutica”, con el único propósito de colocarse a la 
vanguardia en este tipo de investigaciones; no solo suscita dudas en torno a su 
admisibilidad jurídica, por contravenir la dignidad y el valor del ser humano, 
sino que, unida a la desprotección jurídica de la vida humana en desarrollo, 
choca frontalmente con numerosos Instrumentos internacionales, vinculantes o 
no, adoptados por distintas organizaciones de las que España forma parte. 
 
Así, la legislación hispánica actual contraviene de forma evidente el 
Convenio de Oviedo sobre Biomedicina y Protección de los Derechos 
Humanos, Instrumento vinculante para el Estado español que en su artículo 18 
prohíbe la creación de embriones humanos con fines de experimentación; y 
exige a los Estados que si autorizan investigaciones con embriones in vitro 
otorguen al embrión una protección adecuada. En términos idénticos la 
regulación española viola también el Protocolo Adicional de París sobre 
prohibición de clonación de seres humanos, que en su artículo 11 prohíbe toda 
intervención que tenga por finalidad crear un ser humano genéticamente 
idéntico a otro. Entre los Instrumentos no vinculantes en el ámbito del Consejo 
de Europa, la ordenación española resulta contraria, principalmente, a la 
Recomendación 1.046 (1986) sobre el empleo de embriones humanos y fetos 
para fines diagnósticos, científicos, terapéuticos, individuales y comerciales, 
que señala la necesidad de prohibir toda creación de embriones humanos 
mediante fecundación in vitro con fines de investigación (ex. apartado A iii); y 
de crear seres humanos idénticos por clonación (ex. apartado A iv); y a la 
Recomendación 1.100 (1989), sobre la utilización de embriones y fetos 
humanos en la investigación científica, que insta a los Estados a prohibir toda 
creación intencionada de embriones humanos por fecundación in vitro para 
fines de investigación (ex. apartado 21 del Apéndice); y la experimentación 
sobre embriones vivos (ex. apartados 5-6 del Apéndice). En el marco universal 
de Naciones Unidas la normativa española transgrede, entre otras, la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre Clonación de Seres Humanos que 
insta a prohibir “todas las formas de clonación humana en la medida en que 
sean incompatibles con la dignidad humana y la protección de la vida 
humana”. 
 
A mayor abundamiento, procede destacar que España continúa 
financiando cerca de treinta líneas de investigación con células troncales de 
origen embrionario, dependientes del Ministerio de Sanidad, Servicios 
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Sociales e Igualdad, cuyos resultados no podrán ser patentados conforme a lo 
interpretado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que en su 
Sentencia de 18 de octubre de 2011, como ya se ha expuesto, rechaza la 
utilización de embriones en beneficio de terceros y excluye expresamente la 
patentabilidad de una invención cuando comporte la destrucción previa de 
embriones o su utilización como materia prima421. 
 
En el ámbito estricto de la procreación médicamente asistida también se 
observan algunos puntos de conflicto entre el espíritu de la Resolución del 
Parlamento Europeo sobre la Fecundación Artificial in vivo e in vitro, y la 
legislación española. A este respecto las técnicas de reproducción asistida son 
concebidas en el ámbito de la Unión Europea como un mecanismo de carácter 
terapéutico que tiene por objeto superar y eliminar las causas de esterilidad, 
frente a la normativa española que se aparta de este criterio al no exigir la 
esterilidad como requisito previo para acceder a las técnicas, y permitir la 
maternidad en solitario. Asimismo la Resolución Europea pondera como 
criterio primario el derecho del hijo a conocer su identidad genética, en 
sentido contrario la legislación española defiende el anonimato relativo de los 
donantes de gametos, al objeto de eliminar cualquier límite que pueda 
dificultar la voluntad de procrear de la mujer. En último término cabe destacar 
que el Parlamento Europeo aboga en esta Resolución por restringir el acceso a 
la fecundación heteróloga estableciendo estrictas condiciones para justificarla; 
criterio que tampoco fue respetado por el legislador español, que contempla la 
posibilidad de donación de gametos y preembriones, y el acceso a estas 
técnicas por parte de la mujer en solitario. 
 
Lo que sí respeta la legislación española en materia de biomedicina son 
las directrices internacionales en torno a las siguientes cuestiones: el 
consentimiento previo, libre, e informado de todos los sujetos intervinientes en 
los procedimientos de reproducción asistida y/o investigación biomédica; el 
derecho a la intimidad de donantes, usuarios y participantes; y el tratamiento 
confidencial de la historia clínica y de los datos genéticos. 
 
3. REGULACIONES DE ÁMBITO AUTÓNOMICO 
 
Han sido dos las Comunidades Autónomas que han mostrado inquietud 
en regular aspectos concretos derivados del uso o las aplicaciones de la 
tecnología reproductiva. 
 
                                              
421
 Conforme a la Directiva 1998/44/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, relativa a la Protección Jurídica de las Invenciones Biotecnológicas, que 
prohíbe la patentabilidad de todos los procedimientos que supongan una violación de 
la dignidad humana y, expresamente la clonación de seres humanos y la creación y 
utilización de embriones humanos con fines meramente industriales o comerciales. 
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Cataluña, que no solo cuenta con una regulación propia para el 
establecimiento de la filiación de los nacidos por vía artificial, sino que fue 
pionera en la ordenación de los centros de reproducción asistida al aprobar su 
regulación en mayo de 1991422; anticipándose más de un lustro al Reglamento 
promulgado por el Estado Español423. La Región Catalana se ha destacado 
también por el grado de consolidación de sus “Comités de Ética 
Asistencial424”, y por tener una “Comisión Asesora sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida425” desde 1986. 
 
El interés de Andalucía despertó mucho más tarde y, hasta la fecha, se 
ha dirigido hacia las aplicaciones de las técnicas de reproducción asistida en el 
ámbito de la investigación biomédica y, en especial, en la utilización de 
embriones humanos para la obtención de células troncales. Andalucía fue la 
primera región española en autorizar este tipo de investigaciones y es la única 
que cuenta con una legislación específica al respecto desde el año 2003426. 
 
El resto de las Comunidades Autónomas no ha elaborado regulación 
especial en este campo. 
 
 
                                              
422
 Vid. Decreto 123/1991, de 21 de mayo sobre autorización administrativa 
de centros y servicios que realicen técnicas de reproducción asistida, publicado en el 
Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 7 de junio de 1991. 
423
 Vid. Real Decreto 413/1996, de 1 de marzo, por el que se establecen los 
requisitos técnicos y funcionales precisos para la autorización y homologación de los 
centros y servicios sanitarios relacionados con las técnicas de reproducción humana 
asistida, publicado en el Boletín Oficial del Estado número 72 de 23 de marzo de 
1996. 
424
 Vid. Orden de la Consejería de Sanidad y Seguridad Social de la 
Generalitat de Cataluña, de 14 de diciembre de 1993, de acreditación de los Comités 
de Ética Asistencial, publicada en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 
26 de diciembre de 1993. 
425
 Creada por el Decreto 119/1986, de 17 de abril (publicado en el Diario 
Oficial de la Generalitat de Cataluña de 12 de mayo de 1986) y regulada por la 
Orden de 25 de mayo de 1992 (publicada en el Diario Oficial de la Generalitat de 
Cataluña de 17 de junio de 1992). La composición de la Comisión fue modificada 
Orden de 7 de noviembre de 2000, por la que se modifica la composición de la 
Comisión Asesora sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida (publicada en 
el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 17 de noviembre de 2000). 
426
 Vid. Ley 7/2003, de 20 de octubre, por la que se regula la investigación en 
Andalucía con preembriones humanos no viables para la fecundación in vitro, 
publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 31 de octubre de 2003; y 
Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la que se regula la investigación en reprogramación 
celular con finalidad exclusivamente terapéutica, publicada en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía de 29 de marzo de 2007. 
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3.1. Ordenación regional en Cataluña  
 
Cataluña es la única Comunidad Autónoma que, hasta la fecha, cuenta 
con una regulación propia en materia de filiación derivada de fecundación 
artificial. El origen de esta ordenación se remonta a la Proposición de Ley que 
Esquerra Republicana presentó en el Parlamento Catalán en 1981 sobre 
“regulación del´us de les técniques de fecundació artificial”, que comprendía 
no sólo las cuestiones relativas a la filiación del nacido por estas técnicas sino 
también aspectos de índole sanitario y administrativo. Esta iniciativa fue 
rechazada en el Parlamento autonómico pero obligó a la Generalitat a 
constituir una Comissió de Treball per a l´Estudi de les Técniques de 
Fucundació Artificial en la Reproducció Humana i Protecció Jurídica de les 
Filiacións, integrada por juristas, científicos, filósofos, teólogos y 
representantes de las asociaciones de consumidores que emitió un Informe 
recogiendo sus conclusiones427. Basándose en este Informe el legislativo 
catalán aprobó la Ley 7/1991, de 27 de abril, de Filiaciones428. 
 
La Ley de 1991, en su Exposición de Motivos, enumera cinco 
principios que deben regir el establecimiento de la filiación derivada de la 
reproducción asistida: no habrá discriminación por razón de nacimiento; todo 
menor tendrá padre y madre, lo que exige establecer los correspondientes 
mecanismos para determinar la filiación de los concebidos artificialmente con 
gametos donados; la filiación es una categoría jurídica sustantiva que debe 
regularse con leyes de carácter civil, no administrativo; teniendo en cuenta que 
la diferencia sustancial entre la procreación natural y la asistida reside la 
fecundación, no hay violencia alguna en regular ambas conjuntamente 
equiparando el consentimiento del varón a la relación sexual; y, por su 
peculiaridad, los casos de fecundación post mortem se resolverán 
específicamente. 
 
La regulación adoptada optó por ordenar la filiación asistida juntamente 
con la natural, evitando el tratamiento en secciones separadas de la paternidad 
matrimonial y la no matrimonial429. La filiación paterna quedaba atribuida en 
Cataluña en los mismos términos al marido y al varón conviviente, siempre 
que hubieran consentido la fecundación artificial de la mujer en Escritura 
Pública (ex. artículos 4 y 5). A diferencia de la legislación estatal de 1988430, 
                                              
427
 Sobre este proceso de codificación iniciado en 1981 vid. ALKORTA 
IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op. cit. p. 167. 
428
 Ley 7/1991, de 27 de abril de Filiaciones, publicada en el Diario Oficial de 
la Generalitat de Cataluña de 10 de mayo de 1991. 
429
 GETE-ALONSO, M.C. y BLASCO GASCÓ, F.P. en La nueva regulación 
de la filiación en el derecho catalán, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1992, p. 25. 
430
 Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
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que para el consentimiento del marido no preveía requisito formal (ex. artículo 
6.3), y que para el varón no casado se limitaba a facilitar el trámite del 
reconocimiento ante el Registro Civil (ex artículo 8.2). 
 
Con respecto a la fecundación post mortem se introdujeron también tres 
reglas diferenciadoras (ex. artículo 9): consentimiento fehaciente (frente a la 
exigencia de otorgamiento en Testamento o Escritura Pública de la legislación 
nacional, ex. artículo 9.2); la limitación a un solo proceso de fecundación 
(inexistente en la regulación estatal); y que el proceso de fecundación se 
iniciase en el plazo máximo de nueve meses prorrogable judicialmente por 
otros tres (frente al máximo de seis que contemplaba la normativa española, 
ex. artículo 9.2). 
 
El Gobierno Central promovió Recurso de Inconstitucionalidad contra 
dieciséis de los veintiún artículos integrantes de la Ley de 1991 por entender 
que su contenido extralimitaba la competencia estatutaria atribuida a la 
Cámara Catalana431. El primer argumento esgrimido por el Abogado del 
Estado sostenía que la Generalitat tiene competencia exclusiva sobre la 
“conservación, modificación, y desarrollo del Derecho Civil Catalán, que 
supone la existencia de la vigencia efectiva de un Derecho Foral identificable 
con una realidad normativa reconocida, que no es otra que la Compilación 
aprobada en 1960, y adaptada a la constitución en 1984”. El segundo 
argumento defendía que el Derecho Civil Catalán, como el resto de los 
Derechos Civiles Forales, “constituye un subsistema dentro del Derecho Civil 
Español”. Conforme a los argumentos invocados el Abogado del Estado 
defendió que Cataluña carecía de competencia para regular cuestiones que no 
estuvieran previamente recogidas en la Compilación; puesto que la 
competencia legislativa civil autorizada en el artículo 149.1.8 de la 
Constitución “sólo puede ejercitarse a partir de una regla ya positivizada en el 
ordenamiento foral”. El Tribunal Constitucional admitió el Recurso a trámite y 
acordó la suspensión de los preceptos impugnados432. No obstante, la firmeza 
demostrada por la clase jurídica catalana y los necesarios equilibrios políticos 
                                              
431
 Recurso de Inconstitucionalidad número 1805/1991, interpuesto el 9 de 
agosto de 1991, con base en el Acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros de 26 
de julio de 1991, siendo Ministro de Justicia Tomás de la Quadra-Salcedo. El 
Abogado del Estado impugnó todos los artículos de la Ley catalana que no hacían 
referencia directa a la impugnación y a la reclamación de la paternidad reguladas por 
la antigua Compilación de Derecho Civil de 1984. (Texto Refundido aprobada por 
Decreto Legislativo 1/1984, de 19 de julio publicado en el Diario Oficial de la 
Generalitat de Cataluña de 27 de julio de 1984). 
432
 Providencia del Tribunal Constitucional de 13 de agosto de 1991, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado número 199, de 20 de agosto de 1991. 
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provocaron que, transcurrido un corto período de tiempo, el Gobierno Español 
acordase retirar el conflicto de competencias entablado433. 
 
La Ley de 1991 quedó derogada por las disposiciones del Código de 
Familia de Cataluña, aprobado por la Ley 9/1998, de 15 de julio434que 
diferenció la filiación matrimonial de la no matrimonial incluyendo la 
derivada de la fecundación artificial en cada una de las secciones 
correspondientes435. Así la filiación matrimonial quedaba atribuida en 
Cataluña al marido que hubiera consentido la fecundación artificial en virtud 
de Escritura Pública (ex. artículo 92.1), y la no matrimonial al varón que 
hubiera consentido la fecundación artificial en virtud de Escritura Pública (ex. 
artículo 97.1). Para la fecundación post mortem (ex. artículos 92.2 y 97.2) se 
mantuvieron inalteradas las reglas: consentimiento fehaciente, y un único 
proceso iniciado en el plazo máximo de nueve meses, prorrogable 
judicialmente por otros tres, a contar desde el fallecimiento. 
 
En virtud de la Disposición Final Tercera de la Ley 10/2008, 10 julio, 
del Libro Cuarto del Código Civil de Cataluña, relativo a las Sucesiones436 se 
modificó parcialmente la Ley de 1998 en dos aspectos: por una parte, se 
equipararon las uniones heterosexuales y homosexuales, matrimoniales o no 
matrimoniales, usuarias de las técnicas de reproducción asistida; y, por otra 
parte, se flexibilizó la forma de otorgamiento del consentimiento, al reconocer 
los mismos efectos al expresado en Escritura Pública que en documento 
extendido por centro autorizado, acercándose en este último aspecto a la 
regulación estatal. 
 
En el momento en que se produce esta modificación la legislación 
española de 1988 había sido derogada y sustituida por la actual437, las 
diferencias entre ambas normas se concretan en los siguientes aspectos: la 
regulación catalana equipara matrimonios heterosexuales, homosexuales y 
parejas no matrimoniales atribuyéndoles la paternidad (matrimonial ex artículo 
                                              
433
 A medio de Auto de fecha 12 de mayo de 1992 (publicado en el Boletín 
Oficial del Estado número 123, de 22 de mayo de 1992), el Tribunal Constitucional 
acordó tener por desistido al Gobierno y poner fin al procedimiento. 
434
 Ley 9/1998, de 15 de julio, del Código de Familia de Cataluña, publicada 
en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 23 de julio de1998. 
435
 Sobre la reforma en materia de filiación de 1998 vid. GETE-ALONSO, 
M.C. y BLASCO GASCÓ, F.P. en La nueva regulación de la filiación en el derecho 
catalán, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2003. 
436
 Ley 10/2008, 10 julio, del Libro Cuarto del Código Civil de Cataluña, 
relativo a las Sucesiones, publicada en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña 
de 17 de julio de 2008. 
437
 Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
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92.1, o no matrimonial ex. artículo 97.1) o la comaternidad (matrimonial ex 
artículo 92.1, o no matrimonial ex. artículo 97.1) siempre que concurra 
prestación de consentimiento en Escritura Pública o documento extendido por 
centro autorizado, a la fecundación artificial de la mujer. La regulación estatal 
mantiene las diferencias entre parejas heterosexuales matrimoniales y no 
matrimoniales, en los mismos términos que la legislación anterior 
(consentimiento del marido otorgado en documento extendido por centro 
autorizado, ex. artículo 6.3; y facilitar al varón conviviente el trámite del 
reconocimiento ante el Registro Civil (ex artículo 8.2)). Y, para los 
matrimonios de lesbianas introduce, respecto de la cónyuge de la mujer 
sometida a las técnicas, el polémico reconocimiento por manifestación ante el 
Encargado del Registro Civil (ex. artículo 7.3). 
 
Con relación a la fecundación post mortem se mantienen las mismas 
diferencias con una única novedad, la regulación estatal amplía el plazo de 
seis a doce meses (ex. artículo 9.2), superando así los nueve meses previstos 
en la norma catalana si no se concede la prórroga judicial (ex. artículos 92.2), 
e incluye las Instrucciones Previas como medio para acreditar el 
consentimiento del fallecido.  
 
La Ley de 1998 quedó derogada por la Ley 25/2010, de 29 de julio, del 
Libro Segundo del Código Civil de Cataluña, relativo a la Persona y la 
Familia438que, en sus artículo 235-8 y 235-13, dispone la regulación actual de 
la filiación derivada de las técnicas de reproducción asistida en Cataluña. El 
tenor de los artículos reproduce las condiciones ya contempladas en esta 
Comunidad Autónoma desde el año 2008. 
 
Debe anotarse, para terminar, que la regulación catalana no prohíbe la 
atribución de la paternidad al donante de semen, a diferencia de la estatal que 
lo proscribe expresamente en el artículo 8.3 de la regulación vigente, que 
reproduce la redacción dada en 1988. Debiendo entenderse, por tanto, que 
cabría ejercitar la acción de reclamación439. Asimismo procede destacar que 
Cataluña ha renunciado formalmente a aplicar un principio foral propio de la 
ordenación de la filiación: la libre investigación de la paternidad comprendida 
en el artículo 4 de la Compilación, que consistía en una acción dirigida a la 
averiguación de la identidad del progenitor que no llevaba aparejada, 
                                              
438
 Ley 25/2010, de 29 de julio, del Libro Segundo del Código Civil de 
Cataluña, relativo a la Persona y la Familia, publicada en el Diario Oficial de la 
Generalitat de Cataluña de 5 de agosto de 2010. 
439
 GETE-ALONSO, M.C. y BLASCO GASCÓ, F.P. en La nueva regulación 
de la filiación en el derecho catalán, op. cit. p. 39. 
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necesariamente, la declaración de vínculo legal de filiación440. Al respecto el 
legislador catalán no ha considerado conveniente trasladar la acción descrita al 
ámbito de la reproducción asistida heteróloga acercándose, de este modo, al 
espíritu de la regulación estatal, que prohíbe toda acción de averiguación de la 
identidad del padre genético y sanciona al que desvele la misma. 
 
3.2. Ordenación regional en Andalucía 
 
La orientación legislativa andaluza sobre la materia se gesta en un 
contexto marcado por dos circunstancias: la acumulación incontrolada de 
embriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro y el auge de las 
investigaciones científicas con células troncales de origen embrionario. Y 
coincide en el tiempo con la propuesta de Reforma de la legislación nacional 
sobre reproducción artificial planteada por el Gobierno en el año 2003441, en 
atención a las Recomendaciones efectuadas por la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida en las conclusiones de su II Informe Anual442. 
 
Ante este panorama el Parlamento Andaluz consideró insuficiente el 
contenido de la Reforma que estaba promoviendo el Gobierno Central y 
rápidamente se anticipó, acordando autorizar y regular la investigación con 
embriones humanos mediante la Ley 7/2003, de 20 de octubre, reguladora de 
la investigación en Andalucía con preembriones humanos no viables para la 
fecundación in vitro443. El objetivo de la norma adoptada se concretó en la 
propia Exposición de Motivos: “impulsar con urgencia este tipo de 
                                              
440
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina 
Reproductiva, op. cit. p. 167. 
441
 Vid. Ley 45/2203, de 21 de noviembre, por la que se modifica la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
442 Como ya se ha destacado en otro punto de este mismo capítulo, tanto la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida como el Comité Asesor de 
Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, habían coincidido en sus 
Conclusiones al otorgar preferencia a la utilización de los prembriones 
supernumerarios con fines de investigación, frente a su eventual destrucción 
provocada por el cese de su conservación; proponiendo al respecto la modificación 
de la situación legal existente con el fin de autorizar la investigación con los 
embriones congelados. (Vid. Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, 
Conclusiones II Informe Anual: “Investigación con embriones sobrantes”, op. cit.; y 
Vid. Comité Asesor de Ética en la Investigación Científica y Tecnológica, Informe: 
“La investigación sobre células troncales”, op. cit.. 
443
 La Ley 7/2003, de 20 de octubre, por la que se regula la investigación en 
Andalucía con preembriones humanos no viables para la fecundación in vitro fue 
publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 210 de 31 de octubre 
de 2003. 
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investigaciones444 y dar seguridad jurídica a los grupos andaluces que aspiran 
a investigar en estas líneas celulares445”. En este sentido la norma califica 
como “no viables” a todos los embriones constituidos in vitro que lleven más 
de cinco años crioconservados, y autoriza su utilización en el marco de 
proyectos de investigación “dotados de interés científico relevante” y 
“carentes de carácter lucrativo”. Se imponen dos requisitos: la autorización del 
proyecto de investigación, que se atribuye el “Comité de Investigación con 
Preembriones Humanos446”; y el consentimiento informado otorgado por los 
                                              
444
 “El potencial terapéutico de las células madre es enorme y son muchos los 
científicos que opinan que en un plazo previsiblemente corto podrían aplicarse a 
enfermedades que implican degeneración de células como Diabetes, Parkinson, 
Alzheimer, Corea de Huntington y lesiones de la médula espinal. A más largo plazo, 
podrían ser tratadas enfermedades que afectan a órganos enteros. A través de la 
incorporación de genes, mediante técnicas de ingeniería genética, estas células 
podrían también utilizarse en terapia génica. El descubrimiento de las posibilidades 
terapéuticas de las células troncales es muy reciente y está aún en sus primeras fases 
de desarrollo; de los primeros resultados obtenidos se desprende la necesidad de que 
las investigaciones no queden limitadas a las células troncales adultas, sino que es 
fundamental iniciar investigaciones con células madre embrionarias. Una de las 
razones que justifican la investigación sobre células de origen embrionario es que el 
conocimiento científico disponible demuestra que las células madre embrionarias 
tienen una ventaja sobre las adultas, su pluripotencialidad, o mayor capacidad de 
proliferación y diferenciación, por lo que, a diferencia de estas, son capaces de 
desarrollarse y generar todos los tipos de células especializadas. La mayoría de 
científicos afirma que el conocimiento que se derivará de estas investigaciones, por 
un lado, va a permitir su utilización como herramienta terapéutica para regeneración 
de células dañadas por procesos patológicos y, por otro, proporcionará una 
información sobre el control de la multiplicación y diferenciación celular, lo cual es 
fundamental para poder reprogramar el desarrollo y la diferenciación de las células 
troncales adultas”. (Vid. Exposición de Motivos de la Ley 7/2003, de 20 de octubre, 
por la que se regula la investigación en Andalucía con preembriones humanos no 
viables para la fecundación in vitro). 
445
 Vid. Exposición de Motivos de la Ley 7/2003, de 20 de octubre, por la que 
se regula la investigación en Andalucía con preembriones humanos no viables para la 
fecundación in vitro. 
446
 Vid. Artículo 6 de la Ley 7/2003, de 20 de octubre, por la que se regula la 
investigación en Andalucía con preembriones humanos no viables para la 
fecundación in vitro; y Decreto 364/2003, de 22 de diciembre, por el que se regula la 
organización, composición y funcionamiento del Comité de Investigación con 
Preembriones Humanos y el procedimiento de autorización de los proyectos y 
centros de investigación con preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación 
in vitro, publicado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 31 de diciembre 
de 2003. En el año 2004 las funciones asignadas al Comité de Investigación con 
Preembriones Humanos quedaron atribuidas a la Dirección General de Organización 
de Procesos y Formación (Vid. Decreto 76/2004, de 24 de febrero, por el que se 
atribuyen a la Dirección General de Organización de Procesos y Formación, las 
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progenitores, cediendo los embriones y autorizando expresamente su 
utilización en proyectos de investigación447. La autorización para el desarrollo 
de la investigación será concedida si se cumplen cuatro condiciones: 
imposibilidad acreditada de desarrollar la investigación en modelo animal; que 
la finalidad de la investigación sea mejorar la salud y la calidad de vida de las 
personas; que la investigación se desarrolle en centro autorizado; y que la 
“Comisión Autonómica de Ética e Investigación Sanitarias de Andalucía” 
haya emitido informe. 
 
El Gobierno Central promovió un Recurso de Inconstitucionalidad 
contra la Ley andaluza de 2003 por entender que extralimitaba la competencia 
estatutaria atribuida a la cámara autonómica448. El Tribunal Constitucional 
admitió el Recurso a trámite y acordó suspender la vigencia y aplicación de la 
norma impugnada449, no obstante, tras el cambio de Gobierno que se produjo 
en marzo de 2004 el nuevo ejecutivo acordó retirar el conflicto de 
competencias planteado450. 
                                                                                                                                
funciones asignadas al Comité de Investigación con Preembriones Humanos, 
publicado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 10 de marzo de 2004).  
447
 Vid. Orden de 20 de diciembre de 2004, por la que se publica el modelo de 
formulario de consentimiento informado para la utilización de preembriones con 
fines de investigación, publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 11 
de enero de 2005. 
448
 Recurso de Inconstitucionalidad número 7552/2003, interpuesto el 1 de 
diciembre de 2003 con base en el Acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros el 
28 de noviembre de 2003, siendo Ministro de Justicia Jose Mª Michavila. El 
Abogado del Estado impugnó la norma en su totalidad argumentando que su 
contenido “menoscaba las competencias del Estado en materia de investigación”; en 
concreto, el fundamento del recurso se centró en poner de manifiesto que la Ley 
andaluza va en contra de las competencias que ostenta el Estado en materia de 
fomento y coordinación general de la investigación científica, técnica y de sanidad, 
de acuerdo con el articulado de la Constitución, al pretender “determinar el concepto 
de preembrión no viable y regular el régimen de su destino a fines de investigación; 
determinación que sólo correspondería realizar al Estado”. 
449
 Vid. Providencia del Tribunal Constitucional de 15 de enero de 2004, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado de 24 de enero de 2004. 
450
 En virtud de Auto de 7 de junio de 2004, publicado en el Boletín Oficial 
del Estado de 29 de junio de 2004, el Tribunal Constitucional tuvo por desistido al 
Abogado del Estado, declaró la terminación del proceso entablado, y dejó sin efecto 
la suspensión acordada respecto de la vigencia y aplicación de la norma impugnada. 
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La Ley andaluza de 2003 se convirtió así en la primera norma que 
autorizó en territorio español la investigación con embriones humanos; 
contraviniendo la legislación nacional de 1988 que todavía estaba vigente a la 
fecha de su promulgación451, y que restringía este tipo de investigaciones a los 
embriones declarados no viables desde un punto de vista estrictamente 
biológico452. Un mes más tarde el Estado español promulgaba la Ley 45/2003, 
de 21 de noviembre, por la que se modifica la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, que en su Disposición Final Primera 
contemplaba la posibilidad de descongelar los embriones que habían sido 
crioconservados con anterioridad a su entrada en vigor para investigar con sus 
estructuras biológicas. Las diferencias entre ambas normas se concretaron en 
los siguientes aspectos: la norma andaluza permite la investigación con 
embriones sobrantes que lleven crioconservados más de cinco años con 
independencia de la fecha de su constitución (ex. artículo 1), frente a la norma 
estatal que restringía las investigaciones a los embriones crioconservadados 
con anterioridad a su entrada en vigor (ex. Disposición Final Primera); la 
norma estatal limitaba el uso de los embriones descongelados a la obtención 
de células troncales (ex. Disposición Final Primera), frente a la norma 
andaluza que, sin especificar, autoriza su uso genérico en proyectos de 
investigación (ex. artículo 2); y, en último término, en consonancia con la Ley 
de 1988, la norma andaluza mantiene como requisito para autorizar las 
investigaciones la imposibilidad acreditada de su desarrollo en modelo animal 
(ex. artículo 2), frente a la norma estatal que elimina esta exigencia (ex. 
Disposición Final Primera). 
 
En la actualidad, tras la aprobación de la nueva Ley sobre 
Reproducción Humana Asistida (2006) y la Ley de Investigación Biomédica 
(2007), que contemplan con gran amplitud la utilización de embriones 
humanos en actividades de investigación, se ha superado la contravención 
inicial que la normativa autonómica mantenía respecto de la estatal. 
 
Por un breve espacio de tiempo la región andaluza volvió a anticiparse 
al Estado Español al legalizar la clonación “terapéutica” mediante la 
aprobación de la Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la que se regula la 
investigación en reprogramación celular con finalidad exclusivamente 
                                              
451
 Vid. Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida que en su artículo 17 sólo autorizaba la investigación con 
preembriones no viables. 
452
 Procede destacar que la norma andaluza presume la falta de viabilidad de 
los embriones por el mero hecho de sobrepasar el período de cinco años de 
crioconservación. Vid. Artículo 1 de la Ley 7/2003, de 20 de octubre, por la que se 
regula la investigación en Andalucía con preembriones humanos no viables para la 
fecundación in vitro. 
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terapéutica453. Aparentemente la norma autonómica pretendía dar cobertura a 
las investigaciones centradas en la reprogramación de células adultas para la 
obtención de células iPS454, sin embargo, una lectura detallada de su 
Exposición de Motivos455 y del articulado en su conjunto456, pone al 
descubierto que el objetivo prioritario del legislador andaluz es la autorización 
de la constitución de embriones por transferencia nuclear para la obtención de 
células troncales457. 
 
Tras la aprobación de la nueva Ley sobre Reproducción Humana 
Asistida se había interpretado que el legislador español apuntaba hacia una 
legalización implícita de la clonación con fines terapéuticos, al señalar 
expresamente en su artículo 1.3 que “se prohíbe la clonación en seres humanos 
con fines reproductivos458”.  Al hilo de esta interpretación el legislador 
andaluz sólo tenía que superar un escollo para regular la clonación 
                                              
453
 La Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la que se regula la investigación en 
reprogramación celular con finalidad exclusivamente terapéutica, fue publicada en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 29 de marzo de 2007.  
454
 Célula adulta diferenciada retrocedida a su etapa pluripotencial, que puede 
a su vez evolucionar posteriormente a distintos tipos celulares y potencialmente a 
tejidos e incluso órganos. (Vid. artículo 2d) de la Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la 
que se regula la investigación en reprogramación celular con finalidad 
exclusivamente terapéutica). 
455
 En el Apartado II de la Exposición de Motivos de la Ley 1/2007, de 16 de 
marzo, por la que se regula la investigación en reprogramación celular con finalidad 
exclusivamente terapéutica se señala expresamente que: “Entre las técnicas de 
reprogramación celular, ha alcanzado notable desarrollo, fiabilidad y 
reproducibilidad, la denominada transferencia nuclear. Esta técnica consiste en la 
transferencia del núcleo de una célula somática al citoplasma de un ovocito 
previamente enucleado. El procedimiento origina, bajo determinadas condiciones, 
una reprogramación del núcleo de la célula somática que adquiere las características 
de una célula pluripotencial y la inmediata división de esta en fases sucesivas de 
forma similar a un preembrión en fase blastocisto. A partir de ese punto, es posible 
obtener células madre que tienen las características genéticas de la célula somática 
cuyo núcleo se insertó en el ovocito. La diferenciación de estas células madre en 
determinadas líneas celulares podría permitir en el futuro, si las investigaciones 
progresan favorablemente, utilizar estas células o tejidos para reemplazar aquellos 
que hayan sido irreversiblemente dañados por una enfermedad degenerativa, 
empleando para ello una célula de la propia persona enferma”. 
456
 Vid. Artículos 3 y 4 de la Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la que se regula 
la investigación en reprogramación celular con finalidad exclusivamente terapéutica. 
457
 Vid. Decreto 74/2008, de 4 de marzo, por el que se regula el Comité de 
Investigación de Reprogramación Celular, así como los proyectos y centros de 
investigación en el uso de reprogramación celular con fines terapéuticos, publicado 
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de 18 de marzo de 2008. 
458
 Vid. Artículo 1.3 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida.  
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“terapéutica”: la prohibición internacional de “crear embriones humanos con 
fines de investigación459”. Para bordearla optó claramente por recurrir a la 
semántica denominando al ser clonado “preembrión somático460”. Cuatro 
meses más tarde el Parlamento Español siguió los pasos de la Comunidad 
Andaluza no sólo autorizando expresamente la clonación “terapéutica”, como 
procedimiento preferente para la obtención de células troncales de origen 
embrionario, sino evitando también denominar al ser clonado como embrión o 
preembrión humano461. Con la aprobación de la Ley de Investigación 
Biomédica (2007) que legalizó el recurso a la clonación “terapéutica” para la 
obtención de células troncales embrionarias la regulación autonómica quedó 
superada y subsumida en la estatal. 
 
3.3. Análisis comparativo con la regulación estatal 
 
La regulación catalana sobre filiación derivada de reproducción 
artificial ha ido aproximándose a la estatal al renunciar formalmente a aplicar 
el principio de libre investigación de la paternidad en los supuestos de 
fecundación heteróloga y mujer sola; y al flexibilizar la formalidad 
inicialmente requerida para el reconocimiento de efectos filiales al 
consentimiento otorgado a la fecundación artificial. Por su parte, la regulación 
estatal se ha acercado a la autonómica con acierto, al ampliar de seis a doce 
meses el plazo para la realización de la fecundación post mortem.  
 
No obstante, persisten importantes diferencias en las reglas que rigen el 
establecimiento de la paternidad/comaternidad a favor de la pareja de la mujer 
receptora de las técnicas. Al respecto, las soluciones adoptadas por el 
legislador catalán parecen resolver con mejor criterio y mayor acierto las 
cuestiones civiles derivadas de la reproducción artificial. En este sentido la 
ordenación catalana se ha limitado a identificar “relación sexual” con 
“consentimiento a la fecundación artificial”, y a equiparar matrimonio y pareja 
con independencia de su carácter heterosexual u homosexual, atribuyéndoles 
la paternidad/comaternidad, matrimonial o no matrimonial, siempre que 
concurra la prestación de consentimiento a la fecundación artificial. Para 
resolver los mismos aspectos la regulación estatal ha optado por tres vías 
diferentes de más difícil encaje: en el supuesto de matrimonio heterosexual, la 
paternidad se atribuirá al marido si ha otorgado consentimiento a la 
fecundación artificial; en el supuesto de pareja heterosexual, la prestación del 
                                              
459
 Vid. Artículo 18 del Convenio de Oviedo sobre los Derechos Humanos y 
la Biomedicina. 
460
 Vid. Artículo 2 f) y artículo 3.3 de la Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la 
que se regula la investigación en reprogramación celular con finalidad 
exclusivamente terapéutica. 
461
 Vid. Artículo 33.2 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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consentimiento a la fecundación artificial facilitará al varón conviviente el 
trámite del reconocimiento del hijo ante el Registro Civil; y en el supuesto de 
matrimonio entre lesbianas se contempla, respecto de la cónyuge de la mujer 
receptora de las técnicas, el reconocimiento del futuro hijo por manifestación 
ante el Encargado del Registro Civil. No se incluye previsión legal alguna 
respecto de las parejas de lesbianas, que tendrán que recurrir a los trámites 
previstos para la adopción. 
 
Por lo que respecta a la fecundación post mortem la mayor diferencia 
radica en la forma prevista para la prestación del consentimiento. Al respecto 
la legislación estatal parece más rigurosa al exigir que el mismo conste en 
Testamento o en las Instrucciones Previas, frente a la regulación autonómica 
que sólo exige un medio que deje constancia fehaciente del otorgamiento. 
 
En todo caso si la concurrencia de ambos regímenes generase conflictos 
interautonómicos, éstos deberán solventarse conforme al Capítulo IV del 
Título Preliminar del Código Civil462. 
 
En último término cabe señalar, al respecto ya de la ordenación 
andaluza sobre investigación con embriones humanos, que tanto su espíritu 
como su contenido quedaron ampliamente superados tras la aprobación de la 
Ley de Investigación Biomédica en el año 2007; norma que puso fin a las 
diferencias existentes sobre la materia entre esta Comunidad Autónoma y el 
resto del País. La legislación estatal rebasó con amplitud las previsiones de la 
región andaluza, al promover y facilitar la utilización de gametos y embriones 
humanos en el ámbito de la investigación biomédica, y autorizar expresamente 




La exposición realizada sobre la evolución legislativa de la ordenación 
española en el ámbito de la medicina reproductiva y la investigación 
biomédica con material humano de origen embrionario, desde los primeros 
Informes elaborados sobre la materia hasta la regulación jurídica actual, nos 
permite extraer dos conclusiones relevantes. 
 
En primer lugar procede destacar que desde 1988 la ordenación 
española promueve y ampara el ejercicio de un derecho individual a la 
maternidad, que sólo queda limitado para aquellas mujeres que carecen de 
capacidad gestativa. En este sentido el recurso a las técnicas de reproducción 
                                              
462
 Sería el caso p.e. de un matrimonio formado por una mujer de vecindad 
común y un varón catalán ¿qué plazo rige para efectuar la fecundación nueve meses 
o doce? ¿si la fecundación se produjese a los diez meses del fallecimiento podría 
inscribirse al nacido como hijo matrimonial o no? 
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asistida no se concibe por el legislador español con carácter terapéutico sino 
satisfactivo, prueba de ello es que no se contempla el padecimiento de 
esterilidad o infertilidad como requisito necesario para su acceso, ni siquiera 
en los supuestos en que los tratamientos se realicen con cargo al Sistema 
Nacional de Salud. El libre acceso a la maternidad se considera en España un 
aspecto inherente al libre desarrollo de la personalidad de la mujer y, en 
consonancia, la legislación autoriza la fecundación post mortem, y permite a 
las mujeres sin pareja acceder a la donación anónima de semen e incluso de 
embriones. 
 
La regulación jurídica actual consolida el nivel de protección otorgado 
a las mujeres para garantizar su acceso a la libre maternidad. El derecho de las 
mujeres a ser madres continúa teniendo preferencia sobre el derecho de los 
hijos concebidos artificialmente a conocer su origen biológico y, en los 
supuestos de maternidad en solitario, a beneficiarse de una figura paterna de 
referencia. 
 
En segundo lugar, cabe señalar que el legislador español ha promovido 
de forma evidente una desprotección jurídica progresiva de la vida humana en 
desarrollo, que se inicia en el año 1988 con la aprobación de una regulación 
que propicia la acumulación incontrolada de embriones sobrantes, y autoriza 
la investigación con embriones no viables; y culmina en 2010 con la 
atribución de una nueva naturaleza jurídica a la figura del aborto, que deja de 
ser una conducta despenalizada en determinados supuestos, para contemplarse 
como un aspecto más de la salud sexual y reproductiva de la mujer y 
convertirse, dentro de las primeras catorce semanas de gestación, en una 
prestación sanitaria incluida en la cartera de servicios comunes del Sistema 
Nacional de Salud. A mayores, entre ambos momentos, el legislador español 
ha otorgado carta blanca a la selección genética de preembriones con fines 
terapéuticos en beneficio de terceros (bebés medicamento), ha priorizado la 
investigación con gametos y embriones humanos viables, y ha legalizado la 
creación de embriones humanos por transferencia nuclear para la obtención de 
células troncales (clonación “terapéutica”). 
 
La regulación española sobre la materia ha evolucionado, por tanto, 
hacia una concepción utilitarista del embrión humano que, ante los potenciales 
beneficios que puedan derivarse de las investigaciones con sus células, queda 
despojado de todo derecho. 
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PROTECCIÓN JURÍDICA DE LOS SUJETOS IMPLICADOS EN 
PROGRAMAS DE ASISTENCIA MÉDICA A LA PROCREACIÓN Y 
EN INVESTIGACIONES BIOMÉDICAS CON MATERIAL 
HUMANO DE ORIGEN EMBRIONARIO 
 
Nos proponemos describir en este Capítulo el régimen jurídico que afecta 
actualmente a la tecnología reproductiva en España. Con carácter previo 
efectuaremos una identificación de las técnicas de reproducción asistida 
autorizadas y prohibidas; abordaremos los requisitos exigidos a los centros de 
fertilidad para la puesta en práctica de los diversos métodos, y los mecanismos de 
control concebidos para verificar su adecuación a la norma; analizaremos los 
derechos de los participantes en las prácticas: ponderación de riesgos, 
consentimiento informado, y confidencialidad de los datos médicos; perfilaremos 
las incidencias que se derivan en aquellos procesos de asistencia médica a la 
procreación en los que es necesaria la concurrencia de terceros ajenos a la pareja 
y/o mujer (supuestos de donación de gametos y preembriones, y subrogación 
uterina); analizaremos la finalidad de la norma actual y los distintos usos que de 
la misma puedan derivarse (con especial referencia a la selección de 
preembriones y a la fecundación post mortem); y, en último lugar, expondremos 
las aplicaciones de la tecnología reproductiva en el ámbito de las investigaciones 
biomédicas con material humano de origen embrionario. 
 
1. LAS TÉCNICAS DE REPRODUCCIÓN ASISTIDA 
 
En este punto describiremos los distintos procedimientos técnicos que 
existen en el ámbito de la reproducción asistida, clasificándolos desde una 
perspectiva de legalidad; analizaremos el sistema arbitrado por el legislador para 
controlar la apertura y funcionamiento de los centros que realizan estas prácticas; 
haremos una breve referencia a los Registros Nacionales previstos y a las 
funciones asignadas a la Comisión Nacional de Reproducción Asistida; en último 
término nos centraremos en la protección jurídica establecida para los 
participantes en los procedimientos de reproducción asistida. 
 
1.1. Ámbito de aplicación 
 
La nueva Ley de Reproducción Humana Asistida establece su “objeto” en 
el artículo 1 en unos términos amplios, declarando que busca regular “la 
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aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida acreditadas 
científicamente y clínicamente indicadas”; “la aplicación de las técnicas de 
reproducción humana asistida en la prevención y tratamiento de enfermedades de 
origen genético”; y “los supuestos y requisitos de utilización de gametos y 
preembriones humanos crioconservados”. 
 
A diferencia de la legislación de 19881, la actual suprime toda referencia a 
la aplicación fundamental de las técnicas “a los casos de esterilidad”2. Al 
respecto, se ha señalado que si bien la legislación de 1988 presentaba en su 
origen un enfoque legal de estas técnicas para un empleo “fundamentalmente” 
terapéutico, finalmente las había convertido en una forma alternativa de 
procreación3, puesto que no exigía el padecimiento previo de esterilidad, permitía 
el acceso a mujeres sin pareja e incluso contemplaba la fecundación post mortem. 
En todo caso, es una realidad indiscutible, como ha señalado JIMÉNEZ 
MUÑOZ, que el tenor de esta primera legislación, y su equivalente actual, han 
puesto de manifiesto la necesidad de tomar en consideración un bien, la dignidad 
de la generación humana, que hasta que no se generalizaron las técnicas de 
reproducción asistida, no necesitó una especial protección. 
                                              
1
 En el artículo 1 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, se manifestaba que las técnicas de reproducción 
asistida tienen como finalidad fundamental la actuación médica ante la esterilidad 
humana, para facilitar la procreación cuando otras terapéuticas se hayan descartado por 
inadecuadas o ineficaces”. (Añadiéndose la palabra fundamental por vía de corrección 
de errores); y que podrán utilizarse también en la prevención y tratamiento de 
enfermedades de origen genético hereditario, cuando sea posible recurrir a ellas con 
garantías suficientes diagnósticas y terapéuticas y estén estrictamente indicadas. No 
obstante, esta orientación restrictiva fue una mera declaración sin efectividad, puesto 
que la propia Ley recogía la posibilidad del recurso a estas técnicas por parte de mujeres 
solas. 
2
 La supresión de la referencia que en este sentido se contenía en el Proyecto de 
Ley de la vigente normativa, se justificó en que el derecho a la maternidad no quedase 
vinculado a situaciones de patología, teniendo en cuenta que la declaración médica de 
esterilidad es compleja y extrema. (Vid. enmiendas 18 y 19 formuladas al artículo 1.1.a) 
del Proyecto de Ley por parte de los Grupos Parlamentarios  de Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya Verde y Esquerda Republicana per Catalunya. Publicadas 
respectivamente en el Boletín Oficial del Congreso de los Diputados, Seríe A núm. 39-
8, de 28 de septiembre de 2005 pp. 33 y 37). 
3
 Cfr. DIAZ-AMBRONA BARDAJÍ, M.D. en “Innovaciones jurídicas en el 
campo de la biogenética”, Boletín de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia, segunda época, núm. 4 – 1993, pp. 56 y ss.; y 
ROMEO CASABONA. C.M. en “Perspectiva legal de las técnicas de reproducción 
humana asistida. Los límites de la manipulación genética y experimentación 
embrionaria”, La filiación: su régimen jurídico e incidencia de la genética en la 
determinación de la filiación, Cuadernos de Derecho Judicial, núm. 3/1994, Consejo 
General del Poder Judicial, Madrid 1994, pp. 252-253. 
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En la Exposición de Motivos de la nueva Ley se pone de manifiesto que 
el “material biológico susceptible de utilización en el ámbito de aplicación de 
estas técnicas es el correspondiente a las primeras fases del desarrollo 
embrionario”. En esta línea, uno de los conceptos de referencia de la nueva Ley 
es el de “preembrión4”, considerado como una realidad previa y diferente al 
embrión humano. La legislación de 1988 definía al preembrión en su Exposición 
de Motivos como “el grupo de células resultantes de la división progresiva del 
óvulo desde que es fecundado hasta aproximadamente catorce días más tarde, 
cuando anida establemente en el interior del útero y aparece en él la línea 
primitiva”. Por su parte, la nueva Ley lo define en su artículo 1.2 “como el 
embrión in vitro constituido por el grupo de células resultantes de la división 
progresiva del ovocitos desde que es fecundado hasta catorce días más tarde”. 
Como puede comprobarse, a diferencia de la legislación anterior, se suprime la 
referencia a la “anidación estable en el interior del útero”. 
 
La nueva Ley introduce, por tanto, un tratamiento diferenciado del 
embrión y del preembrión en función de si se ha sobrepasado o no el límite de 
catorce días desde la fecundación in vitro5; circunstancia ésta especialmente 
relevante si tenemos en cuenta que se abandona, a todos los efectos, la diferencia 
entre embriones viables y no viables que establecía la legislación anterior; y se 
contempla expresamente la posibilidad de investigar y experimentar con los 
preembriones supernumerarios (viables desde un punto de vista estrictamente 
biológico). 
 
                                              
4
 Procede destacar que la legislación de 1988 no contenía una definición de este 
concepto en su articulado, sino únicamente una referencia al mismo en su Exposición de 
Motivos. Desde un punto de vista técnico se considera más correcta la denominación de 
embrión preimplantatorio o simplemente de embrión. Esta denominación de preembrión 
ha sido criticada por la doctrina. Al respecto cfr. LLEDÓ YAGÜE, F. en “La Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida”, Anuario de Derecho Civil, Tomo XLI-
IV, octubre-diciembre 1988, p. 1261; DIAZ DE TERÁN VELASCO, M.C. en “El 
diagnóstico preimplantatorio en la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre técnicas de 
reproducción humana asistida,  Derecho y Salud, Vol. 11 núm. 1, enero-junio 2003, pp. 
75-79; y CORRAL GARCÍA, E. en “La desprotección jurídica del embrión humano tras 
la nueva Ley de reproducción humana asistida y la Ley de investigación biomédica” 
Cuadernos de Bioética, Tomo XX, 2009/2º, pp. 186-189. 
5
 Es en la Exposición de Motivos de la Ley 35/1988 de 22 de noviembre sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida, en la que se fundamenta el punto de 
delimitación en el día 14 y la distinción entre las fases de preemebrión (o embrión 
preimplantatorio) y embrión (o embrión postimplantatorio). Conceptos que han quedado 
definitivamente fijados a nivel dispositivo en el artículo 3 de la Ley de Investigación 
Biomédica. 
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Este punto temporal de los catorce días es el que generalmente se emplea 
como criterio distintivo6, puesto que las ciencias biológicas y médicas coinciden 
al destacar que no es hasta ese momento, cuando se determina la información 
hereditaria, y cuando el cigoto se une a la pared del útero (implantación). 
Transcurridos los catorce días los embriones no podrán ser, por ende, objeto de 
experimentación, salvo que hubiesen perdido su capacidad de desarrollo 
biológico, estuviesen muertos7, o bien la intervención tuviese un propósito 
diagnóstico o terapéutico en su propio beneficio8. 
 
El embrión postimplantatorio y, posteriormente, el feto, serán ya objeto de 
protección específica por el ordenamiento jurídico, incluso en el ámbito penal9, 
como expresión del derecho a la vida recogido en el artículo 15 de la 
Constitución Española. No obstante, lo que continua siendo objeto de debate10, es 
si esa protección ha de extenderse o no al preembrión, es decir si la expresión 
“todos” del precepto constitucional incluye o no al preembrión. La discusión 
enlaza con las distintas concepciones que existen sobre el comienzo de la vida: 
por una parte, los que consideran que el inicio de la vida se produce en el mismo 
instante de la concepción, por lo que ya desde ese momento debería producirse la 
protección jurídica plena; o bien, de otra parte, los que consideran que no cabe 
hablar de ser humano, en sentido propio, hasta que se produce la anidación en el 
útero11, de forma que el preembrión quedaría excluido de protección. Este debate 
lo abordaremos con más amplitud en otro Capítulo de este estudio. 
                                              
6
 El criterio de los catorce días, que se remonta a un informe del Ethic Advisory 
Board británico de 1979, ha recibido críticas por parte de algunos autores que hoy lo 
consideran biológicamente insostenible, porque la implantación se produciría realmente 
entre el sexto y séptimo día a contar desde la fecundación. (LANZAROTE 
MARTÍNEZ, P. en “Algunas consideraciones en torno al proyecto de Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida de 2005”, La Ley núm. 6386, de 26 de 
diciembre de 2005, p. 16; y PÉREZ DEL VALLE, C. en “Tratamiento jurídico del 
embrión en la nueva Ley sobre Técnicas de reproducción humana asistida: diagnóstico 
previo a la implantación, investigación y clonación”, Legislación sobre reproducción 
asistida: novedades, Cuadernos de Derecho Judicial núm. XI/2006, Consejo General 
del Poder Judicial, Madrid 2006, pp. 89 y ss). 
7
 Vid. Artículo 28 de la Ley de Investigación Biomédica. 
8
 Vid. Artículo 30 de la Ley de Investigación Biomédica. 
9
 Al estar tipificados el aborto y las lesiones al feto, respectivamente, en los 
artículos 144 a 146 y 157 a 158 del Código Penal. 
10
 Sobre este debate ya se pronunció en dos ocasiones el Tribunal Constitucional 
vid. Sentencias 53/1985, de 11 de abril y 116/1999, de 17 de junio. 
11
 Sobre la validez del concepto de persona para establecer el comienzo de la 
vida humana y su protección vid. ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la 
Bioética ante los límites de la vida humana, op.cit, pp. 142-155. 
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1.2. Análisis de legalidad  
 
Se establece en el apartado uno del artículo dos de la nueva Ley que las técnicas 
de reproducción humana asistida que reúnen las condiciones de acreditación 
científica y clínica son las relacionadas en el Anexo; que, al efecto, enumera la 
inseminación artificial, la fecundación in vitro con transferencia de preembriones 
(con gametos propios o de donante), la inyección intracitoplásmica de 
espermatozoides con transferencia de preembriones (con gametos propios o de 
donante) y la transferencia intratubárica de gametos. 
 
Al objeto de evitar la incertidumbre generada en la legislación anterior, en 
el apartado segundo, se arbitra un sistema flexible que contempla expresamente 
los requisitos necesarios para la práctica de nuevas técnicas no enumeradas en el 
Anexo; y, en el apartado tercero, se habilita al Gobierno para que por vía 
reglamentaria, y previo Informe de la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida, pueda actualizar el Anexo, adaptándolo a los avances técnicos 
que hayan demostrado reunir las condiciones de acreditación científica y clínica 
precisas para su aplicación generalizada, evitando así la petrificación normativa.  
 
De lo expuesto cabe concluir que el examen de legalidad de los 
procedimientos de reproducción asistida que se practican en el territorio español 
debe superar las condiciones contenidas en la nueva Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida y en el Real Decreto 413/1996, por el que se 
establecen los requisitos técnicos y funcionales precisos para la autorización y 
homologación de los centros y servicios sanitarios relacionados con las técnicas 
de reproducción humana asistida, y sus equivalentes autonómicos. Marco al que 
habrán de añadirse las previsiones del Código Penal vigente que, como ya hemos 
señalado anteriormente, condena la práctica de determinados procedimientos 
biomédicos relacionados específicamente con la reproducción humana. 
 
Describiremos a continuación las técnicas que superan la evaluación del 
legislador; las que han merecido su condena; otras de régimen legal no 
determinado específicamente; y el mecanismo previsto para encajar en el marco 
normativo las nuevas técnicas derivadas de los avances biotecnológicos. 
 
1.2.1. Técnicas expresamente autorizadas 
 
La legislación española admite desde 1988 la práctica de casi todos los 
métodos de asistencia a la reproducción humana conocidos. Este talante abierto y 
claramente favorecedor del desarrollo e implantación de la tecnología 
reproductiva en especial, y de la investigación biomédica en general, determinó 
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que numerosos sectores de opinión extranjeros hayan tachado a la legislación 
bioética española de permisiva e irresponsable12. 
 
Como exponíamos con anterioridad el Anexo de la nueva Ley enuncia 
expresamente las técnicas más utilizadas en la práctica clínica: la inseminación 
artificial13; la fecundación in vitro con transferencia de preembriones14 (con 
gametos propios o de donante); la inyección intracitoplásmatica con trasnferencia 
de preembriones15 (con gametos propios o de donante); y la transferencia 
intratubárica de gametos16. Complementándolas con los procedimientos 
                                              
12
 Las críticas más virulentas han procedido de la doctrina francesa que llegó a 
proponer la normativa española de 1988 como ejemplo negativo del modelo de 
legislación que Francia debería adoptar. A este respecto POUSSON PETTIT manifestó 
su temor “a que la concepción puramente individualista de la ley española pudiera 
influir en la legislación francesa” (POUSSON PETIT, J. en “Procreation artificielle 
dans les pays romanistes”, Biomedicine, the Family and Human Rights, Ed. Kluwer, La 
Haya 2002, p. 515).  
13 Es la técnica mediante la que se introducen, de forma artificial, los gametos 
masculinos en el aparato genital femenino. El semen puede ser natural o crioconservado 
y puede proceder de la pareja de la mujer (inseminación homóloga) o de un donante 
(inseminación heteróloga). Dependiendo del sitio donde se deposite el semen la 
inseminación artificial puede ser intravaginal, intracervical, intrauterina, intraperitoneal 
o intratubaria. Este sistema de fecundación intracorpórea recibe también el nombre de 
fecundación en primer grado ya que sólo se realiza técnicamente la fecundación 
intrauterina, quedando el resto del proceso en manos de la naturaleza. 
14 Este método se caracteriza porque la unión del óvulo y del espermatozoide 
tiene lugar en una probeta. Confirmado el éxito de la fecundación se procede a transferir 
el embrión a la cavidad uterina de la mujer. Esta técnica de reproducción asistida 
presenta una gran complejidad por las múltiples combinaciones que contempla: 1) 
embrión obtenido in vitro de la unión del óvulo de la madre aspirante con el semen de 
su pareja, que será transferido para su gestación, a) a la cavidad uterina de la misma o b) 
a la de otra mujer; 2) embrión obtenido in vitro de la unión del óvulo de la madre 
aspirante con el semen de donante, que será transferido para su gestación, a) a la 
cavidad uterina de la misma o b) a la de otra mujer; 3) embrión obtenido in vitro de la 
unión del óvulo de donante con el semen de la pareja de la madre aspirante, que será 
trasferido para su gestación, a) a la cavidad uterina de esta última o b) a la de otra 
mujer; 4) embrión obtenido in vitro de la unión de óvulo de donante con semen de 
donante, que será transferido para su gestación, a) a la cavidad uterina de la madre 
aspirante o b) a la de otra mujer. 
15 Consiste esta técnica en la inyección de un espermatozoide en el citoplasma 
del ovocito y, en la actualidad, representa una solución para aquellas parejas con 
esterilidad de origen masculino, dando porcentajes de fecundación superiores al 60%, y 
elevadas tasa de embarazo, incluso en casos extremos de oligoastenoteratozoospermia 
severa. 
16
 Por medio de esta técnica se procede a la extracción de los ovocitos y de los 
espermatozoides para posteriormente depositar los escogidos en las trompas de falopio, 
sede fisiológica natural para la fecundación humana. Se manipulan en su interior hasta 
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diagnósticos dirigidos a evaluar la capacidad de fecundación de los 
espermatozoides humanos consistentes en la fecundación de ovocitos animales  
hasta la fase división del óvulo animal fecundado en dos células, momento a 
partir del cual se deberá interrumpir la prueba (el denominado test del 
hamster17). 
 
1.2.2. Técnicas coadyuvantes contempladas 
 
Junto a las técnicas de reproducción asistida propiamente dichas 
(inseminación artificial, fecundación in vitro, inyección intracitoplasmática y 
transferencia intratubárica) la nueva Ley contempla en el Capítulo III otras 
técnicas complementarias que permiten la manipulación de las células germinales 
(obtención, conservación, análisis e incluso transformación de sus estructuras 
genéticas).  
 
1.2.2.1. Crioconservación  
 
La nueva Ley regula la crioconservación de gametos y preembriones 
humanos en su artículo 11, autorizando la crioconservación de semen durante 
toda la vida del varón depositante18; de ovocitos y tejido ovárico, previa 
autorización de la autoridad sanitaria correspondiente19, y de preembriones 
                                                                                                                                    
que se verifica la fecundación. Con esta técnica pueden establecerse, al igual que en el 
método de la fecundación in vitro, numerosas combinaciones que dependerán de la 
intervención o no de donantes de gametos y de si se produce o no escisión entre la 
maternidad genética y la maternidad uterina. 
17
 Procede destacar que la legislación de 1988 restringía expresamente esta 
posibilidad al hamster mientras que la nueva Ley habla de ovocitos “animales” sin 
especificar la especie abriendo la puerta a otros modelos experimentales (p.e. la 
hibridación con ovocitos de rana) que podrían utilizarse en la investigación del 
desarrollo embrionario y de la herencia genética. 
18
 La legislación de 1988 en su redacción original limitaba la crioconservación 
de gametos masculinos a cinco años. La modificación introducida por la Ley 45/2003 
introdujo ya la crioconservación con carácter vitalicio que ahora se mantiene en la 
nueva legislación. 
19
 La legislación de 1988 en su redacción original prohibía su crioconservación 
“en tanto no haya suficientes garantías sobre la viabilidad de los óvulos después de su 
congelación”. La prohibición quedaba, por tanto, subordinada a los avances de la 
ciencia y así se ratificó tras la modificación introducida por la Ley 45/2003 que 
contempló la posibilidad de una autorización generalizada por el Ministerio de Sanidad 
y Consumo “a partir del momento en el que exista evidencia científica de la seguridad y 
eficacia de estas técnicas de crioconservación”. El legislador de 2006 parece considerar 
que esa evidencia científica ya existe puesto que permite la crioconsevación de ovocitos 
y tejido ovárico sin más que la previa autorización de la Autoridad Sanitaria para su 
utilización. 
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sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro20, hasta que la receptora ya no 
reúna los requisitos clínicos adecuados para la práctica de las técnicas de 
reproducción asistida21. 
 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 11.4 de la nueva Ley, los 
preembriones críoconservados y, en su caso, el semen, los ovocitos, y el tejido 
ovárico crioconservados, podrán destinarse a su utilización por la propia mujer o 
su cónyuge22 en otros ciclos reproductivos; podrán donarse con fines 
reproductivos o de investigación23; y  podrá acordarse el cese de su conservación 
sin otra utilización, siempre que haya finalizado el plazo máximo sin que se haya 
ejercitado opción por alguno de los restantes destinos admitidos. Para cualquiera 
de los destinos enunciados se requerirá el correspondiente consentimiento 
informado en los términos que expondremos en otro punto de este mismo 
Capítulo. 
Sobre la crioconservación de gametos femeninos y la transferencia de 
preembriones crioconservados algunos estudios apuntan que presentan, 
respectivamente, mayores dificultades de fecundación e implantación; y alertan 
                                              
20
 En la legislación de 2006 desaparece la diferenciación que había introducido 
la Ley 45/2003 entre los embriones críoconservados con anterioridad o con 
posterioridad a su entrada en vigor, en lo referente a sus destinos posibles. En concreto, 
la Disposición Adicional Primera de la Ley 14/2006 posibilita que las parejas, o en su 
caso las mujeres, que dispongan de preembriones críoconservados en los 
correspondientes bancos y hubieran firmado el consentimiento informado sobre su 
destino conforme a la legislación anterior, puedan modificarlo o ampliarlo con las 
opciones de la nueva ley. 
21
 Calificación que será realizada por los responsables médicos con el dictamen 
favorable de especialistas independientes y ajenos al centro. La legislación de 1988 en 
su redacción original establecía un plazo máximo de cinco años para la conservación de 
los preembriones sobrantes de la fecundación in vitro sin especificar el destino de los 
mismos una vez expirado el plazo. 
22
 Esta referencia al cónyuge debe considerarse un error inadvertido del 
legislador, puesto que la utilización de los preembriones crioconservados podría 
realizarse también por parte de las parejas no casadas; por lo que, realmente, debería 
haberse indicado “por la propia mujer o su cónyuge o su pareja de hecho”. Nada parece 
indicar que el legislador pretendiera, de forma consciente, dejar al margen a la pareja de 
hecho de la mujer, por lo que deberían entenderse incluidas las parejas de hecho, 
especialmente si consideramos la orientación general de la legislación tendente a su 
equiparación hacia los matrimonios.  
23
 Esta referencia a la investigación es una novedad polémica de la nueva Ley 
respecto de la legislación anterior, en la que únicamente se admitía la investigación 
sobre preembriones vivos y viables con finalidades diagnósticas, terapéuticas o 
preventivas. 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano de 




sobre los riesgos señalando que una crioconservación prolongada podría producir 
alteraciones cromosómicas en el genoma del preembrión24. 
 
1.2.2.2. Diagnóstico genético preimplantacional y selección de 
preembriones 
 
Con referencia a la técnica de diagnóstico genético preimplantacional del 
embrión in vitro, que permite estudiar las características genéticas del embrión 
antes de su implantación en el útero, el artículo 12.1 de la nueva Ley dispone que 
los centros, debidamente autorizados, podrán practicar este tipo de técnicas con 
una doble finalidad. Por una parte, la detección de enfermedades hereditarias 
graves, de aparición precoz, y sin tratamiento curativo postnatal con arreglo a los 
conocimientos científicos actuales. En cuyo caso, detectada la anomalía, queda 
autorizada expresamente la realización de una selección de los preembriones no 
afectos para su transferencia. Y, de otra parte, la detección de otras alteraciones 
que puedan comprometer la viabilidad del preembrión. 
 
En todo caso, la aplicación de esta técnica queda restringida a los centros 
específicamente autorizados, y sujeta a la realización, por parte de los centros, de 
la preceptiva comunicación a la Autoridad Sanitaria correspondiente que, a su 
vez, deberá Informar obligatoriamente a la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida. 
 
Sin lugar a dudas el aspecto más polémico de la nueva Ley lo encontramos 
en el apartado segundo del artículo 12 que, a diferencia de la legislación de 1988, 
consiente el recurso a esta técnica “para otras finalidades distintas” de las 
señaladas, y autoriza expresamente “su práctica en combinación con la 
determinación de los antígenos de histocompatibilidad de los preembriones in 
vitro con fines terapéuticos en favor de terceros25”. La nueva Ley abre la puerta a 
la creación de los denominados “bebés de diseño” o “bebés medicamento” como 
así se indica en la propia Exposición de Motivos de la nueva Ley26. 
La aplicación de estas técnicas se concibe con carácter excepcional y 
requerirá, para cada supuesto, una autorización expresa individualizada de la 
Autoridad Sanitaria correspondiente, que deberá ir precedida de un Informe 
                                              
24
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, 
op.cit. p. 184 citando a F. GUERIF, R. BIDAULT, V. CADORET, M. COUET, J. 
LANSAC & D. ROYERE en Human Reproduction Vol. 17, núm. 5, mayo 2002. 
25
 Se autoriza la utilización de esta técnica y la posterior selección de 
preembriones para obtener un niño sano, pudiéndose emplear tras su nacimiento p.e. las 
células madre extraídas de la sangre de su cordón umbilical para su transplante al 
hermano enfermo. 
26
 Vid. Apartado II de la Exposición de Motivos de la Ley 14/2006, de 26 de 
mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
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favorable de la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, que 
evaluará las características clínicas, terapéuticas, y sociales de cada caso. 
 
El debate sobre la legalidad de estas técnicas viene determinado, como 
señala JIMÉNEZ MUÑOZ por la posible instrumentalización que se produciría 
respecto de los bebes, que no serían engendrados por su propio valor como 
personas sino como meras herramientas para garantizar la curación p.e. de sus 
hermanos enfermos; y porque la selección de preembriones permite una 
depuración genética que posibilita la eliminación de todos aquellos que pudieran 
portar determinadas enfermedades, lo que se ha llegado a calificar como 
eugenesia27. Este debate lo abordaremos con más amplitud en otro Capítulo de 
este estudio. 
 
1.2.2.3. Intervención terapéutica sobre el preembrión 
 
La nueva Ley contempla en su artículo 13 la posibilidad de realizar 
intervenciones terapéuticas en el preembrión vivo in vitro, con la finalidad 
exclusiva de tratar una enfermedad o impedir su transmisión, con garantías 
razonables y contrastadas. 
 
Se restringe la realización de estas técnicas terapéuticas a los centros 
expresamente autorizados, y se condiciona a la obtención de una autorización 
individual otorgada por la Autoridad Sanitaria correspondiente, para cada caso 
concreto, previo Informe favorable de la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida. En todo caso la autorización para la práctica terapéutica queda 
sujeta al cumplimiento de los siguientes requisitos: consentimiento informado y 
aceptación expresa de la pareja, o de la mujer sola, sobre los procedimientos, 
pruebas diagnósticas, posibilidades y riesgos de la terapia propuesta; que se trate 
de patologías con un diagnóstico preciso, de pronóstico grave o muy grave, y que 
ofrezcan posibilidades razonables de mejoría curación; y que no se modifiquen 
las caracteres hereditarios no patológicos, ni se busque la selección de los 
individuos o de la raza. 
 
En la nueva Ley, la valoración sobre la “existencia de garantías razonables 
y contrastadas” para el tratamiento de la enfermedad o para impedir su 
transmisión se deja al criterio del equipo médico, de la Autoridad Sanitaria 
correspondiente, y de la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
La legislación de 1988, en sus artículos 12 y 13, establecía que las intervenciones 
sobre el preembrión vivo en vitro no podían tener otros fines que los de 
diagnóstico (es decir, valorar su viabilidad o no, detectar enfermedades 
hereditarias para tratarlas si fuese posible, o desaconsejar su transferencia) o con 
fines terapéuticos (tratar una enfermedad e impedir su transmisión, con garantías 
 
                                              
27
 JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, 
op.cit., p. 186. 
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razonables y contrastadas); y sometía la autorización para su práctica al 
cumplimiento de determinados requisitos. En este sentido la Disposición Final 
Primera autorizaba al Gobierno para que en el plazo de seis meses estableciese, 
por vía reglamentaria, “la lista de enfermedades genéticas o hereditarias que 
podrían ser detectadas con el diagnóstico prenatal, a efectos de prevención o 
terapéutica”. El Gobierno nunca hizo uso de esta habilitación y el artículo 4.4 del 
Real Decreto 415/1997, de 21 marzo, por el que se creó la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida atribuyó esta tarea a la citada Comisión, al 
establecer como función de la misma “estudiar, actualizar, y proponer la lista de 
enfermedades genéticas y hereditarias que puedan ser detectadas con el 
diagnóstico preimplantacional a efectos de prevención o terapéutica”. Procede 
destacar que en la actualidad la lista no se ha elaborado todavía, manteniendo, no 
obstante, la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida la 
competencia al respecto, conforme a lo señalado en el artículo 3.4 del Real 
Decreto 42/2010, de 15 de enero28. 
 
1.2.3. Procedimientos prohibidos 
 
Con respecto a las técnicas de manipulación de células germinales 
humanas prohibidas por el ordenamiento español cabe distinguir aquellas que por 
su mayor gravedad o alarma social han sido tipificadas como delito29, de aquellas 
otras que han sido consideradas meras infracciones administrativas30. 
                                              
28
 El Real Decreto 42/2010, de 15 de enero, que derogó al Real Decreto 
415/1997, de 21 marzo mantuvo en su artículo 3.4 la función de la Comisión Nacional 
de Reproducción Humana Asistida en los siguientes términos “estudiar, actualizar y 
proponer listas de enfermedades genéticas y hereditarias que pudiendo ser objeto de 
diagnóstico genético preimplantatorio, reúnan dudas o incertidumbres acerca de su 
inclusión en los supuestos recogidos en el artículo 12.1. de la Ley 14/2006”. 
29 La fecundación de óvulos con cualquier fin distinto a la fecundación humana 
(artículo 160.2 del Código Penal), la clonación reproductiva y los procedimientos 
dirigidos a la selección de raza (artículo 160.3 del Código Penal). 
30 Vid. Artículo 26.2 c) de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida: permitir el desarrollo in vitro de los preembriones más allá del límite 
de 14 días siguientes a la fecundación del ovocito, descontando de ese tiempo el que 
pudieran haber estado crioconservados (artículo 26.2 c) 1º); la creación de preembriones 
con material biológico masculino de individuos diferentes para su transferencia a la 
mujer receptora (artículo 26.2 c) 5º); la transferencia a la mujer receptora en un mismo 
acto de preembriones originados con ovocitos de distintas mujeres (artículo 26.2 c) 6º); 
la producción de híbridos interespecíficos que utilicen material genético humano, salvo 
en los casos de los ensayos actualmente permitidos (artículo 26.2 c) 7º); la práctica de 
técnicas de transferencia nuclear con fines reproductivos (artículo 26.2 c) 9º); y la 
selección del sexo o la manipulación genética con fines no terapéuticos o terapéuticos 
no autorizados (artículo 26.2 c) 10º). 
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1.2.3.1. Tipos penales 
 
Como ya apuntamos en el Capítulo anterior de este trabajo, el Título V del 
Libro II del Código Penal bajo la rúbrica “Delitos relativos a la manipulación 
genética” tipifica como delitos las siguientes conductas: la manipulación de 
genes humanos de manera que se altere el genotipo con finalidad distinta a la 
eliminación o disminución de taras o enfermedades graves; la utilización de la 
ingeniería genética para producir armas biológicas o exterminadoras de la especie 
humana; la creación de seres humanos idénticos por clonación u otros 
procedimientos dirigidos a la selección de la raza; la fecundación de óvulos 
humanos con fin distinto a la procreación humana; y la práctica de reproducción 
asistida en una mujer sin su consentimiento. 
 
Por su específica relación con las técnicas de reproducción asistida que 
han sido expresamente prohibidas por el legislador español valoraremos en este 
punto las conductas tipificadas en el artículo 160 del vigente Código Penal que, 
en su apartado segundo, castiga con pena de prisión de uno a cinco años e 
inhabilitación especial para el empleo o cargo público, profesión u oficio de seis 
a diez años a quienes realicen “prácticas para la fecundación de óvulos humanos 
con cualquier fin distinto a la procreación humana”; y, en su apartado tercero, 
castiga con la pena de prisión de uno a cinco años e inhabilitación especial para 
empleo o cargo público, profesión u oficio por tiempo de siete a diez años, “la 
creación de seres humanos idénticos por clonación u otros procedimientos 
dirigidos a la selección de la raza”. 
 
1.2.3.1.1. Creación de embriones con fines no reproductivos 
 
El Convenio de Biomedicina del Consejo de Europa prohíbe, en el  
artículo 18, la creación de embriones humanos con fines de investigación, y 
añade que en el caso en que los Estados admitan la investigación sobre 
embriones preimplantatorios “se deberá asegurar una protección adecuada al 
embrión humano”. Una lectura conjunta del precepto permite deducir que el 
Convenio contempla, de forma implícita, la investigación sobre los preembriones 
sobrantes de los procedimientos de fecundación in vitro, destinados inicialmente 
a la procreación, siempre que por vía legal se haya autorizado previamente la 
posibilidad de asignarle otros destinos. 
 
En este mismo sentido el ordenamiento español condena esta práctica de 
forma expresa, al reprobar penalmente la conducta de aquellos que realicen 
“prácticas para la fecundación de óvulos humanos con cualquier fin distinto a la 
procreación humana”. Y contempla en el artículo 11.4 de la nueva Ley que los 
preembriones crioconservados sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro, 
o procedimientos afines, podrán donarse con fines reproductivos o de 
investigación. En palabras de ALKORTA IDIAKEZ la prohibición de crear 
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preembriones humanos con fines de investigación impuesta por la ley española 
no se contradice con la posibilidad de crear preembriones con fines reproductivos 
y destinarlos mas tarde a la investigación31.  
 
1.2.3.1.2. Clonación reproductiva 
 
Del elenco de técnicas prohibidas por el ordenamiento jurídico español la 
“clonación reproductiva” ha sido la que mayor polémica ha suscitado. Consiste 
esta técnica en transferir el núcleo de células somáticas de individuos nacidos, a 
un óvulo al que previamente se le ha extraído el núcleo, con el fin de implantar el 
embrión resultante en una mujer para que lo geste. Como resultado, el individuo 
nacido poseerá un genoma idéntico al del individuo que cedió una de sus células 
genéticas, aunque con una pequeña diferencia debida al ADN mitocondrial del 
óvulo32. 
 
Este procedimiento ha sido objeto de especial atención por parte de la 
Comunidad Internacional, que se ha mostrado unánime al acordar su 
prohibición33. El Protocolo del Consejo de Europa relativo a la Clonación34, en 
                                              
31
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, 
op.cit. p. 214. 
32
 Este fue el procedimiento que se siguió para crear a la famosa oveja Dolly. 
Existen, no obstante, otros procedimientos similares al descrito, pero que difieren en el 
método o en los resultados y que, por tanto, no se consideran procedimientos de 
clonación en sentido estricto. En primer lugar, la transferencia nuclear de células 
provenientes de embriones o fetos no natos. En este supuesto el nacido no sería idéntico 
a ningún otro ser humano existente. Por esa razón esta técnica se denomina 
“paraclonación”. Por último existe un procedimiento que se conoce como “gemelación” 
y que consiste en introducir la división de embriones en estadios muy tempranos de su 
desarrollo, tal como sucede en ocasiones de forma natural con los gemelos univitelinos. 
Los individuos nacidos así serán absolutamente idénticos entre sí aunque cabrá que uno 
nazca antes que el otro si los embriones resultantes de la partición no se implantan al 
mismo tiempo o si se implantan en mujeres distintas. Es lo que se conoce como me 
“gemelación diacrónica” en referencia al tiempo de nacimiento. (Vid. COMITÉ DE 
EXPERTOS SOBRE BIOÉTICA Y CLONACIÓN, Informe sobre la clonación. En las 
fronteras de la vida, Fundación de Ciencias para la Salud, Madrid, 1991, pp. 51 y ss.). 
33
 En el año 1997, la Organización de las Naciones Unidas se sumaba al rechazo 
de la Comunidad Internacional mediante la Declaración Universal sobre el Genoma 
Humano, cuyo artículo 11 insta a los Estados a prohibir la replicación de seres 
humanos. En este mismo sentido el Parlamento Europeo aprobó la Resolución de 12 de 
marzo de 1997 condenando la clonación reproductiva humana; reiterando la Comunidad 
Europea su rechazo en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
que establece en su artículo 3, relativo al derecho a la integridad de la persona, “que en 
el marco de la medicina y la biología se respetaran, en particular, los siguientes 
principios: (…) prohibición de la clonación reproductora en seres humanos”. 
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vigor en España desde el 1 de marzo de 2001, prohíbe “cualquier intervención 
que tenga por objeto crear un ser humano genéticamente idéntico a otro ser 
humano vivo o muerto. A los efectos de este artículo, la expresión ser humano 
genéticamente idéntico a otro ser humano significa compartir con otro la misma 
carga nuclear genética”. 
 
El ordenamiento español también condena esta práctica de forma expresa, 
así el artículo 1.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida prohíbe “la clonación en seres humanos con fines reproductivos”; y el 
artículo 26.2 c) 9ª califica como infracción muy grave “la práctica de 
transferencia nuclear con fines reproductivos”. Por su parte, el artículo 160.3 del 
vigente Código Penal tipifica “la creación de seres humanos idénticos por 
clonación u otros procedimientos dirigidos a la selección de la raza”. En opinión 
de ALKORTA IDIAKEZ35 la redacción dada a esta disposición ha resultado 
confusa puesto que no queda claro si comprende o no la transferencia nuclear con 
fines no reproductivos (clonación terapéutica36)37. 
                                                                                                                                    
34
 Protocolo Adicional a la Convención para la Protección de Derechos 
Humanos y de la Dignidad del Ser Humano en relación a la aplicación de la Biología y 
de la Medicina, relativo a la Prohibición de la Clonación, firmado en París, en 1999. 
35
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, 
op.cit. p. 208. 
36
 La clonación terapéutica o no reproductiva consiste en la transferencia del 
núcleo de una célula diferenciada al citoplasma de un ovocito al que previamente se ha 
enucleado, lo que origina así un cigoto capaz de iniciar un desarrollo embrionario, pero 
su destino no será su transferencia una mujer para dar lugar a un individuo clónico 
(genéticamente idéntico) de la persona de la que proviene (clonación reproductiva) sino 
al someterle a manipulación a fin de utilizar sus células troncales pluripotentes (células 
madre embrionarias), para generar cultivos de tejidos u órganos para futuros trasplantes, 
evitando así cualquier problema de rechazo inmunológico. Se trataría de la creación de 
un cigoto artificial, capaz de evolucionar hacia un desarrollo embrionario, cuyo destino 
no será sin embargo originar un individuo a término, sino que será destruído 
manipulándolo para utilizar sus células troncales a fin de intentar producir cultivos de 
tejido y órganos. En la actualidad no es factible la clonación humana, ya sea terapéutica 
o reproductiva, pero los frutos obtenidos con animales (p.e. la famosa oveja Dolly) y las 
líneas de investigación en tal sentido actualmente existentes en gran parte de los países, 
hacen previsible que se obtengan resultados positivos en un futuro próximo; por ello 
como destaca PÉREZ DEL VALLE “en el estado actual de la ciencia no puede hablarse 
propiamente de una clonación terapéutica, sino de una clonación con fines de 
investigación, y esto es lo que la Ley de 2006 no ha autorizado porque el requisito para 
la investigación, que se trate de preembriones sobrantes, difícilmente se dará en el caso 
del embrión clonado”. (PÉREZ DEL VALLE, C. en “Tratamiento jurídico del embrión 
en la nueva Ley de técnicas de reproducción humana asistida: diagnóstico previo a la 
implantación, investigación y clonación”, Legislación sobre reproducción asistida: 
novedades, Cuadernos de Derecho Judicial núm. XI/2006, Consejo General del Poder 
Judicial, Madrid, 2006, pp. 89 y ss.). 
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La mayor parte de los penalistas38 interpretan que este precepto alberga 
dos tipos penales diferenciados: por una parte, el uso de cualquier procedimiento 
dirigido a la selección de la raza, y, por otra parte, la creación de seres idénticos 
con cualquier fin, incluida la selección de la raza, mediante clonación. 
 
Conforme a estas opiniones, en el primer tipo cabrían toda clase de 
prácticas eugenésicas p.e. la esterilización de personas con enfermedades o taras 
susceptibles de transmisión congénita, o la promoción de uniones sexuales con 
fines reproductivos de parejas con dotaciones genéticas deseables. Sin embargo. 
ROMEO CASABONA considera que la acción típica debe limitarse a las 
prácticas de selección positiva de la reproducción por medio de procedimientos 
biológicos, la selección de gametos y de cigotos, la formación de híbridos de 
humano y animal mediante la fusión de sus respectivos gametos o la selección de 
algunos de sus genes39. En el segundo tipo, creación de seres idénticos por 
clonación, la conducta tipificada parece referirse exclusivamente a la creación de 
embriones humanos idénticos mediante transferencia nuclear con fines 
reproductivos. Por tanto, no incluiría ni la transferencia nuclear con fines de 
investigación o terapéutica; ni la “gemelación artificial”40; ni la denominada 
“paraclonación” (siempre que diese origen a un solo individuo); ni la 
transferencia del núcleo ovular (o del citoplasma) al óvulo enucleado de otra 
mujer, para luego fecundarlo con semen de la pareja o de donante. 
 
El bien jurídico protegido en la tipificación del delito de clonación 
reproductiva sería, por tanto, la identidad e irrepetibilidad del ser humano41, y en 
                                                                                                                                    
37
 El vacío legal referente a la clonación no reproductiva fue destacado por la 
Diputada del Grupo Parlamentario Popular Dña. Mª Mercedes Roldós Caballero en el 
transcurso de la discusión por el Pleno del Congreso del Dictamen de la Comisión sobre 
el Proyecto de Ley de Reproducción Humana Asistida (vid. Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados, Año 2006, núm. 151, Sesión Plenaria núm. 140, de 16 de 
febrero de 2006, p. 7575).  
38
 En este sentido ROMEO CASABONA, C.M., en “Los llamados delitos contra 
la manipulación genética”, Genética y Derecho. Estudios de Derecho Judicial, Consejo 
General del Poder Judicial, 36/2000, p. 355; y BENÍTEZ ORTÚZAR, Aspectos jurídico 
penales de la reproducción asistida y la manipulación genética, Ed. Edersa, Madrid, 
1997, p. 475. 
39
 ROMEO CASABONA, C.M., en “Los llamados delitos contra la 
manipulación genética”, op.cit., p. 364. 
40
 Salvo en el caso de la gemelación diacrónica o separada en el tiempo, 
prohibida por el Protocolo sobre Clonación del Consejo de Europa, puesto que en este 
caso se crearía un ser humano idéntico a otro ya existente. 
41
 En este sentido se pronuncian ROMEO CASABONA, C.M., en “Los llamados 
delitos contra la manipulación genética”, op.cit. p. 360; ALKORTA IDIAKEZ, I. en 
Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op.cit. p. 209; y BENÍTEZ 
ORTÚZAR, Aspectos jurídico penales de la reproducción asistida y la manipulación 
genética, op.cit., p. 477. 
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algunas modalidades, la doble progenie42. A este respecto cabe destacar que el 
“derecho a la identidad humana” como Derecho Fundamental se recoge por 
primera vez en el Convenio de Biomedicina del Consejo de Europa que, en su 
artículo 1 establece que “las Partes en el presente Convenio protegerán al ser 
humano en su dignidad y en su identidad y garantizaran a toda persona, sin 
discriminación alguna, el respeto a su integridad y a sus demás derechos y 
libertades fundamentales con respecto a las aplicaciones de la biología y de la 
medicina”. El Informe Explicativo del Convenio, añade que “se ha comprobado 
que hay un principio generalmente aceptado según el cual la dignidad humana y 
la identidad de la especie humana deben ser respetados desde el comienzo de la 
vida”. 
 
ALKORTA IDIAKEZ43 considera que la valoración jurídica de la 
clonación reproductiva en preembriones humanos debe tener presente que se 
trata de una técnica insegura, puesto que no hay experiencia previa suficiente en 
animales, y que la hipotética experimentación con clones humanos se estaría 
desarrollando al margen de las reglas establecidas en el Código de Nuremberg, 
que prohíbe los experimentos que atenten contra los derechos fundamentales de 
las personas. 
 
1.2.3.2. Infracciones administrativas 
 
Explicaremos con más detalle en otro punto de este Capítulo que la nueva 
Ley de Reproducción Humana Asistida declara en su artículo 24.2 que las 
infracciones en materia de reproducción asistida serán objeto de las sanciones 
administrativas correspondientes; y que las agrupa en tres categorías 
calificándolas de muy graves, graves, y leves. Por su específica relación con las 
técnicas de reproducción asistida que han sido reprobadas por el legislador 
español, valoraremos en este punto las conductas que resultan merecedoras de 
sanción administrativa en función de la gravedad que les ha sido asignada. 
 
La nueva Ley califica como “muy graves” en su artículo 26.2 c) las 
prácticas que seguidamente se describen. 
 
La “creación de preembriones con material biológico masculino de 
individuos diferentes para su transferencia a la mujer receptora”; y “la 
transferencia a la mujer receptora, en un mismo acto, de preembriones originados 
con ovocitos de distintas mujeres (ex. artículo 26.2 c) 5ª y 6ª, respectivamente). 
Ambas prohibiciones parecen dirigidas a evitar el nacimiento de dos criaturas no 
                                              
42
 ROMEO CASABONA, C.M., en “Los llamados delitos contra la 
manipulación genética”, op.cit., p. 361. 
43
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, 
op.cit. p. 211.  
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relacionadas genéticamente y que, a efectos legales, pasarían a ser hermanos de 
doble vínculo. 
 
La “producción de híbridos interespecíficos que utilicen material genético 
humano, salvo en el caso de los ensayos actualmente permitidos” está también 
incluida en el índice de prácticas prohibidas de la norma española (ex. artículo 
26.2 c) 7ª). Procede destacar que la hibridación producida a partir de óvulos de 
hámster con espermatozoides humanos, contemplada indirectamente en el 
apartado B del Anexo de la nueva Ley, es una práctica habitual dirigida a 
comprobar la capacidad fecundante de los gametos masculinos que fue admitida 
por el legislador de 1988 como “técnica experimental” y que en la nueva Ley se 
consolida como técnica complementaria.  
 
La “selección del sexo del embrión o la manipulación genética con fines 
no terapéuticos o terapéuticos no autorizados” tampoco es admisible en el 
ordenamiento español ex artículo 26.2 c) 10ª de la nueva Ley. A este respecto 
cabe destacar que un sector doctrinal44 se ha mostrado partidario de levantar la 
prohibición sobre la selección del sexo de los nacidos, alegando que “la única 
razón para prohibir esta opción es la discriminación de las mujeres por razón de 
género, y que esta discriminación no es apreciable de forma suficientemente 
significativa en las sociedades occidentales en las que se respeta el principio de 
igualdad formal”. 
 
Asimismo, en su artículo 26.2 b) tipifica como “graves” las que se 
relacionan a continuación. 
 
Los artículos 26.2 b) 9ª y 10ª sancionan, respectivamente, “la generación 
de un número de preembriones en cada ciclo reproductivo que supere el 
necesario, conforme a los criterios clínicos para garantizar en límites razonables 
el éxito reproductivo en cada caso”; y “en el caso de la fecundación in vitro y 
técnicas afines, la transferencia de más de tres preemebriones a cada mujer en 
cada ciclo reproductivo”. El objeto de ambas prohibiciones es reducir la 
generación de preembriones supernumerarios y evitar los embarazos y partos 
múltiples, así como las prácticas de reducción embrionaria. Procede destacar, no 
obstante, que se eliminan los límites cuantitativos que la Ley 45/2003, de 21 
noviembre había establecido para la generación de preembriones en cada ciclo 
reproductivo (tres por ciclo), limitándose ahora únicamente el número de 
preembriones a transferir. El control en la generación de preembriones se deja 
exclusivamente al amparo de criterios clínicos. 
                                              
44
 A favor de la libertad de elección se han pronunciado GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. 
en El derecho a la reproducción humana, Ed. Marcial Pons, Madrid, 1994; y 
PUIGPELAT MARTÍ, F. en “La selección de sexo, aspectos jurídicos y valoración 
crítica”, Revista de Derecho Genético H6/1997, p. 93 y ss. 
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El artículo 26.2 b) 11ª reprueba “la realización continuada de prácticas de 
estimulación ovárica que puedan resultar lesivas para la salud de las mujeres 
donantes sanas”. La estimulación ovárica consiste en la inducción de la 
ovulación femenina por medio de una inyección de hormonas que provoca una 
ovulación masiva (más de  doce óvulos por ciclo). Es un tratamiento hormonal 
que conlleva un riesgo importante en la paciente puesto que puede sufrir lesiones 
graves e incluso la muerte. Resulta destacable que sólo se sujete a control en el 
supuesto de las donantes sanas. 
 
1.2.4. Otros métodos de regulación incierta 
 
La practica de la reproducción asistida cubre un vasto campo de la 
medicina en el que caben no sólo las técnicas de manipulación extracorpórea de 
los gametos (que son las que regula la Ley de Reproducción Humana Asistida), 
sino también una serie de métodos complementarios como son la reducción 
embrionaria y la autoinseminación. 
 
La licitud de la “reducción embrionaria” debe juzgarse, según la opinión 
doctrinal mayoritaria, al amparo del sistema legal establecido en el Código Penal 
para el aborto. En esta línea cabe destacar que la práctica de la fecundación in 
vitro exige, para garantizar su éxito, fecundar y transferir a las usuarias más de 
un embrión por ciclo lo que determina una gran cantidad de embarazos 
multifetales. Ante este fenómeno la Federación Internacional de Ginecología y 
Obstetricia considera procedente la eliminación de los embriones implantados en 
gestaciones con más de dos fetos. 
 
La técnica de la “autoinseminación intravaginal” con semen fresco es muy 
sencilla de poner en practica y no requiere la manipulación de los gametos. Su 
mecanismo no conlleva riesgo de lesiones para la usuaria y su efectividad 
depende de la calidad de semen empleado y de la elección del momento en 
función del ciclo ovulatorio de la receptora. Sin embargo, pese a tratarse de una 
técnica que no conlleva riesgo alguno ni para la receptora ni para el feto, el 
legislador español, a diferencia de otros países de nuestro entorno45, ha previsto 
que los establecimientos en los que se practique cualquier modalidad de 
inseminación artificial humana deben contar con una autorización específica para 
la práctica de la misma. La doctrina considera difícil de comprender las razones 
que han llevado al legislador español a prohibir la comercialización de aparatos 
de inseminación artificial intravaginal que puedan ser utilizados en la intimidad y 
                                              
45
 En Francia no es necesario obtener licencia específica para practicar la 
inseminación artificial intravaginal con semen fresco de la pareja, conforme a la Ley 94-
654 que modifica el Código de la Salud. Lo mismo sucede en el Reino Unido, ya que el 
ámbito de aplicación de la Ley de Fertilización Humana y Embriología de 1991 se 
circunscribe a aquellas técnicas que requieran manipular los embriones y los gametos 
“fuera del cuerpo de la mujer”. 
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sin control médico por las parejas que desean procrear. Siendo notablemente 
distinto el caso de las técnicas de inseminación artificial intracervical, 
intrauterina o intratubárica, cuya puesta en práctica requiere la asistencia de un 
ginecólogo especializado; máxime si la inseminación viene acompañada de 
estimulación hormonal de la usuaria y capacitación espermática previa. 
 
1.2.5. Régimen de autorización de nuevas técnicas 
 
Como cabe deducir de lo expuesto en los apartados precedentes, la nueva 
Ley mantiene tres ámbitos de legalidad diferenciados para las técnicas de 
reproducción asistida. El primero lo ocuparían las técnicas sobre cuya  
admisibilidad y licitud no cabe duda, puesto que han sido expresamente 
refrendadas por la norma (p.e. inseminación artificial y fecundación in vitro, etc.); 
en el segundo ámbito se situarían las técnicas expresamente prohibidas (p.e. 
clonación, partenogénesis, etc.); y, en último término, quedaría un tercer grupo 
intermedio en el que se incluirían los métodos ideados tras la aprobación de la 
norma, respecto de los cuales, a diferencia de la legislación de 1988, se introduce 
un sistema flexible para autorizar su aplicación a través de una doble vía, en 
función de la calificación que merezca la nueva técnica. 
 
Así la Autoridad Sanitaria correspondiente, previo Informe favorable de la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, podrá autorizar la 
práctica provisional de una nueva técnica “tutelada como experimental”. 
 
Asimismo se habilita al Gobierno para que actualice el Anexo, previo 
Informe de la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida46, 
recogiendo los avances científicos y técnicos e incorporando las técnicas 
experimentales que hayan demostrado, mediante experiencia suficiente, reunir 
las condiciones de acreditación científica y clínica precisas para su aplicación 
generalizada. 
 
Esta segunda vía, que hasta la fecha no ha sido utilizada, ha sido objeto de 
críticas porque limita la actuación del Gobierno a un mero formalismo: “realizar 
la modificación”; y atribuye a otras autoridades administrativas, no precisadas, la 
autorización material de las nuevas técnicas, para su posterior inclusión por el 
Gobierno en el Anexo. La postura crítica47 considera que “al estar en juego 
                                              
46
 A diferencia del caso anterior, en este supuesto el Informe de la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida no es vinculante, lo que pone de manifiesto 
que ante el Gobierno la Comisión mantiene su carácter de órgano consultivo en los 
términos del artículo 20.1 de la nueva Ley, y de los artículos 1 y 3 del Real Decreto 
42/2010, de 15 enero, por el que se regula la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida. 
47
 En tal sentido JIMÉNEZ MUÑOZ, F. J. en La reproducción asistida y su 
régimen jurídico, op.cit., p. 23 y, señalando además que esta degradación de rango 
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valores y bienes constitucionales de la mayor relevancia el legislador debió 
reservarse para si la autorización”. 
 
Considerando la actual distribución de competencias, cabe concluir que la 
autorización de técnicas distintas de las previstas en el Anexo de la nueva Ley, 
con carácter provisional y experimental, en proyectos concretos, corresponderá a 
las Comunidades Autónomas siempre que cuenten con un Informe favorable de 
la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. Por su parte, la 
autorización generalizada y estable de la aplicación de nuevas técnicas 
corresponderá exclusivamente al Gobierno a través de la modificación del 
Anexo. 
 
1.3. Licencia y control de la actividad de los centros sanitarios y equipos 
biomédicos 
 
Los centros sanitarios y los equipos biomédicos españoles de reproducción 
asistida están regulados en los artículos 17 a 19 del Capítulo V de la nueva Ley 
de Reproducción Humana Asistida. 
 
En el artículo 17 de la nueva Ley, se califican los centros o servicios de 
reproducción asistida y sus dependencias, como centros y servicios sanitarios, 
rigiéndose por tanto por la normativa sanitaria48 y precisando, además de la 
autorización genérica como centro sanitario, una autorización específica para la 
práctica concreta de alguna de estas técnicas. La autorización otorgada deberá 
concretar la técnica específica cuya aplicación podrá realizarse en cada caso, que 
deberá estar incluida entre las relacionadas en el Anexo I de la Ley. 
La práctica de las técnicas no contempladas en el Anexo I deberá ser 
expresamente autorizada por la Autoridad Sanitaria Autonómica que 
                                                                                                                                    
vendría motivada por la filosofía utilitarista de la nueva Ley se pronuncia LESME 
SERRANO, C. en “Control administrativo de la actividad científica y protección de 
datos en la reproducción humana asistida”, Legislación sobre reproducción asistida: 
novedades, Cuadernos de Derecho Judicial núm. XI/2006, Consejo General del Poder 
Judicial, Madrid 2006, p. 89. 
48
 A este respecto resultan de aplicación la Ley 14/1986, de 25 de abril, General 
de Sanidad; la Ley 41/2002, de 14 noviembre, básica reguladora de la Autonomía del 
Paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación 
clínica; el Real Decreto 1277/2003, de 10 octubre, por el que se establecen las bases 
generales sobre autorización de centros, servicios, y establecimientos sanitarios; y la 
legislación autonómica aplicable. Específicamente, este Real Decreto 1277/2003, en su 
Anexo I clasifica a los centros de reproducción humana asistida entre los centros 
especializados (epígrafe C.2.5.2); y en el Anexo II los define como “centros sanitarios 
en los que equipos biomédicos especialmente cualificados realizan técnicas de 
reproducción asistida o sus derivaciones, así como los bancos de recepción, 
conservación, y distribución del material biológico humano preciso”. 
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corresponda, previo informe de la Comisión Nacional de Reproducción Humana 
Asistida, para su práctica provisional y su tutela como técnica experimental. 
 
La práctica de técnicas de reproducción asistida en centros no autorizados, 
o la realización de técnicas no incluidas en el Anexo ni autorizadas como 
experimentales, implicará la comisión de una infracción muy grave (ex. artículo 
26.2 c) 3ª y 2ª) por la que, además de la imposición de una multa por importe de 
entre diez mil euros y un millón, se contempla la posibilidad específica de 
imponer, con carácter accesorio, la clausura o cierre del centro o servicio 
infractor (ex. artículo 27.1.2). 
 
1.3.1. Licencia de actividad 
 
El régimen de autorización de la actividad médica y biológica de 
asistencia a la procreación consiste, por tanto, en un sistema de licencia única por 
centro y se integra en el régimen común de autorización de centros y servicios 
sanitarios previsto por la Ley General de Sanidad así como los reglamentos 
estatales y autonómicos que la desarrollan. No se trata de autorizaciones 
genéricas para la práctica de cualquier técnica o procedimiento relacionado con 
la asistencia médica o biológica la procreación, sino que la norma procede, con 
acierto, a imponer un sistema de autorización a los establecimientos para la 
realización de actividades concretas. A título de ejemplo: un centro que cuente 
con licencia para la práctica de inseminación artificial que desee disponer de su 
propio banco de gametos deberá solicitar una nueva autorización. 
 
Esta autorización se obtendrá conforme a lo previsto en el Real Decreto 
1277/2003, de 10 de octubre, por el que se establecen las bases generales sobre 
autorización de centros, servicios, y establecimientos sanitarios, en cuanto a los 
principios generales de autorización, y los requisitos generales que han de 
cumplir todos los centros sanitarios; y, específicamente, en el Real Decreto 
413/1996, de 1 de marzo, por el que se establecen los requisitos técnicos y 
funcionales precisos para la autorización y homologación de los centros y 
servicios sanitarios relacionados con las técnicas de reproducción humana 
asistida, debiéndose cumplir, en función del tipo de centro o servicio de que se 
trate, determinados requerimientos de equipamiento técnico de carácter básico, y 
satisfacer un perfil de conocimientos y experiencia por los profesionales que 
asuma la responsabilidad de su aplicación.  
 
En cuanto a la tipología de las licencias se distinguen cinco clases. Así 
pueden otorgarse autorizaciones para bancos de semen49, laboratorios de semen 
                                              
49
 El Anexo I del Real Decreto 1277/2003 de 10 octubre, los clasifica entre las 
unidades asistenciales, bajo el epígrafe U 29, y el Anexo II los define como “la unidad 
asistencial que bajo la responsabilidad de un facultativo tiene como finalidad la 
obtención, evaluación, conservación, y distribución de semen humano para su 
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para capacitación espermática50, unidades de inseminación artificial51, centros o 
unidades de fecundación in vitro52, y bancos de preembriones53. 
 
Procede destacar que no se contempla previsión específica para el 
diagnóstico preimplantación puesto que, como ya hemos explicado, la práctica 
rutinaria de esta técnica queda sujeta a una autorización administrativa 
individualizada que deberá ser específicamente solicitada para cada uno de los 
casos. 
 
Como aspecto novedoso con relación a la legislación anterior, ha de 
destacarse que, conforme al artículo 4.2 de la nueva Ley, la autorización deberá 
subordinarse, en todo caso, al cumplimiento de la normativa dirigida a garantizar 
la accesibilidad de las personas con discapacidad. Ha de interpretarse el concepto 
de “accesibilidad” en su sentido físico de acceso a las instalaciones de los centros 
donde se practiquen estas técnicas, puesto que la accesibilidad general de los 
discapacitados a las técnicas en sentido propio ya se contempla en la “garantía de 
no discriminación de las personas con discapacidad” que recoge la Disposición 
Adicional Quinta de la Ley. Interpretada en el sentido que, conforme a la Ley 
                                                                                                                                    
utilización en las técnicas de reproducción asistida y que desarrollan además las 
actividades precisas para la selección y control de los donantes”; definición que reitera 
la contemplada en el artículo 3 del Real Decreto 413/1996, de 1 de marzo. 
50
 En el Anexo I, el Real Decreto 1277/2003 de 10 octubre, los clasifica entre las 
unidades asistenciales bajo el epígrafe U 30, definiéndolos en el Anexo II como “la 
unidad asistencial que bajo la responsabilidad de un facultativo lleva a cabo la 
adecuación de los espermatozoides para su función reproductora”; reiterando así el 
artículo 61 del Real Decreto 413/1996, de 1 de marzo. 
51
 El Anexo I del Real Decreto 1277/2003 de 10 octubre, incluye la categoría en 
el epígrafe U 27 de las unidades asistenciales, definiéndose en el Anexo II como la 
“unidad asistencial que, bajo la responsabilidad del médico especialista en obstetricia y 
ginecología, tiene como finalidad la fecundación humana mediante inseminación 
artificial con semen fresco, capacitado, o crioconservado, procedente del varón de la 
pareja o de donante, según el caso”; definición que reproduce el artículo 81 del Real 
Decreto 413/1996 de 1 de marzo. 
52
 La categoría fecundación in vitro se incluye por el Anexo I del Real Decreto 
1277/2003 de 10 octubre, en el epígrafe U 28 de las unidades asistenciales, definiéndose 
en el Anexo II como “unidad asistencial que bajo la responsabilidad de un médico 
especialista obstetricia y ginecología y un facultativo con formación y experiencia en 
biología de la reproducción, tiene por finalidad la fecundación mediante transferencia de 
embriones, transferencia intratubárica de gametos, y otras técnicas afines previamente 
evaluadas; definición que se retoma del artículo 10.1 del Real Decreto 413/1996, de 1 
de marzo. 
53
 En el Anexo I del Real Decreto 1277/2003, de 10 octubre los clasifican en las 
unidades asistenciales bajo el epígrafe U 31, definiéndolos en el Anexo II como “la 
unidad asistencial que, bajo la responsabilidad de un facultativo, se encarga de la 
criooconservación de embriones para transferencias con fines procreadores o métodos 
de investigación/experimentación legalmente autorizados”. 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano de 




51/2003, de 2 diciembre, de igualdad de oportunidades no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad, “las personas con 
discapacidad gozarán de los derechos y facultades reconocidos en la ley de 
técnicas de reproducción asistida, no pudiendo ser discriminadas por razón de 
discapacidad en el acceso y utilización de las mismas, y debiéndoseles prestar la 
información y el asesoramiento en condiciones y formatos accesibles apropiados 
a sus necesidades”. Por otra parte, así resulta de la justificación de las enmiendas, 
que es de donde proviene este inciso final “materializar en este ámbito los 
mandatos del artículo 49 de la Constitución y de la Ley 51/2003 de 2 de 
diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación, y accesibilidad 
universal de las personas con discapacidad, a fin de que las personas con 
discapacidad vean garantizado sin discriminación su derecho al acceso a los 
centros y servicios relacionados con la reproducción asistida54”, con lo que ésta 
no sería más que una puntualización de las “medidas concretas para prevenir o 
suprimir discriminaciones, y para compensar desventajas o dificultades en 
relación con las exigencias de accesibilidad de los edificios entornos, de los 
instrumentos, equipos y tecnologías, y de los bienes y productos utilizados en el 
sector o área. En particular, la supresión de barreras a las instalaciones y la 
adaptación de equipos instrumentos” a que se refiere el apartado a) del artículo 
10.2 de la citada Ley 51/2003. 
 
En el artículo 18 de la nueva Ley se establecen las condiciones de 
funcionamiento de los centros y equipos biomédicos, con una enumeración que 
reitera aspectos ya regulados en otros puntos de la propia Ley o en otras 
normas55. En concreto se establece que los equipos biomédicos que trabajen en 
estos centros y servicios sanitarios deberán estar especialmente cualificados para 
realizar las técnicas de reproducción asistida, y contarán para ello con el 
equipamiento de los medios necesarios; se impone el ejercicio interdisciplinar de 
su actuación; y se traslada la responsabilidad directa de todo el equipo al director 
del centro servicio. 
Asimismo, se advierte que los equipos biomédicos y la dirección de los 
centros y servicios en que trabajan incurrirá en responsabilidad en caso de 
                                              
54
 Vid. Enmiendas, núm. 2, defendida por Dña. María Olaya Fernández Dávila 
del Grupo Parlamentario Mixto; núm. 20 del Grupo Parlamentario Izquierda Verde-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verde; y núm. 31 del Grupo Parlamentario 
Esquerra Republicana, que no fueron aceptadas en el Informe de la Ponencia pero que 
fueron retomadas en el Senado con idéntica justificación en la Enmienda núm. 3 del 
Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vascos que sí fue aprobada y se 
incorporó al texto. (Publicadas en el Boletín Oficial del Congreso de los Diputados, 
Serie A, número 39,  de 28 de septiembre de 2005). 
55
 Vid. Artículos 4 y 6 de la Ley y artículos 9 y 11 del Real Decreto 413/1996, de 
1 de marzo por el que se establecen los requisitos técnicos y funcionales precisos para la 
autorización de los centros y servicios sanitarios relacionados con las técnicas de 
reproducción humana asistida. 
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violación de secreto de la integridad de los donantes, realización de mala práctica 
con las técnicas de reproducción asistida o los materiales biológicos 
correspondientes, o en los supuestos en que se lesionen los intereses de donantes 
o usuarios: transmisión a los descendientes de enfermedades congénitas o 
hereditarias por haber omitido la información o los estudios establecidos que los 
hubieran evitado. Se dispone que los equipos médicos recogerán en una historia 
clínica custodiada con la debida protección y confidencialidad toda la referencia 
sobre los donantes y usuarios así como los consentimientos firmados para la 
realización de la donación o de las técnicas. Los datos de esas historias clínicas, 
excepto la identidad de los donantes, deberán ser puestos a disposición de la 
receptora y de su pareja, o del hijo nacido por estas técnicas o de sus 
representantes legales cuando llegue a su mayoría de edad, si así lo solicitan. Y 
se exige a los equipos biomédicos que realicen a los donantes y a las receptoras 
todos los estudios previstos reglamentariamente; y que cumplimenten igualmente 
los protocolos de información sobre las condiciones de los donantes o la 
actividad de los centros de reproducción asistida que se establezcan. 
 
La autorización de los equipos biomédicos españoles queda, por tanto, 
ligada al centro y a la actividad desarrollada. No se configura una licencia 
personal de actividad que el especialista pueda emplear en futuros centros. 
 
En cuanto a los medios materiales con los que deben contar los centros de 
asistencia, los Decretos españoles de desarrollo establecen los requisitos mínimos 
que tienen que reunir los diversos tipos de unidades de reproducción y los bancos 
de gametos. Estos mínimos pueden ser complementados con otras exigencias 
impuestas por las autoridades sanitarias competentes en cada Comunidad 
Autónoma. 
 
Un aspecto preocupante relativo a la autorización de los centros es el de la 
limitación de su duración y el cupo máximo de licencias que se pueden conceder. 
Ciertamente, los reglamentos no ponen límite temporal a las autorizaciones 
concedidas, de forma que la continuidad en el cumplimiento de los requisitos de 
cada centro y de cada banco autorizado se deja en manos de los cuerpos de 
inspección. No obstante, la mayoría de las Comunidades Autónomas ha optado, 
con buen criterio, por exigir que las autorizaciones se renueven cada cinco años. 
Respecto de la segunda cuestión, ha de resaltarse que las Autoridades Sanitarias 
responsables tampoco han previsto un cupo máximo de autorizaciones. En la 
actualidad constan autorizados en España un total de 203 centros sanitarios 
relacionados con técnicas de reproducción asistida, siendo 38 públicos y 165 
privados. En función del tipo de autorización, existen 126 para la fecundación in 
vitro (con banco de preembriones), 180 para la inseminación artificial, 52 para 
banco de semen, 88 para laboratorio de capacitación espermática, y 38 para la 
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recuperación de ovocitos56. La desproporción entre los servicios de titularidad 
pública y privada es evidente y la tendencia se acentúa progresivamente a medida 
que pasa el tiempo. Los centros públicos están saturados y las listas de espera 
para la realización de algunas técnicas pueden ser de varios años; como 
consecuencia, se incrementa exponencialmente el número de centros privados, 
cuyo reclamo principal consiste en ofrecer las mismas técnicas que la Sanidad 
Pública pero en menor tiempo. 
 
A la vista de los datos aportados parece conveniente que las Comunidades 
Autónomas y  el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud adopten 
criterios de racionalización de la actividad restringiendo el número máximo de 
licencias a conceder a los centros privados al igual que han hecho otros países de 
nuestro entorno como por ejemplo Francia57. 
 
Por último señalar que, en el artículo 19 de la nueva Ley, se contempla que 
los centros se someterán a auditorías externas de funcionamiento de carácter 
periódico, que evaluarán los requisitos técnicos y legales de cumplimiento, la 
información trasmitida a las comunidades autónomas a los efectos registrales, y 
los resultados obtenidos en la práctica clínica. Si bien, hasta la fecha, no se ha 
creado un cuerpo especial de inspectores con conocimientos específicos sobre la 
materia, lo que dificulta la posibilidad de detectar actuaciones susceptibles de 
sanción. 
 
1.3.2. Infracciones y sanciones 
 
Una vez expuesto el mecanismo de autorización y control de los centros de 
reproducción artificial procede examinar la respuesta que reserva el 
ordenamiento para la actividad de asistencia médica a la procreación que se 
desarrolle al margen del régimen jurídico que resulta de aplicación. La 
legislación en materia de reproducción asistida remite expresamente al régimen 
sancionador establecido por la Ley General de Sanidad58; reservándose, no 
obstante, determinados espacios para introducir supuestos especiales de 
antijuridicidad que hacen referencia a la práctica concreta de la asistencia médica 
a la reproducción. 
 
La nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida declara 
en su artículo 24.2 que las infracciones en materia de reproducción asistida serán 
                                              
56
 Cfr. Registro de Centros de Reproducción Humana Asistida. Última 
actualización a fecha 31 de diciembre de 2009. 
57
 La Comisión Nacional de Medicina y Biología de la Reproducción Francesa y 
el Comité Nacional para la Organización Sanitaria y Social han recomendado una cifra 
ideal para cada región sanitaria de 1 centro por cada 80.000 mujeres en edad de 
procrear. (Cfr. Informe del Consejo de Estado Francés de 1999 p. 28.). 
58
 Vid. Artículo 24 de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida. 
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objeto de las sanciones administrativas correspondientes, previa instrucción del 
oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de 
otro orden que puedan concurrir, y remite expresamente a lo ordenado en los 
artículos 32 y siguientes de la Ley General de sanidad. 
 
Con la finalidad de sistematizar el procedimiento vamos a tratar en primer 
lugar los supuestos antijurídicos que contempla la Ley General y, a continuación, 
examinaremos las infracciones específicas tipificadas en el Capítulo VIII de la 
nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida relacionadas 
específicamente con el mal funcionamiento de los servicios. 
 
Los artículos 35 y 36 de la Ley General de Sanidad contemplan varios 
supuestos relacionados con el funcionamiento de los servicios sanitarios públicos 
y privados que resultan de aplicación a la asistencia médica a la procreación. Los 
más importantes serían: las infracciones que se produzcan por falta de controles y 
precauciones exigibles en la actividad, servicio o instalación de que se trate (ex. 
artículo 35 b) 2ª; el incumplimiento de los requerimientos específicos que 
formulen las Autoridades Sanitarias siempre que se produzca por primera vez 
(ex. artículo 35 b) 4ª); la resistencia a suministrar datos, facilitar información, o 
prestar colaboración a las Autoridades Sanitarias o a sus agentes (ex. artículo 35 
b) 5ª); el incumplimiento reiterado de los requerimientos específicos que 
formulen las Autoridades Sanitarias (ex. artículo 36 b) 4ª); la negativa absoluta a 
facilitar información o prestar colaboración a los servicios de control e 
inspección (ex. artículo 36 b) 5ª); y la resistencia, coacción, amenaza, represalia, 
desacato o cualquier otra forma de presión ejercida sobre las Autoridades 
Sanitarias o sus agentes (ex. artículo 36 b) 6ª). 
 
En adición a las infracciones contenidas en la Ley General son también de 
aplicación las más específicas recogidas por la propia Ley de Reproducción 
Humana Asistida en su artículo 2659. Las infracciones se agrupan en las 
categorías de muy graves, graves, y la residual de leves para el incumplimiento 
de cualquier obligación o la transgresión de cualquier prohibición establecida en 
la Ley que no conste expresamente tipificada como grave o muy grave. 
 
Son infracciones “muy graves” las relacionadas en el apartado c) del 
artículo 26.2 de la Ley: permitir el desarrollo in vitro de los preembriones más 
allá del límite de catorce días siguientes a la fecundación de los ovocitos, 
descontando de ese tiempo el que pudieran haber estado críoconservados; la 
                                              
59
 Un estudio detallado sobre el cuadro de infracciones en materia de 
reproducción humana asistida lo realiza MILANS DEL BOSCH Y JORDAN DE 
URRIES, S. en “Régimen de infracciones y sanciones en la nueva Ley de reproducción 
humana asistida”, Legislación sobre reproducción asistida: novedades, Cuadernos de 
Derecho Judicial núm. XI/2006, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2006, pp. 
219-249. 
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práctica de cualquier técnica no incluida en el Anexo ni autorizada como técnica 
experimental; la práctica de técnicas de reproducción asistida en centros que no 
cuenten con la debida autorización; la investigación con preembriones humanos 
con incumplimiento de los límites, condiciones, y procedimientos de autorización 
establecidos en la Ley; y la transferencia a la mujer receptora de gametos o 
preembriones sin las garantías biológicas de viabilidad exigibles. 
 
Son infracciones “graves” recogidas en el apartado b) del artículo 26.2 de 
la Ley: vulneración por los equipos de trabajo de sus obligaciones legales en el 
tratamiento a los usuarios de estas técnicas; la omisión de la información o de los 
estudios previos necesarios para evitar lesionar los intereses de donantes o 
usuarios o la transmisión de enfermedades congénitas o hereditarias; la omisión 
de datos, consentimientos y referencias exigidas por la Ley, o la falta de 
realización de la historia clínica en cada caso; la ausencia de suministro a la 
Autoridad Sanitaria correspondiente para el funcionamiento de los Registros 
previstos en la Ley de los datos pertenecientes a un centro determinado durante 
un período anual; la ruptura de las condiciones legales de confidencialidad de los 
datos de los donantes, retribución económica de la donación de gametos y 
preembriones o su compensación económica contra lo dispuesto en la Ley; la 
publicidad o promoción que incentive la donación de células y tejidos humanos 
por parte de centros autorizados mediante la oferta de compensaciones o 
beneficios económicos; la generación de un número de hijos por donante superior 
al legalmente establecido que resulte de la falta de diligencia del centro o servicio 
correspondiente en la comprobación de los datos facilitados por los donantes o, 
en el caso de éstos, suministro de datos falsos en la identidad o la referencia a 
otras donaciones previas; el incumplimiento de las normas y garantías 
establecidas para el traslado, importación o exportación de preembriones y 
gametos entre países. 
 
La contemplación específica de las “sanciones” es una novedad que 
introduce la nueva Ley frente a la legislación de 1988 que remitía esta cuestión a 
la Ley General de Sanidad. En este sentido, conforme a lo prevenido en el 
artículo 27 de la nueva Ley las infracciones leves serán sancionadas con multa de 
hasta 1.000 €; las graves, con multa desde 1.001 € hasta 10.000 €, y las muy 
graves, con multa desde 10.001 € hasta 1.000.000 €. Se contempla además, en 
relación con determinadas infracciones, la posibilidad de imponer como pena 
adicional, acumulable a la de multa, la clausura o cierre de los centros o servicios 
en los que se practique las técnicas de reproducción humana asistida60 o la 
revocación de la autorización concedida al centro o servicio61. 
 
                                              
60
 Cfr. Artículo 26 c) 2ª y 3ª de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
61
 Cfr. Artículo 26 b) 5ª de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
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1.4. Los Registros Nacionales de Reproducción Asistida 
 
La información obtenida de los usuarios y de los donantes, así como la 
propia información generada por la actividad del centro, debe ser recogida, 
conservada y, en su caso, transmitida a los registros públicos correspondientes, 
tal y como contempla la Ley en los artículos 21 a 23. En la práctica podemos 
afirmar que se su naturaleza se identifica más con un banco o fichero de datos 
que con un registro en sentido estricto. 
 
El “Registro Nacional de Donantes de Gametos y Preembriones” previsto 
en el artículo 21 de la nueva Ley, estaba ya contemplado en la legislación de 
1988 con la finalidad de recoger datos relativos a la donación de células 
reproductoras62, y fue creado por el Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, por el 
que se establecen los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y 
usuarios relacionados con las técnicas de reproducción humana asistida, y se 
regula la creación y organización del Registro Nacional de Donantes de gametos 
y Preembriones con fines de reproducción humana. 
 
Se constituyó como un registro único integrado por las bases de datos de 
cada centro o servicio autorizado por la Comunidad Autónoma correspondiente, 
mediante su agregación en una Base Central administrada por el Ministerio de 
Sanidad, de modo que cada centro o servicio se conectará a la Base Central del 
Registro tras comunicación efectuada por la Administración Sanitaria de la 
Comunidad Autónoma respectiva a la Base Central63. 
 
El registro individual de cada donante aceptado contendrá sus datos de 
identificación personales; relacionados con el registro individual de cada 
donante, que se identificará a través de un número de clave interno, figurarán los 
siguientes datos: el número de embriones obtenidos con sus gametos y la 
identificación de las personas de las que procedieron cada uno de los gametos del 
otro sexo; los datos de identificación de los receptores de la donación de 
                                              
62
 La Disposición Final Tercera de la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida de 1988 establecía que “el Gobierno en el plazo de un año contando a 
partir de la promulgación de esta ley regulará la creación y organización de un Registro 
Nacional Informatizado de donantes de gametos y preembriones con fines de 
reproducción humana”. 
63
 Vid. Artículo 8 del Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo. Asimismo el 
artículo 14.3 del Real Decreto 413/1996, de 1 de marzo, por el que se establecen los 
requisitos técnicos y funcionales precisos para la autorización y homologación de los 
centros y servicios sanitarios relacionados con las técnicas de reproducción humana 
asistida establece que “los bancos de semen centros de inseminación artificial y los de 
fecundación invito y bancos de pre embriones deberán remitir al registro nacional de 
donantes y gametos y pre embriones, la información que se establece en el real decreto 
por el que se establecen los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y 
usuarios relacionados con las técnicas de reproducción humana asistida”. 
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gametos, bien por inseminación artificial o bien mediante fecundación in vitro 
con gametos de receptor; los datos de identificación de la mujer  receptora de 
cada uno de los preembriones obtenidos; los datos de identificación de los recién 
nacidos vivos, incluyendo las incidencias detectadas tras su nacimiento; los 
partos de recién nacidos muertos; y las interrupciones de embarazo por 
malformación o enfermedad fetal de origen genético o por otras causas. 
 
Además de la exigencia de proporcionar los datos detallados, el Decreto 
impone a los centros la obligación ulterior de realizar inventarios de sus equipos 
e instalaciones con el correspondiente protocolo de conservación y 
mantenimiento. Los accidentes y averías que acontezcan deberán hacerse constar 
para su registro e inspección (ex. artículo 14.1). 
 
Señalemos por último que la legislación recuerda a los responsables de los 
centros la obligación impuesta por la Ley General de Sanidad de custodiar la 
información relativa a los donantes y a los usuarios (ex. artículo 18.3). La 
finalidad de dicho precepto es clara. Piénsese por ejemplo en una enfermedad 
parecida por el nacido de semen de donante que requiera un trasplante o bien en 
una futura norma que autorice a los nacidos a conocer la identidad de los 
donantes etc. 
 
El procedimiento específico a seguir para la puesta en funcionamiento de 
este Registro se recoge en la Orden del Ministerio de Sanidad y Consumo de 25 
marzo de 1996, por la que se establecen las normas de funcionamiento del 
Registro Nacional de Donantes de Gametos y Preembriones con fines de 
reproducción humana. Sin embargo, el recelo de los profesionales sanitarios que 
alegaron razones de confidencialidad, ha supuesto un obstáculo insalvable que, 
hasta el momento, han impedido su puesta en marcha. 
 
El “Registro Nacional de Actividad y Resultados de los Centros y 
Servicios de Reproducción Asistida” es un Registro novedoso que se contempla 
en el artículo 22 de la nueva Ley y puede constituirse con carácter asociado o 
independiente del Registro Nacional de Donantes. 
 
Este registro de actividad, que está claramente inspirado en el Registro 
Autonómico  Catalán (FIVCAT), deberá hacer públicos con una periodicidad 
mínima anual los datos de actividad de los centros relativos al número de 
técnicas y procedimientos de diferentes tipo para los que se encuentren 
autorizados; así como las tasas de éxito en término reproductivos obtenidas por 
cada centro en cada técnica; y cualquier otro dato que se considere necesario para 
que los usuarios de las técnicas de reproducción asistida puedan valorar la 
calidad de la atención proporcionada por cada centro. Procede destacar que hasta 
la fecha, este registro tampoco ha sido constituido. 
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Como consecuencia de la falta de implementación de este Registro, se 
desconocen los resultados de la aplicación de las técnicas de reproducción 
asistida y, por tanto, es imposible la evaluación de los mismos por parte de las 
autoridades sanitarias. Por lo demás, a partir de los datos disponibles, se ha 
observado gran variabilidad en la utilización de las técnicas de reproducción 
asistida. Por ello se considere necesaria y urgente la elaboración de Guías de 
Práctica Clínica basadas en la mejor evidencia científica disponible con el fin de 
optimizar el uso de recursos, maximizando resultados con el menor grado de 
padecimiento de las pacientes. 
 
Existen, no obstante, Registros Oficiales en dos Comunidades Autónomas: 
el ya mencionado de Cataluña (FIVCAT) y otro en Andalucía (RRHA-SSPA); y 
un Registro no oficial de ámbito nacional dependiente de la Sociedad Española 
de Fertilidad en funcionamiento desde 1993 que organiza sus datos por centros. 
Tanto el Registro Catalán como el Registro dependiente de la Sociedad Española 
de Fertilidad abarcan los datos procedentes tanto de centros públicos como 
privados. Por su parte, el Registro Andaluz se centra exclusivamente en el ámbito 
de la sanidad pública. Los dos Registros Oficiales Autonómicos se configuran 
como obligatorios en el ámbito de su circunscripción, debiendo informarles de 
sus actuaciones en materia de reproducción asistida todos los centros autorizados 
radicados en sus ámbitos territoriales de aplicación. El Registro de la Sociedad 
Española de Fertilidad, obviamente, tiene carácter voluntario. 
 
El Registro Catalán, en dependencia del Servicio de Información y 
Estudios del Departamento Catalán de Salud, funciona desde 1994 y en su 
configuración actual lo hace desde el año 2001. Recoge de los centros y servicios 
autorizados la información individualizada y confidencial, estableciendo un 
Sistema de información sobre reproducción humana asistida a través de un 
Informe Anual que publica en Internet64. 
 
El Registro de Reproducción Humana Asistida del Sistema Sanitario 
Público de Andalucía se creó por la Orden de la Consejería de salud de 17 de 
diciembre 2007 por la que se crea al fichero automatizado de datos de carácter 
personal denominado Registro de Reproducción Humana Asistida del Sistema 
Sanitario Público de Andalucía, siendo descrito en el Registro de la Agencia 
Española de Protección de Datos con la finalidad de “información y seguimiento 
de carácter sanitario administrativo de las técnicas de reproducción humana 
asistida, y de la ordenación de la accesibilidad, coordinación y efectividad de la 
asistencia”. Este Registro se encuentra todavía pendiente de un desarrollo 
normativo que establezca su régimen de funcionamiento, motivo por el cual no se 
ha publicado todavía ningún Informe. 
                                              
64
 El último Informe publicado corresponde a los datos de 2008 y está disponible 
en [http://www.gencat.cat/salut/fivcat2008.pdf]. 
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Fuera ya de las previsiones de la Ley de 2006 hemos de mencionar la 
existencia de un tercer Registro sobre la materia; el “Registro Nacional de 
Centros y Servicios Sanitarios relacionados con las Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida”, cuya información se elabora a partir del Registro General de 
Centros, Establecimientos, y Servicios Sanitarios gestionado por el Instituto de 
Información Sanitaria del Ministerio de Sanidad y Política Social. Este Registro 
fue creado en virtud de la Disposición Adicional Única del Real Decreto 
413/1996 de 1 de marzo, por el que se establecen los requisitos técnicos y 
funcionales precisos para la autorización y homologación de los centros y 
servicios sanitarios relacionados con las técnicas de reproducción humana 
asistida, y es el único de ámbito nacional que está en funcionamiento y que se 
relaciona expresamente con esta materia. La información del Registro facilitada 
por las diferentes Comunidades Autónomas está actualizada a fecha 31 diciembre 
200965. Con todo, hay un aspecto en el que este Registro no es fiable: el de la 
inseminación artificial, que se practica sin licencia en consultas y centros 
médicos privados que escapan al control estadístico66. 
 
1.5. La Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida 
 
La Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida se configura 
como un órgano colegiado permanente de carácter consultivo; estableciéndose su 
objeto, composición y funciones actuales en el artículo 20 de la nueva Ley. Al 
igual que en la legislación anterior, su estructura y funcionamiento se concretó 
por vía reglamentaria en virtud del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que 
se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida como órgano 
adscrito a la Dirección General de Terapias Avanzadas y Trasplantes del 
Ministerio de Sanidad y Política Social (en la actualidad, el Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad). 
 
El artículo 20.6 de la nueva Ley, en la línea de la legislación anterior67, 
faculta a las Comunidades Autónomas para crear Comisiones homólogas, 
reguladas por sus correspondientes Autoridades Sanitarias; especificando que 
tendrán la consideración de comisiones “de soporte y referencia” de la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida, y colaborarán con el Comité 
Nacional en el ejercicio de sus funciones68. 
                                              
65
 Puede consultarse en http://www.cnrha.mspsi.es/registros/centros.htm 
66
 Vid. I Informe de la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida 
(1998). 
67
 El Real Decreto 415/1997, de 21 de marzo, en virtud del cual se creó y puso 
en funcionamiento la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, 
posibilitaba, en su artículo 12, que las Comunidades Autónomas creasen Comisiones 
homólogas reguladas por sus correspondientes Autoridades Sanitarias.  
68
 Respetando el orden cronológico de su creación cabe citar: la Comisión 
Asesora sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida de Cataluña, creada por la 
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Las bases de la composición del Comité Nacional se regulan en el artículo 
20.2 de la nueva Ley. Al igual que en la legislación anterior, se prevé que haya 
representantes del Gobierno, de las Comunidades Autónomas, de la 
Administración, de distintas sociedades científicas relacionadas con la fertilidad 
humana, y un Consejo de amplio espectro social. Además del Presidente y del 
Vicepresidente, cargos respectivamente ocupados por el Secretario General de 
Sanidad69, y por el Director General de Terapias Avanzadas70; la Comisión está 
compuesta por otros veintidós miembros: una Secretaría, que será ocupada por 
designación del Presidente71; y las Vocalías, integradas por representantes 
designados por el Gobierno de la Nación72; las Comunidades Autónomas73; las 
distintas sociedades científicas74; y por entidades75, corporaciones 
                                                                                                                                    
Orden del Departamento de Salud y Seguridad Social de 25 de mayo de 1992 
(publicada el 17 de junio de 1992 en el Diario Oficial de la Generalitat de Catalunya); la 
Comisión Canaria de Reproducción Humana Asistida, creada en virtud del Decreto 
58/1999, de 8 de abril (publicada el 20 de abril de 1999, en el Boletín Oficial de 
Canarias); la Comisión de Reproducción Humana Asistida de la Comunidad 
Valenciana, creada por la Orden de 1 de febrero de 2005, de la Consellería de Sanidad 
(publicada el día 29 de marzo de 2005 en el Diario Oficial de la Comunidad de 
Valencia); la Comisión de Técnicas de Reproducción Humana Asistida del Servicio 
Murciano de Salud, creada ex. Resolución de fecha 6 de mayo de 2008, del Director 
Gerente del Servicio Murciano de Salud (publicada el 21 de junio de 2008 en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia); y la Comisión Extremeña de Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, creada en virtud del Decreto 71/2011, de 13 de mayo, 
(publicado el 19 de mayo de 2011 en el Diario Oficial de Extremadura). 
69
 Conforme al artículo 7 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que se 
regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
70
 Conforme al artículo 8 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que se 
regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
71
 Conforme al artículo 9 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que se 
regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
72
 Conforme al artículo 2.2 a) del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que 
se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, tres representantes: 
uno a propuesta del Ministerio de Sanidad y Política Social; otro a propuesta del 
Ministerio de Justicia; y otro a propuesta del Ministerio de Igualdad. Dado que las 
competencias de éste se asumieron por el primero, corresponde ahora al Ministerio de 
Sanidad Servicios Sociales e Igualdad la propuesta de los dos representantes. 
73
 Conforme al artículo 2.2 b) de del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el 
que se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, cuatro 
representantes, designados por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 
de entre los propuestos por las Comunidades Autónomas. 
74
 Conforme al artículo 2.2 e) del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que 
se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, cinco 
representantes, designados por sociedades científicas de ámbito estatal, relacionadas con 
la fertilidad humana, la obstetricia y ginecología, y las técnicas de reproducción humana 
asistida, cada una de las cuales designará a un representante. En concreto, las citadas 
sociedades son: Sociedad Española de Ginecología y Obstetricia; Sociedad Española de 
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profesionales76, y asociaciones y grupos de representación de consumidores y 
usuarios relacionados con los distintos aspectos científicos, jurídicos y éticos de 
la aplicación de estas técnicas77. Todos los miembros son nombrados por el 
Ministro de Sanidad por un período de cuatro años renovable por otros cuatro, 
previa conformidad del citado Ministro78. Como novedad, respecto de la 
legislación anterior, se introduce que en la designación de los miembros se 
intentará cumplir, en la medida de lo posible, con el principio de presencia 
equilibrada de hombres y mujeres79. 
 
Los cometidos más importantes de las personas designadas se concretan en 
tres: asesorar y orientar sobre la utilización de las técnicas de reproducción 
humana asistida; contribuir a la actualización y difusión de los conocimientos 
científicos y técnicos en esta materia; y elaborar los criterios funcionales y 
estructurales de los centros y servicios donde las técnicas se realizan.  
 
Con independencia de los órganos unipersonales citados, la Comisión se 
organiza en un Pleno80 (integrado por la Presidencia, Vicepresidencia, Secretaría 
y Vocalías); y un Comité Técnico Permanente81 (integrado por el Presidente a su 
delegado, el Secretario, y los Vocales designados por la Sociedad Española de 
Fertilidad, la Asociación para el Estudio de la Biología de la Reproducción, la 
Asociación Española de Genética Humana, el Ministerio de Justicia, y la 
Organización Nacional de Trasplantes). La función principal del Comité Técnico 
                                                                                                                                    
Fertilidad; Sociedad Española de Andrología; Asociación para el Estudio de la Biología 
de la Reproducción; y Asociación Española de Genética Humana. 
75
 Conforme al artículo 2.2 c) y d) del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el 
que se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, dos 
representantes: uno experto en bioética, designado por el Comité de Bioética de España; 
y otro designado por la Organización Nacional de Trasplantes. 
76
 Conforme al artículo 2.2 f) del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que 
se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida: tres representantes, 
designados uno por cada uno de los tres Consejos Generales de los colegios 
profesionales competentes en estas materias: el Consejo General de Colegios Oficiales 
de Médicos, el Consejo General de Colegios Oficiales de Biólogos, y el Consejo 
General de la Abogacía. 
77
 Conforme al artículo 2.2.g) del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que 
se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida, un representante 
designado por el Consejo de Consumidores y Usuarios. 
78
 Vid. Artículo 2.3 de la nueva Ley y 2.4 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, 
por el que se regula la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
79
 Vid. Artículo 2.5 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que se regula 
la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
80
 Vid. Artículo 6 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que se regula la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
81
 Vid. Artículo 10 del Real Decreto 42/2010, de 15 enero, por el que se regula la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida. 
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será estudiar, analizar y elevar al Pleno las propuestas de Informe en los casos en 
que tenga carácter preceptivo. 
 
En el sentido de lo expuesto, a título voluntario82, podrán recabar el 
Informe o asesoramiento de la Comisión, los órganos de gobierno de la 
Administración General del Estado y de las Comunidades Autónomas; las 
distintas Comisiones Autonómicas de naturaleza homóloga; y los propios centros 
y servicios sanitarios autorizados para la aplicación de técnicas de reproducción 
asistida concretas, sobre cuestiones relacionadas con su práctica. En este último 
caso, el Informe deberá solicitarse a través de la Autoridad Sanitaria que haya 
otorgado la autorización al centro o servicio para la aplicación de las técnicas 
correspondientes. 
 
Asimismo será preceptivo, pero no vinculante, el Informe de la Comisión 
Nacional en el procedimiento de elaboración de disposiciones generales que 
versan sobre materias previstas en la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida o que estén directamente relacionadas con la reproducción 
humana asistida83; respecto de la fijación de las cuantías de las compensaciones 
económicas resarcitorias a los donantes a fin de garantizar el respeto al carácter 
gratuito de la donación84; y en cualquier otro supuesto legal o 
reglamentariamente previsto85. 
 
La nueva Ley delega en la Comisión funciones de gran importancia 
contemplando expresamente el carácter preceptivo y vinculante de sus Informes 
en los siguientes supuestos: para la autorización de una técnica de reproducción 
humana asistida con carácter experimental que no esté recogida en el Anexo de la 
nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida86; para la 
autorización ocasional, de casos concretos y no previstos legalmente, de las 
técnicas de diagnóstico preimplantacional87; para la autorización de las técnicas 
de diagnóstico preimplantacional cuando se pretendan practicar en combinación 
con la determinación de los antígenos de histocompatibilidad de los 
                                              
82
 Vid. Artículo 20.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
83
 Vid. Artículo 20.4.e) de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
84
 Vid. Artículo 5.3 in fine de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
85
 Vid. Artículo 20.4.f) de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. En este supuesto el carácter de los Informes podrá ser vinculante o no 
en función de las características de la correspondiente previsión legal o reglamentaria. 
86
 Vid. Artículo 2.2 nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida.  
87
 Vid. Artículo 12.2 nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida.  
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preembriones in vitro con fines terapéuticos para terceros88; para la realización de 
intervenciones con fines terapéuticos en el preembrión vivo in vitro89; y para la 
autorización de proyectos de investigación en materia de reproducción asistida90. 
En estos casos la Comisión abandona su naturaleza meramente consultiva para 
adoptar una función netamente decisoria. 
 
En sentido inverso, la Comisión Nacional deberá ser informada por las 
Autoridades Sanitarias, con una periodicidad semestral, de las prácticas de 
diagnóstico preimplantaciónal llevadas a cabo para la detección de enfermedades 
hereditarias graves, de aparición precoz y no susceptibles de tratamiento curativo 
postnatal con arreglo a los conocimientos científicos actuales, con objeto de 
llevar a cabo la selección embrionaria de los preembriones no afectos para su 
transferencia o para la detección de otras alteraciones que puedan comprometer 
la viabilidad del preembrión91. Asimismo, con carácter anual deberá ser 
informada de los datos recogidos en los Registros Nacionales de Reproducción 
Asistida92. 
 
1.6. Protección jurídica de los participantes 
 
Como detallaremos a continuación, la legislación en materia de 
reproducción humana asistida otorga especial protección a los usuarios de las 
técnicas en dos aspectos concretos. Por una parte, detalla la información y los 
términos del consentimiento debidos para el acceso a los programas de 
procreación artificial, la utilización concreta de las técnicas, y la elección del 
destino de los gametos y preembriones crioconservados. Y, por otra parte, 
garantiza la confidencialidad de los datos de los usuarios de las técnicas 
imponiendo el deber de secreto relativo a los datos sanitarios. 
 
1.6.1. El consentimiento informado 
 
La nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida incardina 
la información y el consentimiento que, respectivamente, deben recibir y prestar 
los participantes en los programas de asistencia a la procreación en sus artículos 
3, 5 y 6. 
                                              
88
 Vid. Artículo 12.2 in fine nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida.  
89
 Vid. Artículo 13.3 nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
90
 Vid. Artículo 15.1.d) nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
91
  Vid. Artículo 20.5 en relación con el artículo 12.1 in fine de la nueva Ley 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
92
  Vid. Artículo 20.5 en relación con los artículos 21 y 22 de la nueva Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
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1.6.1.1. Obligación de informar 
 
La información médica es un requisito imprescindible para la validez del 
consentimiento del paciente sobre el proceso de su tratamiento, ya que éste no 
puede decidir sobre el tratamiento propuesto si previamente no recibe 
información adecuada sobre la enfermedad que padece, el tratamiento indicado 
para paliarla o superarla, y los riesgos inherentes al mismo. El derecho a la 
información forma parte del derecho a la protección de la salud, que es, a su vez, 
un derecho de la personalidad93. 
 
La Ley General de Sanidad y más recientemente la Ley 41/2002 básica 
reguladora de la Autonomía del Paciente94, regulan el deber de informar, de 
manera genérica, para todo tipo de pacientes y tratamientos. A su vez, el 
“derecho a la información” debe ser interpretado a la luz de las disposiciones del 
Convenio de Biomedicina del Consejo de Europa, cuyo artículo 5 establece, 
como regla general, que “una intervención en el ámbito de la sanidad sólo podrá 
efectuarse después de que la persona afectada haya dado su libre e informado 
consentimiento. Dicha persona deberá recibir previamente una información 
adecuada acerca de la finalidad y la naturaleza de la intervención, así como sobre 
su riesgos y consecuencias”. 
 
La nueva Ley de Reproducción Humana Asistida reconoce expresamente 
en su artículo 3 este derecho en favor de los usuarios de las técnicas (la mujer 
receptora y, si la tiene, su pareja) y también, acertadamente, en favor de los 
donantes de gametos y preembriones. En concordancia con las especialidades 
predicables de la medicina no curativa, la norma citada impone la obligación de 
                                              
93
 SÁNCHEZ CARO, J. en “El derecho a la información en la relación sanitaria: 
aspectos civiles”, La Ley núm. 942, 1993. 
94
 El artículo 4 de la Ley 41/2002 dispone en relación al derecho a la 
información asistencial: “1. Los pacientes tienen derecho a conocer, con motivo de 
cualquier actuación en el ámbito de su salud, toda la información disponible sobre la 
misma, salvando los supuestos exceptuados por la Ley. Además, toda persona tiene 
derecho a que se respete su voluntad de no ser informada. La información, que como 
regla general se proporcionará verbalmente dejando constancia en la historia clínica, 
comprende, como mínimo, la finalidad y la naturaleza de cada intervención, sus riesgos 
y sus consecuencias. 2. La información clínica forma parte de todas las actuaciones 
asistenciales, será verdadera, se comunicará al paciente de forma comprensible y 
adecuada a sus necesidades y le ayudará a tomar decisiones de acuerdo con su propia y 
libre voluntad. 3. El médico responsable del paciente le garantiza el cumplimiento de su 
derecho a la información. Los profesionales que le atiendan durante el proceso 
asistencial o le apliquen una técnica o un procedimiento concreto también serán 
responsables de informarle”. (Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
Autonomía del Paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica, publicada el 15 de noviembre de 2002 en el Boletín Oficial del 
Estado). 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano de 




informar a los participantes sobre múltiples cuestiones extrasanitarias. En este 
sentido, el artículo 3.3 de la nueva Ley obliga tanto a los equipos biomédicos 
autorizados, como a los responsables de los centros o servicios sanitarios donde 
se realizan las técnicas, a proporcionar “en condiciones adecuadas que facilite su 
comprensión, información y asesoramiento sobre las técnicas”. Especificando 
que la citada información deberá “facilitarse tanto a quienes deseen recurrir a 
ellas como a quienes en su caso vayan a actuar como donantes, y se extenderá a 
los aspectos biológicos, jurídicos y éticos de aquéllas” (en referencia a las 
técnicas). Concretando, asimismo, que en el contenido de la citada información 
deberá precisarse “la información relativa a las condiciones económicas del 
tratamiento”. A su vez, el artículo 7.2 del Real Decreto 412/1996 ordena al 
centro que proporcione “información completa sobre las diversas opciones 
técnicas de reproducción asistida, posibilidades y servicios a su alcance, 
beneficios y efectos secundarios posibles, estadísticas disponibles y resultados de 
las investigaciones, así como cualquier otro dato que pueda existir al objeto de 
tomar una decisión adecuadamente informada y responsable”. 
 
Procede destacar que la información debida a los usuarios y a los donantes 
es distinta. Siendo más amplia la que debe proporcionarse a los usuarios puesto 
que abarca no sólo los aspectos clínicos de la aplicación de las diversas técnicas 
de reproducción asistida, sino también otro tipo de indicaciones que orientarán a 
la mujer receptora o a la pareja en la toma de decisión de su estrategia ante la 
infertilidad. En este sentido, conforme a lo prevenido en el artículo 3.1, la mujer 
receptora deberá ser informada sobre las tasas de éxito95, sobre los riesgos 
generales, sobre los riesgos relacionados con el cuadro clínico concreto que 
presenta, y también sobre las consecuencias médicas, psicológicas, y económicas 
que pueda conllevar el sometimiento a las técnicas. 
 
A diferencia de la legislación anterior se incluye en el artículo 6.2 de la 
nueva Ley la obligación de informar a la mujer receptora “en todo caso, de los 
posibles riesgos, para ella misma durante el tratamiento y el embarazo, y para la 
descendencia que se puedan derivar de la maternidad a una edad clínicamente 
inadecuada96”. Procede resaltar que el precepto establece con carácter 
                                              
95
 Los formularios de consentimiento informado de la fecundación in vitro con 
transferencia de embriones recomendados por la Comisión nacional de Reproducción 
Humana Asistida, contemplan un apartado en el que el otorgante del consentimiento 
debe ser informado sobre las posibilidades de concepción, de embarazo, y de 
nacimiento que le proporcionan las estadísticas de esta técnica. COMISIÓN 
NACIONAL DE REPRODUCCIÓN HUMANA ASISTIDA, I Informe Anual, op. cit. 
anexo II p. 87. Esta exigencia se repite en los formularios recomendados por la 
Sociedad Española de Fertilidad. Cfr. en http://www.sefertilidad.com 
96
 Procede destacar que no se ha fijado en España una edad máxima para la 
utilización de estas técnicas remitiéndose en cada supuesto al criterio médico. Al 
respecto JIMENEZ MUÑOZ observa que la Ley “permite la aplicación de las técnicas 
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omnicomprensivo que esa información se suministrará “en todo caso”, es decir, 
con independencia de la edad de la mujer receptora. Al respecto hubiera sido más 
correcto disponer que sólo fuera obligatorio proporcionar la citada información 
en los casos en que la mujer receptora esta incursa en esa inadecuación clínica de 
edad para la maternidad. 
 
Debe subrayarse que la asistencia médica a la reproducción presenta 
determinadas especificidades que la hacen acreedora de un régimen diferenciado 
con respecto al principio general de información y consentimiento del paciente. 
Como señala ALKORTA IDIAKEZ, “la particularidad de los procedimientos de 
asistencia a la procreación se debe al hecho de estar a caballo entre la medicina 
de deseo y la medicina reparadora puesto que la infertilidad no es una 
enfermedad que afecta a la salud de las personas y, por otra parte, la asistencia 
médica a la procreación tampoco es una terapia curativa puesto que no está 
dirigida a restituir el funcionamiento anormal de los órganos reproductores 
limitándose a paliar sus consecuencias97”. Del propio bloque normativo que 
estamos analizando se desprende que los tratamientos no terapéuticos exigen a 
los médicos responsables un esfuerzo informativo adicional. A diferencia de lo 
que ocurre en los tratamientos terapéuticos, en la medicina reproductiva no hay 
excepciones ni limitaciones a la información98, que debe ampliarse al máximo 
incluyendo los riesgos improbables. Y, tratándose de tratamientos 
extraterapéuticos, tampoco cabe la posibilidad de proporcionar la información 
requerida a un sustituto de los usuarios. 
 
Con base en lo expuesto cabe concluir que el tipo de información 
proporcionada a los usuarios debe inscribirse en una concepción amplia de la 
tecnología reproductiva, entendida como un recurso más en el tratamiento 
                                                                                                                                    
aún en los casos de edades inadecuadas, privilegiando el deseo de acceder a la 
maternidad por encima de los riesgos. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op.cit., p. 47 nota 80). 
97
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, 
op.cit. p. 233. Sobre la concepción de la medicina reproductiva como medicina de deseo 
cfr. IGLESIAS PAÍS, M. en “Fundamentos jurídico-constitucionales y contenido de los 
derechos de consentimiento y de información en la ley de técnicas de reproducción 
asistida”, Reproducción Asistida: Promesas, Normas y Realidad, Ed. Trotta, Madrid, 
2001, pp. 133-163. 
98
 La Ley 41/2002 contempla en su artículo 5.4 la limitación de la información 
en los siguientes términos: “El derecho a la información sanitaria de los pacientes puede 
limitarse por la existencia acreditada de un estado de necesidad terapéutica. Se 
entenderá por necesidad terapéutica la facultad del médico para actuar profesionalmente 
sin informar antes al paciente, cuando por razones objetivas el conocimiento de su 
propia situación pueda perjudicar su salud de manera grave. Llegado este caso, el 
médico dejará constancia razonada de las circunstancias en la historia clínica y 
comunicará su decisión a las personas vinculadas al paciente por razones familiares o de 
hecho”. 
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integral de la esterilidad. La información debe servir para evitar el dirigismo 
médico y para facilitar que la pareja, o la mujer, puedan tomar una decisión libre 
para hacer frente a la falta de descendencia, dentro del amplio abanico de 
posibilidades que existen al margen del recurso a las técnicas de reproducción 
asistida. 
 
Por su parte, el artículo 5.4 de la nueva Ley obliga a los centros y a los 
equipos biomédicos a poner al corriente a los donantes de gametos y 
preembriones de las posibles consecuencias y finalidades de su acción. 
Estableciendo, asimismo, que la donación se formalizará a medio de contrato 
escrito entre el donante y el centro autorizado. A su vez el Real Decreto 
412/1996 prevé en su artículo 2.3 que “la donación se formalizará mediante 
contrato escrito previa información por protocolo de consentimiento informado 
de los fines y consecuencias del acto, así como de los procedimientos y estudios 
a los que será sometido el donante”. 
 
Señalaremos en último término, que la información deberá suministrarse a 
los participantes en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el 
principio del diseño para todos, de manera que resulten accesibles y 
comprensibles a las personas con discapacidad99; y que, de acuerdo con la Ley 
sobre Autonomía del Paciente, el proceso informativo y la anuencia del paciente 
con respecto al tratamiento propuesto tienen que reflejarse en la historia clínica, 
especialmente cuando se trata de consentimientos que deben prestarse por 
escrito, como es el caso de los programas de asistencia a la procreación100. En 
estos casos la información general que deben conocer los participantes está 




1.6.1.2. Consentimiento a la realización de las técnicas 
 
El consentimiento al acto médico es el elemento básico de todo 
tratamiento sanitario y actúa como requisito necesario para la licitud de la 
intervención médica sobre el cuerpo. Este principio está recogido en la Ley sobre 
la Autonomía del Paciente que exige su prestación con carácter previo al 
tratamiento101, salvo cuando la falta de intervención suponga un riesgo para la 
                                              
99
 En cumplimiento de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa 
a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(publicada el 2 de agosto de 2011 en el Boletín Oficial del Estado) 
100
 SÁNCHEZ CARO,J. en “El derecho a la información en la relación sanitaria: 
aspectos civiles”, op.cit., p. 137. 
101
 Sobre el “consentimiento informado”, vid. artículo 8 de la Ley 41/2002: “1. 
Toda actuación en el ámbito de la salud de un paciente necesita el consentimiento libre 
y voluntario del afectado, una vez que, recibida la información prevista en el artículo 4, 
haya valorado las opciones propias del caso. 2. El consentimiento será verbal por regla 
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salud pública, cuando el interesado no esté capacitado para tomar la decisión, y 
también cuando la urgencia no permita demoras102.  
 
El alcance del consentimiento debe limitarse cuidadosamente a la hora de 
analizar los supuestos de reclamación de responsabilidad civil sobre todo en el 
ámbito de la medicina privada. El haber prestado un consentimiento libre e 
informado sobre los riesgos no obliga al participante a asumir cualquier 
consecuencia indeseada de la aplicación de la tecnología biomédica. En cambio 
la falta de un consentimiento suficientemente informado puede dar lugar a la 
responsabilidad del facultativo y del centro asistencial.  
 
El hecho que encuadra la medicina reproductiva en el ámbito de una 
medicina de deseo o satisfactiva supone que la misma queda al margen de los 
tratamientos sanitarios obligatorios, y que el consentimiento del participante es 
necesario siempre y en todo caso sin que quepa su sustitución por razón de 
urgencia y/o de salud pública. 
 
Examinados los principios precedentes podemos comprobar que, en lo 
referente a la aplicación de las técnicas, la nueva Ley se refiere al consentimiento 
en varios de sus preceptos: aceptación de la aplicación de las técnicas (ex. 
artículo 3.4 y 6.1); solicitud de suspensión del procedimiento antes de la 
                                                                                                                                    
general. Sin embargo, se prestará por escrito en los casos siguientes: intervención 
quirúrgica, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasores y, en general, 
aplicación de procedimientos que suponen riesgos o inconvenientes de notoria y 
previsible repercusión negativa sobre la salud del paciente. 3. El consentimiento escrito 
del paciente será necesario para cada una de las actuaciones especificadas en el punto 
anterior de este artículo, dejando a salvo la posibilidad de incorporar anejos y otros 
datos de carácter general, y tendrá información suficiente sobre el procedimiento de 
aplicación y sobre sus riesgos. 4. Todo paciente o usuario tiene derecho a ser advertido 
sobre la posibilidad de utilizar los procedimientos de pronóstico, diagnóstico y 
terapéuticos que se le apliquen en un proyecto docente o de investigación, que en 
ningún caso podrá comportar riesgo adicional para su salud. 5. El paciente puede 
revocar libremente por escrito su consentimiento en cualquier momento”. 
102
 Sobre los “límites del consentimiento informado”, vid. artículo 9.2 de la Ley 
41/2002: “Los facultativos podrán llevar a cabo las intervenciones clínicas 
indispensables en favor de la salud del paciente, sin necesidad de contar con su 
consentimiento, en los siguientes casos: a) Cuando existe riesgo para la salud pública a 
causa de razones sanitarias establecidas por la Ley. En todo caso, una vez adoptadas las 
medidas pertinentes, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 3/1986, se 
comunicarán a la autoridad judicial en el plazo máximo de 24 horas siempre que 
dispongan el internamiento obligatorio de personas. b) Cuando existe riesgo inmediato 
grave para la integridad física o psíquica del enfermo y no es posible conseguir su 
autorización, consultando, cuando las circunstancias lo permitan, a sus familiares o a las 
personas vinculadas de hecho a él”. 
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transferencia embrionaria (ex. artículo 3.5); consentimiento del cónyuge varón de 
la receptora de las técnicas (ex. artículo 6.3); y contenido e incidencias del 
consentimiento de los donantes de gametos y preembriones (ex. artículo 5). 
 
Al objeto de sistematizar el análisis del consentimiento a la aplicación de 
las técnicas de reproducción asistida recogido en la nueva Ley describiremos 




Las técnicas de procreación asistida comprenden toda una serie de actos e 
intervenciones médicas y biológicas de carácter y finalidad diversa. No obstante, 
es importante tener en cuenta que, en el ámbito reproductivo, la costumbre 
médica tiende a subsumir en un solo procedimiento ideal el conjunto de actos 
clínicos encaminados a la consecución del embarazo, sin distinguir si se trata de 
un procedimiento de inseminación artificial (con gametos de la pareja o con 
gametos donados); o bien de un procedimiento más complejo como es p.e. el de 
fecundación in vitro con transferencia de embriones (propios o donados). En este 
sentido, la virtualidad del programa reside en garantizar que los equipos que 
ejecutan los distintos ciclos de reproducción artificial puedan llevar a cabo todas 
las actuaciones necesarias para lograr el embarazo bajo un mismo procedimiento 
y con un único acto de consentimiento. 
 
Al efecto de recabar tal “macroconsentimiento” la legislación de 1988 
previó la creación de formularios unificados que deberían ser firmados bien por 
ambos miembros de la pareja solicitante, o bien por la mujer sola103. En la misma 
línea de actuación, el artículo 3.4 de la nueva Ley establece que la aceptación de 
la aplicación de las técnicas de reproducción asistida por cada mujer receptora 
quedará reflejada por escrito, en un formulario de consentimiento informado en 
el que se hará mención expresa de todas las condiciones concretas de cada caso 
en que se lleve a cabo su aplicación. Y, en el mismo sentido, el artículo 5.4 
                                              
103
 La letra b) de la Disposición Final Primera de la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida ordenaba al Gobierno que promulgase “los protocolos de 
información de los donantes y usuarios relacionados con estas técnicas, a cumplimentar 
por los Equipos Biomédicos”. Sin embargo, el Real Decreto 412/1996 que dio 
cumplimiento a este mandato, en su artículo 7.2, se limitó a disponer que “el centro 
vendrá obligado a informar suficientemente a las usuarias por personal debidamente 
capacitado sobre estos aspectos, y, en concreto, deberá proporcionar información 
completa sobre las diversas opciones técnicas de reproducción asistida, posibilidades y 
servicios a su alcance, beneficios y efectos secundarios, posibles estadísticas 
disponibles y resultados de investigaciones, así como cualquier otro dato que pueda 
existir al objeto de tomar una decisión adecuadamente informada y responsable. Por vía 
reglamentaria tampoco se elaboró el modelo de formulario para la prestación del 
consentimiento informado. 
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extiende la prestación del mismo a los donantes de gametos y preembriones. En 
ambos casos, conforme a lo establecido en los artículos 5.4 y 6.4 de la nueva 
Ley, los formularios de consentimiento informado deberán realizarse en formatos 
adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para todos, 
de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con 
discapacidad104. 
 
La legislación de 1988 delegó indirectamente la competencia en materia 
de elaboración de los formularios modelo de consentimiento informado en la 
Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida105, que así los propuso en 
su I Informe de 1998 contemplando los supuestos de aplicación de las técnicas 
expresamente enunciadas en la Ley. Con el fin de garantizar la buena práctica de 
la tecnología reproductiva en el citado Informe se propusieron los siguientes: 
“modelo de consentimiento para el tratamiento de inseminación artificial con 
semen de pareja”; “modelo de consentimiento para el tratamiento de 
inseminación artificial con semen de donante”; y “modelo de consentimiento 
para el tratamiento mediante fecundación in vitro con transferencia de 
preembriones”. En sentido positivo cabe resaltar que, a pesar de no tener carácter 
obligatorio, su uso se generalizó y se extendieron por la práctica totalidad de los 
centros. En sentido negativo debe destacarse que estos protocolos de 
consentimiento recomendados por la Comisión Nacional mezclaban supuestos de 
mera información con actos médicos efectivamente consentidos106. 
 
Los formularios de consentimiento informado propuestos tres años más 
tarde por la Sociedad Española de Fertilidad supusieron una mejora importante 
por su adecuación a las especificidades de las técnicas107. La adopción de sus 
Protocolos es puramente voluntaria, no obstante, al tratarse de la asociación que 
agrupa a la mayor parte de los centros especializados en fertilidad, públicos y 
                                              
104
 En cumplimiento de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa 
a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(publicada el 2 de agosto de 2011 en el Boletín Oficial del Estado). 
105
 Si bien el Real Decreto 415/1997 no asignó explícitamente a la Comisión la 
elaboración de los citados formulario modelo, la imprecisión del artículo 4.6 relativo a 
los protocolos de funcionamiento de los centros, permitió considerar incluida esta 
función. 
106
 Una valoración crítica de los Protocolos de consentimiento informado 
diseñados por la Comisión nacional de Reproducción Humana Asistida la realiza 
ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op.cit., 
p.p. 236 y 237. 
107
 Cfr. comentarios a los formularios de la Sociedad Española de Fertilidad en 
ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación Jurídica de la Medicina Reproductiva, op.cit., 
p.p. 237-239; y ABELLÁN GARCÍA-SÁNCHEZ, F. en Protocolos de consentimiento 
informado de la sociedad española de fertilidad, SOCIEDAD ESPAÑOLA DE 
FERTILIDAD, Madrid, 2002, [http//.www.sefertilidad.com]. 
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privados, de España su incidencia es considerable. En la actualidad los 
formularios modelo de consentimiento informado propuestos por la Sociedad 
Española de Fertilidad son los siguientes: “modelo de consentimiento para 
tratamiento que induzca la ovulación”; “modelo de consentimiento para  
tratamiento de inseminación artificial con semen de pareja”; “modelo de 
consentimiento para tratamiento de inseminación artificial con semen de 
donante”; “modelo de consentimiento para procedimeinto de fecundación in vitro 
con transferencia embrionaria”; “modelo de consentimiento para procedimiento 
de fecundación in vitro con transferencia embrionaria procedente de donante”; 
“modelo de consentimiento para  procedimiento de fecundación in vitro con 
transferencia embrionaria en mujer sola”; “modelo de consentimiento para 
procedimiento de fecundación in vitro mediante microinyección espermática”; 
“modelo de consentimiento para procedimiento de fecundación in vitro mediante 
microinyección espermática en mujer sola”; “modelo de consentimiento para 
procedimiento de fecundación in vitro  mediante microinyección espermática con 
intervención de donante”; “modelo de consentimiento para conservación y 
almacenamiento de embriones”; “modelo de consentimiento para conservación y 
almacenamiento de muestras de semen”; “modelo de contrato sobre donación de 
semen (donante)”; “modelo de contrato sobre donación de semen (mujer 
receptora)”; “modelo de contrato sobre donación de ovocitos (donante)”; 
“modelo de contrato sobre donación de ovocitos (mujer receptora)”; “modelo de 
contrato sobre donación de embriones (donantes)”; “modelo para programa de 
diagnóstico preimplantatorio”; “modelo de programa de diagnóstico 
preimplantatorio en pacientes con abortos de repetición”; y “modelo de programa 




Existen tres tipos de sujetos implicados en los programas de reproducción 
asistida cuyo consentimiento difiere notablemente por lo que respecta a su valor 
y alcance: la mujer receptora de las técnicas, el varón a ella vinculado, y el 
donante. Seguidamente analizaremos los aspectos más relevantes del 
consentimiento que deben prestar las receptoras de las técnicas y, si están casadas 
y no separadas, la finalidad que se atribuye al consentimiento que 
obligatoriamente debe prestar su marido. El consentimiento exigido a los 
donantes será abordado en otro punto de este mismo Capítulo. 
 
Conforme a lo establecido en el artículo 6 de la nueva Ley podrá ser 
receptora de las técnicas de reproducción asistida toda mujer108 mayor de 
                                              
108
 No cabe en la legislación española el acceso a las técnicas de reproducción 
asistida por un hombre solo ni por parejas de hombres ya sean o no matrimonio por 
cuanto precisarían necesariamente del concurso de una madre de alquiler práctica que 
como veremos más adelante queda excluida. 
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dieciocho años109, con plena capacidad de obrar110, con independencia de su 
estado civil y orientación sexual111, siempre que haya prestado su consentimiento 
escrito112 de manera libre, consciente y expresa. Señalándose asimismo que la 
mujer casada no separada, precisará, además, el consentimiento de su cónyuge. 
 
El “consentimiento de la mujer receptora de las técnicas” se configura, por 
tanto, como la pieza más importante de todo el entramado procedimental que 
rodea la aplicación de las técnicas de reproducción asistida, y cumple una doble 
función: por una parte se constituye como requisito necesario y habilitante para 
                                              
109
 Como señala JIMÉNEZ MUÑOZ, el legislador establece una indicación 
numérica de edad y elude la referencia a la mayoría de edad (que se alcanza igualmente 
al cumplir los dieciocho años) para excluir la posibilidad de acceso a las técnicas por 
parte de los menores emancipados. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op. cit., p. 42). 
110
 Señala JIMÉNEZ MUÑOZ que la capacidad de obrar exigible no tiene por 
qué ser absoluta, sino la precisa específicamente para esta finalidad, por lo que las 
limitaciones a la capacidad que no afecten a la maternidad o a la capacidad para el 
ejercicio de la patria potestad no tienen por qué impedir a  la mujer ser receptora de 
estas técnicas. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen 
jurídico, op. cit., p. 42 y 43). Por su parte DIAZ-AMBRONA BARDAJÍ señala que 
debería haberse exigido también una capacidad natural (aptitud para entender o querer) 
como así contemplaba la legislación de 1988 que en su artículo 2.1 b) señalaba que las 
técnicas se realizarán solamente en mujeres mayores de edad “en buen estado de salud 
psicofísica”. Requisito que la legislación actual sólo exige respecto de los donantes 
(artículo 5.6 y 6.6 de la nueva Ley). (DIAZ-AMBRONA BARDAJÍ, M.D. en “Las 
técnicas de reproducción asistida con especial referencia a las uniones de personas del 
mismo sexo”, Familia, matrimonio y divorcio en los albores del sigo XXI, Ed. El 
Derecho, Madrid 2006, pp. 158-160). Al respecto DIAZ MARTÍNEZ atribuye esa 
eliminación a la preocupación del legislador por favorecer el acceso a las técnicas a los 
discapacitados. (DIAZ MARTÍNEZ, A. en Comentarios científico-jurídicos a la Ley 
sobre técnicas de reproducción humana asistida, Ed. Dykinson, Madrid, 2007, pp. 60-
61. 
111
 Para el legislador español es irrelevante el estado civil y la orientación sexual 
de la mujer receptora, a diferencia de otros países de nuestro entorno que restringen, en 
distinto grado, el empleo de estas técnicas a los matrimonios y parejas heterosexuales. A 
título de ejemplo: en Suecia, el artículo 2 de la Ley 1140:1984 exige estabilidad de la 
pareja y, desde 2005, contempla el acceso a las parejas de lesbianas; En Austria, el $2.1 
de la Ley federal de 1992 que regula la fecundación médicamente asistida sólo permite 
su aplicación en matrimonios y parejas de hecho heterosexuales; en Francia, el artículo 
311-20 del Código Civil sólo contempla el acceso a las técnicas de esposos y miembros 
de una unión de hecho; en Italia, el artículo 5 de la Ley núm. 40 de 2004 establece que 
sólo pueden acceder a estas técnicas parejas de sexo diverso, casados o convivientes; y 
en Noruega, el artículo 2.2 de la Ley núm. 56 de 1994, sólo se admite su práctica en una 
mujer casada o que conviva con un hombre en una relación estable equiparable al 
matrimonio. 
112
 Bastando al efecto con la firma de los formularios anteriormente comentados. 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano de 




la aplicación de las técnicas; y por otra parte, como base para la constitución de 
la relación de filiación entre el nacido y la mujer, o pareja, que recurre a estas 
técnicas. Por estos motivos se ha llegado a considerar que sustituye a la relación 
sexual como causa iuris113. 
 
Como hemos señalado con anterioridad, los procedimientos biomédicos 
inherentes a los programas de asistencia médica a la procreación114 se aplican 
sobre el cuerpo de la receptora y están dirigidos a generar el embarazo. Por 
consiguiente, la falta de consentimiento de la receptora a su aplicación supondría 
la comisión de una infracción grave por parte del centro y/o equipo biomédico 
que la practicase, conforme a lo dispuesto en el artículo 26.2 b) 4ª) de la nueva 
Ley, pudiendo llegar incluso a ser constitutiva de delito, castigado con pena de 
prisión de dos a seis años, e inhabilitación especial para empleo o cargo público, 
profesión u oficio por tiempo de uno a cuatro años (ex. artículo 161.1 del vigente 
Código Penal)115. Asimismo, la ausencia de este consentimiento en la aplicación 
de las técnicas permitiría a la mujer receptora impugnar la filiación del hijo que 
nazca (ex. artículo 8.1. de la nueva Ley). 
 
El artículo 3.5 de la nueva Ley otorga a la mujer receptora de las técnicas 
la facultad de suspender su aplicación “en cualquier momento anterior a la 
transferencia embrionaria”. La legislación actual mejora técnicamente al 
restringir la solicitud de suspensión de la aplicación de las técnicas al momento 
anterior a la transferencia del preembrión116; frente a la legislación de 1988 que, 
en su artículo 2.4, confería tal posibilidad “en cualquier momento” del proceso 
reproductivo. En los términos descritos, el consentimiento otorgado por la mujer 
receptora de las técnicas será, por tanto, revocable. Aunque el artículo no indique 
la forma en que deba plasmarse tal revocación, habrá de entenderse que será por 
escrito, por aplicación subsidiaria del artículo 8.5 de la Ley 42/2002 básica 
reguladora de la Autonomía del Paciente que, con carácter general, contempla la 
libre revocabilidad por escrito del consentimiento informado. 
                                              
113
 Cfr. JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen 
jurídico, op.cit., p. 46. En parecido sentido BARBER CÁRCAMO, R. en 
“Reproducción asistida y determinación de la filiación”, Revista Electrónica del 
Departamento de Derecho de la Universidad de La Rioja, núm. 8, diciembre 2010, p. 
29. 
114
 Entre otros estimulación ovárica, punción de los folículos, implantación de 
embriones, inseminación, etc. 
115
 Cfr. CUESTA AGUADO, P.M. en La reproducción asistida humana sin 
consentimiento: aspectos penales (análisis del tipo objetivo del artículo 162 del Código 
Penal), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, p. 71. 
116
 No obstante, considerando que los artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica 
2/2010, de 3 de marzo, de Salud Sexual y Reproductiva y de la Interrupción Voluntaria 
del Embarazo establecen un sistema de plazos, de modo que podrá interrumpirse la 
gestación a petición de la embarazada con absoluta libertad, podría considerarse que 
este punto temporal habría perdido su virtualidad práctica. 
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Al igual que en la legislación de 1988, la nueva Ley ordena en su artículo 
6.3 que la mujer casada no separada precisará, en todo caso, del consentimiento 
de su marido117 para someterse a un tratamiento de asistencia a la procreación. La 
separación legal o de hecho deberá constar de manera fehaciente118. El legislador 
otorga carácter habilitante al consentimiento prestado por el marido, hasta el 
punto de condicionar el acceso de la mujer casada a las técnicas de reproducción 
asistida, a la prestación del consentimiento por parte de su marido119 (a modo de 
licencia marital120).  
 
El “consentimiento del marido de la receptora de las técnicas” está 
dirigido a autorizar todos o alguno de los siguientes tipos de hechos: la 
realización de actos médicos somáticos en las ocasiones en que sea necesario 
someterlo a una intervención médica para obtener los gametos (p.e. punción de 
las gónadas o bien toma de una muestra de tejido glandular con gametos 
inmaduros que después serán empleados para fecundar el óvulo mediante una 
inyección); el empleo de sus propios gametos con el fin de inducir un embarazo 
en su esposa; y la asunción de la paternidad del nacido de gametos procedentes 
de un donante. Es un consentimiento de carácter personalísimo que no podrá ser 
suplido por su representante legal o herederos, ni sustituido por autorización 
judicial. En consonancia con lo establecido en el artículo 6.3 de la nueva Ley, el 
consentimiento del marido habrá de ser prestado también con anterioridad a la 
aplicación de las técnicas, y deberá reunir los mismos requisitos de expresión 
libre, consciente, formal, y en formato adecuado121 que conforman el 
consentimiento de la mujer receptora de las técnicas. 
                                              
117
 En los casos de parejas no matrimoniales no es necesario el consentimiento 
del compañero sentimental de la mujer no casada o separada para poder acudir a estas 
técnicas, aunque su existencia o no determinará unas distintas consecuencias en relación 
con la filiación. No se requiere tampoco un grado mínimo de estabilidad de la pareja a 
diferencia de lo que contemplaba el Informe Palacios en su Recomendación Sexta. 
118
 A diferencia de la legislación de 1988 que exigía sentencia firme de divorcio 
o de separación, o de hecho o por mutuo acuerdo que conste fehacientemente (vid. 
artículo 6.3 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida). 
119
 ALKORTA IDIAKEZ entiende que la finalidad de este precepto es realmente 
evitar la atribución al marido, sin su consentimiento, de la paternidad del hijo habido 
por su esposa con semen de donante; y no autorizar, en sentido propio, el acto médico 
de la inseminación de su esposa. Y considera inadecuada e innecesaria la previsión legal 
adoptada argumentando que “para evitar situaciones injustas bastaba con el 
establecimiento de un mecanismo que permitiera enervar la presunción de la paternidad 
marital del que no haya consentido el empleo de gametos donados”. (ALKORTA 
IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op. cit. p. 239). 
120
 Así lo señala expresamente GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en El derecho a la 
reproducción humana, op.cit., p. 96. 
121
 El consentimiento marital resulta también afectado por el artículo 6.4 de la 
nueva Ley introducido por la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la 
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Al respecto de la referencia expresa al “marido” y no al “cónyuge” de la 
mujer receptora de las técnicas, y considerando que la tramitación parlamentaria 
de la nueva Ley fue en gran medida coincidente con la tramitación de la Ley 
13/2000, de 1 de julio que admite la posibilidad del matrimonio homosexual, 
cabría plantearse si en el concepto “marido” debe considerarse o no incluido al 
“cónyuge femenino” en los casos de matrimonio entre lesbianas. Es decir, si en el 
supuesto de mujer lesbiana casada receptora de las técnicas es preciso el 
consentimiento de su cónyuge femenino para autorizar la aplicación de las 
técnicas. La doctrina mayoritaria122 entiende que no, al considerar que, pese a la 
literalidad de la norma, el consentimiento del marido es preceptivo, 
exclusivamente, por los efectos filiativos que le resultan inherentes conforme a lo 
establecido en el artículo 8.1 de la nueva Ley: atribución irrenunciable de la 
paternidad del nacido123. Circunstancia ésta que por su propia naturaleza excluye 
la necesidad del consentimiento del cónyuge femenino (ya que en estos supuestos 
no cabe una atribución de la paternidad del nacido sino sólo la determinación de 
una comaternidad124). El acceso a las técnicas de la mujer lesbiana casada se 
realizará, por tanto, en términos idénticos a los establecidos para la “mujer sola”. 
 
Procede destacar que la nueva Ley no exige un mínimo de edad para la 
prestación del consentimiento por parte del marido125 de la receptora de las 
técnicas, la legitimidad para su prestación deviene de su mera condición de 
marido de la receptora. En este sentido, y considerando que la edad núbil para 
contraer matrimonio puede descender hasta los catorce años126, se podría plantear 
el supuesto del marido capaz para consentir la fecundación artificial de su esposa 
con gametos de donante, pero no la fecundación con sus propios gametos, 
operación esta última que no se podría completar hasta que cumpliese los 
dieciocho años; edad mínima requerida para tener acceso a las técnicas y, por 
                                                                                                                                    
Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(publicada el 2 de agosto de 2011 en el Boletín Oficial del Estado). 
122
 En este sentido ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la 
medicina reproductiva, op. cit, p. 244; GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en El derecho a la 
reproducción humana, op.cit., p. 131; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op. cit., p. 51. 
123
 La ausencia de consentimiento supondrá que el marido podrá impugnar la 
paternidad en los supuestos de fecundación heteróloga.  
124
 Conforme al artículo 7.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, que configura un consentimiento a posteriori a efectos de atribución 
de filiación pero no a los efectos de autorizar la práctica de las técnicas. 
125
 La nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida contempla 
una referencia específica a los dieciocho años cumplidos para la mujer receptora 
(artículo 6.1 de la nueva Ley) y para los donantes de gametos y preembriones (artículo 
5.6 de la nueva Ley). 
126
 Conforme a los artículos 46 y 48 del Código Civil el impedimento de edad 
para contraer matrimonio es dispensable por el Juez de Primera Instancia a partir de los 
catorce años. 
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tanto, poder efectuar un depósito de su propio semen para la fecundación de su 
esposa127. 
Entre los requisitos establecidos por el artículo 6.3 de la nueva Ley para la 
prestación del consentimiento por parte del marido se incluye el carácter 
“formal” del mismo sin concretar la forma; por su parte, el artículo 6.1 de la 
misma Ley se limita a señalar que la mujer receptora de las técnicas deberá 
otorgar su consentimiento previo, expreso y por escrito. En conclusión cabe 
afirmar que la única forma exigible al consentimiento otorgado por el marido es 
que se realice por escrito, con anterioridad a la práctica de las técnicas, y se 
manifieste con carácter expreso. Por su concreción y rigor parece más acertada la 
regulación adoptada al respecto por la Comunidad Autónoma catalana que 
establece, en el artículo 235-8.1 del Libro Segundo del Código Civil de 
Cataluña128, que el consentimiento del cónyuge “ha de ser formalizado en un 
documento extendido ante un centro autorizado o en un documento público”. No 
obstante debe señalarse que los consentimientos contemplados en la legislación 
catalana y en la legislación nacional cumplen papeles diferentes. En este sentido, 
el consentimiento del marido regulado por la legislación autonómica (de índole 
específicamente civil) restringe sus efectos única y exclusivamente al ámbito de 
la filiación, al objeto de determinar su naturaleza matrimonial y atribuirla al 
marido de la receptora de las técnicas. Por su parte, el consentimiento del marido 
exigido en la legislación estatal presenta una doble función129; en primer lugar, se 
configura como un requisito de procedimiento para la aplicación de las técnicas 
de reproducción asistida a la mujer casada no separada130, sin el cual, el centro 
                                              
127
 En este sentido JIMÉNEZ MUÑOZ señala “una cosa es el consentimiento del 
marido al acceso de su esposa a las técnicas de reproducción asistida, para lo que no se 
precisa la mayoría de edad; y otra muy distinta es el acceso del marido a las técnicas a 
través del depósito de su semen para la fecundación de su esposa, en cuyo caso, como 
usuario de las técnicas si será preciso que sea mayor de dieciocho años”. (JIMÉNEZ 
MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit., p. 51, nota 89. 
En sentido contrario DIAZ MARTÍNEZ no distingue y afirma que “por aplicación 
analógica del requisito de edad establecido para la donación de gametos, se requerirá, en 
todo caso, que el marido sea mayor de dieciocho años”. (DIAZ MARTÍNEZ, A. en “El 
consentimiento del marido en la utilización de las técnicas de reproducción humana 
asistida”, Régimen jurídico privado de la reproducción asistida en España: el proceso 
legal de reformas, Ed. Dykinson, Madrid, 2006, p. 181). 
128
 Modificación introducida por la Ley 25/2010, de 29 de julio, del Libro II del 
Código Civil de Cataluña, relativo a la Persona y a la Familia publicada el 5 de agosto 
de 2010 en el Diario Oficial de la Generalitat de Catalunya). Procede destacar que, con 
anterioridad al año 2010, la legislación catalana exigía un grado de formalismo superior 
puesto que el artículo 92.1 del Código de Familia (contenido en la Ley 9/1998, de 15 de 
julio) requería que el consentimiento del marido se formalizase en Escritura Pública. 
129
 Cfr. PÉREZ MONJE, M. en La filiación derivada de las técnicas de 
reproducción asistida, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2002, p. 137. 
130
 Vid. Artículo 6.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 
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sanitario no podría iniciar la aplicación de las técnicas sin incurrir en la comisión 
de una infracción grave por omisión de “consentimientos exigidos por esta 
ley131”, como norma de carácter sanitaria. Y, en segundo lugar, determina 
respecto del hijo que nazca su naturaleza matrimonial, atribuyendo 
irrevocablemente la paternidad al marido de la receptora de las técnicas132. 
 
Aunque la nueva Ley, al igual que la anterior, no lo contempla 
expresamente133, debe considerarse que este consentimiento también podrá ser 
revocado en cualquier momento anterior a la fecundación o a la transferencia 
embrionaria y que, precisamente, tendrá eficacia sólo mientras pueda 
revocarse134. En este mismo sentido, aunque no exista previsión legal al 
respecto135, ha de entenderse que la plena vigencia del matrimonio debe concurrir 
tanto en el momento de prestación del consentimiento, como en el de aplicación 
de las técnicas de reproducción asistida136, pues no parece muy lógico considerar 
subsistente ese consentimiento tras una separación o divorcio sobrevenida con 
posterioridad al inicio del programa pero antes de la aplicación efectiva de las 
técnicas; o determinar legalmente una filiación matrimonial cuando el vínculo 
matrimonial ya se ha debilitado o extinguido antes de la concepción. La 
aceptación de la realización de las técnicas debe estar presente tanto en la 
receptora de las técnicas como en el marido en todo momento hasta la 
consecución del embarazo. 
 
En último término procede mencionar que la falta de consentimiento 
marital en la práctica de la fecundación artificial no determinará ni su ineficacia 
ni la prohibición absoluta de continuar con el procedimiento conllevando 
                                              
131
 Vid. Artículo 26.2.b)3ª de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida. 
132
 Vid. Artículo 8.1 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida.  
133
 Salvo en la regulación de la fecundación post mortem ex. artículo 9.2 de la 
nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
134
 Salvo en los supuestos específicos de fecundación post mortem. 
135
 Sobre la conveniencia de un específico pronunciamiento al respecto por parte 
del legislador se han manifestado JIMÉNEZ MUÑOZ, haciendo referencia a la solución 
adoptada por el legislador francés que en el artículo 311-20 del Código Civil establece 
que el consentimiento previo que han de dar los esposos o convivientes para la 
aplicación de las técnicas excluirá la impugnación de la filiación, pero que dicho 
consentimiento estará privado de efecto en caso de revocación, muerte, interposición de 
demanda de divorcio o separación, o cese de la vida en común , concurrente antes de la 
realización de la procreación médicamente asistida. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La 
reproducción asistida y su régimen jurídico, op.cit, p. 50; y DIAZ MARTÍNEZ, A. en 
“La doble maternidad legal derivada de la utilización de técnicas de reproducción 
humana asistida”, Revista de Derecho Privado y Constitución, núm. 21, Madrid, p. 95). 
136
 Inseminación o transferencia de preembriones. 
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obligatoriamente la práctica de un aborto, pero sí evitará la atribución al marido 
de la paternidad del hijo habido por su esposa con semen de donante y justificará 
la imposición de sanción, por comisión de infracción grave, al centro sanitario y 
al equipo médico que hayan actuado en tales condiciones. 
 
1.6.1.3. Consentimiento para la conservación y destino de gametos y 
preembriones 
 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la nueva Ley, los 
preembriones críoconservados sobrantes de los procedimientos de fecundación in 
vitro y, en su caso, el semen, los ovocitos, y el tejido ovárico crioconservados, 
podrán destinarse a su utilización por la propia mujer receptora o su cónyuge137 
en otros ciclos reproductivos; podrán donarse con fines reproductivos o de 
investigación138; o podrán ser destruidos acordándose el cese de su conservación 
sin otra utilización, siempre que haya finalizado el plazo máximo de 
conservación sin que se haya ejercitado opción por alguno de los restantes 
destinos admitidos. Para cualquiera de los destinos enunciados se requerirá el 
correspondiente consentimiento informado debidamente acreditado. 
 
En el caso de los preembriones el consentimiento deberá haber sido prestado con 
anterioridad139  a su generación por la mujer y, en el caso de estar casada con un 
hombre, también por su marido140. Este consentimiento se configura de modo 
                                              
137
 Esta referencia al cónyuge debe considerarse un error inadvertido del 
legislador, puesto que la utilización de los preembriones críoconservados conforme a 
los destinos legalmente previstos podría realizarse también por parte de las parejas 
heterosexuales no casadas; por lo que, realmente, debería haberse indicado “por la 
propia mujer o su cónyuge o su pareja de hecho”; especialmente si consideramos la 
orientación general de la legislación tendente a su equiparación hacia los matrimonios.  
138
 Esta referencia a la investigación es una novedad polémica que introduce la 
nueva Ley respecto de la legislación anterior, en la que únicamente se admitía la 
investigación sobre preembriones vivos y viables con finalidades diagnósticas, 
terapéuticas o preventivas. (vid. artículo 15 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre). 
139
 Este consentimiento previo a la generación del preembrión que contemplase 
su donación con fines de investigación, ha de entenderse admisible sólo con carácter 
subsidiario a otros destinos pero no con carácter exclusivo puesto que si no se incurriría 
en la prohibición de constituir embriones humanos con fines no reproductivos (artículo 
18.2 del Convenio de Oviedo y artículo 160.2 del vigente Código Penal). 
140
 En esta misma línea, pero trascendiendo el vínculo matrimonial, dado que se 
habla de la pareja, el artículo 12.1 apartado a) 2º del Real Decreto 413/1996, de uno de 
marzo, establece que los preembriones vivos sobrantes de una fecundación in vitro por 
no transferidos al útero, no se utilizarán con fines de fecundación in vitro en otra mujer 
distinta a la de la pareja cuando el varón y la mujer no hayan manifestado su 
conformidad a la donación por escrito. 
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flexible, pudiendo ser modificado por la mujer y/o su marido141, para escoger 
otro de los destinos posibles, o revocarlo. En todo caso del texto se infiere, 
claramente, que los preembriones nunca podrían ser utilizados en contra de la 
voluntad de alguno de los miembros de la pareja progenitora142. 
 
En el sentido de lo expuesto ha de considerarse que bastará con que uno 
de los miembros de la pareja (casada o no) modifique expresamente su 
consentimiento (a consecuencia p.e. de una ruptura de la convivencia) para que 
no sea posible destinar el preembrión al fin inicialmente elegido143. Cabría la 
excepción sólo respecto de los preembriones creados a partir de semen de 
donante, en cuyo caso la retirada del consentimiento por parte del marido no 
impediría que la mujer pudiera continuar el proceso procreativo sola, si ya no 
está casada o está separada144. 
                                              
141
 Aunque la nueva Ley sólo haga referencia al marido, por los motivos 
expuestos en la nota 138, parece evidente que la modificación o revocación del 
consentimiento inicial también podrá ser realizada por el miembro varón de la pareja de 
hecho respecto de su propio material genético. 
142
 Con relación a la revocación del consentimiento inicialmente prestado, el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado su compatibilidad con el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (artículos 2, 8 y 14) en sus Sentencias de 7 de 
marzo de 2006 y 10 abril de 2007 (caso Evans vs. Reino Unido con Votos Particulares 
en ambas Resoluciones), al respecto de una previsión singular del parágrafo 8.2 de la 
Disposición Adicional Tercera de la Ley británica de Fecundación y Embriología 
Humanas de 1990. En el supuesto objeto de litis una pareja heterosexual se había 
sometido a un tratamiento de fecundación in vitro dado que la mujer debía ser sometida 
a una extirpación de ovarios, siendo críoconservados los óvulos fertilizados; no obstante 
la pareja se rompe antes de la implantación y el varón retira su consentimiento, por lo 
que conforme a la mencionada ley británica dichos embriones deberían ser destruidos, a 
lo que se opuso la mujer. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en contra de lo 
pretendido por la mujer, consideró admisible esta solución legislativa y no contraria al 
convenio. Sobre estas Sentencias vid. FARNÓS AMORÓS, E. en “¿De quién son los 
embriones? Crisis de pareja y revocación del consentimiento a la reproducción 
asistida?”, InDret, núm. 1/2007; ALKORTA IDIAKEZ,I. en “El caso Evans y el 
derecho a no ser forzado a procrear”, Revista de Derecho y Genoma Humano núm.  24, 
2006, pp. 129 y ss. 
143
 Esta fue la solución seguida por el Tribunal Supremo del Estado de 
Tennessee (EEUU) en el caso Davies vs Davies (Sentencia de 1 de junio de 1992, 842 
SWd 588-597). En el supuesto enjuiciado un matrimonio tenía siete embriones 
críoconservados en un procedimiento de reproducción asistida. Tras el divorcio la mujer 
pretendía que se le implantara uno de ellos, a lo que su ex marido se opuso: el Tribunal 
entendió que en caso de desacuerdo debe prevalecer la parte que se opone a la 
procreación si la otra parte tiene una posibilidad razonable de conseguir la paternidad 
incluyendo la adopción. 
144
 Procede recordar que, en el caso de mujer casada no separada, la revocación 
del consentimiento por parte del marido con anterioridad a la fecundación impide la 
aplicación de las técnicas conforme al artículo 6.3 de la nueva Ley. 
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Por la misma razón, debe entenderse que, en el caso en que uno de los 
miembros de la pareja progenitora hubiera fallecido, o estuviera incapacitado 
para la toma de decisiones, habría de aceptarse la decisión que tome el otro, que 
podrá modificar el destino inicialmente determinado para los preembriones o 
revocar totalmente el consentimiento; sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
9 de la nueva Ley para la fecundación post mortem. 
 
No existiendo previsión legal, y al objeto de minimizar la problemática 
que puede generar este aspecto de la modificación o revocación del 
consentimiento, es práctica habitual que en el documento de consentimiento 
informado que suscribe la mujer o pareja progenitora (matrimonial o no) se 
incluya el denominado “árbol de decisiones” en el que se predetermina el destino 
de los preembriones en caso de revocación del consentimiento o fallecimiento de 
alguno de los miembros de la pareja145. No obstante, como pone de manifiesto 
DIAZ MARTÍNEZ146, “dado que la entrega de los preembriones críoconservados 
se establece en una relación asimilable a un contrato de depósito, si se hubiera 
fijado un plazo de duración y se produjera una renuncia anticipada a la 
conservación de los mismos por parte de la pareja o mujer usuaria, deberá ésta 
asumir la retribución que se hubiera convenido en su caso hasta la finalización 
del plazo pactado”. 
 
Para garantizar que el destino de los preembriones se ajusta a la voluntad 
de la mujer, o de la pareja progenitora, el artículo 11.6 de la nueva Ley impone a 
los centros titulares de los bancos de preembriones, la carga de recabar la 
renovación del consentimiento prestado con una periodicidad bianual. 
Especificando que si en dos períodos consecutivos de renovación no fuera 
                                              
145
 El I Informe de la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida 
(1998) señalaba: “es preciso recoger el acuerdo inicial de los padres respecto a un árbol 
de decisiones sucesivas. Ese acuerdo debe plasmarse en la firma de los formularios de 
consentimiento informado correspondientes. En tales formularios, el conjunto de 
decisiones debe especificarse con anterioridad al inicio del tratamiento del 
procedimiento de fecundación in vitro. Igualmente, deben especificarse en el mismo las 
consecuencias de la desvinculación de los padres respecto a sus decisiones previas en 
las diversas fases del tratamiento, y de los posibles desacuerdos sobrevenidos entre 
ellos. Aunque los consentimiento formulados a las decisiones sucesivas son revocable 
siempre de común acuerdo en cualquier fase del tratamiento, la Comisión considera la 
utilidad de los mismos para resolver situaciones de desacuerdo o fallecimiento, así 
como su valor en la relación entre los pacientes y los equipos que lleven a cabo los 
tratamientos en cada caso”. (Vid. apartado III.3.5.b.). 
146
 DIAZ MARTÍNEZ, A. en “Las figuras contractuales en la reproducción 
asistida humana: especial estudio de la prestación de servicios de medicina reproductiva 
en centros privados”, Régimen jurídico privado de la reproducción asistida en España: 
el proceso legal de reformas, Ed. Dykinson, Madrid, 2006, pp. 67 y ss. 
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posible su obtención147, los preembriones quedarán a disposición de los centros, 
que podrán destinarlos conforme a su criterio a cualquiera de los fines legalmente 
posibles manteniendo las exigencias de confidencialidad y anonimato 
establecidas, y la gratuidad y ausencia de ánimo de lucro. Estableciendo al 
efecto, como único requisito, que los centros acrediten fehacientemente las 
actuaciones llevadas a cabo al objeto de recabar la renovación de los 
consentimientos. 
 
1.6.2. Confidencialidad sobre los datos médicos 
 
La información proporcionada al facultativo con motivo de la puesta en 
práctica de los procedimientos biomédicos está protegida por la garantía de 
secreto relativa a los datos sanitarios148. Se preserva así el derecho a la intimidad 
de todos los participantes en el proceso. A este respecto cabe concretar que, si 
bien el varón vinculado a la receptora de las técnicas, y los donantes, no son 
pacientes en el sentido propio del término, al ser necesario recabar sus datos 
personales para poner en práctica los procedimientos de asistencia a la 
procreación, debe exigirse que la citada información sea tratada con las mismas 
garantías de confidencialidad reconocidas a las mujeres receptoras de las técnicas; 
únicas que podrían ser calificadas como pacientes en sentido estricto. 
 
Esta calificación de la información relativa a los donantes y a los usuarios 
de las técnicas de reproducción asistida como “datos médicos”, explica la 
redacción del artículo 3.6 de la nueva Ley que establece que “todos los datos 
relativos a la utilización de estas técnicas deberán recogerse en historias clínicas 
individuales, que deberán ser tratadas con las debidas garantías de 
confidencialidad respecto de la identidad de los donantes, de los datos y 
condiciones de los usuarios, y de las circunstancias que concurran en el origen de 
los hijos así nacidos. No obstante, se tratará de mantener la máxima integración 
posible de la documentación clínica de la persona usuaria de las técnicas”; en 
términos parecidos, el artículo 18.3 del mismo cuerpo legal dispone que “los 
equipos médicos recogerán en una historia clínica, custodiada con la debida 
protección y confidencialidad, todas las referencias sobre los donantes y usuarios, 
así como los consentimiento firmados para la realización de la donación o de las 
técnicas”; y, por su parte, el Real Decreto 412/1996 es todavía más concreto al 
                                              
147
 Considera JIMÉNEZ MUÑOZ que la redacción legal relativa a las tentativas 
de renovación del consentimiento es ambigua y defectuosa puesto que parece 
contemplar como únicas posibilidades una respuesta positiva o la ausencia de respuesta, 
pero sin distinguir que la ausencia de la respuesta positiva requerida sea bien por falta 
de respuesta, o bien por darse una respuesta negativa”. (JIMÉNEZ MUÑOZ. F.J. en La 
reproducción asistida y su régimen jurídico, op.cit., p. 147). 
148
 Sobre el derecho a la intimidad del paciente y el secreto médico cfr. DE 
MIGUEL SÁNHEZ, N. en Secreto médico, confidencialidad e información sanitaria, 
Ed. Marcial Pons, Madrid, 2002. 
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exigir, en su artículo 9, que “la información recogida en la historia clínica de 
usuarios de las técnicas de reproducción asistida, la correspondiente al protocolo 
de selección de donantes, así como toda aquella información individualizada 
contenida en el Registro Nacional de Donantes de Gametos y de Preembriones, 
tanto en la Base Central, como en los centros y servicios autorizados, serán 
recogidos, tratados, y custodiados en la más estricta confidencialidad, debiendo 
producirse esta custodia conforme a lo dispuesto en la Ley General de Sanidad, 
en los artículos 2, 5, 7, 19, 20 y Disposición Final Tercera de la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida149, y en los artículos 7 y 8 de la Ley 
Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal”. 
 
El derecho a la intimidad en el ámbito sanitario está reconocido de forma 
expresa en el artículo 7 de la Ley básica reguladora de la Autonomía del Paciente, 
que impone, además, una obligación de secreto150 sobre la historia clínica a los 
profesionales (ex artículo 18.4). A su vez, el secreto sobre los datos relativos a la 
salud de los usuarios y al tratamiento administrado, está protegido especialmente 
al exigirse que el tratamiento informático de tales datos respete unas garantías 
precisas para su exacción, empleo y comunicación. En este sentido la Ley 
Orgánica 15/99 de 13 diciembre, sobre Protección de Datos de Carácter Personal 
impone una protección reforzada a los datos relativos a la salud151; contemplando, 
no obstante, la procedencia de su revelación “cuando sea necesario para proteger 
un interés superior al de la intimidad del paciente o del usuario de los servicios 
médicos”. Pronunciándose, en este mismo sentido, el artículo 18.4 de la Ley 
41/2002 con respecto a las posibilidades acceso a la historia clínica.  
 
A este respecto en el artículo 5 de la nueva Ley sobre Reproducción 
humana Asistida (en términos idénticos a la legislación anterior) se contempla 
expresamente la revelación de los datos que sean necesarios para preservar la 
salud del nacido y los intereses del proceso judicial. Sin perjuicio de la revelación 
que proceda en otros supuestos diferentes, comunes a tratamientos médicos 
                                              
149
 En la actualidad esta referencia debe entenderse efectuada a los artículos 3, 5, 
6, 7, 18, y 26 de la nueva Ley de Reproducción Humana Asistida. 
150
 El vigente Código Penal desarrolla en su artículo 199 el mandato 
constitucional que consagra el “secreto profesional”. 
151
 El artículo 7.3 de la Ley señala que “los datos de carácter personal que hagan 
referencia al origen racial, a la salud, y a la vida sexual sólo podrán ser recabados, 
tratados automatizada mente y cedidos cuando por razones de interés general así lo 
disponga una ley o el afectado consienta expresamente”. El artículo siguiente dispone 
que las instituciones y los centros sanitarios públicos y privados podrán proceder al 
tratamiento automatizado de los datos de carácter personal relativos a las personas que a 
ellos sacudan guardián de ser tratados en los mismos, de acuerdo con los límites de la 
confidencialidad impuestos por la legislación estatal y autonómica vigente sobre 
sanidad. (Vid. artículos 7 y 8 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, publicada el 14 de diciembre de 1999 en el 
Boletín Oficial del Estado). 
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ajenos a la reproducción asistida, en los que el facultativo también vendría 
obligado a desvelar el secreto. A título de ejemplo, la denuncia de delitos que 
hayan tenido lugar con ocasión de un uso indebido de estas técnicas (por ejemplo 
tipos relativos a la clonación o a los ocultación de óvulos con fines no 
reproductivos) o las previsiones legales para preservar la salud pública en relación 
a la revelación de enfermedades infecciosas (por ejemplo el VIH o la hepatitis). 
 
Señalaremos para terminar la opinión crítica de ALKORTA IDIAKEZ, 
con relación al secreto obligado sobre las circunstancias en que fue concebido el 
nacido (ex. artículo 6.3 de la nueva Ley), que considera que “la preocupación del 
legislador por preservar la intimidad de los usuarios de las técnicas constituye 




1.7. Valoración crítica 
 
Las características peculiares de las técnicas de reproducción asistida 
exigen el establecimiento de un régimen específico de autorización de las 
técnicas en general, y control de los procedimientos en particular, para garantizar 
convenientemente la protección de todos los sujetos implicados. La regulación 
general de los actos y servicios médicos resulta insuficiente para proteger a los 
participantes en los programas procretivos y, en especial, para salvaguardar los 
intereses de las receptoras de las técnicas que, en la mayoría de los casos, se 
encuentran en un estado de gran vulnerabilidad. Asimismo, es imprescindible 
preservar los intereses del nacido a través de estas técnicas, lo que exige el 
establecimiento de un control adicional sobre los servicios de procreación, tanto 
en el ámbito público como en el privado. Las especialidades sobre el control de 
la medicina reproductiva previstas en la legislación española se circunscriben a 
los siguientes ámbitos: autorización de las técnicas, control de los centros, 
régimen sancionador, consentimiento informado de los usuarios, y tratamiento 
confidencial de los datos. 
                                              
152
 Para evitar este resultado se cuida mucho que los datos sobre la utilización de 
las técnicas de procreación artificial sólo se reflejen en el historial de la mujer receptora 
excepto en el caso en que su pareja se haya sometido también a algún tipo de 
intervención médica para la obtención de gametos. El uso de gametos donados se recoge 
en clave en la historia clínica de la mujer receptora pero no en la del nacido ni en la del 
varón vinculado a la usuaria, con el fin de evitar que esta información pueda ser 
relacionada con los datos criptografiados que constan en los archivos automatizados del 
centro que dispensó los gametos empleados. El historial clínico del varón de la pareja 
usuaria y del nacido de las técnicas carecen por tanto de toda referencia a las 
circunstancias de la concepción. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la 
medicina reproductiva, op.cit., p. 247) 
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En cuanto al primero de los aspectos, autorización de las técnicas, cabe 
recordar que el legislador español admite desde 1988 la práctica totalidad de los 
métodos de asistencia a la reproducción humana conocidos, con la única 
excepción de la subrogación uterina. Sin embargo, la legislación de 1988 había 
olvidado incorporar un mecanismo que permitiera efectuar la evaluación y 
autorización de las nuevas invenciones y variantes tecnológicas que se fueran 
incorporando al mercado de la medicina reproductiva. Esta laguna, que 
determinó la incorporación de nuevas técnicas (como el diagnóstico 
preimplantacional y la inyección intracitoplasmática) por vía de hecho, ha 
quedado subsanada tras la aprobación de la nueva Ley de Reproducción Humana 
Asistida, que introduce un sistema flexible para autorizar su aplicación a través 
de una doble vía, en función de la calificación que merezca la nueva técnica. Lo 
que supone un incremento notable de la seguridad jurídica. 
 
El control de los centros pivota en torno al otorgamiento de la licencia de 
actividad y los procedimientos de inspección. Con relación a este punto los 
aspectos más preocupantes son la ausencia de una limitación legal o 
reglamentaria, tanto en la duración de la licencia otorgada, como en el 
establecimiento de un cupo máximo de licencias para conceder (lo que ha 
acentuado la desproporción entre los servicios de titularidad pública y privada); y 
la falta de un cuerpo especial de inspectores con conocimientos específicos sobre 
la materia (que dificulta la posibilidad de detectar las actuaciones susceptibles de 
sanción). 
 
El otro aspecto relevante relacionado con el empleo de las técnicas es el 
consentimiento de todos los sujetos implicados en el programa de asistencia 
médica a la procreación, especialmente, el de las receptoras de las técnicas y el 
de los donantes de gametos. La medicina reproductiva presenta determinadas 
especificidades que, en este aspecto, la hacen también acreedora de un régimen 
diferenciado. Su carácter particular radica en el hecho de encontrarse a medio 
camino entre la medicina satisfactiva y la medicina curativa quedando, por tanto, 
al margen de los tratamientos médicos convencionales. Con acierto, la Ley 
establece que el consentimiento tendrá en estos procedimientos carácter 
personalísimo sin que quepa sustituirlo por razón de urgencia ni de salud pública, 
exigiéndose, además, el suministro de una información cualificada que deberá 
incluir todos los riesgos inherentes, las probabilidades de éxito de cada 
procedimiento y que deberá explicar claramente todas las implicaciones 
económicas, jurídicas y psicológicas. 
 
2. LA INTERVENCIÓN NECESARIA DE TERCEROS EN LA 
PROCREACIÓN HUMANA 
 
Abordaremos en este apartado los supuestos en los que la procreación se 
realiza gracias a la aportación biológica de terceros instrumentada a través de la 
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medicina reproductiva. Analizaremos, en primer lugar, las cuestiones suscitadas 
por la regulación jurídica del empleo de gametos y preembriones procedentes de 
donantes; y, en segundo lugar, ahondaremos en la problemática de la subrogación 
uterina. 
 
2.1. La donación de gametos y preembriones 
 
La donación de células germinales se configura como una solución 
jurídica que opera la ficción de considerar al nacido artificialmente bien como 
hijo común de la pareja recurrente a las técnicas, o bien como hijo exclusivo de 
la mujer. Como señalaremos en otro punto de este mismo Capítulo, la 
fecundación exógena altera el régimen general de establecimiento de la 
paternidad derivado del artículo 39 de la Constitución Española y de los artículos 
108 y ss. del Código Civil; el recorte de derechos del nacido reviste especial 
gravedad en el caso de las mujeres solas que procrean recurriendo a gametos o 
preembriones donados, con el resultado de un hijo nacido carente de vinculación 
con la familia de su padre biológico, al que nunca podrá conocer. 
 
En el sentido de lo expuesto, la cesión de células germinales para la 
constitución de preembriones con fines reproductivos propios o ajenos, o la 
cesión de preembriones sobrantes para su utilización en ciclos procreativos 
ajenos, presenta cuestiones jurídicas relevantes en torno a la delimitación del tipo 
de células reproductoras que pueden ser, o no, objeto de donación; los requisitos 
que conforman la figura de los donantes; las características inherentes a los 




2.1.1. Objeto de la donación 
 
La nueva Ley reguladora de las Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida dedica su Capítulo Segundo a los sujetos “participantes” en los 
programas de asistencia médica a la procreación: donantes, usuarios y nacidos. 
Resulta destacable que la ordenación actual continúe ocupándose, en primer 
lugar, de regular las cuestiones relativas a la donación de gametos y 
preembriones y a los requisitos de los donantes para una vez fijados estos 
principios, abordar, en segundo lugar, la regulación de las condiciones exigidas a 
las usuarias. Circunstancia ésta que resalta la importancia que el legislador otorga 
a los donantes en estos procesos biomédicos. 
 
Del artículo 5 de la nueva Ley, que esencialmente contempla los mismos 
requisitos ya contenidos en la legislación de 1988, se desprende que el objeto de 
 312
la donación puede consistir tanto en gametos como en preembriones153. El 
legislador no establece distinción alguna y equipara la cesión de gametos a la de 
preembriones. Asimismo, tampoco contempla distinción entre la cesión de 
gametos masculinos o femeninos. A todos los efectos resulta evidente que la 
articulación jurídica de la donación de preembriones es más compleja que la de 
gametos; y la donación de ovocitos tampoco puede equipararse, sin más, a la de 
gametos masculinos puesto que reviste una mayor dificultad técnica154. 
Particularidad, esta última, que si fue contemplada por la Ley de Investigación 
Biomédica que en su artículo 32.2 establece que el consentimiento de las 
donantes de óvulos hará referencia expresa a su autorización para la utilización 
de la técnica concreta que vaya a aplicarse a los ovocitos, debiendo los 
profesionales sanitarios suministrar la información oportuna por escrito con 
carácter previo al otorgamiento. 
 
2.1.2. Requisitos de los donantes 
 
Los cedentes de células reproductoras han de reunir los requisitos de 
capacidad jurídica y de salud física que se detallan en el artículo 5.6 de la nueva 
Ley, que establece que “los donantes deberán tener más de 18 años, buen estado 
de salud psicofísica y plena capacidad de obrar. Su estado psicofísico deberá 
cumplir las exigencias de un protocolo obligatorio de estudio de los donantes que 
incluirá sus características fenotípicas y psicológicas, así como las condiciones 
                                              
153
 Debe resaltarse que en algunos países de nuestro entorno la posibilidad de 
donación de óvulos y de preembriones no se admite. Así en Alemania, la Ley de 
Protección del Embrión de 1990 determina en el $1 que el embrión ha de ser implantado 
en la mujer de la que se ha obtenido el óvulo, estableciendo pena de privación de 
libertad o multa, a quien proceda a transferir a una mujer el óvulo de otra, a quien 
fecunde artificialmente un óvulo con fines distintos a los de iniciar un embarazo en la 
mujer de la que proviene el óvulo; a quien retire un embrión de una mujer antes de su 
implantación en el útero con vistas a transferirlo a otra mujer o utilizarlo con un fin 
distinto al de su protección; a quien practique una fecundación artificial o transfiriera un 
embrión humano a una mujer dispuesta a cederlo a terceros después de su nacimiento. 
En Suiza se excluye la donación de embriones y la maternidad de sustitución en el 
artículo 119.2 d) de la Constitución Federal de 18 abril de 1999 y en el artículo 4 de la 
Ley Federal sobre procreación médicamente asistida de 1998. Y en Noruega la Ley 
núm. 56 de 5 de agosto de 1994, sobre las aplicaciones biotecnológicas en medicina, 
establece en su artículo 2.11 que los óvulos fecundados sólo podrán ser utilizados para 
su implantación en la mujer de la que procedan. 
154
 La ovodonación, a diferencia de la cesión de semen, implica el sometimiento 
a un tratamiento de estimulación hormonal, que puede provocar efectos secundarios 
perniciosos en la voluntaria, y una operación de extracción, que puede resultar molesta. 
La extracción de ovocitos, a diferencia del depósito de semen, constituye un acto 
médico y exige que los responsables del procedimiento informen a la usuaria de todos 
los riesgos aparejados a la extracción. A su vez ésta deberá consentir la intervención por 
escrito por aplicación de los artículos 8.2 y 10.2 de la Ley 41/2002. 
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clínicas y determinaciones analíticas necesarias para demostrar, según el estado 
de los conocimientos de la ciencia y de la técnica existentes en el momento de su 
realización, que los donantes no padecen enfermedades genéticas, hereditarias o 
infecciosas transmisibles a la descendencia”. 
 
La sustitución de la referencia a la “mayoría de edad” por la concreción de 
los dieciocho años cumplidos ha sido interpretada como un mecanismo de 
seguridad para garantizar la exclusión de los menores emancipados155. 
Asimismo, al objeto de evitar la presencia de malformaciones cromosómicas 
ligadas a la edad, el artículo 2.1 del Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, que 
establece los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios de las 
técnicas de reproducción asistida, impone que las donantes de gametos 
femeninos no deberán tener más de treinta y cinco años de edad y los donantes de 
gametos masculinos no podrán superar los cincuenta. 
 
Si las “condiciones psicofísicas” del donante no fueran las adecuadas, los 
centros autorizados podrán rechazar la donación156. En este sentido, se contempla 
el cumplimiento de un protocolo obligatorio que obliga a los donantes a 
someterse a un reconocimiento médico con el fin de descartar enfermedades 
transmisibles y de elaborar su fenotipo157.  Estas mismas condiciones serán 
aplicables a las muestras de donantes procedentes de otros países; en este caso, 
los responsables del centro remisor correspondiente, deberán acreditar el 
cumplimiento de todas aquellas condiciones y pruebas cuya determinación no se 
pueda practicar en las muestras enviadas a su recepción. Se califica como 
                                              
155
 El artículo 323 del Código Civil establece que “la emancipación habilita al 
menor para regir su persona y bienes como si fuera mayor”, salvo las excepciones que el 
propio precepto contempla y que no incluyen la aptitud para ser donante de gametos o 
preembriones, como así expone JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y 
su régimen jurídico, op.cit., p. 39. 
156
 A este respecto el artículo 6.3 del Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, que 
establece los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios de las 
técnicas de reproducción asistida, ordena a los centros autorizados que en el supuesto 
que un donante no fuera aceptado como tal deberá conocer las razones que motivan su 
exclusión garantizándose la confidencialidad y privacidad de la información. Señala 
ALKORTA IDIAKEZ que una de las principales razones en la donación de semen es la 
posibilidad de someterse gratuitamente y de forma discreta a pruebas de fertiidad o de 
detección de determinadas enfermedades de transmisión sexual como p.e. el VIH. 
(ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op. cit. 
p. 254). 
157
 Los artículos 2.2, 3, y 4.6 del Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, que 
establece los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios de las 
técnicas de reproducción asistida descartan la admisión como donantes de personas que 
tengan antecedentes familiares ligados a cromosopatías, genopatías, o metabolopatías 
debiendo ser excluidos los que presenten enfermedades genéticas, hereditarias o 
congénitas transmisibles. 
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infracción grave, y será responsabilidad de los equipos biomédicos y de la 
dirección de los centros o servicios, la transmisión a los descendientes de 
enfermedades congénitas o hereditarias por omisión de información o por no 
haber realizado los estudios correspondientes, conforme a lo establecido en los 
artículos 18.4 y 26.2.b) 3ª de la nueva Ley. 
 
Introduce el artículo 5.7 de la Ley actual, como novedad respecto de la 
legislación de 1988, la imposición a los donantes de efectuar una “declaración 
sobre donaciones previas”. En este sentido, los donantes quedan obligados a 
declarar, en cada donación, si es la primera o si ya han efectuado otras anteriores; 
especificando, si procede, las condiciones, el momento, y el centro en el que las 
hayan realizado. Con este requisito se pretende garantizar el cumplimiento 
efectivo del límite máximo autorizado de hijos nacidos en España con gametos 
del mismo donante, que se establece en seis158. La imposición de un número 
limitado de hijos nacidos por donante es una medida profiláctica, que tiene por 
objeto evitar que existan demasiadas personas con caracteres genéticos similares; 
minorando así el riesgo de posibles uniones incestuosas, bien entre hermanos que 
desconocen la existencia de vínculos consanguíneos entre ellos, bien entre el 
propio donante con alguno de sus hijos biológicos159. Se traslada a cada centro o 
servicio que utilice gametos de donantes, la responsabilidad de comprobar 
fehacientemente la identidad de los mismos160 y, si hubiere donaciones previas, 
las consecuencias de las mismas en cuanto a la generación de hijos nacidos161. Si 
constase acreditado que el número de hijos ya nacidos supera el límite 
establecido, el centro o servicio habrá de proceder a la destrucción de todas las 
muestras procedentes de ese donante. 
 
En último término procede señalar que la “elección del donante162” 
corresponde exclusivamente al equipo médico que aplica la técnica, que deberá 
preservar las condiciones de anonimato de la donación, y procurar garantizar la 
                                              
158
 Vid. Artículo 5.7 de la nueva Ley y 7.1 y 12.1.a)1º del Real Decreto 
413/1996, de 1 de marzo. 
159
 Para evitar estas situaciones en Inglaterra la Ley de 30 de octubre de 1990, 
sobre Fecundación Humana y Embriología añade un segundo mecanismo cautelar según 
el cual el mayor de edad tiene acceso a la información conservada en relación a su 
generación para indagar si tiene alguna relación de parentesco biológico con la persona 
con la que desea contraer matrimonio. 
160
 Lo que podrá hacerse vía consulta al Registro Nacional de Donantes de 
Gametos y Preembriones. 
161
 Al efecto el artículo 26.2.b) 8ª de la nueva Ley califica como infracción 
grave: “la generación de un número de hijos por donante superior al legalmente 
establecido que resulte de la falta de diligencia del centro o servicio correspondiente en 
la comprobación de los datos facilitados por los donantes y, en el caso de éstos, el 
suministro de datos falsos en la identidad o la referencia a otras donaciones previas”. 
162
 Vid. Artículo 6.5 de la nueva Ley. 
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mayor similitud fenotípica163 e inmunológica posible con la mujer receptora. El 
artículo 6.5 de la nueva Ley excluye así la exigencia prevista en la legislación 
anterior de garantizar que el donante tenga “la máxima compatibilidad con la 
mujer receptora y su entorno familiar”. Inciso de difícil interpretación que había 
sido severamente criticado por la doctrina164. 
 
2.1.3. Características de los contratos de donación 
 
Como ya se ha señalado en el apartado anterior, la donación de gametos y 
preembriones se contempla en el artículo 5 de la nueva Ley, que reproduce los 
mismos requisitos ya contenidos en la legislación de 1988: contrato suscrito entre 
el donante y el centro autorizado con carácter formal, gratuito y confidencial. 
 
Se ha reprochado con severidad165 que la regulación de la relación entre 
donante y centro autorizado se califique como “contrato”, puesto que tal 
concepto se caracteriza por tener un contenido patrimonial, y difícilmente se 
pueden considerar como cosas de contenido patrimonial los gametos y 
preembriones, que serían rei extra commercium.  
 
El artículo 5.4 de la nueva Ley contempla expresamente que la donación 
se formalizará “por escrito” entre el donante y el centro autorizado, previa 
información al donante de la finalidad y consecuencias del acto. El 
“consentimiento” otorgado para validar este acto se configura como 
                                              
163
 Algunos autores han considerado esta referencia a la similitud fenotípica 
como una forma eufemística de proponer que se cuide que las madres y los donantes 
pertenezcan a la misma raza. Planteando incluso la posibilidad de si las clínicas podrían 
incurrir en responsabilidad en los casos en que el nacido fuese de una raza diferente de 
la madre o de su pareja. Hipótesis sucedida ya en un hospital de Manhattan (Estados 
Unidos) en el que se inseminó a una mujer blanca con gametos de un obre de color. 
(Cfr. ROMEO CASABONA, C.M. en El derecho y la bioética ante los límites de la 
vida humana, op.cit., p. 248 y ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la 
medicina reproductiva, op.cit., p. 259). 
164
 Sobre la interpretación y crítica de este inciso del artículo 6.5 de la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción Asistida cfr. ROMEO 
CASABONA, C.M. en El derecho y la bioética ante los límites de la vida humana, 
op.cit., p. 248 y ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 259. 
165
 Por ello, LLEDÓ YAGÜE considera que la naturaleza de estas relaciones 
debería identificarse más con la de los consentimiento u autorizaciones legalmente 
exigidos para practicar intervenciones sanitarias sobre el propio cuerpo o para disponer 
de partes determinadas o productos de éste, de modo que se ri es giesen no por el Libro 
IC del Código Civil sino por la legislación sanitaria y, en especial, por la referente a la 
donación y trasplante de órganos y tejidos. (LLEDÓ YAGÜE, F. en Comentarios 
científico-jurídicos a la ley sobre técnicas de reproducción humana Asistida, Ed. 
Dykinson, Madrid, 2007, p. 90). 
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personalísimo, no cabiendo representación, ni complemento de capacidad, ni  
sustitución por autorización judicial. Procede resaltar que, para concertar la 
donación de gametos, es suficiente con la prestación del consentimiento 
informado del donante, con independencia de su estado civil. A diferencia de lo 
que sucede con la mujer receptora de las técnicas, para formalizar este acto no se 
exige el consentimiento del cónyuge del donante. Cabe entender que esta no 
exigencia166 viene justificada por la ausencia de efectos que, respecto del 
donante, se derivan en la determinación de la filiación del nacido conforme a lo 
dispuesto en el artículo 8.3 de la nueva Ley. 
 
Señala el artículo 5.3 de la nueva Ley que la donación se efectuará a título 
“gratuito167” y no tendrá carácter lucrativo o comercial añadiendo, no obstante, 
que podrá establecerse una compensación económica resarcitoria para compensar 
estrictamente las molestias físicas, y los gastos de desplazamiento y/o laborales 
que puedan derivarse de la donación; la citada compensación en modo alguno 
podrá constituir un incentivo económico. Asimismo, se dispone que la publicidad 
o promoción por parte de los centros autorizados, que tenga por objeto incentivar 
la donación de células y tejidos humanos, deberá respetar ese carácter altruista, 
no pudiendo, en ningún caso, alentarse la donación mediante la oferta de 
compensaciones o beneficios económicos168.  
La ausencia de ánimo de lucro constaba ya como característica destacada, en el 
campo específico de la donación de gametos y preembriones, en la legislación 
anterior. En este sentido el artículo 5 del Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, 
que establece los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios de 
las técnicas de reproducción asistida, vigente en la actualidad, declara que 
“establecido el carácter de la donación de gametos y preembriones como actos 
                                              
166
 En sentido contrario se pronuncia PANTALEÓN PRIETO que si considera 
necesario el consentimiento del cónyuge del donante. (PANTALEÓN PRIETO, F. en 
“Contra la Ley sobre Técnicas de Reproducción Asistida”, Jueces para la democracia, 
núm. 5, 1988, pp. 22 y 23. 
167
 Con la reiteración de conceptos “donación”, “gratuito” y “sin carácter 
lucrativo”, el legislador pretende claramente reafirmar el carácter voluntario y altruista 
de la aportación de gametos y preembriones. 
168
 Este segundo párrafo del artículo 5.3 de la nueva Ley constituye una novedad 
respecto de la legislación anterior y supone la plasmación de los principios, que 
destacan la necesidad de falta de lucro en este ámbito, establecidos por la Directiva 
2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, relativa al 
establecimiento de normas de calidad y de seguridad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento, y la distribución de 
células y tejidos humanos, que fueron posteriormente transpuestos al Derecho Español 
por el artículo Real Decreto 1301/2006 de 10 noviembre, por el que se establecen las 
normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, el 
procesamiento, la preservación, el almacenamiento, y la distribución de células y tejidos 
humanos, y se aprueban las normas de coordinación y funcionamiento para su uso en 
humano. 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano de 




voluntarios, altruistas, gratuitos y desinteresados, en ningún caso existirá 
retribución económica para el donante, ni se exigirá al receptor precio alguno por 
los gametos o preembriones donados”. 
 
Para comprender el alcance de este principio rector, ha de tenerse en 
cuenta que la gratuidad y el anonimato son reglas provenientes de la regulación 
que rige la donación de órganos para trasplante. La gratuidad en la cesión de 
órganos (y de gametos y preembriones) cumple una doble función: dotar de 
contenido el carácter de extracomercialidad del cuerpo, y representar el valor de 
la solidaridad entre seres humanos que, según esta intelección, desaparecería 
irremediablemente si se fijase un precio por la cesión de órganos (o células 
germinales) de origen humano. El pago a los donantes de células germinales 
determinaría de forma automática la introducción de los gametos y preembriones 
en el tráfico mercantil, lo que podría suponer su categorización en función de su 
fenotipo169. 
 
Como plasmación de este carácter gratuito hemos señalado que el 
legislador español dispone que el donante no podrá exigir un pago o 
contraprestación a cambio de la cesión de sus gametos; y que el centro no podrá 
lucrarse mediante su venta. Las únicas cuestiones de índole económica 
autorizadas se refieren a la compensación de los donantes por las molestias, y los 
gastos inherentes al acto de donar; y la repercusión a los clientes, por parte de los 
bancos de gametos y preembriones, de los gastos necesarios para la conservación 
y tratamiento de las células reproductoras. La controversia se plantea a la hora de 
valorar si los importes abonados en concepto de compensación a los donantes en 
                                              
169
 Esto es precisamente lo que ha ocurrido en algunos Estados de USA en los 
que no se exige gratuidad para la cesión. Aunque habitualmente la donación de semen a 
los hospitales suele ser gratuita (los donantes reciben de 50 $ a 1.000 $ en concepto de 
dietas y gastos) también puede realizarse a cambio de un precio. En cuanto a los óvulos, 
el Estado de Florida p.e. permite que la donante reciba una compensación razonable; y 
en los Estados en los que no hay legislación las clínicas suelen pagar por las donaciones 
y el precio ronda los 5.000 $. Da testimonio de estas circunstancias el hecho que el 27 
de octubre de 1999 Ron Harris, ex fotógrafo de la revista americana Playboy anunciase 
en internet que ofrecía óvulos de modelos al mejor postor. Los interesados podían elegir 
a la modelo y pujar. La página de la subasta se llamaba “Los ángeles de Ron” e incluía 
fotos y características físicas de las ocho donantes. El 80% del importe recibido era para 
la modelo y el resto para el promotor de la idea. Según éste la sociedad americana es la 
primera que ha entendido plenamente la importancia de la belleza. Parece que la idea 
surgió tras la lectura en internet de solicitudes de óvulos de mujeres rubias y atléticas 
que cursaran sus estudios en universidades de élite por los que se podían llegar a pagar 
hasta siete millones de pesetas. (Cfr. periódico El País, 26 de octubre de 1999 y 
http://www.ronsangels.com). 
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algunos casos, pueden resultar excesivos y, por ello, asimilables el pago 
encubierto de un precio170.  
 
Al objeto de reducir estas prácticas de dudosa legalidad, la actual 
legislación completa a la anterior introduciendo un mecanismo de control 
adicional al atribuir al Ministerio de Sanidad, previo informe de la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida, la facultad de fijar periódicamente 
las condiciones básicas171 que garanticen el respeto al carácter gratuito de la 
donación172; y considerar infracción grave “la retribución económica de la 
donación de gametos y preembriones o su compensación económica en contra de 
lo previsto legalmente173”. 
 
La norma actual mantiene en su artículo 5.2, como regla general, la 
“irrevocabilidad174” de la donación, permitiendo la revocación “cuando el 
                                              
170
 En la prensa se denunció que algunos hospitales estaban siendo 
expedientados por pagar a las donantes de óvulos más de 100.000 pts. Por donación. 
(Cfr. periódico El País, 15 de enero de 1993). 
171
 Sobre esta cuestión se pronunció la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida en 1998 en su I Informe. A juicio de la Comisión Nacional “la 
compensación de la donación de semen en una cantidad de 5.000 pesetas, como la que 
se viene produciendo habitualmente, no vulnera el principio citado. La compensación 
económica por donación de ovocitos en una cantidad en torno a las 100.000 pesetas por 
donación compensa proporcionalmente las mayores molestias en desplazamientos y 
daños potenciales causados que provoca dicha donación, por lo que debería considerarse 
que no rompe tampoco el principio de gratuidad”. No obstante, añade la Comisión 
Nacional, “las estimaciones recomendadas no deben socavar el principio de gratuidad ni 
suponer el descrédito de la donación puramente altruista ni de los programas de 
donación con compensación en especie”. Ha de aclarase que la expresión 
“compensación en especie” hace referencia a determinados procedimientos de 
reclutamiento de donantes que suelen proponer algunos centros a las usuarias de 
fecundación in vitro consistentes en la cesión de parte de los óvulos obtenidos en el 
tratamiento a cambio de una rebaja en el precio del tratamiento y/o una mejora en la 
lista de espera. En opinión de ALKORTA IDIAKEZ “la compensación en especie, 
tolerada por la Comisión Nacional constituye una práctica poco respetuosa con los 
principios de gratuidad y de voluntariedad de la donación de gametos humanos”. 
(ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op.cit., 
p. 257). 
172
 Vid. Artículo 5.3 en relación con el artículo 20.4.e) de la nueva Ley. 
173
 Vid. Artículo 26.2.b)6ª de la nueva Ley. 
174
 La irrevocabilidad como regla general sido especialmente criticado por 
CÁMARA ÁGUILA al entender que atenta contra la integridad moral de los donantes y 
afecta a su dignidad como personas al tratarlos como “máquinas de reproducir”. Un 
(CÁMARA ÁGUILA, P. en “Sobre la constitucionalidad de la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida (Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional 
116/1999, de 17 de junio)”, Derecho Privado y Constitución núm. 13, enero-diciembre 
1999, pp. 131-132). 
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donante precisara para sí los gametos donados”. Desaparece así la restricción 
contenida en la legislación anterior, que contemplaba “la infertilidad sobrevenida 
del donante175” como única causa para autorizar la revocación; y se plantea la 
cuestión de si el donante puede ahora revocar libremente su donación sin 
necesidad de justificar causa alguna. En sentido afirmativo se han pronunciado 
DIAZ MARTÍNEZ176 y DÍAZ SOTO177, que coinciden al afirmar “que sólo con 
la libre revocación quedaría salvaguardado plenamente el derecho a decidir 
libremente sobre la propia reproducción”. Más comedido se muestra JIMÉNEZ 
MUÑOZ178 al considerar que del tenor del precepto no cabe tal interpretación, 
argumentando que la revocabilidad quedaría, en todo caso, subordinada a que el 
donante “precisase para sí los gametos donados179”; previsión legal que no se 
respetaría si el donante pudiera revocar la donación libremente y sin 
justificación. 
 
En todo caso, para el ejercicio de la revocación se establecen dos 
condiciones: disponibilidad de los gametos en el momento de la revocación; y 
devolución, por parte del donante, de los gastos de todo tipo originados al centro 
receptor. En cuanto a la segunda condición que impone la norma, debe 
considerarse incorrecto180 el término “devolución”, resultando más adecuado el 
de “indemnización”. Puesto que el donante difícilmente podrá devolver unas 
cantidades que no ha percibido; circunstancia ésta que determina que la 
                                              
175
 Condición ineludible que figuraba en el artículo 5.2 de la Ley 35/1988, de 22 
de noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana asistida, y que fue calificada 
por algunos autores como “auténtica expropiación de los gametos donados” (cfr. 
PANTALEÓN PRIETO, F. en “Contra la Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Asistida”, op. cit., p. 25); resultando, no obstante, declarada plenamente constitucional 
por la Sentencia 1116/1999, de 17 de junio, del Tribunal Constitucional, en su 
Fundamento Jurídico 15. 
176
 Cfr. DIAZ MARTÍNEZ, A. en “Las figuras contractuales en la reproducción 
asistida humana”, op.cit., pp. 89 y 90. 
177
 Cfr. DÍEZ SOTO, C.M. en Comentarios científico-jurídicos a la Ley sobre 
técnicas de reproducción humana asistida, op.cit., pp. 91 y 92. 
178
 Cfr. JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen 
jurídico, op.cit., pp. 28 y 29. 
179
 Entiende JIMÉNEZ MUÑOZ que aunque legalmente no se requiera que la 
necesidad del donante se deba a un estado de infertilidad sobrevenida, si será preciso 
que tal necesidad exista; sin que sea admisible una revocación injustificada por un mero 
cambio de opinión, en cuyo caso no se observaría la mención expresa del artículo 5.2 de 
la nueva Ley: “la donación sólo será revocable cuando el donante precisase para sí los 
gametos donados”. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen 
jurídico, op.cit., p. 28, en especial, nota 42). 
180
 En este mismo sentido se pronuncia JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La 
reproducción asistida y su régimen jurídico, op.cit., p. 28, en especial, nota 43. 
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devolución de lo donado tampoco debería suponer un coste adicional para el 
donante salvo en los supuestos en que concurra mala fe181. 
 
En último término y al respecto de la regulación establecida en la nueva 
Ley relativa a la donación de gametos y preembriones, ha de resaltarse el 
reproche formulado por JIMÉNEZ MUÑOZ182 destacando que no se aprovechara 
la aprobación de la nueva Ley para efectuar a través de ella la transposición de la 
Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 
2004, relativa al establecimiento de normas de calidad y de seguridad para la 
donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento, y la distribución de células y tejidos humanos183, puesto que su 
incorporación al ordenamiento español debería haberse efectuado antes del 7 de 
abril de 2006184. No obstante, el legislador optó por la elaboración de una norma 
específica de rango inferior y, transcurridos seis meses desde la promulgación de 
la Ley, fue publicado el Real Decreto 1301/2006 de 10 noviembre, por el que se 
establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la 
evaluación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento, y la 
distribución de células y tejidos humanos, y se aprueban las normas de 
coordinación y funcionamiento para su uso en humanos. 
 
 
2.1.4. Especial referencia a la regla del anonimato del donante 
 
La denominada regla del anonimato tiene su origen en la organización de 
los bancos de semen durante la década de los setenta185, que decidieron adoptar la 
prohibición de revelar la identidad del donante con una única excepción: que 
                                              
181
 Defiende ALKORTA IDIAKEZ que sólo en el caso en que se acredite que el 
donante obró de mala fe y que tenía intención de recuperar sus gametos en un futuro sin 
coste de conservación, podría el centro repercutirle la correspondiente tarifa. 
(ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op.cit., 
p. 258). 
182
 JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, 
op.cit., p. 42. 
183
 Esta misma observación fue efectuada durante la tramitación parlamentaria 
de la nueva Ley de Reproducción Humana Asistida por la Diputada Dña. Margarita Uría 
(del grupo Parlamentario Vasco) en la discusión por el Pleno del Congreso de los 
Diputados del Dictamen de la Comisión sobre el Proyecto de Ley (vid. Diario de 
Sesiones del Congreso de los Diputados, Año 2006, núm. 151, Sesión Plenaria núm. 
140, de 16 de febrero de 2006, p. 75729). 
184
 Vid. Artículo 31.1 de la Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 31 de marzo de 2004, relativa al establecimiento de normas de calidad y de 
seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, la 
preservación, el almacenamiento, y la distribución de células y tejidos humanos. 
185
 Sobre el origen de la regla del anonimato y su relación con los primeros 
bancos de semen vid. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., pp. 33 a 35. 
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fuera preciso hacer frente a un riesgo muy grave para la vida del nacido de semen 
donado que requiriese, con carácter imprescindible, conocer la identidad de su 
padre biológico. Este interés de los centros, compartido mayoritariamente por los 
médicos, de preservar en secreto la identidad del titular de los gametos, se 
justificó ante la dificultad de reclutar donantes, especialmente a medida que se 
fueron adoptando regulaciones específicas al efecto, que prohibían el pago de un 
precio a los depositantes por sus gametos. El anonimato del donante es, por tanto, 
una costumbre originaria de la praxis médica que acabó imponiéndose en el 
ámbito jurídico de la propia administración sanitaria186. En este mismo sentido el 
legislador español ha considerado, tanto en la norma de 1988 como en la actual, 
el anonimato de los donantes como un principio más que debe regir la práctica de 
la asistencia médica a la procreación; y el Tribunal Constitucional ha refrendado 
esta decisión. 
 
No obstante, la necesidad de mantener en el anonimato la identidad de los 
donantes de gametos no es un criterio unánime en el Derecho Comparado. La 
mayoría de los Estados Occidentales ha promulgado normas reguladoras de 
acceso a los datos del donante que presentan notables diferencias en cuanto a las 
soluciones adoptadas. Así, la mitad de los Estados Federados Norteamericanos 
han promulgado normas que establecen cláusulas de confidencialidad o de 
anonimato del donante187; y la otra mitad no ha establecido regulación específica 
al respecto188, permitiendo que cada centro disponga su propia política189. En 
                                              
186
 La regla del secreto médico se considera una solución lógica en la perspectiva 
de la práctica de la medicina. (GIL RODRÍGUEZ, J. en “La reproducción humana 
asistida como acto médico y el fundamento del anonimato”, Boletín Informativo del 
Ministerio de Justicia, 1593/1991, p. 123). 
187
 Alabama, California, Colorado, Connecticut, Idaho, Illinois, Kansas, 
Minnesota, Misuri, Montana, Nevada, Nueva Jersey, Nuevo México, Ohio, Oklahoma, 
Oregón, Washington, Wisconsin y Wyoming. 
188
 El anonimato del donante y la falta de un registro estatal o nacional de 
nacidos con semen donado ha levantado una intensa polémica en EEU. Parte de la 
doctrina reclama la constitución de un registro que sirva para proveer información sobre 
los donantes en el caso en que el nacido haya desarrollado una enfermedad hereditaria 
importante. Según esta opinión el registro de datos debería renovarse constantemente a 
fin de contar con una base actualizada sobre la salud de los donantes. Los psicólogos y 
los especialistas en salud mental se han pronunciado, en general, a favor de conservar 
los datos relativos a las donaciones a fin de que, en el futuro, los nacidos de semen 
donado puedan acceder al secreto de sus orígenes, si lo desean. Estos expertos advierten 
del peligro de mantener en secreto el origen del nacido y de la posibilidad de acceder a 
las circunstancias de su nacimiento de forma traumática. Otro sector de la doctrina se ha 
mostrado en contra de la obligatoriedad de dicho registro al considerar que las técnicas 
de fertilidad están excesivamente reguladas y sobrecargan a los usuarios y a los médicos 
como obligaciones desproporcionadas. Se esgrime también que las parejas que optan 
por el secreto suelen tener razones de peso para hacerlo. En ocasiones los nacidos 
podrían percibir la diferencia de sus orígenes con respecto a los demás niños como algo 
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Europa, la Ley sueca sobre inseminación artificial, de 20 diciembre 1984 admite, 
en su artículo cuatro, que cuando el nacido de fecundación asistida heteróloga 
alcance la madurez suficiente pueda consultar el registro de donación del 
hospital190. Los ordenamientos germánicos se suman a la postura favorable de 
permitir al nacido conocer su origen biológico. El derecho a indagar sobre la 
propia derivación genética goza de un fuerte arraigo en el Derecho alemán191, 
que entiende que ocultar al nacido una información tan valiosa es contrario a la 
dignidad humana. En este sentido la Sentencia del Tribunal Constitucional 
Alemán, de 31 de enero de 1989, ha declarado que las promesas de anonimato 
hechas por el médico al donante y a la madre son nulas por tratarse de un 
contrato en perjuicio de tercero. La Constitución de la Confederación 
Helvética192 y el ordenamiento austriaco193 coinciden al afirmar que el nacido de 
gametos donados tiene derecho a indagar sobre la identidad de su progenitor 
biológico. La Ley británica, desde 2005, permite al hijo conocer la identidad del 
donante al igual que sucede con los hijos adoptados194. Por el contrario Francia195 
                                                                                                                                    
problemático y alienante esta circunstancia podría darse sobretodo en las familias que 
profesen una religión contraria a la reproducción asistida. Más extensamente vid. 
ALKORTA IDIAKEZ, I. en “Regulación de la medicina reproductiva en Norteamérica 
o el Salvaje Oeste de la medicina”, Revista de Derecho y Genoma Humano, núm. 18, 
2003, pp. 23-41 y núm. 19, 2003, pp. 41-89. 
189
 Señala ALKORTA IDIAKEZ que la mayoría de las clínicas han optado por 
el anonimato, sin embargo unas pocas del Estado de California posibilitan que el nacido 
y los padres legales del mismo conozcan al donante, para lo cual mantienen una base de 
datos actualizadas y aconsejan a los padres que mantenga una relación fluida con los 
donantes. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en “Regulación de la medicina reproductiva en 
Norteamérica o el Salvaje Oeste de la medicina”, Revista de Derecho y Genoma 
Humano, núm. 18, 2003, p. 37). 
190
 Cfr. Artículo 4 de la Ley núm. 1140, de 20 de diciembre de 1984, sobre 
inseminación artificial. 
191
 El derecho a conocer el propio origen se reconoce por primera vez en la 
época nacionalsocialista, con el objeto de fomentar la limpieza de sangre y poder 
distinguir a los individuos de raza aria. Tras la Guerra, la doctrina alemana inicia un 
proceso de reflexión que terminará por desvincular este criterio de la ideología nazi. A 
partir de entonces el derecho a indagar la procedencia biológica se fundamentará en la 
protección de la personalidad reconocida por los artículos 1.2 y 2.1 del Grundgesetz. 
(QUESADA GONZÁLEZ, M.C. en “El derecho (¿constitucional?) a conocer el propio 
origen biológico”, Anuario de Derecho Civil, 2/1994, p.23). 
192
 La Constitución Federal suiza de 1999 en relación con la reproducción 
asistida declara, en su artículo 119.2g), que toda persona ha de poder acceder a los datos 
concernientes a su ascendencia. 
193
 El $20 de la Ley Federal austriaca de 1992, declara los datos de los donantes 
como confidenciales, no obstante, permite el acceso a los mismos del hijo desde los 14 
años, y de su padre, o representante legal, por motivos médicos y en bien del hijo. 
194
 Actualmente, la secc. 31ZA de la Human Fertilitation and Embriology Act 
1990 (c. 37), en la redacción dada por la secc. 14 de la Human Fertilitation and 
Embriology Act 2008 (c. 22) lo permite si el solicitante tiene dieciséis años. 
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se ha inclinado por una solución prohibitiva, negando al nacido por vía artificial 
la posibilidad de conocer la identidad de su progenitor biológico. Al objeto de 
evitar este problema, la Ley italiana196 prohíbe en su artículo 4.3 el recurso a las 
técnicas heterólogas y en su artículo 9.3 declara, en caso de infracción de la 
prohibición, la ausencia de toda relación jurídica entre el donante y el nacido. 
En España, el artículo 5.2 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Asistida mantiene en esencia el contenido de la legislación anterior197 al disponer 
que la donación será “anónima”, que deberá garantizarse la “confidencialidad de 
los datos de identidad de los donantes”, y que “los hijos nacidos tienen derecho 
por sí o por sus representantes legales a obtener información general198 de los 
donantes que no incluya su identidad”. Estableciendo, no obstante, en el tercer 
párrafo del precepto citado, que “sólo excepcionalmente, en circunstancias 
extraordinarias que comporten un peligro cierto para la vida o la salud199 del hijo 
                                                                                                                                    
195
 Artículo 311-20 del Código Civil galo, incorporado por la Ley 94-653, de 29 
de julio de 1994. 
196
 Ley núm. 40, de 19 de febrero de 2004. 
197
 La Ley actual reproduce en términos casi idénticos el artículo 5.2 de la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida que se 
había inspirado en las Recomendaciones 53 y ss. del Informe Palacios que establecían: 
“se prohibirá desvelar la identidad de los donantes de gametos o preembriones, y de la 
receptoras. Sólo cuando se den circunstancias extraordinarias que comporten un 
comprobado peligro para la vida del hijo, debería ceder el secreto de la donación en aras 
de aquel interés preeminente, sin que ello implique reconocimiento jurídico de la 
paternidad, ni publicidad de la identidad del donante. No será divulgada ninguna 
información respecto de los donantes o de las receptoras, o de las exploraciones o 
técnicas de que hayan sido objeto, para ningún fin, salvo que los receptores o los hijos 
nacidos soliciten información general sobre los donantes que no incluya su 
identificación”. 
198
 El Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, que establece los protocolos 
obligatorios de estudio de los donantes y usuarios de las técnicas de reproducción 
asistida, actualmente en vigor, desarrolló las previsiones legales referidas a la creación y 
organización del Registro Nacional de Donantes de Gametos y Preembriones con fines 
de reproducción humana. Pero no especifica qué datos no identificativos del donante 
pueden darse a conocer. En la práctica, dicha información suele limitarse a las 
características físicas del donante: raza, talla, complexión, color de los ojos y del pelo, y 
enfermedades parecidas. En cambio no suele revelarse ningún dato sobre su vida: ni 
oficio, ni familia, ni nacionalidad, etc. 
199
  La referencia a la “salud” es novedosa respecto de la legislación anterior, que 
sólo mencionaba la vida del hijo. Al respecto JIMÉNEZ MUÑOZ considera que para 
justificar la revelación de la identidad del donante, el peligro genético, aunque no 
mortal, ha de ser grave y de suficiente entidad puesto que la revelación tiene carácter 
excepcional y la regla es el anonimato. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op.cit., p. 32). Por una interpretación flexible, cuando 
únicamente se contemplaba un peligro para la vida, ya se pronunciaba RIVERO 
HERNÁNDEZ, F. en “Aspectos jurídico-privados más relevantes de la Ley 35/1988, de 
22 noviembre, sobre técnicas de reproducción asistida”, Boletín Informativo del 
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o cuando proceda con arreglo a las Leyes procesales penales, podrá revelarse la 
identidad de los donantes, siempre que sea indispensable para evitar el peligro o 
para conseguir el fin legal propuesto. Dicha revelación tendrá carácter restringido 
y no implicará en ningún caso publicidad de la identidad de los donantes”. 
Asimismo el artículo 26.2.b) 5ª del citado Cuerpo Legal califica como infracción 
grave “la ruptura de las condiciones de confidencialidad de los datos de los 
donantes”.  
 
La regla del anonimato, al igual que la restricción al conocimiento de la 
identidad de los donantes, fueron, ya bajo la legislación de 1988, aspectos muy 
criticados por distintos autores que los consideraron inconstitucionales por 
entender que conculcaban el principio de igualdad y el derecho a la investigación 
de la paternidad (por cuanto los hijos nacidos por medios naturales pueden instar 
la investigación de la paternidad, lo que se excluye expresamente en el caso de 
los nacidos a través de las técnicas de reproducción asistida), e incluso el derecho 
a la integridad física (al impedir que el hijo nacido a través de las técnicas de 
reproducción asistida pueda reconstruir su propio origen biológico)200. En sentido 
contrario, un sector doctrinal minoritario ha mantenido una posición favorable a 
                                                                                                                                    
Ministerio de Justicia núm. 1.517, de 15 de febrero de 1989, p. 568. En sentido 
contrario CÁMARA ÁGUILA criticaba la redacción adoptada por el legislador de 1988 
en cuanto que se entendiera que la protección de identidad del donante sólo cediera en 
supuestos de comprobado peligro de muerte, por cuanto implicaría un atentado al 
derecho a la integridad física del hijo, y por tanto entendía que una aplicación literal del 
precepto podría considerarse inconstitucional. (CÁMARA ÁGUILA, M.P. en “Sobre la 
constitucionalidad de la Ley de Técnicas de Reproducción Asistida (comentario a la 
Sentencia 116/1999, de 17 de junio)”, op.cit., p. 145). 
200
 Cfr. en tal sentido BLASCO GASCÓ, F.P. en “La Ley sobre técnicas de 
reproducción asistida: constitucionalidad y aplicación”, Anuario de Derecho Civil, Vol. 
XLIV-II, abril-junio, 1991, pp. 701-711; GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en El derecho a la 
reproducción humana, op. cit., pp. 116-118; LA CALLE GONZÁLEZ HABA, M.D. en 
“La prestación del consentimiento en las técnicas de reproducción asistida”, Boletín de 
la Facultad de Derecho de la UNED, segunda época, núm. 7, 1994, p. 163; 
PANTALEÓN PRIETO, F. en “Técnicas de reproducción asistida y Constitución”, 
Revista del Centro de Estudios Constitucionales, núm. 15, mayo-agosto, 1993, pp. 138-
144; QUESADA GONZÁLEZ, M.C. en “El derecho (¿constitucional?) a conocer el 
propio origen biológico”, Anuario de Derecho Civil, Vol. XLVII-II, abril-junio, 1994, 
pp. 286-294; y VIDAL MARTÍNEZ, J. en “La figura legal del anonimato del donante 
en la regulación de las llamadas técnicas de reproducción asistida”, Revista General de 
Derecho núm. 600, septiembre 1994, pp. 9531-9534. Procede destacar, asimismo, que 
en el Informe de la Comisión Especial de Estudio de la Fecundación In Vitro y la 
Inseminación Artificial del Congreso de los Diputados (el denominado “Informe 
Palacios”) se apuntaba la posibilidad de permitir a los nacidos de donantes “recurrir al 
amparo constitucional y a las leyes para recabar la investigación de la paternidad sin que 
ello tuviese consecuencias legales para los donantes” (vid. Recomendaciones núm. 49, 
112 y 113 del Informe citado). 
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la solución adoptada sobre el anonimato relativo de los donantes de gametos201. 
En idéntica línea se ha posicionado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en alguno de sus pronunciamientos202. 
 
Como ya se señaló en el Capítulo anterior, la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 116/1999, de 17 de junio, terminó declarando constitucional la 
regla del anonimato adoptada por la Ley 35/1988, en su Fundamento Jurídico 
quince conforme a los argumentos que seguidamente se resumen: el derecho a la 
intimidad del donante (ex. artículo 18 de la Constitución Española) no es un 
derecho absoluto, sino que cede ante el derecho a la vida y a la integridad física 
del nacido (ex. artículo 15 de la Constitución Española) y ante el derecho a 
obtener la tutela judicial (ex. artículo 24 de la Constitución Española). El interés 
del donante en defender su anonimato es prevalente en el caso en que el nacido 
alegue un simple interés por conocer su origen biológico; puesto que, de lo 
contrario, no habría candidatos dispuestos a donar sus células reproductoras, 
resultado este último que redundaría en la desprotección del derecho a la salud de 
las parejas estériles (ex. artículo 43 de la Constitución Española). El nacido 
siempre podrá consultar los datos no identificativos del donante, sin que la 
ocultación de la identidad del progenitor biológico sea razón suficiente para 
afirmar que se está violando la protección debida a los hijos conforme al artículo 
39.2 de la Constitución Española. En definitiva, el Alto Tribunal entiende que el 
punto de equilibrio alcanzado por la Ley en la protección de ambos intereses no 
resulta contrario al tenor de la Constitución Española203. 
                                              
201
 Así LLEDÓ YAGÜE, F. en “La Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida”, op. cit., p. 1245; y NIETO ALONSO, A. en “El principio de 
prevalencia de la verdad biológica en materia de filiación y su superación en el ámbito 
de la reproducción humana asistida”, Régimen jurídico-privado de la reproducción 
asistida en España: el proceso legal de reformas, VVAA, Ed. Dykinson, Madrid, 2006, 
pp. 54-57. 
202
 Así, la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 13 de 
febrero de 2003 (caso Odievre versus Francia) destaca la prevalencia del derecho de la 
madre biológica al anonimato frente al derecho del hijo adoptado a conocer su 
identidad. En cambio, en el marco de una relación paterno filial biológica más 
convencional, la Sentencia de 15 de septiembre de 2011 (caso Schneider versus 
Alemania) ha considerado contraria al Convenio Europeo de Derechos Humanos la 
exclusión del padre biológico del niño (en un caso en que el niño es fruto de una 
relación extramatrimonial de la madre y la paternidad legal se atribuyó a su marido) de 
la posibilidad de acceder al mismo, salvo que se realice en mejor interés de este. 
203
 Para un análisis detallado de los argumentos de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 116/1999, de 17 de junio y de las distintas posiciones doctrinales sobre 
el anonimato del donante cfr. CÁMARA ÁGUILA, M.P. en “Sobre la 
constitucionalidad de la Ley de Técnicas de Reproducción Asistida (Comentario a la 
STC 116/1999, de 17 de junio)”, Derecho Privado y Constitución, núm. 13, enero-
diciembre, 1999, pp. 137-145. 
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La argumentación expuesta suscita, no obstante, algunas objeciones. Así, 
cabría señalar que el conocimiento de la identidad del donante puede ser 
necesario no sólo para salvar la vida del nacido, sino también para prevenir las 
uniones o matrimonios incestuosos entre personas nacidas de un mismo 
donante204. No obstante, el punto más conflictivo del pronunciamiento es, sin 
duda, el juicio de constitucionalidad que se otorga al grado de tutela dispensado 
por la Ley al interés del nacido de gametos donados por conocer su origen 
biológico, cuando no existe otra razón que la propia curiosidad o el ansia de 
saber. La argumentación en este punto resulta a todas luces inconsistente puesto 
que el Alto Tribunal se limita a justificar que el anonimato es una condición 
necesaria para garantizar el servicio de asistencia a la procreación. Razonamiento 
insuficiente desde un punto de vista estrictamente jurídico, puesto que no aclara 
qué argumentos sustentan que la pugna entre el derecho al conocimiento del 
origen y el derecho al anonimato del donante deban resolverse a favor del 
segundo205. Asimismo, al respecto de la necesidad de asegurar la provisión de 
gametos, cabe rebatir que el legislador no puede establecer reglas para facilitar 
las técnicas a costa de vulnerar los derechos fundamentales de las personas 
implicadas. El hipotético interés en hacer uso de gametos de terceros por parte de 
personas estériles, no justifica per se la limitación del derecho a conocer el 
origen biológico propio206 y, en todo caso, sólo podría ser defendible cuando el 
recurso a las técnicas de reproducción asistida se hiciese como remedio para 
paliar la esterilidad humana, sin que pudiera extenderse su aplicación a otros 
supuestos que buscan la satisfacción de necesidades diferentes (como es el caso 
de la maternidad en solitario)207. En estas circunstancias deberían ponderarse 
tanto el respeto al libre desarrollo de la personalidad de las madres, como el 
derecho a la integridad moral del hijo y la posible existencia de un derecho a 
conocer sus orígenes biológicos, como así han contemplado otras legislaciones 
de países del entorno que permiten al hijo conocer la identidad de su padre 
                                              
204
 Al respecto la Ley británica permite a los nacidos de gametos donados 
consultar el registro de los datos relativos a su progenitor biológico para verificar que 
no van a contraer matrimonio con un pariente consanguíneo. 
205
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 270. 
206
 En este sentido cfr. PANTALEÓN PRIETO, F. en “Contra la ley de técnicas 
de reproducción asistida”, Jueces para la democracia, 5/1988, p. 33; ROCA I TRÍAS, 
E. en “Embriones, padres y donantes. La constitucionalidad de la Ley 35/1988, de 
reproducción asistida humana, según STC 116/1999”, Revista General de Derecho núm. 
2, 2000, p. 107; y LEMA AÑÓN, C. en “El futuro de la regulación jurídica española 
sobre la reproducción asistida y embriones: problemas pendientes y Constitución”, 
Reproducción Asistida: Promesas, Normas y Realidad, VVAA, Ed. Trotta, 2001, p. 46. 
207
 Cfr. PANTALEÓN PRIETO, F. en “Contra la ley de técnicas de 
reproducción asistida”, Jueces para la democracia, op. cit., p. 33; y JIMÉNEZ 
MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op.cit., p. 36. 
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biológico (donante) sin que ello haya provocado un descenso significativo en el 
número de donantes208. 
En último término procede señalar que el pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional no ha evitado que continúen produciéndose manifestaciones 
doctrinales reiterando la inconstitucionalidad del establecimiento por Ley de un 
anonimato de los donantes aunque sea de carácter relativo209. 
 
 
2.1.5. Valoración crítica  
 
La medicina reproductiva se caracteriza por el empleo de una sofisticada 
tecnología que relativiza la facultad procreativa humana al disociarla de la 
relación sexual y romper la trama biológica. El recurso a semen, ovocitos e 
incluso embriones procedentes de terceros ajenos a la pareja (o a la mujer) se 
justifica y ampara, tanto para paliar supuestos de infertilidad, como para 
satisfacer deseos individuales de maternidad. El ordenamiento español, sin 
reflexión previa, se ha limitado a regular la participación de donantes en los 
                                              
208
 En este sentido GARRIGA GORINA desmiente específicamente que la 
supresión del anonimato de las donaciones de gametos pueda provocar una disminución 
del número de donantes. (GARRIGA GORINA, M. en “El conocimiento de los orígenes 
genéticos en la filiación por reproducción asistida con gametos donados por un tercero”, 
Derecho Privado y Constitución núm. 21, 2007, pp.203-204). 
209
 Así, DE LORENZI disiente de la opinión del Tribunal Constitucional al 
considerar que el conflicto entre el derecho a la identidad del nacido y el derecho a la 
intimidad del donante debe resolverse siempre a favor del primero proponiendo al 
efecto una reforma legislativa que suprima el anonimato. Asimismo, en la búsqueda de 
una interpretación del artículo 5.5 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida que impida considerarlo inconstitucional por atentar contra el derecho 
a la identidad del nacido DE LORENZI propone tres posibilidades: entender que el 
anonimato del donante sólo rige respecto de las personas que no tienen un interés 
legítimo en su identidad, cediendo ante quienes si lo tuvieran (el centro médico y el 
nacido como consecuencia de estas técnicas); realizar una interpretación extensiva de 
las “circunstancias extraordinarias que comporten un peligro cierto para la vida o la 
salud del hijo” que permiten conocer la identidad del donante, incluyendo los supuestos 
en que el hijo acreditase que acceder a este dato es vital para el desarrollo de su 
personalidad; o considerar que en la referencia a las leyes procesales penales también se 
encuentran incluidas la Constitución y los Tratados Internacionales. (DE LORENZI, M. 
en “¿De dónde vengo? La emblemática pregunta por los orígenes formulada por los 
hijos nacidos de técnicas de reproducción asistida”, Por los derechos de la infancia y la 
adolescencia, VVAA, Ed. Bosch, Barcelona, 2007, pp. 827-829). Por su parte 
JIMÉNEZ MUÑOZ considera que estas interpretaciones serían contra legem puesto que 
la ley configura claramente el anonimato como regla general que sólo ha de levantarse 
con carácter excepcional quedando los supuestos excepcionales, siempre, sujetos a una 
interpretación restrictiva, no extensiva (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op.cit., p. 37 nota 59). 
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programas de procreación médicamente asistida, partiendo de los principios 
básicos que rigen el trasplante de órganos: gratuidad y confidencialidad. 
 
La solución legal adoptada en 1988 para resolver el difícil ejercicio de 
ponderación de intereses que plantea la fecundación heteróloga, fue 
mecánicamente refrendada por el Tribunal Constitucional en 1999, y reproducida 
íntegramente por el legislador en 2006, sin entrar a analizar el alcance del 
conflicto entre los derechos del nacido, las ansias de maternidad, y los intereses 
del donante. La posibilidad de realizar este profundo análisis contaba (y cuenta) 
con un referente indiscutible en el derecho de filiación: la específica protección 
que se otorga al interés del adoptado por conocer la identidad de sus progenitores 
biológicos a partir de su mayoría de edad. 
 
Como hemos expuesto, la doctrina española se dividió profundamente en 
torno al juicio de constitucionalidad que merecía la prohibición de revelar la 
identidad del donante, manteniéndose esta terna incluso después del 
pronunciamiento constitucional. Así, un amplio sector continúa defendiendo que 
el anonimato del donante vulnera el derecho a la libre investigación de la 
paternidad; el derecho al libre desarrollo de la personalidad del hijo; y, además, 
atenta contra su dignidad, degradándolo a la condición de mero objeto. En 
sentido contrario, otra corriente de opinión considera que el derecho a la libre 
investigación de la paternidad consagrado en el artículo 39 de la Constitución, no 
resulta aplicable a los nacidos por reproducción artificial; que el desarrollo de la 
propia personalidad del nacido queda suficientemente garantizado al permitirle 
tener acceso a la información genotípica de sus progenitores biológicos; y que el 
anonimato del donante garantiza la estabilidad familiar, evitando las 
interferencias afectivas que podrían producirse entre el padre biológico y el legal.  
 
En una perspectiva diferente, se sitúa un reducido grupo de autores210 que 
entiende que el esquema de valores vigente para los regímenes de 
establecimiento de las filiaciones natural y adoptiva no resulta trasladable sin 
más a la reproducción artificial, puesto que, en su opinión, el interés del adoptado 
no apunta tanto a conocer su origen genético, como a comprender la razón de su 
abandono; permitiéndosele descubrir su referente biológico para así recuperar 
este primer episodio de subsistencia que la sociedad le oculta. Y, a diferencia de 
los adoptados, los nacidos de gametos donados carecen de historia común con su 
progenitor biológico. 
 
En todo caso, resulta indiscutible que el conocimiento de los orígenes 
biológicos constituye una información cualificada por su relación con el derecho 
a la salud del nacido de gametos donados, el derecho a su identidad personal, y el 
                                              
210
 Cfr. GARRIGA GORINA, M. en La adopción y el derecho a conocer la 
filiación de origen. Un estudio legislativo y jurisprudencial, Ed. Aranzadi, Pamplona, 
2000, pp. 297-299. 
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derecho al libre desarrollo de su personalidad, y como tal, su tratamiento 
confidencial y secreto sólo puede justificarse para preservar intereses de rango 
superior. Circunstancia que, evidentemente no concurre cuando lo que se 
pretende es satisfacer un deseo de maternidad y/o preservar la intimidad de los 
donantes para garantizar la provisión de gametos. 
 
2.2. La subrogación uterina 
 
Durante la década de los ochenta de la pasada centuria, los avances en 
medicina reproductiva posibilitaron la extracción de los gametos femeninos y su 
fecundación extracorpórea, y permitieron a los médicos experimentar con la 
transferencia de embriones humanos al útero de mujeres diferentes de las que 
aportaban los óvulos para su constitución. Pudo comprobarse que las gestantes 
no mostraban rechazo alguno a la recepción de embriones ajenos, y daban a luz 
con normalidad. Este descubrimiento configuró dos nuevas aplicaciones clínicas 
de las técnicas de reproducción asistida: la donación de óvulos (y embriones) y la 
subrogación uterina o maternidad de sustitución211. 
 
La recepción de gametos femeninos exógenos está clínicamente indicada 
para aquellas mujeres que desean ser madres pero carecen de ovarios, de óvulos 
fecundables, o son susceptibles de transmitir una enfermedad grave al embrión. 
Por su parte, la subrogación uterina permite alcanzar la maternidad a aquellas 
mujeres que produciendo óvulos fecundables carecen de capacidad gestativa por 
ausencia o disfunción uterina. Aunque las indicaciones médicas son distintas en 
cada uno de los casos, ambos supuestos requieren la misma operación clínica: 
extracción de óvulos, fecundación extracorpórea, e implantación del embrión en 
el útero de otra mujer. Sin embargo, los ordenamientos jurídicos han valorado 
ambos fenómenos de forma divergente. Así, una parte de los ordenamientos 
occidentales admite sin reservas la donación de óvulos (y embriones) y reprueba, 
incluso penalmente, la subrogación uterina212. Por su parte, el ordenamiento 
                                              
211
 El primer acuerdo de maternidad subrogada documentado, se llevó a cabo en 
1976 y fue patrocinado por el abogado Noel Keane que creó en Michigan (EEUU) la 
Surrogate Family Service Inc. Su finalidad declarada fue ayudar a parejas con 
dificultades para concebir, facilitándoles el acceso a madres sustitutas y gestionando los 
trámites jurídicos necesarios para llevar a cabo la subrogación. Esta iniciativa 
contribuyó a divulgar una imagen solidaria de la subrogación uterina: determinadas 
mujeres ofrecían sus úteros para permitir que mujeres incapaces de gestar pudieran tener 
hijos biológicos. Sin embargo, esta visión inicial ha quedado sustituida por otra 
perspectiva en la que concurren finalidades menos altruistas. Así, de forma progresiva 
se instauró una segunda etapa en la que se comenzó a admitir y a que la subrogación 
uterina conllevase asociada una transacción económica y, de esta forma, se empezó a 
generalizar la referencia a “vientres de alquiler”. (LÓPEZ GUZMÁN, J. en 
“Aproximación a la problemática ética y jurídica de la maternidad subrogada”, 
Cuadernos de Bioética, Vol. XXIII, 2012 – 2ª, p. 257). 
212
  Es el caso de Suecia y Francia. 
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español ha optado, como expondremos seguidamente, por admitir todas las 
posibilidades que contempla la medicina reproductiva y rechazar la gestación de 
sustitución213 aplicando mecanismos puramente civiles214.  
En las líneas que siguen analizaremos con detalle la regulación e 
implicaciones de la subrogación uterina realizando, con carácter previo, algunas 
precisiones conceptuales. 
 
2.2.1. Concepto y modalidades 
 
El recurso a la subrogación uterina acostumbra a formalizarse a partir de 
un acuerdo en virtud del cual una mujer, la madre subrogada o de alquiler, acepta 
someterse a las técnicas de reproducción asistida para llevar a término una 
gestación en beneficio de un individuo215 o pareja comitente (padres 
intencionales, que pueden ser heterosexuales u homosexuales)216, a quien se 
compromete a entregar el niño o niños que puedan nacer. 
                                              
213
 La prohibición de la “gestación de sustitución en cualquier circunstancia” se 
recomendaba ya en el Informe Palacios, al igual que la sanción penal o de otro tipo para 
los participantes en un contrato al respecto, las personas o instituciones que lo propicien 
y los equipos médicos y centros sanitarios que lo realicen (vid. Recomendaciones 115-
117 del Informe Palacios). 
214
 En términos de iure condictio, el artículo 10 de la nueva Ley sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida (redactado en términos idénticos al artículo 10 de la 
derogada Ley 35/1988) reprueba expresamente el recurso a la maternidad subrogada, 
calificando la infracción de convenir una gestación de sustitución como ilícito civil y 
declarando nula la renuncia a la maternidad que revela el parto. La legislación española 
contempla así la subrogación uterina como un hecho conocido, no considerando 
necesario proceder a su definición, ni describir los distintos supuestos que alberga, ni 
valorar su admisibilidad, limitándose a negarle eficacia, y convirtiendo la materia en 
objeto de tratamiento doctrinal. (Cfr. JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op. cit. p. 105; LEONSEGUI GUILLOT, R.A. en “La 
maternidad portadora, sustituta, subrogada, o de encargo”, Boletín de la Facultad de 
Derecho de la UNED, núm. 7, 1994, p. 321; LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Aproximación 
jurídica al acuerdo de gestación por sustitución (madres de alquiler) en el Derecho 
español”, Estudios jurídicos en homenaje al Profesor Enrique Laguna Domínguez, 
VVAA, Publicaciones de la Universidad de Valencia, Valencia, 2008, p.661; y 
ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op.cit., p. 
277). 
215
 El recurso a la subrogación uterina por parte de hombres solos y parejas gays 
es el medio que tienen los hombres (por obvias razones biológicas) para alcanzar la 
paternidad al margen de la adopción, y se está generalizando. Así en diciembre de 2008 
el cantante puertorriqueño residente en EEUU Ricky Martin anunciaba públicamente 
que sus hijos mellizos habían sido gestados por una madre de alquiler (vid. periódico El 
País 11.12.2008) y en abril de 2011 se publicaba una noticia en términos semejantes 
respecto del cantante español Miguel Bosé (vid. Diario El Mundo 27.04.2011). 
216
 Las parejas comitentes pueden ser heterosexuales u homosexuales, 
observándose un fuerte incremento del recurso a esta técnica por parte de estas últimas, 
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En los ordenamientos donde el recurso a la subrogación uterina está 
admitido y generalizado (mayoritariamente en algunos Estados 
norteamericanos217), su aplicación práctica se articula en torno a un “acuerdo 
comercial formalizado a través de una agencia de intermediación”. En virtud del 
mismo, el individuo o pareja comitente paga a la madre subrogada una cantidad 
dirigida a compensar los gastos razonables y básicos derivados de la gestación; y 
una cantidad adicional a la agencia, que actúa como intermediaria encargándose 
de buscar a la candidata idónea para gestar218, y de formalizar el acuerdo entre 
las partes219. 
                                                                                                                                    
especialmente las gays, circunstancia aprovechada por las agencias y centros de 
fertilidad que ofrecen servicios específicos para estos colectivos. Es el caso de la 
Growing Generations con sede en Los Ángeles (EEUU) (Cfr. 
[http//www.growinggenerations.com]). 
217
 A diferencia de lo que ocurre en Europa, el alquiler de útero es una práctica 
muy extendida en algunos Estados de Norteamérica, donde se han establecido 
numerosas agencias de intermediación, que atienden a clientes de diferentes puntos del 
planeta. Con la expresión surrogacy se designa en Norteamérica el acuerdo por el que 
una mujer se compromete a gestar a un embrión concebido mediante el recurso a las 
técnicas de reproducción asistida, y a entregarlo después de nacido a la pareja comitente 
a cambio de una cantidad de dinero. En las ocasiones en las que la mujer que gesta 
aporta también su propio óvulo, la madre subrogada no está obligada a entregar al 
nacido. La razón es que en la maternidad subrogada, a diferencia del contrato de 
gestación, el nacido es hijo genético de la propia gestante. En el nivel de los Estados, 
veintidós Asambleas Federadas han regulado la maternidad subrogada (Alabama, 
Arizona, Arkansas, Columbia, Florida, Iowa, Illinois, Indiana, Kentuchy, Luisiana 
Minnesota, Nevada, New Hampshire, Dakota del Norte, Nueva York, Tennessee, Utah, 
Virginia, Washington, Virginia del Oeste, y Wisconsin). El resto de los Estados carecen 
de normativa al respecto. La mitad de las normas promulgadas autorizan los contratos 
de sustitución uterina. Sólo Columbia y Arizona los prohíben expresamente. En Nueva 
York, Dakota del Norte, Utah, Indiana y Minnesota los contratos de gestación son 
inválidos. En Virginia y New Hampshire, sólo se admiten acuerdos de sustitución 
autorizados por el juez. (Sobre los contratos de subrogación uterina y acuerdos de 
gestación en EEUU vid. ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., pp. 279-286; y ALKORTA IDIAKEZ, I. en “Regulación jurídica 
de la medicina reproductiva en Norteamérica o el salvaje oeste de la medicina”, Revista 
Derecho y Genoma Humano núm. 18, enero-junio, 2003, pp. 23-41). 
218
 Proceso que se conoce como “matching”. 
219
 Las agencias de intermediación norteamericanas cobran entre 35.000$ y 
100.000$ y abonan a la gestante un 25%. En algunos acuerdos de gestación se incluyen 
cláusulas que contemplan la entrega de cantidades adicionales de entre 500$ y 2.000$ si 
la gestante necesita someterse a más de un ciclo procreativo o si es necesaria una 
cesárea. Fuente: Surrogate Mothers on line 
[http//www.surromonsonline.com/articles.html]. 
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La subrogación uterina presenta dos modalidades220, la tradicional, plena o 
total (traditional surrogacy), y la gestacional o parcial (gestational surrogacy). 
En la primera de las modalidades citadas, la madre subrogada es también la 
madre genética y aporta sus propios óvulos para que sean fecundados con 
esperma del varón comitente221 o, si éste no puede aportar sus gametos, con 
semen de un donante anónimo.  En este supuesto suele ser suficiente el recurso a 
la inseminación artificial para lograr el embarazo, puesto que es la propia 
gestante la que facilita los gametos femeninos. 
 
Los avances experimentados en el ámbito de la fecundación extracorpórea 
motivaron, no obstante, que en la última década del Siglo XX la subrogación 
uterina gestacional o parcial fuera sustituyendo progresivamente a la tradicional. 
En la maternidad subrogada gestacional, la concepción tiene lugar a partir de un 
óvulo u óvulos procedentes de una mujer diferente de la gestante, normalmente la 
mujer comitente o, si esta última no puede aportarlos, de una donante anónima. 
Al igual que en la modalidad anterior, la aportación de los gametos masculinos 
corre a cargo bien del varón comitente, o bien de un donante anónimo222. Dado 
que la subrogación uterina parcial disocia la maternidad genética y la maternidad 
gestacional, la fecundación del óvulo se lleva a cabo de forma extracorpórea 
mediante el recurso a la fecundación in vitro, que irá seguida de la transferencia 
del embrión o embriones generados al útero de la gestante (madre subrogada).  
 
Pese a las mayores cargas físicas, emocionales, y económicas que conlleva 
la fecundación in vitro frente a la inseminación artificial, la generalización 
progresiva del recurso a la subrogación uterina gestacional se explica porque, en 
la medida de lo posible, permite establecer un vínculo genético entre el nacido y 
el individuo o pareja comitente. Asimismo, la inexistencia de vínculo genético 
entre el nacido y la gestante (madre subrogada) conlleva que algunos 
                                              
220
 Cfr. LEONSEGUI GUILLOT, R.A. en “La maternidad portadora, sustituta, 
subrogada, o de encargo”, Boletín de la Facultad de Derecho de la UNED, op. cit., pp. 
322-323 y FARNÓS AMORÓS, E. en “Inscripción en España de la filiación derivada 
del acceso a la maternidad subrogada en California”, INDRET Revista para el Análisis 
del Derecho, enero 2010, Barcelona, pp. 5-6. 
221
 De este modo la gestante por sustitución será también la progenitora 
biológica del nacido, y el varón de la pareja comitente el padre biológico. 
222
 Si la pareja comitente aporta la totalidad del material genético, la gestante 
mujer sustituta únicamente llevará a término el embarazo, y los progenitores biológicos 
del nacido serán los miembros de la pareja comitente. Si sólo uno de los miembros de la 
pareja comitente aporta sus gametos (sólo el semen o solo el óvulo), éstos se 
combinarán con los gametos de una cuarta persona (donante de semen u ovocitos), y 
serán padres biológicos del nacido vía gestación de sustitución el miembro de la pareja 
comitente que aportó sus gametos y el donante. Si la pareja comitente no aporta 
gametos, obteniéndolos de donantes de semen y ovocitos,  serán padres biológicos del 
nacido vía gestación de sustitución los correspondientes donantes. 
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ordenamientos sean más favorables a contemplar su admisibilidad223. Al respecto 
de la subrogación parcial o gestacional realizada con material genético de la 
mujer comitente, se ha apuntado, incluso, una proximidad relativa a la adopción, 
en cuanto que la madre biológica sería realmente una mujer (la comitente), y la 
atribución legal de la maternidad, por el parto, correspondería a otra distinta (la 
gestante)224.  No obstante, ambos supuestos difieren notablemente en su propia 
esencia, puesto que la adopción es un instituto que se constituye en interés 
superior del menor adoptado (generalmente en una situación previa de 
desprotección), mientras que la subrogación uterina busca exclusivamente el 
beneficio de la pareja o individuo comitente (incluso del hombre solo que no 
puede y desea tener un hijo). Esa distinción fundamental es la que justifica la 
radical diferencia de tratamiento jurídico que reciben ambos supuestos: admisión 
y promoción de la adopción; y prohibición y reprobación de la gestación por 
sustitución. 
 
2.2.2. Debate sobre su admisibilidad 
 
Pese a que muchos países occidentales han promulgado normas 
reguladoras de los contratos de gestación por sustitución, el debate sobre su 
admisibilidad sigue abierto. La disparidad de las reglas promulgadas y la 
demanda social, así como la conflictividad generada en los lugares en los que se 
practica225, hacen de la subrogación uterina uno de los recursos más complejos y 
                                              
223
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., pp. 278-280; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op. cit. pp. 122-125. 
224
 LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Aproximación jurídica al acuerdo de gestación por 
sustitución (madres de alquiler) en el Derecho español”, Estudios jurídicos en homenaje 
al Profesor Enrique Laguna Domínguez, op. cit., p. 327; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en 
La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit. p. 108. 
225
 Uno de los procedimientos judiciales que más repercusión ha tenido en la 
opinión pública mundial ha sido el “caso conocido como Baby M”, que finalizó en 
virtud de Sentencia dictada por el Tribunal Supremo del Estado de Nueva Jersey. En el 
litigio en cuestión un matrimonio sin descendencia previa, a cuya esposa le habían 
desaconsejado médicamente el embarazo, acudió, con la colaboración médica, a una 
mujer casada que tenía dos hijos, acordando ambas partes mediante la celebración del 
oportuno contrato y la estipulación de un precio, que la mujer fuera inseminada con 
semen del marido del matrimonio comitente para entregar tras el parto al hijo así 
concebido al matrimonio comitente. Así se hizo, pero una vez entregada la hija nacida la 
madre gestante y biológica se arrepintió, y lo reclamó judicialmente. Tras diversas 
vicisitudes en las que judicialmente se entregó la custodia al matrimonio comitente, el 
referido Tribunal Supremo declaró ilícito y nulo el contrato de alquiler de maternidad 
celebrado; afirmó que la madre gestante no era de alquiler sino natural, puesto que 
además de la gestación había aportado su propio óvulo; y manifestó que la maternidad 
subrogada suponía caer en la venta de niños, y que esa conducta era ilegal en el Estado 
de Virginia. No obstante, invocando el mejor interés de Baby M., se concluyó que la 
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menos consolidado del conjunto de técnicas que en la actualidad ofrece la 
medicina reproductiva226. 
 
En el plano psicológico, hay que destacar los problemas emocionales 
inherentes al sentimiento de culpa y depresión que padecen la mayoría de las 
mujeres que dan a luz y se ven obligadas a entregar al nacido. Asimismo debe 
tenerse en cuenta que si la madre gestante se niega a entregar el niño suele 
iniciarse un procedimiento judicial, con los consiguientes gastos y costes 
emocionales que afectan tanto a la gestante como a la pareja comitente; y ello sin 
olvidar el grave daño que se puede infringir al niño, especialmente en el 
momento en que su historia se revele en su entorno existencial y tenga madurez 
suficiente para comprenderla227. A estos problemas habría que añadir las 
enfermedades o taras que pueda presentar el nacido, provocando una eventual 
negativa a su aceptación por parte del individuo o pareja comitente y también de 
la gestante. Y, en último término, debe subrayarse que la expansión del negocio 
reproductivo a través de las agencias de intermediación puede incidir en la 
explotación de mujeres en situación de vulnerabilidad que se encuentren 
abocadas a gestar por encargo, por motivos estrictamente económicos228. 
 
En una línea de rechazo a la admisibilidad de la subrogación uterina se 
sitúa la mayor parte de la “doctrina filosófica y jurídica europea229”. Para el 
                                                                                                                                    
custodia de la niña debía mantenerse a cargo del matrimonio comitente, con el que la 
niña llevaba viviendo la casi totalidad de los dos años transcurridos; y no revertirse a 
favor de su madre natural reconociéndosele, no obstante, el derecho de visitas. Una 
relación de los hechos más destallada y una valoración del caso la realiza GRACIA 
GUILLÉN, D. en Fundamentos de la Bioética, Ed. Eudema Universidad, Madrid, 1989, 
pp. 395 y ss. 
226
 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 276. 
227
 LÓPEZ GUZMÁN, J. en “Aproximación a la problemática ética y jurídica de 
la maternidad subrogada”, Cuadernos de Bioética, op. cit., pp. 260-264. 
228
 En julio de 2006 se publicó en la prensa española un articulo titulado 
“Decenas de mujeres se ofrecen en España como madres de alquiler”. El subtítulo 
concretaba “La mayoría de ellas son extranjeras, se anuncian por Internet y ceden su 
útero por 15.000 €”. (Vid. periódico El País 10.07.2006). Por su parte VELA 
SÁNCHEZ defiende que “aplicando ciertos principios básicos del análisis económico 
del Derecho al propio Derecho de Familia, podríamos concluir que la admisión por el 
legislador español de figuras controvertidas como el convenio de gestación por encargo 
tendría efectos económicos positivos de inmediatos en esta situación de profunda crisis 
económica y ello sin olvidar los beneficios a medio y largo plazo del incremento de la 
natalidad en españa”. (VELA SÁNCHEZ, A. en “La gestación por encargo desde el 
análisis económico del derecho”, La Ley núm. 32, semanal 8-14 de abril de 2013, pp. 8-
13). 
229
 Así se han mostrado contrarios a la subrogación uterina la Resolución A2-
372/88 del Parlamento Europeo (que insta en su aptdo. 15 a la prohibición de toda 
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“humanismo de raíz cristiana” que tiene su reflejo en las declaraciones de 
derechos del hombre, la contratación del uso del propio cuerpo es contraria a la 
dignidad y, en el caso específico que nos ocupa, resulta también contraria a la 
naturaleza de la propia maternidad, que no puede basarse en un contrato230. Una 
de las tesis más invocadas en contra de la validez de los acuerdos de subrogación 
uterina es la que considera que los vínculos que se crean durante la gestación y el 
parto, impiden que la candidata a gestante pueda tomar una decisión 
completamente libre en el momento de firmar el acuerdo. Según esta tesis “la 
mujer que ab initio renuncia al niño que va a gestar a favor de otra persona, 
nunca puede tomar una decisión plenamente libre”. Este argumento se encuentra 
estrechamente vinculado con los que denuncian “el carácter objetivizador de los 
acuerdos de subrogación uterina, y su potencialidad para explotar a las mujeres 
más desfavorecidas231”. En este mismo sentido se ha pronunciado el “feminismo 
de inspiración comunistarista”, que rechaza la gestación de sustitución al 
considerar que la mayor parte de las mujeres que convienen una gestación 
padecen graves penurias económicas, y por ello están expuestas a la explotación 
de las parejas pudientes; dado que, en estos supuestos, “la libertad de contratar de 
las gestantes es claramente una ilusión232”. 
 
Por el contrario, la “doctrina jurídica anglosajona” ha adoptado una 
postura más favorable a la sustitución gestacional233. El Comité de Ética de la 
                                                                                                                                    
forma de maternidad con una contraprestación, si bien cree suficiente la aplicación 
rigurosa del principio que determina la maternidad por el parto, y la nulidad del 
contrato). La prohibición de la maternidad subrogada se contempla expresamente en 
Francia, en la Ley 94-653, de 29 de julio de 1994, sobre el respeto al cuerpo humano, 
que establece sanciones civiles y penales para los infractores; y en Suiza, en el artículo 
119.2.d) de la Constitución Federal, y en la Ley Federal sobre procreación médicamente 
asistida de 18 de diciembre de 1998. En Suecia, la Ley 1984:1140 no atiende 
específicamente esta cuestión, pero parece excluirla al determinar la maternidad siempre 
por el parto. 
230
 JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, 
op. cit. p. 110). 
231
 Como señala PALAZZINI, L. muchas feministas están en contra de la 
subrogación de útero como práctica lucrativa “ya que, además de convertir a la mujer en 
un objeto, conduce a una clara discriminación entre mujeres ricas y pobres, ejercitando 
una especie de coerción económica sobre la mujer más necesitada”. (PALAZZINI, L. en 
“Los valores femeninos en Bioética”, Por un feminismo de la complementariedad, 
VVAA, Ed. Eunsa, Pamplona, 2002, p. 68. 
232
 Cfr. OLIVER, K. en “Marxims and Surrogacy”, Feminist Perspectives in 
Medical Ethics, VVAA, Ed. Indiana University Press, Indianápolis, 1992, pp. 266-285; 
y OVERALL, C. en Human reproduction: principles, practices, policie, Ed. OUP, 
Toronto, 1993. 
233
 En el Reino Unido, la Surrogacy Arrangement Act 1985 (c. 49), de 16 de 
julio de 1985, sólo considera ilícitos y sancionables la intermediación y los contratos 
sobre una base comercial [sección 2(1)], en el sentido de onerosos [sección 2(5-8)], así 
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American Society for Reproductive Medicine234 no encontró motivos para la 
interdicción de los acuerdos de subrogación uterina y se pronunció a favor de 
tolerar tales prácticas de forma provisional y a condición de someterlas a una 
estricta vigilancia. Recomendó, además, que hasta que no se adoptase una 
regulación definitiva habría que estar a determinadas pautas de admisión. Entre 
ellas se establecieron el consentimiento voluntario e informado de todas las 
personas implicadas, incluido el cónyuge de la gestante; la finalidad 
estrictamente terapéutica del acuerdo; el control de posibles enfermedades de 
transmisión hereditaria, tanto de la gestante como de la pareja comitente; y la 
prohibición de lucro por parte de la gestante y del intermediario. Conforme a 
estos criterios se argumenta que “la mujer puede disponer libremente de su 
capacidad gestacional235”; y se esgrime que “considerar ineficaces los acuerdos 
de subrogación uterina, trivializa el rol de la voluntad en la toma de decisiones 
reproductivas, contribuye a reforzar los estereotipos relativos a la 
imprevisibilidad de las decisiones de las mujeres y a la inevitabilidad de su 
destino biológico, y exalta las experiencias de gestación y parto por encima de 
las expectativas emocionales, intelectuales e interpersonales de las mujeres236”. 
El “feminismo anglosajón” ha suscrito esta idea de autonomía procreativa de la 
                                                                                                                                    
como la publicidad de la disponibilidad  a contratar o intermediar o de quien esté 
buscando una mujer para que actúe de madre subrogada o busque personas que busquen 
a tal mujer [sección 3(261)]. En su sección 1ª (introducida por la Ley de Fecundación y 
Embriología Humana de 1990) se establece expresamente la inexigibilidad de estos 
acuerdos. Por otra parte, aunque en la sección 33 de la Ley de Fecundación y 
Embriología Humanas de 2008 sólo se reconoce como madre a la gestante (salvo los 
casos de adopción),  en la sección 54ª se establece la posibilidad de obtener una orden 
judicial por la que se atribuya a una pareja la filiación del niño que nazca de una mujer 
distinta de los solicitantes si se cumplen determinados requisitos: empleo de los 
gametos de uno de los solicitantes en la creación del embrión, solicitud formulada en el 
plazo de seis meses desde el nacimiento, y que los padres biológicos del niño estén de 
acuerdo libremente, y con pleno conocimiento de sus consecuencias. Asimismo, en la 
línea antes apuntada, el Tribunal comprobará que no se haya dado o recibido ningún 
dinero u otro beneficio (salvo para los gastos razonables) para la realización de la orden, 
los pactos para conseguirla o para los consentimientos de los padres biológicos, o la 
entrega del niño, salvo que se haya autorizado por aquél. 
234
 Vid. Capítulo I de este estudio nota 200. 
235
 Cfr. HOTTOIS, G. en El paradigna bioético. Una Ética para la 
Tecnociencia, Ed. Anthropos, Barcelona, 1991. 
236
 La máxima representante de esta posición es MAGUIRE SHULTZ, M. en 
“Legislative Regulation of Surrogacy and Reproductive Technology”, University of San 
Francisco Law Review núm. 28, 2005, pp. 378-381; y “Taking Account of Arts in 
Dtermining Parenthood: a Troubling Dispute in California”, Washington University 
Journal of Law & Policy, núm. 77, 2005, pp. 25-27. En el mismo sentido COLEMAN, 
M. en “Gestation, Intent, and the Seed: Defining Motherhood in the era of Assisted 
Human Reproduction”, Cardozo Law Review núm. 17, 1996; y GROSSMAN, J.L. en 
“Time to Revisit Baby M.? A New Jersey Court Refuses to Enforce a Surrogacy 
Agreement, Part Two”, Cardozo Law Review, 20.01.2010. 
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mujer, incluso a la hora de ceder sus órganos o funciones reproductivas bien de 
forma gratuita, o bien a cambio de un precio237. 
Existe una “posición intermedia” que defiende la admisión de los acuerdos de 
gestación, sin aportación de óvulos por parte de la gestante, siempre que exista 
indicación médica; sean gratuitos; se realicen por motivos altruistas, como 
manifestación de la solidaridad entre mujeres; y garanticen el derecho de la 
gestante a cambiar de opinión tras el parto238. 
 
Efectuando una síntesis conclusiva cabe afirmar que, las objeciones 
contempladas por los distintos ordenamientos jurídicos para inadmitir y reprobar 
la subrogación uterina, giran en torno a la comercialización que se produce sobre 
la mujer, y a la cosificación que sufre el niño fruto de la técnica. Por su parte, 
aquellas ordenaciones que en mayor o menor grado la contemplan, defienden la 
libertad procreativa de los individuos y la libre disponibilidad que tiene la mujer 
sobre su capacidad gestacional239. 
 
2.2.3. Nulidad del contrato de gestación por sustitución 
 
El legislador español estableció en 1988, y reiteró en 2006, que “será nulo 
de pleno derecho el contrato por el que se convenga la gestación, con o sin 
                                              
237
 Para SHALEV la subrogación uterina es una forma de liberarse del yugo de 
la gestación y de la maternidad impuestas por el sistema patriarcal. (SHALEV, C. en 
Birth Power.The Case for Surrogacy, Ed. New Haven, Londres, 1989, pp. 149-150). 
238
 El Informe del Consejo de Europa, aunque considera madre a la mujer que dé 
a luz (recomendación 15) y establece la regla de la ineficacia de cualquier acuerdo sobre 
gestación por sustitución (recomendación 14), contempla la posibilidad excepcional de 
admitirla si la madre de sustitución no obtiene ninguna ventaja material por ello y puede 
en el momento del nacimiento optar por retener el hijo. En Grecia la Ley 3089/2002, de 
19 de diciembre admite la gestación por sustitución, siempre que tanto la comitente 
como la madre subrogada tengan su domicilio en ese país. Se realiza por medio de una 
autorización judicial previa a la transferencia del embrión, emitida sobre la base de la 
existencia de un acuerdo escrito y no retribuido entre las partes, un informe que acredite 
la incapacidad de concebir de la comitente, y un informe que declare que  la madre 
subrogada está en buenas condiciones de salud y es capaz de concebir. En España esta 
posición intermedia es compartida por RIVERO HERNÁNDEZ, F. en Elementos de 
Derecho Civil, Tomo IV, 2ª y 3ª Edición, Bosch, Barcelona, 1989, pp. 164-165; 
ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op.cit., p. 
277 y 288-289; y VELA SÁNCHEZ, A. en “La gestación por sustitución o maternidad 
subrogada: el derecho a recurrir a las madres de alquiler”, La Ley núm. 7.608, 
11.04.2011. 
239
 Un completo tratamiento de esta materia en el Derecho Comparado lo realiza 
LEONSEGUI GUILLOT, R.A. en “La maternidad portadora, sustituta, subrogada, o de 
encargo”, Boletín de la Facultad de Derecho de la UNED, op. cit. pp. 320-335. 
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precio240, a cargo de una mujer que renuncia a la filiación materna en favor del 
contratante o de un tercero. La filiación de los hijos nacidos por gestación de 
sustitución será determinada por el parto. Queda a salvo la posible acción de 
reclamación de la paternidad respecto del padre biológico, conforme a las reglas 
generales241”. 
 
El precepto transcrito no define el concepto ni hace diferencias entre las 
diversas modalidades de subrogación uterina (plena o gestacional). La falta de 
definición legal previa, y la vaguedad con que se alude al fenómeno, permiten 
interpretar que cualquier tipo de acuerdo de subrogación uterina es nulo de pleno 
derecho en España. Procede destacar, no obstante, que el ordenamiento no prevé 
específicamente sanción administrativa alguna para el supuesto de contravención 
del artículo242. Asimismo, la legislación penal tampoco castiga expresamente la 
                                              
240
 Precisión legal de relevancia para disipar todas las dudas en cuanto al ámbito 
de la restricción, puesto que existen ordenamientos que prohíben la subrogación uterina 
retribuida y admiten la que se realiza a título gratuito. Cfr. LÓPEZ PELÁEZ, P. en 
“Aproximación jurídica al acuerdo de gestación por sustitución (madres de alquiler) en 
el Derecho español”, Estudios jurídicos en homenaje al Profesor Enrique Laguna 
Domínguez, op. cit., pp. 662 y 663. 
241
 Vid. Artículo 10 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre de 1988 y artículo 10 
de la Ley 14/2006, de 22 de mayo, ambas sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida: “1. Será nulo de pleno derecho el contrato por el que se convenga la gestación, 
con o sin precio, a cargo de una mujer que renuncia a la filiación materna en favor del 
contratante o de un tercero. 2. La filiación de los hijos nacidos por gestación de 
sustitución será determinada por el parto. 3. Queda a salvo la posible acción de 
reclamación de la paternidad respecto del padre biológico, conforme a las reglas 
generales”.  
242
 Procede destacar que entre las infracciones administrativas de la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida calificadas como graves o muy graves, no 
se contempla ni la propia contratación de la gestante por parte de terceros, ni las 
actividades de intermediación o publicidad. (Cfr. GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en El 
derecho a la reproducción humana, op. cit. p. 142; LÓPEZ PELÁEZ, P. en 
“Aproximación jurídica al acuerdo de gestación por sustitución (madres de alquiler) en 
el Derecho español”, Estudios jurídicos en homenaje al Profesor Enrique Laguna 
Domínguez, op. cit., p. 665; y PÉREZ MONGE, M. en “Cuestiones actuales de la 
maternidad subrogada en España: regulación versus realidad”, Revista de Derecho 
Privado, julio-agosto 2010, p. 50. Por su parte, JIMÉNEZ MUÑOZ, apunta que las 
conductas podrían encontrarse subsumidas en la cláusula general del artículo 26.2 a) de 
la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, que considera 
infracción leve “el incumplimiento de cualquier obligación o la transgresión de 
cualquier prohibición establecida en esta Ley, siempre que no se encuentre 
expresamente tipificada como infracción grave o muy grave”; matizando, no obstante, 
que resulta dudoso considerar que el artículo 10 de la Ley prohíba específicamente la 
realización de estos contratos, puesto que de su redacción sólo se infiere que los declara 
nulos, sin contemplar mención alguna ni a la intermediación ni a la publicidad de los 
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citada práctica, aunque algunos autores han defendido que la conducta reprobada 
en la Ley de Reproducción Humana Asistida resulta subsumible en determinados 
tipos creados por el Código Penal de 1995243. 
La reprobación de la subrogación uterina en España se configura, por tanto, 
como un mero ilícito civil; y se limita a declarar inválida, a todos los efectos, la 
renuncia a la filiación efectuada por la gestante a favor del individuo o pareja 
comitente; renuncia que deberá realizarse con carácter previo al inicio de la 
gestación, puesto que si la cesión de la filiación materna se produjera tras el 
                                                                                                                                    
mismos. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, 
op. cit. p. 110, en especial nota 233). 
243
 Desde la promulgación del vigente Código Penal en 1995 se contempla el 
tipo penal específico de “adopciones ilegales” en el artículo 221: “1. Los que, mediando 
compensación económica, entreguen a otra persona un hijo, descendiente o cualquier 
menor aunque no concurra relación de filiación o parentesco, eludiendo los 
procedimientos legales de la guarda, acogimiento o adopción, con la finalidad de 
establecer una relación análoga a la de filiación, serán castigados con las penas de 
prisión de uno a cinco años y de inhabilitación especial para el ejercicio del derecho de 
la patria potestad, tutela, curatela o guarda por tiempo de cuatro a 10 años”. Se ha 
destacado que con ello se pretende luchar específicamente contra la venta de niños, si 
bien la exigencia de existencia de compensación económica, sin la cual la conducta es 
impune, genera serias dificultades en la persecución. (SERRANO GÓMEZ, A. en 
Derecho Penal. Parte Especial, Ed. Dykinson, Madrid, 1997). Además, también 
podrían resultar aplicables los artículos 220 a 222 del Código Penal relativos a la 
“suposición de parto” (artículo 220) con la agravación del artículo 222 para los 
facultativos que intervienen a cambio de precio. El artículo 220 del Código Penal 
establece lo siguiente: “1. La suposición de un parto será castigada con las penas de 
prisión de seis meses a dos años. 2. La misma pena se impondrá al que ocultare o 
entregare a terceros un hijo para alterar o modificar su filiación. 3. La sustitución de un 
niño por otro será castigada con las penas de prisión de uno a cinco años. 4. Los 
ascendientes, por naturaleza o por adopción, que cometieron los hechos descritos en los 
tres apartados anteriores podrán ser castigados, además, con la pena de inhabilitación 
especial para el ejercicio del derecho de patria potestad que tuvieren sobre el hijo o 
descendiente supuesto, ocultado, entregado, o sustituido y, en su caso, sobre el resto de 
hijos o descendientes por tiempo de cuatro a 10 años. 5. Las sustituciones de un niño 
por otro que se produjeren en centro sanitario u socio sanitario por imprudencia grave 
de los responsables de su identificación y custodia, serán castigados con la pena de 
prisión de seis meses a un año”. Con todo se ha señalado que la gestación del óvulo 
fecundado de otra persona variaría la aplicabilidad este precepto ya que la conducta 
dejaría de tener un fin prioritariamente económico y el móvil podría pasar a a ser el 
deseo de ser madre. (Sobre estos aspectos cfr. CARRASCO ANDRINO, M.M. en 
“Protección penal de la filiación”, Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 
núm. 12-06, 2010, pp. 25-27; BENÍTEZ ORTÚZAR, J.I. en “Delitos relativos a la 
reproducción asistida”, Derechos reproductivos y técnicas de reproducción asistida, 
VVAA, Ed. Comares, Granada, 1998, pp. 174 y 175; ALKORTA IDIAKEZ, I. en 
Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op.cit., p. 287; y JIMÉNEZ MUÑOZ, 
F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit. p. 106). 
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embarazo de la madre subrogada o tras el parto, no se trataría de un supuesto de 
gestación por sustitución, sino de una adopción irregular realizada en fraude de 
Ley244. 
 
La Ley de Reproducción Humana Asistida de 1988 no aclaró en su 
Preámbulo las razones de fondo que justificaban la reprobación de la subrogación 
uterina, mientras sí se autorizaba la donación de ovocitos y el acceso a la 
maternidad en solitario “invocando el derecho de las mujeres a formar una 
familia245”. Al respecto, algunos autores han señalado que la falta de argumentos 
sólidos justificativos del rechazo legal a la subrogación uterina, excluye a las 
mujeres que carecen de capacidad gestacional y a los hombres (solos o en pareja) 
                                              
244
 Como así ha sido establecido por el Tribunal Supremo en la Sentencia dictada 
por la Sala 2ª el 6 de junio de 1980, y refrendado en la Sentencia de la misma Sala 
dictada el 24 de junio de 1992. 
245
 Vid. Preámbulo Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. Apartado II: “(…)Desde una perspectiva biológica, la 
maternidad puede ser plena o no plena, y ello es importante en relación con las técnicas 
que aquí referimos; en la maternidad biológica plena, la madre ha gestado al hijo con su 
propio óvulo; en la no plena o parcial, la mujer sólo aporta la gestación (maternidad de 
gestación), o su óvulo/s (maternidad genética), pero no ambos; son matices de gran 
interés que no siempre están claros, y que conviene establecer sin equívocos. Por su 
parte, la paternidad sólo es genética, por razones obvias de imposibilidad de embarazo 
en el varón. Finalmente, pueden la maternidad y la paternidad biológicas serlo también 
legales, educacionales o de deseo, y en tal sentido, es importante valorar cuál es la más 
humanizada, la más profunda en relación con el hijo, pues habida cuenta de las 
posibilidades y combinaciones que puedan darse, especialmente cuando en la gestación 
intervienen donantes de gametos u óvulos fecundados, los Códigos han de actualizarse 
sobre cuestiones determinadas que no contemplan. En cualquier caso, y sin cuestionar el 
alcance de las otras variantes, se atribuye a la maternidad de gestación el mayor rango, 
por la estrecha relación psicofísica con el futuro descendiente durante los nueve meses 
de embarazo (…)”; y Apartado III: “En esta Ley se hace referencia a dos previsibles 
aplicaciones de estas técnicas de Reproducción Asistida, en nuestra Nación: la gestación 
de sustitución y la gestación en la mujer sola; posibilidades que llevan a interrogar si 
existe un derecho a la procreación; si este derecho es absoluto y debe satisfacerse por 
encima de conflictos entre las partes consideradas insalvables, de extracción ética, o 
porque chocan contra el bien común que el Estado debe proteger; o finalmente, en el 
caso de la gestación de sustitución, si las partes pueden disponer libremente en los 
negocios jurídicos del Derecho de Familia, aun en el supuesto de un contrato o acuerdo 
previo entre ellas. Son sin duda dos aplicaciones de las técnicas de Reproducción 
Asistida en las que las divergencias de opinión serán más marcadas, y cuya valoración 
jurídica resulta dificultosa, no sólo en nuestra Nación, como lo aprueban las 
informaciones foráneas. No obstante, desde el respeto a los derechos de la mujer a 
fundar su propia familia en los términos que establecen los acuerdos y pactos 
internacionales garantes de la igualdad de la mujer, la Ley debe eliminar cualquier 
límite que socave su voluntad de procrear y constituir la forma de familia que considere 
libre y responsablemente”. 
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del acceso a las técnicas de reproducción asistida, y limita su derecho a fundar 
una familia246. 
En todo caso, con independencia de la motivación del legislador, en la doctrina 
española apenas se discute sobre la validez del acuerdo de gestación convenida, 
puesto que la mayoría de los civilistas coinciden en señalar que, en cualquier 
caso, el contrato sería nulo conforme a las normas generales del Derecho Civil: 
tanto por ilicitud de la causa, como por falta de objeto (puesto que la propia 
persona humana y/o la capacidad de gestar resultan contrarios a la moral, el 
orden público y las buenas costumbres); como por el carácter personalísimo e 
intransferible de la gestación, que constituye una res extra commercium; y, 
especialmente, por resultar incompatible con la dignidad humana247. No obstante, 
existe un sector doctrinal minoritario que, pese a considerar nulos los pactos de 
gestación convenida, considera que “no existen argumentos sólidos para predicar 
la ilicitud de la gestación por encargo cuando es altruista o desinteresada248”. 
                                              
246
 JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, 
op. cit. p. 110; y ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 288. Al respecto de las mujeres ALKORTA IDIAKEZ señala 
que “las mujeres carentes de útero reclaman una solución semejante a la que el 
ordenamiento ofrece a las mujeres que carecen de ovarios, resultando difícil hallar 
razones de peso para negarles el derecho a unas mientras sí se les reconoce a otras”. 
247
 Cfr. RIVERO HERNÁNDEZ, F. en Elementos de Derecho Civil, op. cit.,p. 
165; JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. 
cit. p. 110; LEONSEGUI GUILLOT, R.A. en “La maternidad portadora, sustituta, 
subrogada, o de encargo”, Boletín de la Facultad de Derecho de la UNED, op. cit. p. 
334; LLEDÓ LLAGÜE, F. en “La Ley sobre las Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida”, Anuario de Derecho Civil, núm. XLI-IV, octubre-diciembre 1988, p. 1.255; 
PANTALEÓN PRIETO, F. en “Técnicas de reproducción asistida y Constitución”, 
Revista del Centro de Estudios Constitucionales, núm. 15, mayo-agosto 1993, p. 133; 
SALVADOR IDRACH, V. en “Gestación por sustitución: inadmisión en la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre”, Revista General de Derecho, núm. 632, mayo 1997, p. 
5.178; y ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina reproductiva, 
op.cit., p. 288. Para LÓPEZ PELÁEZ la nulidad no se produciría por la falta de objeto 
sino por la ilicitud de la causa puesto que la Ley de Reproducción Humana Asistida 
permite la contratación a título gratuito de embriones de menos de catorce días, y la 
infracción y la responsabilidad penal se contemplan solo cuando medie compensación 
económica; además la cesión gratuita de la filiación también se permite en la adopción. 
(LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Aproximación jurídica al acuerdo de gestación por 
sustitución (madres de alquiler) en el Derecho español”, Estudios jurídicos en homenaje 
al Profesor Enrique Laguna Domínguez, op. cit., p. 668).  
248
 Cfr. PANTALEÓN PRIETO, F. en “Técnicas de reproducción asistida y 
Constitución”, Revista del Centro de Estudios Constitucionales, op. cit., p. 133; 
RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “Aspectos jurídico-privados más relevantes de la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida”, 
Boletín de Información del Ministerio de Justicia núm. 1517, 1989, p. 570; y CÁMARA 
ÁLVAREZ, M. en “Técnicas de reproducción asistida y su influencia sobre la 
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En último término cabe señalar que la previsión legal de sanción de 
nulidad de pleno derecho, para los acuerdos de subrogación uterina, implica la 
posibilidad de impugnar el pacto en cualquier momento, en la medida en que la 
acción de nulidad es imprescriptible; y, además, conlleva la inexigibilidad de lo 
acordado, y la irrepetibilidad de lo ya entregado, conforme disponen los artículos 
1305 y 1306 del Código Civil. Así, la madre subrogada que se arrepienta de lo 
pactado no estará obligada a entregar al nacido, ni a tolerar la constitución de la 
filiación a nombre de la pareja o individuo comitente, ni tampoco tendrá que 
devolver las cantidades que hubiera podido percibir por el encargo. En el 
supuesto inverso, rechazo del nacido por parte de la pareja o individuo comitente, 
la madre subrogada no podrá exigir ni imponer la recepción del niño, ni la 
constitución de la referida filiación a favor del individuo o pareja comitente, ni 
tampoco podrá exigir la entrega de las cantidades acordadas pendientes de pago. 
En ninguno de los dos casos cabrá el pago de indemnización alguna a la parte 
que pueda considerarse perjudicada249. 
 
2.2.4. Determinación legal de la filiación del nacido vía subrogación uterina 
 
En aquellos supuestos en que contraviniendo la norma se produjese un 
nacimiento mediante el recurso a esta técnica, la filiación materna “será 
determinada por el parto250”. Esta solución, adoptada por el legislador español en 
1988 (y reproducida en 2006), contrasta con la propuesta formulada por el Grupo 
de Trabajo constituido en 1985, en el seno de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, al objeto de analizar las cuestiones civiles más 
relevantes que planteaban la inseminación artificial, la donación y trasplante de 
embriones y la fecundación ectógena. En las Actas de sus sesiones de trabajo se 
concluyó que los nacidos vía subrogación uterina a partir de gametos de una 
pareja casada, debían considerarse como hijos de la misma, de modo que como 
madre habría de tomarse a la biológica (genética) y no a la que dé a luz; 
recomendando, al efecto, la adopción de las siguientes garantías: acuerdo 
documentado ante Notario entre la pareja y la madre gestante, previo a la 
                                                                                                                                    
filiación”, Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, núm. 29, 1999, 
p. 274). 
249
 LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Aproximación jurídica al acuerdo de gestación por 
sustitución (madres de alquiler) en el Derecho español”, Estudios jurídicos en homenaje 
al Profesor Enrique Laguna Domínguez, op. cit., pp. 675-676. 
250
 Ex. artículo 10.2 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. Pese a ser una regla tradicional, mater semper certa est, este criterio no se 
recoge normativamente hasta la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida, puesto que hasta la aplicación de estas técnicas era 
impensable que la madre gestante no fuera a su vez la madre genética del nacido. Sólo 
cuando la tecnología reproductiva permite la disociación de ambas maternidades se hace 
necesaria su formulación positiva. (JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción 
asistida y su régimen jurídico, op. cit. p. 112). 
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implantación del embrión; documento expedido por establecimiento sanitario 
autorizado en el que se acredite que el embarazo llevado a término se refiere al 
embrión procedente de los gametos del matrimonio; y ausencia de oposición de 
la mujer que da a luz al hijo251. 
 
El derecho español asimila, por tanto, la maternidad gestacional a la 
natural y prescinde de la maternidad genética, incluso en el caso en que coincida 
con la maternidad intencional (mujer comitente)252. Así, si de modo fraudulento 
se registrase la maternidad a favor de la mujer comitente, tal inscripción daría 
publicidad a un hecho falso y, al margen de las posibles responsabilidades 
penales que pudieran depurarse253, podría ser impugnada: por la “mujer gestante” 
que se hubiera arrepentido de la entrega del hijo y reclamase, asimismo, su 
propia maternidad (ex. artículo 134 del Código Civil si la filiación  impugnada 
fuese matrimonial254; o ex. artículo 140 del Código Civil si fuese no 
matrimonial255); por los “herederos forzosos de la mujer comitente”, que 
pudieran resultar afectados por la filiación impugnada de existir posesión de 
estado (ex. artículo 140 del Código Civil); por el “Ministerio Fiscal” 
                                              
251
 Vid. Grupo de Trabajo de la Dirección General de Registros y Notariado, 
“Problemas civiles que plantea la inseminación artificial y la fecundación in vitro”, 
Suplemento al Boletín del Ministerio de Justicia, 3/1985, de 15 de enero. En sentido 
similar se ha pronunciado HERNÁNDEZ IBÁÑEZ que entiende que, como solución 
más equitativa, debería atribuirse la maternidad a la mujer comitente que aporta sus 
ovocitos para la creación del embrión. (HERNÁNDEZ IBÁÑEZ, C. en “La Ley de 22 
de noviembre de 1988 sobre Técnicas de Reproducción Asistida: consideraciones en 
torno a la fecundación post mortem y a la maternidad subrogada”, Actualidad Civil 
núm. 48/1988, pp. 3044-3045; y en “La filiación en la Ley sobre técnicas de 
reproducción asistida de 22 de noviembre de 1988”, Revista de la Facultad de Derecho 
de la Universidad Complutense de Madrid núm. 75, 1990, p. 415). 
252
 Al respecto ALKORTA IDIAKEZ considera que “no hay razones definitivas 
para que la filiación del nacido deba seguir al parto y no a los genes” y afirma que “el 
argumento de la seguridad jurídica ha quedado trasnochado en la medida en que todos 
los hospitales españoles practican de forma rutinaria pruebas de paternidad a los 
nacidos”. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 289). 
253
 Suposición de parto ex. artículo 220 del Código Penal. 
254
 Vid. Artículo 134 del Código Civil: “El ejercicio de la acción de reclamación, 
conforme a los artículos anteriores, por el hijo o el progenitor, permitirá en todo caso la 
impugnación de la filiación contradictoria”. 
255
 Vid. Artículo 140 del Código Civil: “Cuando falte en las relaciones familiares 
la posesión de estado, la filiación paterna o materna no matrimonial podrá ser 
impugnada por aquéllos a quienes perjudique. Cuando exista posesión de estado, la 
acción de impugnación corresponderá a quien aparece como hijo o progenitor y a 
quienes por la filiación puedan resultar afectados en su calidad de herederos forzosos. 
La acción caducará pasados cuatro años desde que el hijo, una vez inscrita la filiación, 
goce de la posesión de estado correspondiente. Los hijos tendrán en todo caso acción 
durante un año después de haber llegado a la plena capacidad”. 
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(analógicamente ex. artículo 139 del Código Civil256 y artículo 3.6 de la Ley que 
regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal); e incluso por el “propio 
nacido”, que podría impugnar su filiación materna y reclamar la filiación no 
matrimonial de la mujer gestante (ex. artículos 134 o 140 y 133 del Código 
Civil257). 
 
La paternidad, en todo caso, se determinará “conforme a las reglas 
generales258”. 
 
Por tanto, si la mujer gestante fuese casada, su marido (y/o sus herederos 
forzosos) podría impugnar la paternidad que se le hubiese atribuido conforme a 
la presunción legal del artículo 116 del Código Civil259 (ex. artículo 136 del 
Código Civil260). Esta impugnación también podría ser interesada por la mujer 
gestante, o por el Ministerio Fiscal, en interés del propio nacido (ex. artículo 137 
del Código Civil261). Asimismo, el padre biológico (varón comitente) podría 
ejercitar conjuntamente la acción de impugnación de la paternidad atribuida al 
marido de la gestante, y la acción de reclamación de su propia paternidad, en 
base al artículo 134 del Código Civil. Por su parte, el propio nacido podría 
                                              
256
 Vid. Artículo 139 del Código Civil: La mujer podrá ejercitar la acción de 
impugnación de su maternidad justificando la suposición del parto o no ser cierta la 
identidad del hijo. 
257
 Vid. Artículo 133 del Código Civil: ““La acción de reclamación de filiación 
no matrimonial, cuando falte la respectiva posesión de estado, corresponde al hijo 
durante toda su vida”. 
258
 Ex. Artículo 10.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. Ante la ambigüedad de la redacción “reglas generales”, PÉREZ MONGE ha 
planteado si el legislador se refiere a las reglas generales de la Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida o a las del Código Civil. Considerando más adecuada la 
primera interpretación en cuanto a su carácter especial. (PÉREZ MONJE, M. en 
“Cuestiones actuales de la maternidad subrogada en España: regulación versus 
realidad”, Revista de Derecho Privado, op. cit., p. 51). 
259
 Vid. Artículo 116 del Código Civil: “Se presumen hijos del marido los 
nacidos después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días 
siguientes a su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges”. 
260
 Vid. Artículo 136 del Código Civil: “El marido podrá ejercitar la acción de 
impugnación de la paternidad en el plazo de un año contado desde la inscripción de la 
filiación en el Registro Civil. Sin embargo, el plazo no correrá mientras el marido 
ignore el nacimiento”. 
261
 Vid. Artículo 137 del Código Civil: “La paternidad podrá ser impugnada por 
el hijo durante el año siguiente a la inscripción de la filiación. Si fuere menor o incapaz, 
el plazo contará desde que alcance la mayoría de edad o la plena capacidad legal. El 
ejercicio de la acción, en interés del hijo que sea menor o incapacitado, corresponde, 
asimismo, durante el año siguiente a la inscripción de la filiación, a la madre que ostente 
la patria potestad o al Ministerio Fiscal”. 
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impugnar su filiación paterna y reclamar la filiación no matrimonial de su 
progenitor biológico, varón comitente, (ex. artículos 134 y 133 del Código Civil). 
 
Si la mujer gestante no fuese casada, la paternidad no quedaría 
determinada legalmente en tanto no se procediese por algunas de las vías 
previstas en el artículo 120 del Código Civil262, pudiendo el progenitor biológico 
(varón comitente) efectuar un reconocimiento expreso, que le atribuiría la 
paternidad en tanto no se impugnase, o iniciar un expediente registral en tal 
sentido. 
 
2.2.5. Inscripción en España de la filiación del nacido vía subrogación 
uterina “conforme a legislación extranjera” 
 
En los supuestos prácticos de subrogación uterina, conforme a la 
legislación española, resulta indiscutible que el acuerdo es nulo de pleno derecho 
y que si la madre gestante renuncia a su maternidad, y se realiza una adopción 
por parte del individuo o pareja comitente, se produce un fraude de Ley263. No 
obstante, conforme a lo previsto en la Instrucción de 5 de octubre de 2010 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre régimen registral de 
                                              
262
 Vid. Artículo 120 del Código Civil: La filiación no matrimonial quedará 
determinada legalmente: 1.º Por el reconocimiento ante el encargado del Registro Civil, 
en testamento o en otro documento público. 2.º Por resolución recaída en expediente 
tramitado con arreglo a la legislación del Registro Civil. 3.º Por sentencia firme. 4.º 
Respecto de la madre, cuando se haga constar la filiación materna en la inscripción de 
nacimiento practicada dentro de plazo, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de 
Registro Civil”. 
263
 DE VERDA Y BEAMONTE, J.R., en “Inscripción de hijos nacidos de 
gestación por sustitución (a propósito de la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
Número 15 de Valencia, de 15 de septiembre de 2010”, La Ley núm. 7.608, 03.11.2010, 
p. 5; LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Aproximación jurídica al acuerdo de gestación por 
sustitución (madres de alquiler) en el Derecho español”, Estudios jurídicos en homenaje 
al Profesor Enrique Laguna Domínguez, op. cit., p. 671; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en 
La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit. p. 118; , p. 671. En sentido 
contrario se ha pronunciado SALVADOR IDRACH que entiende plenamente admisible 
esa adopción y niega la existencia de fraude de ley argumentando que el legislador no 
prohíbe esta adopción sino que, en el conflicto de intereses entre la madre gestante y la 
genética resuelve a favor de la primera. (SALVADOR IDRACH, V. en “Gestación por 
sustitución: inadmisión en la Ley 35/1988, de 22 de noviembre”, Revista General de 
Derecho, op. cit., p. 5.199-5.201). Posición que también defienden HERNÁNDEZ 
IBÁÑEZ, C. en “La Ley de 22 de noviembre de 1988 sobre Técnicas de Reproducción 
Asistida: consideraciones en torno a la fecundación post mortem y a la maternidad 
subrogada”, Actualidad Civil, op.cit., p. 416 y LLEDÓ LLAGÜE, F. en “La Ley sobre 
las Técnicas de Reproducción Humana Asistida”, Anuario de Derecho Civil, op. cit., 
pp. 174-176. 
 346
la filiación de los nacidos mediante gestación por sustitución264, en España está 
permitida la inscripción registral y el reconocimiento de filiación determinada 
“conforme a legislación extranjera” que consiente el recurso a la subrogación 
uterina, y reconoce efectos legales a la renuncia de filiación formulada por la 
madre gestante. 
 
Sobre esta problemática ha tenido que pronunciarse la Audiencia 
Provincial de Valencia en su Sentencia de 23 de noviembre de 2011265 señalando, 
en primer lugar, que la subrogación uterina “consiste en un contrato, oneroso o 
gratuito, a través del cual una mujer consiente en llevar a cabo una gestación, 
mediante técnicas de reproducción asistida, aportando o no sus propios óvulos, 
con el compromiso de entregar el hijo así nacido a la parte comitente, que podrá 
ser una persona sola o una pareja, casada entre sí o no, que a su vez habrán 
aportado o no sus propios gametos”. Y sintetizando, a continuación, las 
principales razones que determinaron que el legislador español no autorizase el 
recurso a esta técnica. Exponiendo, al efecto, que el respeto a la propia dignidad 
reconocido en el artículo 10 de la Constitución Española y el derecho a la 
integridad moral recogido en el artículo 15 de la misma norma, impiden  que la 
persona humana pueda ser objeto del comercio de los hombres; que el artículo 
39.2 de la misma norma proclama que los poderes públicos aseguran la 
protección integral de los hijos y de las madres, cualquiera que sea su estado 
civil; y que el artículo 1275 del Código Civil impide la producción de efectos a 
los contratos con causa ilícita.  
 
El contexto que determinó el pronunciamiento judicial es el que 
seguidamente se describe. Dos varones españoles casados entre sí en Alboraya 
                                              
264
 Publicada en el Boletín Oficial del Estado número 243 de 7 de octubre de 
2010. La doctrina que ha comentado el contenido de esta Instrucción se muestra 
contraria a ella al considerar que está prestando cobertura administrativa a un “turismo 
reproductivo” que trata de eludir la aplicación de un precepto legal que claramente 
establece la nulidad del contrato de subrogación uterina. DÍAZ ROMERO, M.R., “La 
gestación por sustitución en nuestro ordenamiento jurídico”, Diario La Ley núm. 7527, 
14 de diciembre de 2010; VELA SÁNCHEZ, A.J., “La gestación por sustitución o 
maternidad subrogada: el derecho a recurrir a las madres de alquiler. Cuestiones que 
suscita la Instrucción de la DGRN de 5 de octubre de 2010, sobre régimen registral de la 
filiación de los nacidos mediante gestación por sustitución”, Diario La Ley, núm. 7608, 
11 de abril de 2011; LASARTE ÁLVAREZ, C., “La reproducción asistida y la 
prohibición legal de maternidad subrogada admitida de hecho por vía reglamentaria”, 
Diario La Ley núm. 7777, 17 de enero de 2012; FARNÓS AMORÓS, E. en 
“Inscripción en España de la filiación derivada del acceso a la maternidad subrogada en 
California”, INDRET Revista para el Análisis del Derecho, op. cit.; y JIMÉNEZ 
MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit. pp. 128-138. 
265
 Vid. Sentencia 826 de la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 10ª, de 
23 de noviembre de 2011. Rec. 949/2011. 
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(Valencia) lograron, en virtud de Resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 18 de febrero de 2009266, la inscripción en el 
Registro Civil consular de la filiación de dos menores nacidos, en virtud de 
convenio de gestación por sustitución suscrito y cumplido en California (Estados 
Unidos), mediante la presentación de los certificados de nacimiento expedidos 
por la autoridad competente del Condado de San Diego en California (Estados 
Unidos). En los certificados ambos cónyuges figuraban como padres de los 
nacidos. 
 
La citada Resolución acordó la inscripción del nacimiento y la doble 
filiación paterna solicitada amparándose en la existencia de una certificación 
registral extranjera, que determinaba la citada filiación respecto de un ciudadano 
español. Al respecto, la Resolución argumentó que el control de legalidad de las 
certificaciones registrales extranjeras debe limitarse a comprobar que se trata de 
un documento público autorizado por una autoridad extranjera competente, 
conforme a lo establecido en los artículos 81 y 85 del Reglamento del Registro 
Civil267. Para reforzar su posición la Resolución esgrimió además otros dos 
argumentos. En primer lugar, defendió que la inscripción de esta filiación, 
derivada de un convenio de gestación por sustitución realizado por dos varones 
españoles legalmente casados, no vulneraba el orden público internacional 
español, “puesto que si los hijos adoptados pueden tener dos padres varones 
naturales268 y el ordenamiento jurídico español no distingue entre hijos adoptados 
e hijos naturales269 , los hijos naturales deben poder tener dos padres varones 
naturales270”. Y, en segundo lugar, invocó la preservación del interés superior de 
                                              
266
 Un análisis crítico sobre esta Resolución lo realiza QUIÑONES ESCAMEZ, 
A. en “Doble filiación paterna de gemelos nacidos en el extranjero mediante maternidad 
subrogada. En torno a la RDGRN de 18 de febrero de 2009”, INDRET Revista para el 
Análisis del Derecho, marzo 2009. 
267
 Al respecto la Dirección General de los Registros y del Notariado defendió 
que el encargado del Registro Civil español no determina la filiación jurídica conforme 
a nuestro Derecho sino que se limita a registrar una filiación determinada legalmente 
conforme a una legislación extranjera (cfr. Fundamento Jurídico Tercero de la 
Resolución). 
268
 Ex. artículo 44.2 del Código Civil, tras la modificación operada por la Ley 
13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en materia de derecho a 
contraer matrimonio; y ex. artículo 7.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida, tras la modificación operada por la Ley 3/2007, de 15 de marzo, 
reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas. 
269
 Ex. artículo 108.2 del Código Civil. 
270
 La Dirección General de los Registros y del Notariado fundamenta el 
reconocimiento en las normas que en sede de filiación adoptiva o derivada de 
fecundación artificial, admiten en el derecho Español, la determinación de doble 
maternidad o paternidad. Considerando que la inadmisión de la doble paternidad ex. 
artículo 10.1 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida puede 
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los menores alegando que en el certificado californiano “no constaba filiación 
materna ni se constataba que los mellizos habían nacido vía subrogación uterina 
por tanto la otra alternativa era dejar sin filiación inscrita en el Registro Civil a 
unos menores que ya estaban en territorio español271”. 
 
Impugnada esta Resolución por el Ministerio Fiscal, la Sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia Número Quince de los de Valencia, de 15 de 
septiembre de 2010272, rechazó íntegramente la solución propuesta por la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, basándose en la indiscutible 
nulidad que el ordenamiento español otorga al convenio de gestación por 
sustitución que origina la filiación jurídica que se pretende inscribir273. 
 
Argumenta el Juzgador de Instancia que el criterio que resulta de 
aplicación es el que deriva del artículo 23 de la Ley del Registro Civil, que exige 
un control de legalidad previo a la inscripción de la filiación consistente en 
verificar “que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad 
conforme a la Ley española”. En el supuesto aplicable, y de conformidad con la 
legislación española, la filiación jurídica de los hijos de españoles nacidos por 
convenio de maternidad subrogada siempre será determinada por el parto. Esto 
significa que la Ley española prohíbe expresamente que en los casos de gestación 
por sustitución la filiación se inscriba a favor de una persona distinta de la que lo 
ha parido; y puesto que el encargado del Registro Civil debe examinar la 
legalidad del certificado extranjero conforme a la Ley española, en este supuesto 
debe impedirse la inscripción. Con base en el argumento expuesto, el Juzgado 
estimó el recurso promovido por el Ministerio Fiscal y acordó la cancelación de 
la inscripción registrada. 
 
La Sentencia fue recurrida en apelación reproduciendo los recurrentes, 
entre otros, los fundamentos de la Instrucción de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado dictada el 5 de octubre de 2010. La citada Instrucción 
autoriza la inscripción en el Registro Civil de los hijos nacidos mediante 
maternidad subrogada en los países cuya normativa la permita siempre que al 
menos uno de los progenitores sea español. La inscripción se sustentará en la 
existencia de una resolución judicial extranjera que determine la filiación jurídica 
                                                                                                                                    
constituir una discriminación proscrita por el artículo 14 de la Constitución Española. 
(cfr. Fundamento Jurídico Quinto II de la Resolución). 
271
 Procede destacar que en la propia Resolución la Dirección General de los 
Registros y del Notariado advierte que si la madre subrogada reclamase la filiación 
sobre los menores, ésta quedaría establecida respecto de tres personas.(cfr. Fundamento 
Jurídico Quinto VII de la Resolución). 
272
 Vid. Sentencia 75 del Juzgado de Primera Instancia Número Quince de los de 
Valencia, de 15 de septiembre de 2010. Proc. Ordinario núm. 188/2010. 
273
 Ex. artículo 10 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
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respecto de un progenitor español. En su Exposición de Motivos, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado indica que “la exigencia de resolución 
judicial en el país de origen tiene la finalidad de controlar el cumplimiento de los 
requisitos de perfección y contenido del contrato respecto del marco legaal 
respecto procede recordar que cada dos años como máximo pero no sé dónde está 
escribiendo un l del país donde se ha formalizado, así como la protección de los 
intereses del menor y de la madre gestante”. El objetivo de la misma es claro: 
fijar las bases para permitir inscribir en España la filiación derivada de un 
convenio de gestación por sustitución, si dicha filiación está determinada 
legalmente conforme a legislación extranjera a favor de un progenitor español. 
 
El recurso planteado fue desestimado por la Audiencia Provincial de 
Valencia, en su Sentencia de 23 de noviembre de 2011, conforme a los siguientes 
argumentos. 
 
Tal y como expone la Sentencia de instancia la certificación registral 
californiana “no supera el control de legalidad al resultar contraria al 
ordenamiento jurídico español”, que declara la nulidad del contrato de gestación 
por sustitución. No obstante, aun sin exigir que la decisión extranjera coincida 
con la que se hubiera adoptado aplicando el Derecho español, la certificación 
registral californiana “no supera el control de legalidad al infringir el orden 
público internacional español274”. 
 
Al respecto de la discriminación por razón de sexo invocada por los 
recurrentes275, la Audiencia Provincial concluye que la negación de la inscripción 
de la filiación, derivada de un convenio de gestación de sustitución suscrito a 
                                              
274
 Ex artículo 954.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 que dispone que 
las ejecutorias tendrán fuerza en España si reúnen las circunstancias siguientes “(...) 
Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido sea lícita en España”; ex. 
artículo 23 de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional que 
establece que “(…) en ningún caso procederá la aplicación de una Ley extranjera 
cuando resulte manifiestamente contraria al orden público internacional español. A tal 
efecto se tendrá en cuenta el interés superior del menor y los vínculos sustanciales del 
supuesto con España. Los aspectos de la adopción que no puedan regirse por un 
Derecho extranjero al resultar éste contrario al orden público internacional español, se 
regirán por el Derecho sustantivo español”; y ex. artículo 34.1 del Reglamento (CE) 
núm. 44/2001, del Consejo, de 22 de diciembre del 2000, relativo a la competencia 
judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil que establece que “(…) las decisiones no se reconocerán si el reconocimiento 
fuere manifiestamente contrario al orden público del Estado miembro requerido”. 
275
 Invocando infracción del artículo 14 de la Constitución Española, en cuanto 
que en el artículo 7.3 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida se permite la inscripción en el Registro Civil español de la filiación por 
naturaleza a favor de dos mujeres, mientras que no se permite la inscripción a favor de 
dos hombres. 
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favor de dos varones legalmente casados, no implica “una infracción del 
principio de igualdad y de prohibición de discriminación por razón de sexo” 
puesto que “el hecho que impide el acceso al registro es la forma del 
alumbramiento y no el sexo de los solicitantes”. 
 
En último término, con referencia a la defensa del interés superior del 
menor que aconsejaría la inscripción en el Registro Civil español de la filiación 
que consta en el registro extranjero, pues, en caso contrario, los menores podrían 
quedar privados de filiación inscrita y de una identidad única; argumenta la 
Sentencia que “el principio fundamental de protección del interés superior del 
menor no puede servir de coartada para dar cabida a una filiación derivada de un 
convenio de gestación por sustitución que nuestro ordenamiento declara nulo”. 
La satisfacción de dicho interés no puede conseguirse infringiendo la Ley, 
máxime cuando la propia normativa española ofrece cauces para la inscripción de 
la filiación de los menores a favor de los recurrentes, como son la acción de 
reclamación de paternidad respecto del padre biológico, conforme a las reglas 
generales, y la institución jurídica de la adopción regulada en los artículos 175 y 
ss. del Código Civil. Asimismo entiende que “tampoco se atenta contra el 
derecho a la identidad única de los menores, pues éstos tienen la que resulta de la 
certificación californiana que será la que publique el Registro Civil español si 
acceden a él de acuerdo con la Ley”. 
 
Paralelamente al desarrollo judicial de este caso concreto, e 
indudablemente motivado por su trascendencia a la opinión pública, la 
Instrucción de 5 de octubre de 2010 de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, sobre régimen registral de la filiación de los nacidos mediante 
gestación por sustitución, de forma criticable e incompatible con la legislación 
vigente276, fijó los criterios que determinan las condiciones de acceso al Registro 
Civil español de los nacidos por gestación convenida en el extranjero “invocando 
el interés superior del menor277”. Así, para permitir el acceso al Registro Civil en 
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 Así lo destacan, entre otros, DÍAZ ROMERO, M.R., “La gestación por 
sustitución en nuestro ordenamiento jurídico”, Diario La Ley, op. cit. p. 4; VELA 
SÁNCHEZ, A.J., “La gestación por sustitución o maternidad subrogada: el derecho a 
recurrir a las madres de alquiler. Cuestiones que suscita la Instrucción de la DGRN de 5 
de octubre de 2010, sobre régimen registral de la filiación de los nacidos mediante 
gestación por sustitución”, Diario La Ley, op. cit., p. 7; LASARTE ÁLVAREZ, C., “La 
reproducción asistida y la prohibición legal de maternidad subrogada admitida de hecho 
por vía reglamentaria”, Diario La Ley, op. cit. p. 6; FARNÓS AMORÓS, E. en 
“Inscripción en España de la filiación derivada del acceso a la maternidad subrogada en 
California”, INDRET Revista para el Análisis del Derecho, op. cit. p. 15; y JIMÉNEZ 
MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit., pp. 135. 
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 No obstante, como señalan VELA SÁNCHEZ y JIMÉNEZ MUÑOZ. El 
recurso al interés superior del menor no puede servir de excusa para introducir una 
discriminación por vía reglamentaria de manera que para unos españoles la gestación 
convenida pueda surtir efectos, y para otros no. (VELA SÁNCHEZ, A.J., “La gestación 
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estos casos, la Dirección General de los Registros y del Notariado exige una 
resolución judicial firme dictada por Tribunal Competente, en la que se 
determine la filiación del nacido278. La citada resolución, salvo que resulte 
aplicable un Convenio Internacional, deberá ser objeto de exequátor conforme al 
procedimiento contemplado en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881279. En 
ningún caso se admitirá como título apto para la inscripción del nacimiento y 
filiación del nacido una certificación registral extranjera, o la mera declaración, 
acompañada de certificación médica relativa al nacimiento del menor, en la que 
no conste la identidad de la madre gestante. 
 
En conclusión cabe afirmar que, por vía reglamentaria, la Instrucción 
contraviene de forma patente la letra y el espíritu del artículo 10 de la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida, genera incertidumbre, provoca 
inseguridad jurídica, y respalda públicamente el fraude de Ley derivado del 
“turismo reproductivo280”. Asimismo, al reconocer efectos a la subrogación 
                                                                                                                                    
por sustitución o maternidad subrogada: el derecho a recurrir a las madres de alquiler. 
Cuestiones que suscita la Instrucción de la DGRN de 5 de octubre de 2010, sobre 
régimen registral de la filiación de los nacidos mediante gestación por sustitución”, 
Diario La Ley, op. cit., p. 7; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y 
su régimen jurídico, op. cit., pp. 135). 
278
 Siendo este requisito formal el único elemento requerido, cabría la 
posibilidad que la filiación reconocida no se correspondiese biológicamente con 
ninguno de los progenitores porque ninguno de ellos hubiese aportado material 
genético. VELA SÁNCHEZ, A.J., “La gestación por sustitución o maternidad 
subrogada: el derecho a recurrir a las madres de alquiler. Cuestiones que suscita la 
Instrucción de la DGRN de 5 de octubre de 2010, sobre régimen registral de la filiación 
de los nacidos mediante gestación por sustitución”, Diario La Ley, op. cit., p. 6. 
279
 Con la nueva Ley 20/2011, de 21 de julio del Registro Civil (publicada en el 
Boletín Oficial del Estado núm. 175 de 22 de julio de 2011), se contempla un 
procedimiento alternativo al exequátor en el artículo 96.2 que permite la posibilidad de 
instar directamente la resolución judicial extranjera ante el encargado del Registro Civil, 
quien procederá a realizarla siempre que verifique: “La regularidad y autenticidad 
formal de los documentos presentados. Que el Tribunal de origen hubiera basado su 
competencia judicial internacional en criterios equivalentes a los contemplados en la 
legislación española. Que todas las partes fueron debidamente notificadas y con tiempo 
suficiente para preparar el procedimiento. Que la inscripción de la resolución no resulta 
manifiestamente incompatible con el orden público español”. 
280
 El término “turismo reproductivo” (fertility tourism) se acuña cuando se hace 
patente que numerosos individuos o parejas viajan al extranjero para tener hijos a través 
de técnicas de reproducción asistida prohibidas o reprobadas en su pais de residencia. 
La denominación asignada guarda coherencia con la definición cada vez más utilizada 
de turismo como industria, y constituye una manifestación más del fenómeno 
globalizador. En la mayor parte de las veces suele conducir a la explotación de mujeres 
de países con ordenamientos más permisivos. Algunos consideran que, además, actúa 
como una válvula de seguridad moral, ya que permite que los parlamentos nacionales 
expresan los sentimientos locales, reconociendo al mismo tiempo la autonomía moral de 
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uterina en territorio español, cuestiona el alcance del artículo 10 de la Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida, y promueve el debate sobre su 
admisibilidad e incorporación al ordenamiento jurídico español281. 
 
2.2.6. Valoración crítica 
 
El fenómeno de la subrogación uterina presenta una gran complejidad. 
Para algunos se trata de una práctica lícita que debe ser admitida jurídicamente, 
al entender que los acuerdos de sustitución gestacional se celebran 
voluntariamente entre adultos autónomos y responsables; no perjudican a 
terceros; y redundan en beneficio de todos los sujetos implicados. Los 
argumentos para su defensa se incrementan cuando el convenio carece de 
finalidad lucrativa esgrimiéndose, al efecto, que la gratuidad de la prestación y la 
libre autodeterminación de la mujer en el proceso gestacional impiden su 
instrumentalización. 
 
No obstante, frente a esta visión idílica, la realidad pone de manifiesto las 
profundas implicaciones éticas, y los numerosos conflictos jurídicos de toda 
índole que genera el recurso a esta técnica. 
 
Así, con respecto a la gestante por sustitución, debe considerarse que es la 
prestación en si misma la que conlleva el riesgo de instrumentalización del 
cuerpo de la mujer, con independencia que se realice o no a título gratuito. 
Asimismo, supone ignorar la distinción esencial entre personas y cosas, a efectos 
de la celebración de un contrato. En este sentido procede recordar que los 
sistemas jurídicos occidentales coinciden al considerar que, frente a la libre 
disposición de los objetos, los seres humanos son rei extra comercium, 
incluyendo expresamente el cuerpo en su conjunto o alguna de sus partes. La 
libre autodeterminación de la madre subrogada para alquilar su útero se 
                                                                                                                                    
los ciudadanos que no están de acuerdo con la legislación. (Cfr. STORROW, R. en 
“Quests for Conception: Fertility Tourist, Globalization and Feminist Legal Theory”, 
Hastings Law Journal, núm. 57, 2006, pp. 300 y 305; y DONCHIN, A. en 
“Reproductive tourism and the quest for global gender justice”, Bioethics, núm. 24, 
2010, pp. 325 y 326). 
281
 Sobre la subrogación uterina se debatió antes de la aprobación de la nueva 
Ley de Reproducción Humana Asistida en 2006. Tras el debate el Ministerio de Sanidad 
optó por no introducir ninguna modificación y mantener la regulación en los términos 
acordados en 1988. La Dra. Monserrat Boada, miembro de la Comisión Nacional de 
Reproducción Humana Asistida en ese momento, manifestó públicamente que lo que 
más influyó para mantener el estado de cosas no fueron los dilemas éticos que plantea la 
maternidad subrogada, sino la falta de voluntad para regular los eventuales conflictos 
que pudieran surgir entre la madre subrogada y la pareja comitente. (PRATS, J. 
reportaje “Busco madre de alquiler en el extranjero” fue publicado en el periódico El 
País el 09.11.2008). 
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encuentra, por tanto, limitada; puesto que ni el cuerpo humano ni sus funciones 
esenciales pueden constituir el objeto de un contrato. 
 
Con respecto al hijo nacido a través de esta técnica cabe señalar que, su 
admisibilidad y/o legalización, incrementa su vulnerabilidad, dejándolo a merced 
de unas cláusulas específicas que, en modo alguno, aseguran ni la protección de 
sus intereses, ni de sus derechos; y supone, además, una comercialización de la 
filiación, que sólo dependerá de la capacidad adquisitiva de los padres para la 
celebración de un contrato con un contenido principalmente económico. 
Asimismo la posibilidad de confusión de roles y funciones entre los progenitores, 
puede tener efectos muy negativos en el equilibrio y desarrollo psicofísico del 
menor, especialmente cuando los comitentes no aporten material genético. 
 
Como señala LÓPEZ GUZMÁN “el deseo de las parejas de tener hijos 
debe ser escuchado por la sociedad, sin embargo, no todos los deseos de los 
adultos deben considerarse ni convertirse en derechos, especialmente, si ello 
implica lesionar la dignidad y los derechos de otros sujetos implicados282”. 
 
Con relación a la regulación española cabe destacar su falta de coherencia, 
puesto que desde 1988 admite sin reservas, e incluso promueve, la donación de 
óvulos y de embriones, reprobando al mismo tiempo la gestación por sustitución 
incluso cuando tiene carácter altruista. Posición que resulta a todas luces 
contradictoria puesto que considerando que la primera Ley española sobre 
Técnicas de Reproducción Humana asistida tenía como objetivo “preservar la 
igualdad de todas las mujeres a tener hijos” y “eliminar cualquier límite que 
socave la voluntad de procrear de la mujer”, no parece coherente que se 
admitiese la intervención de donantes de ovocitos y gametos y, por el contrario, 
se rechazase la gestación de sustitución; puesto que al mantener este criterio la 
propia Ley estaría discriminando a aquellas mujeres con óvulos fecundables que 
deseando tener un hijo genéticamente propio careciesen de capacidad 
gestacional, frente a las que carecen de ovarios o de ovocitos fecundables que, 
vía donación de gametos, si tienen acceso a la maternidad. 
 
Los argumentos utilizados por el legislador español para descartar la 
maternidad de sustitución (al entender que todo contrato sobre gestación de 
sustitución es siempre nulo de pleno derecho por ilicitud del objeto que es extra 
comercium) resultan perfectamente aplicables para prohibir o restringir la 
donación de gametos (puesto que los gametos se encuentran también extra 
comercium) y, a la inversa, los motivos esgrimidos para justificar la donación de 
gametos (al considerarla necesaria para garantizar el acceso de las mujeres a la 
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 LÓPEZ GUZMÁN, J. en “Aproximación a la problemática ética y jurídica de 
la maternidad subrogada”, Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 266. 
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maternidad respetando su derecho a la igualdad) podrían utilizarse para sustentar 
la validez del convenio de subrogación uterina283. 
 
La subrogación uterina constituye el único límite formal que mantiene el 
legislador español en el ámbito de la procreación asistida. La solución adoptada 
por la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado, que 
otorga eficacia a los acuerdos de gestación por sustitución suscritos conforme a 
legislación extranjera, resulta claramente contraria a la legislación vigente desde 
un punto de vista técnico y axiológico, al pretender admitir por vía reglamentaria 
lo que está claramente excluido por Ley. La revisión de la escasa y ambigua 
regulación que presenta la gestación por sustitución es, por tanto, un gran 
problema de fondo que debe resolver el ordenamiento español, al objeto de evitar 
la coexistencia de soluciones legales divergentes e incrementar la seguridad 
jurídica; tal y como ya se está realizando en otros países de nuestro entorno. 
 
 
3. USOS DE LA TECNOLOGÍA REPRODUCTIVA 
 
La inseminación artificial se concibió originariamente como una terapia 
revolucionaria que permitió superar la infertilidad masculina. Los avances en el 
ámbito de la medicina reproductiva y, en especial, el desarrollo de técnicas como 
la crioconservación de gametos y la fecundación in vitro, superaron con amplitud 
el objetivo inicial y apuntaron nuevas utilidades de la biotecnología reproductiva, 
al margen de las estrictamente terapéuticas. 
 
A diferencia de la legislación de 1988, que estableció expresamente como 
finalidad fundamental de las técnicas de reproducción artificial la lucha contra la 
esterilidad humana, y su uso en la prevención y tratamiento de enfermedades de 
origen hereditario, la norma española actual prescinde de circunscribir su empleo 
al ámbito terapéutico, y reconoce abiertamente su potencialidad y sus múltiples 
utilidades. Asimismo, la normativa actual amplia el alcance del diagnóstico 
preimplantacional contemplando ahora, de forma expresa, el recurso a esta 
técnica para seleccionar embriones en beneficio de terceros. 
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 En este mismo sentido se pronuncian VILA – CORO BARRACHINA que 
defiende “la existencia de una gran analogía entre el contrato de alquiler de úteros y el 
contrato de inseminación/fecundación de la mujer sola argumentando que si el primero 
debe ser considerado nulo de pleno derecho a tenor de lo dispuesto en el artículo 6 del 
Código Civil; el segundo también puesto que, por ende, los gametos son también extra 
comercium por tener un carácter transpersonal o suprapersonal” (VILA – CORO 
BARRACHINA, M.D., “La reproducción asistida en la mujer sola”, Revista General de 
Derecho, mayo 1992, p. 3912); y ALKORTA IDIAKEZ que se pregunta “¿porqué es 
más digno y aceptable que una mujer tenga hijos con óvulos donados, que llevar a cabo 
una gestación por motivos altruistas, si se entrega después el nacido a la madre genética 
sin exigir precio alguno? (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la 
medicina reproductiva, op.cit., p. 288). 
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Entre los supuestos de uso no terapéutico de la tecnología reproductiva 
admitidos (por no prohibidos) en España desde 1988, y refrendados por la 
normativa actual destacan, por sus evidentes implicaciones jurídicas, la 
fecundación post mortem, y la de mujer sin pareja o con pareja homosexual. 
 
3.1. Selección de embriones 
 
La regulación jurídica española autoriza la selección de embriones como 
consecuencia directa de su sometimiento al diagnóstico genético 
preimplantatorio, previsto en el artículo 12 de la nueva Ley sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida284. 
 
Una vez sometidos los embriones al análisis genético citado, la decisión 
de transferirlos al útero o preterirlos, deberá ser tomada conforme a los criterios 
legalmente establecidos. Estas pautas concretas de selección se muestran 
imprescindibles, puesto que el diagnóstico preimplantatorio no sólo detecta 
enfermedades graves, sino también disfunciones de menor relevancia y 
características no patológicas (como el sexo). La ausencia de criterios concretos 
justificativos de la selección, podría propiciar la aparición de prácticas 
discriminatorias o de eugenesia blanda285, aunque la decisión corresponda a los 
especialistas y no a los progenitores. A este tenor debe considerarse que la 
evaluación de los resultados del diagnóstico efectuado, implica la toma en 
consideración de múltiples factores técnicos, entre los que destacan, la calidad de 
los embriones, la frecuencia de los portadores en la población general, y el tipo 
de transmisión (recesiva o ligada al sexo); consideraciones clínicas que, 
indudablemente, influirán en la selección que se efectúe286. 
 
3.1.1. Fase previa: diagnóstico genético preimplantacional 
 
El diagnóstico genético preimplantacional del embrión in vitro, es una 
técnica que permite estudiar las características genéticas del embrión antes de su 
implantación en el útero y que, conforme al artículo 12 de la nueva Ley sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida, puede ser practicado en España, en 
los centros debidamente autorizados, con una doble finalidad: terapéutica, 
cuando se realice en beneficio del propio embrión; y, en combinación con la 
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 Vid. Artículo 12 de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida. 
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 HIGUERA GUIMERÁ, F.J. en “El Derecho Penal y la eugenesia”, 
Actualidad Penal, núm. 30, 1995, pp. 540-541. 
286
 ROMEO CASABONA, C.M. en “Aspectos jurídicos del Consejo genético”, 
Biotecnología y Derecho. Perspectivas en Derecho comparado, Ed. Cátedra Derecho y 
Genoma Humano, Bilbao, 1998, p. 61. 
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determinación de los antígenos de histocompatibilidad, cuando se efectúe a favor 
de terceros por motivos estrictamente terapéuticos287. 
 
El objetivo del análisis, en el primero de los supuestos, es la detección de 
enfermedades hereditarias graves, de aparición precoz y sin tratamiento curativo 
postnatal, con arreglo a los conocimientos científicos actuales288; o la detección 
de cualquier otra alteración que pueda comprometer la viabilidad del preembrión. 
Cuando la transmisión de la enfermedad detectada se encuentra ligada al sexo, el 
resultado del diagnóstico introduce una excepción a la prohibición de seleccionar 
el sexo de los embriones que serán transferidos al útero. 
 
En el segundo de los supuestos, el resultado del diagnóstico permite 
seleccionar los embriones que serán transferidos al útero atendiendo 
exclusivamente a su compatibilidad genética con terceras personas que puedan 
necesitar una donación para superar una dolencia de difícil curación. 
 
En todo caso, la aplicación de esta técnica queda restringida a los centros 
específicamente autorizados y sujeta a la realización, por parte de los centros, de 
la preceptiva comunicación a la Autoridad Sanitaria correspondiente que, a su 




3.1.2. Elección del embrión en función del sexo 
 
Al igual que la legislación anterior289, la nueva Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida prohíbe expresamente seleccionar el sexo de los embriones 
preimplantatorios, salvo en los casos en que obedezca a un propósito terapéutico 
autorizado. En este sentido el artículo 26 c) 10ª considera infracción muy grave: 
“la selección del sexo o la manipulación genética con fines no terapéuticos o 
terapéuticos no autorizados290”. 
 
La posibilidad de elegir el sexo del futuro nacido plantea como problema 
principal el de su finalidad. 
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 AZNAR LUCEA, J. en “Diagnóstico genético preimplantacional”, La vida 
humana naciente, VVAA, 2007, pp. 140-142. 
288
 En cuyo caso, detectada la anomalía, queda autorizada expresamente la 
realización de una selección de los preembriones no afectos para su transferencia 
289
 Vid. Artículo 20.2 n) de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas 
de reproducción Humana Asistida. 
290
 Vid. Artículo 26 c) 10ª de la nueva Ley sobre Reproducción Humana 
Asistida. 
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En principio la elección no se cuestiona si con ella se trata de evitar la 
transmisión de una enfermedad ligada al sexo291, como por ejemplo la distrofia 
muscular de Duchenne. Al respecto debe tenerse en cuenta que, en la actualidad, 
se conocen más de doscientas enfermedades que afectan sólo a varones, y cuya 
gravedad varía desde la hemofilia a la dislexia. A falta de cura conocida para 
ellas, parece indiscutible que la selección de embriones es una técnica positiva al 
permitir evitar el nacimiento de hijos varones que puedan heredar determinadas 
enfermedades292. No obstante, algunos genetistas han advertido que podría tener 
efectos negativos si el mecanismo de selección se aplicase con carácter general a 
toda la población, puesto que algunas características genotípicas podrían tener un 
valor intrínseco para el equilibrio de la especie, por lo que podría resultar incluso 
peligroso erradicar completamente determinados genes del acervo genético293. 
 
Menos pacífica resulta la selección del sexo por conveniencia; opción 
plenamente consentida en Estados Unidos, Jordania e India. Los argumentos a 
favor se sustentan principalmente en el denominado family balancing (equilibrio 
familar) que, a su juicio, supondría un incremento de la natalidad, puesto que las 
parejas con varios hijos del mismo sexo podrían animarse a tener un nuevo 
descendiente si se les asegura que será de sexo diferente. En sentido contrario se 
pronuncian los que consideran que un uso indebido de este mecanismo podría ser 
discriminatorio y quebrar el equilibrio poblacional a favor de uno sólo de los 
sexos294. 
 
El debate sobre la selección de sexo por conveniencia se abrió en España 
en 1990 a raíz de una petición planteada ante los Tribunales de Justicia por parte 
de una mujer de Mataró, madre de cinco hijos varones, que solicitaba 
autorización para seleccionar el sexo de su sexto descendiente mediante el 
tratamiento del semen de su marido. El Juez de Primera Instancia declaró 
procedente la solicitud formulada basándose en la frustración y la ansiedad que la 
falta de hijas provocaba a la mujer. Por su parte, la Audiencia Provincial de 
Barcelona revocó la decisión y dejó sin efectos todos los pronunciamientos al 
declarar improcedente el recurso a la selección del sexo para solucionar una 
enfermedad propia y no una dolencia del embrión295. 
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 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op. cit., p. 331. 
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 ROMEO CASABONA, C.M. en “Aspectos jurídicos del Consejo genético”, 
Biotecnología y Derecho. Perspectivas en Derecho comparado, op. cit. P. 85. 
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 CHADWICK, R.F. en Ethics, Reproduction and Genetic Control, Ed. 
Routledge, Londres, 1994, pp. 172-182; y WAISMAN, V. en Reproductive Rights 
2000: Moving Forward, International Program, New York, 2001, p. 28. 
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 Vid. ALBERRUCHE DÍAZ FLORES, M. en La clonación y selección de 
sexo: derecho genético, Ed. Dykinson, Madrid, 1999, pp. 57-59. 
295
 Vid. Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 14, de 12 de 
noviembre de 1990. 
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En la actualidad una parte de la doctrina se muestra partidaria de levantar 
la prohibición sobre la selección del sexo alegando que la razón para proscribirla, 
discriminación por género, no es apreciable en las sociales desarrolladas en las 
que se respeta el principio de igualdad formal296. 
 
3.1.3. Elección del embrión por histocompatibilidad en beneficio de terceros 
 
La posibilidad de seleccionar un embrión por presentar una composición 
genética óptima para servir como donante a un tercero es, sin lugar a dudas, la 
previsión más polémica que contempla la vigente Ley de Reproducción humana 
Asistida297, que abrió la puerta a la creación de los denominados “bebés de 
diseño” o “bebés medicamento”, como así se indica en su propia Exposición de 
Motivos298. 
 
La solución adoptada por el legislador español no es pacífica como puede 
inferirse de los siguientes casos que se resumen a título ilustrativo299. Esta 
cuestión se planteó por primera vez en el año 2001 cuando una pareja de 
Colorado (EEUU) recurrió a la selección genética y concibió un bebé sano para 
implantar las células de su cordón umbilical a su otra hija, nacida con una anemia 
mortal. De los quince embriones que fueron obtenidos por fecundación in vitro 
once hubiese generado bebés sanos, no obstante, entre todos ellos se seleccionó 
exclusivamente uno, el que tenía la composición genética más afín a su hermana 
para servirle de donante. Pocos meses más tarde se denegó en Inglaterra la 
petición de una pareja que, tras conocer que su hijo padecía una anemia 
hereditaria extremadamente grave, habí solicitar el diagnóstico preimplantacional 
con el fin de obtener un embrión histocompatible que sirviese como donante de 
tejido para su hermano. La petición fue rechazada basándose en que esta técnica 
debe beneficiar al propio embrión y no puede emplearse en beneficio exclusivo 
de personas ya nacidas. En Francia, en julio de 2002, el Comité Nacional de ética 
fue consultado sobre la posibilidad de seleccionar un embrión histocompatible 
con un hermano afectado por la enfermedad de fanconi. La solicitud fue 
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 A favor de la libertad de elección se han pronunciado GÓMEZ SÁNCHEZ, 
Y. en Derecho a la reproducción humana, op.cit., pp. 93-95; y PUIGPELAT MARTÍ, 
F. en “La selección de sexo, aspectos jurídicos y valoración crítica”, Revista Derecho 
Genético núm. 6, 1997, pp. 93-99. 
297
 El apartado segundo del artículo 12 de la nueva Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida, a diferencia de la legislación de 1988, consiente el recurso al 
diagnóstico genético preimplantacional “para otras finalidades distintas” de las 
señaladas, y autoriza expresamente “su práctica en combinación con la determinación 
de los antígenos de histocompatibilidad de los preembriones in vitro con fines 
terapéuticos en favor de tercero. 
298
 Vid. Apartado II de la Exposición de Motivos de la Ley 14/2006, de 26 de 
mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
299
 Un análisis detallado y valorado lo realiza ALKORTA IDIAKEZ, I. en 
Regulación jurídica de la medicina reproductiva, op. cit., pp. 332-333. 
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denegada ante el riesgo de instrumentalizar al nacido en un proyecto parental 
atípico en el que el hijo nace para salvar la vida un hermano. Los votos 
discrepantes entendieron, no obstante, que no se podía negar el acceso al 
diagnóstico preimplantacional a unos padres que deseaban tener descendencia 
sana y, al mismo tiempo, ayudar a vivir a otro hijo ya nacido. 
 
La autorización que permite en España, desde 2006, la selección de 
embriones para, p.e., curar a un hermano enfermo, ha sido muy contestada desde 
dos ángulos diferentes. Así, por una parte, se reprocha el hecho de engendrar 
niños, no por su propio valor como personas, sino como meros instrumentos para 
la curación de terceros300. Y, desde otra perspectiva, se advierte que un uso 
abusivo de la técnica podría promover una depuración genética posibilitando la 
eliminación de todos aquellos embriones portadores de taras o enfermedades 




3.1.4. Valoración crítica 
 
La ordenación española contempla la posibilidad de recurrir al diagnóstico 
genético preimplantacional para detectar enfermedades hereditarias graves 
incurables, o alteraciones que comprometan la viabilidad del preembrión; al 
objeto de efectuar la correspondiente selección embrionaria. Por su parte, el 
Convenio de Biomedicina del Consejo de Europa señala que las enfermedades 
que autorizan la selección del sexo del embrión preimplantatorio deben ser 
graves. No obstante, no concreta qué concurre bajo esta expresión, y traslada a 
los Estados parte la elaboración de los criterios al respecto. Pese a las previsiones 
de la legislación de 1988 de elaborar una lista de enfermedades graves o 
establecer unos criterios básicos que permitiesen emplear con garantías el 
diagnóstico preimplantacional, nunca se aprobó elenco alguno. La valoración de 
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 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “El utilitarismo ético en la investigación 
biomédica con embriones humanos”, Persona y Bioética, núm. 65, 2008, pp. 16-28; 
CORRAL GARCÍA, E. en “La desprotección jurídica del embrión humano tras la nueva 
Ley de reproducción humana asistida y la Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos 
de Bioética, 2009/2, pp. 197-199; y AZNAR LUCEA J. en “Bebés medicamento: 
aspectos médicos, sociológicos y éticos”, en La desprotección del no nacido en el Siglo 
XXI, VVAA, Ed. Eunsa, Pamplona, 2012, pp. 151-170 
301
 PÉREZ DEL VALLE, C. en “Tratamiento jurídico del embrión en la nueva 
Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida: diagnóstico previo a la 
implantación, investigación y clonación”, Legislación sobre reproducción asistida: 
novedades, VVAA, Cuadernos de Derecho Judicial, Madrid, 2006, pp. 104-108; 
MILANS DEL BOCH , S. en “Régimen de infracciones y sanciones en la nueva Ley 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida”, Legislación sobre reproducción 
asistida: novedades, VVAA, Cuadernos de Derecho Judicial, Madrid, 2006, pp. 224-
225; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, op. 
cit., pp. 148-149. 
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la gravedad de las patologías se dejó al arbitrio médico, que continua 
sustituyendo la laguna legislativa recurriendo a su criterio clínico para aconsejar 
a la pareja (o mujer) si deben someterse, o no, a un programa de fecundación 
extracorpórea. La adopción de los criterios generales para determinar qué se debe 
entender por enfermedad grave es, por tanto, estrictamente necesaria para 
elaborar un protocolo y un código de buenas prácticas en materia de análisis 
genéticos antenatales y constituye una tarea pendiente del Parlamento español. 
 
La admisibilidad jurídica de la elección de embriones para evitar la 
transmisión de enfermedades ligadas al sexo no se cuestiona. Menos pacífica 
resulta, no obstante, la elección que se realiza al objeto de lograr un embrión que 
presente una composición genética óptima para servir como donante a un tercero. 
El respaldo a esta posibilidad, introducida en por el legislador español en 2006, 
podría atentar contra la dignidad y el valor del ser humano como tal, al 
instrumentalizarlo como mero material creado artificialmente en beneficio de un 
tercero, y chocaría con números Instrumentos internacionales suscritos por 
España. 
 
3.2. Fecundación post mortem 
 
La expresión fecundación post mortem describe el fenómeno que permite 
a una mujer procrear utilizando células germinales provenientes de un varón que 
ha fallecido con carácter previo a la concepción. Esta posibilidad, junto a la 
donación de óvulos y embriones, constituyen los aspectos de la tecnología 
reproductiva que más han afectado a la organización jurídica tradicional de la 
filiación en España. Así, el gran reto normativo del legislador español al 
contemplar la fecundación post mortem en 1988, fue justificar la atribución legal 
de la paternidad de un nacido diez meses más tarde del fallecimiento de su 
progenitor. 
 
Al margen de esta cuestión, de índole estrictamente civil, analizaremos 
seguidamente las distintas posiciones sobre la admisibilidad de este fenómeno, y 
valoraremos los requisitos para su ejercicio y el encaje constitucional que se 
otorgó a un uso claramente satisfactivo de la tecnología reproductiva, que 
condena al nacido a una orfandad deliberada. 
 
3.2.1. Debate sobre su admisibilidad 
 
Como expondremos seguidamente, la mayor parte de los autores se 
alinean en la prohibición de la fecundación póstuma; otros consideran que si bien 
la inseminación post mortem debería estar prohibida, si cabría autorizar la 
transferencia de embriones congelados; finalmente una minoría cree que no 
existe base legal  suficiente para prohibir a la viuda hacer uso de los gametos del 
fallecido, o de los embriones crioconservados, y que el nacido superpóstumo 
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tiene derecho a que se establezca la filiación paterna, y a percibir la herencia que 
le corresponde. 
 
Los argumentos esgrimidos por los defensores de la admisibilidad de la 
fecundación póstuma se refieren a cada una de las partes implicadas: varón 
fallecido, receptora de las técnicas, y nacido póstumo. 
 
Con respecto al varón, consideran que existe un derecho fundamental a 
disponer de los propios gametos, derivado del derecho a planificar la propia 
descendencia en el ejercicio de los derechos reproductivos; libertad procreativa 
que, en modo alguno, puede ser prohibida o limitada por el Estado302.  Asimismo, 
este sector doctrinal considera que los gametos masculinos son básicamente una 
res sobre la que caben los actos de disposición comunes, pudiendo su titular 
cederlos a una mujer para que disponga de ellos tanto de forma nominativa como 
anónima, inter vivos o mortis causa303. Para reforzar este argumento se esgrime 
que si cabe disponer para después de la muerte las relaciones patrimoniales, las 
acciones que protegen la intimidad y el honor, e incluso los propios órganos, no 
existe razón válida suficiente para negar eficacia a la disposición post mortem de 
los propios gametos, especialmente, si se acepta la donación de gametos inter 
vivos304. 
 
Con respecto a la mujer receptora de las técnicas, GÓMEZ SÁNCHEZ 
defiende que, al margen del título por el que se le atribuya la disposición de los 
gametos de su cónyuge fallecido305, debe autorizarse la fecundación post mortem 
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 LENTTI, P. en La procreazione artificiale. Genoma della persona e 
attribuzione di paternità, Ed. Cedam, Padova, 1993, pp. 41-43; SANTOSUOSSO, F. en 
La fecundazione artificiale umana, Giuffrè, Milano, 1984, pp. 74-75; y GÓMEZ 
SÁNCHEZ, Y. en Derecho a la reproducción humana, op.cit., p. 128-129. Al explicar 
esta línea argumental ALKORTA IDIAKEZ explica que, en la misma medida, el Estado 
no podría entrar a prohibir o a limitar a un varón enfermo o condenado a muerte la 
posibilidad de mantener relaciones sexuales de las que pudieran derivarse un hijo 
póstumo. (ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op.cit., p. 360). 
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 LENTTI, P. en La procreazione artificiale. Genoma della persona e 
attribuzione di paternità, op.cit., pp. 41-43; y SANTOSUOSSO, F. en La fecundazione 
artificiale umana, Giuffrè, op.cit. en pp. 74-75. 
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 GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en Derecho a la reproducción humana, op.cit., p. 
132; y RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación artificial post mortem”, Revista 
Jurídica de Catalunya, Vol. 86, núm. 4, 1987, p. 890. 
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 Los partidarios de esta teoría no se ponen de acuerdo sobre si la mujer 
adquiere el derecho por la mera manifestación de voluntad del causante (ope 
voluntaris), iure sucessionis o iure matrimonii. Al respecto RIVERO HERNÁNDEZ 
opina que el derecho sólo surge si existe manifestación de voluntad del marido 
fallecido. (RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación artificial post mortem”, 
Revista Jurídica de Catalunya, op. cit. p.890). 
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de la viuda en la misma medida en que el ordenamiento consiente la procreación 
de la mujer sola306. 
 
Y, en relación con los intereses del nacido, los partidarios de esta corriente 
de opinión, reproducen los argumentos otorgados a favor del recurso a gametos y 
embriones donados por parte de las mujeres sin pareja. Al respecto consideran 
que la decisión de procrear implica el ejercicio de derechos fundamentales de la 
persona que prevalecen sobre el interés del hijo a tener una doble figura parental; 
y destacan que la situación del nacido postmortem siempre será mejor que la del 
concebido por una mujer sola, puesto que aunque no conocerá su padre si sabrá 
quién es su familia paterna y podrá disfrutar de su herencia307. 
 
Desde otra perspectiva algunos especialistas han hecho hincapié en la 
diferencia entre solicitar el empleo de gametos pertenecientes a una persona 
fallecida, y pedir la implantación de embriones previamente crioconservados. Así 
GÓMEZ-FERRER SAPIÑA reprueba la inseminación póstuma pero considera 
lógico permitir a la viuda gestar los embriones que se hayan obtenido durante el 
tratamiento de fecundación in vitro sobre todo cuando el fallecimiento del varón 
se ha producido durante el tratamiento de la esposa308.  
 
En sentido contrario, la oposición a la autorización legal de la filiación 
superpóstuma se articula en torno a dos argumentos fundamentales. En primer 
lugar se defiende que el final de la propia vida constituye el límite natural de la 
libertad procreativa. Conforme señala BALDINI, la transmisión de la titularidad 
y de la capacidad de decisión sobre los gametos son nulas de pleno derecho, 
puesto que la titularidad de las células germinales no puede ser transmitida, dado 
que toda facultad exclusiva de decisión sobre la suerte de los gametos permanece 
siempre en la esfera del sujeto del que proceden309. En consecuencia, la muerte 
del sujeto extingue de forma natural su capacidad de control sobre la dimensión 
procreativa y excluye el uso de sus gametos con fines generantes. Y, en segundo 
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 GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en Derecho a la reproducción humana, op.cit., p. 
133. 
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 GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en Derecho a la reproducción humana, op.cit., p. 
82; RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación artificial post mortem”, Revista 
Jurídica de Catalunya, op.cit., p.888; y CARCABA FERNÁNDEZ, M., en Los 
problemas jurídicos planteados por las técnicas de procreación humana, Ed. Bosch, 
Barcelona, 1995, p. 130. 
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 GÓMEZ-FERRER SAPIÑA, R. en “Técnicas de Reproducción Asistida 
Humana y Derecho de Sucesiones”, Revista Jurídica del Notariado núm. 1, 1995, p. 
225; y, en idéntico sentido, BUSTOS PUECHE, J.E. en El Derecho Civil ante los retos 
de la nueva genética, Ed. Dykinson, Madrid, 1996, p. 176. 
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 BALDINI, G. en Tecnologie Riproduttive e problemi giuridici. Riflessioni di 
diritto civile su alcune delle principali questioni poste dall`affermarsi delle metodiche 
artificiali di procreazioni umana, Ed. G.Giappichelli Editore, Turín, 1999, p. 50. 
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lugar, se esgrime que el hijo concebido post mortem quedaría condenado a una 
orfandad paterna deliberada310. 
 
La aplicación post mortem de las técnicas de reproducción asistida 
tampoco es pacífica en los ordenamientos occidentales, que presentan soluciones 
que pivotan entre la prohibición absoluta y la admisión restringida con efectos 
limitados.  En posiciones próximas a la prohibición absoluta cabe citar la Ley 
sueca 1984:1140 (artículo 2), la Ley italiana núm. 40 de 19 de febrero de 2004 
(artículo 5), y el Código Civil francés (artículo 311-20). Con carácter restringido 
se contempla en la Ley británica sobre Fecundación y Embriología Humanas 
referentes a Padres Fallecidos de 18 septiembre 2003 (Act 2003-c.24), 
promulgada como consecuencia de la exclusión incluida en la Ley de 
Fecundación y Embriología Humanas de 1990, que no permitía la atribución de 
la paternidad del nacido al marido o compañero fallecido y que fue declarada 
contraria al Convenio Europeo de derechos Humanos en marzo de 2003 por el 
Tribunal Supremo británico. La reforma operada permite al varón fallecido ser 
registrado como padre si consintió por escrito y así lo solicitó la madre también 
por escrito antes del nacimiento. Sin embargo, la inscripción efectuada no 
confiere al nacido derechos legales respecto de su progenitor311. 
 
El Tribunal Constitucional español por su parte, declaró en 1999 que no 
existía incompatibilidad entre la fecundación póstuma contemplada por el 
legislador de 1988, y el contenido del artículo 39 de la Constitución; admitiendo 
formalmente este nuevo significado de paternidad312. No obstante, como 
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 HERNÁNDEZ IBÁÑEZ, C. en “La Ley de 22 de noviembre de 1988 sobre 
Técnicas de Reproducción Asistida: consideraciones en torno a la fecundación post 
mortem y a la maternidad subrogada”, Actualidad Civil, op.cit., pp. 3030-3032; LLEDÓ 
LLAGÜE en “La Ley sobre las Técnicas de Reproducción Humana Asistida”, Anuario 
de Derecho Civil, núm. XLI-IV, octubre-diciembre 1988; y PANTALEÓN PRIETO, F. 
en “Técnicas de reproducción asistida y Constitución”, Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales, op. cit. pp. 153-156. 
311
 Esta posición adoptada en el ordenamiento británico, que establece entre el 
nacido y el fallecido una filiación de naturaleza limitada, ha suscitado numerosas 
críticas puesto que no parece lógico admitir el recurso a la fecundación post mortem e 
incluso constituir el correspondiente vínculo filiativo, para negar al nacido derechos 
respecto de quien legalmente es su padre. Cfr. LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Relaciones 
civiles derivadas de la fecundación post mortem”, Boletín de la Facultad de Derecho de 
la UNED, op. cit. pp. 116. 
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 La Sentencia 116/1999, de 17 de junio del Tribunal Constitucional se limitó a 
declarar la validez del artículo 9 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida sin interpretar su contenido. El único pasaje de la 
Sentencia referido a la fecundación póstuma declara “que es por perfectamente lícito 
desde el punto de vista constitucional la disociación entre progenitor biológico y padre 
legal que sirve de fundamento a ciertas reglas contenidas fundamentalmente en los 
artículos 8 y 9 de la Ley (ex. Fundamentos Jurídicos Decimotercero y Decimocuarto). 
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expondremos seguidamente, la doctrina española se mantuvo dividida en torno al 
juicio de constitucionalidad otorgado, y continúa defendiendo argumentos a 
favor y en contra; especialmente, porque el Alto Tribunal no aportó 
razonamientos jurídicos de peso para sustentar su respuesta.  
 
Así, un sector doctrinal amplio considera que la filiación póstuma no 
garantiza de forma suficiente los derechos que la Constitución reconoce a los 
nacidos, puesto que la solución adoptada por el legislador de 1988, y reproducida 
en 2006, no contempla la asunción efectiva de la función paterna, sino una mera 
atribución formal de la relación de filiación; contraviniendo, por tanto, la 
investigación y el establecimiento de la paternidad reconocidos 
constitucionalmente como mecanismos jurídicos que tienen por objeto asegurar 
la inserción del nacido en la familia, y que desarrollan una idea de paternidad-
función y no de paternidad formal313. 
 
En sentido contrario se argumenta que el derecho del hijo no es tanto o a 
tener físicamente un padre como a que se le proporcionen unas mínimas 
condiciones para su correcto desarrollo, puesto que ni siquiera los hijos 
concebidos naturalmente tienen garantizada una figura paterna física, sirviendo a 
título de ejemplo los hijos póstumos concebidos naturalmente o los hijos 
naturales de madres solas que se niegan a manifestar la identidad del padre 
biológico. Asimismo se insiste en que, a diferencia de la fecundación artificial de 
mujer sin pareja, el hijo póstumo si tendrá una referencia paterna,  aunque no 
llegue a conocerlo personalmente, y, además, tendrá una relación de filiación y 
de parentesco con su familia paterna314. 
 
Al respecto de la posibilidad de prohibir la inseminación postmortem y autorizar 
sólo la transferencia de embriones ya constituidos, un sector doctrinal minoritario 
considera que presenta menos implicaciones jurídicas en cuanto se asimila al 
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 BLASCO GASCÓ, F.P. en “La Ley sobre técnicas de reproducción asistida: 
constitucionalidad y aplicación”, Anuario de Derecho Civil, Vol. XLIV-II, abril-junio, 
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 GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en Derecho a la reproducción humana, op.cit., p. 
82; RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación artificial post mortem”, Revista 
Jurídica de Catalunya, op.cit., p.888; CARCABA FERNÁNDEZ, M., en Los 
problemas jurídicos planteados por las técnicas de procreación humana, op. cit., p. 
130; y LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Relaciones civiles derivadas de la fecundación post 
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supuesto en que el varón fallece tras haber embarazado a su pareja. En este caso, 
el interés de la mujer en continuar con el procedimiento iniciado se entiende 
superior y, por tanto, resulta más digno de protección315. En sentido contrario se 
argumenta que si el motivo principal para reprobar la fecundación póstuma es la 
protección del interés del nacido parece aceptable hacer distinciones entre la 
gestación póstuma de embriones y la concepción póstuma mediante 
inseminación316. 
 
3.2.2. Requisitos legales 
 
El artículo 9 de la nueva Ley de Reproducción Humana Asistida, en su 
apartado primero, establece que “no podrá determinarse legalmente la filiación ni 
reconocerse efecto o relación jurídica alguna entre el hijo nacido por la 
aplicación de las técnicas reguladas en esta Ley y el marido fallecido, cuando el 
material reproductor317 de éste no se halle en el útero de la mujer en la fecha de la 
muerte del varón”. Como ha interpretado VIDAL MARTÍNEZ318, con relación a 
la legislación anterior de idéntica redacción, este precepto admite implícitamente 
la fecundación post mortem, limitándose a restringir la protección 
correspondiente al nacido a los casos previstos legalmente; y se encuadra en la 
concepción individualista que engloba toda la Ley “del derecho a un hijo” que, a 
su entender, otorga coherencia a la posibilidad de obtener el hijo deseado pese a 
la muerte del marido.  
 
En el párrafo segundo del citado artículo se establece que el marido podrá 
prestar su consentimiento en el documento en que se hace referencia en el 
artículo 6.3, en escritura pública, en testamento o documento de instrucciones 
previas, para que su material reproductor pueda ser utilizado, en los doce meses 
siguientes a su fallecimiento, para fecundar a su mujer; contemplándose 
asimismo la facultad de revocarlo en cualquier momento anterior a la realización 
de las técnicas. A diferencia de la legislación anterior se suavizan los requisitos 
formales para reconocer validez al consentimiento prestado por el varón 
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 GÓMEZ-FERRER SAPIÑA, R. en “Técnicas de Reproducción Asistida 
Humana y Derecho de Sucesiones”, Revista Jurídica del Notariado, op. cit., p. 225; y, 
en idéntico sentido, BUSTOS PUECHE, J.E. en El Derecho Civil ante el retos de la 
nueva genética, op. cit., p. 176. 
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 ALKORTA IDIAKEZ, I. en Regulación jurídica de la medicina 
reproductiva, op. cit. P. 378. 
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 LÓPEZ PELÁEZ señala que aunque la Ley se refiera sólo al “material 
reproductor” debe entenderse incluido también el embrión creado a partir de semen del 
marido fallecido y ovocito de su mujer. (LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Relaciones civiles 
derivadas de la fecundación post mortem”, Boletín de la Facultad de Derecho de la 
UNED, op. cit., p. 118). 
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 VIDAL MARTÍNEZ, J., Las nuevas formas de reproducción humana, Ed. 
Civitas, Madrid, 1988, p. 144. 
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fallecido, contemplándose ahora la firma del documento genérico autorizando el 
recurso a las técnicas por parte de la esposa (ex. artículo 6.3 de la nueva Ley 
sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida) y su inclusión en el 
documento de instrucciones previas. Asimismo, se dobla el plazo previsto en la 
legislación anterior, que era de seis meses, y que había sido muy criticado por 
insuficiente319. Consentimiento específico otorgado en legal forma y plazo, se 
configuran, por tanto, como requisitos esenciales tanto para la declaración de la 
filiación matrimonial del nacido póstumo como para autorizar la propia 
fecundación post mortem320. La posibilidad de autorizar una fecundación post 
mortem también podrá ser utilizada por el miembro masculino de una pareja 
more uxorio (ex. artículo 9.3), sirviendo el consentimiento prestado en legal 
forma como título suficiente para iniciar el expediente gubernativo de atribución 
de la filiación extramatrimonial del artículo 49 de la Ley de Registro Civil y ello 
sin perjuicio del posible ejercicio de la acción de reclamación de paternidad321.  
 
La legislación de 2006 introduce como novedad (ex. artículo 9.2 párrafo 
2º) que el consentimiento del marido se presumirá (iuris tantum) en los supuestos 
en que la esposa supérstite  estuviera incursa en un proceso de reproducción 
asistida ya iniciado para la transferencia de preembriones constituidos con 
anterioridad al fallecimiento. Presunción legal que ha sido calificada de 
                                              
319
 RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación artificial post mortem”, 
Revista Jurídica de Catalunya, op. cit. p.575. 
320
 VIDAL MARTÍNEZ estima que resulta de dudosa constitucionalidad 
establecer una discriminación respecto de la filiación de los hijos que puedan nacer 
mediante el citado procedimiento si el fallecido ha prestado su consentimiento pero no 
lo ha hecho en la forma legalmente establecida En este sentido expone que si el 
Tribunal Constitucional niega la posibilidad de establecer distintos derechos sucesorios 
atendiendo al origen (matrimonial o no) de los hijos, hay que considerar 
inconstitucional este precepto que condiciona el establecimiento de la relación 
paternofilial matrimonial entre el hijo y su progenitor biológico fallecido a la forma en 
que éste último hubiese prestado su consentimiento para la fecundación. (VIDAL 
MARTÍNEZ, J. en “Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 17 de 
junio de 1999 resolviendo el Recurso de inconstitucionalidad 376/89 contra la Ley 
35/1988 de 22 de noviembre sobre Técnicas de reproducción Asistida”, Revista de 
Derecho y Genoma Humano, núm. 12, enero-junio 2000, p. 114). 
321
 Coinciden OCAÑA RODRÍGUEZ y VIDAL MARTÍNEZ  al considerar que 
esta previsión legal vulnera principios civiles fundamentales al condicionar la 
determinación de la filiación del hijo así nacido a un procedimiento sustanciado ante el 
Registro Civil, expediente que el progenitor no podrá instar por sí mismo, pues se parte 
de la hipótesis de su fallecimiento. Si de conformidad con lo expuesto en el citado 
artículo de la Ley del Registro Civil se considerase que no concurren los requisitos 
necesarios para atribuir la filiación al varón fallecido, el hijo o la madre tendrían que 
reclamar judicialmente su determinación. (Cfr. OCAÑA RODRÍGUEZ, A., La filiación 
en España, Ed. Comares, Granada, 1993, p. 406; y VIDAL MARTÍNEZ, J., Las nuevas 
formas de reproducción humana, op. cit., p. 114). 
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coherente, puesto que el inicio del proceso requiere necesariamente el 
consentimiento previo del marido, y cabe entender que sí lo otorgó y la muerte le 
sobrevino durante la realización del programa, su voluntad habría sido la de 
completar el proceso322. Para los supuestos de pareja more uxorio tal presunción 
no resulta de aplicación ni siquiera por analogía, puesto que el consentimiento de 
la pareja no matrimonial no es necesario para el inicio del proceso. 
 
Ya en último término cabe señalar que, más allá del fallecimiento del 
marido o conviviente, no se contempla legalmente la posibilidad inversa, es 
decir, que haya fallecido la mujer y sea su marido el que emplee su ovocito o 
preembrión en otra mujer; consecuencia derivada de la reprobación que el 
legislador español establece respecto de la gestación por sustitución, recurso 
necesario para alcanzar el resultado pretendido. Se limita igualmente el empleo 
de las técnicas a la fecundación homologa dentro del matrimonio (o pareja) 
excluyéndose expresamente el recurso a la fecundación post mortem heteróloga. 
Asimismo, tampoco cabe su aplicación, aunque técnicamente pudiera ser posible, 
a los casos de matrimonios o parejas homosexuales femeninas. Queda excluida, 
por tanto, la posible pretensión de la mujer supérstite que interese la transferencia 
a su propio útero del embrión resultante de la fecundación de los ovocitos de su 
esposa (o pareja femenina) fallecida con semen de donante323. Supuesto que, de 
concretarse, determinaría exclusivamente la filiación materna a favor de la 
gestante, no de la madre genética, y quedando indeterminada la filiación paterna 
(ex. donante). 
 
3.2.3. Especialidades en la regulación catalana 
 
Es nutrido el sector doctrinal que considera que la eficacia jurídica de la 
fecundación post mortem fue inicialmente regulada con mayor esmero en el 
Derecho de Cataluña 324. No obstante, tras las modificaciones operadas en la 
                                              
322
 JIMÉNEZ MUÑOZ, FJ. en La reproducción asistida y su régimen jurídico, 
op. cit., p. 92. En sentido contrario DÍAZ MARTÍNEZ considera excesiva la presunción 
argumentando que no necesariamente habrían de coincidir la voluntad de tener un hijo 
con la pareja en vida y la de tenerlo superpóstumo. (DÍAZ MARTÍNEZ A. en “Las 
figuras contractuales en la reproducción asistida humana: especial estudio de la 
prestación de servicios de medicina reproductiva en centros privados”, Régimen jurídico 
privado de la reproducción asistida en España: el proceso legal de reformas, VVAA, 
Ed. Dykinson, Madrid, 2006, p. 101). 
323
 Cfr. GÁMIZ SANFELIU, M. en “Reflexiones sobre la fecundación post 
mortem. Cuestiones interpretativas del artículo 9 de la Ley 14/2006, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida”, Actualidad Civil, núm. 10, 2009, p.1163; y LÓPEZ 
PELÁEZ, P. en “Relaciones civiles derivadas de la fecundación post mortem”, Boletín 
de la Facultad de Derecho de la UNED, op. cit., p. 118. 
324
 Cfr. OCAÑA RODRÍGUEZ, A., La filiación en España, Ed. Comares, 
Granada, 1993, p. 407 (que considera la ordenación catalana “una elegante y precisa 
regulación que soluciona muchos de los problemas que genera la perturbadora 
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ordenación catalana y española, y que han sido expuestas en el Capítulo III de 
este estudio, cabe concluir que, en la actualidad, las diferencias entre ambos 
regímenes son escasas. 
 
Conforme al Código Civil de Cataluña, en su redacción actual, para la 
determinación de la filiación del nacido póstumo se exige la autorización del 
marido (ex. artículo 235-8.2) o conviviente varón (ex. artículo 235-13.2), 
otorgada fehacientemente, para la fecundación asistida tras su muerte, de su 
esposa o pareja. El uso del material genético queda limitado a un único ciclo que 
deberá ser iniciado en el plazo máximo de doscientos setenta días a contar desde 
el fallecimiento; período que judicialmente podrá ser prorrogado por otros 
noventa días si concurre justa causa (ex. artículo 235-8.2). 
 
A diferencia de la legislación estatal, en la circunscripción catalana, la 
constancia fehaciente del consentimiento otorgado, sin concreción de formalidad 
alguna, es título suficiente para la determinación de la filiación matrimonial o no 
matrimonial del nacido póstumo. La limitación a un solo ciclo reproductivo no 
existe por el contrario en el ámbito estatal, que indirectamente contempla el uso 
reiterado del material genético del fallecido dentro del plazo fijado. Con relación 
al plazo máximo establecido la regulación catalana contempla nueve meses, que 
contrastan con los seis inicialmente previstos en la legislación de 1988, y los 
doce que contempla la actual. Asimismo la ordenación regional incluye una 
previsión legal de ampliación judicial del plazo máximo por noventa días, que no 
se contempla en el ámbito estatal. 
 
3.2.4. Valoración crítica 
 
El recurso a la fecundación póstuma fue la previsión que generó mayor 
litigiosidad desde el inicio de la andadura de la Ley sobre Reproducción Humana 
Asistida en 1988. Como se ha expuesto en el Capítulo III las principales 
reclamaciones judiciales tuvieron por objeto interesar la validez de los 
consentimientos que no habían sido formulados en forma, e incluso solicitar 
autorización para la fecundación cuando el varón había efectuado el depósito de 
gametos pero no había otorgado el correspondiente consentimiento325, o había 
                                                                                                                                    
legislación estatal”); DE MARINO Y GÓMEZ SANDOVAL B. en “La filiación en la 
fecundación asistida”, Diario La Ley, 2/1997, p. 8; y  FÁBREGA RUIZ, C.F. en 
Biología y filiación: aproximación al estudio jurídico de las pruebas biológicas de 
paternidad y de las técnicas de reproducción asistida, Ed. Comares, Granada, 1999, p. 
120. 
325
 La Audiencia Provincial de La Coruña anuló el Auto de 2 de noviembre de 
1999, dictado por el Juzgado de Primera Instancia Número Tres de El Ferrol, que 
autorizaba a una mujer a ser inseminada con el semen crioconservado de su esposo 
fallecido. El argumento utilizado por la Audiencia fue la ausencia de consentimiento 
expreso y previo del cónyuge fallecido. En el mismo sentido, la Dirección General de 
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perdido su capacidad para hacerlo326. Los Tribunales españoles tuvieron que 
suplir, por tanto, las ambigüedades y carencias de un precepto que había sido 
calificado por la doctrina como perturbador en cuanto a su técnica legislativa327. 
La legislación actual mejora la redacción del precepto y resuelve las lagunas que 
presentaba la normativa anterior, adecuando las distintas formas previstas para el 
otorgamiento de la autorización y concediendo presunción iuris tantum al 
consentimiento otorgado por el marido permitiendo a su esposa el recurso a las 
técnicas. 
 
Desde el punto de vista de la mujer, el recurso a la fecundación o a la 
gestación post mortem se ha defendido como un derecho, no obstante, las 
manifestaciones efectuadas por el varón fallecido sobre el destino de sus 
gametos, también pueden ser interpretadas como una obligación moral de entidad 
suficiente para condicionar la voluntad de la mujer, puesto que podría 
predisponerla a emplear el semen legado por su marido, y acceder a la 
maternidad en solitario, con el único objetivo de perpetuar su memoria328. 
 
Desde el punto de vista del concebido, parece incontestable que la 
filiación póstuma no garantiza de forma suficiente los derechos que la 
Constitución reconoce a los nacidos. Conforme a la solución legal adoptada, el 
consentimiento otorgado al efecto por el varón fallecido, se traduce en un título 
para determinar la filiación desde un punto de vista estrictamente formal, pero en 
modo alguno cumple la asunción efectiva de la función paterna; función que 
tampoco queda cubierta por la relación familiar que pueda establecerse con el 
núcleo paterno. 
                                                                                                                                    
los Registros y del Notariado ha denegado la inscripción de la filiación paterna 
matrimonial de una niña nacida mediante fecundación post mortem sin autorización 
expresa del cónyuge fallecido. El Auto de 29 de octubre de 2004 dictado por el Juzgado 
de Primera Instancia Número Siete de Valencia y el Auto de 12 de diciembre de 2007 
dictado por el Juzgado de Primera Instancia Número Cuatro de Valladolid, ambos 
denegando las solicitudes de viudas para ser inseminadas con el semen de sus esposo 
fallecidos que no habían efectuado manifestación al respecto. En los mismos términos 
se pronunció el Auto de la Audiencia Provincial de Tenerife de 2 de junio de 2010 
326
 El Juzgado de Primera Instancia Número Trece de Valencia, en virtud de 
Auto de fecha 13 de mayo de 2003, autorizó la inseminación artificial con semen de 
donante de una mujer casada cuyo cónyuge estaba en coma e incapacitado, por tanto, 
para autorizar la fecundación artificial de su esposa; estableciéndose que la filiación se 
determinara exclusivamente respecto de la madre. 
327
 OCAÑA RODRÍGUEZ, A., La filiación en España, op. cit., p. 407 
328
 A título de ejemplo señalar la decisión del Gobierno israelí de asumir los 
gastos de crioconservación de semen de los soldados, y la posterior inseminación de las 
viudas de los que fallezcan en combate. Vid. periódico El País, 17.09.01. 
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3.3. Fecundación de mujer sola o con pareja homosexual 
 
La regulación española en materia de reproducción asistida contempla que 
toda mujer podrá ser receptora o usuaria de las técnicas siempre que sea mayor 
de dieciocho años, y haya prestado su consentimiento escrito de manera libre y 
consciente329. Esta posibilidad, abierta por la Ley española en 1988, permitió a 
las mujeres sin pareja acceder a la fecundación artificial provocando un gran 
revuelo social y jurídico. Al respecto, procede destacar que ni siquiera los países 
nórdicos, que habían promulgado normas reguladoras de los métodos 
procreativos coetáneas a la española, habían admitido la donación de gametos o 
embriones a favor de mujeres sin pareja. Por tanto, en aquel momento, la Ley 
española sorprendió a todos por su progresismo. La singularidad de la propuesta 
se incardinó en el contexto que caracterizó a la sociedad española de los ochenta, 
inmersa en un profundo proceso de transformación de las estructuras familiares 
impulsado por las reformas relativas al matrimonio y a la familia acontecidas, 
respectivamente, en 1978 y 1981330. 
 
Pese a esta facultad otorgada a la mujer española, la tendencia inicial fue 
que las técnicas de reproducción asistida se aplicasen principalmente a parejas 
heterosexuales (matrimoniales o no) que presentaban problemas de infecundidad. 
No obstante, en la última década, se ha incrementado considerablemente la 
demanda para recurrir a estos programas de asistencia médica a la procreación 
por parte de mujeres solas o con pareja homosexual, especialmente a partir del 
año 2005 en que se legaliza el matrimonio entre personas del mismo sexo. 
 
3.3.1. Debate doctrinal sobre su admisibilidad 
 
La discusión que se plantea en la doctrina es si las técnicas de 
reproducción asistida deben, o no, estar al alcance de la mujer sola; y si la 
promoción de este hecho por parte de los poderes públicos contradice, o no, el 
interés superior del menor amparado por el orden constitucional.  
 
Un sector minoritario fundamenta el derecho individual de la mujer a adoptar 
individualmente sus propias decisiones procreativas invocando argumentos de 
rango constitucional. Así se defiende que cuando la receptora de las técnicas es 
una “mujer sola”, entendiéndose por tal aquella que, con independencia de su 
estado civil e inclinación sexual,  no convive more uxorio con nadie, la Ley 
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 Vid. Artículo 6.1 de la Ley 14/2006, de 22 de mayo sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida y el artículo 6.1 de la derogada Ley 35/1988, de 22 de 
noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
330
 Como señala ALBERDI la estructura general de las relaciones de matrimonio 
y de parentalidad “sufrieron una transformación total con el diseño que de ellas hizo la 
Constitución de 1978 y las reformas del Código civil de 1981”. (ALBERDI, I. en La 
nueva familia española, Ed. Taurus, Madrid, 1999, p. 55. 
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permite su acceso a las técnicas en plano de igualdad con la mujer casada (o con 
pareja). Asimismo, se reitera que el derecho a tener un hijo forma parte del 
derecho al libre desarrollo de la personalidad (capacidad genésica), y del derecho 
al ejercicio de la libertad personal y sexual (satisfacción del instinto 
maternal)”331. Como argumento definitivo, se pone de relieve que los derechos de 
la mujer y del futuro nacido no pueden aspirar al mismo grado de protección por 
parte del ordenamiento, en la medida en que el concepturus carece de 
personalidad y, por tanto, no es titular de Derechos Fundamentales. Conforme a 
esta concepción “el deseo de tener un hijo se transforma en un derecho a 
tenerlo”, y se convierte en uno más de los muchos que se tienen en la actual 
sociedad del bienestar332. Procede destacar que esta postura fue defendida en las 
Conferencias Mundiales por las gender feminists333, que “consideran la 
maternidad y la familia como causas principales de la división de clases sexuales 
del sistema social contemporáneo y de los estereotipos culturales que reducen el 
papel de la mujer únicamente al de madre y esposa” y “defienden que la clave 
para el fortalecimiento de la mujer descansa en el ejercicio individual de sus 
derechos, en particular, sus derechos reproductivos”334. 
 
En sentido contrario otro sector doctrinal, más amplio, defiende la 
inexistencia de un derecho subjetivo a la procreación, y considera que el recurso 
a gametos donados por terceros no es un derecho sino un interés335. En relación 
con la existencia o inexistencia de un derecho a procrear surgen tres 
                                              
331
 Cfr. OCAÑA RODRÍGUEZ, A. en La filiación en España, op.cit., pp. 385-
386. En este mismo sentido (defensa de un derecho a la procreación ejercido 
individualmente por la mujer) se pronuncia GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en El derecho a la 
reproducción humana, op.cit., p. 61; RIVERO HERNÁNDEZ, F. en “La fecundación 
artificial post mortem”, Revista Jurídica de Catalunya, op.cit., p.888; CARCABA 
FERNÁNDEZ, M., en Los problemas jurídicos planteados por las técnicas de 
procreación humana, op. cit., p. 130; y LÓPEZ PELÁEZ, P. en “Relaciones civiles 
derivadas de la fecundación post mortem”, Boletín de la Facultad de Derecho de la 
UNED, op. cit. pp. 114-115. 
332
 PASTOR GARCÍA, L.M. en “Fecundación in vitro versus procreación”. 
Cuadernos de Bioética, 1/1995, pp. 40 – 41. 
333
 VIDAL MARTÍNEZ, J.; BENÍTEZ ORTUZAR, J. I.; VEGA GUTIÉRREZ, 
A. M., Derechos reproductivos y técnicas de reproducción asistida, Ed. Comares, 
Granada, 1998, p. 18. 
334
 Cfr. Párrafo 7.3 ICPD, A/CONF. 171/13, pág. 41 y párrafo 94 CW, A/CONF. 
177/20, p. 45. 
335
 PASTOR GARCÍA, L.M. en  “Fecundación in vitro versus procreación”. 
Cuadernos de Bioética, 1/1995, pp. 40 – 41; VILA – CORO BARRACHINA, M.D. en 
“La reproducción asistida en la mujer sola”, Revista General de Derecho, op.cit. p. 
3902; VIDAL MARTÍNEZ, J.; BENÍTEZ ORTUZAR, J. I.; y VEGA GUTIÉRREZ, A. 
M., Derechos reproductivos y técnicas de reproducción asistida, op.cit. p. 18; 
PANTALEÓN PRIETO, F. en “Técnicas de reproducción asistida y Constitución”, 
Revista del Centro de Estudios Constitucionales, núm. 15, mayo-agosto 1993, p. 15. 
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planteamientos básicos: titularidad, objeto y contenido del derecho. Expone 
VILA - CORO336 que de existir un “sujeto” de este derecho debería ser la pareja 
y nunca la mujer sola, puesto que ambos progenitores tendrían un mismo derecho 
compartido a tener un hijo, y ninguno podría ejercerlo sin el otro337. Parece este 
criterio plenamente acertado puesto que si no cabe un ejercicio individual de la 
procreación natural tampoco debería ser factible en la artificial. El “objeto” del 
derecho a procrear sería tener un hijo, sin embargo el hijo es un ser humano, una 
persona y, por tanto, no puede ser objeto de derecho porque es en sí mismo sujeto 
de derechos338. En consecuencia, no puede ampararse como derecho subjetivo el 
derecho a tener un hijo, porque “ninguna persona humana es debida a otra como 
si fuera un bien instrumental”339. Tampoco presenta un “contenido” definido el 
derecho a procrear, puesto que la facultad reproductiva, como acto fisiológico, 
queda totalmente fuera de la autonomía de la voluntad del sujeto, es 
incontrolable340. Lo cierto es que, en la actualidad,  parece más sencillo defender 
un derecho a no procrear que un derecho a procrear puesto que las mujeres solas 
o en pareja tienen más libertad y más medios para decidir “no tener hijos” que 
para tenerlos. 
 
En todo caso, el interés de la mujer por acceder a la maternidad vía 
donación de gametos decae frente al derecho del hijo a tener un doble vínculo 
filial. La figura paterna de referencia se considera necesaria para garantizar un 
desarrollo integral y equilibrado del menor341. 
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 VILA - CORO, “La reproducción asistida en la mujer sola”, Revista General 
de Derecho, op.cit. p. 3905. En sentido contrario se pronuncia GÓMEZ SÁNCHEZ que 
defiende “la abosoluta idoneidad de la mujer sola para ser sujeto del derecho a la 
reproducción mediante estas nuevas técnicas”. (GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. en Derecho a 
la reproducción humana, op.cit. p. 63). 
337
 La titularidad individual de este derecho fue reconocida de manera expresa 
por ambas Conferencias. (Párrafo 7.3 ICPD, A/CONF. 171/13, pág. 41 y párrafo 94 
CW, A/CONF. 177/20, p. 45). 
338
 “La obligación de los poderes públicos de velar por el bienestar del futuro 
hijo incluye la obligación de velar porque el hijo no tenga la consideración de objeto de 
un derecho subjetivo”. (Cfr. ROMEO CASABONA, C.M. en El Derecho y la Bioética 
ante los límites de la vida humana, op.cit. p. 237). 
339
 VEGA GUTIÉRREZ, A.M.; VEGA GUTIÉRREZ, J. y; MARTÍNEZ BAZA, 
P. en “El hijo en la procreación artificial. Implicaciones éticas y médico-legales”, 
Cuadernos de Bioética 1/1995, p. 65. 
340
 La procreación es un acto involuntario. No puede considerarse una 
consecuencia siempre obligada en toda relación sexual o en todo tratamiento de 
reproducción artificial. 
341
 PANTALEÓN PRIETO, F. en “Contra la ley sobre Técnicas de 
Reproducción Asistida”, Jueces para la Democracia, núm. 5, 1988; MARTÍNEZ 
CALCERRADA, L., en La nueva Inseminación Artificial, Ed. Cersip, Madrid, 1989; 
LLEDÓ YAGÜE, F. en “La Ley sobre las Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida”, Anuario de Derecho Civil, núm. XLI-IV, octubre-diciembre 1988; VEGA 
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3.3.2. Juicio de constitucionalidad 
 
La interpretación otorgada al artículo 39 de la Constitución Española hasta 
1999 establecía el derecho de todo nacido, con independencia de la forma de su 
concepción, de exigir a sus generantes la responsabilidad sobre su cuidado y su 
educación. Tal interpretación presumía que el legislador consideraba un modelo 
de parentalidad dual integrado por un padre y una madre de diferente sexo. El 
nuevo concepto de filiación introducido por la Ley de Reproducción Humana 
Asistida en 1988, y refrendado por el Tribunal Constitucional en 1999, supuso 
una alteración del orden establecido, al prohibir la investigación de la paternidad 
a los nacidos de donantes de gametos. Las repercusiones de la maternidad en 
solitario recaen, por tanto, de forma principal y directa sobre el hijo nacido 
artificialmente, que tendrá limitado el ejercicio de sus derechos fundamentales. 
La solución legal adoptada lesiona su dignidad al negársele el ejercicio del 
derecho a conocer su propio origen; y anula el espíritu del artículo 39, que 
impone a los poderes públicos la obligación de velar y garantizar la protección 
integral de los hijos y de la familia342. 
 
El hijo nacido de madre sola y donante anónimo se encuentra legalmente 
desamparado: carece de figura paterna de referencia; no tiene derecho a conocer 
ni su origen biológico ni la identidad de su progenitor; y queda privado de crecer 
y desarrollarse en una familia biparental343. Asimismo, si se considera que como 
aspecto integrante de la dignidad de la persona, debe incluirse el derecho a 
conocer el origen biológico, cabe concluir que se produce una clara 
discriminación al establecerse una doble clasificación de los hijos, 
                                                                                                                                    
GUTIÉRREZ, A.M.; VEGA GUTIÉRREZ, J. y; MARTÍNEZ BAZA, P. en “El hijo en 
la procreación artificial. Implicaciones éticas y médico-legales”, Cuadernos de Bioética 
1/1995,p. 65; PASTOR GARCÍA, L.M. en  “Fecundación in vitro versus procreación”. 
Cuadernos de Bioética, 1/1995, pp. 40 – 41; y VILA – CORO BARRACHINA, M.D. 
en “La reproducción asistida en la mujer sola”, Revista General de Derecho, op.cit. p. 
3902. 
342
 Al respecto VEGA GUTIÉRREZ defiende que bajo este nuevo perfil cultural 
la procreación “ya no es un valor en sí mismo sino un valor de consumo y, en 
consonancia, el hijo deja de ser un bien incondicional para convertirse en un objeto que 
integra una escala de preferencias contingentes valoradas por los ciudadanos”. (VIDAL 
MARTÍNEZ, J.; BENÍTEZ ORTUZAR, J. I.; VEGA GUTIÉRREZ, A. M., Derechos 
reproductivos y técnicas de reproducción asistida, Ed. Comares, Granada, 1998, p. 27). 
343
 Al privar de un padre legal a los hijos de madre soltera y donante anónimo 
“el Estado ha hecho dejación de la obligación que la Constitución impone a los poderes 
públicos sobre la protección integral de los hijos, iguales ante la ley; cuando lo que le 
correspondía era haber adoptado las medidas preventivas con el fin de que el hijo al 
nacer gozara de tal protección efectiva, protección que se le ha hurtado al admitir su 
concepción en tales condiciones de desigualdad”. (ROMEO CASABONA, C.M. en El 
Derecho y la Bioética ante los límites de la vida humana, op.cit. p. 237). 
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distinguiéndose los nacidos de forma natural y los nacidos artificialmente344; 
correspondiendo a los primeros todo tipo de derechos, y convirtiéndose, los 
segundos, en ciudadanos de segunda categoría que verán restringido el ejercicio 
de sus derechos fundamentales. 
 
En el supuesto de conflicto constitucional planteado, los intereses en liza 
fueron: el derecho de la madre a tener un hijo en solitario, como aspecto 
integrante del libre desarrollo de su personalidad; la defensa institucional de la 
familia; y el derecho del hijo a nacer y desarrollarse en una familia. 
 
Como pusieron de manifiesto los recurrentes, el único interés protegido 
por la norma es, sin duda alguna, el derecho de la mujer a la procreación, aunque 
ello suponga un menoscabo de los derechos del hijo nacido y una necesaria 
modificación del concepto tradicional de familia. Con relación a este último 
aspecto, el planteamiento adoptado por la Ley fue severamente criticado. No se 
trata de restringir la institución familiar a la familia matrimonial345 sino de tener 
presente que hasta la aparición de las técnicas de reproducción artificial, la mayor 
parte de las familias protegidas constitucionalmente, matrimoniales o no, estaban 
integradas por una pareja que engendraba y criaba sus propios hijos. La solución 
normativa adoptada promueve la constitución de familias monoparentales, al 
permitir satisfacer un deseo individual de descendencia aún a costa de cercenar 
los derechos fundamentales del hijo. En este sentido VIDAL MARTÍNEZ criticó 
la tibieza del legislador y considera que aun admitiendo la existencia de un 
derecho a la procreación, “la necesidad de acudir al concurso de terceros legitima 
                                              
344
 PÉREZ MONGE, M. en “El anonimato del dador en las técnicas de 
reproducción asistida”. Cuadernos de Bioética, 1/1995, p. 69. 
345
 Es Doctrina unánime considerar que en el concepto de familia es necesario 
incluir también las uniones conyugales de hecho. Así lo ha establecido también, en 
diversas ocasiones, el Tribunal constitucional; en ese sentido se pronuncia la Sentencia 
222/1992, de 11 de diciembre en su fundamento jurídico quinto: “(...) nuestra 
Constitución no ha identificado la familia a la que manda proteger con la que tiene su 
origen en el matrimonio, conclusión que se impone no sólo por la regulación bien 
diferenciada de una institución y otra (arts. 32 y 39), sino también, junto a ello, por el 
mismo sentido amparador o tuitivo con el que la Constitución considera siempre a la 
familia y, en especial, en el repetido art. 39, protección que responde a imperativos 
ligados al carácter «social» de nuestro Estado (arts. 1.1 y 9.2) y a la atención, por 
consiguiente, de la realidad efectiva de los modos de convivencia que en la sociedad se 
expresen. El sentido de estas normas constitucionales no se concilia, por tanto, con la 
constricción del concepto de familia a la de origen matrimonial, por relevante que sea 
en nuestra cultura -en los valores y en la realidad de los comportamientos sociales- esa 
modalidad de vida familiar. Existen otras junto a ella, como corresponde a una sociedad 
plural, y ello impide interpretar en tales términos restrictivos una norma como la que se 
contiene en el art. 39.1 (...)”. 
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a los poderes públicos a restringir el acceso a estas técnicas, velando por 
determinados intereses colectivos o del propio hijo346”. 
 
Con relación a lo dispuesto en el artículo 39.2 de la Constitución, que 
impone a los poderes públicos asegurar la protección integral de los hijos y 
posibilitar la investigación de la paternidad, los recurrentes consideraron que los 
citados mandatos son contravenidos claramente por la Ley, puesto que de su 
contenido cabe deducir que el interés protegido no es, precisamente, el del hijo 
que va a nacer. En esta línea la norma presenta un objetivo prioritario centrado en 
respetar los derechos de la mujer a fundar su propia familia en la forma que 
considere libre y responsablemente y eliminar cualquier límite que socave su 
voluntad de procrear. Frente a los derechos del hijo que va a nacer, se defiende 
nuevamente, como interés prevalente, el derecho de la mujer a procrear. También 
se inclina el legislador por defender el derecho a la intimidad de los donantes de 
gametos frente al derecho del hijo a conocer su identidad biológica; el hijo de 
mujer sola y donante anónimo se ve privado de toda referencia paterna, no podrá 
conocer la identidad del padre que lo ha engendrado, y tampoco tendrá derecho a 
una figura paterna sustitutiva347. No se trata ya de impedir el acceso a un dato 
genético sino de la asusencia total de la figura de un padre a todos los niveles: 
legal, social, familiar, etc. En el caso de la mujer sola no cabría el argumento 
expuesto para justificar el anonimato del donante en los supuestos de 
fecundación heteróloga, puesto que no puede, el conocimiento del donante, 
perturbar las relaciones familiares al no existir padre legal ni figura paterna 
alguna. Es, por tanto, el interés de la mujer sola y la intimidad del donante lo que 
la Ley protege con carácter evidente. 
 
En último lugar, se invocó que, como recoge el artículo 39.3 de la 
Constitución, el deber de asistencia que los padres deben a los hijos. No cabe 
duda acerca de que el interés del niño es jerárquicamente prevalente “tiene 
ontológicamente derecho al desarrollo de su personalidad en una relación o grupo 
familiar que ab initio se revela estable y duradero; y, por tanto resulta 
incuestionable la presencia de dos progenitores”348. Profundizando en esta 
cuestión puede afirmarse que en las principales declaraciones de derechos no 
existe ninguna referencia explícita al derecho a la procreación, reconociéndose 
únicamente el derecho a fundar una familia, en el que entraría implícitamente 
                                              
346
 VIDAL MARTÍNEZ, J.; BENÍTEZ ORTUZAR, J. I.; VEGA GUTIÉRREZ, 
A. M., Derechos reproductivos y técnicas de reproducción asistida, Ed. Comares, 
Granada, 1998, p. 237. 
347
 PASTOR GARCÍA, L.M. en “Fecundación in vitro versus procreación”. 
Cuadernos de Bioética, 1/1995, pp. 40 – 41; VILA – CORO BARRACHINA, M.D. en 
“La reproducción asistida en la mujer sola”, Revista General de Derecho, op.cit. p. 3902 
348
 VILA – CORO BARRACHINA, M.D. en “La reproducción asistida en la 
mujer sola”, Revista General de Derecho, op.cit. p. 3902. 
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pero no de modo obligado e imprescindible la función procreativa349. En opinión 
de VIDAL – MARTÍNEZ la contradicción frontal del acceso a las técnicas de la 
mujer sola con el artículo 39 de la Constitución, “permite justificar la 
inconstitucionalidad de la inseminación artificial de una mujer si el hijo ha de 
quedar por hipótesis legal sin padre alguno ni posibilidad de conocer la identidad 
del progenitor biológico350”. 
 
El Alto Tribunal rechazó todos los argumentos esgrimidos por los 
recurrentes asimilando su argumentación al supuesto de fecundación 
heteróloga351, y sin pronunciarse sobre la cuestión principal: que el nacido de la 
fecundación de mujer sola queda privado para siempre de un padre legal que le 
ampare, y de toda posibilidad futura de investigar y reclamar su paternidad. 
 
 
3.3.3. Determinación legal de la filiación 
 
En el supuesto de la fecundación de mujer sola, la maternidad se 
determinará a su favor quedando indeterminada la paternidad conforme a lo 
norma general que establece el anonimato a favor del donante y la imposibilidad 
del hijo nacido de reclamar su paternidad. 
 
La filiación a favor del cónyuge femenino que recurre a las técnicas se 
resolvió en el año 2007352 especificando que “cuando la mujer estuviere casada, y 
no separada legalmente o de hecho, con otra mujer, esta última podrá manifestar 
ante el Encargado del Registro Civil del domicilio conyugal, que consiente en 
que cuando nazca el hijo de su cónyuge, se determine a su favor la filiación 
respecto del nacido353”. 
                                              
349
 VILA – CORO BARRACHINA, M.D. en “La reproducción asistida en la 
mujer sola”, Revista General de Derecho, op.cit. p. 3909. 
350
 VIDAL MARTÍNEZ, J.; BENÍTEZ ORTUZAR, J. I.; VEGA GUTIÉRREZ, 
A. M., Derechos reproductivos y técnicas de reproducción asistida, Ed. Comares, 
Granada, 1998, p. 237. 
351
 Vid. Sentencia 116/1999, de 17 de junio del Tribunal Constitucional 
Fundamentos Jurídicos Decimoprimero, Decimotercero y Decimocuarto. 
352
 A través de la Disposición Adicional Primera de la Ley 3/2007, de 15 de 
marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las 
personas (publicada en el Boletín Oficial del Estado núm. 65 de 16 de marzo de 2007), 
que adicionó un tercer apartado al artículo 7 de la nueva Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida, relativo a la filiación de los hijos nacidos mediante técnicas de 
reproducción asistida. 
353
 Vid. Artículo 7.3 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de 
reproducción humana asistida, modificado por la Disposición Adicional Primera de la 
Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención 
relativa al sexo de las personas. 
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Procede destacar que, hasta este momento el legislador español había 
descartado, incluso en el ámbito de la reproducción artificial, cualquier otro título 
para la determinación materna diferente al parto. El parto se configuraba así 
como un límite infranqueable a la autonomía de la voluntad, complementando la 
nulidad de todo contrato de subrogación uterina354. Este criterio, recogido ya en 
la legislación de 1988, fue reiterado en la nueva Ley sobre Reproducción 
Humana Asistida al mantener inalterada la regulación de la gestación por 
sustitución (ex. artículo 10). La Reforma operada introduce ahora un nuevo 
criterio contrario al expuesto, y que sólo resulta aplicable a la esposa de la madre 
que va a dar a luz tras someterse a las técnicas de reproducción asistida. Así la 
manifestación de voluntad de ser tenida como madre, efectuada por la citada 
esposa ante el Encargado del Registro Civil y antes del nacimiento del hijo, se 
configura como título suficiente para que se le tenga como madre legal. Esta 
previsión legal, que contempla la constitución de una doble maternidad, no ha 
tenido un acogimiento pacífico y ha sido contestada por un amplio sector 
doctrinal que la considera de difícil encaje en la regulación española sobre 
filiación 355. 
                                              
354
  Vid. Artículo 10.2 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida: “la filiación de los hijos nacidos por gestación de 
sustitución será determinada por el parto”. Precepto que reproduce literalmente la 
redacción dada al artículo 10.2 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas 
de reproducción Humana asistida. 
355
 En este sentido se ha pronunciado BARBER CÁRCAMO manifestando que 
“esta regla resulta claramente contraria no sólo al ligamen de la maternidad con el parto 
sino también al valor que la propia Ley de Reproducción Humana Asistida atribuye al 
consentimiento, en general, que para producir efectos sobre la filiación debe referirse a 
la práctica de una concreta técnica de reproducción asistida. Por no mencionar la 
contradicción con la verdad biológica, principio rector de la regulación del Código. En 
realidad, la introducción en nuestro Derecho de la doble maternidad por naturaleza, 
contraria a su unidad natural y a toda la regulación del Código sobre la filiación (como 
muestra, un botón: artículo 113.2 Código Civil), es tan artificial y difícil de encajar en 
nuestro sistema, por ajena a cualquiera de sus principios, que no resiste el mínimo 
análisis de técnica jurídica”. (BARBER CÁRCAMO, R. en “Reproducción Asistida y 
determinación de la Filiación: régimen jurídico”, en La desprotección del no nacido en 
el Siglo XXI, VVAA, Ed. Eunsa, Pamplona, 2012, p. 297). En términos semejantes vid.  
NANCLARES VALLE, J. en “Doble maternidad por naturaleza”, Aranzadi  Civil, núm. 
1, 2008, pp. 2243-2270. Desde una perspectiva contraria se manifestaron a favor de esta 
determinación de la filiación comaterna interesando incluso la modificación legislativa 
en los términos que finalmente se acordó ZURITA MARTÍN, I. en “Reflexiones en 
torno a la determinación de la filiación derivada de la utilización de las técnicas de 
reproducción asistida por una pareja de mujeres”, La Ley, núm. 1, 2006, pp. 1475-1479; 
y DÍAZ MARTÍNEZ, A. en “La doble maternidad legal derivada de técnicas de 




3.3.4. Valoración crítica 
 
A diferencia del nacido de fecundación heteróloga que disfruta de un 
padre legal, el concebido con gametos de donante y nacido de mujer sola carece 
de figura paterna referencial, y no tiene a nadie a quien reclamarla. La libertad de 
la madre o el ejercicio de su salud reproductiva, no parecen intereses tan dignos 
como para justificar semejante restricción de derechos. El derecho específico a 
recurrir a gametos anónimos para procrear en solitario presenta, por tanto, una 
base jurídica muy frágil, que debería haber sido declarada inconstitucional. 
 
La donación de semen anónimo a favor de mujeres sin pareja plantea, 
asimismo, algunas implicaciones que conviene resaltar. 
 
Partiendo de la libertad individual de la mujer para poder tener hijos en 
solitario, resulta como mínimo cuestionable que exista la obligación por parte del 
Estado de proporcionar el suministro de gametos con cargo a la sanidad pública, 
especialmente, cuando la mujer no se encuentra aquejada de esterilidad. Al 
respecto cabe recordar que el acceso a la maternidad no se configura como una 
prestación amparada por el derecho a la salud reproductiva de la mujer y, por 
tanto, no se encuentra comprendida en el derecho a la salud. 
 
Desde otro punto de vista, la promoción y el fomento de la maternidad en 
solitario suponen una clara aproximación de la política legislativa a la 
perspectiva de género; y contribuyen a una sobrevaloración de la maternidad, que 
puede llegar a verse como un elemente esencial para el desarrollo personal de las 
mujeres. 
 
En último término cabe señalar la repercusión negativa que podría tener la 
promoción de la maternidad en solitario, en el proceso de igualación de ambos 
sexos en los derechos y obligaciones familiares. Al respecto procede recordar 
que la mayor parte de los Instrumentos Internacionales parten del principio de 
corresponsabilidad de ambos progenitores en la crianza y educación de los hijos 
incluyendo expresamente la Convención sobre los Derechos del Niño356 y la 
Convención sobre la Eliminación de las formas de Discriminación contra las 
Mujeres357. 
                                              
356
 La “Convención de la ONU sobre los Derechos del Niño” fue adoptada por 
unanimidad en la Asamblea General de Nueva York el 20 de noviembre de 1989, vid. 
artículo 18.1. 
357
 La “Convención de la ONU sobre la Eliminación de las formas de 
Discriminación contra las Mujeres” fue adoptada el 18 de diciembre de 1979 por la 
Asamblea General, y entró en vigor el 3 de septiembre de 1981. 
Régimen jurídico de la Tecnología Reproductiva y la Investigación Biomédica con material humano de 




4. LAS APLICACIONES DE LA TECNOLOGÍA REPRODUCTIVA 
EN LA INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA 
 
Las aplicaciones de la tecnología reproductiva a la investigación 
biomédica han permitido aperturar nuevas líneas de investigación en el ámbito de 
la genética-reproductiva antes inimaginables. La acumulación incontrolada de 
embriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro, y la previsión legal 
de destinarlos a la investigación, ha supuesto un suministro fluido de material 
embrionario y ha insuflado un fuerte impulso a este tipo de investigaciones. 
Sobre la licitud de las mismas se han polarizado las diferencias iniciales hasta la 
constitución de dos bloques de opinión profundamente enfrentados. En un 
extremo se sitúan aquellos grupos que defienden la libertad de investigación en 
su contenido más amplio, para promover los avances científicos que redundarán 
en beneficio de las generaciones presentes y futuras; en el otro extremo, se 
posicionan los sectores que promueven el ejercicio de investigaciones que 
preserven la protección de la vida humana en desarrollo, y sean respetuosas con 
la dignidad humana y la identidad genética. Ante la entidad de los intereses en 
liza, la distancia entre ambas posiciones, y la dificultad de alcanzar una solución 
que satisfaga las expectativas de todas las partes implicadas, el debate continúa 
vivo y se mantiene encarnizado. No obstante, no procede en este estudio entrar a 
conocer con detalle los argumentos defendidos por las partes, por lo que 
pasaremos seguidamente a describir los usos que el legislador español ha 
autorizado de las técnicas reproductivas en las investigaciones biomédicas. 
 
4.1. El creciente interés de la investigación con material humano de origen 
embrionario 
 
La nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida y la Ley 
de Investigación Biomédica constituyen los pilares sobre los que se asienta la 
regulación de la investigación con material humano de origen embrionario en 
España y manifiestan un profundo interés por la promoción de este tipo de 
investigaciones.  
 
La contribución a la disminución de la mortalidad y morbilidad infantil y 
los avances en terapia génica y regeneración celular derivados de estas 
investigaciones, se esgrimen como argumentos justificativos para promover un 
ejercicio cada vez más amplio de la libertad de investigación. No obstante, al 
margen de los resultados, parece indiscutible la necesidad de imponer el 
cumplimiento de ciertos requisitos y establecer mecanismos de control adecuado.  
 
El ámbito de aplicación de cada una de las normas citadas quedó 
circunscrito en los siguientes términos: la Ley de Reproducción Humana Asistida 
regula la utilización independiente de los gametos masculinos y femeninos en 
actividades de investigación (ex. artículo 14); y la investigación con los 
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denominados “preembriones”, que son los embriones constituidos in vitro y 
desarrollados, como máximo, hasta el día catorce a contar desde su fecundación 
(ex. artículos 15 y 16). Por su parte, la Ley de Investigación Biomédica ordena 
las investigaciones con embriones y fetos muertos, o sin capacidad de desarrollo 
biológico (ex. artículo 28); las intervenciones sobre los embriones y fetos vivos 
in utero (ex. artículo 30); y ambas normas regulan de forma conjunta la 
obtención y utilización de las células y tejidos de origen embrionario (ex. artículo 
11 de la Ley de Reproducción Humana Asistida y ex. artículos 33 y 36 de la Ley 
de Investigación Biomédica). 
 
4.2. Requisitos legales 
 
La regulación española actual se ha convertido en una de las más 
permisivas de Europa en el ámbito de la investigación biomédica, 
caracterizándose por haber otorgado un amplio reconocimiento a la libertad de 
investigación que, como expondremos seguidamente, sólo queda limitada por 
cuestiones de índole administrativo. No obstante, con carácter previo a la 
exposición de las exigencias previstas por la normativa española para autorizar 
este tipo de investigaciones procede destacar, brevemente, las principales 
novedades que se han introducido con respecto a la legislación anterior358. 
 
En primer lugar cabe destacar que, a diferencia de la legislación de 1988, 
se reconoce ahora la posibilidad de utilizar los gametos de forma independiente 
en actividades de investigación; desapareciendo la limitación anterior que exigía 
que las mismas tuvieran una finalidad concreta “perfeccionar las técnicas de 
obtención y maduración de los ovocitos, y la crioconservación de óvulos359”. 
Asimismo, se autoriza expresamente y de forma abierta la investigación 
con los preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro, con 
independencia de su capacidad biológica para desarrollarse. A diferencia de la 
ordenación anterior, que sólo consentía estas investigaciones con preembriones 
“no viables360” (aquellos que habían perdido la capacidad de vivir desde un punto 
de vista estrictamente biológico361), entre los requisitos previstos por la nueva 
                                              
358
 La normativa anterior estaba conformada, principalmente, por la Ley 
35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida y la 
Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre Donación y Utilización de Embriones y Fetos 
Humanos. 
359
 Vid. Artículo 14.2 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. 
360
 Vid. Artículos 15 y 16 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida. 
361
 Al respecto de los preembriones viables la legislación de 1988 sólo 
autorizaba su sometimiento a intervenciones de carácter diagnóstico con fines 
terapéuticos o con fines preventivos y siempre que no tuviesen por objeto modificar el 
patrimonio genético no patológico.(Sobre el ámbito permitido por la legislación de 1988 
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Ley ha desaparecido toda referencia a que “sean clínicamente no viables o estén 
muertos362”, incluyéndose ahora, como exigencia principal, que los preembriones 
no se hayan desarrollado in vitro más allá de catorce días tras la fecundación del 
ovocito. La legislación actual sustituye, por tanto, el criterio de viabilidad por el 
de madurez del embrión, para autorizar sin reservas la investigación con 
preembriones. En sentido contrario cabe destacar que la Ley de Investigación 
Biomédica si ha respetado el criterio de la falta de viabilidad para autorizar  las 
investigaciones con embriones y fetos, puesto que su artículo 28.1 dispone 
expresamente “que los embriones humanos que hayan perdido su capacidad de 
desarrollo biológico, así como los embriones o fetos humanos muertos, podrán 
ser donados con fines de investigación biomédica u otros fines diagnósticos, 
terapéuticos, farmacológicos, clínicos, o quirúrgicos”. 
 
Ya en último término cabe avanzar que la Ley de Investigación Biomédica 
promueve la investigación con células y tejidos embrionarios, otorgando a este 
tipo de investigaciones carácter preferente y autorizando, incluso, la creación 
específica de preembriones, por clonación, para la obtención y utilización de sus 
células troncales (ex. artículo 33.2); procedimiento que figuraba expresamente 
prohibido en la legislación anterior y era susceptible de sanción363. 
 
4.2.1. Investigación con gametos 
 
La nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida 
contempla en su artículo 14 la utilización independiente de los gametos con fines 
de investigación. Como requisito ineludible se establece que, con posterioridad a 
su uso en investigaciones, no podrán ser transferidos al útero ni empleados para 
constituir preembriones con fines de procreación. Con la redacción dada a este 
precepto cabe interpretar que los gametos si podrían ser utilizados para constituir 
embriones con otra finalidad, p.e. la investigación; ambigüedad que ha sido 
especialmente criticada, al entender que la norma debería haber excluido 
expresamente la creación de preembriones con gametos utilizados previamente y, 
por tanto, manipulados364. No obstante, con independencia del tenor del precepto 
                                                                                                                                    
vid. Artículos 15 y 16 de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida; y PÉREZ GÓMEZ, J.M. y RUEDA SILVA DANIEL 
en “La investigación y experimentación genética humana en la legislación española 
sobre técnicas de reproducción asistida”, Aranzadi Social, núm. 12, 2002, pp. 812-815. 
362
 Vid. Artículo 2 e) de la Ley 42/1988, de 28 de diciembre, sobre Donación y 
Utilización de Embriones y Fetos Humanos 
363
 Vid. Artículo 3 en relación con el artículo 20.2 n), ambos de la Ley 35/1988, 
de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
364
 CÁMARA ÁGUILA, M.P., “Sobre la constitucionalidad de la Ley de 
técnicas de reproducción asistida (comentario a la STC 116/1999, de 17 de junio)”, 
Derecho Privado y Constitución, op. cit., p. 121; y JIMÉNEZ MUÑOZ, F.J. en La 
reproducción asistida y su régimen jurídico, op. cit., p. 154 
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debe entenderse subsistente tal prohibición ex. artículo 160.2 del Código Penal, 
que tipifica como delito la fecundación de óvulos humanos “con cualquier fin 
distinto a la procreación humana365”. 
 
También se ha criticado que la Ley no contemple la necesidad de otorgar 
un consentimiento específico autorizando la dedicación de los gametos a la 
investigación. Con relación a esta cuestión cabe señalar que sí lo hace respecto 
del semen el Real Decreto 412/1996366, y la Ley de investigación Biomédica 
respecto de los ovocitos367.  
 
 
4.2.2. Investigación con preembriones 
 
Tras la promulgación de la Ley de Investigación Biomédica el 
ordenamiento español refrenda expresamente la existencia de una doble categoría 
de embriones, diferenciando jurídicamente los concebidos in vitro con un 
desarrollo inferior a catorce días, y los implantados en el claustro materno368.  
 
El concepto legal acuñado de “preembrión” ha sido muy criticado porque 
identifica al embrión de menos de catorce días con un estadio prehumano que no 
merece el respeto debido a los seres humanos justificándose, por tanto, su uso y 
destrucción como un medio necesario para lograr una finalidad de carácter 
terapéutico. Esta concepción reduccionista se dirige hacia una consideración 
legal y ética que entiende el inicio de la vida humana como un bien útil al 
servicio de terceros369. Paradójicamente, y a diferencia de la legislación de 1988, 
                                              
365
 En sentido contrario se pronuncia DEL ROSAL BLASCO que considera que 
el artículo del Código Penal está obsoleto y debería modificarse para su adecuación a la 
nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida que  ya no prohíbe la fecundación de 
óvulos con fines distintos a la procreación “al menos en el ámbito de los contextos 
definidos en la norma que ya no son únicamente terapéuticos; circunstancia que hace 
poco sostenible la regulación penal”. (DEL ROSAL BLASCO, B. en “Las 
repercusiones de la nueva Ley en el derecho penal”, Legislación sobre reproducción 
asistida: novedades, Cuadernos de Derecho Judicial, núm. XI, Madrid, 2006, p. 273.). 
366
 Vid. Artículo 7.3 del Real Decreto 412/1996, de 1 de marzo, por el que se 
establecen los protocolos obligatorios de estudio de los donantes y usuarios 
relacionados con las técnicas de reproducción humana asistida y regula la creación y 
organización del Registro Nacional de Donantes de Gametos y Preembriones con fines 
de reproducción humana . 
367
 Vid. Artículo 32 de la Ley de Investigación Biomédica. 
368
 Vid. Artículo 3 de la Ley de Investigación Biomédica. 
369
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la 
vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 175; y CORRAL GARCÍA, E. en “La desprotección 
jurídica del embrión humano tras la nueva Ley de Reproducción Humana Asistida y la 
Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos de Bioética, vol. 20, núm. 69, 2009, 
p.192. 
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la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida y la Ley de Investigación 
Biomédica no definen al preembrión como “un grupo de células” (resultantes de 
la división progresiva del óvulo desde que es fecundado hasta aproximadamente 
catorce días más tarde370), sino que le otorgan la calificación de “embrión 
constituido in vitro” (por el grupo de células resultante de la división progresiva 
del ovocito desde que es fecundado hasta 14 días más tarde371). Asimismo el feto 
también es definido como un “embrión con apariencia humana” (y con sus 
órganos formados, que va madurando desde los 57 días a partir del momento de 
la fecundación (…)”. Por tanto, como señala GERMÁN ZURRIARÁN “el 
propio legislador en sus definiciones estaría reconociendo que el preembrión, el 
embrión y el feto adquieren todos el estadio común de “embrión” en la 
fecundación y, en consecuencia, que el momento de la fecundación es el que 
marca el inicio del proceso de desarrollo del ser humano372”. 
 
Una vez establecida la diferencia legal entre preembrión y embrión, la 
nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida posibilita la investigación con 
éstos últimos con independencia ya de la fecha de su constitución y de la 
viabilidad biológica de los cigotos373. Al efecto, se contempla incluso la 
posibilidad de su donación automática para investigación, si los progenitores no 
otorgan su parecer expreso sobre el destino374 de los preembriones en el plazo de 
                                              
370
 Vid. Apartado II del Preámbulo de la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sobre 
Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
371
 Vid. Artículo 1.2 de la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida y artículo 3 s) de la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación Biomédica. 
372
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la 
vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 175. En este mismo sentido LÓPEZ MORATALLA 
señala “que el desarrollo embrionario es el período de construcción del organismo 
jerárquicamente ordenado en el tiempo y en el espacio gracias a la distribución de las 
células según los ejes corporales. El proceso, desde el instante de la fecundación, avanza 
sin solución de continuidad por etapas diversas enlazadas en la trayectoria vital unitaria 
y única del individuo”. (LÓPEZ MORATALLA NATALIA en “De la totipotencia del 
cigoto a las células troncales maduras y de reserva”, Cuadernos de Bioética, vol. 20, 
núm. 70, 2009, p. 320). 
373
 Vid. Artículo 11.4 de la nueva Ley  sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida.  
374
 Los posibles destinos que la Ley contempla para los preembriones son: 
utilización en ciclos procretivos sucesivos propios, donación para ciclos procreativos de 
terceros, donación con fines de investigación, y cese de conservación sin otra 
utilización. Vid. Artículo 11.4 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida. Sobre el tema véase GERMÁN ZURRIARÁN, R. en 
Los embriones congelados. Un desafío para la bioética, Ed. Eiunsa, Madrid, 2007. 
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cuatro años375; y se fijan los requisitos que deberán ser observados para la 
realización de este tipo de investigaciones376. 
 
El “consentimiento escrito de la pareja (o en su caso, de la mujer 
responsable)”, previa explicación pormenorizada de los fines perseguidos con la 
investigación a la que serán destinados los preembriones, y sus implicaciones, se 
configura como el primero de los requisitos exigibles377. Tanto la información 
previa sobre los fines e implicaciones de la investigación, como el propio 
consentimiento prestado, deberá ser realizado en formatos adecuados, siguiendo 
las reglas marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que resulten 
accesibles y comprensibles para las personas con discapacidad. La pareja (o la 
mujer), al tiempo de otorgar su consentimiento, formulará renuncia expresa a 
cualquier derecho de naturaleza dispositiva, económica, o patrimonial sobre los 
resultados que, de forma directa o indirecta, puedan derivarse de las 
investigaciones. Constituye éste un consentimiento específico diferente y 
adicional al que la mujer o pareja hayan podido otorgar para acceder a la 
aplicación de las técnicas378. Exige la norma que en los supuestos de pareja, el 
consentimiento sea otorgado personalmente por cada uno de los miembros, por 
tanto, en caso de discrepancia o revocación por alguno de ellos, no será posible 
destinarlos a investigación. Al objeto de evitar este tipo de situaciones se 
recomienda la inclusión de un árbol de decisiones en el propio documento de 
consentimiento informado. 
                                              
375
 Vid. Artículos 11.3 y 11.6 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida. GERMÁN ZURRIARÁN destaca que uno de los 
fines principales de la Ley es promover la donación de embriones con fines de 
investigación; interpretando que, al eliminar la limitación de fecundar ovocitos, se busca 
producir embriones, y al dejar al arbitrio de las clínicas los embriones que llevan más de 
cuatro años crioconservados se garantiza, con un supuesto fin reproductor y no 
directamente productivo, que existan preembriones vivos y viables para la 
investigación. Considerando asimismo sorprendente que la nueva Ley y haya eliminado 
la obligación impuesta por la legislación de 1988 de demostrar que la investigación con 
embriones humanos no puede realizarse previamente en modelos animales. (Cfr. 
GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la vida 
humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 168). En términos semejantes se pronuncia CORRAL 
GARCÍA, E. en “La desprotección jurídica del embrión humano tras la nueva Ley de 
reproducción humana asistida y la Ley de Investigación Biomédica”, Cuadernos de 
Bioética, 2009/2, p. 192. 
376
 Vid. Artículos 15 y 16 de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida. 
377
 Vid. Artículo 15.1 a) en relación con el artículo 11.5, ambos de la nueva Ley 
sobre Reproducción Humana Asistida. 
378
 Vid. Artículos 6.1 y 6.3 de la nueva Ley sobre Reproducción Humana 
Asistida. 
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Para la utilización efectiva de los preembriones en un proyecto concreto, o 
para su traslado a otro centro en el que se vayan a utilizar en otro proyecto 
concreto, será necesario un nuevo consentimiento expreso de la pareja (o en su 
caso de la mujer) responsable del preembrión379, previa información 
pormenorizada y comprensión por los interesados de: los fines, las fases y los 
plazos de la investigación; la especificación de su restricción al ámbito básico, o 
su extensión al ámbito clínico de aplicación; y sus posibles consecuencias. 
 
Conforme a lo expuesto, cabe concluir que, para la utilización de 
preembriones en proyectos de investigación, podrá exigirse a la pareja (o mujer) 
responsable de los mismos la prestación de hasta tres consentimientos 
informados: uno para el acceso a las técnicas de reproducción asistida (ex. 
artículos 6.1 y 6.3); otro para el destino genérico de los preembriones a su 
empleo en investigación (ex. artículo 15.1 a) en relación con el artículo 11.5); y 
otro para su utilización efectiva en un proyecto de investigación concret o para su 
traslado a otro centro de almacenamiento (ex. artículo 16.2). 
 
La falta de consentimiento prestado en legal forma impedirá el uso 
efectivo de los preembriones congelados, salvo en los supuestos de ausencia de 
renovación del mismo380. 
 
El “grado de madurez del preembrión” se conforma como el segundo de 
los requisitos que deben ser observados. Se impone así que el desarrollo in vitro 
del preembrión sea inferior a catorce días, a contar desde la fecundación del 
ovocito, pudiendo descontarse el tiempo en que el preembrión haya permanecido 
crioconservado381. La inclusión de este requisito ha sido calificada de redundante 
puesto que si el desarrollo del cigoto fuera superior a ese plazo el preembrión 
debería haber sido transferido al útero y, por tanto, no nos encontraríamos ante 
un preembrión sino ante un embrión in vivo. 
 
El tercer y último requisito está integrado por una serie de “exigencias de 
índole administrativo” al objeto de articular un mecanismo de control sobre este 
tipo de investigaciones. Se exige así que el proyecto de investigación al que se 
destinen los preembriones esté debidamente autorizado por la autoridad 
competente, se desarrolle en centros específicamente autorizados, y sea ejecutado 
por equipos científicos cualificados bajo la supervisión de las autoridades 
                                              
379
 Vid. Artículo 16.2 de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida. 
380
 Cabe recordar la Ley contempla la renovación del consentimiento otorgado 
como máximo cada dos años; especificando que si durante dos veces consecutivas fuese 
imposible obtener esta renovación, y se pudiera demostrar fehacientemente las 
actuaciones llevadas a cabo al objeto de obtenerla, los pre embriones quedarán a 
disposición de los centros en los que se encuentren crioconservados. (Vid. Artículo 11.6  
de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida). 
381
 Vid. Artículo 15.1 b) de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida. 
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sanitarias competentes382. Si el contenido del proyecto de investigación estuviese 
relacionado con las técnicas de reproducción asistida, la autorización de las 
investigaciones queda, en todo caso, sujeta a la emisión de un informe favorable 
de la Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida; y el órgano 
competente que concedió la autorización queda obligado a dar traslado del 
resultado obtenido a la misma Comisión Nacional. Si el contenido del proyecto 
estuviese relacionado con la obtención y uso de células embrionarias, la 
autorización de las investigaciones queda sujeta a la emisión de un informe 
favorable de la Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de Células 
y Tejidos Humanos; y el órgano que concedió la autorización queda obligado a 
dar traslado del resultado obtenido a la misma Comisión. 
 
Los preembriones crioconservados para su utilización en proyectos e 
investigación deberán almacenarse exclusivamente en los bancos de los centros 
de reproducción asistida específicamente autorizados para ello383. La cesión de 
los mismos a otros centros podrá efectuarse, previa especificación de las 
relaciones e intereses comunes que pudieran existir entre los equipos y centros 
entre los que se realiza la cesión. En todo caso, habrá de garantizarse siempre el 
mantenimiento de las condiciones de confidencialidad de los datos de los 
progenitores, y la gratuidad y ausencia de ánimo de lucro en el uso de los 
preembriones. 
 
A modo de síntesis conclusiva cabe afirmar que los preembriones carecen 
en España de toda protección jurídica y son susceptibles de ser producidos y 
congelados para su utilización, sin reservas, en proyectos deinvestigaciones 
biomédicas384. 
 
4.2.3. Investigación con embriones y fetos  
 
La Ley de Investigación Biomédica establece las condiciones para la 
donación de embriones y fetos humanos en su artículo 28, destacando 
expresamente que la interrupción del embarazo nunca podrá tener como finalidad 
la donación del embrión o del feto; que los profesionales integrantes del equipo 
médico que realice la interrupción del embarazo no podrán intervenir en 
investigaciones que tengan por objeto la utilización de los embriones o fetos 
abortados; y condicionando la validez de la donación a la concurrencia de un 
doble requisito: el consentimiento debidamente informado otorgado por el 
donante o donantes, y que los embriones o fetos expulsados no tengan 
posibilidad de mantener su autonomía vital385. 
                                              
382
 Vid. Artículo 15.1 c) y d) de la nueva Ley sobre Reproducción Humana 
Asistida. 
383
 Vid. Artículo 16.1 de la nueva Ley sobre Reproducción Humana Asistida. 
384
 Vid. Artículos 32 y 33 de la Ley de Investigación Biomédica. 
385
 Vid. Artículo 29 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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Conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de la misma norma, las 
investigaciones con embriones o fetos humanos muertos podrán llevarse a cabo 
siempre que se verifique el cumplimiento de tres requisitos: consentimiento 
informado específicamente otorgado al efecto por los progenitores (o la mujer); 
muerte o ausencia de viabilidad de los embriones o fetos; y que su utilización se 
realice en el marco de un proyecto autorizado por la autoridad competente previo 
informe favorable de la Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de 
Células y Tejidos Humanos. Completado el Proyecto se exige, además, que el 
equipo responsable del mismo comunique el resultado tanto al órgano 
autorizante, como a la Comisión de Garantías para la Donación y Utilización de 
Células y Tejidos Humanos. 
 
En línea con la legislación anterior, las intervenciones sobre los embriones 
y fetos vivos in utero quedan limitadas a aquellas que tengan carácter diagnóstico 
o terapéutico y se realicen en su propio beneficio386. 
 
 
4.2.4. Investigación con estructuras de origen embrionario: especial 
referencia a las técnicas de clonación 
 
Como se desprende de su propio Preámbulo387, la Ley de Investigación 
Biomédica liga los avances en medicina regenerativa y terapia celular a la 
investigación con células troncales embrionarias obtenidas de gametos y 
embriones, otorgando prioridad a este tipo de investigaciones. Este planteamiento 
inicial de la Ley ha sido muy contestado al entender que ya no se ajustaba al 
estado de conocimiento que, a la fecha de su promulgación, presentaban las 
investigaciones en el ámbito de la terapia celular y la medicina regenerativa; 
puesto que los resultados arrojados tras los primeros ensayos desaconsejaban su 
aplicación clínica por distintos motivos, y el mundo científico apuntaba ya su 
interés hacia las células troncales adultas388, especialmente tras el descubrimiento 
                                              
386
 Vid. Artículo 30 de la Ley de Investigación Biomédica. 
387
 “(…) la investigación biomédica y en ciencias de la salud es un instrumento 
clave para mejorar la calidad y la expectativa de vida de los ciudadanos y para aumentar 
su bienestar. (…) la investigación con gametos embriones o células embrionarias se ha 
hecho imprescindible en el ámbito de la terapia celular y la medicina re generativa”. 
(Vid. Apartado I del Preámbulo de la Ley de Investigación Biomédica). 
388
 Los resultados de los distintos Proyectos de Investigación constataron que la 
investigación biomédica de células troncales de origen embrionario comportaba una 
serie de dificultades de carácter tecno-médico (falta de bioseguridad asociada a alto 
riesgo de formación de tumores, teratomas y teratocarcinomas y rechazo inmunológico. 
A estas barreras, derivadas de las propias características de las células troncales, se 
habían unido las deficiencias emanadas de las fuentes de obtención: los embriones 
sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro. Al respecto procede recordar que los 
embriones congelados proceden muchas veces de gametos con dificultades para la 
fecundación y que, en todo caso, se conservan los que han sido rechazados para la 
implantación uterina al presentar menores garantías de éxito) que, unidas a la exigencia 
 388
de las “células troncales iPS”, que son células troncales de tipo embrionario 
obtenidas por reprogramación de células adultas (pluripotencialidad inducida)389; 
procedimiento que no comporta la destrucción de embriones. 
El régimen para la “obtención, uso e investigación con células y tejidos de origen 
embrionario humano” se incardina en el título IV de la norma citada, que incluye 
una remisión expresa a la nueva Ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida cuando estas investigaciones se aplican sobre ovocitos o 
preembriones390. 
 
Integran el título rector cuatro capítulos. El primero, legaliza la donación 
de ovocitos con fines experimentales391; prohíbe la constitución de preembriones 
humanos con fines de experimentación392; y autoriza la obtención de células 
troncales humanas, con fines terapéuticos o de investigación, por cualquier 
técnica incluyendo expresamente la activación de ovocitos mediante 
transferencia nuclear (clonación “terapéutica”)393. 
                                                                                                                                    
ética, intrínseca a la misma investigación biomédica (que gira en torno a su obtención 
puesto que la fuente de las células troncales embrionarias son los embriones humanos, 
ya sean sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro o producidos específicamente 
al efecto por transferencia nuclear, y, en ambos casos, el proceso implica la destrucción 
del embrión) ya habían desaconsejado su aplicación clínica a la fecha de promulgación 
de la norma española. (Cfr. SERRANO RUIZ-CALDERON, J.M. en “Sobre la 
regulación de la investigación con células troncales, clonación de embriones humanos, y 
utilización de embriones congelados sobrantes de la FIVET en España”, Células 
troncales humanas: aspectos científicos, éticos y jurídico, Ed. Servicio de Publicaciones 
de la Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2003, pp. 221-250; LÓPEZ 
MORATALLA, N. en “El lobby de las células embrionarias, telón de fondo del fraude 
de la clonación”, Cuadernos de Bioética, vol. 16, núm. 58, 2005, pp. 419-440; y 
URRUELA MORA, A. en “La investigación con células troncales embrionarias desde 
la perspectiva jurídica. Reflexiones en torno al modelo español”, Células madre: 
ciencia, ética y derecho, VVAA, Ed. Eiunsa, Madrid, 2009, pp. 91-138). 
389
 Las células iPS (células troncales con pluripotencialidad inducida) son de 
gran valor en la investigación biomédica, no comportan la destrucción de embriones y 
plantean ya una posible aplicación de las mismas en terapia celular. TAKAHASHI, K., 
TANABE, K., OHNUKI, M. NARITA, M., ICHISAKA, T., TOMODA, K., 
YAMANAKA, S. en “Induction of Pluripotent Stem Cells from Adult Human 
Fibroblast by Defined Factors”, Cell núm. 131, 2007, pp. 861-872. No obstante, desde 
marzo de 2009 confluyen dos corrientes de opinión diferentes: por una parte los que 
consideran necesario recurrir a la creación de líneas celulares derivadas de embriones 
para validar las iPS y, por otra parte, los que defienden alternativas que no implican la 
realización de esta evaluación con células procedentes de embriones. (LÓPEZ 
MORATALLA, N. en “¿Resucitan al inicio de 2009 las células troncales procedentes de 
embriones?”, Cuadernos de Bioética, vol. 20, núm. 70, 2009, pp. 475-477). 
390
 Vid. Artículo 32 de la Ley de Investigación Biomédica. 
391
 Vid. Artículo 32 de la Ley de Investigación Biomédica. 
392
 Vid. Artículo 33.1 de la Ley de Investigación Biomédica. 
393
 Vid. Artículo 33.2 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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A tenor de la redacción que presenta el artículo 33 de la Ley de 
Investigación Biomédica, cabe concluir que, desde el año 2007, el legislador 
español permite, vía clonación, la creación de embriones humanos con una 
finalidad experimental o terapéutica394. 
 
La clonación denominada “terapéutica” es, sin lugar a dudas, uno de los 
grandes retos de la medicina regenerativa, y tiene por objetivo la consecución, 
por transferencia nuclear a ovocitos, de un linaje de células troncales 
embrionarias, para obtener tejidos compatibles genéticamente (con el donante), 
que se emplearían en el tratamiento de enfermedades degenerativas evitando, así, 
el rechazo inmunológico que presenta el paciente ante tejidos derivados de 
células troncales procedentes de un blastocito ajeno395. Los embriones humanos 
obtenidos por clonación serían, por tanto, una fuente de células troncales 
genéticamente idénticas e inmunologicamente compatibles con el paciente que 
hubiese donado sus células somáticas para la transferencia nuclear al ovocito que 
determinó su constitución. Al respecto procede destacar que, a día de hoy, no se 
ha conseguido el desarrollo de líneas celulares con dotación genética escogida396, 
                                              
394
 Como sostiene BELLVER CAPELLA el legislador debería haber utilizado 
una formulación más clara: se prohíbe la creación de embriones humanos con fines 
experimentación, salvo que se obtengan mediante la técnica de transferencia nuclear y 
activación de ovocitos”. (BELLVER CAPELLA, V. en “Células madre, genes y clones: 
el sendero del posthumanismo”, Células madre: ciencia, ética y derecho, op.cit., p. 
142). 
395
 Sobre clonación terapéutica véase LÓPEZ MORATALLA, N. en “Clonación 
terapéutica”, Persona y Bioética, vol. 8, núm. 22-23, 2004, pp. 6-15; LÓPEZ 
BARAHONA, M. en “Clonación reproductiva y terapéutica”, Cuadernos de Bioética, 
vol. 11, núm. 43, 2000, pp. 339-344; y SOTO NIETO, F. en “Clonación terapéutica: sus 
características y porvenir legal”, La Ley, núm. 4, 2006, pp. 1.669-1.671. 
396
 A finales de 2005 se puso de manifiesto que el intento de dirigir las células 
madre embrionarias hacia el tipo celular deseado para transferirlas a un enfermo (terapia 
regenerativa) había resultado imposible. El único que parecía haberlo conseguido era el 
grupo de investigación surcoreano dirigido por el Dr. Woo Suk Hwang, como así se 
publicó en Science (vid. Science núm. 303/2004, p. 1669 y núm. 308/2005, p. 1777), no 
obstante, con posterioridad a la publicación del resultado de sus investigaciones se 
demostró el carácter fraudulento de los mismos.  (LÓPEZ MORATALLA, N. en “El 
lobby de las células embrionarias: telón de fondo del fraude de la clonación”, 
Cuadernos de Bioética, vol. XVI, núm. 3, 2005, p. 431). El 15 de mayo de 2013 la 
revista científica Cell publicaba los resultados obtenidos por un equipo de investigación 
de la Oregon Health&Science University, comandado por el Dr. Mitalipov. El artículo 
explica que en el transcurso de la investigación se ha logrado la división del óvulo hasta 
la fase de blastocito (quinto-sexto día de desarrollo embrionario) mediante la técnica de 
transferencia nuclear utilizada para la creación de la oveja Dolly.Y que el objetivo 
principal del estudio era demostrar que se pueden alcanzar estadios de diferenciación de 
las células troncales que con posterioridad podrían convertirse en células de tejidos 
concretos del cuerpo humano. El artículo finaliza afirmando que el resultado del estudio 
“sugiere que hay una eficiente reprogramación de las células somáticas a un estadio 
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por tanto, la clonación por transferencia nuclear y reprogramación en el interior 
del ovocito no es una técnica consolidada todavía397.  
 
Ajenos a las dificultades de índole técnico, el argumento principal que se 
invoca para justificar la clonación terapéutica, se basa en la distinción entre 
embrión gamético y embrión clónico o somático398; y la valiosa posibilidad que 
esta técnica ofrece de suministrar ilimitadamente células y tejidos compatibles 
para trasplantes. En esta línea argumental se coloca la legislación española, que 
define embrión y preembrión como seres que proceden de la fecundación de dos 
gametos (femenino y masculino) entendiendo, por tanto, que el resultado de la 
activación de ovocitos mediante transferencia nuclear no genera un embrión en 
sentido propio, sino un conjunto de células troncales susceptible, por tanto, de 
utilización con una finalidad terapéutica399. En sentido contrario se ha 
manifestado LACADENA CALERO que considera “que los embriones 
somáticos presentan la misma naturaleza que los gaméticos, de acuerdo con las 
investigaciones y experimentos realizados de clonación por transferencia nuclear 
                                                                                                                                    
pluripotencial”. (Vid. Cell vol. 319, pp. 1359-1236). No obstante, la comunidad 
científica ha acogido con cautela el resultado del estudio. 
397
 Señala LÓPEZ MORATALLA que, desde el punto de vista científico-técnico 
“la tecnología de transferencia nuclear a ovocitos y posterior activación para obtener 
células troncales embrionarias o fetales con dotación genética elegida carece de interés 
terapéutico y menos aún es algo indispensable para la medicina regenerativa”. (LÓPEZ 
MORATALLA, N. en “¿Qué hay de nuevo sobre las células troncales? La utopía de la 
clonación terapéutica”, Cuadernos de Bioética, vol. 15, núm. 64, 2007, p. 383). 
398
 AULESTIARTI JIMÉNEZ, S. en “El estatuto jurídico del embrión clónico”, 
Cuadernos de Bioética, vol. 13, núm. 2, 2004, pp. 331-355. 
399
 Entre las posturas más representativas cabe destacar la opinión del 
investigador australiano SAVULESCU, que argumenta que en el supuesto de la 
clonación el embrión somático o clónico no es propiamente un embrión pues la 
transferencia del material genético nuclear de una célula embrionaria, fetal o adulta al 
citoplasma de un óvulo enucleado no generaría una entidad nueva sino un conjunto de 
células troncales. (SAVULESCU, J. en “Should we clone human beings? Cloning as a 
source of tissue for transplantation”, Journal of Medical Ethics, 25/2, 1999, p. 90). 
Argumentos similares se encuentran en declaraciones efectuadas por el Presidente de la 
Sociedad Internacional de Bioética (SIBI), el español PALACIOS. Este autor especifica 
que si bien en la creación del cigoto participa el espermatozoide, en la del nuclóvulo 
(término que otorga al organismo obtenido a raíz de la tranferencia de núcleos) éste se 
encuentra ausente. Además, en el nuclóvulo la activación ha de ser inducida, puesto que 
no se da de manera espontánea, como sí sucede en el caso de la fecundación de un 
gameto femenino por uno masculino. PALACIOS, M. en “Células troncales, stem cells, 
células madre”, Congreso Nacional de la Asociación Canaria de Bioética Estado actual 
de la investigación científica y ética en células madre, Canarias, 2002. El texto puede 
consultarse en [www.bioeticaweb.com] 
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en otros mamíferos (ovejas, vacas, etc.), compartiendo, por tanto, el mismo 
estatuto400”.  
 
En contra de todo tipo de clonación se argumenta, principalmente, que 
esta técnica viola el derecho a una identidad genética única y a la ignorancia 
sobre el posible futuro vital de cada individuo; que podría generar daños diversos 
para el propio ser clonado, como malformaciones, taras e incluso efectos 
psicológicos adversos; que reduce el valor de los individuos clónicos; y que 
disminuye el respeto por la vida humana y atenta contra su dignidad. Desde otra 
perspectiva se advierte, asimismo, que la generalización de estas técnicas podría 
promover intereses comerciales en perjuicio de personas en situación de 
vulnerabilidad; pudiendo incluso ser utilizada por gobiernos u otros grupos para 
finalidades inmorales como la generación de individuos en serie con 
características específicas preseleccionadas401. 
 
En un término medio se sitúa un sector doctrinal minoritario que considera 
que tanto los argumentos a favor, como en contra, carecen de argumentación 
concluyente; que es esencial la diferenciación entre clonación reproductiva y las 
restantes por las diferentes cargas valorativas que se hallan implicadas en cada 
una de ellas; y que no se ha profundizado suficientemente sobre cuál sería la 
afectación concreta de la dignidad humana, ni la especificidad del ataque que 
comportaría la clonación no reproductiva sobre su respeto402. 
 
En el capítulo segundo, se regulan las condiciones y garantías en que debe 
desenvolverse la actuación sobre material humano de naturaleza embrionaria403, 
especificándose las investigaciones concretas que quedan sujetas a la emisión de 
Informe favorable por parte de la “Comisión de Garantías para la Donación y 
Utilización de Células y Tejidos Humanos404”.  
 
Así, se establece que la utilización de ovocitos o preembriones en 
investigaciones que tengan por objeto la obtención y posterior utilización de 
células troncales u otros tejidos deberá haber sido específicamente autorizada por 
la mujer o pareja progenitora (ex. artículo 34.1). Asimismo, las investigaciones 
                                              
400
 LACADENA CALERO, J.R. en “Experimentación con embriones: el dilema 
ético de los embriones sobrantes, los embriones somáticos y los embriones 
partenogenéticos”, Células Troncales Humanas. Aspectos científicos, éticos y jurídicos, 
VVAA, Ed. Desclée De Brouwer, Madrid, 2003, p. 175-176. 
401
 GERMÁN ZURRIARÁN, R. en “La progresiva desprotección jurídica de la 
vida humana embrionaria en España de la Ley 35/1988 a las Leyes 14/2006 y 14/2007”, 
Cuadernos de Bioética, op. cit., p. 178. 
402
 ROMEO CASABONA, C.M. en Los genes y sus leyes. El derecho ante el 
genoma humano, Ed. Comares, Granada, 2002, pp. 110-115. 
403
 Vid. Artículo 34 de la Ley de Investigación Biomédica. 
404
 Vid. Artículo 35 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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concretas que hagan uso del material de origen embrionario deberán respetar los 
principios éticos y responder a los principios de pertinencia, factibilidad e 
idoneidad, en particular del investigador principal, del equipo de investigación y 
de las instalaciones del centro en el que se realizará la investigación (ex. artículo 
34.1 a)); y deberán llevarse a cabo en el marco de un proyecto expresamente 
autorizado por la autoridad competente, previo informe favorable, si procede, de 
la Comisión de Garantías para la Donación y la Utilización de Células y Tejidos 
Humanos (ex. artículo 34.1 b)). 
 
Los proyectos de investigación que tengan por objeto la obtención y 
utilización de células o tejidos embrionarios podrán ser autorizados por la 
autoridad competente, si acreditan el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
autorización expresa de la dirección del centro en el que equipo vaya a ejecutar 
las investigaciones, e informe favorable del Comité de Ética de la Investigación 
competente (ex. artículo34.2 a)); indicación de las relaciones e intereses comunes 
existentes entre el equipo y el centro que hayan llevado a cabo cada uno de los 
procesos de reproducción asistida que hayan generado los preembriones o 
intervenido para la obtención de los ovocitos (ex. artículo34.2 b)); compromiso 
escrito de suministrar a la autoridad competente los datos que permitan 
identificar y conocer la conservación de las líneas celulares que pudieran 
obtenerse como consecuencia del desarrollo de la investigación (ex. artículo34.2 
c)); compromiso de cesión gratuita de las líneas celulares que puedan obtenerse 
en el desarrollo de la investigación, para su utilización por otros 
investigadores(ex. artículo34.2 d)); en el caso de la utilización de ovocitos o 
preembriones, la indicación y la justificación de su número y origen y el 
documento de consentimiento informado firmado por los donantes o 
progenitores, respectivamente (ex. artículo34.2 e)). 
 
Asimismo, conforme establece el artículo 35 será preceptiva la obtención 
previa de informe favorable de la Comisión de Garantías para la Donación y 
Utilización de Células y Tejidos Humanos, para que la autoridad competente 
pueda otorgar autorización a los proyectos de investigación que versen sobre las 
siguientes materias: la investigación con preembriones humanos para la 
derivación de líneas celulares, para la investigación embriológica y para otros 
usos de investigación, no relacionados con el desarrollo y aplicación de las 
técnicas de reproducción asistida; la investigación con células troncales 
embrionarias humanas; la activación de ovocitos mediante transferencia nuclear 
para su uso con fines terapéuticos o de investigación; cualquier otra técnica que 
pueda dar lugar a la obtención de células troncales; la investigación con células o 
tejidos embrionarios obtenidos por activación de ovocitos; cualquier otra línea de 
investigación que incluya material celular de origen embrionario humano u otro 
funcionalmente semejante; y la investigación con líneas de células troncales 
embrionarias que provengan de otro país, intracomunitario o extracomunitario. 
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La autoridades competentes para la autorización de este tipo de proyectos 
de investigación estarán obligadas, anualmente, a dar traslado de los resultados 
de los Proyectos que hayan autorizado a la Comisión de Garantías para la 
Donación y Utilización de Células y Tejidos Humanos (ex. artículo 35.2). 
 
Finalmente, en el capítulo tercero, se determina la composición y 
funciones de la mencionada Comisión de Garantías405. Y, dentro del capítulo 
cuarto, se diseña el sistema de promoción y coordinación de la investigación con 
células y tejidos de origen embrionario humano406; y se establecen los criterios 
para la regulación del “Banco Nacional de Líneas Celulares407”. 
 
4.3. Valoración crítica 
 
Hasta finales del siglo XX la protección conferida al concebido por los 
distintos ordenamientos jurídicos se centraba en la calificación como delito de los 
atentados intencionados contra su vida y su integridad (delitos de aborto y 
lesiones al feto); y en las expectativas jurídicas que se le reconocían en el ámbito 
del derecho privado (a efectos filiativos y sucesorios). No se consideraban 
necesarios otros mecanismos jurídicos de protección adicional. Con el paso de 
los años esta ordenación inicial fue cediendo terreno ante la introducción 
progresiva de disposiciones reguladoras de la despenalización, en mayor o menor 
grado, del aborto voluntario; y se demostró completamente insuficiente cuando 
se hizo realidad la posibilidad de crear embriones in vitro, y se pusieron en duda 
las fórmulas tradicionales para determinar el comienzo de la personalidad 
humana y, por tanto, su condición de titular de derechos subjetivos. La 
generalización de la figura del embrión in vitro plantea, por tanto, la necesidad de 
otorgarle una protección jurídica específica sobre la que concurren discrepancias 
notables. 
 
El ordenamiento español no ha permanecido ajeno a estos cambios y, en 
aras de la libertad de investigación, e invocando futuros beneficios potenciales, 
ha completado un proceso legislativo caracterizado por propiciar la desaparición 
progresiva de la tutela jurídica de la vida humana en desarrollo, y despojar de 
todo tipo de derechos a los embriones constituidos in vitro (preembriones); 
puesto que de autorizar la experimentación con los embriones no viables se ha 
pasado a legalizar la clonación de embriones para la obtención y utilización de 
sus células troncales. 
 
La influencia que ejercen los avances científicos, especialmente en el 
ámbito de las investigaciones biomédicas, en los derechos fundamentales de la 
persona, exige la adopción de un nuevo enfoque en torno a dos medidas 
                                              
405
 Vid. Artículos 37 a 39 de la Ley de Investigación Biomédica. 
406
 Vid. Artículo 40 de la Ley de Investigación Biomédica. 
407
 Vid. Artículo 42 de la Ley de Investigación Biomédica. 
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concretas. En primer lugar, la construcción de un estatuto jurídico específico del 
nasciturus que le otorgue una protección integral, y que abarque desde el 
embrión in vitro hasta el feto, con todos los atributos que ontológica, social y 
jurídicamente le correspondan. Y, en segundo lugar, el reconocimiento explícito 
de la objeción de conciencia en el ámbito científico sanitario, como límite 
personal de actuación de médicos e investigadores, para garantizar que los 
intereses científicos y económicos subyacentes no prevalecen sobre sus 
imperativos de conciencia. 
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CONCLUSIONES FINALES 
 
I.- En los ámbitos de la genética-reproductiva y la investigación biomédica 
existe un amplio consenso en el Derecho Internacional en torno a los 
siguientes aspectos: reconocimiento de la libertad de investigación científica 
en sentido amplio, y limitación de su ejercicio por el respeto debido a la 
dignidad humana, y la salvaguarda de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales. La práctica totalidad de los Instrumentos jurídicos propugnan 
la necesidad de alcanzar un equilibrio entre la libertad de investigación 
científica y el respeto a la dignidad inherente a toda vida humana. 
 
Se proclama, con unanimidad, el derecho a poder disfrutar de las 
ventajas y beneficios que puedan derivarse de los avances en los 
procedimientos biomédicos en general, y de las investigaciones genético-
reproductivas en particular; se impone el deber de recabar el consentimiento 
informado del sujeto que se somete a las intervenciones; se exige la 
preservación de su intimidad y el tratamiento confidencial de sus datos 
genéticos; se reconoce la autonomía de su voluntad incluyendo expresamente 
su derecho a decidir si desea recibir o no información de los resultados; se 
defiende el derecho a la igualdad y a la no discriminación por motivos 
genéticos; se reconoce expresamente la singularidad de los datos genéticos, y 
el derecho a heredar un patrimonio genético inalterado y sin manipulaciones.  
 
Se valora positivamente el recurso a las técnicas de reproducción 
asistida cuando se persigue una finalidad terapéutica; se reprueban las 
intervenciones sobre las células germinales salvo que la manipulación se 
realice por razones preventivas, diagnósticas o terapéuticas; se valora 
positivamente la selección del sexo del embrión, mediante el recurso a las 
técnicas de reproducción asistida, sólo en los casos en que sea preciso para 
evitar una enfermedad hereditaria grave vinculada al sexo; se reprueban la 
constitución de embriones humanos con un fin meramente experimental, la 
clonación deliberada de seres humanos, y las prácticas eugenésicas; y se 
condena expresamente la utilización de cualquier parte del cuerpo humano con 
ánimo de lucro. 
 
En el ámbito europeo, se aprecia además una intensa preocupación 
sobre la situación de precariedad jurídica que presenta el embrión ante el 
progreso científico, al carecer de un estatuto jurídico definido; y la divergencia 
de criterios entre los diversos Estados miembros acerca de la utilización de las 
técnicas de reproducción asistida. El Convenio sobre los Derechos Humanos y 
la Biomedicina delega en los Estados parte la potestad de autorizar las 
investigaciones con embriones in vitro exigiendo, no obstante, que se 
garantice una adecuada protección del embrión. Por su parte la Unión Europea 
prohíbe expresamente la patentabilidad de todos los procedimientos que 
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supongan una violación de la dignidad humana; del cuerpo humano, en todos 
los estadios de su constitución y de su desarrollo; de modificación de la 
identidad genética germinal humana; de clonación de seres humanos; de 
creación y utilización de embriones humanos con fines meramente industriales 
o comerciales; y aquellas invenciones cuya explotación comercial sea 
contraria al orden público y a la moralidad. A estos efectos el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea ha fijado un concepto común de embrión en 
sentido amplio, que incluye al óvulo humano desde el momento de su 
fecundación; ha rechazado la utilización de embriones en beneficio de terceros; 
y ha excluido expresamente la patentabilidad de una invención cuando 
comporte la destrucción previa de embriones o su utilización como materia 
prima. 
 
Sobre las técnicas de reproducción asistida en concreto, el Parlamento 
Europeo ha propuesto que su utilización persiga un fin terapéutico; que se 
restrinja el recurso a los donantes de gametos y embriones a supuestos de 
esterilidad insuperable o diagnóstico de grave riesgo de malformaciones en el 
hijo naturalmente concebido; que se reduzca la constitución de embriones que 
no van a ser transferidos al útero; y que se rechace toda forma de maternidad 
por cuenta de terceros. Recomendaciones que, por su propia naturaleza, no han 
sido suficientes para lograr la unificación de los distintos criterios, ni la 
armonización de las legislaciones nacionales. 
 
La divergencia de criterios nacionales en el marco europeo, que 
confluye en torno a dos bloques de opinión muy diferenciados: los articulados 
en torno a la defensa del derecho a la vida y la dignidad desde el momento de 
la fecundación y los conformados en torno a la promoción de la investigación 
como medio para progresar en el conocimiento; reclama la adopción de una 
política comunitaria uniforme en materia de reproducción artificial y 
protección del embrión humano que, al igual que en otros aspectos, concilie 
los intereses en conflicto, exponga unos principios comunes que permitan dar 
respuesta a las necesidades suscitadas por los avances científicos y la mejora 
de la sociedad, e imponga un marco legal adecuado que respete la dignidad y 
la vida humana desde su inicio. 
 
Asimismo, procede destacar que no se contempla la posibilidad de 
objetar en conciencia ante determinadas investigaciones o prácticas que 
puedan atentar o ser contrarias contra la libre conciencia del personal 
investigador o sanitario. La objeción de conciencia en materia científica, que 
impondría un elemento añadido de racionalidad, y contribuiría a la 
construcción de una ciencia responsable, se mantiene como una asignatura 
pendiente del Derecho Internacional. 
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II.- Desde la perspectiva confesional, cabe destacar que las cuatro 
Confesiones Religiosas analizadas consideran que el matrimonio es el marco 
más adecuado para concebir y educar a los hijos. Con excepción de la Iglesia 
Católica, todas las confesiones religiosas valoran positivamente el recurso a la 
fecundación artificial homóloga en el seno del matrimonio. La Iglesia Católica, 
considerando inmoral la disociación de sexualidad y procreación, restringe la 
aceptación de las técnicas de reproducción asistida in matrimonii a aquellas 
“que se limitan a facilitar que la cópula alcance su finalidad natural”, es decir, 
que no sean sustitutivas del acto conyugal. Esta limitación excluye, por su 
propia naturaleza, el recurso a la fecundación in vitro. Por su parte, la Religión 
Evangélica proscribe expresamente el recurso a todos los métodos “que 
puedan comportar la destrucción de embriones” lo que supone una aceptación 
condicionada a las prácticas de fecundación in vitro. 
 
La Iglesia Católica, el Judaísmo y el Islam rechazan sin fisuras la 
fecundación artificial heteróloga, al amparo de sus respectivas concepciones 
sobre la unidad del matrimonio y la familia, el establecimiento de las 
relaciones paternofiliales, y la importancia de conocer el propio origen 
biológico. Asimismo, el Islam refuerza sus argumentos invocando la 
prohibición coránica de comerciar con cualquier parte del cuerpo humano. 
Debido a la peculiar relación entre conciencia y ley propia de la Reforma 
protestante, la Religión Evangélica, por su parte, es la única que parece 
dirigirse hacia una aceptación tácita progresiva de las técnicas heterólogas, 
como así se percibe al analizar las conclusiones recogidas en el Comunicado 
final de las III Jornadas celebradas en 2011 que, a diferencia de las 
conclusiones de las Jornadas anteriores, ya no hace referencia a la “necesaria 
relación entre paternidad biológica y causalidad de la pareja”, no exige “que 
las células germinales sean de los propios miembros de la pareja”, y 
contempla la “donación de embriones sobrantes como alternativa preferente a 
su destrucción”. 
 
La Iglesia Católica, el Judaísmo y el Islam coinciden al reprobar el 
empleo de las técnicas de reproducción asistida por “uniones no 
matrimoniales” o “mujeres solas”, al considerar que el entorno matrimonial es 
el único medio lícito para engendrar y educar a los hijos. Al amparo de este 
mismo argumento la Iglesia Católica condena también la fecundación post 
mortem. Por su parte, la Religión Evangélica podría aceptar excepcionalmente 
el acceso a las técnicas de la “mujer sola”, como así parece desprenderse de 
las conclusiones recogidas en el Comunicado final de las III Jornadas 
celebradas en 2011, en las que se vislumbra la aceptación tácita de la donación 




Todas las Confesiones Religiosas estudiadas son unánimes al rechazar 
la “subrogación uterina” como práctica reproductiva, variando, no obstante, 
los argumentos esgrimidos para sustentar la reprobación. Así, la Iglesia 
Católica y el Judaísmo coinciden al considerarla una práctica inmoral, por ser 
contraria a la unidad del matrimonio y de la familia; la Religión Evangélica la 
valora negativamente al considerar que supone “una instrumentalización tanto 
de la mujer como del fruto de la concepción”; y la Doctrina Islámica 
mayoritaria, fundamenta su oposición en la prohibición coránica de comerciar 
con cualquier parte del cuerpo; coexistiendo, no obstante, alguna opinión 
favorable a su práctica “dentro del matrimonio poligámico”, en exclusiva 
referencia al supuesto en que una de las esposas del varón admita gestar en su 
seno un embrión constituido con material genético del esposo común y de otra 
de sus esposas. 
 
La Iglesia Católica y la Religión Evangélica consideran digna de 
protección la vida humana desde el instante de la concepción y en todas las 
fases del desarrollo embrionario. Por ello proscriben todas las 
experimentaciones o investigaciones efectuadas con embriones humanos que 
no tengan una finalidad terapéutica en beneficio del propio embrión o puedan 
comportar su destrucción; rechazan la selección de embriones que implique la 
destrucción de los descartados por motivos eugenésicos; equiparan las 
reducciones embrionarias al aborto; aceptan el diagnóstico prenatal orientado 
exclusivamente a la curación del embrión; y valoran positivamente todas las 
intervenciones de carácter terapéutico realizadas en beneficio del propio 
embrión. La Religión Evangélica, por su parte, es favorable a la manipulación 
no terapéutica de embriones originados por aborto espontáneo (muertos o no 
viables), previo consentimiento informado de los progenitores; y a la 
utilización de material biológico humano en el ámbito de la investigación 
biomédica que persiga una finalidad terapéutica. 
 
El Derecho Rabínico no otorga al embrión la condición de ser humano 
a todos los efectos reprobando, no obstante, su destrucción por causas 
arbitrarias. Desde esta posición el sacrificio del embrión sólo se admite para 
salvaguardar intereses considerados dignos de mayor protección. Al amparo 
de esta concepción se rechaza expresamente la experimentación con 
embriones sobrantes de las prácticas de fecundación in vitro o su utilización en 
investigaciones científicas que no persigan una finalidad terapéutica en 
beneficio del propio embrión, o en beneficio de terceros; se consienten las 
reducciones embrionarias; se acepta la crioconservación de embriones 
supernumerarios de las técnicas de fecundación in vitro, para su utilización en 
ciclos reproductivos posteriores del propio matrimonio; y se valoran 
positivamente el diagnóstico prenatal y la selección de embriones. 
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Desde la perspectiva Islámica se valoran positivamente todas las 
intervenciones de carácter terapéutico realizadas en beneficio del propio 
embrión; y se acepta la crioconservación de embriones supernumerarios de las 
técnicas de fecundación in vitro, para su utilización en ciclos reproductivos 
posteriores del propio matrimonio. La aceptación o reprobación de la cesión 
de embriones, para su utilización con fines experimentales, de investigación o 
terapéuticos en beneficio de terceros; de las reducciones embrionarias; de la 
selección de embriones; y del diagnóstico prenatal dependerá de las distintas 
interpretaciones Islámicas que concurren sobre el origen de la vida humana. 
 
Con excepción de la Iglesia Católica, que ancla su posición en la 
inmoralidad que supone la disociación  de los aspectos sexual y procreativo, 
los juicios de valor vertidos por las Confesiones Religiosas con Acuerdo 
versan, principalmente, sobre los límites que deben imponerse a las nuevas 
técnicas, tanto desde el punto de vista de su impacto en las instituciones 
familiares y sociales, como desde la perspectiva de los riesgos que pueda 
generar la biotecnología en la salud de los seres humanos actuales y de las 
generaciones futuras. 
 
Si se compara la regulación que se hace en los Instrumentos 
Internacionales sobre tecnología reproductiva e investigación biomédica con la 
concepción que los Derechos Confesionales (canónico, evangélico, judío e 
islámico) tienen del origen divino de la vida humana, y su concepción del 
hombre y la familia, puede afirmarse que la influencia confesional en el 
Derecho Internacional es muy escasa.  
 
III.- La evolución legislativa de la ordenación española en el ámbito de la 
medicina reproductiva y la investigación biomédica con material humano de 
origen embrionario, desde los primeros Informes elaborados sobre la materia 
hasta la regulación jurídica actual, nos permite extraer dos conclusiones 
relevantes. 
 
En primer lugar procede destacar que desde 1988 la ordenación 
española promueve y ampara el ejercicio de un derecho individual a la 
maternidad, que sólo queda limitado para aquellas mujeres que carecen de 
capacidad gestativa. En este sentido el recurso a las técnicas de reproducción 
asistida no se concibe por el legislador español con carácter terapéutico sino 
satisfactivo, prueba de ello es que no se contempla el padecimiento de 
esterilidad o infertilidad como requisito necesario para su acceso, ni siquiera 
en los supuestos en que los tratamientos se realicen con cargo al Sistema 
Nacional de Salud. El libre acceso a la maternidad se considera en España un 
aspecto inherente al libre desarrollo de la personalidad de la mujer y, en 
consonancia, la legislación autoriza la fecundación post mortem, y permite a 
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las mujeres sin pareja acceder a la donación anónima de semen e incluso de 
embriones. 
 
La regulación jurídica actual consolida el nivel de protección otorgado 
a las mujeres para garantizar su acceso a la libre maternidad. El derecho de las 
mujeres a ser madres continúa teniendo preferencia sobre el derecho de los 
hijos concebidos artificialmente a conocer su origen biológico y, en los 
supuestos de maternidad en solitario, a beneficiarse de una figura paterna de 
referencia. 
 
En segundo lugar, cabe señalar que el legislador español ha promovido 
de forma evidente una desprotección jurídica progresiva de la vida humana en 
desarrollo, que se inicia en el año 1988 con la aprobación de una regulación 
que propicia la acumulación incontrolada de embriones sobrantes, y autoriza 
la investigación con embriones no viables; y culmina en 2010 con la 
atribución de una nueva naturaleza jurídica a la figura del aborto, que deja de 
ser una conducta despenalizada en determinados supuestos, para contemplarse 
como un aspecto más de la salud sexual y reproductiva de la mujer y 
convertirse, dentro de las primeras catorce semanas de gestación, en una 
prestación sanitaria incluida en la cartera de servicios comunes del Sistema 
Nacional de Salud. A mayores, entre ambos momentos, el legislador español 
ha otorgado carta blanca a la selección genética de preembriones con fines 
terapéuticos en beneficio de terceros (bebés medicamento), ha priorizado la 
investigación con gametos y embriones humanos viables, y ha legalizado la 
creación de embriones humanos por transferencia nuclear para la obtención de 
células troncales (clonación “terapéutica”). 
 
La regulación española sobre la materia ha evolucionado, por tanto, 
hacia una concepción utilitarista del embrión humano que, ante los potenciales 
beneficios que puedan derivarse de las investigaciones con sus células, queda 
despojado de todo derecho. 
 
Si se compara la regulación que se hace en los Instrumentos 
Internacionales de la tecnología reproductiva y la investigación biomédica, 
con la regulación adoptada al efecto por el Derecho español, cabe concluir que 
en los ámbitos que se han dejado al margen de apreciación de los Estados, el 
Derecho español ha optado por la prevalencia de la libertad de investigación, y 
por el reconocimiento más amplio posible de los derechos reproductivos, en 
detrimento de la protección de la vida humana en desarrollo. 
 
IV.- Las características peculiares de las técnicas de reproducción asistida 
exigen el establecimiento de un régimen específico de autorización de las 
técnicas en general, y control de los procedimientos en particular, para 
garantizar convenientemente la protección de todos los sujetos implicados. La 
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regulación general de los actos y servicios médicos resulta insuficiente para 
proteger a los participantes en los programas procretivos y, en especial, para 
salvaguardar los intereses de las receptoras de las técnicas que, en la mayoría 
de los casos, se encuentran en un estado de gran vulnerabilidad. Asimismo, es 
imprescindible preservar los intereses del nacido a través de estas técnicas, lo 
que exige el establecimiento de un control adicional sobre los servicios de 
procreación, tanto en el ámbito público como en el privado. Las especialidades 
sobre el control de la medicina reproductiva previstas en la legislación 
española se circunscriben a los siguientes ámbitos: autorización de las 
técnicas, control de los centros, régimen sancionador, consentimiento 
informado de los usuarios, y tratamiento confidencial de los datos. 
 
En cuanto al primero de los aspectos, autorización de las técnicas, cabe 
recordar que el legislador español admite desde 1988 la práctica totalidad de 
los métodos de asistencia a la reproducción humana conocidos, con la única 
excepción de la subrogación uterina. Sin embargo, la legislación de 1988 
había olvidado incorporar un mecanismo que permitiera efectuar la evaluación 
y autorización de las nuevas invenciones y variantes tecnológicas que se 
fueran incorporando al mercado de la medicina reproductiva. Esta laguna, que 
determinó la incorporación de nuevas técnicas (como el diagnóstico 
preimplantacional y la inyección intracitoplasmática) por vía de hecho, ha 
quedado subsanada tras la aprobación de la nueva Ley de Reproducción 
Humana Asistida, que introduce un sistema flexible para autorizar su 
aplicación a través de una doble vía, en función de la calificación que merezca 
la nueva técnica. Lo que supone un incremento notable de la seguridad 
jurídica. De otra parte, el control de los centros pivota en torno al 
otorgamiento de la licencia de actividad y los procedimientos de inspección. 
Con relación a este punto los aspectos más preocupantes son la ausencia de 
una limitación legal o reglamentaria, tanto en la duración de la licencia 
otorgada, como en el establecimiento de un cupo máximo de licencias para 
conceder (lo que ha acentuado la desproporción entre los servicios de 
titularidad pública y privada); y la falta de un cuerpo especial de inspectores 
con conocimientos específicos sobre la materia (que dificulta la posibilidad de 
detectar las actuaciones susceptibles de sanción). 
 
El otro aspecto relevante relacionado con el empleo de las técnicas es el 
consentimiento de todos los sujetos implicados en el programa de asistencia 
médica a la procreación, especialmente, el de las receptoras de las técnicas y el 
de los donantes de gametos. La medicina reproductiva presenta determinadas 
especificidades que, en este aspecto, la hacen también acreedora de un 
régimen diferenciado. Su carácter particular radica en el hecho de encontrarse 
a medio camino entre la medicina satisfactiva y la medicina curativa 
quedando, por tanto, al margen de los tratamientos médicos convencionales. 
Con acierto, la Ley establece que el consentimiento tendrá en estos 
402 
procedimientos carácter personalísimo sin que quepa sustituirlo por razón de 
urgencia ni de salud pública, exigiéndose, además, el suministro de una 
información cualificada que deberá incluir todos los riesgos inherentes, las 
probabilidades de éxito de cada procedimiento y que deberá explicar 
claramente todas las implicaciones económicas, jurídicas y psicológicas. 
 
V.- La medicina reproductiva se caracteriza por el empleo de una 
sofisticada tecnología que relativiza la facultad procreativa humana al 
disociarla de la relación sexual y romper la trama biológica. 
 
El recurso a semen, ovocitos e incluso embriones procedentes de 
terceros ajenos a la pareja (o a la mujer) se justifica y ampara, tanto para paliar 
supuestos de infertilidad, como para satisfacer deseos individuales de 
maternidad. El ordenamiento español, sin reflexión previa, se ha limitado a 
regular la participación de donantes en los programas de procreación 
médicamente asistida, partiendo de los principios básicos que rigen el 
trasplante de órganos: gratuidad y confidencialidad. La solución legal 
adoptada en 1988 para resolver el difícil ejercicio de ponderación de intereses 
que plantea la fecundación heteróloga, fue mecánicamente refrendada por el 
Tribunal Constitucional en 1999, y reproducida íntegramente por el legislador 
en 2006, sin entrar a analizar el alcance del conflicto entre los derechos del 
nacido, las ansias de maternidad, y los intereses del donante. La posibilidad de 
realizar este profundo análisis contaba (y cuenta) con un referente indiscutible 
en el derecho de filiación: la específica protección que se otorga al interés del 
adoptado por conocer la identidad de sus progenitores biológicos a partir de su 
mayoría de edad. 
 
La doctrina española se dividió profundamente en torno al juicio de 
constitucionalidad que merecía la prohibición de revelar la identidad del 
donante, manteniéndose incluso después del pronunciamiento constitucional. 
Así, un amplio sector continúa defendiendo que el anonimato del donante 
vulnera el derecho a la libre investigación de la paternidad; el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad del hijo; y, además, atenta contra su dignidad, 
degradándolo a la condición de mero objeto. En sentido contrario, otra 
corriente de opinión considera que el derecho a la libre investigación de la 
paternidad consagrado en el artículo 39 de la Constitución, no resulta aplicable 
a los nacidos por reproducción artificial; que el desarrollo de la propia 
personalidad del nacido queda suficientemente garantizado al permitirle tener 
acceso a la información genotípica de sus progenitores biológicos; y que el 
anonimato del donante garantiza la estabilidad familiar, evitando las 
interferencias afectivas que podrían producirse entre el padre biológico y el 
legal. En una perspectiva diferente, se sitúa un reducido grupo de autores  que 
entiende que el esquema de valores vigente para los regímenes de 
establecimiento de las filiaciones natural y adoptiva no resulta trasladable sin 
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más a la reproducción artificial, puesto que, en su opinión, el interés del 
adoptado no apunta tanto a conocer su origen genético, como a comprender la 
razón de su abandono; permitiéndosele descubrir su referente biológico para 
así recuperar este primer episodio de subsistencia que la sociedad le oculta. Y, 
a diferencia de los adoptados, los nacidos de gametos donados carecen de 
historia común con su progenitor biológico. 
 
Al margen de las opiniones doctrinales, parece indiscutible que el 
conocimiento de los orígenes biológicos constituye una información 
cualificada por su relación con el derecho a la salud del nacido de gametos 
donados, el derecho a su identidad personal, y el derecho al libre desarrollo de 
su personalidad, y como tal, su tratamiento confidencial y secreto sólo puede 
justificarse para preservar intereses de rango superior. Circunstancia que, 
evidentemente, no concurre cuando lo que se pretende es satisfacer un deseo 
de maternidad y/o preservar la intimidad de los donantes para garantizar la 
provisión de gametos. 
 
El fenómeno de la subrogación uterina también presenta también una 
gran complejidad. Para algunos se trata de una práctica lícita que debe ser 
admitida jurídicamente, al entender que los acuerdos de sustitución gestacional 
se celebran voluntariamente entre adultos autónomos y responsables; no 
perjudican a terceros; y redundan en beneficio de todos los sujetos implicados. 
Los argumentos para su defensa se incrementan cuando el convenio carece de 
finalidad lucrativa esgrimiéndose, al efecto, que la gratuidad de la prestación y 
la libre autodeterminación de la mujer en el proceso gestacional impiden su 
instrumentalización. 
 
Sin embargo, la realidad pone de manifiesto las profundas 
implicaciones éticas, y los numerosos conflictos jurídicos de toda índole que 
genera el recurso a esta técnica. Así, con respecto a la gestante por sustitución, 
debe considerarse que es la prestación en sí misma la que conlleva el riesgo de 
instrumentalización del cuerpo de la mujer, con independencia que se realice o 
no a título gratuito. Asimismo, supone ignorar la distinción esencial entre 
personas y cosas, a efectos de la celebración de un contrato. En este sentido 
procede recordar que los sistemas jurídicos occidentales coinciden al 
considerar que, frente a la libre disposición de los objetos, los seres humanos 
son rei extra comercium, incluyendo expresamente el cuerpo en su conjunto o 
alguna de sus partes. La libre autodeterminación de la madre subrogada para 
alquilar su útero se encuentra, por tanto, limitada; puesto que ni el cuerpo 
humano ni sus funciones esenciales pueden constituir el objeto de un contrato. 
 
Con respecto al hijo nacido a través de esta técnica cabe señalar que, su 
admisibilidad y/o legalización, incrementa su vulnerabilidad, dejándolo a 
merced de unas cláusulas específicas que, en modo alguno, aseguran ni la 
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protección de sus intereses, ni de sus derechos; y supone, además, una 
comercialización de la filiación, que sólo dependerá de la capacidad 
adquisitiva de los padres para la celebración de un contrato con un contenido 
principalmente económico. Asimismo la posibilidad de confusión de roles y 
funciones entre los progenitores, puede tener efectos muy negativos en el 
equilibrio y desarrollo psicofísico del menor, especialmente cuando los 
comitentes no aporten material genético. 
 
Con relación a la regulación española es obligado destacar su falta de 
coherencia, puesto que desde 1988 admite sin reservas, e incluso promueve, la 
donación de óvulos y de embriones, reprobando al mismo tiempo la gestación 
por sustitución incluso cuando tiene carácter altruista. Posición que resulta a 
todas luces contradictoria puesto que considerando que la primera Ley 
española sobre Técnicas de Reproducción Humana asistida tenía como 
objetivo “preservar la igualdad de todas las mujeres a tener hijos” y “eliminar 
cualquier límite que socave la voluntad de procrear de la mujer”, no parece 
coherente que se admitiese la intervención de donantes de ovocitos y gametos 
y, por el contrario, se rechazase la gestación de sustitución; puesto que al 
mantener este criterio la propia Ley estaría discriminando a aquellas mujeres 
con óvulos fecundables que deseando tener un hijo genéticamente propio 
careciesen de capacidad gestacional, frente a las que carecen de ovarios o de 
ovocitos fecundables que, vía donación de gametos, si tienen acceso a la 
maternidad. Los argumentos utilizados por el legislador español para descartar 
la maternidad de sustitución (al entender que todo contrato sobre gestación de 
sustitución es siempre nulo de pleno derecho por ilicitud del objeto que es 
extra comercium) resultan perfectamente aplicables para prohibir o restringir 
la donación de gametos (puesto que los gametos se encuentran también extra 
comercium) y, a la inversa, los motivos esgrimidos para justificar la donación 
de gametos (al considerarla necesaria para garantizar el acceso de las mujeres 
a la maternidad respetando su derecho a la igualdad) podrían utilizarse para 
sustentar la validez del convenio de subrogación uterina . 
 
La gestación por sustitución constituye, por tanto, el único límite formal 
que mantiene el legislador español en el ámbito de la procreación asistida. La 
solución adoptada por la Instrucción de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, que otorga eficacia a los acuerdos de gestación por 
sustitución suscritos conforme a legislación extranjera, resulta claramente 
contraria a la legislación vigente desde un punto de vista técnico y axiológico, 
al pretender admitir por vía reglamentaria lo que está claramente excluido por 
Ley. La revisión de la escasa y ambigua regulación que presenta la gestación 
por sustitución es, por tanto, un gran problema de fondo que debe resolver el 
ordenamiento español, al objeto de evitar la coexistencia de soluciones legales 
divergentes e incrementar la seguridad jurídica; tal y como ya se está 
realizando en otros países de nuestro entorno. 
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VI.- La tecnología reproductiva acuña un nuevo modelo procreativo que 
supera el anterior basado en una libertad negativa que permitía la planificación 
de los nacimientos mediante el recurso a los métodos anticonceptivos y a la 
interrupción del embarazo. La asistencia médica a la procreación no sólo lucha 
contra la infertilidad sino que permite elegir el momento de tener hijos, el sexo 
de los mismos, sus características genéticas, etc. 
 
La ordenación española contempla así la posibilidad de recurrir al 
diagnóstico genético preimplantacional para detectar enfermedades 
hereditarias graves incurables, o alteraciones que comprometan la viabilidad 
del preembrión; al objeto de efectuar la correspondiente selección embrionaria. 
Por su parte, el Convenio de Biomedicina del Consejo de Europa señala que 
las enfermedades que autorizan la selección del sexo del embrión 
preimplantatorio deben ser graves. No obstante, no concreta qué concurre bajo 
esta expresión, y traslada a los Estados parte la elaboración de los criterios al 
respecto. Pese a las previsiones de la legislación de 1988 de elaborar una lista 
de enfermedades graves o establecer unos criterios básicos que permitiesen 
emplear con garantías el diagnóstico preimplantacional, nunca se aprobó 
elenco alguno. Ante el vacío legal, la valoración de la gravedad de las 
patologías se dejó al arbitrio médico, que continua sustituyendo la laguna 
legislativa recurriendo a su criterio clínico para aconsejar a la pareja (o mujer) 
si deben someterse, o no, a un programa de fecundación extracorpórea. La 
adopción de los criterios generales para determinar qué se debe entender por 
enfermedad grave es, por tanto, estrictamente necesaria para elaborar un 
protocolo y un código de buenas prácticas en materia de análisis genéticos 
antenatales, y constituye una tarea pendiente del Parlamento español. 
 
La admisibilidad jurídica de la elección de embriones para evitar la 
transmisión de enfermedades ligadas al sexo no se cuestiona. Menos pacífica 
resulta, no obstante, la elección que se realiza al objeto de lograr un embrión 
que presente una composición genética óptima para servir como donante a un 
tercero. El respaldo a esta posibilidad, introducida por el legislador español en 
2006, podría atentar contra la dignidad y el valor del ser humano como tal, al 
instrumentalizarlo como mero material creado artificialmente en beneficio de 
un tercero, y chocaría con números Instrumentos internacionales suscritos por 
España. 
 
La regulación española facilita la maternidad en solitaria a través del 
recurso a las técnicas de reproducción asistida. A diferencia del nacido de 
fecundación heteróloga, que disfruta de un padre legal, el concebido con 
gametos de donante y nacido de mujer sola carece de figura paterna 
referencial, y no tiene a nadie a quien reclamarla. La libertad de la madre o el 
ejercicio de su salud reproductiva, no parecen intereses tan dignos como para 
justificar semejante restricción de derechos. 
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El derecho específico a recurrir a gametos anónimos para procrear en 
solitario presenta una base jurídica muy frágil, que debería haber sido 
declarada inconstitucional; y suscita ciertas cuestiones que conviene resaltar. 
Así, partiendo de la libertad individual de la mujer para poder tener hijos en 
solitario, resulta como mínimo cuestionable que exista la obligación por parte 
del Estado de proporcionar el suministro de gametos con cargo a la sanidad 
pública, especialmente, cuando la mujer no se encuentra aquejada de 
esterilidad. Al respecto cabe recordar que el acceso a la maternidad no se 
configura como una prestación amparada por el derecho a la salud 
reproductiva de la mujer y, por tanto, no se encuentra comprendida en el 
derecho a la salud. Desde otro punto de vista, la promoción y el fomento de la 
maternidad en solitario suponen una clara aproximación de la política 
legislativa a la perspectiva de género; y contribuyen a una sobrevaloración de 
la maternidad, que puede llegar a verse como un elemente esencial para el 
desarrollo personal de las mujeres. Y ello sin obviar la repercusión negativa 
que podría tener la promoción de la maternidad en solitario, en el proceso de 
igualación de ambos sexos en los derechos y obligaciones familiares.  
 
La posibilidad de recurrir a la fecundación póstuma fue la previsión que 
generó mayor litigiosidad desde el inicio de la andadura de la Ley sobre 
Reproducción Humana Asistida en 1988. Las principales reclamaciones 
judiciales tuvieron por objeto interesar la validez de los consentimientos que 
no habían sido formulados en forma, e incluso solicitar autorización para la 
fecundación cuando el varón había efectuado el depósito de gametos pero no 
había otorgado el correspondiente consentimiento, o había perdido su 
capacidad para hacerlo. Los Tribunales españoles tuvieron que suplir, por 
tanto, las ambigüedades y carencias de un precepto que había sido calificado 
por la doctrina como perturbador en cuanto a su técnica legislativa. La 
legislación actual mejora la redacción del precepto y resuelve las lagunas que 
presentaba la normativa anterior, adecuando las distintas formas previstas para 
el otorgamiento de la autorización y concediendo presunción iuris tantum al 
consentimiento otorgado por el marido permitiendo a su esposa el recurso a las 
técnicas. Desde el punto de vista de la mujer, el recurso a la fecundación o a la 
gestación post mortem se ha defendido como un derecho, no obstante, las 
manifestaciones efectuadas por el varón fallecido sobre el destino de sus 
gametos, también pueden ser interpretadas como una obligación moral de 
entidad suficiente para condicionar la voluntad de la mujer, puesto que podría 
predisponerla a emplear el semen legado por su marido, y acceder a la 
maternidad en solitario, con el único objetivo de perpetuar su memoria. Desde 
el punto de vista del concebido, parece incontestable que la filiación póstuma 
no garantiza de forma suficiente los derechos que la Constitución reconoce a 
los nacidos. Conforme a la solución legal adoptada, el consentimiento 
otorgado al efecto por el varón fallecido, se traduce en un título para 
determinar la filiación desde un punto de vista estrictamente formal, pero en 
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modo alguno cumple la asunción efectiva de la función paterna; función que 
tampoco queda cubierta por la relación familiar que pueda establecerse con el 
núcleo paterno. 
 
VII.- Las aplicaciones de la tecnología reproductiva al ámbito de la 
investigación biomédica han facilitado y promovido las investigaciones con 
material humano de origen embrionario poniendo de manifiesto las carencias 
de los ordenamientos para conciliar el ejercicio de la libertad de investigación 
y la protección de la vida humana en desarrollo. 
 
Hasta finales del siglo XX la protección conferida al concebido por los 
distintos ordenamientos jurídicos se centraba en la calificación como delito de 
los atentados intencionados contra su vida y su integridad (delitos de aborto y 
lesiones al feto); y en las expectativas jurídicas que se le reconocían en el 
ámbito del derecho privado (a efectos filiativos y sucesorios). No se 
consideraban necesarios otros mecanismos jurídicos de protección adicional. 
Con el paso de los años esta ordenación inicial fue cediendo terreno ante la 
introducción progresiva de disposiciones reguladoras de la despenalización, en 
mayor o menor grado, del aborto voluntario; y se demostró completamente 
insuficiente cuando se hizo realidad la posibilidad de crear embriones in vitro, 
y se pusieron en duda las fórmulas tradicionales para determinar el comienzo 
de la personalidad humana e, inherentemente, su condición de titular de 
derechos subjetivos. El ordenamiento español no ha permanecido ajeno a estos 
cambios y, en aras de la libertad de investigación, e invocando futuros 
beneficios potenciales, ha completado un proceso legislativo caracterizado por 
propiciar la desaparición progresiva de la tutela jurídica de la vida humana en 
desarrollo, y despojar de todo tipo de derechos a los embriones constituidos in 
vitro (preembriones). Así, en menos de dos décadas, se ha pasado de autorizar 
la experimentación con embriones no viables, a legalizar la clonación de 
embriones para la obtención y utilización de sus células troncales. 
 
La influencia que ejercen los avances científicos, especialmente en el 
ámbito de las investigaciones biomédicas, en los derechos fundamentales de la 
persona, exige, por tanto, la adopción de un nuevo enfoque en torno a dos 
medidas concretas. En primer lugar, la construcción de un estatuto jurídico 
específico del nasciturus que le otorgue una protección integral, y que abarque 
desde el embrión in vitro hasta el feto, con todos los atributos que ontológica, 
social y jurídicamente le correspondan. Y, en segundo lugar, el 
reconocimiento explícito de la objeción de conciencia en el ámbito científico 
sanitario, como límite personal de actuación de médicos e investigadores, para 
garantizar que los intereses científicos y económicos subyacentes no 
prevalecen sobre sus imperativos de conciencia. 
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